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PROLOGO 
111 ASTA la creación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT -:;/~' en lo sucesivo) por el artículo 103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio de 1991, los problemas de organización de la Administración tributaria habían merecido muy escasa 
atención, en nuestro país, por parte de los estudiosos del Derecho Tributario. Y ello a 
pesar de que desde las propuestas reformadoras de Flores de Lemus se había puesto de 
manifiesto que los factores administrativos desempeñan un papel decisivo, como 
elementos condicionantes de los procesos de reforma fiscal 1, idea en la que desde 
entonces no han dejado de insistir hacendistas como L. Einaudi o, entre nosotros, E. 
Fuentes Quintana, por considerar, en palabras del primero de los autores citados, que 
«cualquier reforma fiscal es pura hipocresía, vana y hueca retórica, si es que no va 
precedida de una reforma de la Administración tributaria» 2. 
No obstante, la creación y puesta en funcionamiento de dicha organización 
administrativa, a la que se hace responsable, en nombre y por cuenta del Estado, de la 
aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero, así como de otros 
recursos que se le encomienden por ley o por convenio, ha concitado una atención que 
I Así, en la memoria de la Dirección General de Contribuciones, de 1913, se afirmaba que «en general la 
implantación del organismo administrativo es mucmsirno más difícil que la del régimen material de los 
impuestos», añadiendo que <<la constitución de un organismo (administrativo) fuerte y capaz es la condición previa 
de toda reforina bonda del viejo sistema de nuestlas contribuciones»; tomamos las citas de FUENTES 
QUINTANA, E. La ideología de la reforma tributaria !¡¡enciosa, en Hacienda Pública Española n,o ,42-43, 1976, 
pp. 130 Y 131. 
2 La afirmación, extraída de EINAUDI, L. Prinapii di Scienza della Finanza, reimpresión de la primera 
edición de 1932, G, Einaudi, Torino 1956, la tomamos de FUENTES QUINTANA, E. «El estilo tributario latino: 
características principales y problemas de su reforma» (1978), que manejamos en la cuidada edición de COMIN, F, 
de los trabajos de FUENTES QUINTANA, E. Las refO/mas 'tributarias en España. Teoría, historia y propuestas, 
ed. crítica, Barcelona 1990, p. 445. 
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ha ido más allá del estricto campo del Derecho Tributario 3 dando lugar a 
pronunciamientos que,pese a su contundencia, adolecían de evidentes limitaciones. 
Porque los trabajos publicados al respecto se centraron fundamentalmente en la 
formulación de una doble denuncia: la de la supuesta huida del Derecho público que la 
creación de este Ente perseguirfa, y la del ataque que la opción organizativa adoptada 
supondrfa, «al menos potencialmente», a las garantfas del contribuyente frente a la 
Administración 4; olvidando otros posibles planteamientos, quizás no tan vistosos, pero 
si de igualo mayor utilidad a todos los efectos. 
Así, probablemente hubiera resultado necesaria una reflexión en profundidad en 
torno a la adecuación de la Administración tributaria a las nuevas características del 
sistema tributario introducido en el proceso de reforma abierto por la Ley 50/1977. 
Porque lo cierto es que el cambio de la organización y funcionamiento de la 
Administración tributaria no se anticipó al proceso reformador, sino que las estructuras 
administrativas continuaron siendo las mismas y las modificaciones introducidas no 
suscitaron, precisamente, un entusiasmo indescriptible; lo que sin duda fue una de las 
causas.del ~ebilitamiento del inicial impulso de la reforma tributaria 5. Es cierto que las 
denommaclOnes de los cuerpos de funcionarios al servicio de la Hacienda Pública se 
han visto modificadas y sus funciones han sido reordenadas en no pocas ocasiones, 
incluso dando lugar a litigios de conocida repercusión en la estructura de los 
procedimientos tributarios 6; pero no lo es menos que las circunstancias concurrentes en 
tales reformas, que operan siempre entre los polos de la unificación y separación de 
funcionarios y funciones 7, pueden llevar a pensar que obedecen más al cambio de los 
equilibrios existentes entre los distintos cuerpos de funcionarios y, por tanto, a intereses 
corporativos, que a la existencia de modelos acabados para la organización de las 
funciones de la Hacienda. Sobre todo, porque las sucesivas <<.fusiones» y «escisiones» de 
esos prestigiosos colectivos funcionariales parecen obedecer a un cierto y tradicional 
inmovilismo administrativo 8 que, se quiera o no, finalmente termina por producir una 
compartimentación de funciones que, estando justificada en algunos casos por razón de 
la materia, al tratarse de funciones relativas a distintas vertientes de la actividad 
financiera pública, como ocurre en materia de control e inspección de entidades 
3 Pone de manifiesto el interés suscitado por la creación de la Agencia Tributaria PAREJO ALFONSO, L. 
Eficacia v Administraci6n. Tres estudios, MA.P., Madrid 1995, p. 26. 
4 Por el momento, vid. por todos PITA GRANDAL, A. M. La Agencia Estatal de Administraci6n Tributaria 
REDF Civitas n.o 71, 1991, pp. 369 Y 373-374. ' 
s Así lo indica FUENTES QUINTANA. E. «Hacienda democrática y reform~ fiscal», en COMIN. F. (ed.) 
Las reformas tributarias ... cil. en nota 2, p. 474. 
6 . En este sentido, conviene re~ordar que el recurso que dio lugar a la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 
de abnl de 1984, que declaró la nulIdad del Real Decreto 412/1982, en cuanto atribuía a la Inspección funciones 
IIquldado~as. tuvo su on~en en el recurso interpuesto por una Asociación representativa de un cuerpo de 
funclOnanos al que tradICIonalmente se habían encomendado esas funciones. Mas información al respecto en 
CLAVIJO HERNANDEZ. F. La Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de abril de 1984 en relaci6n al Real 
Decreto 412/1982, Revista Jurídica de Cataluña nO 4, 1985,pp. 1069 Y ss. Vid. igualmente ARRIETA MARTINEZ 
DE PISON, J. Las actas de la Inspección de los tributos, ed. Civitas, Madrid 1994, pp. 81 Y 82, donde se pone de 
mamfiesto que la separacIón entre órganos de inspección y liquidación obedeció en su momento, en el Reglamento 
de 1926, a problemas orgánicos, relacionados con los abusos de la Inspección. 
. 7 En la última de dichas reformas, llevada a cabo por los artículos 56 y 57 de la Ley 66/1997. de 30 de 
dIciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social. se ha optado por la separación de los cuerpos 
antes integrados en el Cuerpo Superior de Inspectores de Finanzas del estado. 
8 Denunciado por FUENTES QUINTANA, E. El estilo tributario latino ... cil. en nota 2, pp. 445 Y 446. 
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aseguradoras y planes de pensiones, o de función interventora y control financiero del 
sector público estatal, no siempre se corresponde -como ocurre, por ejemplo, en la 
separación de la inspección de los Impuestos Especiales respecto a la del IVA, que son 
competencia de distintas especialidades del Cuerpo superior de Inspectores de Hacienda 
del Estado- con la estructura del sistema tributario y la conveniencia de su gestión 
integral. 
Por eso conviene advertir que esos aspectos de la organización administrativa y la 
distribución de funciones entre los distintos cuerpos de la Hacienda pública, además de 
resultar de una extraordinaria importancia desde el punto de vista del servicio a los 
intereses generales, que el arto 103 de la Constitución encomienda a la Administración, 
afectan también a los derechos de los ciudadanos contribuyentes, pues como advirtiera 
A. Hensel, «es un error científico creer en el invariable contenido de la ley con 
independencia del cuerpo organizativo encargado de aplicar la ley en la realidad». 
De ahí que la creación de la AEAT, invitara a realizar un análisis en profundidad 
de la incidencia que esa nueva forma organizaliva podía tener en el ejercicio de las 
distintas potestades que la ley concede a la Administración para la aplicación de los 
tributos, pues como advlrttera el entonces Profesor de lJonn, «el hecho de astgnar la 
ejecución de determinadas leyes administrativas a un determinado tipo de 
organizaciones es a menudo algo decisivo para el efectivo contenido de la norma» 9. Un 
análisis que, sin desdeñar la perspectiva constitucional, descendiera también al terreno 
de la legalidad ordinaria y de su estudio desde las categorías dogmáticas, adoptando así 
una perspectiva que recientemente ha reivindicado J. Ramallo, al señalar con razón que 
la función del jurista no puede limitarse a «enfrentar todas y cada una de las realidades 
jurídico-positivas directa y exclusivamente con la Constitución» JO. 
Se trataba de un empeño nada cómodo, sobre todo a la vista de la práctica 
unanimidad de la doctrina existente, que no sólo había dudado sobre la naturaleza de 
Administración pública de la AEAT y proclamado enfáticamente la inconstitucionalidad de 
su norma de creación, aunque fuera por razones formales 11, sino que había advertido sobre 
los graves riesgos que su particular sistema de financiación podía tener sobre el deber de 
objetividad que la Constitución impone a la Administración pública en su arto 103 12 y, por 
ende, sobre las garantfas de los contribuyentes frente a la Administración. 
9 Cfr. HENSEL, A. La influencia del Derecho Tributario sobre laformaci6n de los conceptos del Derecho 
Público, traducción española de PÉREZ ROYO, F., Hacienda Plíblica Española nO 22, 1973, p. 178. 
10 A las advertencias realizadas en RAMALLO MASSANET, J. «Prólogo» al libro de LOPEZ MARTINEZ, 
J. Régimen jurídico de los llamados «intereses moratorias» en materia tributaria, ed. Civitas, Madrid 1994. 
pp. 14-15, se ha unido su reflexión más reciente en RAMALLOMASSANET, J. El Derecho Tributario en España 
desde el punto de vista académico, REDF Civitas n.o 93,1997, p. 16. 
11 En concreto por tratarse de una disposición incorporada a una Ley General de Presupuestos del Estado 
que, p.or su contenido: excedería de su contenido constitucionalmente posible, según la jurisprudencia del Tribunal 
ConstttuclOnal consolIdada a partir de la STC 76/1992, de 14 de mayo; en ese sentido se pronunciaron, por todos, 
BAE~A AGUI~~R, A./H~RRERA MOLINA, P./SERRANO ANTON, F. La Agencia Tributaria frente al 
contribuyente: reg,men Juríd,co y problemas de constitucionalidad, ed. Comares, Granada 1993, pp. 105 Y ss. Y 
SANCHEZ SERRANO, L. «Comentarios a la Disposición Adicional Decimoséptima», en VICENTE-ARCHE 
DOMINGO, F. Comentarios a la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y su Reglamento 
ed. Colex, Madrid 1993, p. 759. ' 
12 Cfr. FERREIRO LAPATZA, 1.1. Nota sobre la Agencia estatal de Administración Tributaria REDF 
Civitas n° 71, 1991,p.4lO. ' 
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Por eso creo que debe valorarse especialmente el esfuerzo realizado por Enrique 
Ortiz Calle, que en el trabajo que ahora presento no sólo acredita haber manejado con 
provecho la bibliografía española y la comparada más relevante en la materia sino, 
sobre todo, hace gala de un manejo impecable de la metodología más adecuada al tipo 
de estudio que pretendía realizar. Porque en su trabajo se preocupa de indagar la 
naturaleza de ese peculiar tipo de Ente público que es la AEAT, y lo hace precisamente a 
partir del estudio de los aspectos de su régimen jurídico más relevantes a esos efectos, 
sentando al tiempo las bases para el posterior análisis de los efectos que la creación de 
esa nueva forma organizativa puede tener en el régimen jurídico de las distintas 
potestades tributarias. No se trata, ciertamente, de una metodología que fuera 
desconocida o resultara particularmente original 13, pero sí conviene destacar los frutos 
que de ella se obtienen cuando se emplea con el rigor y constancia que lo ha hecho el 
autor de esta obra, que examina con detalle el régimen jurídico de las distintas 
potestades tributarias, efectuando aportaciones de no escaso interés, para plantearse la 
incidencia concreta que la creación de la AEAT puede tener en su ejercicio. 
Además, demostrando su personalidad como investigador, Enrique Ortiz Calle ha 
afrontado cuantos problemas ha encontrado en su camino, por novedosos o dificultosos 
que fueran, sin rehuir ninguna cuestión. De ello es muestra el tratamiento de la 
configuración de la AEAT como órgano de colaboración entre la Administración 
tributaria central y las Administraciones autonómicas y locales. Se trata de un asunto de 
extraordinaria importancia, que suscita especiales dificultades y se encontraba 
particularmente necesitado de análisis en lo que se refiere a las relaciones entre la AEAT 
y las Administraciones tributarias autonómicas 14, en especial tras la puesta en 
funcionamiento del nuevo modelo de financiación de las Comunidades Autónomas para 
el quinquenio 1997-2001, cuyas características fundamentales 15 habían de suponer 
necesariamente modificaciones de importancia, tanto en los mecanismos de colaboración 
y coordinación interadministrativa previstos para los anteriores tributos cedidos en la 
Ley 30/1983, como en las formas de participación de las Comunidades Autónomas en la 
gestión del1RPF que plasmaron en la Ley 21/1993. 
En efecto, es éste un ámbito en el que la distribución de competencias y potestades 
entre las Administraciones central y autonómica inciden de forma directísima sobre la 
posición de los contribuyentes y, precisamente por ello, reclaman una especial atención 
para que no se produzcan efectos indeseables y, entre ellos, un incremento de la presión 
fiscal indirecta que resultará difícil de evitar mediante el simple empleo de las técnicas 
ya conocidas de colaboración y cooperación interadministrativa. De ahí precisamente la 
I3 De algún modo en esa línea se situaba el trabajo de SANCHEZ GALIANA. JA. Las actuaciones de la 
Agencia Tributaria y los principios constitucionales tributarios, REDF Civitas n° 87. '1995, pp. 421 Y ss. 
14 A las cuestiones relacionadas con las relaciones entre Administración central y autonómica, por un lado, y 
Administración local por otro, se ha referido BARQUERO ESTEVAN, J.M. Distribución de competencias y 
relaciones interadministrativas en la aplicación de los tributos locales, Tesis Doctoral UAM, Madrid 1997. que ha 
visto ya parcialmente la luz; vid. BARQUERO ESTEV AN. J .M. La gestión de los tributos locales: aspectos 
competenciales, ed. Civitas, Madrid 1998, passim. 
I5 En especial el substancial cambio de la noción de tributo cedido y la consideración como tal del IRPF que 
se convierte en un tributo compartido; vid. con mayor amplitud mi trabajo ZORNOZA PÉREZ, J 
«Corresponsabilidad fiscal y financiación de las Comunidades Autónomas: el modelo para el quinquenio 1997-
2001», en AA.VV. El Estado de las autonomías. Los sectores productivos y la organización territorial del Estado, 
vol. IV, ed. CEURA, Madrid 1997. pp. 3987 Y ss. 
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necesidad de reflexionar sobre nuevas fórmulas de integración entre Administraciones 
que, sin embargo, suscitan no pocas dudas desde el punto de vista de la correcta 
distribución de competencias. Porque, en efecto, si las actuales Comisiones mixtas de 
coordinación de la gestión tributaria son simplemente órganos de encuentro entre las 
Administraciones central y autonómicas, que podrían caracterizarse como Conferencias 
sectoriales de participación y, por ello, pueden resultar insuficientes, no es sencillo 
imaginar la fórmula para la articulación de una Administración integrada que, 
superando con creces el modelo hoy vigente, podría afectar al derecho a la 
autoadministración reconocido a los Entes territoriales para la gestión de sus propios 
intereses en el artículo 137 de la Constitución. 
A todas esas cuestiones se enfrenta, con el rigor que ya ha acreditado en otras 
publicaciones anteriores y con mucha mayor profundidad de lo que ahora podría yo 
hacerlo, Enrique Ortiz Calle, dando una muestra más de su valía como universitario. 
Porque nos encontramos ante un trabajo profundamente universitario, por la materia a 
la que se refiere, por el método y fuentes que se han empleado para su realización y por 
lo ponderado de sus conclusiones. Ante un trabajo que, precisamente por ello, ha de ser 
extraordinariamente útil para todos cuantos se Interesan profestonalmente por el 
Derecho Tributario, en especial para quienes tienen la responsabilidad de diseñar el 
modelo organizativo más adecuado para que la Administración tributaria española 
pueda hacer frente al reto que supone la gestión de un sistema tributario tan fuertemente 
descentralizado como es el hoy vigente en nuestro país. 
Un modelo de organización cuya definición requiere, sin duda, un esfuerzo de 
reflexión jurídica, aunque sólo sea para no abandonar estas cuestiones a los 
tratamientos de la doctrina gerencial, cuyas limitaciones para la organización de las 
actividades administrativas se han puesto ya de relieve 16. Yen esa reflexTón deberían 
considerarse las exigencias derivadas de otros factores hasta ahora no mencionados, 
como la admisión en nuestro derecho de técnicas transaccionales en los procedimientos 
tributarios 17, la creciente importancia de los problemas de la fiscalidad internacional y 
el papel que en ese campo ha de cumplir la asistencia interadministrativa, etc. Porque lo 
que no parece razonable, es que la organización de la Administración tributaria, que es 
un elemento crucial para garantizar que la contribución de los ciudadanos al 
sostenimiento de los gastos públicos se realiza en los términos queridos por la ley, se 
decida de acuerdo con criterios puramente coyunturales, atendiendo al apremio de las 
circunstancias. 
JUAN ZORNOZA PÉREZ 
Catedrático de Derecho Financiero y Tributario 
Universidad Carlos III de Madrid 
16 Cfr. PAREJO ALFONSO, L. Eficacia ... cit., pp. 113 Y ss. 
l? Técnicas cuyo éxito depende, en no escasa medida, de la modificación del tradicional modelo de 
relaciones entre la Administración y los contribuyentes; o, si se prefiere, de la implantación de una nueva cultura 
administrativa que, seguramente, demande a su vez nuevas formas de organización; vid. al respecto mi «Prólogo» a 
GONZALEZ-CUÉLLAR SERRANO, Ma L. Los procedimientos tributarios: su terminación transaccional, 
ed. Colex, Madrid 1997, pp. 24 Y 25. 
17 
INTRODUCCIÓN 
ONSTITUYE el objeto del presente trabajo el estudio de la inciden-
cia de la estructura jurídico-organizativa de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria (AEAT), como entidad que desde elide 
1'I:!!.lI1!i::!!!~~ enero de 1992 desarrolla en el ámbito estatal las funciones de gestión 
tributaria, sobre el ejercicio de las diversas facultades y potestades inherentes a la 
actividad administrativa de aplicación de los tributos. 
La elección del objeto de la investigación se justifica suficientemente a la 
vista, según hace ya algunos años destacara Hensel, de la necesaria influencia 
que la organización administrativa ejerce sobre la aplicación de la ley en la vida 
real; razón por la que «el hecho de asignar la ejecución de determinadas leyes 
administrativas a un determinado tipo de organización es a menudo algo decisi-
vo para el efectivo contenido jurídico de la norma cuyos efectos definidores 
nunca se agotan. Es un error científico creer en el invariable contenido de la ley 
con independencia del cuerpo organizativo encargado de aplicar la ley en la rea-
lidad» 1. 
1 Estas palabras, ciertamente reveladoras, son pronunciadas al hilo de unas reflexiones que sugieren al 
autor la creación en Alemania de una estructura organizativa específica y unitaria del Reich para la administración 
de los impuestos y la instauración del Tribunal Supremo de la Hacienda Pública [Cfr., HENSEL, A., La influencia 
del Derecho Tributario sobre laformación de los conceptos de Derecho Público. conferencia pronunciada en Berlín 
en 1927, y publicada en Hacienda Pública Española (HPE), núm 22, 1973, p. 178]. 
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El reconocimiento de este hecho constituyó para nosotros, desde el mismo 
instante en que iniciamos nuestra investigación, el auténtico presupuesto metodoló-
gico del que habría de partir el análisis del régirnenjurídico de la AEAT; es decir, si 
parece innegable la estrecha relación existente en cualquier sector de la aplicación 
normativa entre los aspectos orgánicos y los funcionales, se puede decir sin exage-
ración que de las caracterís ticas de la organización administrativa depende en buena 
medida el cumplimiento por la Administración de los fines que la jus tifican 2. 
A partir de esta premisa, el objetivo que nos habíamos propuesto exigía, 
con carácter previo, determinar la naturaleza jurídica de la AEAT; problema cuya 
resolución parecía insoslayable puesto que casi desde el mismo instante en que se 
creó la AEAT no faltaron autores que llegaron a cuestionar seriamente la natura-
leza administrativa de dicha entidad 3, llegándose incluso a afirmar que la refor-
ma organizativa operada a través de la creación de la AEAT había significado 
nada menos que la «privatizaCiOn de la gestlón tributaria» 4. 
De ahí la necesidad de que tuviéramos que abordar en la primera parte del 
trabajo el examen de los aspectos básicos de la estructura jurídico-organizativa 
de la AEAT; por ello, nuestro estudio se inicia con el análisis de una serie de nor-
mas que, no estando directamente relacionadas con las facultades y potestades de 
aplicación de los tributos -regímenes de personal, presupuestario, contratación, 
responsabilidad patrimonial, etc.-, sí eran claves para desentrañar la naturaleza 
-pública o privada- de la organización a la que el legislador había encomendado 
la aplicación del sistema tributario estatal. Este análisis fue determinante para 
definir la posición institucional de la AEAT como ente instrumental plenamente 
integrado en la Administración General del Estado, desmintiendo de paso las 
acusaciones, quizás un tanto apresuradas, que se habían formulado en el sentido 
de la «huida hacia el Derecho Privado» que pretendidamente había representado 
la creación de la AEAT 5; huida que, más concretamente, habría tenido lugar a 
través de las «funciones logísticas o mediales» desplegadas por aquélla, y desa-
rrolladas básicamente a través de la laboralización del personal que allí presta sus 
servicios y de los procedimientos presupuestarios y de contratación. 
2 Como ha reconocido SÁNCHEZ MORÓN, M., Notas sobre la función administrativa en la Constitución 
Española de 1978, en PREDIERI, AlGARCfA DE ENTERRiA, E (dir.) , «La Constitución Española de 1978. Estu-
dio sistemático», ed. Cívitas, Madrid, 1980, p. 663. 
3 En este sentido, BAENA AGUILAR, A/HERRERA MOLINA, P.M/SERRANO ANTÓN, F., La 
Agencia Tributariafrente al contribuyente: Régimen jurídico y problemas de constitucionalidad, ed. Comares, Gra-
nada, 1993, p. 20. 
4 Así, GARRIDO FALLA, F., Privatización y reprivatización, en Revista de Administración Pública 
(RAP), núm. 126, 1991, p. 30. 
5 Para esta tesis, al poco tiempo de la creación de la AEAT, DEL SAZ, S., Desarrollo y crisis del Derecho 
Administrativo. Su reserva constitucional, en CHINCHILLA/LOZANO/DEL SAZ., «Nuevas perspectivas del 
Derecho Administrativo. Tres estudios», ed. UNED/Cívitas, Madrid, 1992, pp. 144 Y ss. 
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Pero la determinación de la naturaleza jurídica de la AEAT sólo era el punto 
de partida para abordar el núcleo de nuestra investigación: el análisis de aquellas 
normas de la estructura organizativa de esa entidad que incidían directamente sobre 
las diferentes facultades y potestades de gestión tributaria. Para la consecución de 
este objetivo, lo primero que tuvimos que definir fue la posición de la AEAT como 
parte significada de la Administración tributaria Central y su capacidad para esta-
blecer relaciones de coordinación y cooperación con las restantes Administraciones 
tributarias territoriales, haciendo especial hincapié en las posibilidades de colabora-
ción entre las Comunidades Autónomas y la AEAT en el marco de un modelo de 
financiación autonómica basado en el principio de corresponsabilidad fiscal 6 • 
y desde el primer momento pudimos constatar hasta qué punto estaban 
ajustadas a la realidad las palabras de Hensel a las que hicimos referencia al 
comienzo de estas líneas, al apuntar la relación dialéctica ineludible entre estruc-
tura y función en la esfera de la actividad administrativa de aplicación de los tri-
butos. En este sentido, el único método que nos pareció útil para abordar con 
ciertas garantías de éxito la meta que nos habíamos propuesto era el análisis sepa-
rado de cada una de las potestades en que es posible desglosar la función admi-
nistrativa de aplicación del sistema tributario, escogiendo aquellas normas de la 
organización jurídica de la AEAT que justamente incidían de un modo más direc-
to sobre aquella función. 
Así lo hicimos en primer lugar con la «función autónoma de interpreta-
ción» que ha asumido la Administración tributaria en el marco de los actuales 
procedimientos de gestión 7, a través básicamente de la erpisión de circulares y de 
contestaciones a consultas planteadas por los contribuyentes, al objeto de definir 
cuáles eran las líneas maestras de la organización jurídica de las facultades inter-
pretativas de la Administración tributaria española tras la creación de la AEAT. 
Para el análisis de dicha organización nos resultó de gran utilidad la experiencia 
comparada que nos brindaba el modelo de Administración tributaria de los Esta-
dos Unidos de Norteamérica, donde es también una organización descentralizada 
-el Internal Revenue Service- la encargada de la aplicación efectiva de las Leyes 
tributarias federales. 
Pues en dicho ámbito es destacable la gran atención que el legislador, apo-
yado por la doctrina y la jurisprudencia, ha prestado a la regulación de las inter-
6 Es imprescindible remitirse a la propuesta de «AdmlOistración Tributaria Integrada» en el contexto de 
todo un nuevo modelo de financiación de las Comunidades Autónomas que se contiene en AA.VV., 1nforme sobre 
el actual sistema de financiación autonómica y sus problemas (Grupo de Estudio constituido a propuesta del Conse-
jo de Política Fiscal y Financiera y formado por C. Monasterio Escudero, J. V. Sevilla Segura, F. Pérez García y 
J. Solé Vilanova), Ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1995. 
7 Cfr. MARCHESSOU, P., L'interpretation des textesfiscaux, Ed. Económica, París, 1980, p. 53. 
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pretaciones administrativas y, en general, a todas las cuestiones relacionadas con 
las tareas de información y asistencia al contribuyente, frente a lo que sucede en 
la esfera del Derecho español, salvo destacadas excepciones 8. Cuestiones, por lo 
demás, de fundamental importancia en el marco de unos procedimientos de ges-
tión cada vez más necesitados de la colaboración de los obligados tributarios 9 y, 
precisamente por ello, de un marco normativo que regule convenientemente y 
someta a control los procesos a través de los cuales la Administración tributaria 
exterioriza formalmente su posición interpretativa acerca de unas muchas veces 
controvertidas disposiciones tributarias, cuya interpretación y aplicación se enco-
mienda generalmente en nuestro sistema a los propios contribuyentes. 
Seguidamente abordamos uno de los puntos del régimen jurídico organiza-
tivo de la AEAT que quizás más polémica ha levantado entre cierto sector doctri-
nal; nos referimos, en concreto, a la instrumentalización de las potestades de ges-
tión tributana que opera el régimen jurídico presupuestario de aquella 
organización mediante un peculiar sistema de financiación que prevé, a través de 
una específica transferencia presupuestaria, la participación de la AEAT en una 
parte de las sumas recaudadas procedentes de los actos de liquidación dictados 
por aquélla; participación que incrementa automáticamente la cuantía del presu-
puesto inicialmente aprobado por las Cortes Generales. Este peculiar sistema de 
financiación justifica, a juicio de ciertos autores 10, una eventual declaración de 
inconstitucionalidad del apartado de la Ley de creación de la AEAT en que se 
regula la transferencia mencionada, con base en el atentado directo que, de acuer-
do con esa tesis, tal participación de la AEAT en la recaudación supone sobre el 
deber constitucional de objetividad sancionado por el artículo 103.1 de la Consti-
tución Española (CE). 
Desentrañar el alcance y el sentido de la incidencia que la transferencia 
presupuestaria procedente de actos de liquidación supone sobre el ejercicio de las 
potestades de gestión tributaria nos obligó a definir, a su vez, cómo se proyecta 
ese mandato de objetividad al servicio de los intereses generales -como integran-
te del estatuto constitucional de la Administración pública- sobre las actuaciones 
de la AEAT; o, si se prefiere, cuál es el tipo de relación que cabe establecer entre 
8 Así, ZORNOZA PÉREZ, J. l, Las consultas a la Administración en la LGT, en AA.VV., «Comentarios a 
la Ley General Tributaria y líneas para su reforma. Homenaje a Fernando Sainz de Bujanda», T.n., ed. Instituto de 
Estudios Fiscales, Madrid, 1991, pp. 1385 Y ss., donde se insiste en la necesidad de que el legislador «aborde dere-
chamente la organización jurídica de las potestades interpretativas que la ley atribuye a la Administración para la 
aplicación de los tributos». 
9 Así ya fue destacado por CASADO OLLERO, G., La colaboración con la Administración Tributaria. 
Notas para un nuevo modelo de relaciones con el Fisco, en HPE, núm. 68,1981, pp. 157 Y ss. 
10 Cfr., en este sentido, por todos, FERREIRO LAPATZA, J. J., Nota sobre la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, en Revista Española de Derecho Financiero (REDF), núm. 71, 1991, p. 410. 
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el también constitucional principio de eficacia (art. 103.1 CE), al que puede ser-
vir la mencionada transferencia, y la objetividad 11 en este sector de la actuación 
administrativa. 
El intento de ofrecer una adecuada respuesta al interrogante planteado rápi-
damente nos reveló que el debate debía situarse en el contexto más general relati-
vo a ciertos problemas comunes a todas las Administraciones de masas, cual es el 
caso de la tributaria; unos problemas, tratados con cierto detenimiento por la doc-
trina alemana 12 que en este punto nos resultó de gran ayuda, y relacionados con 
el conflicto de orden constitucional que expresa la divergencia entre los deberes 
legales de ejecución que incumben a la Administración y la efectiva capacidad 
administrativa para realizar aquéllos, desde el instante en que aquellos deberes 
sólo serán satisfechos en la medida que lo permitan las disponibilidades presu-
puestarias 13 . 
En un orden distinto de cuestiones, la clara orientación de la estructura 
interna de la AEAT hacia la creación de órganos especializados en la gestión 
integral de determinados tipos de contribuyentes -como, por ejemplo, las Uni-
dades Regionales de Gestión de Grandes Empresas y Exportadores, y las Uni-
dades de Módulos, insertadas en las Delegaciones de la AEAT-, con el fin de 
alcanzar un control más eficaz de ciertos sectores de obligados tributarios que 
comparten características homogéneas, nos planteó de inmediato el problema 
de la compatibilidad de esa organización interna con las exigencias derivadas 
de ciertos principios del procedimiento sancionador, señaladamente el de sepa-
ración entre instrucción y decisión para su atribución a órganos distintos en la 
tramitación de tal procedimiento, sancionados en el título IX de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común (LRJAP y PAC). El estudio de este pro-
blema, al alcanzar el ámbito más genérico de la discutida legitimidad de alguno 
de los preceptos contenidos en el Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre, 
sobre Procedimiento para Sancionar las Infracciones Tributarias (PSIT) , exigió 
por nuestra parte, con carácter previo, un esfuerzo adicional tendente a deter-
minar la legitimidad, a su vez, de la disposición adicional quinta de la última 
II Los problemas relativos a la relación entre los principios de objetividad y de eficacia, como integrantes 
del estatuto constitucional de la Administración Pública (artículo 103.1 CE), han sido abordados desde una perspec-
tiva general por PAREJO ALFONSO, L., La eficacia como principio jurídico de la actuación de la Administración 
Pública, en Documentación Administrativa, núm. 218-219, pp. 215 Y ss. 
12 Así, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung. Ge,etzesvollzug im Massenverfahren am Beispiel der 
typisirienden Betrachtungsweise des Steuerrechts, Duncker & Humblot, Berlín, 1976. 
13 Problemas abordados con carácter general en la doctrma española por PAREJO ALFONSO, L., Eficacia 
y Administración. Tres estudios, ed. Ministerio para las Administraciones Públicas, Madrid, 1995, en especial, pági-
nas 134 y ss. 
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Ley citada, que declara el carácter supletorio de la misma en los procedimien-
tos tributarios 14. 
Por fin, la última parte del trabajo está dedicada al examen de la distribu-
ción, tras la creación de laAEAT, de las competencias para el ejercicio de la potes-
tad revisora de la Administración tributaria. De modo especial, se intentan deter-
minar las consecuencias del actual reparto de las competencias revisoras entre el 
Ministro de Economía y Hacienda y la AEAT para la consecución de los fines a 
que sirve un correcto ejercicio de la mencionada potestad. Igualmente, procura-
mos definir el sentido de la relación entre los Tribunales Económico-Administra-
tivos, como parte significada de la Administración tributaria no integrada en la 
estructura de la AEAT, y los órganos de gestión de esta última; bosquejando asi-
mismo los posibles mecanismos de coordinación que, a nuestro modesto enten-
der, podrían ensayarse entre los dos órdenes de gestión en que se organiza nuestra 
Administraci6n tributaria, conforme a lo establecido en el artíCulo 90 de la 
Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria (LGT) 15. 
14 Cuestión esta última sobre la que ha llamado la atención MARTÍN QUERALT, J .• La aplicación de la 
Ley 3011992, de 26 de noviembre, en los procedimientos administrativos en materia tributaria, en Tribuna Fiscal, 
núm. 32, 1993, pp. 40 Y ss. 
15 Mecanismos de coordinación que reclamaba, antes de que se pusiera en funcionamiento la AEAT, 
DELGADO PACHECO, A., La creación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en Impuestos, 
núm. 5,1991, p. 1400. 
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ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA 
ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
1. INTRODUCCIÓN. LA AEAT: SU CONFIGURACIÓN INICIAL 
COMO ENTE DE DERECHO PÚBLICO DE LOS PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 6.5 DE LA LEY GENERAL PRESUPUESTARIA. LA 
DETERMINACIÓN DE SU NATURALEZA JURÍDICA COMO PRE-
SUPUESTO PARA DEFINIR EL SENTIDO Y EL ALCANCE DE LA 
INCIDENCIA DE LA ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DE LA AEAT 
SOBRE EL EJERCICIO DE LAS DIFERENTES FACULTADES Y 
POTESTADES DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
IENDO el objeto de este trabajo la determinación de la incidencia 
que la estructura jurídico-organizativa de la AEAT supone sobre la 
configuración y ejercicio específicos de las diversas facultades y 
potestades inherentes a la aplicación efectiva del sistema tributario 
estatal, resulta necesario con carácter previo al análisis del referido objeto la 
determinación de la naturaleza jurídica de la AEAT. 
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Este aserto se justifica sobradamente por el hecho de que no puede resultar 
jurídicamente indiferente a los efectos de nuestra investigación concluir que la 
creación de la AEAT ha supuesto la «privatización de la gestión tributaria» 16, en 
el sentido de atribuir las potestades administrativas de aplicación de los tributos a 
una organización que era incluible dentro de la categoría de las «entidades de 
Derecho Público, con personalidad jurídica, que por Ley han de ajustar su activi-
dad al ordenamiento jurídico privado» del artículo 6.1.b) del Real Decre-
to 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley General Presupuestaria (LGP). Entidades que, como se sabe, tras la entrada 
en vigor de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de 
la Administración General del Estado (LOFAGE) y consecuente derogación del 
citado artículo de la LGP [disposición derogatoria única.1 f) de la LOFAGE], 
quedan comprendidas dentro de las llamadas entidades públicas empresariales; 
las cuales, al igual que sucedía con los organismos del derogado artículo 6.1.b) 
de la LGP, se rigen en general por el Derecho Privado 17, situándose alIado de 
las personificaciones de Derecho Privado que representan las sociedades mer-
cantiles del apartado a) del último precepto citado -todavía vigente-, «en cuyo 
capital sea mayoritaria la participación, directa o indirecta, de la Administración 
del Estado o de sus organismos autónomos y demás entidades estatales de Dere-
cho Público». 
Pues, en efecto, en el supuesto de que el artículo 103 de la Ley 31/1990, 
por el que se creó la AEAT, hubiera procedido a una «privatización de la ges-
tión tributaria» en el sentido anteriormente indicado, habría que plantearse una 
cuestión de gran calado jurídico constitucional: en concreto, si el legislador ha 
realizado, a la luz del propio texto fundamental, un ejercicio legítimo de su 
16 En este sentido, a los pocos meses de haberse creado la ABAT, GARRIDO FALLA, F., Privatización y 
reprivatización, cit., p. 30, escribe que «sin duda alguna, la suprema novedad organizativa que nos ofrece la Ley de 
Presupuestos para 1991 está constituida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Lo que ahora se des-
centraliza y privatiza es algo que siempre ha estado unido a la esencia misma de una de las funciones nucleares del 
Estado: la recaudación de impuestos». 
17 Con la reciente promulgación de la LOFAGE se ha intentado, en palabras de su exposición de motivos, 
llevar a cabo una labor que resultaba inaplazable: «Racionalizar y actualizar la normativa dedicada a la tradicional-
mente denominada" Administración Institucional del Estado". (Hasta qué punto se haya alcanzado ese objetvo es 
cuestión que excede no sólo nuestra limitada capacidad, sino también la finalidad sin duda más modesta de este tra-
bajo). Pero sea ello como fuere, la realidad es que, como expresa la citada exposición de motivos, se opta, en primer 
lugar, por una denominación genérica, "organismos públicos", que agrupa todas las Entidades de Derecho Público 
dependientes o vinculadas de la Administración General del Estado. 
Partiendo del concepto general, se distinguen después dos modelos básicos: organismos autónomos y enti-
dades públicas empresariales. Los primeros realizan actividades fundamentalmente administrativas y se someten 
plenamente al Derecho Público; en tanto que las segundas realizan actividades de prestación de servicios o produc-
ción de bienes susceptibles de contraprestación económica y, aun cuando son regidos en general por el Derecho Pri-
vado, les resulta aplicable el régimen de Derecho Público en relación con el ejercicio de potestades públicas y con 
determinados aspectos de su funcionamiento». 
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potestad organizatoria al atribuir a una entidad de este tipo las funciones 
públicas inherentes a la aplicación de los tributos. Porque, a partir de dicha 
premisa, deberíamos cuestionamos si, y en qué medida, a una entidad «que 
ajusta su actividad al ordenamiento jurídico privado», y que, por lo tanto, sus 
actuaciones en el tráfico jurídico se desarrollan al amparo del mismo marco 
jurídico en que se desenvuelven los sujetos de derecho ordinarios, le resultan 
aplicables los principios y normas constitucionales que disciplinan la organi-
zación y la actividad de ese sujeto singular que es la Administración pública. 
Normas y principios entre los que hay que destacar muy especialmente el ser-
vicio con objetividad a los intereses generales (art. 103.1 CE), la garantía de 
imparcialidad que incumbe a los funcionarios públicos (art. 103.3 CE) o la 
prohibición de arbitrariedad que alcanza a la actuación de todos los poderes 
públicos (art. 9.3 CE) 18. 
Se trata, con todo, de una cuestión que en cualquier caso deberemos abor-
dar, con entera independencia de que lleguemos a la conclusión de la plena inte-
gración de la AEAT en la Administración pública, cuando intentemos desentrañar 
el significado de la previsión, ciertamente singular, contenida en el apartado dos, 
número 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990, que faculta a la AEAT para «cons-
tituir o participar en el capital de toda clase de entidades que adopten la forma de 
sociedad mercantil y cuyo objeto social esté vinculado con los fines y objetivos 
de aquélla»; ya que, según cierta doctrina, esta disposición posibilita nada menos 
que «una sociedad mercantil constituida o participada por la AEAT desarrolle en 
todo o en parte el procedimiento de gestión» 19. 
En este mismo orden de ideas, tampoco puede resultar indiferente a los 
efectos de nuestra investigación concluir, en sentido bien distinto de la hipótesis 
que antes considerábamos, que la AEAT forma parte de la Administración públi-
ca, en su condición de exponente específico de la llamada Administración institu-
cional o instrumental, al haber sido dotada por el legislador -a través del expe-
diente técnico de la atribución de personalidad jurídica- de un estatuto singular, 
que le faculta para desarrollar sus funciones con cierta autonomía operativa o 
funcional respecto del Ministerio de Economía y Hacienda del que depende ins-
18 Este problema ha sido abordado, desde una perspectiva general y al objeto de ofrecer una explicación del 
fenómeno -y de sus límites- conocido como «huida del Derecho Administrativo», que se manifiesta a través de la 
creación de las más variadas clases de personificaciones instrumentales sometidas al Derecho Privado tanto en su 
formas de organización como en el régimen de su actividad, por PAREJO ALFONSO, L., Eficacia y Administra-
ción. Tres estudios, cit., pp. 19-85. Este autor demuestra a partir del orden constitucional vigente la inexistencia de 
verdadera libertad de elección de las formas organizativas y de actuación por parte del Estado; argumentando asi-
mismo que la ausencia de señalamiento de límites precisos a la potestad organizatoria amenaza con trastocar el com-
pleto orden constitucional. 
19 Cfr. PITA GRANDAL, A. M., «La Agencia Estatal de Administración Tributaria», en REDF, 
núm. 71,1991, p. 371. 
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trumentalmente; dependencia que se manifestaría en diversos aspectos del régi-
men jurídico de la AEAT. Porque dicho estatuto no impediría la plena integración 
de esta entidad en la Administración Pública regulada al máximo nivel en el 
artículo 103 CE como organización a la que la propia norma fundamental ha 
dotado de un régimen singular -que sujetaría igualmente la organización y el fun-
cionamiento de la AEAT - para que cumpla la función que constitucionalmente 
tiene asignada: El servicio con objetividad a los intereses generales, en la expre-
sión que de los mismos haya efectuado el legislador ordinario o la propia Consti-
tución, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho. 
Pues bien, una vez justificada la necesidad de determinar la naturaleza jurídi-
ca de la AEAT, lo primero que debemos constatar es el alto grado de confusión doc-
trinal existente respecto a la calificación jurídico-organizativa que merece dicha 
entidad 20. Así, mientras que para cierto sector doctrinal es clara la naturaleza admi-
mstratlva de la AEAT 21 , otros autores la consideran como un ente que, «siendo téC-
nicamente un organismo autónomo, se le quiere excluir de la normativa propia de 
éstos» 22; otros, por su parte, manifiestan que estamos ante una «sociedad estatal 
institucionalizada» 23, llegándose a poner en tela de juicio o incluso negando abier-
tamente el carácter de Administración pública de la AEAT 24. 
Esta falta de acuerdo doctrinal en punto a la determinación de la naturaleza 
jurídica de la AEAT, puesta de manifiesto desde el mismo momento de creación 
20 LLama la atención sobre este dato SÁNCHEZ GALIANA, J. A., «Las actuaciones de la Agencia Tribu-
taria y los principios constitucionales tributarios», en REDF, núm. 87,1995, pp. 424 Y ss. 
21 Así, DELGADO PACHECO, A., La creación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
cit., 1991, p. 1392. 
22 Cfr. FERREIRO LAPATZA, J. J., Nota sobre la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cit., 
página 401. 
23 En este sentido, BAENA AGUlLAR, AlHERRERA MOLINA, P.MlSERRANO ANTÓN, F., La Agen-
cia Tributaria frente al contribuyente ... , cit., p. 20, quienes califican así a la ABAT, por tratarse de un «organismo 
autónomo» que puede actuar en régimen de Derecho Privado. 
El término «sociedad estatal institucionalizada» ha sido acuñado por SANT AMARÍA PASTOR, J. A., Fun-
damentos de Derecho Administrativo, Ed. Ceura, Madrid, 1988, p. 1210, para aludir a las sociedades estatales atípi-
cas a que se refería el artículo 6.l.b) de la LGP -precepto derogado por la LOFAGE-, es decir, las «entidades de 
Derecho Público, con personalidad jurídica, que por Ley hayan de ajustar sus actividades al ordenamiento jurídico 
privado», por contraposición a las sociedades mercantiles en las cuales tanto su forma de organización como su acti-
vidad se rigen por el Derecho Privado. 
24 Así, MÁRQUEZ SILLERO, c., «Reflexiones jurídico-constitucionales en torno a la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria», en Quincena Fiscal, núm. 20,1994, p. 14, quien tajantemente afirma que <<la Agencia 
Tributaria no es Estado», por lo que «no forma parte de la Administración de la Hacienda Pública»; no terminan de 
pronunciarse BAENA AGUILAR, AlHERRERA MOLINA, P.M./SERRANO ANTÓN, F., La Agencia Tributa-
ria ... , cit., pp. 20-22, al limitarse a llamar la atención sobre «el discutible carácter de Administración Pública de la 
AEAT», dado que al parecer de estos autores <<la Agencia es materialmente una sociedad estata!»; sin olvidar la 
facultad con que cuenta esta última para constituir sociedades mercantiles a las que hipotéticamente se podria enco-
mendar el desempeño de funciones públicas; esos últimos tres autores, «La Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria: Problemas de constitucionalidad», en Tribuna Fiscal, núm. 27, 1993, p. 53, señalan con mayor claridad que 
«conceder a la Agencia el carácter de Administración pública supone un mero voluntarismo legal, de dudosa validez 
a la luz de la Constitución». 
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de la misma, pudo quizás deberse en parte, al menos inicialmente, al desconcier-
to provocado por el vehículo jurídico completamente irregular e intempestivo del 
que se valió el legislador -un precepto dentro del articulado de una Ley de Presu-
puestos Generales del Estado- para realizar una reforma de la organización jurídi-
ca de la Administración tributaria del calado que supone la creación de la AEAT 25. 
Porque el legislador ha recurrido a un expediente técnico que ha dado pie a poner 
seriamente en tela de juicio la constitucionalidad del artículo 103 de la Ley 31/1990 26 , 
de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional recaída sobre el 
contenido posible de las Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado 27, 
al traspasar dicho precepto los límites implícitos que el artículo 134.2 CE impone 
al legislador ordinario a la hora de delimitar las materias que pueden ser regula-
das por aquellas Leyes y que configuran su función constitucional 28. Dicha fun-
25 Como advertía RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «Sobre técnica jurídica y Leyes de Presupuestos», en 
AA. VV., Estudios de Derecho y Hacienda. Homenaje a César Albiñana Garda-Quintana, vol. 1., ed. Ministerio de 
Economía y Hacienda, Madrid, 1987, p. 647, «en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado de los últimos 
años estamos asistiendo a una creciente y progresiva utilización de su articulado para legislar con carácter general 
sobre infinidad de materias y cuestiones, directa o indirectamente relacionadas con las consignaciones de los estados 
numéricos de autorización de gastos y de previsión de ingresos e incluso, a veces, con muy remota relación con la 
gestión de los caudales públicos o su cuantificación» ( ... ). «La Ley de Presupuestos es cada vez más una "ley ómni-
bus" que, desbordando su natural y específico ámbito normativo, se ha convertido en un vehículo de legislación de 
comodidad y urgencia o de "legislación escoba", que va recogiendo lo que por múltiples causas» ( ... ) «al final no ha 
podido encontrar acogida en su ley propia». Llamando la atención sobre las indebidas, por «generosas», partes dis-
positivas de las Leyes anuales de Presupuestos, vide MENÉNDEZ MORENO, A., La configuración constitucional 
de las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, Ed. Lex Nova, Valladolid, 1988, pp. 77-87. Recientemente, de 
nuevo, RODRÍGUEZ BEREIJO, A., <<Jurisprudencia constitucional y Derecho Presupuestario. Cuestiones resueltas 
y temas pendientes», en Revista Española de Derecho Constitucional (REDC), núm. 44, 1995, pp. 9 y ss., donde se 
vuelve a lamentar de los efectos perversos que tiene la creciente utilización de la Ley de Presupuestos como instru-
mento o vehículo de reformas legislativas tanto para la técnica y dogmática jurídicas como para un buen y ordenado 
sistema de producción de normas. Efectos que se cifran, fundamentalmente, en la hipertrofia del carácter y función 
de la Ley, que se acaba desnaturalizando, la destrucción de la codificación y, por fin, la inseguridad jurídica, deriva-
da de la falta de certeza o incertidumbre sobre un Derecho vigente sometido a un proceso constante de variación y 
cambio a través de las Leyes anuales de Presupuestos. 
Yes que, además, especialmente desde 1984, como ha estudiado BABNA DEL ALCÁZAR, M., «Organiza-
ción, régimen jurídico y sector público estatal. La incidencia de las Leyes de Presupuestos», en PÉREZ MORENO, A. 
(dir.) , La Administración Instrumental. Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo, t. 1., ed. Cívitas, 
Madrid, 1994, pp. 81 Y ss., viene siendo una constante el utilizar las Leyes anuales de Presupuestos para abordar la 
reestructuración del sector público a través de la creación, supresión y modificación en esa sede de la más variada 
gama de entes públicos, constituyendo un ejemplo palmario de lo que se denuncia la propia creación de la AEAT. 
26 Así se han manifestado PITA GRANDAL, A. M., La Agencia Estatal ... , cit., p. 366; BAENA AGUI-
LAR,AlHERRERA MOLINA, P. MlSERRANO ANTÓN,F., La Agencia Tributariafrente al contribuyente ... , cit., 
pp. 105-108; SÁNCHEZ SERRANO, L., «Comentario a la disposición adicional decimoséptima», en VICENTE-
ARCHE DOMINGO, F. (dir), Comentarios a la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y su 
Reglamento, ed. Colex, Madrid, 1993, p. 759; MÁRQUEZ SILLERO, c., La Agencia Tributaria frente a la seguri-
dad jurídica del contribuyente: Consideraciones jurídico-críticas, en Revista de Derecho Financiero y Hacienda 
Pública (RDFHP), núm. 234, 1994, pp. 1282-1283; SÁNCHEZ GALIANA, J. A., Las actuaciones de la Agencia 
Tributaria ... , cit., pp. 425 Y 426. 
27 Jurisprudencia que ha sido estudiada y sistematizada por RODRÍGUEZ BEREIJO, A., Jurisprudencia 
constitucional y Derecho Presupuestario. Cuestiones ... , cit., pp. 9 y ss. 
28 Límites implícitos que, como ha visto ZORNOZA PÉREZ, J J., «La Ley de Presupuestos y el sistema 
de fuentes del Derecho: En torno a la STC 76/1992, de 14 de mayo», en AA. VV., Informe Comunidades Autóno-
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ción limita, efectivamente, el contenido de las Leyes de Presupuestos, de un lado, 
a la aprobación de los estados de gastos e ingresos y a las normas relacionadas 
con la gestión o ejecución de los créditos presupuestarios, que forman el llamado 
contenido necesario o indisponible de esas Leyes; y permite, de otra parte, un 
contenido eventual o no necesario para las Leyes anuales de Presupuestos, de 
naturaleza no estrictamente presupuestaria pero que puede incluirse en la Ley de 
Presupuestos por su incidencia o relación directa con el manejo o dirección de la 
política económica de la que el Presupuesto es expresión numérica e instrumento 
de indirizzo 29. 
En definitiva, la creación de la AEAT a través del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, 
extralimita el contenido posible que la Constitución reserva a este tipo de Leyes, 
toda vez que, como tiene declarado la STC 76/1992 (F.J. 4), la «incidencia en una 
materia propia de la Hacienda general no es suficiente para poder afirmar que se 
dé la necesaria conexión directa de la norma en cuestión con el presupuesto en 
sentido estricto o con los criterios de política económica del Gobierno». Esta 
conclusión anteriormente expuesta se refuerza a la vista de la STC 178/1994, que 
declaró inconstitucional y nula la disposición final décima de la Ley 4/1990, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1990, norma categorizable dentro del 
Derecho de la Organización al igual que el artículo 103 de la Ley 31/1990. Dicha 
disposición final, en efecto, suprimía las Cámaras de la Propiedad Urbana, que 
mas 1992, ed. Instituto de Derecho Público, Barcelona, 1993, p. 368, son de mucha más difícil concreción que los 
explícitos derivados de la prohibición constitucional relativa al establecimiento y modificación de tributos estableci-
da en el artículo 134.7 CE, por remitir a un criterio hermenéutico menos preciso, como es el de la congruencia mate-
rial que razonablemente debe existir entre las normas incluidas en el articulado de las Leyes de Presupuestos y la 
finalidad de estas últimas. 
29 La función constitucional de las Leyes de Presupuestos ya ha sido perfIlada por el Tribunal Constitucio-
nal en importantes resoluciones -básicamente, las STC 27/1981 (FJ. 2), 84/1982 (F.J. 3),65/1987 (F.J. 3,4 y 5), 
76/1992, 178/1994 y 195/1994 (fundamento jurídico 3)- teniendo en cuenta, entre otros aspectos relevantes, los 
límites implícitos a su contenido que se derivan de los artículos 66.2 y 134.2 de la CE. Una panorámica de la doctri-
na constitucional, en RODRíGUEZ BEREUO, A., Jurisprudencia constitucional y Derecho Presupuestario ... , cit., 
pp. 9-25. 
También resultan de interés los comentarios de la STC 76/1992 a cargo de RAMALLO MASSANET, J., 
«Incidencia de la Ley General Tributaria por la Ley anual de Presupuestos Generales del Estado (STC 76/1992, 
de 14 de mayo»>, en Crónica Tributaria, núm. 64,1992, y ZORNOZA PÉREZ, J. J., «La Ley de Presupuestos ... », 
cit., en AA. VV., Informe ... , cit., pp. 363 y ss., ya que ahí se pone de manifiesto cómo la doctrina del Tribunal Cons-
titucional acerca del contenido posible de las Leyes de Presupuestos sigue una línea constante y uniforme que, final-
mente y de manera consecuente con las posiciones mantenidas por el máximo Tribunal en anteriores resoluciones, 
culmina con la declaración de inconstitucionalidad del artículo 130 LGT en la redacción dada al mismo por el 
artículo 110 de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1988. Precepto que, 
como es sabido, fijaba las condiciones en que los Jueces de instrucción podían autorizar a los órganos de recaudación 
la entrada en el domicilio -a los efectos de garantizar el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio con-
sagrada en el artículo 18.2 CE-, y que fue declarado inconstitucional por su nula conexión con la función constitu-
cional de las Leyes de Presupuestos y «resultar claro su carácter de norma general del régimen jurídico aplicable a 
todos los tributos». 
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«no pueden encuadrarse en lo que este Tribunal ha definido como núcleo míni-
mo, necesario e indisponible de las Leyes de Presupuestos, y tratándose de una 
materia distinta a la estrictamente presupuestaria no cumple con los requisitos de 
conexión exigidos por el Tribunal para su legítima inclusión en la Ley de Presu-
puestos, puesto que no guarda relación directa con los ingresos y gastos del Esta-
do ni tampoco con los criterios de la política económica en que se inspira el pre-
supuesto y, por último, tampoco puede entenderse que sea complemento 
necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del 
presupuesto» (STC 178/1994, F.J. 5). 
Pero es que, además, la creación de la AEAT a través de una Ley de Presu-
puestos, al restringir ilegítimamente las competencias del Poder Legislativo, ha 
hurtado el debate sereno en sede parlamentaria del significado y el alcance de la 
reforma organizativa que supone la creación y puesta en funcionamiento de la 
AEAT; lo que, por cierto, podría ser otro motivo para cuestionar la consliLuclona-
lidad del artículo 103 de la Ley 31/1990, a la luz de las exigencias que se derivan 
en este ámbito del principio de seguridad jurídica (SSTC 65/1990, 76/1992 
Y 195/1994) 30. Pues no es posible desconocer la realidad del debate parlamenta-
rio de la Ley de Presupuestos, que tiene lugar a través de un procedimiento abre-
viado y urgente de discusión de los presupuestos; lo que hace que se tengan que 
discutir preceptos técnicamente muy complejos y precisos entremezclados, difi-
cultando sensiblemente su alcance y generando incertidumbre 31. 
La irregularidad que supone la creación de la AEAT a través de una Ley de 
Presupuestos se ha intentado en cierto modo reparar por medio de la trasposición y 
en determinados aspectos modificación -en algún punto sustancial, como veremos 
al hilo del análisis del régimen jurídico de laAEAT-, que del contenido del artícu-
lo 103 de la Ley 31/1990 realizan las disposiciones adicionales decimoséptima y 
decimonovena de la Ley 18/1991, de 6 de junio, por la que se aprueba el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF). Trasposición y modificación que, 
pese a eliminar los problemas que podrían provocar los efectos de una eventual 
declaración de inconstitucionalidad del artículo 103 de la Ley 31/1990, no pueden 
30 Fue la STC 65/1990 (FJ. 3) la que por primera vez invocó obiter dicta el principio de seguridad jurídica 
proclamado en el artículo 9.3 CE en el contexto del contenido posible de las Leyes de Presupuestos, al disponer que 
« ... no cabe descartar que la regulación injustificada de una materia no estrictamente presupuestaria mediante las 
leyes anuales pueda, por la incertidumbre que origina, afectar al principio constitucional de seguridad juridica». Pos-
teri~ente las ~STC 76/1992 y 195/1994, invocando el principio de seguridad jurídica, declararon la inconstitucio-
nal~dad, respectivamente, de las modificaciones, realizadas mediante el articulado de Leyes de Presupuestos, del 
articulo 130, y de los artículos 11 \.3 y 128.5, todos ellos de la LGT. Vide, al respecto, los comentarios de 
RODRíGUEZ BEREUO, A., Jurisprudencia constitucional y Derecho Presupuestario ... , cit., pp. 23-25. 
31 Cfr. RAMALLO MASSANET,J., Modificación de la Ley ... , cit., p. 138, al hilo de la crítica que el autor 
realiza al voto particular de la STC 76/1992 que pretendía argumentar la constitucionalidad del precepto impugna-
do; en el mismo sentido, ZORNOZA PÉREZ,J. J., La Ley de Presupuestos ... , cit., p. 370. 
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resistir la crítica desde un punto de vista de estricta técnica jurídica, porque la crea-
ción de la AEAT merecía seguramente una Ley especial, cuya aprobación hubiera 
venido precedida de todo el iter del procedimiento legislativo, dedicado exclusi-
vamente a la discusión serena de una reforma de la trascendencia que nos ocupa y 
no al mismo tiempo en que se tramitaba la vigente Ley del IRPF 32. 
Con todo, la confusión doctrinal en tomo a la determinación de la naturaleza 
jurídica de la AEAT no se debe tanto a los vehículos jurídicos utilizados por ellegis-
lador para su creación como a las calificaciones normativas extraordinariamente 
imprecisas y en muchos casos ayunas de cualquier significación jurídica relevante 
con las que el artículo 103 de la Ley 31/1990 intenta en vano configurar jurídicamen-
te a aquélla. En efecto, el citado artículo 103, en su apartado uno, número 1 -bajo la 
rúbrica de «Denominación y Objetivos»- dispone que «Se crea, integrado en las 
Administraciones Públicas Centrales y adscrito al Ministerio de Economía y Hacien-
da, y con la denominación de Agencia Estatal de AdministraCión Tributaria, un ente 
de Derecho Público de los previstos en el artículo 6.5 de la Ley General Presupuesta-
ria, con personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada»; añadiendo 
el número 2 del mismo artículo y apartado que «La Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria es la organización administrativa responsable, en nombre y por cuenta 
del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del aduanero, y de 
aquellos recursos de otras Administraciones y entes públicos nacionales o de las 
Comunidades Europeas cuya gestión se le encomiende por Ley o convenio». 
De este modo, empezando en primer lugar por la propia denominación del 
ente que nos ocupa, como «Agencia», debemos destacar que dicho término poco 
o nada nos dice acerca de la naturaleza jurídica de la AEAT. Ello es así porque, de 
un lado, esa denominación carece en nuestro sistema jurídico de una tradición 
mínimamente consolidada y desde luego no designa una determinada categoría 
de entidades institucionales que estén caracterizadas por compartir un régimen 
jurídico similar o por realizar determinadas funciones o prestar ciertos servicios 
públicos semejantes u homogéneos. Así lo demuestra el dato de que los entes ins-
titucionales que en nuestro ordenamiento jurídico han sido recientemente titula-
dos como Agencias poco guardan en común, tanto en sus estructuras y funciones, 
como en sus propias dimensiones organizativas: a saber, la Agencia para el Acei-
te de Oliva 33, la Agencia Española para la Cooperación Internacional 34, la Agen-
32 Como certeramente ha escrito TEJERIZO LÓPEZ, J. M., «La reforma de la gestión tributaria», en Cró-
nica Tributaria, núm. 68,1993, p. 87. 
33 Su creación tuvo lugar por la Ley 28/1987, de 11 de diciembre. Es un organismo autónomo de carácter 
administrativo adscrito al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, cuya finalidad esencial es realizar los 
controles administrativos precisos en el régimen de ayudas públicas a la producción y el consumo del aceite de oliva. 
34 Es un organismo autónomo de carácter administrativo, creado por Real Decreto 1527/1988, de 11 de 
noviembre, y que refunde los organismos autónomos «Instituto de Cooperación Iberoamericana» e <<Instituto Hispa-
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cia de Protección de Datos 35, o la recientemente creada Agencia Industrial del 
Estado 36. 
De otro lado, en segundo lugar, el término Agencia es en el propio Dere-
cho de los Estados Unidos de Norteamerica, donde ha hecho fortuna y se 
encuentra su origen (Agency), extraordinariamente amplio, al designar cualquier 
órgano o ente administrativo, no perteneciente, por tanto, ni al poder legislativo 
ni al poder ejecutivo, que realice ejercicio de autoridad 37. Tanto es así que, en 
realidad, la Administrative Agency (Agencia administrativa) o, simplemente, 
Agency es la unidad organizativa básica de la Administración Federal de aquel 
país. Esta categoría suele adoptar en ese Derecho una gran variedad tipológica y 
nominal, pudiendo ser adjetivada como executive (ejecutiva) o independent 
(independiente). La heterogeneidad terminológica acoge, entre otros, los térmi-
nos Department (Departamento), Comission (Comisión), Board (Junta, Conse-
jo), Bureau, Office (Oficina), Service (Servicio) o Administration (Administra-
ción). y todos estos nombres no son sino sinónimos y variedades del género 
básico Agency (Agencia) 38. 
no-Árabe de Cultura». Se adscribe al Ministerio de Asuntos Exteriores a través de la Secretaría de Estado para la 
Cooperación Internacional y para Iberoamérica. Sus funciones son, fundamentalmente, el fomento del crecimiento 
económico y el desarrollo social, cultural y político de los países en vía de desarrollo y, en especial, los que tienen 
ascendiente hispano, así como el estrechamiento de lazos de entendimiento con los países integrados en Europa. 
35 Creada por la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de 
los Datos de Carácter Personal, como un ente de Derecho Público del artÍCulo 6.5 de la LGP. Configurada como una 
Administración independiente, a cuyo fin aquella Ley contiene ciertas garantías -de carácter orgánico y funcional-
para garantizar una relativa independencia de la Agencia en el desarrollo de sus funciones, las cuales se relacionan 
con todas aquellas actuaciones dirigidas a supervisar el cumplimiento de la legislación sobre protección de datos y 
controlar su aplicación, en especial, en lo relativo a los derechos de información, acceso, rectificación y cancelación 
de datos. Sobre la problemática jurídica que suscita en nuestro sistema jurídico la reciente eclosión de Administra-
ciones independientes en el panorama del Derecho de la Organización, y en particular sobre la Agencia de Protec-
ción de Datos, vide BETANCOR RODRÍGUEZ, A., Las Administraciones independientes (un reto para el Estado 
social y democrático de Derecho), ed. Tecnos, Madrid, 1994, y para dicha Agencia en especial, pp. 175-185. 
36 Creada por el Real Decreto-ley 5/1995, de 16 de junio. Correponde a dicha Agencia, configurada como 
un ente de Derecho Público del artículo 6.5 de la LGP,la dirección, control y coordinación de ciertas empresas 
públicas, en concreto, aquéllas que se encuentran sometidas a regulaciones comunitarias de carácter especial, y que 
no actúan, por tanto, en el mercado en situación de libre competencia. Empresas estas últimas que se desenvuelven 
dentro de los criterios marcados por la «Sociedad Estatal de Participaciones Industriales» en su calidad de accionis-
ta directo de esas empresas; esta última entidad fue asimismo instituida por ese mismo Real Decreto-ley como 
sociedad estatal del artÍCulo 6.I.b) de la LGP. La Agencia Industrial del Estado, de acuerdo con lo que dispone el 
artículo 2.2 del Real Decreto-ley 5/1995, tiene, como objetivo general, bajo la dependencia del Ministerio de Indus-
tria y Energía, <<la ejecución de las directrices del Gobierno en materia de reconversión y reestructuración industrial, 
regímenes especiales y derogaciones parciales de las normas comunitarias sobre competencia, de acuerdo con lo 
previsto en el capítulo I del título V del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, todo ello en el ámbito de las 
empresas de que sea titular». 
37 Cfr. SCHWARTZ, B., Administrative Law, Little, Brown and Company, Boston-Toronto, 1976, p. 3. 
38 Cfr. MORENO MOLINA, A. M., La Administración por Agencias en los Estados Unidos de Norteamé-
rica, ed. Universidad Carlos III de Madrid-«Boletín Oficial del Estado», Madrid, 1995, pp. 29 Y ss., donde se desta-
ca la imposibilidad de ofrecer un concepto -ya sea doctrinal,legal o jurisprudencial- de Agencia. Significativamen-
te, el autor destaca cómo la mayoría de los tratados y libros de texto de Derecho Administrativo en los Estados 
Unidos prescinden de toda definición precisa de Agency, aunque la actividad de las organizaciones de este tipo 
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Tampoco resulta ciertamente esclarecedora para el intento de determinación 
de la naturaleza jurídica de la AEAT la adscripción inicial de la misma dentro de 
los entes del artículo 6.5 LGP, cuya redacción procedía del artículo 124 de la Ley 
33/1987, de 23 de diciembre; dicho artículo 6.5, además, ha sido expulsado del 
ordenamiento por la disposición derogatoria única, 1 ,j), de la LOFAGE. De esta 
derogación, en verdad, no cabe deducir demasiadas consecuencias jurídicas a la 
vista de la vaciedad de un precepto que tenía el siguiente tenor literal: «El resto 
de entes del sector público estatal no incluidos en este artículo ni en los anteriores 
se regirá por su normativa específica. En todo caso, se aplicarán a los citados 
entes las disposiciones de la presente Ley que expresamente se refieran a los mis-
mos y, con carácter supletorio, las relativas a las materias no reguladas en sus 
normas específicas». 
A l~ vista de tan escasa y genérica regulación, que en la práctica remitía al 
estatuto smgular que la norma de creación de cada ente previera, no extraña que 
esta pretendida categoría se configurara como un auténtico cajón de sastre en el 
que se agrupaban entidades caracterizadas precisamente por su «singularidad 
recalcitrante» 39, ya que lo decisivo de los entes incluidos en el artículo 6.5 LGP 
n? es ninguna regulación general, pública o privada, sino lo que expresamente 
dice su estatuto, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la LGP. Esa singula-
ridad del artículo 6.5 se demuestra al comprobar la heterogeneidad de las entida-
des que se han agrupado en torno al repetido y ya derogado artículo 6.5. En 
efecto, junto a la propia AEAT, se encuentra el Instituto Cervantes 40, el ente 
público Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea 41, Puertos del Estado y las 
constituya el núcleo dela disciplina. Todo lo más se ofrecen definiciones tan genéricas e imprecisas como la que se 
regoge en el texto, alUSivas .a una «autoridad pública, distinta de un Tribunal o de un órgano legislativo, que afecta a 
los derechos de personas pnvadas a través de actos singulares o disposiciones de carácter general». La razón estriba, 
en pala?ras .de ~ORENO MaLINA, en que <<la noción de Agency» es tenida más como presupuesto metodológico, 
de perfl~es mtuldos, de la construcción del Derecho Administrativo, que como una categoría conceptual rigurosa-
mente cmc~lada». Via;, .asimismo, C~RBONELL, EIMUGA, J. L., Agencias y procedimiento administrativo en 
Estados Unidos ~e Amerlca, ed. M~I~ Pons, Madrid, 1996, pp. 47 Y ss., donde se insiste en la caracterización del 
c?ncepto «AgenCia» como extraordmanamente amplio por comprensivo de cualquier estructura organizativa federal 
distmta de los poderes expresamente previstos en la Constitución, entre los que hay que incluir naturalmente al Pre-
sidente de los Estados Unidos. 
39 E 'ó P , 
" , n expresl n ~e ARADA V AZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. 11., «Organización y empleo 
pubJ¡co», 9. ~d., ed. Marcl~1 Pon~, Madrid, 1995, p. 251, que designa a los entes del artículo 6.5 LGP como «atípi-
cos» o «apátnda.s»; en la nusma I.mea, BET ~COR R.ODRfGUEZ, A., Las Administraciones independientes, cit., 
pp. 20~ y 20.5, tilda a tal pretendi~ categona de «antlmodelo residual»; por fin, MORENO MaLINA, A. M., La 
Ad';'Inlstraclón por Age~c!as.;., Clt., p. 299: señ~la que ese colectivo de entes es sin duda «el más asistemático y 
anarqU1c~, carente de mas patrón que el part¡culansmo, huérfano de cualquier Estatuto general». 
. . C,re.ado p~r la Ley 7/1991, de 21 de marzo, como ente del artículo 6.5 que «ajustará su actividad al orde-
nanuento Jundico pnvado». 
., 41 El artículo 82 de la Ley .4/1 ??D' de 2? de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, deter-
rnmo la transformaCión de la orgamzaclOn preexistente -un organismo autónomo de carácter administrativo- en su 
naturaleza actual. 
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Autoridades Portuarias 42, la Comisión Nacional del Mercado de Valores 43, el 
Banco de España 44, el Consejo Económico y Social 45 , la Agencia de Protección 
de Datos, la Comisión del Sistema Eléctrico Nacional 46 y la Agencia Industrial 
del Estado. 
Es notoria la imposibilidad de encontrar un patrón común que aglutine la 
diversidad de regímenes jurídicos de los entes enumerados, más allá de la nota 
compartida por todos ellos de ser personificaciones de Derecho Público. Así, 
atendiendo a la diversidad de funciones cuyos Estatutos les asignan, nos encon-
tramos ciertas entidades que tienen encomendadas la supervisión y control de los 
sujetos que operan en el sistema bancario, en los mercados financieros, en los 
sectores en los que se manejan datos o archivos de carácter personal, o de los 
operadores que sirven al funcionamiento del sistema eléctrico -así, respectiva-
mente, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la 
Agencia de proteCCión de Datos y la Comisión del Sistema Eléctrico NacionaL. 
Por su parte, existe una entidad que asume una función eminentemente consulti-
va -el Consejo Económico y Social-; y otro ente tiene a su cargo la dirección 
bajo las directrices del Gobierno de la gestión de determinadas empresas públicas 
-la Agencia Industrial del Estado-; estando presente igualmente una entidad 
cuyo fin institucional es la promoción de la enseñanza, el estudio y el uso del 
español-Instituto Cervantes-; u otros entes que, en fin, desarrollan sus activida-
des en la ordenación, dirección y explotación de los servicios afectos a los puer-
tos y los aeropuertos de carácter civil. 
Pero, además, esa diversidad de funciones tiene su reflejo inmediato, como 
no podía ser menos, en una gran variedad de regímenes jurídicos, toda vez que a 
los entes que tienen encomendada la supervisión y el control de ciertos sectores 
de la vida económica el legislador ha creído oportuno reconocerles cierta autono-
mía orgánica y funcional en el desarrollo de sus actuaciones, lo que las convierte 
en Administraciones independientes. Otras entidades, sin embargo, están unidas 
estrechamente a la Administración General del Estado a través de su adscripción 
a un Ministerio; dato que tiene importantes repercusiones en aspectos básicos de 
42 El artículo 24 de la Ley 27/1994, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, 
crea, adscrita al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, la entidad Puertos del Estado, como ente del artícu-
lo 6.5 LGP. Similar descripción contiene el artículo 35 deaqueIla Ley para las Autoridades Portuarias. 
43 Administración independiente creada por la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 
, 44 El régimen jurídico vigente del BancO de España se contiene en la Ley 13/1994, de l de junio. de Auto-
no~a del Banco ~ España, que queda configurado, por exigencia de los preceptos del Tratado de la Unión Europea 
relativos a la política monetaria, como Administración independiente. 
.45 Previsto en el artículo 131.2 CE, fue creado por la Ley 21/1991, de 17 de junio, y adscrito, como órgano 
consultivo del Gobierno, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
46 Organismo creado por el artículo 6 de la Ley 40/1994, de 30 de diciembre de Ordenación del Sistema 
Eléctrico Nacional. ' 
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su régimen jurídico, como el libre nombramiento y revocación de su personal 
directivo. Asimismo, mientras ciertos entes someten casi por completo su activi-
dad al ordenamiento jurídico privado a través de un personal sujeto al Derecho 
Laboral-Agencia Industrial del Estado, Aeropuertos Españoles y Navegación 
Aérea, Puertos del Estado y Autoridades Portuarias-, otros tienen atribuidas 
potestades públicas típicas como la inspectora e incluso sancionadora, que se 
sujetan a un régimen jurídico igualmente público, cual es el caso de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores y el Banco de España, entes estos dos últimos 
que, a diferencia de los restantes del artículo 6.5 LGP, tienen conferida, además, 
potestad reglamentaria. 
Así pues, la ausencia de sustantividad propia, por carencia de patrón 
común, de la que adolecen los entes del derogado artículo 6.5 LGP hace difícil la 
determinación de la naturaleza jurídica de la AEAT por esta vía; una situación 
que no ha remediado desde luego la LOI'AGE cuya disposici6n adicional novena 
establece que la AEAT continuará rigiéndose por «su legislación específica, por 
las disposiciones de la Ley General Presupuestaria que les sean de aplicación y 
supletoriamente por esta Ley» 47. Y esa dificultad para caracterizar jurídicamente 
a la AEAT se ve, si acaso, acentuada en el supuesto concreto de esta entidad como 
consecuencia de ciertas previsiones del artículo 103 de la Ley 31/1990, que parecen 
anunciar una posible privatización de la función tributaria, hasta el punto de que, 
cuando menos en forma aparente, se posibilita encomendar dicha función a per-
sonificaciones de Derecho Privado como son las sociedades mercantiles. Nos 
referimos, en concreto, al ya citado apartado dos, número 3, de aquel artículo, 
que faculta a la AEAT para «constituir o participar en el capital de toda clase de 
entidades que adopten la forma de sociedad mercantil y cuyo objeto social esté 
vinculado con los fines y objetivos de aquélla». Con entera independencia de que 
posteriormente nos detengamos en el análisis de este precepto, 10 cierto es que se 
trata de una previsión que, al menos tras un primer examen, se encuentra en sin-
tonía con la atribución a la AEAT de «plena capacidad jurídica privada» y con la 
también enigmática disposición del artículo 103 de la Ley 31/1990, en su aparta-
do uno, número 2, que, contradictoriamente, califica a la AEAT como «la organi-
zación administrativa responsable, en nombre y por cuenta del Estado, de la apli-
cación efectiva del sistema tributario estatal». 
Asimismo, se encuentran en la misma línea las reflexiones que realiza el 
legislador en la exposición de motivos de la Ley 31/1990, al «destacar la impor-
tante transformación sufrida en el seno de los procesos de reforma impulsados 
47 Junto a la AEAT, la disposición adicional reseñada en el texto remite también a su estatuto singular la 
regulación del Consejo Económico y Social y del Instituto Cervantes, entes, precisamente, del artículo 6.5 LGP. 
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desde el Ministerio para las Administraciones Públicas, de la Administración tri-
butaria del Estado, dotándola de una reforma jurídica caracterizada por una efi-
caz correlación entre la estructura de la nueva entidad y las funciones a desempe-
ñar por la misma, y por la adecuada combinación de normas públicas y privadas 
que permita conseguir la máxima operatividad en el desempeño de tales funcio-
nes, y, en concreto, la de la gestión eficaz del sistema tributario». 
Son quizá estas invocaciones genéricas a una pretendida asunción por la 
AEAT de las fórmulas de organización y de actuación presentes en el Derecho 
Privado las que han dado pie, quizá un tanto apresuradamente, para hablar de una 
privatización de la gestión tributaria 48. Porque para poder asegurar que la crea-
ción de la AEAT ha supuesto la privatización de la función pública de aplicación 
de los tributos, se debe, justamente al compás del análisis del régimen jurídico de 
esa organización, especificar el sentido y alcance con los que utilizamos el térmi-
no privatización; ya que nos enfrentamos con un concepto que, como ha destaca-
do ossenbühl, implica gran variedad de significados 49. Pues con el término pri-
vatización se puede aludir tanto a la reducción o inhibición de los poderes 
públicos en el ámbito de la actividad económica o empresarial, en otras palabras, 
la acción de los poderes públicos que tiene como objeto abrir el mercado en bene-
ficio del sector privado; como se quiere hacer mención al hecho de que la Admi-
nistración pública se valga para el desarrollo de su actividad o para la configura-
ción de su organización del ordenamiento jurídico privado -la liamada 
privatización en la gestión- en cuya hipótesis no existe cambio en la titularidad 
de la actividad correspondiente en beneficio del sector privado 50. Y sólo al hilo 
48 Así, GARRIDO FALLA, F., Privatización ... , cit., p. 22; también FALCÓN y TELLA, R., «Las "nuevas 
fronteras" de la Hacienda Pública: privatización y automatismo», en Diario Expansión, edición especial de 6 de 
mayo de 1992, p. 94, donde se señala que <<los responsables políticos han creído necesario, para cumplir con su 
cometido, traspasar la "frontera" de la Administración pública, de lo público, y adentrarse en el terreno de la flexibi-
lidad que caracteriza el ámbito de actuación de los particulares». 
Más prudentemente, sÁNCHEZ BLANCO, A., «La Agencia Estatal de Administración Tributaria. Atipici-
dad jurídica y determinismo de lo residual como expresión de la crisis del modelo organizativo de las Administra-
ciones públicas», en PÉREZ MORENO, A. (dir.) , La Mministración instrumental ... , t. I, cit., p. 756, se limita a 
apuntar la confusión entre lo público y lo privado que acusa el régi men jurídico de la AEA T. 
49 Cfr. OSSENBÜHL, F., «Informe sobre la República Federal de Alemania. La Administración en forma jurí-
dico-privada y a través de entidades privadas», en Autonomies, Revista Catalana de Derecho Público, núm. 15, 1992, 
páginas 337 y ss., advirtiendo que, por enfrentamos con un concepto polisémico, «quien desee hablar de privatiza-
ción, debe empezar precisando el significado del concepto»; entre nosotros, en el mismo sentido, MARTÍN-RETOR-
TILLOBAQUER, S., «Las empresas públicas: reflexiones del momento presente», en RAP, núm. 126,1991, p. 104. 
50 Vide, en este sentido, SERNA BILBAO, N. de la, La privatización en España. Fundamentos Constitu-
cionales y Comunitarios, ed. Aranzadi, Pamplona, 1995, pp. 37 y ss., quien destaca la laxitud del término con que es 
utilizado el término privatización y ofrece esos dos primeros significados de la misma que apuntamos en el texto 
-genuina summa divissio-; significados que, a su vez, so. susceptibles de ser desglosados en categorías más especí-
ficas. Con todo, la autora se aventura a ofrecer un concepto amplio y provisional de privatización, como «fenó meno 
comprensivo de todas aquellas acciones de los poderes públicos que buscan, fundamentalmente, reducir la interven-
ción de éstos en la economía mediante el traspaso de funciones y actividades públicas al sector privado. Igualmente, 
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del examen de las normas que regulan la organización y la actividad de la AEAT 
es posible averiguar si, y en qué medida, tal entidad se enmarca dentro del fenó-
meno privatizador para, en su caso, y en un momento posterior, valorar las conse-
cuencias jurídicas que de esa hipotética privatización pudieran derivarse. 
Con todo, esas confusas alusiones realizadas por la Ley 31/1990 al Dere-
cho Privado se encuentran en sintonía, a nuestro modesto entender, con las invo-
caciones de todo punto superfluas que tanto la exposición de motivos de esa Ley, 
como el propio apartado uno, número 3, del artículo 103 del mismo cuerpo legal, 
efectúan al principio de eficacia; pues ahí se da en cierto modo a entender que la 
eficacia en las actuaciones de la AEAT vendrá de la mano de una hipotética utili-
zación instrumental del Derecho Privado por parte de dicha entidad. Y esa latente 
relación de causalidad que el legislador parece establecer entre la utilización ins-
trumental del Derecho Privado y el principio de eficacia resulta rechazable por-
que, si damos por buena la ni:lturaleZi:l i:ldminisllativa de la AEAT proclamada pOr 
el propio apartado uno, número 2, del artículo 103 de la Ley 31/1990, el legisla-
dor parece olvidar que la eficacia, como principio jurídico 51, en su condición de 
integrante del estatuto jurídico constitucional de la Administración pública 
(art. 103.1 CE), se predica de toda la actuación de ésta en su conjunto y no sólo 
de la que se desenvuelva en régimen de Derecho Privado 52. De ahí, en definitiva, 
que sean irrelevantes las invocaciones a la eficacia que efectúa la Ley 31/1990, 
en la medida en que no es lícito defender una diferencia gradual en las exigencias 
del principio de eficacia en la actuación de la Administración en función del 
ámbito sectorial en que ésta desarrolla su actividad 53. 
Se comprueba, en suma, que las calificaciones normativas pretendidamente 
definitorias de la naturaleza jurídica de la AEAT, enumeradas en el artículo 103 
de la Ley 31/1990, en nada aclaran la verdadera esencia del ente que demanda 
nuestra atención; pues en realidad alguna de esas notas, como la adscripción de la 
se incluye dentro de este concepto el desarrollo de las actividades públicas bajo formas organizativas y régimenjurí-
dico privado». 
51 Como ha puesto de relieve PAREJO ALFONSO. L.. La eficacia como principio jurídico ...• cit.. pp. 22 
Y ss .• el Tribunal Constitucional (SSTC 22/1984. 27/1987 Y 178/1989) tiene admitido. con entera naturalidad y sin 
hacerse problema de ello. la naturaleza jurídica del principio de eficacia. 
52 Así se desprende de la jurisprudencia constitucional que ha estudiado PAREJO ALFONSO. L.. La efica-
cia coma principio ... , cit.. p. 24. Y que establece (STC 178/1989. FJ 3) que el principio se traduce en un deber jurí-
dico a cargo de la Administración pública. de todas y cada una de las Administraciones públicas. 
53 Así las cosas. las confusas relaciones que la Ley 31/1990 establece entre eficacia y Derecho Privado 
pueden ser quizá debidas al clima de desorientación e. incluso. confusión que. como ha destacado PAREJO 
ALFONSO. L.. Eficacia y Administración. oo, cit.. pp. 19 Y ss .• se padece en materia de organización de las Adminis-
traciones públicas. «Las causas de desorientación son variadas. pero entre ellas destaca. por su indudable importan-
cia. el cuestionarniento hoy -tras una etapa de notable y constante expansión- del Estado. bajo su forma de Estado 
social o del bienestar o. mejor aún. responsable universal de las condiciones de vida y. por tanto. sustancialmente 
administrativo. y la paralela reafirmación. como paradigma. de la sociedad civil. bajo la especie de economía priva-
da. con la postulación de la retirada de aquél en favor de dicha sociedad y de su libre desenvolvimiento». 
38 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
AEAT dentro de los entes del artículo 6.5 LGP o el propio título de Agencia con 
que se denomina a la organización, carecen de un contenido jurídico mínima-
mente relevante, más allá de la obvia condición de la AEAT como personifica-
ción de Derecho Público perteneciente a la llamada Administración institucional 
del Estado. Asimismo, el análisis de las posibles vías que el artículo 103 de la 
Ley 31/1990 abre a una hipotética privatización de la gestión tributaria, exige, si 
no se quiere introducir más confusión en el debate, huir de posiciones apriorísti-
cas y partir del examen concreto de los preceptos del citado artículo 103 que 
remiten al Derecho Privado; máxime cuando la privatización es un concepto 
extraordinariamente laxo que conoce diversas manifestaciones cuyas consecuen-
cias sólo pueden calibrarse en función del tipo de actividad en que el fenómeno 
privatizador se despliega. 
Por todo ello, es preferible, en nuestra opinión, abordar la indagación de la 
naturaleza jurídica de la AEAT a partir de la toma en consideración de una nota 
del régimen jurídico de la misma, que es común a todas las Administraciones ins-
titucionales, y cuya relevancia jurídica no es posible desconocer; un elemento 
que, por sí solo, ciertamente, tampoco resulta de gran ayuda, pero que, sin embar-
go, nos pone sobre la pista del método adecuado para encarar con ciertas garantías 
de éxito el objetivo que nos hemos propuesto. Se trata, en concreto, de la atribu-
ción de personalidad jurídica, pues este dato es la clave que permite al legislador, 
por un lado, convertir a un ente institucional en el centro de imputación de las 
relaciones jurídicas que pueda entablar con terceros -con lo que el ente se cons ti-
tuye en centro de toma de decisiones, es decir, aquél tiene desde el instante de su 
personificación cierta autonomía funcional u operativa para la persecución del fin 
institucional que justifica la existencia de la misma organización-; y, de otra 
parte, gracias a la atribución de personalidad jurídica, el nuevo ente descentrali-
zado cuenta con un estatuto singular, en mayor o menor grado diferenciado del 
régimen jurídico que gobierna la organización y la actividad de la Administración 
directa del Estado 54. 
Y son estas notas comunes a cualquier manifestación del fenómeno de des-
centralización funcional las que estaban presentes en ciertos documentos, prove-
nientes de la propia Administración pública, los cuales manifestaban las ideas 
esenciales alrededor de las cuales iba a girar la reforma, así en cierto modo antici-
54 Ya tempranamente CLAVERO ARÉVALO, M. F .• «Personalidad jurídica. Derecho Genera! y Derecho 
Singular en las Administraciones autónomas». en Documentaci ón Administrativa, núm. 58. 1962. pp. 13 y ss.; pues. 
Como indica JIMÉNEZ DE CISNEROS CID. F. J .• Los organismos autónomos en el Derecho Público español: 
tipología y régimen jurídico. ed. Instituto Nacional de Administración Pública. Madrid. 1987. pp. 99 Y 103. «el 
mecanismo técnico que ha permitido configurar a los organismos autónomos como entes con capacidad distinta de 
la del Estado. capaces de obligarse y establecer relaciones jurídicas con los particulares. ha sido la atribución de per-
Sonalidad jurídica». 
39 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
pada, de la Administración tributaria que plasmó en la creación de la AEAT. En 
efecto, desde el Ministerio para las Administraciones Públicas 55 se abogaba por 
una modernización de éstas que pusiera el acento en el principio de eficacia en la 
gestión, para lo cual se demandaba en lo organizativo mayor flexibilidad en las 
estructuras administrativas al objeto de que éstas pudieran adaptarse a los reque-
rimientos de las tareas a desempeñar en cada caso. Tal adaptación exigiría en 
muchos casos dotar a las unidades administrativas a las que incumbiera la reali-
zación de un fin público homogéneo de la autonomía funcional precisa para cum-
plir su función sin interferencias de otras unidades ajenas al fin que se tratara de 
satisfacer. 
También se ponía en tela de juicio la consideración misma del Departamen-
to ministerial como unidad administrativa a múltiples efectos: esencialmente, a 
efectos de política de personal, contratación, presupuestario e intervención del 
gasto. Prel:isamente, al considerarse que el anterior modelo era inadecuado a una 
depurada distribución de tareas y responsabilidades, se defendía desde el Ministe-
rio para las Administraciones Públicas la llamada «concepción modular de la 
Administración» 56, cuyo fundamento se encontraba en la distinción entre el 
Departamento, como cartera ministerial bajo responsabilidad política de un único 
titular, y la vertiente organizativa del Departamento, que no habría de responder 
necesariamente a un régimen jurídico uniforme, sino a una organización que cum-
pliera conforme a criterios de máxima eficacia las tareas asignadas por el ordena-
miento jurídico en cada caso. En última instancia, sin entrar en una valoración que 
no nos corresponde sobre el fundamento y la propia bondad de la propuesta des-
crita, lo cierto es que la reforma requería de profundos procesos de descentraliza-
ción funcional; procesos que, desde la perspectiva jurídica que aquí interesa, con-
ducen a una fragmentación de regímenes, en función del ámbito de actuación 
sobre el cual cada organización descentralizada debiera desarrollar sus funciones, 
y siempre bajo el prisma del principio de máxima eficacia en la gestión 57. 
Y si desde la panorámica general que nos ofrece el Ministerio para las 
Administraciones Públicas descendemos al ámbito sectorial bajo la responsabili-
dad del Ministerio de Economía y Hacienda, llama poderosamente la atención el 
informe oficial que editó la Secretaría de Estado de Hacienda 58 pocos meses 
55 Cfr. MINISTERIO PARA LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, Reflexiones para la moderniza-
ción de la Administración del Estado, ed. Ministerio para las Administraciones Públicas, Secretaría General Técni-
ca, ed. Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1990. 
56 Cfr. MINISTERIO PARA LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, Reflexiones para la moderniza-
ción ... , cit. pp. 34 Y ss. 
57 Vide MINISTERIO PARA LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, Reflexiones ... , cit., pp. 67 Y ss. 
58 Vide MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA, Informe sobre la Reforma de la Imposición Per-
sonal sobre la Renta y el Patrimonio, ed. Secretaría de Estado de Hacienda, Madrid,junio 1990, pp. 159 Y ss. 
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antes de la aprobación de la Ley 31/1990. En efecto, el capítulo cuarto de aquel 
informe -cuyo objeto principal estaba constituido por las propuestas de modifi-
cación de los Impuestos Personales sobre la Renta y el Patrimonio-, bajo larúbri-
ca «Por una Administración capaz de gestionar adecuadamente el sistema tributa-
rio», ponía de relieve la necesidad de una transformación de la Administración 
tributaria cuyos aspectos fundamentales coincidían con la reforma propuesta 
desde el Ministerio para las Administraciones Públicas. 
En efecto, de las conclusiones de aquel informe merece destacarse, junto al 
hincapié puesto en la necesidad de considerar los costes de gestión del sistema 
tributario como un elemento de la recaudación que debe presupuestarse en térmi-
nos netos para garantizar la eficacia creciente de la Administración tributaria, la 
propuesta de modificación de los esquemas organizativos en materia de recursos 
humanos para hacer frente a la huida de determinados cuerpos de funcionarios 
hacia el sector privado. Asimismo, se tomaban como ejemplos de referencia orga-
nizativos la Comisión Nacional del Mercado de Valores o el Banco de España, a 
los que se consideraba paradigmas de la necesidad de contar con formas de ges-
tión de Derecho Privado y esquemas retributivos propios. Finalmente, se sugerían 
modificaciones en la organización administrativa para asemejarse a los medios 
materiales, personales y competenciales del modelo organizativo de Administra-
ción tributaria existente en los Estados Unidos de Norteamérica, a saber, el Servi-
cio de Rentas Interiores (Internal Revenue Service), organización que cuenta con 
cierta autonomía operativa para la aplicación de las leyes tributarias federales de 
dicho país 59. 
A la vista de las sugerencias formuladas en el referido informe, se com-
prueba fácilmente la intención de dotar al nuevo ente de los mecanismos precisos 
para poder cumplir sus funciones con las mínimas interferencias posibles de otros 
organismos ajenos a aquellos a los que se encomienda la aplicación efectiva del 
sistema tributario; lo que lleva aparejada la concesión de un grado considerable 
de autonomía funcional u operativa a la nueva organización nacida de las necesi-
dades de transformación administrativa que se expresaban en los informes oficia-
les a que hemos hecho referencia. 
Así, en estrecha conexión con la búsqueda de una mayor autonomía funcio-
nal de la organización encargada en el ámbito estatal de la gestión de los tributos, 
desde el interior de la propia Administración tributaria se puso de relieve que la 
creación de la AEAT pretendía posibilitar que fuera esta organización la que lle-
vara a cabo una política de personal propia, gestionara por sí misma sus recursos 
materiales y dispusiera, en fin, de un alto grado de autonomía para poder ejecutar 
59 Cfr. MINISTERIO DE ECONOMíA Y HAGENoA,Informe ... , cit., pp. 162 Y 163. 
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de modo flexible las partidas presupuestarias que anualmente le fueran asignadas 
por las Cortes Generales para el cumplimiento de sus objetivos 60. Porque desde 
la propia Administración se denunciaba la imposibilidad de la Secretaría General 
de Hacienda para poder diseñar y aplicar una política de personal propia debido a 
la participación mínima de dicha Secretaría en la política global del Departamen-
to, lo que originaba una gran falta de autonomía en la gestión del personal que 
presta sus servicios en la Administración tributaria y graves dificultades para la 
cobertura de puestos de trabajo y captación de nuevos funcionarios. Del mismo 
modo, por lo que se refiere a la gestión de los recursos materiales, se ponía de 
manifiesto que más del 70 por 100 del presupuesto de inversiones de la Secreta-
ría General de Hacienda y en torno al 30 por 100 del presupuesto de gastos en 
bienes corrientes eran administrados por centros directivos ajenos a la propia 
Secretaría General. Por fin, se criticaba la configuración de un marco jurídico 
que complicaba en exceso la aplicación y disllibuciún de los cléditos plesupues-
tarios de acuerdo con las necesidades cambiantes de la organización, lo que 
introducía grandes dosis de rigidez en la gestión de los recursos materiales y 
personales 61. 
Planteadas así las cosas, las líneas de reforma de la Administración pública, 
y de la Administración tributaria más concretamente, que se propugnaban en los 
informes oficiales antes mencionados, iban encaminadas sin duda hacia la crea-
ción de una personificación instrumental que gestionara el sistema tributario con 
cierta autonomía funcional yen el marco de un régimen jurídico más flexible, 
con el fin de corregir las disfuncionalidades que se habían detectado desde el pro-
pio seno de la organización encargada de aplicar el sistema tributario. Pues bien, 
sin entrar a analizar en este momento la corrección del diagnóstico acerca de las 
necesidades reales de la Administración tributaria ni el acierto de las propias 
medidas de reforma, importa a nuestros efectos destacar que la atribución de la 
personalidad jurídica es el dato clave para conseguir la pretendida autonomía 
funcional al configurar un nuevo centro de imputación de derechos y obligacio-
nes y, todavía más importante, constituye el pretexto para otorgar a las organiza-
ciones integradas dentro de la llamada Administración institucional un estatuto 
singular que excepcione, en mayor o menor medida, el régimen jurídico que dis-
ciplina la organización y la actuación de la Administración directa del Estado. 
60 Así, DÍAZ YUBERO, F./MARTÍNEZ GIL, 1., «La Agencia Estatal de Administración Tributaria: un 
avance en la modernización de las Administraciones públicas», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 1,1991, 
pp. 2 Y ss.; MOYA HURTADO DE MENDOZA, R./WERT ORTEGA, M., «La Agencia Estatal de Administración 
Tributaria: el reto de modernizar la Administración», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 1, 1992, pp. 1 Y ss.; 
DÍAZ YUBERO, F., «La Agencia Estatal de Administración Tributaria», en Revista de Administraci6n Tributaria 
(Centro Interamericano de Administradores Tributarios), núm. 10,1992, pp. 33 Y ss. 
61 Cfr. DÍAZ YUBERO, F., Lo Agencia Estatal ... , cit., pp. 34 Y 35. 
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porque, como resulta sobradamente conocido, aun cuando en el origen del movi-
miento descentralizador la creación de organismos dotados de autonomía funcio-
nal y la atribución de personalidad jurídica son fenómenos que no coinciden cro-
nológicamente, es a partir de la Ley de Régimen Jurídico de Entidades Estatales 
Aut6nomas (LEEA), de 26 de diciembre de 1958 62 , cuando se generaliza el dato 
de la personalidad jurídica, en el sentido de que cada organización dotada de 
autonomía funcional habría de estar personificada, al objeto de dotarse de un 
estatuto jurídico diverso del que rige la organización y el funcionamiento de la 
llamada Administración directa del Estado 63. Ahora bien, como recordaba la pro-
pia exposición de motivos de la citada LEEA, los entes institucionales, pese a 
que tengan personalidad distinta de la del Estado, «no son personas independien-
tes del mismo»; lo que exige definir el alcance y los límites de la atribuci6n de 
personalidad, en otras palabras, los contornos de la efectiva capacidad jurídica de 
los entes institucionales o la delimitación de su status, con el fin de determinar, 
de un lado, las relaciones que unen a estos últimos con las Administraciones 
matrices a las que se adscriben; y, de otro, para fijar las limitaciones o prohibicio-
nes a la posibilidad de intervenci6n en el tráfico jurídico mediante el estableci-
miento de relaciones jurídicas con terceros 64. 
En conclusión, la indagación del alcance específico de la capacidad jurídi-
ca de la AEAT, que pasa necesariamente por el análisis riguroso y exhaustivo de 
su régimen jurídico, se presenta como el único método capaz de desentrañar la 
naturaleza jurídica de esa entidad 65. De este modo, deberemos analizar la rela-
ción que liga a los órganos rectores de la AEAT con el Ministerio de Economía y 
Hacienda y el propio Gobierno de la nación; asimismo, será objeto de examen el 
régimen jurídico del personal -funcionario y laboral- que presta sus servicios en 
la AEAT con el objetivo principal de elucidar si existen diferencias sustanciales 
entre el estatuto del personal ligado a la Administración directa del Estado y el 
del que desempeña sus funciones en esta entidad; el análisis del régimen presu-
puestario de la AEAT puede suministrarnos igualmente importantes puntos de 
referencia para saber si aquél se aproxima al de los organismos autónomos o si, 
por el contrario, el presupuesto de aquélla se asemeja en mayor medida al de una 
62 Recientemente derogada por la disposición derogatoria única, 1, e), de la LOFAGE. 
63 Cfr. SANT AMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo, cit., p. 1187. 
64 Cuestiones que han sido analizadas con cartcter general por MORELL OCAÑA, L., «La personificación 
y otorgamiento de status en el Derecho Administrativo. Rasgos generales del status de los entes administrativos», 
en RAP, núms. 100-102, vol. n., 1983, pp. 973 Y ss. 
65 Frente a estériles nominalismos, y desde una perspectiva general, JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., 
Los organismos aut6nomos ... , cit., pp. 190 Y 191, propone ese análisis para la construcción de tipos científico-jurí-
dicos que sirvan a la sistematización de los diferentes entes que integran el complejo mundo de la Administración 
institucional o instrumental. 
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sociedad estatal o un ente público que ajusta su actividad al ordenamiento jurídi-
co privado. A su vez, deberemos señalar si existen diferencias entre el régimen de 
contratación de la AEAT respecto al que sigue la Administración directa del Esta-
do; y 10 mismo, en fin, vale decir en lo tocante al régimen jurídico de los bienes 
de los que se sirve la AEAT para el cumplimiento de su fin institucional, y a las 
normas que regulan la responsabilidad patrimonial en que tal entidad pueda incu-
rrir a través de sus actuaciones. En último término, tendremos que despejar el sig-
nificado de la facultad -prevista en el apartado dos, número 3, del artículo 103 de 
la Ley 31/ 1990- de la AEAT para crear o participar en todo tipo de sociedades 
mercantiles cuyo objeto social esté vinculado con los fines de aquélla, con el 
objeto de determinar si es posible establecer algún tipo de límites a dicha posibi-
lidad, pese a la configuración por el legislador de esa entidad como personifica-
ción que tiene atribuida «plena capacidad jurídica pública y privada». 
Porque, en resumidas cuentas, sólo el amllisis de los elementos b<1sicos del 
régimen jurídico de la AEAT nos permitirá alcanzar el objetivo que nos marcamos 
al comienzo de este epígrafe: determinar la naturaleza jurídica de la AEAT, en 
orden a concluir si el artículo 103 de la Ley 31/1990 ha conferido las potestades de 
gestión tributaria a una entidad que, pese a estar configurada como una personifica-
cion de Derecho Público, sujeta básicamente su organización y funcionamiento al 
Derecho Privado, de suerte que se ha producido en cierto modo una privatización 
de la gestión tributaria; o si bien, por el contrario; nos encontramos ante una organi-
zación de cuya naturaleza administrativa no cabe dudar, por lo que realmente la 
AEAT es un simple exponente de la Administración institucional, es decir, una enti-
dad que, aun gozando de un estatuto singular y cierta autonomía operativa para el 
desarrollo de sus funciones, se rige por los mismos principios que disciplinan la . 
organización y la actuación de la Administración pública en la norma fundamental. 
n. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LAAEAT 
A) LOS ÓRGANOS RECTORES 
La regulación de los requisitos para el nombramiento y destitución del per-
sonal directivo de los entes pertenecientes a la Administración institucional del 
Estado es un elemento de especial relevancia jurídica a los efectos de establecer 
el tipo de relación existente entre la Administración directa del Estado y cada 
entidad funcionalmente descentralizada, 10 que determina en buena medida las 
condiciones en que esta última desarrolla las funciones que el ordenamiento le 
tiene asignadas. Así, el Gobierno o el Ministro del Departamento puede asegurar-
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se el control sobre determinada entidad descentralizada a través de un mecanis-
mo tan eficaz como es el nombramiento y la revocación discrecionales de su per-
sonal directivo, según resultaba del artículo 9 de la derogada LEEA, al disponer 
que «Los Presidentes, Directores, Consejeros, Vocales y personal directivo de los 
organismos autónomos serán designados y separados libremente»; derogación 
que, en realidad, carece de efectos prácticos puesto que el artículo 6.7 LOFAGE 
remite a los estatutos de los respectivos organismos públicos que prevén en la 
mayoría de los casos el nombramiento y la destitución libres de sus directivos. Y 
es fácil constatar que esa facultad de libre nombramiento y remoción de los órga-
nos rectores del ente descentralizado refuerza intensamente la vinculación del 
mismo con la Administración matriz, en el sentido de que la aludida facultad 
supone el nacimiento de una «corriente de fidelidad» o confianza entre los directi-
vos y el jefe del Departamento que los ha nombrado que redunda en una sustancial 
identificación de intereses entre ambas partes de la relación, de suerte que muchas 
veces los órganos rectores de los entes funcionalmente descentralizados asumen 
como propias las instrucciones emanadas del Departamento 66. 
Sin embargo, en otras ocasiones el legislador cree oportuno, con la finalidad 
de que el ente funcionalmente descentralizado desarrolle sus funciones en unas 
condiciones de relativa neutralidad o independencia y apartado de la lucha parti-
dista, conceder a los órganos rectores una garantía consistente en que éstos no 
podrán ser revocados de sus cargos sino transcurrido determinado lapso de tiempo 
o en el supuesto de que concurran detenmnadas causas tasadas cuya realización en 
el caso concreto, además, podrá ser verificada por un órgano jurisdiccional. Se 
trata de una garantía de carácter orgánico o estructural que, junto a la garantía fun-
cional consistente en la inmunidad del ente descentralizado frente a cualquier tipo 
de orden o instrucción emanados del Gobierno o un Departamento ministerial, se 
erige en una nota imprescindible del régimen jurídico de las llamadas Administra-
ciones independientes 67, a las que se encomiendan básicamente funciones de 
supervisión sobre determinados ámbitos de actividad social o económica, como 
Son la seguridad nuclear (Consejo de Seguridad Nuclear), la política monetaria 
(Banco de España), el sistema bancario yel mercado de valores (Comisión Nacio-
66 En este sentido, JIMÉNEZ DE CISNEROS OD, F. J., Los organismos autónomos ... , cit., pp. 279 Y 280, 
de quien, asimismo, hemos tomado la expresión entrecomillada. 
67 Como destaca SALA ARQUER, J. M., «El Estado neutral: contribución al estudio de las Administracio-
nes independientes», en Revista Española de Derecho Administrativo (REDA), núm. 42, 1984, p. 411, «la inamovi-
lidad durante el mandato no es un requisito suficiente para hablar de Administraciones independientes ( ... ) si bien, 
en cualquier caso, es un presupuesto indispensable de la independencia»; en parecidos términos, BETANCOR 
RODRíGUEZ, A., Las Administraciones independientes, cit., pp. 25 Y ss. Y 189 Y ss.; autor que distingue entre 
independencia y neutralidad; la primera -característica estructural- significa independencia del Gobierno y sirve de 
garantía a la segunda, que es de índole funcional. 
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nal del Mercado de Valores) o la protección de los datos de carácter personal fren-
te al uso de la informática (Agencia de Protección de Datos). 
Pues bien, el artículo 103 de la Ley 31/1990 se ha decantado inequívoca-
mente por un sistema de libre nombramiento y revocación del personal directivo 
de la AEAT, con lo que se establece una clara relación de «fiducia» o confianza 
entre, de una parte, dicho personal, y, de otra, el Gobierno y el Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda. Así se desprende del apartado tres, número uno, del artícu-
lo 103 de la citada Ley, que -bajo la rúbrica «órganos rectores»- prescribe que 
«Los órganos rectores de la Agencia serán el Presidente y el Director general. El 
Presidente será el Secretario de Estado de Hacienda o la persona que al efecto 
designe el Gobierno a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, y que 
tendrá rango de Secretario de Estado. El Director general, que tendrá rango de 
Subsecretario, será, asimismo, nombrado por el Gobierno a propuesta del Minis-
tro de Economía y HacIenda». La ausencia de previsión normativa acerca de la 
remoción de los órganos rectores de la AEAT debe ser integrada -ante la falta de 
una garantía explícita de inamovilidad- por un mandato similar al del derogado 
artículo 9 LEEA, que preveía la libre separación de los «Presidentes, Directores, 
Consejeros, Vocales y personal directivo de los organismos autónomos». 
A la vista de ello, cabe concluir que la genérica adscripción al Ministerio de 
Economía y Hacienda de la AEAT tiene en este elemento de su régimen jurídico 
una manifestación específica que acentúa sobremanera la relación de instrumen-
talidad 68 con que la misma se sitúa en el complejo organigrama de la Administra-
ción pública del Estado. Una relación que, como es sabido, convierte a los entes 
funcionalmente descentralizados en meros agentes del ente matriz, expresando la 
homogeneidad de los fines de ambas partes de una relación que se despliega en 
diferentes aspectos del régimen jurídico de las Administraciones institucionales. 
y la dirección sobre el ente filial opera de forma capital a través del personal 
superior que nutre los órganos directivos del ente, en cuanto es un personal 
dependiente de los órganos superiores del ente matriz, con lo cual la aludida 
«corriente de fidelidad» se encuentra garantizada por el fulminante poder de 
revocación o separación del cargo que el titular del ente matriz ostenta 69. 
68 De acuerdo con GIANNINI. M. S., Derecho Administrativo (traducción de Luis Ortega Álvarez) , ed. Ministe-
rio para las Administraciones Públicas, Madrid, 1991, pp. 211 Y 212, dentro de la relación de instrumentalidad que caracte-
riza a los que el autor llama entes auxiliares, respecto de los entes auxi1iados, se puede individualizar un «contenido mínimo 
común» que consta de dos elementos: un control sobre el ente auxiliar y un poder de designación de los administradores de 
los entes auxiliares. Pues bien, mientras aquel primer elemento existe siempre respecto de cualquier ente público y no es un 
elemento idóneo para caracterizar la relación concerniente a los Entes auxiliares, en cambio sí que lo es la potestad para 
decidir su admiuistrador. Ello explica que entre los administradores del ente auxiliar y los administradores del ente auxilia-
do se dé una relación de confianza. 
69 En este sentido, BAENA DEL ALCÁZAR, M., «Los Entes funcionalmente descentralizados y su rela-
ción con la Administración Central», en RAP, núm. 44,1964, pp. 59 Y ss.; en el mismo sentido, GARCíA DE 
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B) EL RÉGIMEN DE PERSONAL 
De acuerdo con lo dispuesto en el apartado cuatro, número 1, en su segun-
do párrafo, del artículo 103 de la Ley 31/1990, «El personal funcionario y laboral 
estará sometido a la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Reforma de la Función 
Pública, y en el caso del personal funcionario a las demás leyes que regulan el 
régimen estatutario de los funcionarios públicos, excepto en los supuestos espe-
cialmente previstos en la Ley». Esta declaración de principios admite la doble 
condición -funcionarial y laboral- que puede ostentar el personal que presta sus 
servicios en la AEAT, con lo cual se descarta explícitamente la introducción gene-
ralizada para los empleados de dicha entidad de un régimen de personal basado 
en el Derecho del Trabajo, realizando por ello una interpretación realista de la 
STC 99/1987 en la que se postula la necesidad de que tenga la condición de fun-
cionario el personal al que se encomiende el ejercicio de funciones públicas 70. 
Ello es así porque el apartado dos, número 1, en su segundo párrafo, del cita-
do artículo 103, reenvía implícitamente al Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, 
por el que se aprueba el Reglamento General de la Inspección de los Tributos 
(RGI), desde el instante en que en ese apartado se prescribe que la AEAT «se regirá 
en el desarrollo de las funciones de gestión, inspección, recaudación y demás fun-
ciones públicas que se le atribuyen por el presente artículo, por lo dispuesto en la 
Ley General Tributaria, en la Ley de Procedimiento Administrativo y en las demás 
normas que resulten de aplicación al desempeño de tales funciones». De este modo, 
habrá que estar a lo establecido en el artículo 5 RGI que, en coherencia con la doc-
trina de la STC 99/1987, dispone que «las actuaciones derivadas de las funciones 
señaladas en el artículo 2 de este Reglamento (comprobación, investigación y liqui-
dación) se realizarán por los funcionarios que desempeñen los correspondientes 
puestos de trabajo de los órganos con competencia para la inspección de los tribu-
tos» 7 1• Por su parte, se debe entender que el antes citado apartado dos, número 1, 
del artículo 103 remite igualmente al artículo 8 del Real Decreto 1684/1990, de 20 
de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación (RGR) 
-en la redacción dada por el Real Decreto 448/1995, de 24 de marzo-, que confiere 
a las «unidades administrativas de la Agencia Estatal de Administración Tributaria» 
el ejercicio de la función recaudatoria; función que debe ser desempeñada, asimis-
~NTERRíA, E./FERNÁNDEZ RODRíGUEZ, T. R., Curso de Derecho Administrativo, 6.' ed., t. l, ed. Cívitas, 
adrid, 1993, p. 395. 
70 Cfr. ARROYO Y ANES, L., «La Agencia Estatal de la Administración Tributaria y la reforma de la fun-
ción pública», en PÉREZ MORENO, A. (dir.), Administración instrumental ... , cit., t. l, p. 210. 
71 Vide DíAZ YUBERO, FJMARTÍNEZ GIL, l., La Agencia Estatal ... , cit., p. 7; DELGADO PACHECO, 
A., La creación de la Agencia ... , cit., p. 1397 . 
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mo, por un personal sujeto a un estatuto funcionarial, por imperativo de la doctrina 
constitucional explicitada en la repetida STC 99/1987. 
y es que, en realidad, el régimen del personal de la AEAT se encuadra en el 
marco jurídico de la legislación funcionarial general 72 , de tal modo que no se esta-
blece un régimen jurídico específico en todos sus puntos para el personal tributario, 
sino que más bien se regulan una serie de particularidades o excepciones a las reglas 
que continúan imperando para los restantes empleados ministeriales 73. Tales excep-
ciones están constituidas, básicamente, por la atribución a los órganos directivos de 
la AEAT de los mecanismos jurídicos precisos para desarrollar una política propia 
de recursos humanos o, si se prefiere, tales órganos tienen atribuida en un grado no-
table capacidad gestora respecto a su propio personal; lo que se traduce -de acuerdo 
con lo dispuesto en el apartado cuatro, números 3 y 4, del artículo 103 de la Ley 
31/1990- en la competencia de la AEAT para aprobar sus propias relaciones de 
puestos de trabajo, organización y oferta de empleo, a lo cual ha de afíadirse su capa 
cidad para fijar las retribuciones de su personal a través de las relaciones de puestos 
de trabajo y ajustándose a lo dispuesto en las Leyes anuales de Presupuestos, así 
como para establecer el régimen de acceso a las especialidades y escalas que se le 
adscriben y para proveer la cobertura de sus puestos de trabajo 74. En definitiva, 
mediante la atribución a la AEAT de las competencias enumeradas, se descentraliza 
la toma de decisiones sobre determinados aspectos del régimen funcionarial, con la 
intención de que sea la propia AEAT la que pueda articular -agilizándola- una polí-
tica de personal autónoma en función de las necesidades reales de la organización en 
este ámbito sin intervención alguna del Ministerio para las Administraciones Públi-
cas 75. Una política de personal que, por cierto, en nada se verá afectada por la sepa-
ración -realizada recientemente por los artículos 56 y 57 de la Ley 66/1997, de 30 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social- de los 
Cuerpos antes integrados en el Cuerpo Superior de Inspectores de Finanzas del Esta-
do: a saber, Cuerpo Superior de Inspectores de Hacienda del Estado y Cuerpo Supe-
rior de Interventores y Auditores del Estado; pues las competencias gerenciales que 
72 Marco jurídico configurado por la Ley 30/1984 que. como ha destacado JIMÉNEZ DE CISNEROS 
CID. F. J .• Los organismos autónomos .... cit.. pp. 146 Y ss .• supuso la culminación del proceso de uniformización 
-iniciado por el Real Decreto 1086/1977 y continuado por el Real Decreto 917/1982- de los diversos regímenes 
hasta ese momento existentes de los medios personales al servicio de los organismos autónomos. para someterlos al 
mismo estatuto que el personal funcionario de la Administración directa del Estado. Para este autor se rompe así con 
la tesis del ordenamiento singular y el dogma de la personificación. 
73 Cfr. DELGADO PACHECO. A .• La creación ... , cit.. p. 1397; ARROYO Y ANES. L. M .• «La Agen-
cia ... ». cit .• en PÉREZ MORENO. A. (dir.).Administración instrumental.. .• t. L. cit.. p. 211. 
74 Para el análisis detallado de estas especialidades o excepciones a la Ley 30/1984. que exceden sobrada-
mente el objeto de este trabajo. vide CARRASCO CANALS. C .• «La Agencia Estatal de Administración Tributaria: 
una regulación funcionarial atípica». en REDA. núm. 74.1992. pp. 184 Y ss. 
75 En este sentido. ARROYO YANES.L. M .• «La Agencia Estatal ... ».cit.. en PÉREZ MORENO. A. (dir.).Ad-
ministración instrumental ...• t. l. cit .• pp. 211-212 Y 215-216. autor que destaca que «nos hallamos ante una regulación 
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ha conferido a la AEAT su estatuto singular se desplegarán exclusivamente, como 
resulta de toda lógica, sobre el Cuerpo de Inspección, siendo éste el que ha quedado 
adscrito a la AEAT tras la aprobación de la Ley 31/ 1990. 
En conclusión, de conformidad con el apartado cuatro del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, aun cuando la AEAT cuenta para el cumplimiento de su fin institu-
cional con unos medios personales sujetos a un doble régimen, laboral y funciona-
rial-situación legitimada, como se sabe, para el conjunto de la Administración 
pública por la STC 99/1987-, tal precepto asegura, en cualquier caso, que las fun-
ciones públicas serán desarrolladas por personal funcionario. Además, dicho per-
sonal se encuentra sometido, en lo fundamental, a las prescripciones de la 
Ley 30/1984 de Reforma de la Función Pública, razón por la que la creación de la 
AEAT no ha supuesto una modificación sustantiva del régimen jurídico estatutario 
de las especialidades, Escalas y Cuerpos que antes prestaban sus servicios en la 
Secretaria Geneml de Hacienda y ahora lo hacen en la AEAT 76 • Porque, en suma, 
el núcleo de las modificaciones del régimen de personal operadas a través de la 
creación de la AEAT se centra principalmente en la descentralización de los aspec-
tos gerenciales de dicho régimen -competencia de esta entidad para elaborar y 
aprobar sus propias relaciones de puestos de trabajo, establecimiento del régimen 
de acceso a las especialidades y escalas que se le adscriben, etc.- con el objetivo 
de permitir a la AEAT el diseño autónomo de una política de personal, dotándola, 
a tal efecto, de los instrumentos jurídicos precisos para decidir, entre otras impor-
tantes cuestiones, el número de efectivos teóricos que desea tener, número de 
puestos de trabajo por grupos de titulación, niveles asignados a cada uno o com-
plementos retributivos que de acuerdo con las previsiones contenidas en las Leyes 
que ( ... ) intenta dar una mayor entrada al individualismo "managerial" en el derecho de funcionarios a través de un mayor 
respaldo a valores netamente empresariales (productividad. eflcacia. creatividad. etc.) frente a los tradicionales de nuestra 
cultura administrativa. tratando de retribuir más y mejor a los sectores profesionales de la Agencia. Este objetivo se inten-
ta alcanzar mediante el mantenimiento de una amplísima discrecionalidad administrativa en la materia (elaboración de 
relaciones de puestos de trabajo. oferta pública de empleo. etc). la cual va a permitir a las autoridades de la Agencia intro-
ducir y modular. en función de las circunstancias existentes. su política según los criterios anteriormente apuntados». En e! 
mismo sentido de facultar a la AEAT para desarrollar una política de personal propia. destaca este autor la posibilidad de 
que la propia AEA T adscriba puestos de trabajo con carácter exclusivo a las especialidades existentes en la propia AEA T 
-apartado cuatro. número 2. párrafo sexto-. Se trata de un elemento de racionalidad y especia1ización sobre un aspecto de la 
Ley 30/1984 ~n concreto. e! artículo 15.2 donde se prevé como regla general la adscripción indistinta o múltiple- que 
había sido objeto de severas críticas por parte de la doctrina. ) que han solucionado certeramente «los redactores del régi-
men jurídico de la Agencia. interpretando ampliamente la excepción respecto a la regla general de la adscripción múltiple». 
Por otro lado. también debemos dejar constancia. con DELGADO PACHECO. A .• La creación ... , cit.. 
p. 1398. de otra especialidad -prevista en el apartado cuatro. número 5. del artículo 103 de la Ley 31/1990- de! per-
sonal funcionario de la AEAT. relativa a la restricción de movilidad para el personal en la misma destinado y que 
pertenezca a especialidades o Escalas en ella adscritas. Este personal está sujeto a la condición de la previa autoriza-
ción de aquélla para poder pasar a ocupar otros puestos de trabajo fuera de ésta. pudiéndose denegar dicha autoriza-
ción en atención a las necesidades del servicio. 
76 En este sentido. ARROYO YANES. L. M .• «La Agencia Estata!...». cit.. en PÉREZ MORENO. A. 
(dir.). La Administración instrumental .... t. l. cit.. p. 226. 
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anuales de Presupuestos les corresponden 77. Y con ello se pone de manifiesto, 
finalmente, que la AEAT se aproxima desde la perspectiva de su régimen de per-
sonal a la naturaleza de los organismos autónomos; entidades de Derecho Público 
que, según el artículo 45 LOFAGE, «se rigen por el Derecho Administrativo» y se 
les encomienda en régimen de descentralización funcional tareas propias de un 
Departamento ministerial; por cuanto el artículo 47.1 de esa misma Ley dispone 
que «El personal al servicio de los organismos autónomos será funcionario o labo-
ral, en los mismos términos que los establecidos para la Administración General 
del Estado»; añadiendo de modo muy significativo el apartado 3 del último pre-
cepto citado que «No obstante 10 establecido en el apartado 1 de este .artículo, la 
ley de creación (de cada organismo autónomo) podrá establecer excepcIOnalmente 
peculiaridades del régimen de personal del organismo autónomo en las materi~s 
de oferta de empleo, sistemas de acceso, adscripción y provisión de puestos y régI-
men de movilidad de su personal». 
C) EL RÉGIMEN PRESUPUESTARIO 
El artículo 103 de la Ley 31/1990 ha configurado a la AEAT como una 
organización regida por un régimen jurídico presupuestario diverso del que regu-
la la LGP para la Administración directa del Estado. Este dato no constituye nin-
guna sorpresa porque detrás de la creación de cualquier ente institucional nor-
malmente subyace el propósito, como se sabe, de dotarle de un régimen jurídico 
más flexible que permita adecuar el funcionamiento de estos organismos, q~e 
gozan a su vez de cierta autonomía de gestión, a las diferentes tareas que consti-
tuyen su objeto; flexibilidad que se hace patente en las disposiciones jurídico-fi-
nancieras de los estatutos singulares de cada ente institucional 78. Este dato se ex-
plica en parte al tener presente, desde una perspectiva histórica, que uno de los pre-
cedentes, entre otros, del movimiento descentralizador fue de índole presupuesta-
rio: en concreto, el fenómeno de las Cajas especiales, creadas como servicios o 
unidades administrativas sin personalidad a las que se encargaba la administra-
ción de determinados fondos provenientes de tasas y exacciones parafiscales que 
no se integraban en el Tesoro Público y cuya recaudación era afectada para servir 
de suplemento de las retribuciones de determinados Cuerpos de funcionarios 79. 
77 Cfr. DELGADO PACHECO, A., La creación ... , cit., pp. 1398 Y SS.; ARROYO YANES, L. M., «La 
Agencia Estata!...», en PÉREZ MORENO, A. (dir.), La Administración instrumental ... , t. 1, cit., pp. 21 Y. y ss. 
78 Cfr. JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., Los organismos autónomos ... , Clt., pp. 1 Y ss.; ~bJen CAYÓN 
GALlARDO, A., La unidad funcional de la Hacienda Pública, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1988, p. 3? 
79 Sobre el fenómeno de las Cajas especiales como uno de los factores determinantes de la descentrahzaclOn 
funcional a finales del siglo XIX y principios del xx, vide FERREIRO LAPATZA, J. J., «Administración institucional Y 
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En suma, la creación de un ente institucional suele llevar aparejada automática-
mente la concesión de un régimen presupuestario singular caracterizado por la 
flexibilidad con que se regula tanto la previsión de los ingresos con los que se 
debe financiar, como los procedimientos de ejecución y control de los gastos que 
el ente institucional ha de realizar al objeto de satisfacer el [m institucional para 
el que ha sido creado. 
Sentadas estas afirmaciones, que constituyen por 10 demás un lugar común 
en la doctrina 80, lo que interesa destacar a nuestros efectos es que entre todas las 
normas jurídicas que regulan la estructura organizativa de un ente institucional, 
parece que el análisis de aquéllas que disciplinan el presupuesto resulta del máxi-
mo interés para la determinación de la naturaleza jurídica del mismo. Así lo 
demuestra la doctrina que toma los diferentes regímenes presupuestarios de los 
entes funcionalmente descentralizados como importantes puntos de referencia en 
el momento de claSIficar cada concreto Ente dentro de un tipo que aglutine a 
varios de aquéllos que presentan características similares 81. 
A partir de dicha premisa, es preciso constatar si el régimen jurídico presu-
puestario que el legislador ha otorgado a la AEAT representa una huida hacia el 
Derecho Privado, en el desarrollo de una de las llamadas funciones logísticas o 
instrumentales necesarias para el cumplimiento de la función tributaria, de suerte 
que dicho régimen es asimilable al de aquellas «Entidades de Derecho Público, 
con personalidad jurídica, que por ley hayan de ajustar sus actividades al ordena-
miento jurídico privado», del derogado artículo 6.1, b) LGP 82; entidades que hoy 
han quedado subsumidas dentro de las entidades públicas empresariales del 
presupuestos», en HPE, núm. 11, 1971, pp. 391 Y ss. Este autor recuerda cómo las Cajas especiales, que fueron prohi-
bidas por el artículo 4 de la Ley de Administración y Contabilidad, de 1 de julio de 1911, no implicaban la existencia 
de un ente personificado a quien referirse. Por el contrario, un organismo autónomo sí implicaba y la existencia de una 
Caja especial en el sentido de significar una corriente de ingresos y gastos, dirigida a posibilitar el logro de finalidades 
estatales al margen de los Presupuestos del Estado. Es así como el problema de la descentralización por funciones y 
servicios tiene una íntima relación con el viejo problema de las Cajas especiales. Por su parte, CA YÓN GALlARDO, 
A., «La evolución de la Administración institucional en el Derecho Presupuestario español», en AA. VV., Estudios de 
Derecho y Hacienda. Homenaje a César Albiñana Garcfa-Quintana, vol. 1, ed. Ministerio de Economía y Hacienda, 
Madrid, 1987, pp. 325 y ss., donde se señala que «no obstante ser el ente institucional un tema sólo comprensible desde 
la pespectiva descentralizadora y con unos rasgos muy concretos -gestión de un servicio público, personalidad jurídica 
propia y régimen económico administrativo especial-, la doctrina es unánime en reconocer que el antecedente próximo 
de estos sujetos administrativos está constituido por las denominadas Cajas especiales». 
80 Una panorámica de la cuestión en GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., 
Derecho Administrativo, cit., t. 1, pp. 385 y 386. 
81 En este sentido, vide JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., Los Organismos autónomos .... , cit., pp. 193 Y 
ss.; SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , cit., pp. 1183 Y ss.; GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T. R., Curso de Derecho Administrativo, 1. 1, cil., pp. 383 y ss.; PARADA v ÁZQUEZ, R., Derecho 
Administrativo, t. n, Organización y empleo público, cit., pp. 207 Y ss. 
82 En este sentido, DEL SAZ, S., «Desarrollo y crisis del Derecho Administrativo ... », cit., en CHINCH!-
LLA/LOZANO/DEL SAZ., Nuevas perspectivas ... , cit., pp. 143 Y ss., que también cita como exponentes de esta 
huida al Derecho Privado otros entes del artículo 6.5 LGP, como la Comisión Nacional del Mercado de Valores y 
los Puertos del Estado. 
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artículo 45 LOFAGE. 0, si bien, por el contrario, el régimen presupuestario de la 
AEAT es sustancialmente idéntico al previsto en la LGP para los organismos 
autónomos a que se refiere el artículo 4 LGP; actualmente regulados en los artícu-
los 45 y siguientes LOFAGE como entes institucionales sujetos en lo esencial a 
las prescripciones del Derecho Público. 
Pero, sobre todo, yen conexión estrecha con la asimilación de las normas 
que rigen el presupuesto de la AEAT con un determinado tipo u otro de Ente insti-
tucional, hay que determinar si el estatuto de la AEAT supone una huida del régi-
men de presupuesto público que consagra el artículo 134 CE 83. Porque la libertad 
de configuración que asiste al legislador para personificar sus formas de actuación 
-libertad de la que ha hecho uso el legislador al crear la AEAT - no puede ir en 
menoscabo de la virtualidad jurídica de ciertos principios presupuestarios recogi-
dos, explícita o implícitamente, en el artículo 134 CE, toda vez que dichos princi-
pios «constituyen la más alta expresión del sometimiento del poder financiero al 
imperio de la ley, característico del Estado de Derecho, e instrumento de garantía 
y de control, tanto jurídico como político, por los ciudadanos en el manejo de los 
caudales públicos por la Administración» 84. En este sentido, el artículo 134 CE 
parece imponer ciertos límites a la libertad del Estado para personificar sus formas 
de actuación por lo que se refiere a la necesaria generalidad de un régimen de pre-
supuesto público de cuya existencia no cabe dudar a la vista del precepto constitu-
cional comentado 85 y pese a que haya de reconocerse la dificultad grave que entra-
ña la determinación precisa del contenido y alcance de dicho régimen. 
Con todo, las especialidades que introduce el artículo 103 de la Ley 
31/1990 en el régimen jurídico presupuestario de la AEAT parecen a priori bas-
83 Como denuncian BAENA AGUILAR. A./HERRERA MOLINA. P. M./SERRANO ANTÓN, F., La 
Agencia Tributaria ... , cit., pp. 119-121, refiriéndose a la quiebra de los principios presupuestarios contenidos en el 
artículo 134 CE; igualmente MÁRQUEZ SILLERO, C., Reflexiones jurídico-constitucionales ... , cit., pp. 15 Y 16. 
84 Cfr. RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «La Ley de Presupuestos en la Constitución Española de 1978», en 
AA. VV., Hacienda y Constitución, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1979, pp. 172 Y ss., advirtiendo el 
autor, no obstante, de la erosión de tales principios, que trae causa de la acomodación de las reglas del presupuesto 
del Estado liberal a la multiplicidad de funciones que hoy desempeña el Estado social. 
85 Sobre esta cuestión, ZORNOZA PÉREZ, J. 1., Proyecto docente, presentado en el concurso de acceso 
para la provisión de una plaza de Catedrdtico de Derecho Financiero y Tributario de la Universidad Carlos lJl de 
Madrid, Madrid, 1991, p. 298, subrayaba las implicaciones constitucionales de la aparición y creciente desarrollo de 
nuevas formas de personificación de las Administraciones públicas, que desbordan con mucho los caracteres de la 
tradicional Administración institucional del Estado y suscitan numerosos problemas jurídico-financieros; problemas 
relacionados con la necesaria generalidad del régimen de presupuesto público al que se achaca una excesiva rigidez 
que condicionaría la eficacia de las actuaciones administrativas. Por ello, considera este autor necesario un esfuerzo 
de reflexión en torno a la existencia de límites a la libertad del Estado para personificar sus formas de actuación, en 
especial habida cuenta de que el recurso a esas nuevas formas de personificación supone, en la práctica generalidad 
de los supuestos, una huida del régimen de presupuesto público; lo que resulta especialmente grave si se considera 
que el volumen de gasto público canalizado a través de esas nuevas formas de personificación está alcanzando, ya 
en los momentos actuales, una importancia no desdeñable en relación al gasto público del Estado, en el sentido que 
esta expresión tiene en la LGP. 
"i? 
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tante atemperadas respecto a la regulación prevista en la LGP, pues no pueden 
impedir la aplicación supletoria de esta última como norma integrativa en todos 
aquellos aspectos relativos a la actividad financiera de la AEAT que no hayan 
sido regulados expresamente por el citado artículo 103. Ello es así, de un lado, 
porque la AEAT fue configurada inicialmente como un ente del artículo 6.5 LGP, 
categoría que, como ya nos consta, se caracterizaba por la ausencia de un común 
denominador normativo, salvo, precisamente, la aplicación supletoria de la LGP 
en todas las materias no reguladas por sus normas específicas. Por otro lado, si 
admitiéramos la tesis de que la AEAT sólo se sujeta a sus normas estatutarias 86 
no sólo conculcaríamos el estatuto legal de dicha organización, que ordena apli-
car la LGP supletoriamente, sino que también estaríamos desconociendo el valor 
de ésta como ley cabecera de grupo normativo 87; es decir, su posición especial en 
el ordenamiento como ley que contiene las normas básicas referentes a la actua-
ción de la AdllJ..inistración reSpecto a lo~ derechos y a las obligacionell de natura-
leza económica del Estado y del sector público estatal 88; norma, pues, que inte-
gra cualquier laguna de regulación del estatuto singular de la AEAT en lo 
referente a esta materia concreta 89. En suma, aun admitiendo que la naturaleza 
86 Acogiendo la teoría del ordenamiento singular, tempranamente expuesta por CLAVERO ARÉVALO, 
M. F., Personalidad jurídica, Derecho general y Derecho singular de las Administraciones autónomas, cit., pp. 13 
y ss. 
Sobre los peligros de esa tesis, advierte JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., Los organismos autóno-
moS ... , cit., p. 116, cuando señala que <<la tesis de CLAVERO conduce, en definitiva, a la ruptura y conculcación del 
principio de legalidad al configurar los ordenamientos como compartimentos estancos, desvinculados entre sí por 
efecto de la sacralización de la personalidad jurídica». 
87 El grupo normativo designa, de acuerdo con VILLAR PALASÍ, J. LNILLAR EZCURRA, 1. L., Prin-
cipios de Derecho Administrativo, t. 1, ed. Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1982, pp. 262 y ss., un blo-
q~e homogéneo de reglas jurídicas jerárquicamente articuladas y recíprocamente relacionadas, que regulan un deter-
mmado supuesto de hecho bajo idénticos criterios. Y, así, existen, por un lado, grupos normativos verticales, en los 
c~es el presupuesto de hecho es de índole s ubjetiva: una organización y más generalmente una organización per-
~ficada; y, de otro, grupos normativos horizontales, en los que el presupuesto de hecho tiene carácter objetivo, es 
declf, un aspecto concreto de la actividad de la persona jurídico-pública: delegación, contratación, expropiación for-
zosa, etc. 
.88 Seguimos en este punto a GONZÁLEZ NAVARRO, F., «Organismos autónomos y Ley General Presu-
puestaría», en HPE, núm. 54,1978, pp. 141 Y ss., que califica a la LGP como ley cabecera del grupo normativo hori-
zon~l que tiene como presupuesto de hecho de carácter objetivo la actividad financiera de las personas jurídico-
plibhcas. En este sentido, la ley cabecera de grupo normativo es la que da coherencia al mismo, la que lo inspira e 
~orma, de manera que es en ella donde, como señalan VILLAR PALASÍ, J. L.NILLAR EZCURRA, J. L., Princi-
pros ... , t. 1, cit., pp. 262 y ss., podrán buscarse los principios generales que dan unidad al grupo normativo con el que 
le opera .. Así, la le~ cabecera de grupo está llamada a cumplir tres funciones: en primer lugar, orienta el grupo por-
1¡IJe contiene los cntenos conforme a los cuales debe ser desarrollado e interpretado; en segundo lugar, lo preserva 
frente a modificaciones fortuitas, por la mayor resistencia a la derogación que dicha ley ofrece cuando entra en coli-
sión ~n otras normas, incluso si éstas tienen su mismo rango; e introduce, en tercer lugar, un factor de economía en 
el conJu~10' porque mediante si~ples referenci31s a esa ley s uprema se pueden evitar reiteraciones normativas. 
Euns Porque, como ha senalado GONZALEZ NAVARRO, F:, Derecho Administrativo español, 2.' ed., ed. 
a, Pamplona, 1993, pp. 750 Y ss., la descnpclón del concepto teonco de grupo normativo horizontal no se hace :turo entretenimiento i.ntelectu~l,. sino por la apremiante necesidad de dar solución al problema práctico de evitar 
agunas en el ordenamIento Jundlco. Pues los conceptos de grupo normativo horizontal y vertical, como la analo-
gía, como la supletoriedad, no son sino técnicas al servicio de esa tendencia a la plenitud que tiene todo ordenamien-
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jurídica de la AEAT presenta aparentemente perfiles poco claros y no sea fácil 
adscribir la misma dentro de un tipo de los que integran el complejo mundo de la 
Administración institucional, lo que parece incuestionable es que aquélla gestio-
na recursos de Derecho Público, como son los tributos, y que por ese motivo, que 
se debe imponer sobre consideraciones jurídico-formales que sacralicen el dato 
de la personalidad jurídica, la LGP no puede quedar al margen de la regulación 
jurídico-presupuestaria de la AEAT. 
Pues bien, para analizar el régimen presupuestario de la AEAT previsto en 
el artículo 103 de la Ley 31/1990 y la normativa que lo desarrolla, examinaremos 
separadamente cada una de las fases que integran el ciclo presupuestario comple-
to de la AEAT; ya que de ese análisis se irán desgranando de modo sucesivo las 
especialidades que presenta dicho régimen. De las singularidades detectadas, en 
suma, se podrá obtener un importante punto de referencia para incluir a la AEAT 
dentro de alguno de los tipos de entes públicos que integran el ámbito su ~etJvo 
de las Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado. 
1.° La elaboración del presupuesto 
El apartado seis, número 1, del artículo 103 de la Ley 31/1990 establece que 
«La Agencia elaborará anualmente un anteproyecto de presupuesto que refleje los 
costes necesarios para la consecución de sus objetivos, con la estructura que señale 
el Ministro de Economía y Hacienda, y lo remitirá a éste para su elevación al acuer-
do del Gobierno y posterior remisión a las Cortes Generales del Estado y consoli-
too Porque los grupos horizontales intersicionan los grupos verticales, de forma que, en defecto de solución contraria 
o de norma excluyente en el grupo vertical, entra en juego el grupo horizontal, permitiendo cubrir, en su caso, el 
posible vacío normativo. En consecuencia, los preceptos de la ley cabecera de grupo conservan su vigencia frente a 
los de las Leyes posteriores, generales o especiales, a menos que expresamente sean derogadas o que la contradic-
ción sea tan flagrante que no queda otra opción interpretativa que la derogación. La operación por grupos normati-
vos contribuye, por tanto, a dar estabilidad al ordenamiento. 
Ahora bien, como ha escrito GÓMEZ-FERRER MORANT, R., «La posición de la Ley General Presupuesta-
ria en el ordenamiento jurídico», en AA. VV., El marco jurídico-financiero del sector público: perspectivas de refor-
ma, IX Jornadas de Control Financiero celebradas en Madrid entre el 22 y el 24 de abril de 1986, ed. Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda-Intervención General del Estado, Madrid, 1986, pp. 28 Y ss., no es posible defender, desde la 
Constitución, una posición especial de superioridad o rigidez --como, por ejemplo, la que tiene en el ordenamiento una 
ley orgánica- de la LGP respecto a otras leyes del Estado, que la hiciera resistente a la derogación de otra ley estatal 
posterior; por lo que podrá ser modificada por una ley ordinaria, incluso por una ley que atienda a necesidades coyun-
turales. Cuestión distinta es que existan Leyes que por la función que cumplen dentro del sistema jurídico, de vertebrar 
los principios aplicables a una determinada materia no deban -desde una perspectiva lógica- ser modificadas o excep-
cionadas por leyes que no estén dirigidas expresamente a ello. Como también, por otro lado, es cuestión distinta la 
posición de la LGP respecto a otras leyes de las Comunidades Autónomas, y la posible superioridad de la primera fren-
te a las segundas, ahora sí, como pretendida ley básica. Sobre esta cuestión resulta aleccionadora la exposición de moti-
vos de la Ley 711985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, norma que, como se sabe, desarrolla la 
garantía institucional de la autonomía local. Y en aquella exposición de motivos se alude textualmente a la «función 
ordinamental que, al estarle reservada o, lo que es igual, vedada a cualesquiera otras normas, presta a su posición en el 
ordenamiento en su conjunto una vis específica, no obstante su condición formal de ley ordinaria». 
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dándose con los de las Administraciones públicas centrales». El Presidente de la 
ABAT, según dispone el apartado tres, número 2, bY, aprueba «el anteproyecto de 
presupuesto para su elevación al Ministro de Economía y Hacienda», documento 
elaborado previamente por el Director general, según dispone el número 3 del 
mismo apartado del citado artículo 103. Por lo tanto, la estructura del presupuesto de 
la AEAT se debe adaptar a los criterios que el Ministro de Economía y Hacienda 
aprueba anualmente en cumplimiento del mandato contenido en el artículo 52 
LGp90. De este modo, las sucesivas Órdenes ministeriales anuales que establecen 
las normas de elaboración de los Presupuestos Generales del Estado -disposiciones 
que vinculan a cualquier órgano administrativo que intervenga en la aprobación de 
los anteproyectos parciales del presupuesto- ordenan que el presupuesto de la 
AEAT se ajuste a la estructura aplicable al Estado y sus organismos autónomos 91. 
Pues bien, la sujeción de la estructura del presupuesto de la AEAT a los cri-
tenos marcados por las sucesivas Órdenes ministeriales a que se refiere el artícu-
lo 52 LGP, resultaría también en todo caso obligada con base en la función que 
dicha Ley cumple como norma que constituye la cabecera del grupo normativo 
integrado, como ya nos consta, por todas las disposiciones que regulan la activi-
dad financiera de los entes públicos. Tal sujeción relativiza el dato de la persona-
lidad jurídica de la AEAT, como ente funcionalmente descentralizado, puesto que 
la misma ha de planificar su actividad financiera ajustándose a las coordenadas 
previstas en dichas Órdenes para el sector público en su globalidad, en la medida 
en que dicha entidad es un instrumento organizativo más puesto al servicio de los 
objetivos y finalidades que se asignan al sector público en su totalidad; con lo 
cual, en definitiva, estas Órdenes ministeriales funcionan como instrumentos 
poderosos en favor de la uniformización del régimen presupuestario de los orga-
nismos autónomos y demás entes con personalidad jurídico-pública 92. 
-.,¡ 
. <, • 90 Interesa destacar con MARTfNEZ LAGO, M. A., Manual de Derecho Presupuestario, ed. Colex, 
Madrid, 1992, p. 40, que «este tema de la estructura de los Presupuestos Generales del Estado no puede ser conside-
. .ao ~omo una cuestión menor en la problemática que presentan aquéllos, como si simplemente se tratara de una 
~ttón formal. Téngase presente que cada criterio de ordenación que se emplee, suministra un aspecto de informa-
ción sobre la naturaleza, destino e incluso las finalidades del gasto público». 
91 Cfr. artículo 2.3.4 de la Orden ministerial de 17 de abril de 1991, que contiene las normas de elaboración 
de los Presupuestos Generales del .Estado para 1992; el artículo 2.3.4 de la Orden ministerial de 6 de mayo 
.1992, que contIene las correspondIentes normas de elaboración de los Presupuestos para 1993; el mismo número ~ ~culo de la Orden ministerial de 28 de abril de 1993, que contiene las respectivas para los Presupuestos del año 
IJIUlente; el artículo 1.2 de la Orden de 20 de abril de 1994, para los Presupuestos de 1995' artículo 3.3.4 de la Orden" . , lo nnmstenal de 24 de marzo de 1995, para los Presupuestos de 1996, y, finalmente, el mismo número de artícu-
de la Orden de 31 de mayo de 1996, para los de 1997. 
señal 92 En este se~tido, JIMÉNEZ DE <?ISNE~OS CID, F. J., Los organismos autónomos ... , cit., pp. 150 Y 151, 
. a que la eXIstenCIa de la LGP, cuyas dispoSICIOnes alcanzan a todo el sector público, y la consiguiente publica-
CIón de las Órdenes ministeriales que establecen las normas de elaboración y estructura de los Presupuestos, homo-g~neas para todo el sector público, desmitifican absolutamente el dato de la personalidad jurídica de los entes fun-
cionalmente descentralizados. 
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En suma, las citadas Órdenes ministeriales sirven claramente al reforza-
miento de la relación de instrumentalidad que ejerce el Ministerio de Econo-
mía y Hacienda sobre la AEAT porque el ente matriz detalla la estructura de 
los presupuestos del ente filial; sin perjuicio, además, de la facultad que asiste 
al Ministro de Economía y Hacienda para modificar el contenido del antepro-
yecto de presupuesto que haya aprobado el Presidente de la AEAT en el 
momento en que el primero somete al acuerdo del Gobierno el anteproyecto 
de Ley de Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 54.2 LGP. Ello es una muestra más de la función de dirección que 
ejerce el Ministro de Economía y Hacienda sobre la AEAT, pues no en balde 
los fines para cuyo cumplimiento se ha creado ésta son propios del ente matriz, 
que no se puede desentender por completo de la organización y el funciona-
miento del ente filial que le queda adscrito, como venían a reconocer explíci-
tamente con carácter general los artículos 6 y 8 LEEA, prácticamente en el 
mismo sentido que hoy lo hace el artículo 2.3 LOFAGE 93. 
Por fin, las Órdenes ministeriales citadas disponen, como hemos visto, la 
adecuación de la estructura del presupuesto de la AEAT a la del Estado y los 
organismos autónomos del artículo 4 LGP, lo que hace posible la consolidación 
del presupuesto de aquélla con la de estos últimos 94. En consecuencia, la AEAT, 
como se deduce de la propia naturaleza de las funciones que desempeña, no debe 
elaborar Programas de Actuación, Inversión y Financiación, regulados en los 
artículos 87 a 91 LGP, para su sometimiento a la aprobación del Gobierno, como 
sucede con otros entes públicos que deben presentar presupuestos de explotación 
y capital con la estructura y contenido establecidos para las sociedades estatales 
que desarrollan actividades comerciales o industriales dentro de la dinámica pro-
pia del mercado 95. 
Porque. como han destacado BA YONA DE PEROGORDO, J. J./SOLER ROCH, M. T., Temas de Derecho 
Presupuestario, ed. Librería Compás, Alicante, 1990, p. 161, aunque se reconozca en la fase de elaboración de los 
presupuestos un primer estadio descentralizado en el que tiene el protagonismo cada uno de los entes o sectores que 
constituyen una unidad presupuestaria autónoma, no se puede perder de vista el segundo estadio dentro de la fase de 
elaboración, una fase ya centralizada en la que el Ministerio de Economía y Hacienda cumple una función funda-
mental de integración que da coherencia a la fisonomía plural de los Presupuestos Generales del Estado. 
93 En este sentido, GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Curso ... , t. 1, cit., 
p. 396, indican, al exponer el contenido de la relación de instrumentalidad, que en el orden financiero, el ente matriz 
domina e interviene COIl intensidad la actuación del ente filial. 
94 Lo que supone en la práctica, como indican MOYA HURTADO DE MENDOZA, R.IWERT ORTE-
GA, M., «La gestión económico-financiera de la Agencia Tributaria», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 4, 1993, 
pp. 126 Y 127, que la AEAT clasifica los ingresos y los gastos con los mismos criterios que la Administración Gene-
ral del Estado, bajo las mismas rúbricas de capítulo, artículo, concepto y subconcepto. 
95 Así, MADRID MARTÍNEZ, SJGALÁN DEL FRESNO, J. M., «Aspectos presupuestarios de la legisla-
ción de entes públicos del artículo 6.5 LGP», en Presupuesto y Gasto público, núm. 11, 1993, pp. 83 Y s, al consta-
tar que los entes del artículo 6.5 LGP han sido creados sin el marco de una legislación presupuestaria homogénea, 
indican que, con todo, es posible distinguir dentro de esa categoría entre aquellos entes que elaboran un presupuesto 
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2.0 La aprobación del presupuesto: consecuencias de la naturaleza de 
crédito ampliable de la transferencia procedente de la recaudación 
obtenida por actos de liquidación 
El artículo 48.1.d) LGP dispone que los Presupuestos Generales del Estado 
constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática, entre otros, de «la totali-
dad de los gastos e ingresos del resto de entes del sector público estatal a que se 
refiere el artículo 6, número 5, de la presente Ley». Coherentemente con dicho 
precepto, el apartado seis, número 1, en su segundo párrafo, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990 prescribe que el presupuesto de la AEAT «tendrá carácter limitativo 
por su importe global». Así, parece razonable pensar que dicha entidad queda 
sometida al régimen presupuestario en sentido estricto por el que se rige la Admi-
ni!':tración General del E!':tado y lo!': que la T ,GP llama organismos autónomo!': de 
carácter administrativo, esto es, todos los créditos de la AEAT son aprobados por 
las Cortes Generales con carácter limitativo; a diferencia de lo que sucede con las 
sociedades estatales y, en general, los entes de Derecho Público que con aquéllas 
forman el llamado sector público empresarial, cuyos presupuestos contienen 
«estimaciones de gastos e ingresos» a realizar por los mismos, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 48 .1.e) LGP 96. 
Con todo, la regulación que de los recursos con los que se financia la AEAT 
realiza el apartado cinco del artículo 103 de la Ley 31/1990 parece que desmien-
te la proclamación realizada en el apartado siguiente del artículo citado, que aca-
bamos de transcribir, según la cual el presupuesto de la AEAT «tendrá carácter 
limitativo por su importe global». Pues, en efecto, de acuerdo con el repetido 
apartado cinco, la AEAT se financia, además de con cargo a «las transferencias 
consignadas en los Presupuestos Generales del Estado» -apartado a)-, a través 
también, confome al apartado b) del mismo precepto citado, de «un porcentaje de 
recaudación que se derive de los actos de liquidación y de gestión recaudatoria o 
de otros actos administrativos acordados o dictados por la Agencia, en el ámbito 
de gestión tributaria que tiene encomendada». 
de explotación y de capital, de forma similar a las sociedades estatales -Radio Televisión Española, Puertos del 
Estado y Autoridades Portuarias, entre otros- y aquellos otros que elaboran un presupuesto propio que permite su 
Consolidación con el del Estado y los organismos autónomos -la AEAT, el Instituto Cervantes o la Agencia de Pro-
tección de Datos, por ejemplo-. Por ello, según estos autores, dada la estructura presupuestaria de los Entes inclui-
dos en el segundo grupo. lo más apropiado, si la normativa particular no dice lo contrario, sería aplicar a los mismos 
las normas relativas a los organismos autónomos contenidas en la LGP. 
% Pues es precisamente el carácter estimativo de los créditos uno de los rasgos esenciales del régimen de 
los entes del sector público empresarial. Así lo destaca, al examinar su regulación, GUTIÉRREZ ROBLES, A., «El 
ré!limen económico-financiero de las entidades estatales de carácter empresarial», en Presupuesto y Gasto Público, 
num.22, 1984, pp. 111 y ss. 
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Yel referido apartado cinco b) del artículo 103 de la Ley 31/1990 continúa 
con el siguiente tenor: «La base de cálculo de este porcentaje estará constituida 
por la recaudación bruta de estos ingresos tributarios incluidos en los capítulos 1 
y 11 del presupuesto de ingresos del Estado, con excepción de los que se deriven 
de liquidaciones practicadas por los servicios aduaneros que no sean consecuen-
cia de un acta de inspección, así como los incluidos en el capítulo III cuya gestión 
realice la Agencia. El porcentaje será fijado cada año en la Ley anual de Presu-
puestos. Los mayores ingresos producidos por este concepto con respecto a las 
previsiones iniciales incrementarán de forma automática los créditos del presu-
puesto de gastos de la Agencia, por el procedimiento establecido en el apartado 
seis.2 de esta disposición» 97. Y el apartado seis, número 2, del mismo precepto 
dispone que «Las variaciones en la cuantía global de este presupuesto serán auto-
rizadas por el Ministro de Economía y Hacienda cuando no excedan del 5 por 100 
del presupuesto inicial y por el Gobierno en caso contrario. A efectos del cómpu-
to de este 5 por 100 no se tendrán en cuenta los mayores ingresos a que se refiere 
el cuarto párrafo de la letra b) del apartado cinco de esta disposición». 
Ciertamente, entre los recursos con cargo a los cuales se financia la AEAT 
sobresale con luz propia el procedente del porcentaje -fijado cada año en la Ley 
anual de Presupuestos- sobre la recaudación que resulte de los actos de liquida-
ción dictados por la AEAT respecto de los tributos cuya gestión lleve a cabo. Por-
que esta peculiar transferencia, ideada por la Ley de creación de la AEAT para la 
consecución de una aplicación más eficaz del sistema tributario 98, ha suscitado, 
sin embargo, críticas muy severas que traen causa de una posible vulneración del 
principio de objetividad, como uno de los principios constitucionales que confi-
guran el estatuto constitucional de la Administración pública, establecido en el 
97 Junto a los citados recursos, el repetido apartado cinco enumera otros de importancia cuantitativa 
menor: En concreto, «los ingresos que perciba como retribución legal por las otras actividades que pueda reaJizar, 
por virtud de convenio o disposición legal, para otras Administraciones Públicas nacionales o supranacionales» 
-letra c)-; «l~s rendimientos de bie.nes y valores que constituyan su patrimonio» -letra d)-; «los préstamos que 
sean necesarIOS para atender SituaCIOnes de desfase temporal de tesorería» -letra e)-; y, finalmente, «los demás 
ingresos de Derecho Público o Privado que le sea autorizado percibir» -letraf)-. También hay que estar al artícu-
lo 97 de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1992, y a la Orden minis-
terial de 4 de marzo de 1993 que lo desarrolla; en estas disposiciones se regula el expediente de modificación pre-
supuestaria que se debe seguir para hacer efectiva la transferencia que incrementa automáticamente la cuantía de 
los créditos de la AEAT, así como la base de cálculo que se toma como referencia para aplicar el porcentaje a que 
se refiere el artículo 103 de la Ley 31/1990. 
98 En este sentido, se manifiestan DELGADO PACHECO, A., La creaci6n de la Agencia Estatal .... , cit., 
página 1399; GAITEIRO FORTES, J., Reformas ... , cit., p. 163, quien señala, al referirse a la transferencia proce-
dente del porcentaje, que <<la Ley fija el porcentaje, pero la cuantía dependerá de su propia eficiencia (de las actua-
ciones de la AEAT). Consideramos que este factor es clave porque con él la Agencia tendrá unos recursos variables 
en función de los resultados que obtenga y esto, sin duda, servirá de empuje y estímulo a toda la organización»; DíAZ 
YUBERO, F./MARTÍNEZ GIL, 1., La Agencia ... , cit., p. 8; MOYA HURTADO DE MENDOZA, R./WERT ORTE-
GA, M., La Agencia . .. , cit., p. 5. 
58 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
artículo 103 del texto fundamental 99. Y, siendo ello así, habremos de cuestio-
namos en una fase posterior de nuestra investigación -justamente cuando ana-
licemos en el capítulo tercero de este trabajo la incidencia del régimen jurídico 
presupuestario de la AEAT sobre el ejercicio de las potestades de gestión tribu-
taria-, si dicho régimen, con base en una errónea comprensión del principio de 
eficacia, igualmente consagrado en el artículo 103 CE, pone en peligro el prin-
cipio de objetividad conforme al cual se deben ejercer las potestades adminis-
trativas, en concreto, en materia tributaria, al imponer en el seno de la propia 
AEAT la capacidad de generar una racionalidad independiente y, por consi-
guiente, diversa de la racionalidad jurídica que debe guiar el ejercicio de aque-
llas potestades como poderes-deberes ajenos al sujeto que las ejercita lOO. 
Pero ahora interesa determinar si la aludida transferencia procedente del 
porcentaje de recaudación vulnera, de un lado, los principios presupuestarios 
contenidos en el i:Utículo 134 CE Y si, de OliO, aquélla constituye o no un elemen-
to del régimen presupuestario de la AEAT que la aproxime al de las sociedades 
estatales o entidades de Derecho Público que desarrollan actividades empresaria-
les. Para poder dar cumplida respuesta a estos dos interrogantes es necesario con 
carácter previo, en nuestra opinión, determinar la naturaleza jurídica de dicha 
transferencia. 
Se trata de una cuestión discutida para cuya resolución las calificaciones 
que de la citada transferencia se contienen en la Leyes anuales de Presupuestos 
Generales del Estado pueden servir de orientación. Así, la Ley 31/1991, de 30 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1992, incluye la participa-
ción en la recaudación entre los créditos ampliables -anexo 11, apartado cuatro 
letra g)-. Por su parte, el artículo 97 de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de 
Presupuestos Generales para 1993, se refiere a una «generación de crédito en el 
concepto de gasto de transferencia a la Agenciá Estatal de Administración Tribu-
taria por participación en la recaudación de actos de liquidación». En el mismo 
sentido que la última Ley citada, el artículo 103 de la Ley 21/1993, de 29 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1994, dispone que «la 
variación de recursos de la Agencia derivada de los mayores ingresos que puedan 
producirse sobre la recaudación inicialmente prevista se instrumentará a través de 
99 En este sentido, manifiestan la inconstitucionalidad de del apartado cinco b) del artículo 103 de la u:y 31/1990, FERREIRO LAPATZA, J, J., Curso de Derecho Financiero Español, 13.' ed., ed. Marcial Pons, Ma-
drid, 1991, p. 115; PITA GRANDAL, A. M.,La Agencia ... , cit., p. 520; sÁNCHEZ SERRANO, L., «Los españoles 
¿súbditos fiscaJ~s?», en Impuestos, núm. 9, 1992, p. 263; BAENA AGUILAR, AJHERRERA MOLIN A, P. MJSE-
RRANo ANTON, F., La Agencia Tributariafrente ... , cit., pp. 118 Y 119. 
100 Porque, como ha escrito PAREJO ALFONSO, L., La eficacia como principio jurfdico de la actuaci6n 
de la ~~inistraci6n Pública, cit., pp. 15 Y ss., aJ relacionar los principios de objetividad y eficacia a la luz del texto 
constituclOnaJ, «el principio de eficacia sólo juega conforme a y en el Derecho, es eficacia del y para el Derecho». 
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una generación de crédito, que será autorizada por el Ministerio de Economía y 
Hacienda, en el concepto de gasto de «transferencia a la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria por participación en la recaudación». Por su parte, el artícu-
lo 17.2 de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1995 contiene una disposición idéntica a la anterior que acabamos de 
transcribir; y lo mismo vale decir, en fin, del artículo 16 de la Ley 12/1996, de 30 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997. En suma, las 
Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado conceptúan a la transferen-
cia procedente del porcentaje de recaudación como una excepción al principio de 
especialidad en su vertiente cuantitativa -formulado en el artículo 60 LGP- que 
se actualiza dentro del procedimiento de ejecución presupuestaria a través, bien 
del conocido expediente de los créditos ampliables -previsto en el artículo 66 
LGP- o bien por medio de otra técnica presupuestaria, como es la generación de 
crédito -regulada en el artículo 71 LGP-, que permite igualmente sobrepasar el 
montante del crédito inicialmente aprobado. 
Con todo, debemos dejar constancia aquí de la tesis defendida por cierto 
sector de la doctrina 101, que califica a la transferencia procedente del porcentaje 
de recaudación como una tasa: Concretamente, el sujeto activo o acreedor de 
dicha tasa es la AEAT y el sujeto pasivo, el Estado y sus organismos autónomos; 
el hecho imponible lo constituye el ejercicio por la AEAT de funciones liquidado-
ras o recaudadoras en favor de los segundos; la base imponible de la tasa se inte-
gra por la «base de cálculo» a que se refiere el apartado cinco b) del artículo 103 
de la Ley 31/1990; finalmente, el tipo de gravamen es el que fija cada año la Ley 
anual de Presupuestos para su aplicación sobre la recaudación obtenida por la 
AEAT mediante actos de liquidación. 
Pues bien, aún admitiendo que el Estado puede ser sujeto pasivo de sus pro-
pios tributos 102, no es menos cierto que asumir la tesis anteriormente expuesta con-
duciría al absurdo de entender que todos los entes institucionales, no sólo la AEAT, 
que se financiarán en parte a través de créditos ampliables o generaciones de crédi-
JOI Así, SÁNCHEZ SERRANO, L., Comentario ... , cit., en VICENTE-ARCHE DOMINGO, F (dir.), 
«Comentarios a la Ley ... », cit., p. 785; acogiendo su opinión BAENA AGUlLAR, A/HERRERA MOLINA, 
P. M/SERRANO ANTÓN, F., La Agencia Tributaria ... , cit., p. 92 y ss. 
J02 Así, BERLIRI, A., Principios de Derecho Tributario (traducción, estudio preliminar y notas por 
F. Vicente-Arche), vol. 1, ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1964, pp. 283-288. Este autor niega en principio la 
posibilidad de incluir dentro de la categoría de los sujetos pasivos a los sujetos activos del impuesto con relacióna 
los tributos establecidos a su favor, es decir, que el Estado pueda ser sujeto pasivo de los impuestos estatales o los 
municipios de los impuestos locales establecidos por ellos o a su favor, porque concurrirían en la misma persona la 
cualidad de sujeto activo y de sujeto pasivo, con una contradicción lógica evidente. Pero la posibilidad, como dice 
BERLIRI, de relaciones intersubjetivas dentro del Estado elimina esa coincidencia denunciada entre acreedor y deu-
dor; el autor cita, a este respecto, el ejemplo de las empresas estatales, cuya imposición puede encontrar su justifica-
ción precisamente en la necesidad, o por lo menos en la oportunidad, de no situarlas en una situación de privilegio 
frente a las empresas privadas. 
60 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
to, serían los sujetos activos de una tasa cuyo hecho imponible estaría constituido 
por un presupuesto de hecho que, curiosamente, sólo puede ser realizado por un 
único sujeto pasivo: En concreto, el hecho imponible consistente en el propio cum-
plimiento del fin para cuya realización cada ente fue creado por el Estado, que sería 
el sujeto pasivo. Porque el error de la tesis que criticamos está, a nuestro juicio, en 
partir de una premisa falsa, cual es la pretendida separación o dualidad entre el 
Estado, entendido como Administración Central, y la AEAT; separación que cierta-
mente existe en el plano intraadministrativo que define la relación de instrumentali-
dad entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la AEAT, pero que en realidad 
carece de virtualidad para configurar una relación jurídico-tributaria entre ambos 
complejos organizativos, ya que la AEAT forma parte de la Administración Tribu-
taria del Estado, que no es más que una parte de la Administración Central. 
Por ello, es preferible enfocar el análisis de la transferencia prevista en el 
apartado cinco b) del artículo 103 de la Ley 31/ 1990 desde la perSpectiva que 
ofrece el principio de especialidad en su vertiente cuantitativa, formulado en el 
artículo 60 LGP, como clara expresión del principio de cobertura del gasto y en 
coherencia con la Ley de Presupuestos como norma habilitante; lo que la con-
vierte en la fuente del gasto público o, si se prefiere, en el requisito indispensable 
para que la Administración pueda realizar su actividad financiera de gasto 103. De 
este modo, es preciso determinar si la transferencia analizada constituye un crédi-
to ampliable, expediente regulado en el artículo 66 LGP, como señalaba la Ley 
31/1991, de Presupuestos Generales del Estado para 1992, o si nos encontramos 
más bien ante un supuesto especial de generación de crédito, técnica presupuesta-
ria prevista en el artículo 71 LGP, de acuerdo con la calificación que recibe la 
transferencia en las restantes Leyes anuales de Presupuestos Generales del Esta-
do que anteriormente hemos citado. 
Porque, pese a que tanto los créditos ampliables como las generaciones de 
crédito son manifestaciones de la crisis del principio de especialidad presupuesta-
ria, lo cierto es que presentan una naturaleza diversa. Así, en la figura de la gene-
ración de crédito se produce una creación automática de crédito presupuestario en 
función de que tengan lugar los ingresos derivados de ciertas operaciones enume-
radas por el artículo 71 LGP 104; requiréndose, solamente en determinadas opera-
103 Sobre ello, vide, RODRÍGUEZ BEREIJO, A., La Ley de Presupuestos ... , en AA. VV., Hacienda y 
Constitución, cit., pp. 157 Y ss. 
104 En concreto, «aportaciones del Estado a los organismos autónomos, así como de los organismos autó-
nomos y otras personas naturales o jurídicas al Estado u otros organismos autónomos, para financiar conjuntamente 
gastos que por su naturaleza estén comprendidos en los fines u objetivos asignados a los mismos» [artículo 71.1.a) 
LGP); «enajenación de bienes del Estado o de los organismos autónomos» -apartado b )-; «reembolso de présta-
~os» -apartado c )-; y «créditos del exterior para inversiones públicas que por ley se haya dispuesto sean así finan-
cllldas» -apartado d). 
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ciones, la mera autorización del Ministro de Economía y Hacienda. Por ello, en el 
supuesto de la generación de créditos, frente a 10 que sucede en el caso de los cré-
ditos ampliables, como inmediatamente veremos, se obtiene crédito sin acudir a 
nuevas autorizaciones legislativas, siempre que se produzca la obtención de aque-
llos ingresos que taxativamente se enumeran en el repetido artículo 71 105• 
Por el contrario, el crédito ampliable, de conformidad con 10 establecido en 
el artículo 66 LGP, requiere la constancia de su condición «de modo taxativo y 
debidamente explicitado» en el estado de gastos de las Leyes anuales de Presu-
puestos Generales del Estado 106. En consecuencia, al tener que constar el porcen-
taje de recaudación derivada de actos de liquidación en la Ley anual de Presu-
puestos -apartado cinco b) del artículo 103 de la Ley 31/1990-, podemos afirmar 
rotundamente la naturaleza de crédito ampliable de la transferencia; 10 cual resul-
ta obligado porque de este modo se asegura la necesaria intervención del Parla-
mento en la aprobación del presupuesto de gastos de la AEAT; intervención que 
no tendría lugar si estuviéramos ante una generación de crédito en sentido estric-
to, como de modo atécnico las citadas Leyes anuales de Presupuestos Generales 
del Estado denominan a la transferencia que estamos analizando 107 • Denomina-
105 Vide. QUEROL BELLIDO. V .• «Artículo 71», en AMORÓS RICA. N (dir.). Comentarios a las Leyes 
Tributarias y Financieras. t. XLI. vol. l. Ley General Presupuestaria. artículos 1 a 74, ed. de Derecho Financiero, 
Madrid, 1986, pp. 667 Y ss. Este autor considera que la generación de créditos, al implicar el nacimiento de un cré-
dito antes inexistente, supone una violación del principio de competencia parlamentaria en orden a la aprobaCión de 
la totalidad del presupuesto. Como consecuencia de unos ingresos no previstos o, al menos no cifrados, el ejecutivo 
puede crear conceptos de gasto distintos de los que las Cámaras aprobaron. Del mismo modo, «la generación da 
lugar a una cierta vulneración del principio de limitación, ya que el Gobierno, a través de tal mecanismo, puede 
incrementar, sin intervención del Parlamento, los créditos presupuestarios». , 
106 Un análisis de los créditos ampliables en QUEROL BELLIDO, V., «Artículo 66», en AMOROS RICA, N 
(Dir.), Comentarios a las Leyes .... cit., t. XLI, vol. I, cit., pp. 622 Y ss. 
107 y es que, como ha destacado CORCUERA TORRES, A., Las modificaciones de los créditos presu-
puestarios competencia del Gobierno. ed. McGraw-Hill, Madrid, 1996, p. 251, al analizar las ampliaciones de cré-
ditos en función de la efectiva recaudación de derechos afectados -supuesto en el que encaja la transferencia que 
analizamos- para distinguir tales ampliaciones de las generaciones de créditos reguladas en el artículo 71 LGP, los 
créditos declarados ampliables han de estar relacionados de modo taxativo en el estado de gastos de los Presupues-
tos Generales del Estado, mientras que las dotaciones que pueden ser incrementadas mediante generaciones de cré-
ditos no deben aparecer especialmente señaladas. Además, en las ampliaciones de crédito mediante recaudación de 
derechos afectados se require en todo caso la nota de la afectación del ingreso, que obliga a que con los mayores 
medios obtenidos se incremente una dotación específicamente señalada, mientras que en las generaciones no siem-
pre es así, ya que existen supuestos en que los recursos recaudados pueden generar crédito en los conceptos que 
libremente designe el órgano competente para autorizar la modificación. 
Y, finalmente, según ha visto PASCUAL GARCfA, J., Procedimientos de la Administración Financiera. 
2.' edición, ed. Escuela de Hacienda Pública, Madrid, 1991, p. 58, el análisis conjunto de la naturaleza de los ingre-
sos que originan una y otra figuras, y el de los gastos a los que se aplican, constituye otro criterio que permite d~fe­
renciar las generaciones de las ampliaciones de créditos. Así, en las primeras, no se trata de que se hayan prodUCido 
mayores ingresos de los previstos y que por ello se amplíen los créditos, sino que se han originado unos ingresos no 
habituales, no contemplados en el presupuesto, que aconsejan realizar unos gastos tampoco previstos; mientras que, 
por el contrario, en los supuestos de ampliación los mayores ingresos obtenidos r~specto de los presupue~tados en 
un principio se han de destinar a la satisfacción de obligaciones que sí estaban preVistas, aunque no determmadas en 
cuanto a su montante. 
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ción que en realidad lo que pretende es excepcionar para este crédito ampliable la 
necesaria autorización de la modificación presupuestaria que debe conceder el 
Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo con 10 dispuesto en el artículo 
68.2.g) LGP; haciendo así realidad el automatismo que predica el apartado 
cinco.b), en su cuarto párrafo, del artículo 103 de la Ley 31/1990, al prescribir 
que «Los mayores ingresos producidos por este concepto incrementarán de forma 
automática los créditos del presupuesto de gastos de la Agencia» 108. 
Y, una vez determinada la naturaleza de la transferencia procedente de la 
recaudación obtenida por la AEAT, no se aprecia ninguna contradicción entre la 
misma y las exigencias derivadas de los principios constitucionales contenidos 
en el artículo 134 CE. Así, para empezar, desde el punto de vista del principio de 
unidad presupuestaria -indispensable para asegurar el control del Parlamento 
sobre los gastos públicos- 109, formulado en el artículo 134.2 CE al ordenar que 
los Presupuestos Generales del Estado incluyan «la totalidad de los gastos e 
ingresos del sector público estatal», lo cierto es que, en el contexto de un Estado 
intervencionista en el que no es posible una interpretación estricta de los princi-
pios presupuestarios propia del Estado liberal, la posibilidad de la existencia en 
108 Así, MOYA HURTADO DE MENDOZA, R/WERT ORTEGA, M., La gestión económico-financie-
ra .... cit., p. 126, señalan que «en 1992, el crédito de esta transferencia se incluyó en la lista de créditos ampliables. 
Pero esta solución tropieza con graves dificultades de tramitación que la hacen inválida para un tratamiento ágil. Por 
ello, en la Ley de Presupuestos para 1993, en su artículo 97, se ha modificado «considerándolo generación de crédito, 
con lo cual se acerca más al anunciado automatismo que predica el artículo 103 de la Ley de Presupuestos para 1991, 
por la mayor sencillez del expediente y su tramitación más ágil, en comparación con la ampliación de crédito». 
Así, de acuerdo con elln/orme sobre ejecución presupuestaria. Balance y cuenta de resultados de la Agen-
cia Tributaria en 1992. evacuado por el Departamento Económico-Financiero de la AEAT el4 de junio de 1993, Y 
para ejemplificar el funcionamiento práctico de la transferencia analizada, la Ley anual de Presupuestos para 1992 
previó una recaudación por actos de liquidación de 100.405.000.000 de pesetas, de tal modo que, habiendo sido fija-
do por la Ley de Presupuestos el porcentaje de participación en el 18 por lOO, correspondería a la AEAT una trans-
ferencia que ascendería a 18.073.000.000 de pesetas. Pero como, superando las previsiones, la recaudación por 
actos de liquidación alcanzó 235.679.000.000, resultó que se produjo un incremento automático del presupuesto de 
la AEAT en 9.562.000.000 ~antidad representativa del exceso de la diferencia entre 42.368.000.000, resultado de 
aplicar el 18 por lOO sobre la cantidad efectivamente recaudada mediante actos de liquidación, y los 18.073.000.000 
en que estaban cifradas las previsiones iniciales por el mismo concepto-. Pues bien, esos 9.562.000.000 de pesetas 
pueden tramitarse a través del expediente de los créditos ampliables, en cuyo caso se requiere la autorización del 
Ministro de Economía y Hacienda, o bien a través de una generación de crédito, que se produce de modo automáti-
co de conformidad con lo previsto en el apartado cinco.b) del artículo 103 de la Ley 31/1990. 
Conviene advertir, no obstante, que el crédito se pudo ampliar por importe de 14.733.000.000 de pesetas, a 
través del mecanismo de autorizaciones establecido en el apartado seis, número 2, del citado artículo 103. Dicha 
cantidad es el resultado de la diferencia entre los 42.368.000.000 de pesetas a que anteriormente hemos hecho refe-
rencia, y 27.635.000.000 de pesetas; resultado, a su vez, de sumar a los 18.073.000.000 que fijó como previsión ini-
cialla Ley de Presupuestos, los 9.562.000.000 de pesetas que, como vimos, incrementaron automáticamente el pre-
supuesto de la AEAT al superarse esa previsión inicial. 
109 Sobre este principio constitucional presupuestario, vide RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «La Ley de Pre-
supuestos ... », cit., en AA. VV., Hacienda y Constitución. cit., pp. 197 Y ss., autor que destaca la estrecha unión de 
este principio con el de competencia o legalidad; en este sentido, el principio de unidad cumple una función muy 
precisa: Hacer posible el control eficaz del Parlamento de la actividad financiera del Gobierno mediante el examen y 
aprobación del Presupuesto; vide. igualmente, ALBIÑANA GARCfA-QUINTANA, C., «La Constitución Española 
y el Presupuesto del Estado», en Revista Internacional de Ciencias Administrativas. núm. 1, 1980, pp. 29 Y ss. 
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las Leyes que anualmente aprueban los Presupuestos Generales del Estado de 
créditos de carácter estimativo es un fenómeno plenamente aceptado en el marco 
de una Hacienda Pública intervencionista como la actual, siendo ello, además, 
una realidad que se manifiesta en otras fases del ciclo presupuestario, especial-
mente, en la fase de ejecución 110. 
Porque, además, cuando la Ley anual de Presupuestos Generales del Esta-
do fija el porcentaje de participación de la AEAT en la recaudación obtenida 
-incorporando de este modo al documento presupuestario un crédito ampliable-, 
no entra en crisis el requisito de la necesaria cobertura del gasto a través del cré-
dito presupuestario, como expresión de la necesaria autorización parlamentaria 
que el principio constitucional de unidad salvaguarda, sino, sencillamente, el 
carácter limitativo con que dicho crédito fue aprobado por el Parlamento al pro-
mulgarse la Ley de Presupuestos. Pues, en definitiva, el incremento automático 
previsto en el apartado cinco.b) del artículo 103 de la Ley 31/1990, que en verdad 
sí supone una cierta quiebra del principio de unidad, aparece, sin embargo, en el 
caso de la AEAT plenamente justificado, en la medida en que al contar este ente 
institucional con una financiación extraordinaria no contemplada en los presu-
puestos iniciales, no se altera el equilibrio presupuestario 111. 
En esta línea de flexibilización del principio de unidad presupuestaria se 
encuentra también el apartado seis, número 2, del artículo 103 de la Ley 31/1990, 
antes ya mencionado, en virtud del cual «las variaciones en la cuantía global de 
este presupuesto serán autorizadas por el Ministro de Economía y Hacienda cuan-
do no excedan deiS por 100 del presupuesto inicial y por el Gobierno en caso 
contrario», precisando que «a efectos del cómputo de este 5 por 100 no se ten-
drán en cuenta los mayores ingresos a que se refiere el cuarto párrafo de la letra b) 
del apartado cinco de esta disposición», es decir, el incremento automático deri-
vado de los mayores ingresos producidos en concepto de participación en la 
recaudación respecto a las previsiones iniciales. 
Este precepto es similar a los artículos 64.2 y 87.5 LGP que permiten la 
aprobación de nuevos gastos por el ejecutivo durante el ejercicio presupuestario, 
respectivamente para los organismos autónomos y las sociedades estatales, siem-
pre que esa aprobación no suponga aumento en los créditos del Presupuesto del 
110 El significado del principio de legalidad presupuestaria debe contemplarse a la luz de las competencias 
que el Ejecutivo ha debido asumir en este ámbito en el marco de la Hacienda ~ontemporánea; sobre la crisis del 
principio de legalidad presupuestaria, en su versión clásica o liberal, vide CAYON GALIARI?O, A., «Legalidad y 
control del gasto público», en Presupuesto y Gasto Público, núm. 1, 1979, pp. 85 y ss.; CAYON GALlARDO, A., 
La unidad funcional ... , cit., p. 65, indica que <<la doctrina no debe intentar la recuperación de los principios presu-
puestarios clásicos, que están encuadrados en otra época histórica». 
111 Este último aspecto es subrayado por MOYA HURTADO DE MENDOZA, RlWERT ORTEGA, M., 
La gestión económico-financiera ... , cit., pp. 124 Y 125. 
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Estado y no supere ciertos porcentajes 112. Nuevos gastos que, como en el caso del 
incremento automático previsto en el apartado cincob) del artículo 103 de la Ley 
31/1990, al no implicar un incremento de los gastos inicialmente aprobados, tam-
poco alteran el equilibrio presupuestario, con lo cual se mantiene en esencia la 
garantía de la autorización parlamentaria de los créditos que el principio constitu-
cional de unidad presupuestaria formulado en el artículo 134.1 CE preserva. 
Por otro lado, esa previsión de incremento de la cuantía de los créditos presu-
puestarios es un elemento característico de los entes institucionales pertenecientes al 
llamado sector público empresarial 113 • Ello plantea ciertamente la duda sobre la pro-
pia legitimidad de la transferencia examinada, ya que a primera vista parece que el 
legislador ha incorporado en el régimen jurídico presupuestario de la AEAT una 
concepción de la eficacia propia del sector empresarial en el que las sociedades es-
tatales y los entes de Derecho Público que ajustan su actividad al ordenamiento jurí-
dico privado despliegan sus actuaciones; una concepción consistente en la pura opti-
mización de la relación medios-objetivos 114; desde el momento en que, 
efectivamente, la máxima optimización de los medios presupuestarios permite a la 
AEAT un incremento automático del presupuesto de gastos que, fmalmente, redun-
da en beneficio de la propia organización. La clarificación de esta duda pasa necesa-
riamente, a nuestro entender, por la elucidación, a su vez, de la propia legitimidad 
jurídico-constitucional de la recaudación como parámetro del ejercicio de la potesta-
des de gestión tributaria; cuestión que desde ahora queda remitida al capítulo tercero 
de este trabajo. Ahora bien, desde el punto de vista del principio de universalidad 
presupuestaria, formulado implícitamente en el artículo 134.2 CE, que implica un 
mandato al legislador para que «los ingresos públicos sean destinados a financiar 
indistintamente todos los gastos públicos» 115, sí se podrían poner de manifiesto cier-
112 Y se puede apuntar que la compentencia para la mencionada aprobación siempre recae bien en el 
Gobierno, bien en el Ministro de Economía y Hacienda; atribución competencial precisamente a este Ministro que 
se realiza en detrimento de los titulares del resto de departamentos ministeriales. Lo cual, como señala CORCUERA 
TORRES, A., Las modificaciones ... , cit., p. 240, puede encontrar justificación en base a sus funciones de dirección 
y ejecución de la política económica y presupuestaria del Estado, dentro de las que se incluye la de control de la 
actividad de gasto y de déficit público. 
113 En este sentido, GUTIÉRREZ ROBLES, A., El régimen económico-financiero ... , cit., pp. III Y ss. 
114 Sobre las diversas concepciones de eficacia existentes en la Administración Pública según los diferentes 
tipos de actuación que esta desarrolla -funciones de imperium, servicio público y actividades empresariales-, vide 
PAREJO ALFONSO, L., La eficacia como principio jurídico ... , cit., pp. 40 y ss. 
115 De acuerdo con RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «La Ley de Presupuestos ... », cit., en AA. VV., Hacienda 
y Constitución, cit., p. 198. 
Así, el artículo 23 de la LGP formula este principio, al disponer que «Los recursos de la Hacienda del Esta-
do y de cada uno de sus organismos autónomos se destinan a satisfacer el conjunto de sus respectivas obligaciones, 
salvo que por una Ley se establezca su afectación a fines determinados». Como ha notado GONZÁLEZ GARCÍA, E., 
«Artículo 23 de la LGP», en AMORÓS RICA, N (dir.), Comentarios a las Leyes ... , cit., t. XLVI, vol. 11., pp. 207 
Y ss., las excepciones al principio de no afectación en que está pensado el artículo 23 LGP se refieren básicamente a 
determinadas tasas cuya recaudación sirve a la financiación de algunos fines públicos. 
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tas dudas; concretamente, en el sentido de si aquel principio puede verse vulnerado 
por la transferencia procedente de la participación en el porcentaje de recaudación. 
En efecto, el principio de universalidad, al proyectarse en la regla de no afectación 
entre ingresos y gastos, manifiesta en cierto modo el grado de solidaridad alcanzado, 
puesto que permite jerarquizar las necesidades públicas sin condicionamientos y 
realizar, de acuerdo con ello, la oportuna distribución de fondos 116; de ahí que 
la afectación de los mayores ingresos obtenidos sobre las previsiones iniciales a la 
financiación de determinados gastos de un ente institucional, cual es el caso de la 
AEAT, deba encontrar un límite por imperativo de ese principio de universalidad, 
que es simple derivación del principio constitucional de unidad presupuestaria. 
Pues bien, el referido principio de universalidad, implícitamente formulado 
en el artículo 134.2 CE, padecería exclusivamente, en nuestra opinión, en el 
supuesto extremo de que una Ley anual de Presupuestos, al fijar el porcentaje de 
participación, afectara los mayores ingresos obtenidos por la AEAT a través del 
mecanismo del apartado cinco.b) en grado tal, que, desbordando la cuantía míni-
ma que ahora esos ingresos representan, se impidiera al legislador distribuir los 
fondos públicos sin los condicionamientos aparejados a ese hipotético incremento 
desproporcionado de los créditos presupuestarios de la AEAT como consecuencia 
de la afectación que tales ingresos extraordinarios ciertamente traen consigo 117 • 
3.° La ejecución del presupuesto: la relación entre el Tesoro Público 
ylaAEAT 
El artículo 103 de la Ley 31/1990 apenas se detiene en la regulación del 
procedimiento de ejecución presupuestaria, por lo que se hace necesario acudir a 
116 Sobre el principio de universalidad presupuestaria como realizador del valor de la solidaridad, vide 
BA YONA DE PEROGORDO, J. J JSOLER ROCH, M. T., Temas de Derecho Presupuestario, cit., pp. 120 Y 121. 
117 Y hasta ahora, COmo señalan MOYA HURTADO DE MENDOZA, R/WERT ORTEGA, M., La gesti6n 
econ6mico-financiera en la Agencia Tributaria, cit., pp. 123-125, los gastos financiados por recursos propios de la 
AEAT, es decir,la cuantía en que se incrementan los créditos presupuestarios inicialmente aprobados por la vía de 
la participación en la recaudación, representan una mínima parte de los medios de financiación de la organización; 
en concreto no alcanzan el 10 por lOO sobre el montante del presupuesto inicialmente aprobado. 
Así, de acuerdo con AGENCIA TRIBUTARIA., Balance del primer año de gesti6n: 1992, ed. Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, Madrid, 1993, el presupuesto inicial para 1992 de la AEAT ascendía 
a 96.145.000.000 de pesetas. En la cifra anterior se incluyen 18.073.000.000 de pesetas correspondientes a la parti-
cipación del 18 por lOO que la AEAT tuvo en la recaudación derivada de actos de liquidación y de gestión recauda-
toria realizados por la misma, lo que supone cerca de un 19 por 100 del presupuesto inicial. 
La importancia relativa de las distintas fuentes de financiación de la AEAT fue la siguiente: Las transferen-
cias corrientes por gastos de funcionamiento y transferencias de capital ascendieron a 67.353.000.000 pesetas (70,1 
por 100); las transferencias corrientes por participación en recaudación de actos de liquidación ascendieron 
a 18.073.000.000 de pesetas (18,8 por 100); las transferencias corrientes por premio de cobranzas de recursos pro-
pios de la Comunidad Europea alcanzaron 8.792.000.000 de pesetas (9,1 por lOO); las otras fuentes de financiación 
ascendieron a 1.926.000.000 de pesetas (2,0 por 100). 
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la normativa de desarrollo y a las disposiciones que con carácter general se con-
tienen en los artículos 74 y siguientes LGP, dedicados a esta fase del ciclo presu-
puestario. Así, en cuanto a la fase declarativa o de reconocimiento desde el punto 
de vista contable de la obligación, será el Presidente de la AEAT, como órgano 
que ejerce la superior dirección de la misma, quien tenga atribuida esta compe-
tencia -aplicando supletoriamente el artículo 74.2 LGP- 118; sin perjuicio de la 
delegación de facultades que con carácter general prevé el apartado tres, in fine, 
del citado artículo 103, en favor del Director general y personal directivo de la 
AEAT. Dicha delegación, en aras de una mayor agilidad en la gestión, efectiva-
mente tuvo lugar mediante la Resolución, de 4 de febrero de 1992, del Presidente 
de laAEAT, por la que se apoderó al Director general y al personal directivo de la 
AEAT para asumir la representación legal en orden a celebrar todo tipo de contra-
tos y convenios -salvo determinadas excepciones tasadas- de los que se deriva-
nm obligaciones de naturaleza econÓmica. 
En cuanto a la fase ejecutiva de ordenación y realización material del pago, 
el artículo 103 de la Ley 31/1990 omite cualquier tipo de referencia a la misma, 
siendo el artículo 4 de la Orden ministerial, de 26 de diciembre de 1991, por la 
que se estructura la AEAT, el que atribuye al Director del Departamento Econó-
mico-Financiero, como responsable de la gestión y control presupuestarios, la 
realización de los pagos derivados de la ejecución del presupuesto de la AEAT, 
de acuerdo con el plan que sobre disposiciones de fondos del Tesoro Público se 
establezca por el Gobierno a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, de 
conformidad con el artículo 77 LGP. Todo ello sin perjuicio de que el Presidente 
de la AEAT, como órgano que ejerce la suprema dirección sobre la misma, asuma, 
en aplicación de lo dispuesto en el repetido artículo 74.2 LGP para los organis-
mos autónomos, la condición de ordenador de pagos. 
Por otro lado, interesa poner de manifiesto la especial posición institucio-
nal del Tesoro Público respecto a la ejecución del presupuesto de la AEAT, ya que 
las funciones que desempeña el primero en punto al control de la actividad finan-
ciera -más concretamente, del flujo de ingresos y gastos derivados de la función 
recaudatoria de los tributos y demás recursos de Derecho Público- de la segun-
da, Son muy significativas en orden a determinar la verdadera naturaleza jurídica 
de la AEAT. A tal efecto, resulta útil realizar un análisis comparativo entre la 
redacción original del apartado uno del artículo 103 de la Ley 31/1990 y la redac-
c~ón de ese mismo precepto tras la modificación operada por la disposición adi-
cional decimoséptima de la Ley 18/1991, reguladora del IRPE 
Es 118 De a~ue~ocon este precepto «compete a los Presidentes o Directores de los organismos autónomos del 
tado tanto la dIspoSICIón de gastos COmO la ordenación de los pagos relativos a los mismos». 
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En efecto, el apartado dos de la disposición adicional decimoséptima de la 
Ley 18/1991 introdujo una modificación fundamental del apartado uno, núme-
ro 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990, al disponer que «los créditos y la recau-
dación derivados de los tributos o recursos de Derecho Público del Estado o de 
sus organismos autónomos gestionados por la AEAT forman parte del Tesoro 
Público, conforme al título V del texto refundido de la LGP». Frente a la redac-
ción vigente, la redacción original prescribía que «la Agencia entregará al Tesoro 
Público la recaudación obtenida minorada en los gastos de gestión a que se refie-
re el apartado cinco.b) del presente artículo y que sean necesarios para la conse-
cución de los objetivos que se le asignan»; gastos de gestión que se identificaban, 
pues, con el producto del porcentaje de recaudación que forma parte, como ya 
nos consta, de los recursos que financian la AEAT, lo que significaba, en último 
término, la necesidad de realizar una compensación de saldos entre la AEAT y el 
Tesoro Público. 
La reforma operada por la disposición adicional decimoséptima puede ser 
calificada como fundamental porque la naturaleza de la relación que se establece 
entre la AEAT y el Tesoro Público es de la máxima relevancia a los efectos de defi-
nir los rasgos esenciales del régimen jurídico presupuestario de aquélla. Pues la 
redacción original del apartado uno, número 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990 
conducía a que una importante parte de los ingresos con que la AEAT se financia 
no formaran parte del Tesoro Público ya que la misma entregaba a aquélla recau-
dación obtenida «minorada» en la transferencia -denominada «costes de ges-
tión»- procedente del porcentaje de recaudación. Y esa modificación tiene una 
gran importancia a la luz del significado que el Tesoro Público tiene en nuestro 
ordenamiento jurídico, como órgano de la Administración que, en consecuencia, 
se integra dentro de la persona jurídica única que la constituye; y que, desde un 
punto de vista objetivo, está constituido, según dispone el artículo 115 LGP, por 
«todos los recursos financieros, sean dinero, valores o créditos, de la Administra-
ción del Estado y de los organismos autónomos, tanto por operaciones presu-
puestarias como extrapresupuestarias». 
En efecto, el Tesoro Público tiene entre una de sus principales funciones la 
de «servir al principio de unidad de caja mediante la centralización de todos sus 
fondos y valores generados por operaciones presupuestarias y extrapresupuesta-
rias», conforme prescribe el artículo 117.b) LGP. En coherencia con lo dispuesto 
en este último precepto, el apartado uno, número 3, del artículo 103 señala que 
los «órganos de la Agencia y las entidades de crédito que actúen de cualquier 
modo como colaboradoras en la recaudación ingresarán los fondos obtenidos 
directamente en la cuenta corriente del Tesoro Público en el Banco de España», y 
con cargo a dicha cuenta los órganos de la AEAT «podrán reconocer la obliga-
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ción, formulando la propuesta de pago, de las devoluciones de ingresos indebidos 
y de las devoluciones derivadas de las normas específicas de los distintos tributos 
y demás recursos gestionados por la Agencia», prestando el Banco de España 
«sus servicios financieros a la Agencia en los términos previstos en el artículo 
118 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria» 119; en consecuencia, 
la regulación vigente es plenamente respetuosa con el principio clásico de unidad 
presupuestaria en su manifestación contable, que se expresa en el principio de 
caja única 120. 
Pero lo que interesa resaltar en este momento es que la recepción realizada 
por la regulación de la AEAT del principio de caja única no rompe la concepción 
de «continuo financiero», en expresión del Profesor Sainz de Bujanda 121; es 
decir, al afluir directamente al Tesoro Público todos los ingresos recaudados por 
la AEAT y, por tanto, no producirse la compensación de saldos prevista por el 
arlfculo 103 autes de que fuera modificado por la disposición adicional decimo-
séptima de la Ley 18/1991, existe una unidad entre todas las fases que constitu-
yen el tránsito entre la organización y la aplicación de los recursos, y las fases 
subsiguientes de gestión de los ingresos y de los gastos. De este modo, cuando el 
ingreso «afluye efectivamente y entra por tanto, en el Tesoro, estamos ya en pre-
sencia de lo que denominamos "caudales" públicos» 122; lo que nos conduce 
necesariamente a la idea de control, puesto que, desde el momento que los recur-
sos gestionados por la AEAT alimentan el Tesoro Público, «las normas y princi-
pios que determinan el régimen jurídico temporal de gestión, empleo y contabili-
dad de los caudales públicos» 123 son plenamente aplicables. 
119 La Orden ministerial, de 27 de diciembre de 1991, por la que se dictan instrucciones acerca del régimen 
económico-financiero de la AEAT, en armonía con lo dispuesto en el apartado uno, número 3, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, establece los criterios generales que han de seguir los órganos de la AEAT en sus relaciones con el 
Tesoro Público. Así, se señala el régimen de las propuestas de pago de las devoluciones de naturaleza tributaria y 
otros pagos derivados de la gestión encomendada a la ABAT, como los que habrán de realizarse a las entidades cola-
boradoras que presten el servicio de caja a la misma. 
120 Es RODRíGUEZ BEREIJO, A., «La Ley de Presupuestos ... », cit., en AA. VV., Hacienda y Constitu-
ción, cit., p. 196, quien entiende el principio de unidad de caja como una derivación del principio de unidad presu-
puestaria. 
121 Cfr. SAINZ DE BUJANDA F., Sistema de Derecho Financiero, t. 1, vol. n, ed. Facultad de Derecho de 
la Universidad Complutense, Madrid, 1985, p. 407. 
. Asimismo, BAYONA DE PEROGORDO, J. JJSOLER ROCH, M. T., Temas de Derecho Presupuestario, 
Cit., pp. 23 Y 24., subrayan, con base en la autoridad de autores como INGROSSO o GENY, cómo «el Tesoro Públi-
Co conecta las dos manifestaciones esenciales de la actividad financiera: el ingreso y el gasto; así, los caudales públi-
cos pasan por un ciclo variado: En origen se encuentran categorías de ingresos; al final se constata la naturaleza de 
los gastos. Pero entre los dos existe el estado intermedio de la estancia en el Tesoro Público, que despoja al ingreso 
de toda calificación particular y que hace de cada gasto, si se puede llamar así, el «causahabiente» del Tesoro todo 
entero y no de múltiples rentas que caen en las cajas del Estado». 
122 Cfr. SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , cit, t. l., vol. n, p.407. 
123 Cfr. SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , cit. t. 1, vol. n, p.411, donde la idea de «dinero público» es 
central como objeto del Derecho Presupuestario, rama del Derecho Financiero que se ordena al control del «dinero 
público». 
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Además, desde un enfoque subjetivo, la relación establecida entre la AEAT 
y el Tesoro Público, al recibir plenamente el principio de unidad de caja en su 
manifestación contable de caja única, aproxima a la AEAT al régimen de la Admi-
nistración General del Estado y al de los Organismos autónomos; en la medida en 
que, según dispone el artículo 115 LGP, sus fondos se integran en el Tesoro Públi-
co, lo que constituye una diferencia muy sustancial respecto al régimen del resto 
de los entes que integran el sector público estatal, como las sociedades estatales y 
las entidades de Derecho Público que ajustan su actividad al ordenamiento jurídi-
co privado. 
Ahora bien, el principio de unidad de caja sólo se realiza respecto a los 
ingresos y los gastos que traen causa del ejercicio por la AEAT de la función 
pública de gestión de los tributos y demás recursos de Derecho Público. Estos 
fondos forman parte del Tesoro Público y, en consecuencia, los órganos de la 
AEAT y las entidades de crédito que actúen de cualquier modo como colaborado-
ras en la recaudación ingresarán los fondos obtenidos directamente en la cuenta 
del Tesoro Público en el Banco de España. Por contra, el resto de fondos o recur-
sos financieros con que cuenta la AEAT para la ejecución de su presupuesto pue-
den estar depositados y gestionados a través de entidades bancarias o de crédito. 
La atribución de personalidad jurídica propia y el reconocimiento de plena capa-
cidad pública y privada confieren a la AEAT esta posibilidad de disponer de te-
sorería propia, al margen del Tesoro Público, pues éste integra -según el 
artículo 115 de la LGP- los recursos financieros de la Administración del Estado 
y de los organismos autónomos, quedando fuera los recursos de otros entes públi-
cos, como los del artículo 6.5 LGP. La concesión de autonomía de gestión a la 
AEAT ha comportado, pues, una excepción, en este caso parcial, a un principio 
clásico del presupuesto, cual es el de unidad de caja o centralización de los fon-
dos del Estado 124. 
En resumidas cuentas, la integración en el Tesoro Público de los recursos 
financieros de la AEAT provenientes de la gestión de los tributos y otros recursos 
de Derecho Público supone un fuerte medio de control de la Administración 
General del Estado, en concreto del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre 
aquella entidad, dado que el Tesoro, más exactamente, la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera, es un órgano de esa Administración que, en conse-
cuencia, se integra dentro de la persona jurídica única que la constituye. Se trata, 
por tanto, de un órgano integrante de una jerarquía administrativa legalmente 
ordenada que, al centralizar aquellos ingresos y pagos que realiza la AEAT en 
124 En este sentido, MOYA HURTADO DE MENDOZA, RlWERT ORTEGA, M., La gestión económico-
financiera ... , cit., p. 134, subrayando la existencia de un doble sistema de tesorería en la ABA T. 
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mérito del principio de unidad de caja, supone un importante mecanismo de con-
trol sobre la actividad financiera de la misma 125. Ello no impide que la AEAT 
cuente en paralelo, sin embargo, con un sistema de tesorería propia, al margen 
del Tesoro Público, a través del cual se gestionan el resto de los ingresos y pagos 
de la AEAT que no son expresión del ejercicio de la función recaudatoria; con lo 
que parte de los recursos financieros de la AEAT se gestionan del mismo modo 
que administran sus fondos las sociedades estatales y las entidades de Derecho 
Público, con personalidad jurídica, que por Ley hayan de ajustar sus actividades 
al ordenamiento jurídico privado. 
4.0 El control del presupuesto 
El apartado siete, número 1, del artículo 103 de la Ley 31/1990 establece 
que «la Agencia estará sometida de forma excl usiva a control financiero per-
manente a cargo de la Intervención General de la Administración del Estado. 
Los actos de gestión tributaria de cualquier naturaleza o de los que se deriven 
derechos de contenido económico, dictados por órganos de la Agencia, no 
estarán sometidos a fiscalización previa, sin perjuicio de las actuaciones com-
probatorias posteriores que, en ejecución del control financiero permanente, 
determine la Intervención General de la Administración del Estado». Ese 
mismo apartado, en su número 3, somete a la AEAT al «régimen de Contabili-
dad Pública, siéndole de aplicación lo dispuesto en el título VI del texto refun-
dido de la Ley General Presupuestaria» 126 y establece que «el Presidente de la 
AEAT tendrá la consideración de cuentadante de las que hayan de rendirse al 
Tribunal de Cuentas»; correspondiendo, por fin, a la Intervención General de la 
Administración del Estado «la determinación de las cuentas y la documenta-
ción» que deban de rendirse a aquél, según dispone el citado apartado siete, 
número 3, letra b). 
125 Vide, QUEROL BELLIDO, V., «Artículo 117», en AMOROS RICA, N (Dir.), Comentarios a las 
Leyes Tributarias y Financieras, t. XLI, vol. n, Ley General Presupuestaria, ed. de Derecho Financiero, Madrid, 
1988, páginas 217 y ss., autor que subraya la función de control que cumple el Tesoro Público. Allí, por otro lado, se 
puede ~er una evolución histórica del Tesoro, señalando los diferentes intentos de centralización en una caja única 
de los mgresos del Estado, frente a la existencia de cajas especiales que dificultaban en gran medida esa función de 
COntrol ~ la Administración sobre los fondos públicos; destacando igualmente la función de control que cumple el 
Tesoro, Vide, SOLER ROCH, M. T., «Las funciones del Tesoro Público en la ejecución de los Presupuestos Gene-
rales del.Estado: el Plan anual sobre disposición de fondos», en Presupuesto y Gasto Público, núm. 2, 1979, pp. 179 
Y ss., qUI~n con base en la autoridad de autores como TROTABAS o GAUDEMET, entiende que el Tesoro es el 
Estado lll1smo consid~ra.do bajo el ángulo fmanciero por lo que no tiene una personalidad distinta de la del Estado; 
00 es un orgamsmo distmto del Estado, sino el Estado mismo en el ejercicio de sus responsabilidades financieras. 
126 La Resolución, de 30 de diciembre de 1991, de la Intervención General de la Administración del Esta-
do, aprobó el Plan de Contabilidad de la ABAT. Sobre las características fundamentales de dicho Plan, vide, MOYA 
HURTADO DE MENDOZA, RlWERT ORTEGA, M., La gestión económico-financiera . .. , cit., pp. 129 Y ss. 
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Pues bien, por lo que se refiere, en primer término, al control sobre la eje-
cución del presupuesto de gastos, destaca la supresión de la función interventora 
y el sometimiento exclusivo del presupuesto de la AEAT al control financiero 
permanente a través de la Intervención Delegada en dicho ente y de las Interven-
ciones Regionales y Territoriales. Ello supone la supresión del control durante la 
fase de ejecución del presupuesto de la AEAT 127, característico de la función 
interventora que ahora desaparece. Una función definida, como se sabe, en el 
artículo 16.2 LGP, desarrollada en los artículos 92 y siguientes de la misma Ley, 
y que supone un control interno de legalidad, realizado por la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado, cuya característica principal es la de tratarse 
de un control efectuado al mismo tiempo que se produce el gasto público, de 
suerte que acompaña a éste en las sucesivas fases del procedimiento de ejecución 
que le sirve de cauce 128. 
El decantamiento del artículo 103 de la Ley 31/1990 por el control de 
carácter financiero en perjuicio de la fiscalización previa tiene toda su lógica, si 
se enmarca la creación de la AEAT dentro del fenómeno de la descentralización 
funcional con la que se pretende, en buena medida, eludir las rigideces que intro-
duce en la gestión la llamada función interventora; una función que, por cierto, 
dudosamente asegura el cumplimiento del mandato del artículo 31.2 de la CE que 
ordena una programación y ejecución del gasto público que responda a criterios 
de eficiencia y economía, debido a los efectos paralizadores que sobre la gestión 
introduce la intervención previa 129. De este modo, la AEAT estará sometida al 
control financiero del artículo 17.1 de la LGP, tal y como sucede con los organis-
mos autónomos, sociedades y demás entes públicos estatales, siendo ese control 
para aquella entidad de carácter permanente. Por tanto, parece que se impone, 
como primera medida, intentar definir jurídicamente este tipo de control; es decir, 
señalar cuál es el objeto del mismo y los efectos jurídicos que de él se derivan. 
127 Por supuesto, el control entendido en un sentido amplio se encuentra presente en todas las fases del 
ciclo presupuestario de la ABA T, desde la misma elaboración del anteproyecto de presupuesto hasta la fiscalización 
a posteriori; pues como indica SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , cit., t. 1, vol.II, pp. 429 Y ss., al analizar la ins-
titución presupuestaria, la idea de control es justamente la que inspira, en buena medida, este sector del Derecho 
Financiero . 
128 Para un análisis del concepto y contenido de la fiscalización previa, vide RAQUEJO ALONSO, A., 
«Estudio sobre la fiscalización previa», en HPE, núm. 31,1974, pp. 105 Y ss. 
129 En este sentido, no está de más recordar las palabras del profesor ZORNOZA PÉREZ, J. J., Proyecto 
Docente, cit., p. 298, cuando, al comentar las implicaciones constitucionales de los procedimientos de ejecución del 
gasto público, y, en especial, en lo que se refiere a los mecanismos de control, señala que «resulta difícil desconocer 
las elevadas dosis de rigidez que introduce en el procedimiento de ejecución del gasto público el control previo por 
parte de la Intervención, que, por otra parte, al mantenerse en los límites del criterio de la legalidad formal, olvida 
frecuentemente aspectos decisivos desde el punto de vista constitucional, como pueden ser la eficiencia y la econo-
mía en el gasto, de transcendencia fundamental en una Hacienda moderna y que cuentan con respaldo expreso en el 
artículo 31 .2 de la Constitución». 
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y para determinar el contenido jurídico del control financiero debemos 
tener presente, por un lado, la definición -ciertamente vaga- que del mismo se 
contiene en el artículo 17.1 LGP 130 y, de otro, los artículos 33 y siguientes del 
Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, que desarrolla el régimen de con-
trol interno previsto en la LGP; un Real Decreto este último que ha tratado, sin 
éxito como inmediatamente veremos, de salir al paso de la parquedad de la regu-
lación que, con carácter general, se contenía en el derogado Real Decre-
to 1124/1978, de 12 de mayo, que desarrollaba el artículo 17 LGP con carácter de 
instrucción provisional y en términos igualmente vagos. Vaguedad de la que tam-
bién adolecen tanto el apartado siete del artículo 103 de la Ley 31/1990, como la 
Orden ministerial, de 27 de diciembre de 1991, donde se adscribe orgánicamente 
a la Dirección General de la AEAT, pero con dependencia funcional de la Inter-
vención General de la Administración del Estado, la Intervención Delegada en la 
AEAT, con nivel de Subdirección General. Tampoco siquiera es demasiado explí-
cita la Circular, de 2 de marzo de 1992, de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio del con-
trol financiero permanente en la AEAT. 
No obstante, por lo que se refiere al objeto del control financiero, habida 
cuenta de la amplitud de los términos en que se encuentra regulado en el artícu-
lo 17 LGP, Y lo que es más importante, por pura exigencia del principio de lega-
lidad presupuestaria, ese control alcanza no sólo a verificar el grado de eficacia 
y eficiencia en la ejecución de los programas de gasto, sino que también se 
ordena a comprobar el cumplimiento de la legalidad. En consecuencia, ese con-
trol de carácter financiero es también un control de la legalidad del gasto 131. 
Precisamente, la consideración global que caracteriza el control de carácter 
financiero hace que no sean atendibles las críticas dirigidas contra la flexibili-
zación de los procedimientos de ejecución del gasto en la regulación de la 
AEAT, concretamente, en lo que se refiere a los mecanismos de control, en el 
sentido de que, mediante el expediente de la flexibilización, se está vulnerando 
130 En efecto, el citado precepto dispone que «El control de carácter financiero se ejercerá por la Interven-
ción General de la Administración del Estado, de conformidad con lo prevenido en cada caso, respecto a los Servi-
cios, organismos autónomos, sociedades y demás entes públicos estatales, cualquiera que sea su denominación y 
forma jurídica, para comprobar su funcionamiento en el aspecto económico-financiero y conforme a las disposicio-
nes y directrices que les rijan. Dicha función podrá ejercerse con carácter permanente». 
131 En este sentido, RUIZ-A YUCAR DE MERLO, J., «Reflexiones en tomo al control de carácter financie-
ro», en AA. vv., Análisis de la Ley General Presupuestaria, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1977, pági-
nas 229 y ss.; HERRERO SUAZO, S., «Perspectivas del control en la Ley General Presupuestaria», en AA. VV., 
Análisis ... , op. últ. cit., pp. 155 Y ss.; FERRÍN GUTIÉRREZ, J. A., «El control de carácter financiero de los artícu-
los 17 Y 18 de la Ley General Presupuestaria», en Presupuesto y Gasto Público, núm. 12, 1982, pp. 95 y ss.; BLAS-
Co LANG, J. J., «La incidencia del artículo 31.2 de la Constitución en la función de contro!», en Presupuesto y 
Gasto Público, numo 21,1984, pp. 23 Y ss. 
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el principio de legalidad del gasto público establecido en el artículo 133.4 
CE 132; porque, repetimos, el control financiero es una actividad que se desplie-
ga en diversas direcciones, de tal modo que, a la vez que se ocupa de lo que 
podríamos denominar, en un sentido amplio, oportunidad del gasto, también 
está llamado a verificar la regularidad de la actividad financiera de los entes 
públicos 133. Y esta conclusión ya es rotunda y explícitamente afirmada por el 
artículo 34.1 del Real Decreto 2188/1995, cuando precribe que «El control 
financiero al que se refieren los artículos 17 y 18 del texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, 
de 23 de septiembre, tiene por objeto verificar que la gestión económico-finan-
ciera del sector público estatal se adecua a los principios de legalidad, econo-
mía, eficiencia y eficacia». 
Ahora bien. sentada la afirmación anterior y fijado. por consiguiente. el 
ámbito objetivo del control. financiero a que está sometida la AEAT, no podemos 
por menos que expresar nuestras dudas acerca de los efectos jurídicos que de 
aquel control se derivan; lo que puede resultar inconveniente desde el momento 
en que, si el control financiero es un instrumento de garantía objetiva de la justi-
cia en este sector del ordenamiento, la determinación precisa de los efectos jurí-
dicos de ese control es imprescindible. Y es que tanto la regulación que con 
carácter general ha desarrollado este tipo de control previsto en el artículo 17.1 
LGP -el mencionado Real Decreto 2188/1995- como las disposiciones que se 
refieren al control financiero al que se encuentra sometida la AEAT -la Orden 
ministerial de 26 de diciembre de 1991 y la Circular de la Intervención General 
de la Administración del Estado de 2 de marzo de 1992- no explicitan tales 
efectos jurídicos 134. Ello resulta especialmente preocupante porque si la Consti-
tución exige un control sobre la actividad financiera no limitado al mero cum-
plimiento de la legalidad formal y abierto, por tanto, a consideraciones de efi-
ciencia y economía en la ejecución del gasto -artículo 31.2 de la CE-, ello signi-
l32 Así se ha expresado DEL SAZ. S., «Desarrollo y crisis del Derecho Administrativo. Su reserva consti-
tuciona1», en CHINCHILLA/LOZANOIDEL SAZ., Nuevas perspectivas ... , cit., p. 144. 
133 Y así, como no podía ser de otra manera, la regla cuarta de la Circular, de 2 de marzo de 1992, de la 
Intervención General de la Administración del Estado, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio del control 
financiero permanente en la AEAT, señala que tal control se ordena a determinar, no sólo el grado de eficiencia y 
economía en la consecución de los objetivos previstos, sino también si se ha cumplido con la legalidad vigente en la 
gestión de los reCUrsos de la AEAT. 
134 Críticamente, refiriéndose al mencionado Real Decreto 1124/1978 --<:uyas líneas básicas coinciden con 
las del reciente Real Decreto 2188/1995-, GARCfA DE LA MORA, L., «El Derecho Presupuestario o Contable 
como ordenamiento del control de la Hacienda Pública», en Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Complutense de Madrid, núm. 52, 1978, pp. 50 Y ss., manifiesta su preocupación ante el hecho de que los control~s 
de carácter financiero, de eficacia y auditoría «no se han configurado por la Ley como auténticos controles en sentI-
do técnico-jurídico», llegando a calificar a este tipo de controles como más próximos a la función consultiva. 
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fica desde luego que este tipo de control ha de tener, necesariamente, carácter 
jurídico 135 • 
Concretamente, de acuerdo con lo establecido en los artículos 36 y 37 del 
Real Decreto 2188/1995 yen las reglas quinta, sexta y séptima de la Circular de 
la Intervención General de la Administración del Estado de 2 de marzo de 1992, 
los efectos del control financiero sobre la AEAT se traducen en unos informes, 
cuyos destinatarios inmediatos son el Interventor general de la Administración 
del Estado y, en el caso de entes públicos descentralizados --cual es el caso de la 
AEAT -, el titular del Departamento ministerial a los que estén en cada caso ads-
critos; sin perjuicio de que dichos informes se remitan en todo caso al Secretario 
de Estado de Hacienda. El contenido de esos informes es el análisis global de la 
actividad económico-financiera del ente, incluyendo los hechos puestos de mani-
fiesto en la actuación de control junto a las conclusiones y recomendaciones que 
se deduzcan de la misma. El informe tendrá en un primer momento carácter pro-
visional, y adquirirá la condición de definitivo después de que se reciban las ale-
gaciones formuladas por el gestor del servicio, órgano o ente controlado. Parece, 
a la vista de estas normas, que de dichos informes no se va a deducir ninguna 
consecuencia jurídica relevante; lo que es especialmente grave, habida cuenta de 
la amplia libertad de acción de que gozan los gestores de la AEAT, que ha de 
estar compensada mediante una adecuada regulación que delimite responsabili-
dades; las cuales no deben circunscribirse, ni siquiera en la mayoría de los casos, 
al ámbito sancionador, penal o administrativo. 
y el carácter difuso e insuficiente del mencionado control probablemente 
desaparecería si algunas de las propuestas realizadas en torno al problema que 
nos ocupa fueran atendidas. En esta dirección, parece razonable que el efecto 
jurídico del control de carácter financiero no se limite a un mero juicio sino que, 
en determinados casos taxativamente establecidos, el control tuviera incluso un 
carácter obstativo o preventivo que impidiera la eficacia del acto; o bien, en el 
marco de un control sucesivo o represivo, se sancionara de algún modo la irre-
gular realización del gasto de modo que se derivara alguna responsabilidad 
conforme al ordenamiento jurídico 136. En este orden de ideas, la experiencia 
comparada que nos brinda el control sobre la actuación de la agencias adminis-
trativas norteamericanas demuestra que un adecuado sistema que depure las res-
ponsabilidades de los gestores a posteriori proporciona satisfactorios incentivos 
135 En este sentido, ZORNOZA PÉREZ, J. J, Proyecto docente, cit., p. 116, advierte que, si bien es cierto 
que «las nuevas estructuras y técnicas presupuestarias reclaman un control distinto del tradicional control de legali-
dad, basados en los juicios de oportunidad sobre los programas, sobre otras alternativas, y de eficiencia y economía 
en la gestión», ello no significa que ese control haya de perder su carácter jurídico. 
136 Cfr. GARCÍA DE LA MORA, L., El Derecho Presupuestario ... , cit., pp. 70 y ss. 
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ex ante 137, de tal manera que la libertad de actuación, reflejada en la flexibilidad 
de los procedimientos presupuestarios y de contratación, que se otorga a aque-
llas agencias para el desempeño de sus funciones, no implica ausencia de res-
ponsabilidad para los gestores; responsabilidad que no debe ser equivalente en 
todos los casos a una sanción penal o administrativa, por tratarse de una simple 
responsabilidad política. 
En definitiva, los problemas que suscita la actual regulación del control 
financiero interno están presentes en el caso específico de la AEAT. Esos proble-
mas se manifiestan, por un lado, en la indefinición de los estándares o criterios a 
que han de sujetarse tanto los propios órganos de control interno de la AEAT -la 
Subdirección General de Control Financiero Interno que se adscribe al Departa-
mento Económico-Financiero-, como la Intervención Delegada; y, por otro lado, en 
las carencias de la regulación del procedimiento a seguir en el ejercicio del control 
financiero; carencias que conducen a una indefiniciún de los efectos JUrídiCOS de 
este tipo de control, y que lamentablemente no han sido subsanadas tras la aproba-
ción del Real Decreto 2188/1995, de Control Financiero Interno, que ha dejado pasar 
la oportunidad de integrar las insuficiencias de regulación detectadas en la LGP. 
Todo ello sin perjuicio de la necesaria presencia de un control externo, que 
actualmente se ejerce a través del Tribunal de Cuentas, como longa manus del 
Parlamento en el ejercicio de su poder financiero de control. A tal efecto, confor-
me a lo establecido en el apartado siete infine del artículo 103 de la Ley 31/1990, 
«El Presidente de la Agencia tendrá la consideración de cuentadante de las que 
hayan de rendirse al Tribunal de Cuentas». Para terminar el análisis de la fase de 
control del presupuesto de gastos de la AEAT, podemos dejar apuntado en este 
lugar que, como un complemento conveniente del control parlamentario, no esta-
ría de más acoger alguna de las propuestas que, de lege ferenda y con carácter 
general, se han realizado a favor de la creación de una «Oficina Presupuestaria de 
las Cortes Generales» como órgano no sólo de control, sino también de colabora-
ción y coordinación con el Gobierno «a fin de conseguir una asignación de los 
recursos más justa, más eficaz y más económica en cumplimiento del mandato 
constitucional del artículo 31.2 de la CE» 138. 
137 Vide. en este sentido. MACEY, J., «Organizational Design and Political Control of Administrative 
Agencies», JourTUJI of Law and Economic Organization, vol. III, núm. 1, march 1992, pp. 7 Y ss., Y WEINGAST, 
B./MORÁN, M., «Bureaucratic Discretion or Congressional Control? Regulatory Policymaking by Federal Trade 
Cornmissioll», JourTUJI of Political Economy, vol. 91, núm. 5, 1993, pp. 765 Y ss., donde, desde un enfoque econó-
mico, se demuestra empíricamente cómo, en el marco de las relaciones entre principal y agente, una adecuada regu-
lación que establezca un mecanismo de sanciones ex post crea los necesarios incentivos ex ante que permiten que el 
agente no rebase el ámbito de discrecionalidad que el sistema normativo le haya otorgado. 
138 Es la propuesta de RODRíGUEZ BEREIJO, A., «El control parlamentario de la política económica», 
en HPE, núm 97,1985, pp. 132 Y 133, donde el autor sugiere el estudio de la conveniencia de crear, al igual que en 
Estados Unidos, una «Oficina Presupuestaria de las Cortes Generales», que sería una especie de stafftécnico al servi-
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Por fin, en cuanto al control sobre la ejecución del presupuesto de ingresos 
de la ABAT, la fiscalización previa, como ya nos consta, quedó sustituida a partir 
del 1 de enero de 1992 por el control financiero a posteriori ejercido por la Inter-
vención Delegada en dicha entidad -apartado siete, número 1, del artículo 103 de 
la Ley 31/1990- 139. Consecuentemente, la regulación contenida en los artícu-
los 92, 93.2, a), y 96.2 LGP, que regulaban la fiscalización previa o intervención 
crítica de todos los actos, documentos y expedientes de los que se derivasen dere-
chos para la Hacienda Pública, ha quedado profundamente alterada 140; sin perjui-
cio de que la propia LGP limitara considerablemente dicha intervención crítica al 
señalar en su artículo 95.6 que «La fiscalización previa de los derechos será sus-
tituida por la inherente a la toma de razón en contabilidad, estableciéndose las 
actuaciones comprobatorias posteriores que determine la Intervención General de 
la Administración del Estado». 
Pues bien, ante la nueva regulación que sobre esta materia ha realizado el 
artículo 103 de la Ley 31/1990, hemos de manifestar que, en virtud del repetido 
valor que tiene en nuestro ordenamiento jurídico la LGP como ley cabecera de 
grupo normativo 141, la Intervención Delegada en la AEAT, en su condición de 
órgano fiscalizador de los derechos y obligaciones de la Hacienda Pública, aun 
cuando ya no pueda formular nota de reparo contra un acto de gestión tributaria 
dictado por la AEAT o de cualquier naturaleza de los que se deriven derechos de 
cio de la función presupuestaria del Poder Legislativo. En CARNONELL, E./MUGA, J. L., Agencias y procedi-
miento administrativo en Estados Unidos de América, cit., pp. 33 Y 34, pueden encontrarse referencias a los diferen-
tes Comités y Subcomités del Senado y de las Cámaras de representantes de aquél país que controlan a las agencias 
por motivos económico-presupuestarios; en este sentido, son de gran ayuda para los Senadores y los representantes 
que integran dichos Comités y Subcomités el asesoramiento que prestan la General Accounting Office y la Congres-
noTUJI Budget Office, que son agencias legislativas --es decir, creadas y dependientes del Congreso- que mantienen 
\lila presencia permanente en las agencias administrativas y tienen acceso directo a sus datos y documentos. La pri-
mera tiene como principal función el análisis del concreto uso del dinero, buscando posibles fraudes y, a petición de 
los Comités, realiza estudios y auditorías; la segunda colabora en la determinación de las asignaciones presupuesta-
rias correspondientes a cada agencia. 
139 Sobre las vicisitudes contables de este control. vide YTURRIAGA FERNÁNDEZ, M. c., «El control 
flnanciero de los ingresos tributarios», en Presupuesto y Gasto Público, núm. 11, 1993, pp. 203 Y ss., trabajo en el 
que se da cuenta de los principios y reglas a los que habrá de someterse la contabilidad de los recursos tributarios de 
laAEAT. Tales principios y reglas se contienen en la Resolución de 30 de diciembre de 1991, de la Intervención 
General de la Administración del Estado, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad de los Tributos Esta-
tales y Recursos de otras Administraciones y entes públicos gestionados por la AEAT; en dicha instrucción se alude 
fgualmente a las cuentas y documentación que, en relación con esta gestión, debe remitir la AEAT al Tribunal de 
Cuentas y a la Intervención General de la Administración del Estado. 
140 Puntualiza, sin embargo, el artículo 11 del Real Decreto 2188/1995, de control financiero interno, que la 
~erida sustitución de la fiscalización previa por el control financiero permanente, no alcanza a los actos de ordena-
C1Ó~ y pago material derivados de devoluciones de ingresos indebidos. Esta disposición reglamentaria no puede 
reSIStir, en nuestra opinión, un juicio de legalidad, pues la liberación de la fiscalización previa se predica en el apar-
tado siete, número 1, del artículo 103 de la Ley 31/1990, para <<1os actos de gestión tributaria de cualquier naturale-
ZII», entre los que se deben encontrar los referidos a las devoluciones de ingresos indebidos. 
141 Una vez más nos remitimos a GONZÁLEZ NAVARRO, F., Los organismos autónomos ... , cit., 
páginas 141 y ss. 
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contenido económico, sigue no obstante conservando la legitimación, reconocida 
por los artículos 96.2 LGP Y 166, e), LGT, para la interposición de los recursos o 
las reclamaciones económico-administrativas que procedan en caso de que el 
Interventor manifestara su disconformidad frente al acto del que se derive un 
derecho para la Hacienda Pública; máxime cuando el control que la Intervención 
Delegada realiza sobre los ingresos no es incompatible con la agilización de la 
gestión tributaria, habida cuenta de que la interposición del recurso por el Inter-
ventor no tiene por qué acarrear efectos suspensivos sobre el acto impugnado 142. 
D) EL RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN 
Sin ánimo desde luego de analizar pormenorizadamente en este lugar el 
régimen Jurídico de los contratos que la ARAT celebra con otros sujetos públicos 
o privados, con el fin de provisionarse de los bienes y servicios indispensables 
para el desarrollo efectivo del fin institucional que el ordenamiento le ha enco-
mendado, sí interesa a nuestros efectos señalar aquellos elementos básicos de 
dicho régimen que nos puedan suministrar puntos de referencia válidos en orden 
a encuadrar a la AEAT dentro de alguna de las categorías en las que la doctrina ha 
intentado ordenar el complejo mundo de los entes integrantes de la llamada 
Administración institucional o instrumental. 
Así, para empezar, debemos destacar la alteración que ha experimentado el 
régimen de la contratación de la AEAT tras la aprobación de la Ley 13/1995, 
de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas. En efecto, el apar-
tado dos, en su número 2, primer párrafo, del artículo 103 de la Ley 31/1990 dis-
ponía que «La contratación de la Agencia se ajustará a los principios de publici-
dad, concurrencia, salvaguardia del interés de la entidad y homogeneización de 
comportamientos del sector público, establecidos en la disposición transitoria 
segunda del Reglamento General de Contratación del Estado, desarrollándose en 
régimen de Derecho Privado, sin perjuicio de las funciones de coordinación que, 
en materia de suministros informáticos, puedan corresponder a órganos de la 
Administración del Estado». 
La disposición transcrita, que remitía al Derecho Privado el régimen de los 
contratos suscritos por laAEAT, fue severamente criticada por cierto sector doctri-
nal al entender que suponía una huida inaceptable del Derecho Administrativo, 
142 Acerca del control realizado por la Intervención General de la Administración del Estado sobre los 
derechos de la Hacienda Pública. vide. PERULLES MORENO. J. M., «Posibilidades en el control de los ingresos 
públicos», en Crónica Tributaria, núm. 18, 1976. pp. 107 y ss.; BOHOYO CASTAÑAR, F .. «Los ingresos de la 
Hacienda Pública y la función de control», en REDF, núm. 37.1983. pp. 125 Y ss. 
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cuya única intención era liberar a la AEAT -en uno de los aspectos más relevantes 
de las funciones logísticas o instrumentales desplegadas por dicho ente público-
de las normas relativas a los procedimientos de selección de los contratistas 143. 
Sin embargo, cabría plantearse si son encontrables tanto en nuestro orden 
constitucional interno -a través, por ejemplo, del conocido expediente de los 
actos separables- como en las prescripciones del Derecho Comunitario, técnicas 
capaces de reintegrar esa contratación en régimen de Derecho Privado a cauces 
jurídicos que salvaguarden los principios de objetividad, igualdad, no discrimina-
ción y libre concurrencia que parecen en todo caso exigibles en la contratación de 
la AEAT, al menos por lo que se refiere a los aludidos procedimientos de adjudi-
cación de los contratos 144. 
143 En este sentido, DEL SAZ, S., «Desarr01ll0 y crisis ... », cit., en CHlNCHlLLA/LOZANOIDEL SAZ., 
N"""" per.'lfJectivas del Derecho Administrativo .... cit .. DD. 143 v ss .. donde se señala Que la sumisión al Derecho Pri-
vado de la contratación de muchos entes de Derecho Público, entre los que se encuentra la AEA T, tiene el propósito 
encubierto de burlar los procedimientos administrativos y el control de la jurisdicción contencioso-administrativa, es 
decir, en el caso de la AEAT se pretende «contratar y gastar con quien se quiera ya que aunque la Ley de Presupuestos 
consagra los principios de concurrencia, publicidad y salvaguardia de los derechos de la entidad y homogeneización de 
comportamientos del sector público, se remite (la Ley 31/1990) a 10 establecido en la disposición transitoria segunda 
del Reglamento General de Contratación en la que sólo se dice que se procurarán respetar estos principios». La conclu-
sión es que se vulnera mediante dicho expediente la reserva constitucional de Derecho Administrativo que, de acuerdo 
con la tesis sostenida por esta autora, contiene la norma fundamental; también criticaban la sujeción de la contratación 
de la AEAT al Derecho Privado, por la ausencia de garantías que ello lleva aparejado, BAENA AGUILAR, 
AJHERRERA MOLINA, P. MJSERRANO ANTÓN, F.,La Agencia Tributaria ... , cit., pp. 58-60; por fin, PARADA 
V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. U., «Organización y empleo público», cit., p. 252. 
144 Pues no cabe obviar los imperativos de transparencia e igualdad de los contratistas que dimanan de las 
Directivas comunitarias. Vide, para las reglas de selección de contratistas en ese ordenamiento, MESTRE DELGA-
DO, J. F., «El control de la adjudicación de los contratos públicos a tenor del derecho comunitario europeo: una 
nueva ordenación de las medidas cautelares», en Noticias CEE, CISS, núm. 74, 1991, pp. 35 Y ss.; igualmente, 
MUÑoz MACHADO, S., «Los principios generales del procedimiento administrativo comunitario y la reforma de 
la legislación básica española», en REDA, núm. 75, 1992, p. 343. Porque, como ha recordado BORRAJO INIESTA, 1., 
eEl intento de huir del Derecho Administrativo», en REDA, núm. 78, 1993, pp. 237 Y ss., el Tribunal de Justicia de 
las Comunidades Europeas tiene declarado que la aplicación de las normas comunitarias no puede verse desviada ni 
ebstaculizada por las distintas formas jurídicas que adopten los sectores públicos nacionales: da igual que las Admi-
nistraciones nacionales, regionales y locales actúen directamente a través de entes instrumentales, y es, asimismo, 
jndiferente que su actuación se someta a Derecho Privado o se desenvuelva bajo normas de Derecho Público; en este 
lllismo sentido, ESCUIN PALOP, V., «Derecho Administrativo, Derecho Mercantil y Derecho Comunitario en las 
personificaciones instrumentales de las Administraciones públicas», en AA. VV., «Estudios de Derecho Mercantil 
en ~menaje al Profesor Manuel Broseta Pont». t. I, ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1995, pp. 1047 Y ss.; PIÑAR 
MAÑAS, J. L., «Privatización de empresas públicas y Derecho Comunitario», en RAP, núm. 113,1994, pp. 38 y ss. 
Incluso, y ya desde la única perspectiva del Derecho interno, JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J. , Los 
o,rganismos autónomos ... , cit., pp. 368 y ss., escribe que precisamente para garantizar la efectividad de los princi-
pos de objetividad e igualdad en materia de contratación, la jurisprudencia contencioso-administrativa ha configu-
II1II0 la doctrina de los actos separables, que logra el sometimiento a las reglas de Derecho Público de los actos y 
fases de preparación de los contratos que los entes instrumentales celebren sobre obras y suministros. Y en esta línea 
~~RRAJO INIESTA, 1., «El intento de huir ... », cit., pp. 235 y ss .. se aventura a sostener que la propia jurisdicción 
~v~l podría construir técnicas para controlar los procesos de contratación de los entes públicos, a partir de los prin-
CIpIOS constitucionales y teniendo en cuenta que a la Administración se le deben aplicar en cualquier caso las reglas 
de Derecho Común que se refieren a los administradores de intereses ajenos, toda vez que la Administración siem-
pre maneja caudales públicos. En este mismo sentido, BARNES V ÁZQUEZ, J., Introducción a la doctrina alemana 
del Derecho Privado Administrativo, en PÉREZ MORENO, A. (dir.), «La Administración instrumental. .. », t. I, cit., 
pp. 232 y ss., se hace eco de cierta jurisprudencia del Tribunal Civil Federal de Alemania. que aplica ciertas reglas 
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Con todo, la polémica ha perdido en el caso de la AEAT todo interés, pues 
el apartado dos, número 2, primer párrafo, del artículo 103 de la Ley 31/1990, 
como ya hemos anunciado, debe entenderse derogado por el artículo 1 de la Ley 
13/1995, que sujeta a la AEAT plenamente, sin ningún género de dudas, al mismo 
régimen por el que se regulan los contratos suscritos por la Administración Gene-
ral del Estado 145. 
No cabe, en efecto, sostener otra interpretación a la vista del artículo 1.3 de 
la citada Ley 13/1995, que, a los efectos de determinar el ámbito de aplicación 
subjetiva de la misma, dispone -después de ordenar que los contratos que cele-
bren las Administraciones públicas (Administración General del Estado, las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la 
Administración local) se sometan a las prescripciones de esa misma Ley-, que 
«Deberán, asimismo, ajustar su actividad contractual a la presente Ley los orga-
nismos autónomos en todo caso y las restantes entidades de Derecho PúblIco con 
personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las 
Administraciones públicas, siempre que en aquéllas se den los siguientes requisi-
tos: a) Que hayan sido creadas para satisfacer específicamente necesidades de 
interés general que no tengan carácter industrial o mercantil; b) Que se trate de 
entidades cuya actividad esté mayoritariamente financiada por las Administracio-
nes públicas u otras entidades de Derecho Público, o bien, cuya gestión se halle 
sometida a un control por parte de estas últimas, o cuyos órganos de administra-
ción, de dirección o de vigilancia estén compuestos por miembros más de la 
mitad de los cuales sean nombrados por las Administraciones públicas y otras 
entidades de Derecho Público». 
de Derecho Público -principio de igualdad e interdicción de la arbitrariedad- en actividades privadas desarrolladas 
por la Administración que tienen por objeto cubrir sus propias necesidades -<:ontratación- y a pesar de que tales 
actividades se sometan formalmente y de modo completo al Derecho Privado. 
145 Así se ha manifestado igualmente LINARES GIL, M. 1., «Sumario de la Ley 13/I995, de 18 de mayo, 
de Contratos de las Administraciones Públicas, con referencias a su aplicación a la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 5,1995, pp. 18\ Y ss., que se hace eco, a su vez, de la 
Resolución de 5 de junio de \995, del Presidente de la AEAT, por la que se declara aplicable la Ley I3/I 995 a los 
contratos liue celebre la AEAT. 
En este sentido, como han visto VICENTE DOMINGO, R. de Los entes instrumentales en las Leyes de 
procedimiento y de contratos de las Administraciones Públicas, ed. Cívitas, Madrid, \996, pp. 99, \ lO y \26 Y ss., Y 
FERNÁNDEZ FARRERES, G., «Ámbito subjetivo y objetivo de aplicación de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas», en PENDAS, B (Coord.), «Derecho de los contratos públicos. Estudio sistemático de la Ley 
13/1995, de \8 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas», ed. Praxis, Barcelona, \995, pp. 232 Y ss., 
el concepto amplio de organismo de Derecho Público empleado por el artículo \.3 de la Ley I3/I 995 excluye única-
mente a las empresas públicas, con forma societaria o no, que realicen una «actividad mercantil» en el sentido de 
dación y transformación de bienes al mercado, de manera que el resto de entes, incluidos los que se sujetan al Dere-
cho Privado, o incluso las empresas públicas en forma societaria, cuya actividad consista en la realización de activi-
dades de interés público, tales como la contratación de obras públicas o de infraestructuras, han de estar a lo dis-
puesto en las Directivas comunitarias y quedan sujetos, por tanto, en el desarrollo de su actividad contractual a 
procedimientos de contratación pública. 
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En definitiva, si la AEAT es una entidad de Derecho Público, creada para la 
satisfacción de un fin igualmente público -y constitucionalizado en el artículo 31 
de la norma fundamental como es la satisfacción efectiva del deber de contribuir 
a través de la ejecución de una serie de potestades-competencia-, financiada 
mayoritariamente a través de las autorizaciones contenidas en los estados de gas-
tos de las correspondientes Leyes anuales de Presupuestos, y finalmente sus órga-
nos rectores son nombrados, como ya nos consta, por el Gobierno a propuesta del 
Ministro de Economía y Hacienda para asegurar la relación fiduciaria que une al 
ente matriz con el ente institucional 146 , la conclusión no puede ser otra que la 
aplicación plena de la Ley 13/1995 a la AEAT 147; lo que equivale a afirmar que 
las actuaciones de esta organización en este ámbito sectorial se ajustan a un régi-
men jurídico idéntico al de la Administración General del Estado, razón por la 
cual, en fin, ha perdido todo sentido el debate acerca de la discutida huida del 
Derecho Público en que pretendidamente incurría la AEAT como consecuencia 
de la previsión, desde la aprobación de la Ley 13/1995 derogada, que se contenía 
en el apartado dos, número 2, del artículo 103 de la Ley 31/1990 148• 
E) LOS BIENES DE LA AEAT 
El apartado once, número 1, en su primer párrafo, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990 establece que «La Agencia sucederá a la Secretaría General de 
Hacienda, a la Administración Territorial de la Hacienda Pública y a los organis-
mos autónomos de aquélla, en el ejercicio de la totalidad de las funciones men-
146 Con independencia, además, de que la gestión cotidiana de la AEAT es sistemáticamente controlada por 
la Administración General del Estado; singularmente, según ya hemos visto, a través de la capacidad de remoción 
que esta última ostenta sobre los órganos directivos de aquélla, o de la Intervención Delegada en la AEAT, o, asi-
mismo, por medio de la actividad fiscalizadora que ejercen los Tribunales Económico-Administrativos -no integra-
dos en la organización de la AEAT - sobre los actos de gestión tributaria. 
147 Para una descripción del procedimiento de contratación que sigue la AEAT -sujeto plenamente a la 
Ley 13/I 995-, desde la preparación y adjudicación de los contratos, hasta su ejecución y extinción, pasando por las 
causas de modificación de los mismos, vide, LINARES GIL, M. 1., Sumario de la Ley ... , cit., pp. 183 Y ss. 
148 y hay que apuntar que los efectos que para la AEAT ha tenido la Ley l3/I 995 se pueden predicar para 
otros entes públicos: Puertos del Estado y Autoridades Portuarias, la Comisión del Sistema Eléctrico Nacional y el 
Instituto Cervantes. Es decir, aplicación plena para dichas entidades de la Ley 13/I995, al estar las mismas en el 
supuesto descrito en el artículo \.3 de esta última disposición. Pues se trata de entes que sirven al interés general y 
que no atienden desde luego preferentemente necesidades de carácter industrial o mercantil. Así, son de interés las 
referencias de VICENTE DOMINGO, R. de, Los entes instrumentales ... , cit., pp. 128 Y 129, donde se constata que 
la introducción por el Grupo socialista de la enmienda concerniente al ámbito subjetivo de la Ley tenía la clara 
intención de abarcar a los entes del artículo 6.5 LGP; al tiempo que conscientemente se dejaba fuera a los entes que 
producen bienes y servicios para su venta en el mercado y que, por tanto, concurren en éste con las entidades priva-
das, ya que de sujetar a estas últimas a las rigideces de la contratación pública quedaría entorpecido su tráfico ordi-
nario, situándolas en posición de desventaja. Para el último autor citado, la aplicación plena de la Ley 13/1995 a los 
entes del artículo 6.5 LGP supone un avance en la recuperación del Derecho Administrativo frente a los estatutos 
particulares de muchos de estos entes -entre ellos la AEAT - que remitían al Derecho Privado. 
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cionadas en el apartado 1 que fueran desempeñadas por los órganos sucedidos, 
quedando subrogada en la totalidad de los bienes, derechos y obligaciones del 
Estado afectos o constituidos al ejercicio de las mencionadas funciones. Los bie-
nes de dominio público actualmente afectos a los Servicios de la Secretaría Gene-
ral de Hacienda, la Administración Territorial de la Hacienda Pública y a los 
organismos autónomos de aquélla, que realizaran dichas funciones, se adscriben 
a la Agencia conservando su calificación jurídica originaria. La Dirección Gene-
ral del Patrimonio podrá, en lo sucesivo, adscribir nuevos bienes a la Agencia». 
Por su parte, el apartado dos, número 2, en su segundo párrafo, del artículo 103 
citado dispone que «La Agencia gestionará su patrimonio propio con arreglo a lo 
dispuesto en el párrafo primero del artículo 43.b), de la Ley de Entidades Estata-
les Autónomas». 
Así, el tenor literal de las disposiciones transcritas recepciona algunas de 
las nOrmas que sobre los bienes de los olgimismos autónomos se contenían en la 
derogada LEEA; sin perjuicio de que, a partir de su derogación por la LOFAGE, 
será esta última disposición la que deberá integrar las posibles lagunas de la 
Ley 31/1990 sobre esta materia, en el bien entendido que la LOFAGE viene a 
cumplir la función que desempeñaba la LEEA como ley cabecera de grupo nor-
mativo de la Administración institucional o instrumental. De este modo, el apar-
tado once, número 1, del artículo 103 citado, al señalar que los bienes de dominio 
público que queden adscritos a laAEAT conservarán su «calificación jurídica ori-
ginaria», remite implícitamente al artículo 10 LEEA, según el cual «Los bienes 
que el Estado adscriba a los organismos autónomos para el cumplimiento de sus 
fines conservarán su calificación jurídica originaria». El contenido de este man-
dato ha sido trasplantado al artículo 48.3 de la nueva LOFAGE, según el cual 
«Los bienes y derechos que la Administración General del Estado adscriba a los 
organismos autónomos conservarán su calificación jurídica originaria y única-
mente podrán ser utilizados para el cumplimiento de sus fines». 
Este último precepto citado, que -en nuestra opinión y ante el silencio del 
artículo 103 de la Ley 31/1990- debe entenderse igualmente aplicable a los bie-
nes de carácter patrimonial de la AEAT por la condición antes de la LEEA y hoy 
de la LOFAGE como ley cabecera de grupo normativo de la Administración insti-
tucional, viene a significar, en palabras de Jiménez de Cisneros Cid, que la ads-
cripción no produce la transformación de la condición jurídica de los bienes, sino 
que si éstos eran dominiales en su origen continuarán siéndolo, siempre que estén 
afectos al uso o servicio público en el sentido del artículo 339 del Código Civil, y 
si, por el contrario, los bienes que reciben del Estado para el cumplimiento de sus 
fines mediante la adscripción no se pueden considerar dominiales por no darse las 
notas configuradoras del dominio público o porque no está así determinado en 
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norma legal, la adscripción de tales bienes a un organismo autónomo no altera, 
tampoco, su condición de bienes patrimoniales. En otras palabras, la condición de 
bienes de dominio público o patrimoniales no viene dada por la adscripción, sino 
por su respuesta a criterios generales delimitadores de uno u otro tipo de bienes 149. 
La consecuencia es, pues, que la adscripción de determinados bienes a laAEAT es 
una técnica que, del mismo modo que sucede en cualquier fenómeno de descentra-
lización funcional, permite asignar determinados bienes del Estado a este Ente de 
Derecho Público, pero sin que ello suponga una modificación de la condiciónjurí-
dica de dichos bienes, sino únicamente su puesta a disposición de la AEAT a fin de 
que los gestione o administre (art. 48.3 LOFAGE). 
En este mismo sentido, el artículo 103 de la Ley 31/1990, desde el instante en 
que dispone -apartado dos, número 2, segundo párrafo- que laAEAT gestionará «su 
patrimonio propio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 43. bY, 
de la Ley de Entidades Estatales Autónomas» -precepto que ha sido derogado por la 
LOFAGE-, está acogiendo la distinción tradicional dentro de los bienes patrimonia-
les entre los bienes adscritos al cumplimiento de su fin institucional y aquellos otros 
que son propios del mismo 150; distinción que actualmente acoge el artículo 48.1 
LOFAGE en términos básicamente idénticos a los de la derogada LEEA. Así, en lo 
tocante en primer lugar a los bienes adscritos, la adscripción de determinado bien a la 
AEAT no produce, como acabamos de recordar, cambio alguno en la condición del 
bien jurídico asignado; como tampoco lo produce en cuanto a la persona -el Estado-
que sigue ostentado la titularidad del citado bien, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 48.3 LOFAGE y en el artículo 80 de la Ley de Patrimonio del Estado 
(LPE) -aprobada por texto articulado de 15 de abril de 1964-; preceptos que, a su 
vez, dejan bien claro que los bienes adscritos son bienes del Estado que éste pone a 
disposición de los organismos autónomos para que sean destinados al cumplimiento 
de la finalidad y objeto para el que ha sido creado el ente 151. 
En segundo lugar, por lo que se refiere al patrimonio propio de la AEAT -titu-
laridad sobre bienes propios que, según prevén con carácter general los artícu-
los 48.1 LOFAGE y 84 LPE, puede ostentar cualquier Organismo autónomo-, hay 
que destacar que la titularidad de la AEAT sobre sus bienes propios es de tipo fidu-
ciario o vicario ya que el verdadero dominus, con todas las facultades que ello com-
porta, sigue siendo el Estado 152. Ello es así porque sobre los bienes propios de la 
149 Cfr. JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J. ,Los organismos autónomos ... , cit., p. 260. 
ISO Distinción de la que se hace eco JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J ,op. últ. cit., pp. 261 Y ss. 
151 Sobre el significado del artículo 80 LPE, vide JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J. ,Los organismos ... , 
cit., pp. 262 Y ss. 
152 Como ha demostrado con carácter general para toda la Administración institucional JlMÉNEZ DE CIS-
NEROS CID, F. J ,Los organismos autónomos ... , cit., pp. 264 Y ss. 
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AEAT recaen las mismas reglas de indisponibilidad por sus propietarios -artículos 6 
y 84 LPE- que afectan a los bienes adscritos a los organismos autónomos, así como 
la imposibilidad de dedicar sus ingresos y rentas provenientes de los bienes propios 
a constituir reservas, en la medida en que, del mismo modo que sucede con cual-
quier otro ente integrante de la Administración institucional, esos bienes deben ser 
destinados a las necesidades del servicio para el que ha sido creada la AEAT; con -io 
que se viene a demostrar, en suma, que la diferencia entre bienes propios y bienes 
adscritos de los organismos autónomos es puramente formal 153 . Por último, debe-
mos referirnos siquiera brevemente a la previsión --contenida en el apartado dos, 
número 2, segundo párrafo, del artículo 103 de la Ley 31/1990-, en virtud de la cual 
«La Agencia gestionará su patrimonio propio con arreglo a lo dispuesto en el párra-
fo primero del artículo 43.b), de la Ley de Entidades Estatales Autónomas». De 
acuerdo con esta última disposición -derogada por la LOFAGE- «Podrán ser con-
certados directamente por los Organismos autónomos los contratos siguientes: los 
contratos de adquisición o arrendamiento de bienes muebles o inmuebles»; con lo 
cual la intención del legislador, a juicio de cierto sector doctrinal, estaba clara: atri-
buir a la AEAT una «capacidad gestora ilimitada» 154 en relación a su patrimonio 
propio, lo que significaba una mera reiteración de la contratación de la AEAT en 
régimen de Derecho Privado (apartado dos, número 2, primer párrafo, del artícu-
lo 103). Sin embargo, la plena sujeción, como ya nos consta, de la contratación de la 
AEAT a la Ley 13/1995, de Contratos de las Administraciones Públicas, aplaca cual-
quier tipo de recelo que pudiera haberse suscitado en torno a una pretendida libérri-
ma capacidad gestora del patrimonio de dicho ente público. 
F) LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
En ningún lugar del artículo 103 de la Ley 31/1990 se hace referencia algu-
na al régimen jurídico de la responsabilidad en que pueda eventualmente incurrir 
la AEAT como consecuencia de las actuaciones que ésta despliega en el cumpli-
153 En este sentido, JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J ,Los organismos autónomos .... cit., pp. 264 Y ss., 
pp. 360 Y ss., Y p. 443, que afirma que la titularidad y los poderes de disposición de los organismos autónomos sobre 
sus propios bienes no existe más que para aquellos entes que han sido creados con la finalidad de adquirir bienes y 
devolverlos al tráfico jurídico. La separación de personalidades (Estado-organismos autónomos) no supone una 
efectiva separación de patrimonios, sino que, por el contrario, prevalece el principio de unidad estatal en el orden 
patrimonial y financiero. De aquí se deriva, por consiguiente, una propiedad formal que pertenece a los organismos 
autónomos y una propiedad material que corresponde. en realidad, al Estado. Idéntica conclusión cabe extraer, por 
otro lado, para las personificaciones jurídico-públicas sometidas al Derecho Privado, ámbito en que de acuerdo con 
las disposiciones de la LPE estudiadas por el autor, también son aplicables las normas jurídico-administrativas y los 
principios que regulan los bienes del Estado. 
154 Cfr. BAENA AGUILAR, A.lHERRERA MOLINA, P. MJSERRANO ANTÓN. F., Lo Agencia Tribu-
taria ...• cit., pp. 60 Y 61. 
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miento de las funciones que tiene encomendadas. Este dato resulta completamen-
te lógico a la vista de la configuración jurídica de la responsabilidad de las enti-
dades de Derecho Público que actualmente se contiene en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (LRJAP y PAC). 
En efecto, el artículo 149.1.l8.a CE, en su segundo inciso, dispone que el 
Estado tiene competencia exclusiva para la regulación del «procedimiento admi-
nistrativo común (oo.) legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica 
sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de 
todas las Administraciones públicas». En cumplimiento de este mandato consti-
tucional, la citada LRJAP y PAC --en su título X, artículos 139 a 144- ha regula-
do la responsabilidad de las Administraciones públicas y de sus autoridades y 
demás personal a su servicio. Por su parte, el artículo 2.2 de la última Ley citada 
-al delimitar el ám bito de aplicación de la Ley- prescri be que «Las entidades de 
Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de 
cualquiera de las Administraciones públicas tendrán, asimismo, la consideración 
de Administración pública. Estas entidades sujetarán su actividad a la presente 
Ley cuando ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su 
actividad a lo que dispongan sus normas de creación». 
y esta última norma contiene una decisión de gran trascendencia porque 
ello significa reconocer que toda la actuación de estos entes de Derecho Público, 
entre los que se cuenta la AEAT, sujetan sus actuaciones a la LRJAP y PAC, salvo 
disposición expresa en sentido contrario, al objeto de salvaguardar la unidad 
constitucionalmente querida en el artículo 149.1.18.a de la norma fundamental en 
punto a régimen jurídico, procedimiento y también, como no podía ser menos, en 
lo referente al sistema de responsabilidad de las Administraciones públicas 155. 
Esta última constatación, añadida a la ausencia en la Ley de creación de la 
AEAT de normas especiales que regulen la responsabilidad patrimonial de esta 
entidad, hacen que en este supuesto concreto no se plantee la posibilidad de que a 
la AEAT le sea exigible tal responsabilidad de conformidad con lo establecido en 
155 Así, LÓPEZ RAMÓN, F .. «Reflexiones sobre el ámbito de aplicación de la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas», en RAP. núm. 130, 1993, pp. 116 Y 117, subrayando la importancia del artículo 2.2 
de la LRJAP y PAC como elemento fundamental en la lucha contra lo que se ha dado en llamar «fenómeno de huida 
del Derecho Administrativo»; también PAREJO ALFONSO, L., «Objeto, ámbito de aplicación y principios genera-
les de la Ley de Régimen J~rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común». 
en LEGUINA VILLA, J JSANCHEZ MORÓN, M. (Dir.) , La nueva Ley de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Coinún. ed. Tecnos, Madrid, 1993. p. 35; DELGADO PIQUE-
~S,F., «Algunas aportaciones de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
IIUento Administrativo Común W debate actual sobre la conceptualización del Derecho Administrativo», en REDA. 
nlim.8~, 1995, pp. 34 Y ss .. que califica favorablemente el citado artículo 2.2 como fórmula legal de anclaje de la 
Admimstración pública al Derecho Administrativo. 
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el ordenamiento jurídico privado 156. Por ello, en definitiva, se puede concluir que 
la AEAT se somete en este importante aspecto de su régimen jurídico a la misma 
regulación a que se encuentra sujeta la Administración General del Estado cuan-
do le resultan imputables hechos considerados lesivos de cualquier derecho o 
interés jurídicamente protegido 157. 
G) EL FIN INSTITUCIONAL DE LA AEAT: ORGANIZACIÓN 
RESPONSABLE DE LA APLICACIÓN EFECTIVA DEL SISTEMA 
TRIBUTARIO ESTATAL 
Según el apartado uno, número 2, del artículo 103 de la Ley 31/1990, «La 
Agencia Estatal de Administración Tributaria es la organización administrativa 
respon!;able, en nombre y por CUenta del Estado, de la aplicación efectiva del !;Í!;te-
ma tributario estatal y del aduanero, y de aquellos recursos de otras Administra-
ciones y entes públicos nacionales o de las Comunidades Europeas cuya gestión 
se le encomiende por Ley o Convenio». Y de acuerdo con el número 3 del mismo 
apartado «Corresponde a la Agencia Estatal de Administración Tributaria desarro-
llar las actuaciones administrativas necesarias para que el sistema tributario estatal 
y el aduanero se apliquen con generalidad y eficacia a todos los obligados tributa-
rios, mediante los procedimientos de gestión, inspección y recaudación, tanto for-
mal como material, que minimicen los costes indirectos derivados de las exigen-
cias formales necesarias para el cumplimiento de las obligaciones tributarias». 
En las disposiciones que acabamos de transcribir se sintetiza el fin institu-
cional al que se deben ordenar todas las actuaciones de la AEAT, como exponen-
te particular del «principio de adherencia al fin» 158 que, al igual que sucede con 
cualquier otra AdrñíñistraCi6Iúñstrum~ntaCFt~tifica la existencia de dicha enti-
156 Como eventualmente puede suceder con las personificaciones de Derecho Público sometidas al Dere-
cho Privado, según ha estudiado JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., Los organismos autónomos ... , cit., pp. 388 y SS., 
Y reconocía la jurisprudencia a la luz de las disposiciones entonces vigentes, de donde se deducía que el artículo 121 
de la Ley, de 16 de diciembre de 1954, sobre Expropiación Forzosa (LEP), y los artículos 40 a 49 de la Ley, de 26 de 
julio de 1957, de Régimen Jurídico de la Administración del Estado (LRJAE), no resultaban de aplicación a las per-
sonificaciones citadas. 
157 Ello no significa, sin embargo, que la exigencia de responsabilidad a la AEAT no presente problemas 
jurídicos específicos en tomo a muy variadas cuestiones, como la legitimación activa para su exigencia (deudores de 
la obligación tributaria, otros sujetos de la relación jurídico-tributaria e incluso terceros), las causas de las que se 
puede derivar la responsabilidad (la fuerza ejecutiva de sus actos, demora en la resolución de los procedimientos, las 
consultas, devolución de ingresos indebidos, etc.), los requisitos para que se aprecie la responsabilidad o la misma 
extensión en que la reparación puede ser fijada. Cuestiones todas ellas que han sido recientemente analizadas por 
MATA SIERRA, M. T., La responsabilidad patrimonial de la Administración tributaria, tesis doctoral (inédita), 
Alcalá de Henares, 1995. 
158 Expresión que tomamos prestada de GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
T. R., Curso de Derecho ... , t. 1, cit.,p. 410. 
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dad como organización, y en contraste con las entidades de carácter territorial 
que justamente se caracterizan por la universalidad de los fines que persiguen 
dentro de su correspondiente ámbito de soberanía 159. Y el fin institucional de la 
AEAT se identifica, en suma, con el conjunto de potestades-competencia que el 
artículo 103 de la Ley 31/1990 le ha conferido: esto es, nada menos que la reali-
zación efectiva del principio de legalidad tributaria en el ámbito estatal a través 
de la dirección e impulso de los procedimientos de aplicación de los tributos, que 
es indudablemente el aspecto más relevante de la capacidad jurídica de Derecho 
Público de la AEAT. 
H) LA CAPACIDAD DE LA AEAT PARA «CONSTITUIR O PARTICIPAR 
EN EL CAPITAL DE TODA CLASE DE ENTIDADES QUE ADOPTEN 
LA FORMA DE SOCIEDAD MERCANTIL Y CUYO OBJETO SOCIAL 
ESTÁ VINCULADO CON LOS FINES Y OBJETIVOS DE AQUÉLLA» 
La previsión normativa que encabeza este epígrafe, contenida en el aparta-
do dos, número 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990, constituye seguramente 
uno de los aspectos del régimen jurídico de la AEAT que más divergencias y sus-
picacias ha suscitado entre la doctrina. En efecto, para algunos autores, la Ley 
31/1990 a través de esta disposición abre la vía a una posible huida del Derecho 
Público representada por la privatización de una función pública como es el ejer-
cicio de las potestades administrativas de aplicación de los tributos, ya que nada 
impide que una «sociedad mercantil constituida o participada por la AEAT desa-
rrolle en todo o en parte el procedimiento de gestión» 160; de suerte que no es des-
159 Para esta diferencia, vide NIETO GARCÍA, A., «Entes territoriales y no territoriales», en RAP, núm. 64, 
1971, pp. 29 Y ss. 
160 Así, PITA GRANDAL, A. M., La Agencia Estatal de Administración Tributaria, cit., p. 371; también 
advierten sobre este peligro BAENA AGUILAR, A./HERRERA MOLINA, P. M./SERRANO ANTÓN, F., La 
Agencia Tributaria ... , cit., pp. 51-53. 
Estos autores se refieren, efectivamente, al peligro que supondría la «privatización de la gestión tributaria», 
pese a que sería quizá más esclarecedor hablar de «huida del Derecho Administrativo» o, en términos más genéri-
cos, de «huida del Derecho Público». Porque, de acuerdo con las categorías acuñadas por SERNA BILBAO, N. de 
la, La ,!rivatización en España ... , cit., pp. 66 Y ss., el peligro denunciado no supondría la traslación al sector privado 
de actiVIdades empresariales hasta el momento desplegadas por los poderes públicos -fenómeno denominado por 
esta autora «privatización materia1»-, ya que las funciones de gestión tributaria no tienen un contenido empresarial 
y esas sociedades mercantiles creadas por la AEAT seguirían controladas por esta última. Como tampoco nos 
encontramos ante la sujeción al Derecho Común de actividades empresariales desarrolladas por la Administración 
de ~as cuales ésta sigue manteniendo la titularidad -«privatización forma1»-; sino que más bien nos hallamos ante la 
aphcación del Derecho Privado en el desarrollo de actividades propiamente administrativas, lo que no constituye 
una privatización en sentido estricto sino «huida del Derecho Administrativo» y es en este contexto, como señala 
esta autora, donde se debe situar la problemática suscitada por la creación de la AEAT. En términos parecidos, 
~NCE SOLE, J., «Un~ ~p.roximación al fenómeno privatizador en España», en RAP, núm. 139, 1996, pp. 347 Y 
48,. que ~omenta la poslblhdad que concede a la AEAT su estatuto para constituir o participar en sociedades mer-
cantiles, Sltuando el fenómeno dentro de la «utilización instrumental del Derecho Privado por parte de las personas 
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cartable, según cierto sector doctrinal, que nos encontremos ante una empresa 
mercantil dictando actos administrativos como resultado de un denunciado 
«extraño maridaje entre las formas mercantiles y la sustancia o contenido de la 
actuación de tales empresas», desde el mismo instante en que «tal forma mercan-
til tiene como finalidad funciones estrictamente públicas pertenecientes a la esfe-
ra más radicalmente ligada al concepto de poder» 161. Sin embargo, también se ha 
señalado que la comentada posibilidad de constituir o participar en el capital de 
toda clase de entidades que adopten la forma de sociedad mercantil no puede ni 
va a suponer encomienda alguna de funciones administrativas a entes privados. 
Por lo tanto, estas sociedades podrían desarrollar ciertas tareas exclusivamente en 
ámbitos accesorios o colaterales al propio de las funciones públicas atribuidas a 
la AEAT, que en términos constitucionales no pueden ser desarrolladas por entes 
privados: sin que ello diga nada. no obstante. acerca de la importancia que para el 
actuar de la AEAT puedan tener estos otros ámbitos relativos, por ejemplo, a la 
mecanización de las tareas, confección de impresos y modelos administrativos, 
publicidad, o seguridad en las instalaciones 162. 
Planteadas así las cosas, la causa de las divergencias que se acaban de poner 
de manifiesto probablemente se encuentra nada menos que en la dificultad que 
entraña determinar los posibles límites constitucionales que afectan al legislador 
en punto a la definición del alcance de la capacidad de los entes instrumentales 
para intervenir en el tráfico jurídico 163; o, dicho en términos más genéricos, las 
públicas» y advirtiendo del peligro de reducción de las garantías de los ciudadanos. Se trata de una privatización 
organizativa de la Administración que comporta la adopción del Derecho Privado en la actuación administrativa 
--.o;ignificadamente en los aspectos de contratación y personal-. Y es que puede hablarse de una privatización de fun-
ciones públicas cuando éstas, sin dejar de ser ejercidas por la Administración pública directamente, pasan a ser desa-
rrolladas por un aparato organizativo sometido al Derecho Privado, siquiera sea parcialmente; lo que no comporta el 
desplazamiento hacia los particulares de tales funciones, pues éstas se mantienen en todo momento en la esfera 
pública pese a ser desarrolladas conforme a procedimientos jurídicos propios del Derecho Privado. 
161 Cfr. VILLAR PALASí, J. L., «Tipología y Derecho Estatutario de las entidades instrumentales de las 
Administraciones públicas», en PÉREZ MORENO, A. (Dir.), Administración instrumental ... , t. 1, cit., pp. 159 Y 
160. En parecido sentido, se pregunta MARTíN-RETORTILLO BAQUER, S., Las empresas públicas. Rejlexiones 
del momento presente, cit., p. 128, «¿Qué cometidos habrán de desempeñar en concreto las sociedades mercantiles 
que constituya la Agencia Estatal de Administración Tributaria que guarden relación con los fines y objetivos de la 
misma, habida cuenta el carácter eminentemente público de sus funciones, pues nadie negará que lo sea llevar a 
cabo la gestión, inspección y recaudación del sistema tributario?». 
162 En este sentido, DELGADO PACHECO, A., La creación de la Agencia ... , cit., p. 1396; el mismo autor, 
La gestión de los tributos ... , cit., p. 13, quien señala, además, que inclusive en el desarrollo de las actividades men-
cionadas en las que la AEAT podría recurrir a la creación de sociedades mercantiles, «está por ver si la Agencia opta 
o no por acudir a dichas sociedades o por otras formas de gestión que resulten más convenientes». 
163 Pues, como certeramente ha visto PALOMAR OLMEDA, A., «Consideraciones generales sobre el 
sometimiento al Derecho Privado de la Administración del Estado», en Revista Internacional de Ciencias Adminis-
trativas, núm. 4, vol. 57, 1990, p. 122, es necesario encontrar un fundamento teórico al proceso que efectúa una deli-
mitación funcional en base a la cual debe aplicarse el Derecho Público o el Derecho Privado. A juicio de este autor, 
«las funciones esenciales del Estado deben regirse por Derecho Público de forma indefectible y sólo las que tras-
cienden de aquel concepto pueden ser ejercidas por Derecho Privado». 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
dudas planteadas por el precepto analizado son debidas a los problemas que susci-
ta señalar con exactitud los confines de la potestad organizatoria del legislador 164. 
Porque, de no existir en nuestro orden constitucional limitación alguna a 
este respecto, la denuncia sobre una posible huida al Derecho Privado se encon-
traría absolutamente justificada, en la medida en que se acabaría aceptando que la 
capacidad jurídica de la AEAT -desde el instante en que ésta ha sido configurada, 
además, por la Ley 31/1990 como organización con «plena capacidad pública y 
privada» (apartado uno, número 1, del artículo 103 de esa Ley)- alcanza a la 
facultad de esta última entidad para crear una nueva persona, más concretamente 
una sociedad mercantil, a la que se podría encomendar el ejercicio de las potesta-
des administrativas de gestión tributaria. Sobre todo, cuando los recelos apunta-
dos pueden seguramente verse alimentados a la vista de algunos precedentes his-
tóricos bien conocidos, que atestiguan la asunción por parte de privados de 
fUnciones públicas en el ámbito específico de la geStión recaUdatOria. 
Nos estamos refiriendo, concretamente, a los Recaudadores de Zona, que, 
como se sabe, pervivieron en nuestro sistema jurídico como agentes de la Admi-
nistración para realizar la función recaudatoria, hasta que quedaron suprimidos 
por el artÍCulo 1.4 de Real Decreto 1327/1986, de 13 de junio, sobre recaudación 
ejecutiva de los derechos económicos de la Hacienda Pública, por el cual al tiem-
po se creaba la Dirección General de Recaudación en el seno del Ministerio de 
Hacienda 165. Las actuaciones de estos Recaudadores de Zona 166, con todo, no se 
164 Al objetivo de delimitar tales confines ha dirigido recientemente su empeño PAREJO ALFONSO, L., 
Eficacia y Administración ... , cit., pp. 19 Y ss. Delimitación que se encuentra estrechamente relacionada, como ha 
señalado este autor, con el fenómeno conocido como «huida del Derecho Administrativo». El origen de este fenó-
meno puede situarse en «la disociación entre forma de las organizaciones y régimen regulador de su funcionamien-
to y actividad, pues es ella la que ha relativizado la necesaria vinculación de ambas al Derecho Público, abriendo la 
~uerta a las múltiples combinaciones actuales entre Derecho aplicable, de un lado, y forma y actividad, de otro. El 
unpo~te d.esarrollo de las posibilidades así descubiertas, además de conducir -por lo que hace desde luego a los 
orgamsmos mtegrantes de la llamada Administración institucional o instrumental- a una situación irreductible a 
esquema, a~enaza con abocar a un serio trastocamiento del orden constitucional, por la apariencia de ausencia de 
límites precIsos a la potestad organizatoria, esencialmente libre incluso para la creación de personas jurídicas ~on 
una u ?tra forma o naturaleza- y la configuración de la capacidad jurídica y de obrar de éstas, hasta el punto de 
poder mclulr en tal capacidad la facultad de creación de nuevas personas, de la acotación de la esfera de su giro o 
tráfico propIO y de determinación del régimen jurídico de su actividad». 
165 Ni que decir tiene, como escribe CASTILLO CASTILLO, J., «Comentario al artículo 6», en AMORÓS 
RICA, N. (Dir.), Comentarios a las Leyes Tributarias y Financieras, t. XVI-A, Procedimiento recaudatorio, ed. de 
Derecho. Financiero, Madrid, 1987, pp. 22 Y ss., «el profundo cambio, de gran trascendencia, que determina que las 
DelegaCIOnes y Adrmmstraciones de Hacienda asuman directamente la gestión recaudatoria de los créditos y dere-
cho~ que constituyen el haber del Estado y de sus organismos autónomos». Pues tales Recaudadores -desde la apro-
bacIón del Real Decreto 1327/1986 suprimidos-, que hasta ese momento no percibían sueldo ni gratificación alguna 
del Estado, al cobrar los premios señalados por el Ministerio de Hacienda y la parte que les correspondiese en el 
recargo de apremIO, tendrían fijadas a partir de entonces sus retribuciones como cualquier otro funcionario 
• 166 Sobre el régimen jurídico de estos Recaudadores ~ondiciones de nombramientos, derechos ~ obliga-
CIones en ~I cumphrmento de SU función, retribución-, vide, para una mera descripción, ALLER RODRíGUEZ, c., 
Comentarlos al Reglamento General de Recaudación, ed. Ministerio de Hacienda Madrid 1972 pp. 25 Y ss . más 
referencias en SAINZ DE BUJANDA, F. (dir.), Notas de Derecho Financiero, t. r:, vol. 3.~, Seminario de D~:.echo 
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consideraban verdaderos actos administrativos por proceder de sujetos privados 167, 
hasta el punto de que para impugnar esos actos en vía económico-administrativa 
era preciso que se pronunciase sobre los mismos el Tesorero de Hacienda median-
te el recurso previsto en el artículo 187 del Reglamento General de Recaudación 
de 14 de noviembre de 1968 168 . De este modo, y con base en estos precedentes, 
cierto sector doctrinal considera que la posibilidad abierta por el apartado dos, 
número 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990, facultando a la AEAT para la crea-
ción o participación en sociedades mercantiles, ha tomado como modelo la socie-
dad mercantil de capital municipal (ERESA) «Empresa de Recaudación Ejecuti-
va, Sociedad Anómima», creada por la Corporación Local de Madrid, para la 
realización de ciertos servicios relacionados con la recaudación en vía de apre-
mio (práctica de notificaciones y suministro de información, básicamente) 169; 
sociedad mercantil que, por lo demás, contraviene el mandato contenido en el 
artículo 85.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Financiero, ed. Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid, 1975, pp. 217 Y ss., donde se denomina de arrien-
do al sistema de Recaudadores -afinnando tajantemente que no son órganos administrativos y se hace un recorrido 
histórico sobre la evolución de los diferentes sistemaS recaudatorios, acogiendo la clasifiCación de dichos sistemas 
enunciada por A. D. GIANNINI: a saber, aquellos en los que el EstadO se ocupa directamente de la recaudación por 
medio de sus órganos; y aquellos otros sistemaS en que se confía ese cometido a una persona extraña a la organiza-
ción administrativa. Simplemente apuntar con estos autores que el arriendO fue el primer medio adoptado para la 
recaudación de los impuestos y casi se puede decir que hasta la Revoluc;ón francesa fue el único método de recauda-
ción conocido. Debemos destacar que en la época en la que eScriben dichos autores subsistía todavía esa modalidad 
de arriendo. En especial, para el régimen de los Recaudadores en el ámbito l""aI, v;de MUÑOZ DOMÍNGUEZ, J., 
Procedimiento recaudatorio municipal, ed. de Derecho Reunidas, Madrid, 1982, pp. 527 Y ss. 
167 Fenómeno este de los Recaudadores privadOS que estaba absolutamente aceptado durante el siglo pasa-
do, sobre todo en el ámbito local referido a los arbitrios municipales, y pese a que, como ha visto MEILÁN GIL, 
J. L., «La actuación contractual de la Administración pública española. Una perspectiva histórica», en RAP, núm. 99, 
1982, pp. 19 Y ss. «el arriendo de cobro de detenninadas exacciones en el ámbito local ha podidO ser exhibido como 
algo sorprendente, como una reliquia, en una Administración pública evoluc;onada. Más que un servicio público, la 
gestión recaudatoria consiste en una función esencial del Estado moderno. El fenómeno contractual era, sin embar-
go, absolutamente nonnal en gran parte del siglo XIX para los tributos locales, e incluso, es comprobable para los 
estatales»; no hay duda, según escribe SAINZ MORENO, F., «Ejercic;o privado de funciones públ;cas», en RAP, 
núms. 100-102, vol. n, 1983, pp. 1701 Y ss., que estos Recaudadores constituían un supuesto en el que personas pri-
vadas -situadas, pues, en una posición externa a la organización admin;strativa-, ejerc;an funciones públicas; tam-
bién SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo, cit., pp. 953-956, incluye a los 
Recaudadores de Hacienda como exponentes del ejercicio por privados de funciones públicas; como dice el último 
autor citado, <<la encomienda a particulares de funciones públicas es un fenómeno constante en la historia de los 
Estados europeos: la realización directa por los órganos estatales de todas las tareas calificadas más o menos explí-
citamente como públicas es una tendencia nunca enteramente consumada. En las Edades Media y Moderna el fenó-
meno se hallaba sumamente extendido, por la minimización y falta de consistencia del aparato estatal: funciones 
públicas aceptadas como la acuñación de moneda, la recaudación de tributos y la guerra ( ... ) se hallaban en manos 
privadas, por no hablar del hecho general del feUdalismo». 
168 Cfr. SIERRA BRAVO, R., «Comentario al artículo 187», en AMORÓS RICA, N. (dir.), Comentarios a 
las Leyes Tributarias y Financieras, t. XVI, Procedimiento recaudatorio, ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1983, 
p.489. 
169 Así, BAENA AGUILAR, AJHERRERA MOLINA, P. M./SERRANO ANTÓN, F., La Agencia Tribu-
taria ... , cit., pp. 52 Y 53, quienes escriben que «cabe preguntarse si la Empresa de Recaudación Ejecutiva ha cons-
titu;dO un motivo de inspiración para el legislador al mencionar las sociedades mercantiles que puede constituir la 
Agencia». 
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Local, que reserva al personal sujeto a estatuto funcionarial las funciones públi-
cas que impliquen ejercicio de autoridad 170. 
Sin embargo, si desde el orden constitucional es posible demostrar la falta 
de consistencia del dogma que afirma la libertad de elección de las formas de 
organización y actuación administrativa 171, carecen de fundamento las críticas 
referidas a una hipotética privatización de la gestión tributaria. Esta demostración 
se sustenta en la propia definición del estatuto constitucional de la Administra-
ción y en los límites que del mismo resultan justamente para el legislador ordina-
rio. En efecto, la Constitución diferencia netamente entre, por un lado, la Admi-
170 Y ello a pesar, como ha destacado SÁNCHEZ ONDAL, J. J., «Problemática de la gestión recaudatoria 
municipal en el ámbito empresaria!», en Revista de Hacienda Local, núm. ?l, 1994, pp. 307 Y 308, de que <<la trans-
fonnación de los sistemas recaudatorios tradicionales y la asunción directa por las Administraciones públicas de la 
runctóD recaudatOIia !!le inicia en la Admillititraciún lV\,.-dl ante'" inclu.'to que en la Adffiiniatraci6n del BotadO oon la 
Ley 7/1985, que reserva al personal sujeto a Estatuto funcionarial las funciones públicas que impliquen ejercicio de 
autoridad. De ahí que el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, dispusiera que <<los Recaudadores en vía 
de apremio y Agentes ejecutivos deberán, además, ostentar la condición de funcionario», si bien la disposición tran-
sitoria novena autorizaba a continuar a los ReCaudadores contratados durante la vigencia de los contratos y sus pró-
rrogas, de mutuo acuerdo, hasta que las entidades locales no tengan establecidO el servicio con arreglo a lo previsto 
en esta Ley. Con todo, como señala el autor citado, «a pesar del tiempo transCurridO subsisten aún sistemas tributa-
rios con Recaudadores contratados, no faltando, a pesar de la nonnativa en vigor, municipios que, bien por nO tener 
establecido el servicio recaudatorio por la Diputación, como sucede en alguna Comunidad Autónoma uniprovincial, 
o por otras razones, y no pudiendo o estimando económ;camente soportable la asunción directa de la gestión recau-
datoria ejecutiva con funcionarios, han seguidO contratando el servicio recaudatorio con Recaudadores privados. Y 
ello es así no obstante lo resuelto por la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de enero de 1990 que declaró la nuli-
dad absoluta y radical de la adjUdicación del servicio de recaudación ejecutiva a Un Recaudador privadO por enten-
der que la nonnativa local eXcluye de manera absoluta el sistema de gestión indirecta en todas sus fonnas salvo las 
delegaciones en otras Administraciones públicas o las fónnulas de colaboración con las mismas que autoriza la 
. legislación de régimen local. Esta postura es reiterada por la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de marzo de 1993, 
que proclama que la gestión indirecta de recaudación ( ... ) contrasta abiertamente con la legislación vigente y que la 
condición de funcionario exigida no lo es sólo para participar en el concurso, sino que el status lo han de mantener 
durante el desempeño del puesto quienes asumen la función recaudatoria». 
Ahora bien, un caso bien distinto es el constitu;do por algunas fonnas de gestión de las que se valen ciertas 
Corporaciones locales para realizar func;ones y servic;os públicos, al amparo de lo establecido en el artículo 85 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local. Nos estamos refiriendo, por escoger un ejem-
Plo significativo, al Organismo Autónomo Local para la Gestión Tributaria, que, bajo la tutela de la Diputación de 
Barcelona, lleva a cabo la gestión y recaudación de los ingresos de Derecho Público de las Corporaciones locales 
sitas en el ámbito territorial al que se extiende dicha Diputación. Y es que en este caso, como ha visto ESEVERRI 
MARTÍNEZ, E., «La organización de los servicios de gestión. Delegaciones y colaboración administrativa», en 
FERREIRO LAPATZA, J. J. (Dir.) , Tratado de Derecho Financiero y Tributario Local, ed. Marcial Pons, Madrid, 
1993, pp. 217 Y 218, nos encontramos ante una fonna de gestión prevista en la Ley 7/1985 que toma cuerpo en un 
Organismo autónomo cuya organización (medios personales y financieros) y funcionamiento se rige plenamente por 
el Derecho Público: LEEA y LGP, bás;camente. Forma de gestión que, por lo demás, puede entenderse con una 
doble fUncionalidad práctica: por un lado, la de atender la gestión directa de los servicios de gestión y recaudación 
tributarias propios de la D;putación, al amparo de lo establecido en el artículo 85.3, bY, de la Ley 7/1985; y, de otro, 
para asistir, en régimen de gestión indirecta, esos mismos servicios de aquellos municipios que, situados en la 
demarcación provincial, así se lo soliciten y, por tratarse de una gestión indirecta de los mismos, deberá adoptar 
alguna de las fonnas jurídicas que describe el apartadO 4 de ese mismo artículo 85. (Más referencias sobre este orga-
nismo autónomo en ESEVERRI MARTÍNEZ, E., «Las Diputaciones como Administraciones delegadas de las Enti-
dades Locales», en FERREIRO LAPATZA, J. J. (Dir.), op. últ. cit., pp. 125 Y ss.) 
171 De acuerdo con los argumentos rec;entemente expuestos por PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., 
pp. 19 Y ss. 
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nistración pública en sentido estricto, sujeta a un estatuto específico predetenni-
nado para ella -artículo 103 CE-, circunstancia que se explica y justifica por la 
condición de poder público de aquélla y su consiguiente singularización respecto 
de cualesquiera de los restantes sujetos de Derecho. Según dicho estatuto, la 
Administración pública en sentido estricto agota su giro o tráfico en el servicio 
con objetividad del interés general, es decir, en una actividad específica, la de 
administrar. Y, de otra parte, la nonna fundamental contempla la iniciativa públi-
ca en la actividad económica -artículo 128.2-, como una habilitación al poder 
público para desarrollar las mismas actividades de contenido económico que los 
sujetos ordinarios de derecho y ajustándose al estatuto común propio de éstos. 
Quiere decirse que dicha habilitación supone una excepción, por ampliación, a la 
actividad propia del poder público en su condición de tal y, por tanto y en su 
caso, de la Administración. La actividad económica de iniciativa pública no es, 
pues, la actividad de la Administración pública regUlada en el artículo 103 de la 
nonna fundamental 172 . 
Y si añadimos a esta última constatación que la Administración pública 
está configurada constitucionalmente sobre el dato de la heteronomía, al tener 
reservada en régimen de exclusividad el servicio con objetividad a los intereses 
generales con sometimiento pleno a la ley y al Derecho (art. 103.1 CE), es decir, 
que, de modo contrapuesto a las personas físicas y jurídicas de Derecho Privado, 
no es un sujeto autónomo portador de sus propios fines -como lo pone de relieve 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que niega a las personas jurídico-
públicas la posibilidad de ser titulares de derechos fundamentales que están 
ligados a la dignidad de la persona y al libre desarrollo de la personalidad 
(art. 10.1 CE)_173, se concluye que la posición en el Derecho de las organizacio-
172 Cfr. PAREJO ALFONSO. L.. Eficacia y Administración ...• cit .• pp. 35 Y 36 Y pp. 42-43. autor que resal-
ta cómo. a pesar de su relativización. no puede considerarse superada la distinción entre Estado y sociedad y DerechQ, 
Público y Privado. que surge históricamente con la emergencia del Estado moderno y llega a su cenit con el EstadQ i 
liberal de Derecho del siglo XIX. Distinción entre actividades de autoridad y actividades económicas estatales que,.! 
además. también está presente en el Derecho Comunitario a través de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la: 
Comunidad Europea. que. con el fin de garantizar las nonnas relativas a la libre competencia y evitar su defraudación 
por parte de los Estados miembros a través de simples calificaciones fonnales. ofrece un concepto sustantivo o mate-
rial de empresa. que identifica con el desarrollo organizado y unitario de una actividad de contenido económico. rela-
tivizando el dato de la personalidad jurídico-pública o jurídico-privada del Ente que desarrolla la actividad. 
173 Cfr. PAREJO ALFONSO. L.. op. últ. cit .• pp. 49 Y ss .• que cita la STC 64/1988. donde se declara que 
<<los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto 
activo y al Estado por sujeto pasivo en la medida en que tienden a reconocer y a proteger ámbitos de libertades Q 
prestaciones que los poderes públicos deben otorgar o facilitar a aquéllOS». De dicha doctrina se deduce. aSÍ. la 
importante consecuencia de que las personas jurídico-públicas no por actuar en régimen de Derecho Privado se ven 
investidas de la titularidad de derechos fundamentales. Sobre esta jurisprudencia constitucional. en detalle. VICEN-
TE DOMINGO. R. de. Los Entes instrumentales .... cit.. pp. 31-36. subraya la conclusión que arranca de la STC 
35/1983. que extendió la noción de poder público a «Televisión Española. Sociedad Anónima» -con entera inde-
pendencia de la forma de personificación empleada- y se reafirma en las SSTC 14/1986.18/1987.52/1994 Y 
161/1991: la utilización de un criterio funcional de poder público. cada vez que tiene la oportunidad de examinar 
92 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
nes administrativas es construible desde la noción del status específico conteni-
do en la nonna fundamental y no sobre la noción de libertad que define la situa-
ción en el ordenamiento de las personas jurídico-privadas 174. De ahí que sea 
dicho estatuto el determinante del Derecho aplicable a las personas jurídico-
públicas, más allá del mero dato formal de la atribución de personalidad jurídica 
o de plena capacidad jurídica pública o privada; estatuto cuyo rasgo definitorio 
es la persecución del interés general-artículo 103.1 CE- como una actividad 
que tiene los caracteres de pública e inaccesible para los sujetos ordinarios de 
Derecho; razón por la que la delimitación de las actividades públicas, al suponer 
la extracción de una materia o sector de la realidad del campo de autodetermina-
ción social de los sujetos ordinarios, precise de una suficiente cobertura en la 
nonna fundamental 175 . 
Consecuentemente, la actividad administrativa se justifica en nuestra nonna 
fundamental par la imposibilidad de una entrega de la efectividad de la ley a la 
acción espontánea de los sujetos ordinarios, por razón de la necesidad de una acción 
sistemática y continua precisamente de una organización al servicio de la colectivi-
dad para la realización de los fines señalados en el ordenamiento. Así lo pone de 
manifiesto el artículo 103.1 CE, al definir el estatuto de la Administración pública 
en su doble dimensión subjetiva -organización o sujeto- y objetiva -actuación-; 
organización y actividad se encuentran así en la Constitución unidas como dos pre-
supuestos necesarios e inescindibles para el cumplimiento del objetivo constitucio-
nal: la realización efectiva del interés general. De donde se deduce, a su vez, que la 
personalidad que se atribuye a la Administración es puramente instrumental, es 
decir, no trae causa de ningún sustrato sociológico directo o indirecto que pudiera 
prestar a aquélla unos fines propios e independientes de los fines fijados por las 
normas constitutivas de las distintas actividades administrativas 176. 
A partir de dichas premisas, las consecuencias de todo lo dicho sobre la 
capacidad jurídica de esa persona singular que es la Administración pública son 
evidentes. Porque, al estar configurada tal organización sobre el dato de la hete-
cuestiones relacionadas con entes públicos. o sociedades de ente público. o el simple y llano ejercicio de funciones 
públicas. que no pueden en modo alguno quedar reguladas por un estatuto jurídico privado. al menos exclusivamen-
te. pues la Administración pública no se rige precisamente por el principio de autonomía de la voluntad. sino que 
debe actuar con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho (art. 103.! CE). con interdicción expresa de la arbitrarie-
dad (art. 9.3 CE). 
174 En este sentido. MORELL OCAÑA. L.. La personificación y otorgamiento de status en el Derecho 
Administrativo .... cit.. pp. 973 Y ss .• quien indica que el Derecho Administrativo contemporáneo se construye y 
desenvuelve tomando como punto de apoyo la regulación de unas personas jurídicas detenninadas que quedan dota-
das por ello de un status peculiar. Por ello. el Derecho Positivo. lejos de otorgar a los sujetos una capacidad jurídica 
-entendida como la abstracta aptitud para tomar parte en la vida jurídica-o modula su capacidad de obrar estable-
ciendo características. restricciones o ampliaciones. según las circunstancias que concurren en cada caso. 
175 Así. PAREJO ALFONSO. L.. Eficacia ...• cit .• p. 65. 
176 Cfr. PAREJO ALFONSO. L.. Eficacia ...• cit.. pp. 66 Y ss. 
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ronomía, su capacidad jurídica está constituida por la atribución individualizada 
de potestades-competencia, en las que se identifican los intereses generales que 
justifican la existencia de la organización como tal, lo que aboca en la inexisten-
cia de una verdadera y propia libertad de elección de las formas organizativas y 
de acción por parte del poder público en general y de la Administración en parti-
cular 177. En consecuencia, el Estado no posee la capacidad jurídico-privada con 
la que están investidos los sujetos ordinarios de Derecho, por lo que tampoco 
posee la libertad para utilizar o servirse del Derecho Privado como si se tratara de 
uno de esos sujetos. Y, así, si la Administración únicamente puede ser jurídica-
mente en los términos que resultan de la Constitución y del resto del ordenamien-
to jurídico, aquélla puede realizar actividades privadas, que son las habilitadas 
para que actúe en las mismas condiciones que los sujetos ordinarios de Derecho 
(art. 128.2 CE), Y actividades públicas, que son las positivamente determinadas 
por la ConstitucIón o por la ley de acuerdo con ella 178 • 
Pues bien, las actividades públicas son potestades-funciones cuya naturaleza 
es distinta de las actividades desarrolladas por los sujetos ordinarios de Derecho y no 
accesibles a éstos. Ello es así, en efecto, por determinación del artículo 103.1 CE, 
que configura a la organización ya la actuación administrativa como aspectos -está-
tico o subjetivo y dinámico u objetivo- de una tnisma y única realidad o fenómeno; 
de ahí se deriva que la definición de una actividad como pública a través de la cons-
trucción y atribución de potestades-competencia determina de suyo la sujeción al 
régimen jurídico público predeterminado constitucionalmente en el doble orden 
organizativo y de actuación 179. Por todo ello, la potestad organizatoria del legislador 
se encuentra titnitada en punto a formas de organización y de actividad de la Adtni-
nistración pública al encontrarse vinculada aquélla por el orden constitucional. En 
definitiva, en el campo del giro o tráfico propio de la Administración -artícu-
lo 103.1 CE-, definido por la construcción y atribución de las correspondientes 
potestades-competencia, la ecuación sujeto adtninistrativo-Derecho Administrativo 
es perfecta, lo que equivale a afirmar que en la actividad consistente en adtninistrar 
nunca es aplicable el Derecho Privado, en tanto que el ámbito de aplicación de éste 
está circunscrito a los sujetos ordinarios y a las actividades privadas 180. 
En conclusión, carecen de cualquier fundamento los recelos 181 acerca de la 
posibilidad -pretendidamente abierta por el apartado dos, número 3, del artículo 103 
177 Vide PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 67 Y ss. 
178 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., op. últ. cit., pp. 77 Y ss. 
179 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., op. últ. cit., pp. 79 y 80. 
ISO Cfr. PAREJO ALFONSO, L., op. últ. cit., p. 80. 
ISI Puestos de relieve por PITA GRANDAL, A. M., La Agencia ... , cit., p. 371; a quien siguieron BAENA 
AGUILAR, A./HERRERA MOLINA, P. M./SERRANO ANTÓN, F., La Agencia Tributaria ... , cit., pp. 51-53. 
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de la Ley 31/1990- de que una sociedad mercantil constituida o participada por 
la AEAT desarrolle en todo o en parte el procedimiento de gestión tributaria, dado 
que el fin institucional de la AEAT comprende el ejercicio de funciones públicas, 
puestas de manifiesto a través de la atribución de una serie de potestades-competen-
cia exigentes de la aplicación de imperium, para cuya realización efectiva nuestro 
orden constitucional demanda, como acabamos de ver, que tanto la organización 
como la actividad mediante las cuales se cumple ese fin público, que además en el 
caso de la AEAT se encuentran constitucionalizado en el artÍCulo 31 de la norma 
fundamental, se sujeten a normas igualmente de Derecho Público. Pues, en el fondo, 
lo que sucede es que la capacidad jurídica de la Adtninistración, de cada Admlnistra-
ción, no está en la disposición de ésta, por lo que no puede incluir una potestad-com-
petencia para su autorredifinición y, consecuentemente, ampliación 182; fenómeno 
que justamente se produciría si se aceptara que una sociedad mercantil creada o par-
tiCipada por la ABAT pudiera ejercer las competencias que ellegisladol ha atribuido 
a esta última como ente de Derecho Público. Ahora bien, sentada la anterior conclu-
si6n, nada impide que determinadas funciones auxiliares o colaterales a la gestión 
tributaria -como las relativas, por ejemplo y según ya hemos visto, a la mecaniza-
ción de las tareas, confección de impresos y modelos adtninistrativos, publicidad o 
seguridad en las instalaciones- sean desarrolladas por sociedades mercantiles crea-
das o participadas por la AEAT 183. Ello es así porque es precisamente en el ámbito 
de las actividades auxiliares de las propiamente adtninistrativas, es decir, las logísti-
cas -suministro de servicios y obras para la propia Administración- y las de gestión 
de los propios bienes, donde cabe la posibilidad de la aplicación instrumental por la 
Administración del Derecho Privado 184. Pues, como ha destacado Parejo Alfonso, 
IS2 y' es que, como ha destacado PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 80 Y 81, «toda otra solución 
supondría el absurdo de que una persona de capacidad limitada y caracterizada por la vinculación a la legalidad 
como la Administración seria paradójicamente libre para desconocer los límites de su capacidad, desbordándolos sin 
reglas precisas y sobre la base de una supuestamente autopoderosa potestad de autoorganización». 
IS3 Según indica DELGADO PACHECO, A., La creación ... , cit., p. 1396. Aunque, de todos modos, añadi-
mos nosotros, es muy criticable la indeterminación de la que adolece el apartado dos, número 3, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, en cuanto al posible objeto social de esas sociedades mercantiles: mera vinculación con los fines y obje-
tivos de la AEAT. En este sentido, merece ser traída a colación la sentencia del Tribunal Supremo de 10 de octubre 
de 1989, comentada por VICENTE DOMINGO, R. de, Los entes instrumentales ... , cit., pp. 41 Y 42, en la que se 
anula el acuerdo municipal de creación de una sociedad anónima de capital íntegramente municipal por considerar, 
entre otros motivos, que era de «impreciso objeto socia!», lo que impedía justificar el interés público de la sociedad. 
184 Así, TRONCOSO REIGADA, A., Privatización, empresa pública y Constitución, ed. Marcial Pons, 
1997, pp. 144 Y 145, que no ve ningún obstáculo en que la AEAT «recurra al Derecho Privado para llevar a cabo 
una actividad instrumental, actividad, por cierto, que no forma parte de la reserva de Administración ( ... ) la Consti-
tución no prohíbe que la Administración, en su actividad instrumental, logística o de suministro, recurra al Derecho 
Privado o cree una sociedad mercantil. Por consiguiente, no consideramos que el artículo 103 de la Ley 31/1990, 
de 27 de diciembre, creadora de la Agencia, represente un claro caso de inconstitucionalidad». No obstante, este 
autor critica la indeterminación del precepto que permite a la AEAT crear o participar en sociedades mercantiles, 
pero también reconoce que «en los casos oscuros, lo más coherente con la defensa del principio democrático y de los 
principios de judicial self·restraint es mantener la legitimidad de la legislación». 
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en este caso «el Derecho Administrativo puede, en efecto, optar entre establecer un 
régimen propio para estas últimas actividades (en cuyo caso, su aplicación es inex-
cusable para la Administración) o no disponer nada al respecto. En este último 
supuesto forzoso resulta entender implícita (por conexión) en la capacidad jurídico-
pública la correspondiente capacidad jurídico-privada parcial indispensable para el 
desarrollo de la actividad pública por la Administración» 185. 
Todo ello sin perjuicio, no obstante, de que si la AEAT decidiera provisionarse 
de aquellos bienes y servicios estrictamente indispensables para el cumplimiento de 
su fin institucional a través de sociedades mercantiles 186 que, en cuanto tales, actua-
rían en el mercado como cualquier otro tipo de empresa cuyo objeto social fuera la 
dación de bienes similares a los consumidos por la AEAT, serían desde luego inme-
diatamente aplicables en el régimen jurídico de dichas sociedades las normas de 
Derecho Comunitario -artÍCulos 90 y 92 del Tratado de la Comunidad Económica 
Europea que ataften tantO a las empresas públiCas como a las privadas y que tratan 
de garantizar la existencia de la libre competencia y la igualdad de todos los sujetos 
que actúan en el mercado, comprendido dentro del ámbito territorial de los Estados 
miembros integrantes de la Comunidad Europea 187. Siendo ello así, las normas 
comunitarias, singularmente las que regulan el régimen de las ayudas públicas y las 
que aseguran la transparencia en las contrataciones, que vedan cualquier clase de 
medidas estatales que distorsionen la competencia 188, alcanzarían plenamente a esas 
185 Así, PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 81 Y 82, indicando, además, que esa utilización instrumen-
ta! por la Administración del Derecho Privado lo exige «tanto la imposibilidad del absurdo de la atribución de potestades-
competencias administrativas en condiciones que hacen impracticable su ejercicio, como la procedencia de la integración 
del Derecho Público exorbitante (especial) con el Derecho Privado común. Pero la razón última no es otra que la expuesta 
en el Derecho alemán por W. BROHM: para provisionarse de bienes y servicios no precisa la Administración de ninguna 
posición jurídica especial O exorbitante, por lo que --de no poder autoabastecerse o no proceder recurrir a mecanismos jurí-
dico-públicos de obtención (por ejemplo, expropiación)- dicha provisión debe quedar remitida justamente al mercado». 
186 Con lo cual resultaría de aplicación analógica el artículo 85 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases de Régimen Local, que prevé como forma privada de gestión directa de servicios públicos la que tiene lugar 
a través de sociedad mercantil. Pues, como ha señalado PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. l .• 
«Parte General», 7.' ed., ed. Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 483, la regulación de régimen local acerca de las formaB 
de gestión de los servicios públicos son aplicables a la Administración del Estado. Para un análisis de las fórmulas 
de gestión a través de entidades societarias en el ámbito local, vide MARTÍN MATEO, R., «Los servicios locales. 
Especial referencia a la prestación bajo fórmulas societarias», en Revista de Estudios de Administración Local y 
Autonómica. núm. 255-256, 1992, pp. 459 Y ss. 
187 Pues tales sociedades llenarían los requisitos de orden material señalados por el Tribunal de Justicia de 
las Comunidades Europeas, en su sentencia de 12 de julio de 1984, para determinar cuándo nos encontramos ante una 
empresa, en nuestro caso pública: a saber, en primer lugar, que la actividad desarrollada por los poderes públicos sea 
la de dación de bienes y servicios al mercado, sin interesar la forma jurídica asignada; y, en segundo lugar, es preciso 
que dicha actividad presente una influencia dominante de los poderes públicos, concepto este último que se entiende 
como comprensivo tanto del Estado como de los demás organismos públicos. Para el concepto de empresa pública y 
un análisis de la resolución citada, vide SERNA BILBAO, N. de la, La privatización ... , cit., pp. 243 Y ss. 
188 Sobre los regímenes de la competencia y de las ayudas públicas a que están sometidas las empresas públi-
cas de acuerdo con el Derecho Comunitarío, vide SERNA BILBAO, N. de la, La privatización ... , cit., pp. 255 Y ss., en 
cumplimiento del principio de neutralidad frente al sistema de propiedad pública o privada -articulo 222 del Tratado de 
la Comunidad Económica Europea-; sobre ello, vide, igualmente, ESCUIN PALOP, V., «Derecho Administrativo, 
Derecho Mercantil y Derecho Comunitario ... », cit., en AA.VV., Estudios de Derecho Mercantil ... , cit., pp. 1047 Y ss. 
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sociedades mercantiles creadas o participadas por la AEAT por el hecho de actuar en 
el tráfico mercantil en igual situación que los demás empresarios. 
Concurrencia, pues, con los demás empresarios que debe presidir todas aque-
llas actuaciones de la AEAT que excedan de su giro o tráfico jurídico público, con-
sistente en el ejercicio de las potestades-competencia de aplicación del sistema tri-
butario. Y concurrencia que, curiosamente y de modo a nuestro entender más que 
discutible, se ha querido excluir por el artÍCulo 58.dos de la reciente Ley 13/1996, 
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en la 
actividad de «desarrollo y venta de programas o aplicaciones informáticas destina-
dos a la generación por ordenador de declaraciones, declaraciones-liquidaciones y 
autoliquidaciones ajustadas a los modelos y características técnicas aprobadas por 
el Ministerio de Economía y Hacienda, así como el diseño, impresión, distribución 
y venta de los impresos»; pues en virtud del mencionado precepto, el desarrollo de 
esas actividades, cuando así se determine a través de una Orden del MinistrO de 
Economía y Hacienda, «corresponderá en exclusiva a la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, quien podrá realizar tales actividades directamente o por 
medio de contrato o Convenio» 189. Nos encontramos, como vemos, ante una autén-
tica reserva al sector público de actividades que, al menos en alguno de los supues-
tos mencionados -como singularmente la venta de programas informáticos para la 
realización de declaraciones-, tienen un genuino carácter empresarial. La reserva al 
sector público de actividades económicas o empresariales, que ciertamente el 
artículo 128.2 CE permite mediante ley para los recursos o servicios esenciales, 
expresa la tensión entre la libertad constitucional de acceso al ejercicio de este tipo 
de actividades (art. 38 CE) y las exigencias de interés general concretadas en ser-
vicios esenciales 190. Dicha posibilidad de reserva al sector público de recursos o 
servicios esenciales excepciona, además, la lógica de libre concurrencia propia de 
las actividades empresariales que se deriva del artÍCulo 90 del Tratado de la Comu-
nidad Económica Europea. Por esta razón, la reserva en régimen de monopolio o 
sobre la base de derechos exclusivos o especiales, debe venir amparada, según los 
órdenes constitucional y comunitario europeo, por razones de interés general; razo-
nes que toman cuerpo en los servicios de «interés económico general» de que habla 
189 Estableciéndose, además, en el artículo 58. tres de la citada Ley 1311996 un régimen sancionador. En 
efecto, de conformidad con este precepto: «La dislribución, venta o comercialización de los programas y aplicacio-
nes informáticas o de los impresos a que se refiere el apartado dos anterior, no mediando contrato o Convenio con la 
Agencia Es tatal de Administración Tributaría, será considerada infracción grave y sancionada con multa de 150.000 
a 1.000.000 de pesetas». 
190 En este sentido, PAREJO ALFONSO, L., Eficacia y Administración, cit., pp. 35-36. De manera que, 
como dice GlMENO FEUU, J. M., «Sistema económico y derecho a la libertad de empresa "versus" reservas al 
sector público de actividades económicas», en RAP, núm. 135, 1994, p. 151, el derecho constitucional de libertad de 
e~presa se erige como un límite infranqueable frente a una política generalizada de reservas de actividades econó-
1lIJ.cas en favor del sector público. 
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el artículo 90.2 del mencionado Tratado, y que suelen identificarse aproximada-
mente con lo que en Francia son los llamados servicios públicos industriales y 
comerciales: agua, energía, transportes, correos y telecomunicaciones. Todos ellos 
servicios públicos en los cuales la competencia se subordina al cumplimiento de la 
misión específica de dichas empresas 191. 
Siendo ello así, si la sustracción -como consecuencia de la reserva al sector 
público (art. 128.2 CE)- de áreas económicas a la dualidad de posibles y simultá-
neas intervenciones públicas y privadas tiene un marcado carácter excepcional 192 , 
parece cuando menos dudoso encontrar cuáles son las razones de interés general 
que justifican que el sector privado no pueda proceder a la distribución, venta o 
comercialización de los programas y aplicaciones informáticas destinados a la rea-
lización de declaraciones-liquidaciones que deben presentar los obligados tributa-
rios para el cumplimiento de su constitucional deber de contribuir 193. 
III. CONCLUSIÓN: LAAEAT ES UN ORGANISMO AUTÓNOMO, CON 
DEPENDENCIA INSTRUMENTAL DEL MINISTERIO DE 
ECONOMÍA Y HACIENDA, REGIDO BÁSICAMENTE EN SU 
ORGANIZACIÓN Y ACTIVIDAD POR EL DERECHO PÚBLICO 
La conclusión enunciada en el epífrafe que encabeza estas líneas se susten-
ta en el análisis anteriormente realizado de las normas que regulan la estructura y 
el funcionamiento de la AEAT; análisis que demuestra que es el Derecho Público 
el sector del ordenamiento que rige los aspectos más relevantes de dicha entidad, 
191 En este sentido, JIMÉNEZ-BLANCO, A., La ordenaci6n de la economía, en PAREJO ALFONSO, L. 
JIMÉNEZ-BLANCO, AJORTEGA ÁLV AREZ, L., Manual de Derecho Administrativo, 4.' ed., vol. 11, ed. Ariel, 
Barcelona, 1996 ,p. 161. 
192 Así, MARTíN-RETORTILLO BAQUER, S., Derecho Administrativo Econ6mico, ed. La Ley, Madrid. 
1988, p. 251; en este mismo sentido, GIMENO FELIU,J. M., Sistema econ6mico y derecho a la libertad de empre-
sa ... , cit., p. 174, afirmando que esa excepcionalidad se basa en que nuestra Constitución consagra un sistema de 
economía social de mercado en el que conviven, en régimen de igualdad, el sector público y el sector privado, y las 
reservas al sector público suponen justamente una mutación de la estructura concebida sobre el poder económico, 
debido al trasvase de recursos del sector privado al sector público. y es que, en el fondo, se sustituye la competencia 
por su polo antagónico: el monopolio. 
193 Sobre todo, cuando la interpretación del Tribunal Constitucional sobre qué sean los «recursos o servi-
cios esenciales» del artículo 128.2 CE se conecta bien con los recursos naturales -aguas, bosques, minas, etc.- o con 
actividades industriales o mercantiles de las que se deriven prestaciones vitales o necesarias para la vida de la comu-
nidad (SSTC 111981 y 26/1981). (Vide, para esta jurisprudencia MARTíN RETORTILLO, S., Derecho Administra-
tivo Econ6mico, t. l., cit., pp. 253 Y ss.). y si, finalmente, se pretende llevar a efecto la reserva de sector público 
comentada a través de la Orden ministerial de que habla el artículo 58. dos de la Ley 13/1996, no se olvide, comO 
subraya GIMENO FELIU, J. M., Sistema econ6mico y derecho a la libertad de empresa ... , cit., p. 165, que los par-
ticulares pueden oponer al legislador su derecho subjetivo a la libertad de empresa, siempre y cuando la medida de 
intervención estatal no esté amparada en la satisfacción del interés general o dicha medida sea desproporcionada 
afectando al contenido esencial de la libertad de empresa. 
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• que por ello sería encuadrable dentro de la categoría que la reciente LOFAGE 
, -en su artículo 45- denomina organismos autónomos: entes instrumentales cuya 
organización y actividad disciplinan normas jurídico-públicas. 
En efecto, la atribución de personalidad jurídica a la AEAT convierte, en 
, primer lugar, a este ente de Derecho Público -como sucede en cualquier otro 
ejemplo de Administración instrumental- en centro de imputación de las relacio-
nes jurídicas -en suma, de derechos y obligaciones- que pueda entablar con ter-
ceros, lo que redunda indudablemente en la agilización de la gestión; y, en segun-
do lugar, dicha atribución constituye el pretexto para conferir a la AEAT un 
estatuto singular, más flexible, respecto del que rige la organización y el funcio-
namiento de la Administración General del Estado, con el fin de que aquélla 
pueda conseguir los fines que el ordenamiento le ha encomendado con un grado 
mayor de eficacia. 
En esta misma línea, la afirmación de la exposición de motivos de la dero-
gada LEEA, en el sentido de que «aun en los casos en que dichas entidades (insti-
tucionales) gozan de personalidad distinta del Estado, no se trata de personas inde-
pendientes del mismo», sigue desde luego teniendo plena vigencia en el caso de la 
ABAT. Pues, si bien se mira, la relación de instrumentalidad que une al Ministerio 
de Economía y Hacienda con la AEAT asegura en buena medida que el cumpli-
miento del fin institucional de esta última no quede completamente desvinculado 
de la dirección política que imprima el titular del citado Ministerio; ello se consi-
gue a través del libre nombramiento y remoción del personal directivo de laAEAT, 
que es el mecanismo jurídico más efectivo en orden a garantizar la «corriente de 
fidelidad» entre el ente matriz y el ente institucional, lo que excluye a radice la 
consideración de la AEAT como Administración independiente. 
Por otro lado, en cuanto a los medios personales de los que se vale la AEAT 
para el cumplimiento de sus fines, debemos destacar que, aun cuando el artícu-
lo 103 de la Ley 31/ 1990 admite la doble condición funcionarial y laboral de 
dicho personal-circunstancia, por lo demás, legitimada por la STC 99/1987-, lo 
cierto es que queda debidamente garantizado que la realización de funciones 
públicas esté a cargo de un personal sujeto a un estatuto funcionarial, acatando así 
la doctrina contenida en la sentencia citada. Y es que, en realidad, las especialida-
des que a este respecto presenta el estatuto singular de la AEAT se circunscriben, 
exclusivamente, a los aspectos gerenciales de la función pública -competencia de 
la AEAT para elaborar y aprobar sus propias relaciones de puestos de trabajo, 
es~blecimiento del régimen de acceso a las especialidades y escalas que se le ads-
cnben, etc-o Aspectos estos últimos ciertamente de gran relevancia para que la 
AEAT pueda desarrollar un política de personal autónoma y eficaz por atender en 
mayor medida a las necesidades reales de la organización, pero que no afectan al 
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desempeño de la función tributaria, porque nada sustancial dicen respecto al Esta-
tuto del personal funcionario de la AEAT, que se rige por las mismas normas que 
aquel personal que presta sus servicios en la Administración General del Estado. 
Asimismo, el régimen presupuestario de la AEAT manifiesta, de un lado, la 
plena integración de este organismo en la Administración pública y, de otro, res-
peta los principios presupuestarios constitucionalizados en el artículo 134 de la 
norma fundamental. De este modo, para empezar, la estructura del presupuesto 
de la AEAT se adapta a los criterios que el Ministro de Economía y Hacienda 
aprueba anualmente de acuerdo con lo previsto en el artículo 52 LGP: estructura 
que, además, se pliega a los mismos criterios señalados para la Administración 
General del Estado y sus organismos autónomos, haciendo posible la consolida-
ción del presupuesto de la AEAT con la de estos últimos; lo que resulta completa-
mente lógico, si se tiene presente que la AEAT, como consecuencia de la natura-
leza de su fin instituciOnal, no debe elaborar los Programas de Actuación, 
Inversión y Financiación, previstos para las sociedades estatales que cuentan con 
presupuestos de explotación y capital, al realizar actividades comerciales e indus-
triales dentro de la dinámica propia del mercado. Igualmente, y a diferencia de 
las sociedades estatales y entes públicos en general que realizan actividades 
empresariales, la aprobación que realiza el Parlamento del presupuesto de la 
AEAT comprende la totalidad de los gastos que en el ejercicio puede realizar este 
Eente público, por lo que el principio constitucional de unidad presupuestaria se 
encuentra totalmente satisfecho (art. 134.2 CE); ello es así pese a que el Estatuto 
singular de la AEAT prevea la controvertida transferencia procedente de un por-
centaje de la recaudación obtenida, pues tal transferencia no es expresión sino de 
un crédito ampliable que, como tal, ha de estar taxativamente contemplado en la 
Ley anual de Presupuestos Generales del Estado. Por fin, tanto la intervención 
del Tesoro Público en la ejecución del presupuesto de la AEAT como el control 
financiero a cargo de la Intervención Delegada en la AEAT de la Intervención 
General de la Administración del Estado -unido, además, al control externo que 
ejerce el Tribunal de Cuentas sobre la actividad financiera de aquélla-, garanti-
zan convenientemente la sujeción al principio de legalidad presupuestaria de las 
actuaciones de la AEAT, con lo que se demuestra la improcedencia de cualquier 
acusación de «huida del Derecho Público» en esta materia. 
«Huida del Derecho Público» que, por otra parte, pretendidamente también se 
producía en otra de las funciones logísticas o mediales desplegadas por la AEAT, 
cual es la contratación que ésta lleva a cabo para provisionarse de los bienes y servi-
cios indispensables para el funcionamiento cotidiano de la organización. Pues bien, 
si la inicial sumisión de dicha contratación al Derecho Privado podía seguramente 
ser contrarrestada con eficacia mediante las disposiciones de Derecho Comunitario 
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o los propios principios constitucionales adecuadamente manejados por la jurispru-
dencia -a través de técnicas sobradamente conocidas como la de los actos separa-
bles-, tras la aprobación de la Ley 13/1995, de Contratación de las Administracio-
nes Públicas, el debate sobre una sedicente «huida al Derecho Privado» en la 
contratación de la AEAT ha perdido todo interés, habida cuenta de la aplicación 
plena de la Ley 13/1995 a los contratos suscritos por aquélla. 
Por fin, tanto el régimen de los bienes patrimoniales -propios y adscritos-
y dominiales de la AEAT, como las normas por las que se regula la responsabili-
dad patrimonial en que aquélla pueda incurrir en el ejercicio de sus funciones, se 
inscriben en el Derecho Público. y también este sector del ordenamiento es el 
que disciplina, como no podía ser menos, el cumplimiento del fin institucional de 
la AEAT: desarrollar las actuaciones administrativas necesarias para que el siste-
ma tributario estatal y el aduanero se apliquen con generalidad y eficacia a todos 
los obligados tributarios. Pín institucional cuya satisfacción no puede ser enco-
mendada a sociedades mercantiles constituidas o participadas por la AEAT, ya 
que de nuestro orden constitucional son deducibles ciertas exigencias bien preci-
sas que limitan la potestad organizatoria del legislador y también la de los entes 
públicos, y que impedirían que se confiriera a un sujeto privado la realización de 
la función tributaria; ello sin perjuicio de que tales sociedades mercantiles estu-
vieran a cargo de funciones auxiliares o colaterales -en ningún caso, eso sí, que 
implicaran ejercicio de autoridad- a la aplicación de los tributos y que las mis-
mas respetaran, lógicamente, las normas comunitarias referidas a la libre compe-
tencia de los sujetos que actúan en el mercado. 
IV. LA AEAT COMO ÓRGANO DE COLABORACIÓN ENTRE LA 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA CENTRAL Y LAS ADMI-
NISTRACIONES TRIBUTARIAS DE LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS Y LAS CORPORACIONES LOCALES; EN ESPECIAL, 
LÍMITES Y POSIBILIDADES DE UNA «ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA INTEGRADA» 
A) INTRODUCCIÓN 
Para tener una imagen completa de la organización y el régimen jurídico de 
la AEAT, es preciso definir la posición institucional de esta entidad dentro del 
complejo sistema de relaciones de coordinación y de cooperación que el ordena-
miento prevé entre la Administración tributaria central -de la cual la propia 
AEAT es parte significada- y las Administraciones tributarias de las Comunida-
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des Autónomas y las Corporaciones locales. Este análisis tiene como punto de 
referencia fundamental el apartado uno, número 5, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, que encomienda a la AEAT «desarrollar los mecanismos de coordi-
nación y colaboración con las instituciones comunitarias, las Administraciones 
tributarias de los países miembros de la Comunidad Económica Europea y con 
las otras Administraciones tributarias nacionales o extranjeras que resulten nece-
sarios para una eficaz gestión de los sistemas tributarios nacional y aduanero en 
su conjunto». 
El análisis que nos proponemos debe tener presente un dato elemental de 
carácter general, pero no por ello menos importante, cual es el de la exigencia de 
orden constitucional, que incumbe a la AEAT como parte de la Administración 
central, consistente en que todas las actuaciones de dicha organización seinspj-
ren en el principio de colaboración. Un principio que, aun cuando no explícita-
mente dispuesto en la Constitución, ha sido considerado por el Tribunal ConstItu-
cional «implícito en la propia esencia de la forma de organización territorial del 
Estado que se implanta en la Constitución y que, por ello, no es menester justifi-
car en preceptos concretos» (STC 18/1982, F.J. 14). Su misión general, en térmi-
nos semejantes a la que desempeña el principio de la «Bundestreue» o lealtad 
federal en la República Federal de Alemania, es la de presidir el entero sistema de 
relaciones que se establece entre las diversas instancias en el ejercicio de sus 
poderes e inspirar la actitud que deben mantener todas ellas en su relación reCÍ-
proca, constituyendo una especie de «ética institucional objetivizada» de la que 
nacen ciertas obligaciones y deberes respecto de la actitud y el comportamiento 
de las distintas instancias de gobierno en su trato mutuo 194. 
Pues bien, interesa definir, como decimos, la posición institucional de 
la AEAT en orden a actualizar ese mandato general de colaboración a través del 
examen de los distintos mecanismos jurídicos previstos a tal fin en el ordena-
miento. Para ello, analizaremos en primer lugar la capacidad jurídica de la AEAT 
para suscribir Convenios de colaboración con las otras Administraciones tributa-
rias territoriales. Asimismo, a continuación, nos detendremos en el examen de la 
naturaleza y de las funciones de la Comisión Mixta de Coordinación de la Ges-
tión Tributaria y de los Consejos Territoriales de Dirección de la Gestión Tributa-
ria; órganos que, integrados en la estructura de la AEAT, han sido recientemente 
creados por los artículos 33 y 34, respectivamente, de la Ley 14/1996, de 30 de 
diciembre, de cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas Y de 
194 Cfr. ALBERTI ROVIRA. E .• «Relaciones entre las Administraciones públicas». en AA.W. (dir. 
LEGUINA VILLA. J./SÁNCHEZ MORÓN, M.). La nueva Ley de Régimen Jurídico de las AdministracioneS 
Públicas . ..• cit.. p. 43. 
102 
ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LA AGENCIA ESTATAL .... 
IIledidas fiscales complementarias. Dichos órganos han venido a sustituir, aunque 
teniendo parecidas funciones, a los órganos de participación de las Comunidades 
Autónomas en la AEAT para la gestión del IRPF, que estaban previstos en el 
apartado tres bis del artículo 103 de la Ley 31/1990, que fue añadido, como se 
sabe, por el apartado tres del artículo 103 de la Ley 21/1993, de 29 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para 1994 -apartado hoy derogado por el 
artículo 35 de la citada Ley 14/1996-, con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo 
del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 7 de octubre de 1993, que a su vez 
estableció la participación de las Comunidades Autónomas en el 15 por 100 de la 
recaudación obtenida por el IRPF en sus respectivos ámbitos territoriales. 
Finalmente, y de modo muy especial, examinaremos las posibilidades jurí-
dicas de llevar a la práctica la propuesta recientemente formulada -en el marco 
de una reforma sustancial, inspirada en el principio de la corresponsabilidad fis-
~al, del sistema vigente de financiación autonómica 19L de creación de una 
«Administración tributaria integrada», que se configuraría como una especie de 
Administración mixta, al estar participada y codirigida por representantes de la 
Administración tributaria central y de las Comunidades Autónomas, para la ges-
tión conjunta de los sistemas tributarios de ambos niveles de gobierno territorial. 
B) LA CAPACIDAD DE LAAEAT PARA SUSCRIBIR CONVENIOS 
CON OTRAS ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS 
Uno de los principales instrumentos que debe dar cauce a la colaboración 
entre la instancia central y las Comunidades Autónomas y las Corporaciones 
Locales son los convenios, cuya regulación se encuentra recogida en el artículo 6 
de la LRJAP y PAC 196. La capacidad jurídica de la AEAT para celebrar con-
venios deriva del ya citado apartado uno, número 5, del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, que, como ya nos consta, atribuye a la AEAT, «en el ámbito de sus 
~ompetencias, desarrollar los mecanismos de coordinación y colaboración (oo.) 
~on otras Administraciones nacionales o extranjeras para una eficaz gestión de 
los sistemas tributarios nacional y aduanero en su conjunto». Como consecuencia 
de estos convenios, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado uno, número 2, 
del último precepto citado, a la AEAT se le puede encomendar la gestión de 
«recursos de otras Administraciones Públicas nacionales y de las Comunidades 
195 Nos referimos a AA.VV .• «Informe sobre el actual sistema de financiación autonómica y sus proble-
mas», op., cit. 
196 Prec t . N ~p o que por pnmera vez. c?mo ha señalado ALBERTI ROVIRA. E .. Relaciones . ..• cit .• en LEGUI-
A VILLA. J/SANCHEZ MORÓN. M (D1r.). La nueva Ley ...• cit.. pp. 62 Y 63. institucionaliza esta figura, otor-
gándole unos perfiles más claros y seguros. 
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Europeas». En el ámbito específico de la gestión recaudatoria, el artículo 4.6 del 
mismo RGR dispone que «La Agencia Estatal de Administración Tributaria reali-
zará las actuaciones de colaboración en la gestión recaudatoria propia de otras 
Administraciones Públicas que establezcan las leyes. En su caso, la Agencia esta-
blecerá los procedimientos para llevar a cabo dichas actuaciones» 197. 
Ahora bien, los convenios que suscriba la AEAT no pueden suponer «la renun-
cia a las competencias propias de las Administraciones intervinientes» 198, como se 
encarga de recordar el artículo 8.1 de la LRJAP y PAC, que expresa el principio de 
indisponibilidad de las competencias (STC 96/1986, EJ. 3). Renuncia que cabría 
plantearse si se está produciendo, de hecho, en bastantes de los numerosos convenios 
de prestación de servicios suscritos entre la AEAT y varias Comunidades Autónomas 
en materia de recaudación en vía ejecutiva de los ingresos de Derecho Público pro-
pios de estas últimas; en la medida en que el artículo 19.1 de la Ley Orgánica 8/1980, 
de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOpCA) y 
los correspondientes Estatutos de Autonomía atribuyen a las Comunidades Autóno-
mas la función recaudatoria de sus propios tributos y dichos convenios, pese a esta-
blecer períodos de vigencia anuales, quedan prorrogados tácitamente salvo denuncia 
expresa de alguna de las partes intervinientes en los mismos 199. La renuncia, en fin, 
tendría lugar a través del expediente previsto en el artículo 4.3 del RGR, según el cual 
«La Agencia Estatal de Administración Tributaria se encargará de la gestión recauda-
toria de los recursos de Derecho Público de otras Administraciones Públicas naciona-
les cuando dicha gestión se le encomiende en virtud de Ley o por convenio» . 
Precisamente por ello, para evitar los posibles problemas que puede plantear el 
recurso generalizado a la vía convencional desde el punto de vista del principio de 
irrenunciabilidad de las competencias, parece conveniente ensayar algún mecanismo 
197 Para dar una idea de la importancia de esta fónnula de colaboración vide AGENOA TRIBUTARIA. 
Balance de Gestión. Año 1994, Madrid. 1995. p. 45, donde se puede ver que el importe total del cargo a recaudar por 
la AEAT en vía ejecutiva correspondiente a deudas de otros entes públicos. que se obtiene de agregar a lo emitido en 
el año el importe pendiente del ejercicio anterior. ascendió a 184.746 millones de pesetas, es decir, cerca del 15 
por 100 del cargo total. 
198 Como destaca ALBERT! ROVIRA, E., Relaciones ... , cit., en LEGUINA VILLA, J/SÁNCHEZ 
MORÓN, M., La nueva Ley ... , cit., pp. 63 Y 64,las partes intervinientes en los convenios «no podrán adquirir más 
poderes que aquéllos que les asigna el bloque de constitucionalidad, ni podrán renunciar a los propios en beneficio 
de otra instancia. La alteración de la distribución constitucional y estatutaria de competencias juega, en definitiva, 
como un límite absoluto de la capacidad de las partes para actuar, y, consiguientemente, también para actuar median-
te contrato. Los convenios, pues, no pueden tener por función la modificación de la distribución de competencias». 
199 A título meramente ejemplificativo, podemos citar el convenio de prestación de servicios, suscrito el 25 
de enero de 1993, entre la AEATy la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de recaudación en vía ejecutiva 
de los ingresos de Derecho Público propios de dicha Comunidad. En este convenio las partes reconocen, pese a 
todo, que «La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, atribu-
ye a las mismas la competencia en materia de recaudación de sus propios tributos ( ... ) sin perjuicio de la colabora-
ción que pueda establecerse con la Administración Tributaria del Estado. Dicha competencia también queda atri-
buida a la Comunidad Autónoma de Aragón por el artículo 60 de su Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley 
Orgánica 8/1982, de 10 de agosto». 
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de colaboración que, al tiempo que involucre más directamente a las Comunidades 
Autónomas y a las Corporaciones Locales en la administración de los tributos, sea 
plenamente respetuoso con el orden competencial establecido tanto en la norma fun-
damental como en el bloque de la constitucionalidad. Justamente en esta línea se en-
marcan los órganos de participación que son objeto de estudio en el siguiente epígrafe. 
C) LOS ÓRGANOS DE PARTICIPACIÓN DE LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS EN LA GESTIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA CENTRAL 
Como resultado del Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 7 de 
octubre de 1993, sobre procedimiento para la aplicación de la corresponsabilidad fis-
cal. el artículo 95 de la Ley 21/1993. de 29 de diciembre. de Presupuestos Generales 
del Estado para 1994, atribuyó a las Comunidades Autónomas la competencia sobre el 
15 por 100 del rendimiento procedente de la recaudación obtenida por el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas en cada territorio autonómico 200. En ese mismo 
Acuerdo se convino una medida seguramente complementaria de la anterior: la parti-
cipación de las Comunidades Autónomas en la AEAT para la gestión del citado 
impuesto, lo que se tradujo en la introducción por el apartado tres del artículo 103 de 
la citada Ley 21/1993 de un nuevo apartado --el tres bis- en el artículo 103 de la Ley 
31/1990. De esta manera, por medio de esa modificación se crearon los órganos de 
participación de las Comunidades Autónomas en la gestión del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, que se constituyen a nivel central por una comisión 
mixta y a nivel territorial por un órgano de relación por cada Comunidad Autónoma 
200 Medida criticada por ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Tributos propios y recargos de las Comunidades Autó-
nomas», en Documentación Administrativa, núm. 232-233, octubre 1992/marzo 1993, pp. 486-487, ya que, por un 
lado, violenta la variable de esfuerzo fiscal al tratarla aisladamente, ya que esa es una de las variables presentes, 
entre otras, en el artículo 13.1 b) de la LOFCA, a efectos del cálculo de la participación de las Comunidades Autó-
nomas en la recaudación de los impuestos estatales no cedidos; de otra parte, la medida no es satisfactoria desde el 
punto de vista de la corresponsabilización de las Comunidades Autónomas en la obtención de los recursos necesa-
rios para atender sus crecientes necesidades financieras; también es crítico HUCHA CELADOR, F. de la., «Refle-
xiones sobre la financiación de las Comunidades Autónomas en la Constitución Española», en Documentación 
Administrativa, núm. 232-233, octubre 1992/marzo 1993, p. 453, puesto que no es lógico ligar corresponsabilidad 
fiscal y territorialización de los ingresos tributarios sin hacer referencia a la asunción de competencias nonnativas 
autonómicas sobre los recursos generados en su territorio. En términos similares, RAMALLO MASSANET, J., 
«Contenido, instrumentos y límites de la corresponsabilidad fIscal, en Autonomies», Revista Catalana de Derecho 
Público, núm. 20,1995, pp. 20 Y 21, que señala que «a partir de este momento la corresponsabilidad fiscal deja de 
ser entendida como participación en la toma de decisiones y por lo tanto como instrumento vinculado al principio de 
autonomía». Referencias a las etapas que ha atravesado el proceso de financiación autonómica y, más en particular, 
al Acuerdo, al que aludimos en el texto, tomado por el Consejo de Política Fiscal y Financiera en RAMALLO MAS-
SANET, J./ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Sistemas y modelos de financiación autonómica», en Perspectivas del Siste-
ma Financiero, núm. 15,1995, pp. 9 y ss.; más notas críticas al repetido Acuerdo en ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Los 
recursos de las Comunidades Autónomas», en Cuadernos y Debates, Serie minar, núm. 8, Centro de Estudios Cons-
titucionales, Madrid, 1996. 
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de régimen común 201. Y tales órganos, finalmente, han sido sustituidos por los ya 
mencionados Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria y los Conse-
jos Territoriales de Dirección para la Gestión Tributaria. Estos últimos órganos, que 
cumplen una función similar a los anteriores órganos de participación regulados en la 
Ley 21/1993, han sido introducidos por los artículos 33 y 34, respectivamente, de la 
Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de Cesión de Tributos del Estado a las Comunida-
des Autónomas y de Medidas Fiscales Complementarias; al tiempo que el artículo 35 
de esta Ley deroga el artículo tres bis que fue introducido en el Estatuto de la AEAT 
por la ya citada Ley 21/1993. Con ello se da cumplimiento al Acuerdo del Consejo de 
Política Fiscal y Financiera de 23 de septiembre de 1996, que como se sabe establece 
un nuevo modelo de financiación de las Comunidades Autónomas para el quinquenio 
1997-2001 y ha plasmado en la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, de Modifi-
cación Parcial de la LOFCAy en la ya mencionada Ley 14/1996, de Cesión de Tribu-
tos del Estado a las Comunidades Autónomas. 
Pues bien, de la lectura de los artículos 33 y 34 de la Ley 14/1996 se dedu-
ce sin dificultades que nos encontramos ante un órgano mixto de carácter delibe-
rante y consultivo, que podría ser incluido dentro de la categoría constituida por 
las Conferencias Sectoriales 202, actualmente reguladas en el artículo 5 de la 
LRJAP y PAC y anteriormente previstas en el artículo 4 de la Ley de Proceso 
Autonómico, también como instrumentos al servicio de la colaboración entre la 
Administración Central y las de las Comunidades Autónomas. 
En efecto, estos órganos de participación, según los citados artículos 33 y 34 de 
la Ley 14/1996, carecen de cualquier tipo de competencia decisoria, toda vez que las 
funciones de aquella Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria 
-dependiente directamente del Presidente de la AEAT e integrada por seis represen-
tantes de la AEAT, dos de los demás centros dependientes de la Secretaría de Estado 
de Hacienda y por un representante de cada una de las quince Comunidades Autóno-
mas de régimen común- se limitan a «realizar los estudios que resulten procedentes 
para una adecuada articulación estructural y funcional del régimen autonómico con el 
marco fiscal estatal y elaborar criterios generales de armonización de las políticas 
normativas del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de los demás tributos cedidos y de las relati-
vas a su gestión»; «diseñar la política general de gestión del Impuesto sobre la Renta 
201 Medida en cierto modo ligada, como ha visto RAMALLO MASSANET. J .• Contenido. instrumentos ... , 
cit.. p. 19. a la corresponsabilidad desde el punto de vista de la competencia para la gestión o administración de los 
impuestos «aunque con resultados prácticos desconocidos». 
202 En este sentido. ZORNOZA PÉREZ. 1. J .• Corresponsabilidadfiscal .... cit.. p. 2010. 
Sobre el significado y las funciones de las Conferencias Sectoriales. vide MUÑOZ MACHADO. S .• Dere-
cho Público de las Comunidades Autónomas. t. l.. ed. Cívitas. Madrid. 1982. pp. 225-228; ALBERT! ROVIRA. E .• 
Relaciones .... cit.. en LEGUINA VILLA. J./SÁNCHEZ MORÓN. M. (Dir.). La nueva Ley .... cit.. pp. 59-62. 
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de las Personas Físicas» y «establecer criterios uniformes de actuación, así como para 
la coordinación gestora e intercambio de información» entre las Haciendas de las 
Comunidades Autónomas y de la Administración Central 203. A dichas competencias 
ha sumado el artículo 32 de la, «Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fisca-
les,Administrativas y del Orden Social -por el que se modifican los artículos 33 y 34 
de la Ley 14/1996- la de «analizar e informar los anteproyectos de Ley que modifi-
quen la regulación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de los demás 
tributos cedidos. A estos efectos, la Administración General del Estado y las Autonó-
micas se comunicarán mutuamente, por intermedio de la Secretaría Técnica Perma-
nente de la Comisión y con la suficiente antelación, los referidos anteproyectos». 
Por su parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 34 de la 
Ley 14/1996, existirán, integrados en la estructura de la correspondiente Delega-
ción Especial de la AEAT, los Consejos Territoriales de Dirección para la Gestión 
Tributaria, que estarán integrados por tres representantes de la AEAT y dos de la 
respectiva Comunidad Autónoma; un representante de la AEAT será el Delegado 
especial de la misma, quien presidirá el Consejo Territorial. Las atribuciones de 
esos Consejos son similares, pero a nivel territorial, a las que desempeña la Comi-
sión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria. 
Estamos, pues, ante órganos mixtos, que sirven como plataformas de encuen-
tro entre las Administraciones Central y de las Comunidades Autónomas para el 
estudio, análisis, informe o diseño de políticas que resultan de común interés en este 
sector de la actuación pública 204 y de los que constituye un supuesto paradigmático 
en el ámbito financiero el Consejo de Política Fiscal y Financiera creado por el 
artículo 3 de la LOFCA 205. Pero órganos mixtos que, en fin, con entera independen-
cia de su valor como instrumentos al servicio de la colaboración y la coordinación, 
no pueden sustituir a los órganos propios de la AEAT en el ejercicio de sus compe-
tencias ni sus decisiones pueden anular las facultades decisorias de estos útimos 206; 
coherentemente con la naturaleza de esos órganos se ha creado por Orden ministe-
rial de 4 de abril de 1997 la Dirección Adjunta de Relaciones con las Comunidades 
203 Unas funciones consultivas y deliberantes que son prácticamente calcadas de las que ostentaban los 
desaparecidos órganos de participación de las Comunidades Autónomas en la gestión del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (apartado tres bis del artículo 103 de la Ley 31/1990. en la redacción dada por la Ley 2111993). 
Con la diferencia de que tales funciones se circunscribían, exclusivamente. al ámbito de la gestión del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y ahora los órganos creados por la Ley 14/1996. de Cesión de Tributos del 
Estado, han ampliado sus cometidos a todo el elenco de tributos cedidos para cuya elaboración y articulación habrá 
de escucharse la voz de las Comunidades Autónomas. cumpliendo así su función típica de plataforma de encuentro. 
204 Así. ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Corresponsabilidad fiscal .. .• cit.. p. 4011. 
205 Ya tempranamente era calificado este Consejo como Conferencia Sectorial por MUÑoz MACHADO, S .• 
Derecho Público .... t. l.. cit .• p. 227; también ALBERTI ROVIRA. E., «Las relaciones de colaboración entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas». en REDC, núm. 14. 1985. p. 150. 
206 En este sentido. y desde una perspectiva general. MUÑOZ MACHADO. S .• Derecho Público .... t.1.. cit.. 
p. 226. al señalar que en las Conferencias Sectoriales se salvan <<las facultades decisorias sin peljuicio de que se coordinen. 
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Autónomas y Corresponsabilidad Fiscal; una dirección que depende del Director 
general de la AEAT para desarrollar las funciones previstas en los artículos 33 y 34 
de la Ley 14/1996; por lo demás, el Director adjunto será nombrado por Resolución 
del Presidente de la AEAT a propuesta conjunta del Director general de la AEAT y 
del de Coordinación con las Haciendas Territoriales. Y es que los órganos de partici-
pación de las Comunidades Autónomas en la Administración Tributaria Central se 
adscriben dentro de la categoría de las Conferencias Sectoriales de Participación W7, 
en las que una instancia -en este caso la central- da entrada a otras -las Comunida-
des Autónomas- en el proceso de decisión de sus propias competencias, pero respe-
tando en todo caso el principio de indisponibilidad de las mismas, formulado por el 
Tribunal Constitucional, entre otras, en la STC 76/1983, precisamente en relación a 
los límites expresos de estos órganos que no pueden sustituir las facultades deciso-
rias de las instancias competentes. 
En el fondo, a través de estOs órganos de partiCipación de las Comunidades 
Autónomas de lo que se trata -al igual que en otras Conferencias Sectoriales de 
Participación- es de integrar a aquéllas en un proceso de decisión que, aún 
moviéndose en el ámbito de competencias de la AEAT, afecta a un interés auto-
nómico, como sin duda lo es -por mencionar un supuesto bien significativo- la 
competencia sobre la gestión de un tributo, como el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, sobre el que se les atribuye un porcentaje de recaudación territo-
rializada e incluso ciertas competencias normativas. En el bien entendido que la 
apertura de la AEAT a la participación de las Comunidades Autónomas en el ejer-
cicio de las competencias de la primera no altera un ápice el régimen de los acuer-
dos que se adopten en esos órganos de participación; pues estos acuerdos no 
sobrepasarán en ningún caso el mero carácter consultivo y la decisión final per-
manece en manos de la instancia competente por cuanto, de admitirse lo contra-
rio, se estaría atentando al principio de indisponibilidad sobre las competencias. 
D) LÍMITES Y POSIBILIDADES DE UNA HIPOTÉTICA 
«ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA INTEGRADA» 
Como anunciamos al comienzo de este epígrafe, dentro del contexto de una pro-
puesta de reforma sustancial del sistema de financiación de las Comunidades Autóno-
Los actos de ejecución de lo acordado son imputables íntegramente a los territorios responsables»; ALBERT! ROVIRA, 
E., Relaciones ... , cit., en LEGUINA VILLA, JJSÁNCHEZ MORÓN, M. (dir.) , La nueva Ley .. . ,cit., p. 59, destaca el 
carácter exclusivamente deliberante y consultivo de estos órganos mixtos que constituyen las Conferencias Sectoriales. 
207 Cfr. ZORNOZA PÉREz, J. J., Corresponsabilidad ... , cit., p. 4012. 
Siguiendo la clasificación de ALBERT! ROVIRA, E., Relaciones . .. , cit., pp. 59 y ss., tenemos a las Conferencias 
Sectoriales de Participación frente, por un lado, a las Conferencias de mera deliberación, consulta o análisis y, de otro, a 
las Conferencias de coordinación en las que la Administración Central aparece investida de una competencia coordinado-
ra que la habilita para imponer unilateralmente a las Comunidades Autónomas determinados métodos de actuación. 
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mas en los términos formulados por el Grupo de Estudio constituido a instancias del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera 208, debemos hacer referencia al proyecto que 
allí se contiene sobre la llamada «Administración Tributaria Integrada»: una organi-
zación de naturaleza mixta, en la que estarían representadas sin establecer ninguna 
relación de dependencia, es decir, en pie de igualdad, tanto la Administración tributa-
ria Central como las propias de las Comunidades Autónomas, y cuya función sería la 
gestión de los tributos que integran ambos niveles de Hacienda Territorial 209. Esta 
propuesta, seguramente debido a las urgencias que han presidido el proceso de elabo-
ración del nuevo modelo de financiación autonómica para el quinquenio 1997-200 1, 
no ha sido discutida ni desde luego se ha llevado a la práctica en los Acuerdos del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de 23 de septiembre de 1996, con toda proba-
bilidad por razón de los indudables problemas técnicos e incluso, como enseguida 
veremos, de orden jurídico constitucional que en sí misma la propuesta plantea 210. 
Pero lo que en cualquier caso queremos destacar es que esta nueva organiza-
ción desarrollaría una función complementaria, aunque indispensable, en la implan-
tación de un nuevo modelo de financiación autonómica que, básicamente, pretende 
responsabilizar en mucha mayor medida a las Comunidades Autónomas en las deci-
siones sobre el volumen de ingresos necesario para llevar a buen fin las decisiones 
de gasto que, a su vez, éstas toman al ejercitar las competencias administrativas esta-
tutariamente atribuidas 211 • Pues en el fondo de la propuesta late la idea de la corres-
ponsabilidad fiscal, como mecanismo capaz de superar los problemas derivados del 
desajuste o asimetría actualmente existente entre una organización política amplia-
mente descentralizada y un modelo de financiación pública muy centralizado por 
descansar sustancialmente en la capacidad de la Hacienda del Estado para la obten-
ción de recursos 212. 
208 Concretamente. AA.VV., Informe sobre el actual sistema de financiación autonómica y sus problemas, 
op., cit. 
209 El modelo de «Administración Tributraria Integrada», pese a encontrarse más desarrollado en AA.VV., 
Informe ... , op., últ., cit., pp. 157-165, es justo advertir que ya fue anunciado en sus líneas maestras por COSTAS 
TERRONES, J. C., «Consideraciones en tomo de una agencia tributaria única», en HPE, núm. 129-2, 1994, pp. 63 Y ss., 
que se mostraba partidario bien de «integrar las Administraciones Autonómicas en la AEAT, o crear ex novo un 
organismo que recogiera todas las competencias tributarias de diversas Administraciones, para, de esta fonna, inte-
grar en un único ente la gestión tributaria»; también ÁLV AREZ CORBACHO, X., «Aspectos económicos y fiscales 
de la Administración única», en HPE, núm. 132,1995, p. 45, aunque éste se limita a apuntar que «por imperativos 
de racionalidad técnico económica, pensamos que la gestión tributaria debería realizarse actualmente de manera 
integrada, no en exclusiva por ninguna Administración». 
210 Como anota ZORNOZA PÉREZ, J. J., Corresponsabilidad ... , cit., p. 3990, quien subraya cómo el pro-
pio acuerdo quinto de los tomados por el Consejo de Política Fiscal y Financiera de 23 de septiembre de 1996 hace 
referencia a las urgencias que apuntamos en el texto. 
2Il Así, AA.VV., Informe sobre el actual sistema de financiación. '" cit., pp. 17 Y ss. 
212 Por este motivo, con razón, RODRíGUEZ BEREIJO, A., «Una reflexión sobre el sistema general de la 
financiación de las Comunidades Autónomas», en REDC, núm. 15, 1985, pp. 68 Y ss., señalaba que el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas, basado en las transferencias desde el Estado, fortalecía la imagen de 
una «Hacienda autonómica parasitaria» y excesivamente dependiente de la Hacienda del Estado. En este sentido, este 
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Porque, según se justifica en la propuesta a que hacemos referencia, un sis-
tema de financiación así configurado trae consigo el que las Comunidades Autó-
nomas, excesivamente dependientes de las transferencias provenientes de los 
Presupuestos Generales del Estado, presionen sobre la Administración Central en 
búsqueda de mayores recursos; con lo cual aquéllas, o bien limitan el ejercicio de 
su autonomía administrativa por falta de medios financieros o bien recurren al 
endeudamiento -con el déficit subsiguiente en la mayoría de los supuestos- de 
manera que se desplaza o incluso agrava el problema 213. Todo ello sin perjuicio, 
además, de los efectos perniciosos de este sistema sobre los mecanismos de deci-
sión política, ya que los ciudadanos no pueden poner en relación los servicios 
públicos recibidos con los pagos impositivos efectuados 214. 
autor llamaba la atención sobre el hecho de que «un mayor volumen de gasto público decidido por las Comunidades 
A"tñnnm~~. ('nnfnrmp ::1 IIn prn('p.~o de ('re-ripntp dP\:.rpntr::.li7::1riñn dPl g::.dn plíbllro qlle \:.e ::.prerl!lo de\:.de 1 QR 1, nO 
vaya acompañado de una correlativa asunción por parte de la Hacienda de las Comunidades Autónomas de una 
mayor «responsabilidad fiscal» sobre los medios para financiar dicho gasto, corriendo el peligro de convertirse en 
una «Hacienda de transferencias». 
213 Como se destaca en AA.VV., Informe ... , cit., p. 23 Y pp. 57 Y ss., la excesiva dependencia que tienen las 
Comunidades Autónomas de las transferencias provenientes del Estado ocasiona la rigidez del sistema de financia-
ción actual; rigidez que, unida al reducido coste político de la deuda -que oculta la carga tributaria a corto plazo y la 
traslada hacia el futuro-, conduce la política presupuestaria de las Comunidades Autónomas al déficit por la acumu-
lación de deuda. 
Pues con esta estructura de financiación no es extraño que la necesidad de recursos adicionales acabe gravi-
tando, de una u otra forma, sobre el Presupuesto de la Hacienda Central; sobre lo que ya anticipadamente llamaba la 
atención RODRÍGUEZ BEREDO, A., Una reflexión ... , cit., pp. 70 Y 71, puesto que «una Administración a la que se 
encomienda la decisión de gastar los recursos públicos, pero no recaudarlos, propende más fácilmente a la expan-
sión incontenida del gasto público y a tomar a su cargo demandas sociales de prestación de bienes y servicios públi-
cos que luego resulta incapaz de financiar y cumplir, tendiendo, por consiguiente, a desplazarlos sobre aquel nivel 
de gobierno (el Estado) donde residen las fuentes de financiación». 
En efecto, como indican AA.VV.,/nforme ... , cit., pp. 57 Y ss., el margen que permiten los tributos cedidos es 
limitado y la otra fuente de financiación importante es la participación en los ingresos del Estado. Esta notoria asimetría 
entre el enorme poder para decidir los gastos que tienen las Comunidades Autónomas y su nula autonomía financiera 
está en el fondo de la mayor parte de los problemas y dificultades surgidos. Por contra, Un sistema de financiación basa-
do en la corresponsabilidad fiscal acarrea importantes ventajas en orden a dotar de estabilidad y coherencia los procesos 
de toma de decisiones en la actividad financiera desplegada por los entes públicos. Así, en primer lugar, la obligación de 
autofmanciarse puede operar como restricción moderadora de los deseos de gasto y, por tanto, habrá de contribuir a que 
las decisiones financieras de las Haciendas Autonómicas se adopten en contextos equilibrados y económicamente con-
sistentes. En segundo término, asumir la responsabilidad de obtener los ingresos constituye la esencia de la autonomía 
financiera, lo que puede contribuir a que la autonomía política de las Comunidades Autónomas alcance su plenitud. 
214 y es que, como se pone de relieve en AA.VV., Informe ... , cit., p. 23, el actual sistema de financiación 
autonómica «dificulta las relaciones entre los diferentes niveles de Hacienda, puesto que como las Comunidades 
Autónomas no tienen autonomía, la Hacienda Central aparece ante los ojos de los ciudadanos como aquella que 
niega los recursos y las demandas para nuevos servicios». 
Con todo, sobre este peligro ya advertía hace algún tiempo RODRíGUEZ BEREDO, A., Una reflexión .. ., 
cit., pp. 71 Y 72, cuando destacaba que «cuanto más se separe la decisión del gasto público de la decisión sobre su 
financiación, más se fortalece la creación por parte de los gobernantes de "ilusiones financieras e incluso políticas" 
en los ciudadanos contribuyentes, al hacerlos menos conscientes del coste de los bienes y servicios públicos que 
reciben. En efecto, al financiarse el aumento del gasto público de las Comunidades Autónomas con recursos proce-
dentes de otro nivel de gobierno (el Estado) no habrá en el juicio de los ciudadanos contribuyentes de la Comunidad 
Autónoma una correcta apreciación del coste impositivo que representa el nivel de gasto asumido por este nivel de 
gobierno. Y tras ese efecto de ilusión financiera, que oscurece el análisis coste-beneficio, es más fácil para los polí-
ticos o gobernantes de las Autonomías ocultar los defectos de una mala administración o gestión de los servicios 
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De este modo, el centro de gravedad del sistema propuesto por el Grupo de 
Estudio estaría situado en los llamados «tributos compartidos», que serían la 
auténtica expresión del mayor grado de autonomía financiera de las Comunida-
des Autónomas a la que aspira el modelo en orden a la consecución de una mayor 
descentralización de los ingresos, acompasada al importante nivel de descentrali-
zación del gasto alcanzado a estas alturas por el Estado autonómico; en la medida 
en que sería cada Comunidad Autónoma la responsable en primer lugar de conse-
guir, de sus propios ciudadanos, los ingresos públicos necesarios para el normal 
ejercicio de sus competencias 215. Dichos «tributos compartidos» o «impuestos 
propios armonizados», que no excluirían desde luego el ineludible complemento 
constituido por el establecimiento de las correspondientes transferencias nivela-
doras interterritoriales demandadas por el principio de solidaridad 216, no sOn más 
que recargos sobre la base imponible de un impuesto estatal 217, cuyo importe se 
públicos y del aumento del gasto público que ello provoca, al ser financiados en su mayor parte con recursos que 
"sus" contribuyentes (y electores) ni ven, ni pagan directamente a su Comunidad Autónoma». En términos pareci-
dos, RAMALLO MASSANET, J., «El reparto de competencias tributarias entre los distintos ámbitos de gobierno», 
en REDF, núm. 60, 1988, pp. 507 Y ss., indicando que un sistema basado en la participación en tributos ajenos 
«oculta en mayor medida a los ojos -y valoraciones políticas- de los ciudadanos el coste real de los servicios públi-
cos del ente que dispone de esta financiación ya que no se corresponde con decisiones tomadas por sus representan-
tes». 
Desde una perspectiva de Hacienda Pública, MONASTERIO ESCUDERO, C./suÁREz PANDIELLO, J., 
Manual de Hacienda Autonómica y Local, ed. Ariel, Barcelona, 1996, se refieren al «efecto adherencia» iflypaper 
effect). Concretamente, diversos estudios empíricos han demostrado que el crecimiento del gasto público local produ-
cido como consecuencia de la percepción de transferencias generales, es mayor que el que se produciría en respuesta 
a un incremento de idéntica cuantía en la renta local: así pues, estamos ante un problema de ilusión fiscal. El argu-
mento es que si los gobiernos locales financian sus servicios públicos a través de transferencias, los individuos pue-
den subestimar los costes de los mismos al creer que se produce un abaratamiento de su precio-impuesto. El resultado 
será una demanda superior de servicios públicos y, en consecuencia, un incremento en el nivel de gasto público. 
215 En este sentido, AA.VV.,/nforme ... , cit., pp. 57 Y ss. 
216 Transferencias niveladoras que en el modelo propuesto por AA.VV., Informe ... , cit., pp. 58-60, serían res-
ponsabilidad de la Administración del Estado; dichas transferencias proporcionarían los recursos adicionales necesarios 
a las Haciendas de menor capacidad tributaria. Por otro lado, la propuesta de nuevo modelo de financiación autonómica 
recomienda separar conceptualmente las dimensiones financieras y niveladoras, porque ello tiene la ventaja de clarificar 
los cometidos e identificar a los responsables coherentemente COn el modelo de organización política; de suerte que la 
financiación incumbe sustancialmente a las Haciendas Autonómicas y la nivelación a la Hacienda del Estado. 
217 Como ha visto RAMALLO MASSANET, J., Contenido, instrumentos y límites de la corresponsabilidad 
fiscal, cit., p. 25, en nota núm. 9, y p. 28, al analizar las figuras tributarias a que aludimos en el texto, destacando que 
en el fondo de la propuesta «de lo que se trata -llámese exacción equivalente, impuesto autonómico normalizado, O 
como se hacía antes, tramo autonómico- es de configurar Un recargo sobre la base del impuesto estatal no cedido, per-
fectamente compatible con los recargos sobre impuestos estatales [arto 157. l a) CE y arto 12 LOFCA]». 
Ya apostaba por un sistema de financiación autonómica que potenciara la corresponsabilidad fiscal de las 
Comunidades Autónomas aprovechando precisamente las posibilidades ofrecidas por los recargos, ZORNOZA 
PÉREZ, J. J., Tributos propios y recargos de las Comunidades Autónomas, cit., p. 487, «una opción que no tiene 
por qué suponer un incremento de la presión fiscal, que puede resultar neutral desde el punto de vista de la solidari-
dad interregional si va acompañada del establecimiento de mecanismos de nivelación, que no plantea dudas de 
inconstitucionalidad y que, sin duda, produciría un impacto considerable desde el punto de vista de la responsabili-
zación de las Comunidades Autónomas»; igualmente HUCHA CELADOR, F de la., Reflexiones sobre la financia-
ción ... , cit., p. 457, al señalar que «la opción prioritaria para aumentar la corresponsabilidad fiscal de las Comunida-
des Autónomas, minorando su dependencia de las transferencias estatales e incrementando la importancia de los 
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deduciría de la cuota de este último; de suerte que en el caso de establecerse el 
recargo sobre el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se llamaría, de 
acuerdo con la terminología acuñada por el Grupo de Estudio, «Impuesto Auto-
nómico sobre la Renta», al que se podría añadir un «Impuesto Autonómico sobre 
el Consumo», resultado de la cesión parcial a las Comunidades Autónomas, de la 
fase minorista del Impuesto Sobre el Valor Añadido 218. Las Comunidades Auto-
nónomas, lógicamente, podrían decidir -y este es realmente el exponente de su 
autonomía- el tipo aplicable de esos llamados «impuestos propios armoniza-
dos»; con lo que aquéllas dispondrían del margen suficiente para determinar en 
buena medida el volumen de ingresos necesario para cubrir las necesidades de 
gasto consustanciales al ejercicio de sus competencias 219. 
La suficiencia, precisamente, es uno de los objetivos fundamentales del 
nuevo modelo de financiación autonómica para el quinquenio 1997-2001, 
implantado POi Ley Orgánica 3/1996, de Modificación Parcial de la LOFCA, y 
por la Ley 14/1996, de Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autóno-
mas, como resultado de los Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera 
de 23 de septiembre de 1996, que han recogido en parte las propuestas del Grupo 
de Estudio. Una suficiencia que ese modelo asocia a un incremento de la autono-
mía financiera y la corresponsabilidad fiscal; objetivos que se sustentan en un 
nuevo concepto de tributo cedido, de suerte que, a partir de este momento, las 
Comunidades Autónomas pueden asumir competencias normativas sobre los tri-
butos cedidos -variables en cada uno de ellos-, entre los que se encuentra el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Con todo, hay que apuntar el 
hecho de que la atribución de un nuevo y más amplio significado a la cesión de 
tributos del Estado a las Comunidades Autónomas ha venido acompañada de la 
consolidación como una de las formas de participación en los ingresos del Estado 
de la establecida sobre la recaudación territorial izada del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas que se implantó, como ya nos consta, tras el Acuerdo)del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de 7 de octubre de 1993; sin olvidar la 
ampliación del ámbito de los recargos que se extiende ahora a todos los tributos 
cedibles, es decir, suceptibles de cesión 220. 
recursos propios --<le aquéllos sobre los que dichos entes tienen capacidad de normación- está representada por los 
recargos sobre impuestos estataJes, siguiendo la filosofía de la LOFCA». 
218 Así, AA.VV., Informe . .. , cit., pp. 101 Y 102. 
219 Vide AAVV., Informe ... , cit., pp. 101 Y ss., donde se pone de manifiesto que el rendimiento de esos 
«impuestos autonómicos normalizados», unido aJ producto de los tributos propios, permitirían financiar prácticamente la 
totalidad de los gastos de las Haciendas Autonómicas con mayor capacidad fiscaJ; en cambio, las Haciendas con menor 
capacidad verían complementados sus recursos propios con las transferencias de nivelación de la Hacienda CentraJ. 
220 Sobre este nuevo modelo de financiación autonómica, y sobre la probable mutación constitucionaJ que 
la reciente reforma del sistema de financiación ha operado sobre los tributos cedidos del artículo 157.1 de la CE, 
vide, por todos, ZORNOZA PÉREZ, J. 1., Corresponsabilidadfiscal y financiación ... , cit., pp. 3988 Y ss., que se 
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También debemos dejar constancia de las dudas que plantea el nuevo 
modelo desde la perspectiva del principio constitucional de solidaridad, puesto 
que no sólo es que los Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 23 
de septiembre de 1996 han renunciado una vez más, y de forma expresa, a abor-
dar los complejos problemas relacionados con el artículo 15 de la LOFCA, sino 
que además los mecanismos que el nuevo modelo de financiación ha introducido 
para hacer efectivo dicho principio de solidaridad pueden resultar seguramente 
incompletos; con lo que la desigual distribución territorial de las capacidades fis-
cales cedidas a las Comunidades Autónomas puede determinar diferencias signi-
ficativas en cuanto a sus nh~~les de ingresos que probablemente acarrearán un 
incremento de los desequilibrios económicos interterritoriales 221. 
Pues bien, con entera independencia de si los nuevos tributos cedidos encajan 
en los llamados por el Grupo de Estudio «tributos compartidos» 222, sobre los que 
debería pivotar el sistema de tlnanciaclón autonómica a JUICIO de ese Grupo, lo cier-
to es que esos tributos serían gestionados por esa novedos~ «Administración Tribu-
taria Integrada», en la que estarían presentes todos los niveles de Hacienda en pie de 
igualdad; lo que vale decir sin establecer ningún tipo de relación de codependencia 
entre la Administración Central y las de las Comunidades Autónomas. De este modo, 
a partir del presupuesto de que no sólo decidiendo sino también gestionando sus pro-
pios tributos es como las Comunidades Autónomas compartirán la responsabilidad 
fiscal con la Hacienda Central, ~e propone la creación de una Administración Tribu-
taria única que actuaría, al parecér, con independencia funcional respecto a la Admi-
nistración Central y de las Administraciones de las Comunidades Autónomas 223. 
De este modo, de acuerdo con los términos de la propuesta, la organización 
ideada se configuraría a la manera de una Administración independiente, toda 
vez que se establecería una clara separación entre el «nivel político» --con la mar-
refiere especialmente a la difícil determinación del título constitucional al que se puede reconducir el supuesto de 
competencias normativas compartidas de los nuevos tributos cedidos (Leyes de bases del artículo 150.1 de la CE, 
las Leyes Orgánicas del artículo 150.2, Leyes armonizadoras del artículo 150.3, o la propia LOFCA que trae causa 
del artículo 157.3 del texto fundamental). Y es que, como este autor dice, no resulta sencillo precisar hasta qué 
punto es la Ley de Cesión de Tributos el instrumento idóneo para establecer los condicionantes y límites que el Esta-
do impone a las Comunidades Autónomas para el ejercicio de las competencias que puedan asumir en esta materia. 
221 Para un análisis crítico y en profundidad de los mecanismos de solidaridad ideados por el Acuerdo del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de 23 de septiembre de 1996 --examen que excede con creces el objeto de 
este trabajo-, vide, ZORNOZA PÉREZ, J. J., Corresponsabilidadfiscal ... , cit., pp. 4030 Y ss. 
222 Cuestión que apunta ZORNOZA PÉREZ, J. J., Corresponsabilidadfiscal . .. , cit., pp. 4005 Y ss., autor 
que también critica que en el nuevo modelo no se cedan los impuestos sobre el consumo, tanto en su fase general 
como en su fase minorista, ya que aJ operar de este modo el modelo de financiación resulta inevitablemente sesgado, 
porque las Comunidades Autónomas no podrán decidir el patrón distributivo conforme al cual obtener la financiación 
deseada (que es una de las exigencias planteadas por el Grupo de Estudio). Pues sólo se les atribuirán competencias 
para el gravamen de las capacidades fiscaJes directas sobre las que recaen los tributos susceptibles de cesión que, ade-
más, no se encuentran distribuidos de forma territorialmente homogénea entre las distintas Comunidades Autónomas. 
223 Vide AA.VV., Informe ... , pp. 161 Y ss. 
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cada singularidad respecto a las Administraciones independientes conocidas de 
que en este sustrato se hallarían representadas tanto la Hacienda Central como las 
de las Comunidades Autónomas- y el llamado «nivel profesional», que -y aquí 
se explica por qué se habla de «codirección»- «dentro de las pautas establecidas 
por el nivel político, desarrolla su tarea con responsabilidad e independencia». 
Asimismo, esta nueva entidad dispondría de amplios márgenes de autonomía 
para decidir su organización interna; se financiaría fundamentalmente a través._ 
del precio percibido por sus servici6s a las Haciendas cuyos tributos gestionase; 
y, finalmente, dicha «Administración Tributaria Integrada» debería estar someti-
da a un mecanismo específico de control parlamentario coherente con los márge-
nes de libertad que requiere su configuración y operatoria 224. 
Esta organización, aun cuando ciertamente no constituya más que un com-
plemento del modelo de «tributos compartidos», cerraría el proyectado sistema de 
financiación autonómica basado en un conCretO entendimiento de la corrcsponsabi-
lidad fiscal, que propone el Grupo de Estudio. Y, paralelamente, no sólo eliminaría 
de forma radical los problemas de intercambio de información actualmente existen-
tes entre las diversas Administraciones Tributarias, sino que, además, permitiría 
explotar todas las economías de escala presentes en la actividad de aplicación de 
los tributos, sin afectar a la autonomía financiera de las distintas Haciendas 225. 
Además, bajo un modelo de financiación basado en los «tributos comparti-
dos» gestionados por una «Administración Tributaria Integrada», no cabrían más 
diferencias entre la recaudación normativa de cada Comunidad Autónoma y la 
realmente obtenida que la atribuible a las decisiones que éstas hayan podido 
adoptar respecto de los tipos de gravamen de esos «tributos autonómicos norma-
lizados», ya que se trataría de una única Administración y, por tanto, en la que 
habrá que suponer -y exigir- un nivel de eficacia homogéneo en todas las Comu-
nidades Autónomas. En este sentido, al configurarse como Administración inde-
pendiente del poder político, las diferencias territoriales que pudieran darse no 
podrían atribuirse ni imputarse a las respectivas Haciendas; antes bien, se trataría 
de un problema organizativo interno que, caso de precisar el establecimiento de 
incentivos, tendrían que ser en favor de los gestores y no de las Haciendas gestio-
nadas. De esta manera, en definitiva, se atajaría el peligro consistente en la desa-
parición de los incentivos tendentes a una gestión eficaz de los tributos o, aún 
224 Cfr.. AA.VV .• op .• úIt .• cit.. pp. 161 Y 162. 
225 Vide op .• últ .• cit .• pp. 157 y ss. Esta misma idea es sintéticamente expresada por MONASTERIO 
ESCUDERO. CJSUÁREZ PANDIELLO. J .• Manual de Hacienda Autonómica y Local, cit.. p. 279. al señalar que 
«el esquema de impuestos compartidos significa que la Hacienda Central y las Autonómicas obtienen la mayoría de 
sus recursos tributarios de los mismos contribuyentes y actuando sobre las mismas bases imponibles. por lo cual la 
Agencia Tributaria Integrada se revela como un elemento clave para minimizar los costes de administración y de 
cumplimiento y para resolver los problemas de intercambio de información tributaria». 
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peor, el riesgo de que surgieran incentivos para una gestión sesgada ya que la 
menor recaudación obtenida podría quedar compensada con una mayor transfe-
rencia de nivelación 226. 
En verdad, el modelo de «Administración Tributaria Integrada» supera con 
creces, en sus consecuencias sobre la estructura vigente de distribución de las 
competencias administrativas entre las distintas Administraciones tributarias 
. territoriales, a la fórmula -prevista en los artículos 33 y 34 de la Ley 14/1996-
de participación de las Comunidades Autónomas en la gestión de la Administra-
ción tributaria Central a través de órganos mixtos de carácter consultivo y análi-
sis insertos en la estructura de la AEAT. Porque esa participación de las Comuni-
dades Autónomas en los procesos de toma de decisión inherentes al ejercicio de 
las competencias de la AEAT no altera, como vimos, el reparto de competencias 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas, al limitar sus efectos a servir de 
cauce a la colaboración entre ambos niveles de gobierno para el ejerCiCio de unas 
competencias que continúan residenciadas en la instancia central, pese allegíti-
mo interés de las Comunidades Autónomas en su correcta ejecución. 
Por el contrario, el hecho de que la propuesta de «Administración Tributa-
ria Integrada» configure una gestión de los tributos mancomunada entre el Esta-
do y las Comunidades Autónomas seguramente afecta en su contenido y alcance 
a nada menos que el derecho constitucional a la autoadministración reconocido a 
los entes territoriales para la gestión de sus propios intereses en el artículo 137 de 
la CE; lo que plantea serias dudas acerca de las posibilidades de llevar a la prácti-
ca una solución organizativa que podría violentar las propias bases sobre las que 
se asienta el orden constitucional que disciplina el reparto de las tareas y funcio-
nes que se asignan a cada nivel territorial de poder 227. 
226 Cfr. AA.VV .,Informe sobre el actual sistema ... , cit.. pp. 156 Y 157. 
En este sentido. OLCINA. G./PÉREZ. F .• «Corresponsabilización fiscal de dos niveles de gobierno: Rela-
ciones principal-agente». en HPE, núm. l. 1992. pp. 25-26. autores que son partidarios de una Administración única 
que gestione todos los tributos. y que llaman la atención sobre la necesidad de diseñar un sistema de financiación 
que. en lo referido a la gestión tributaria. separe perfectamente la discusión entre Gobiernos sobre el reparto de la 
recaudación y la cuestión de la recaudación tributaria. En otras palabras. que no coloque al Gobierno central en 
ambos lados de la relación. siendo tanto «nivel de gobierno con derechos sobre lo recaudado como agente recauda-
dor de cualquier otro Gobierno». Si esta condición no se cumple. el Gobierno que recauda posee unas posibilidades 
de «manipulación» de los resultados que induce a los que no recaudan a no cooperar. 
227 Así. como destaca RAMALLO MASSANET.J .• Contenido, instrumentos .... cit.. p. 30. en nota 16. <<no 
parece fácil concretar y llevar a la práctica la propuesta hecha por el Grupo de Estudio de una «Administración Tri-
butaria Integrada» en la que reside una importante clave de la reforma del sistema de financiación. Por un lado. 
habrá que reinterpretar el derecho constitucional a la autoadministración reconocido a los entes territoriales (art. 137 
CE). Por otra parte. «habrá que ver. también. si conviene integrar en esa Administración la de las Corporaciones 
Locales. que en muchos casos constituye un sistema capilar de información y recaudación de todo tipo de tributos 
nada despreciable; por último. la "absoluta profesionalidad" que se predica de esta Administración Tributaria Inte-
grada en ningún caso podría suplir una dirección política en la gestión del tributo». Sobre la compatibilidad de la 
propuesta del Grupo de Estudio con el artículo 137. manifiesta también sus dudas ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Corres-
ponsabilidad ... , cit.. p. 4012. 
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Dichas dudas, en efecto, aparecen si se examina el contenido de la propues-
ta bajo el parámetro de los presupuestos de los que parte el texto fundamental en 
punto a la organización territorial de los poderes públicos. Porque si bien la máxi-
ma norma contiene un mandato implícito de colaboración que ha de inspirar las 
relaciones entre las tres instancias territoriales de gobierno (STC 18/1982), lo cier-
to es que cada una de esas tres instancias, que disponen de autonomía para la ges-
tióri de sus respectivas competencias (art. 137 CE), cuenta con un aparato admi-
nistrativo propio, subordinado y dirigido por sus respectivos ámbitos de gobierno. 
Esto significa que la Constitución parte de la existencia de tres cuerpos de Admi-
nistración, vinculado cada uno de ellos a su correspondiente nivel territorial de 
gobierno; de suerte que mantienen entre sí una posición de independencia recípro-
ca y una relación de estricta separación orgánica, aún cuando entre los tres niveles 
puedan establecerse ciertos lazos e interconexiones para el funcionamiento armó-
nico del sistema en su conjunto. Precisamente por ello, pese a que la esfera propia 
de competencias puede ser más o menos amplia o pueda estar más o menos conec-
tada con la que corresponde a otros niveles, lo cierto es que cuando se reconoce 
una capacidad propia de acción, la Administración competente debe actuar con 
libertad y sin más injerencias que las habilitadas, siempre con cierto carácter 
excepcional, por el bloque de constitucionalidad 228. 
Y la propuesta de «Administración Tributaria Integrada» quiebra absoluta-
mente el aludido principio de separación orgánica entre las diferentes instancias 
de gobierno. Pues dicha propuesta plantea la creación de una Administración 
mixta; se trataría, en efecto, de atribuir el ejercicio de determinadas competencias 
administrativas a una organización común cuyas resoluciones se tendrían simultá-
neamente por propias de la instancia central y de las Comunidades Autónomas 229. 
Elemento básico que diferencia a esta técnica de las ya aludidas Conferencias Sec-
toriales en las que la separación entre las diferentes instancias administrativas se . 
mantiene, ya que, como vimos, sólo se utilizan para preparar acuerdos que luego! 
Por lo que se refiere a este último punto, es lo cierto que el artículo 97 de la CE exige la dirección guberna-
mental sobre el aparato administrativo; dirección existente asimismo, aunque en una forma más relajada, en el 
supuesto de las Administraciones independientes, como ha estudiado BET ANCOR RODRÍGUEZ, A., Las Adminis-
traciones independientes, cit., pp. 186 Y ss. 
228 Cfr. ALBERTI ROVIRA, E., Relaciones ... , cit., en LEGUINA VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. 
(dir.), La nueva Ley ... , cit., pp. 41 Y ss. 
229 Para un análisis del significado y los problemas que plantea esta técnica de cooperación entre los enteS 
centrales y subcentrales, con referencias al empleo de la misma en el sistema federal alemán, vide MUÑOZ 
MACHADO, S., Derecho Público . .. , t. l., cit., pp. 228 Y ss.; sistema este último donde, como posteriormente vere-
mos en detalle, se ha utilizado -y con resultados estimables- para la integración de órganos intermedios de las 
Administraciones tributarias de la Federación y los Liinder; utilización, pues, parcial de la técnica de Administra-
ción mixta, que no es desde luego asimilable a la propuesta formulada en términos tan radicales como los planteados 
por el Grupo de Estudio, que aboga por la desaparición de las Administraciones tributarias central y subcentrales, 
que quedarían así absorbidas por esa única «Administración Tributaria Integrada». 
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ejecutan cada una de las partes en la medida de las competencias que tengan atri-
buidas; mientras que en el sistema de Administración mixta los órganos constitui-
dos ejercen directamente competencia 230. 
Así, de seguir las indicaciones a este respecto realizadas por el Grupo de 
Estudio, la «Administración Tributaria Integrada» sería un organismo de com-
posición mixta y carácter común, esto es, no adscrito en exclusiva a ninguna de 
las dos instancias estatales -Central y Comunidades Autónomas-, al que se atri-
buirían funciones de carácter decisorio como son las que se derivan del ejercicio 
de las potestades de gestión tributaria. De este 'Podo, tal organismo contaría con 
un ámbito competencial propio y ejercería por sí y directamente unos poderes 
específicos, que las partes integrantes del organismo común ya no podrían ejer-
cer por sí mismas de forma separada. En conclusión, de hecho, estaríamos ante 
un nuevo y verdadero régimen competencial, que podría conceptuarse como 
régimen de ejercicio mancomunado de funciones a través de un organismo 
común; en otras palabras, al exigirse una actuación conjunta del Estado y las 
Comunidades Autónomas, de hecho se está procediendo a la «atribución conjun-
ta» de la competencia en cuestión, a diferencia de 10 que ocurre ordinariamente, 
en que las competencias (funciones) son asignadas de forma «altemativa», aun-
que recaigan sobre una misma materia. Esta es realmente la clave que explica 
por qué la técnica cooperativa encamada en la creación de una «Administración 
mixta» se configura propiamente como un régimen competencial sustantivo, 
que establece la vinculación recíproca de los poderes de las partes y exige su 
actuación conjunta 231. 
Precisamente por ello, por tratarse de un régimen competencial, de especial 
y extraordinaria naturaleza, en cuanto supone, además, la ruptura del principio de 
separación e independencia de las partes -Estado y Comunidades Autónomas-, 
la existencia de organizaciones mixtas con funciones decisorias o ejecutivas sólo 
podrá ser considerada legítima cuando esté prevista explícitamente por las únicas 
normas que en nuestro ordenamiento pueden diseñar bloques competenciales: la 
Constitución y las normas estatales que, respetando estrictamente el marco dise-
ñado por la primera, se hubieran dictado para delimitar las competencias del 
Estado y las diferentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el 
ejercicio de las competencias de éstas; esto es, el bloque de la constitucionalidad 
a que se refiere el artículo 28.1 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 
Tribunal Constitucional, para apreciar la conformidad o disconformidad con la 
230 En este sentido, MUÑoz MACHADO, S., Derecho ... , t. l., cit., p. 228. 
23I En este sentido, ALBERTI ROVIRA, E., Las relaciones de colaboración entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas, cit., pp. 156 Y ss. 
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Constitución de una Ley, disposición o acto con fuerza de Ley del Estado o de las 
Comunidades Autónomas 232. 
Pues bien, si no cabe afirmar la inexistencia de toda decisión constitucional 
respecto a la organización territorial del Estado y la estructura de su Administra-
ción 233, cobra sentido el análisis de la viabilidad constitucional de una propuesta, 
como la de «Administración Tributaria Integrada», que supone una reordenación 
del reparto de las competencias administrativas de gestión del sistema tributario. 
A tal fin, para empezar, es preciso constatar que, de llevarse a la práctica en sus 
estrictos términos el proyecto del Grupo de Estudio, sería cabalmente esa nueva 
organización mixta la competente, y por tanto la máxima responsable -a reserva 
de la función que a este respecto cupiera desarrollar en el nuevo modelo a las 
Corporaciones Locales-, para la realización en la fase de ejecución-administra--
ción del deber constitucional de contribuir consagrado en el artículo 31 CE; en la 
medida en que el nuevo sistema de financiación autonómica pivotaría, como ya 
nos consta, sobre un sistema de «tributos compartidos» administrados 
justamente por esa «Administración Tributaria Integrada» a través de la cual el 
Estado-Administración Central y las Comunidades Autónomas ejercerían manco-
munadamente las competencias gestoras de aplicación de los tributos. 
Porque a partir de esta constatación es cuando se pone de manifiesto la 
relevancia constitucional de la propuesta de «Administración Tributaria Integra; 
da», que seguramente altera la distribución de competencias dispuesta por el 
texto fundamental. En efecto, es sabida, como ha vuelto a recordar Parejo Alfon-
so 234, la íntima vinculación existente entre los órdenes constitucionales material 
o dogmático y el organizativo -plasmada en la conexión sistemática existente 
232 En este sentido. ALBERT! ROVIRA. E .• Las relaciones de colaboración ...• cit.. pp. 155 Y ss .• al descri-
bir a la Administración mixta como el «supuesto máximo de cooperación. el grado en el que la cooperación alc~ 
su mayor intensidad». porque las funciones decisorias no se atribuyen alternativamente al poder central o a laS 
Comunidades Autónomas (con una exigencia de coordinación. en su caso). siguiendo la regla general de distribu. 
ción de competencias. sino conjuntamente a ambas instancias. que deberán ejercerlas necesariamente en común. 
través del.órgano especial previsto al efecto; razón por la que se trata de una técnica de ordenación competencia! 
cuya legitimidad depende de su previsión expresa en la Constitución o en el bloque de la constitucionalidad. Esta-
mos. de acuerdo con el autor citado. ante un «supuesto de cooperación en primer grado». que es considerado con 
«carácter excepcional por nuestro sistema de distribución de competencias que se fundamenta en un principio de 
separación de poderes y responsabilidades y que sólo corno excepción admite un régimen de Administración mixta». 
233 Como ha afirmado. PAREJO ALFONSO. L.. «Algunas reflexiones sobre el poder público administrati-
vo. como sistema. en el Estado autonómico: Una contribución al debate sobre la llamada Administración única». en 
Documentación Administrativa. núm. 232-233. octubre 1992/marzo 1993. pp. 285 Y 286. al hilo del examen que 
realiza el autor acerca de la conformidad con la Constitución de la propuesta de «Administración única». y critican-
do a aquellos autores que parten de la premisa falsa que afirma la inexistencia de criterios constitucionales mínima-
mente significativos que sujeten la actuación del legislador en punto a la configuración de la estructura territorial del 
Estado y. más concretamente. de su Administración. Porque. como señala este autor. «el ámbito de libertad dejado 
por el constituyente al legislador infraconstitucional será todo lo amplio que se quiera. pero nunca identificable con 
libertad plena por ausencia de cualesquiera límites constitucionales». 
234 Vide PAREJO ALFONSO. L.. Algunas reflexiones .... cit .• pp. 288 Y ss. 
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entre los artículos 2 y 137 CE- que impone la interpretación constitucional como 
un sistema y una unidad, pues ambos órdenes no son más que partes de un único 
e inescindible objeto. De esta forma, «la parte dogmática expresa el deber ser de 
la vida social en la comunidad organizada políticamente definido directamente 
por el poder constituyente y la parte organizativa formaliza el poder constituido 
que, por habilitación del constituyente, ha de continuar -indefinidamente y hasta 
su ultimación- el proceso de definición de aquel deber ser en el marco prefijado 
por la norma fundamental. Esto significa que la estructura y el funcionamiento 
del poder constituido no es indiferente a la parte dogmática de la Constitución, 
pues su diseño está justamente en función de ésta» 235. 
De ahí que la parte organizativa de la Constitución prefigure las condicio-
nes en que los derechos y deberes contenidos en la parte sustantiva o material de 
la norma fundamental serán actualizados por las tres instancias territoriales de 
poder público en que aquélla se estructUra; de donde se deducen verdaderos debe-
res positivos de actuación, como tales exigibles, que incumben en diversa canti-
dad y calidad a cada instancia territorial, para que cada una actúe en la medida de 
sus competencias sobre las condiciones de la vida social en la que se proyectan 
los derechos y deberes constitucionales del Título I CE. Como lógico corolario 
de esta configuración del orden constitucional, se entiende que ninguno de los 
tres ordenamientos -estatal, autonómico y local-, que integran el sistema en su 
totalidad, sea capaz por sí sólo en un plano ideal, por su mismo carácter incom-
pleto, de garantizar el cumplimiento efectivo del deber ser enunciado en la parte 
dogmática; pues sólo a partir de la conjunción de los tres ordenamientos será 
posible -por estar llamados a ello según el artículo 137 CE- cumplir la gestión 
de los intereses públicos imputables a las colectividades acotadas por las respec-
tivas instancias territoriales 236. 
Y la Constitución, al configurar el reparto de responsabilidades entre los 
diferentes niveles de poder para la gestión de los intereses públicos, aun partien-
do de la incapacidad de cada uno de los tres ordenamientos por sí mismo para 
una satisfacción cabal de aquellos intereses, sí ha reservado al Estado la preserva-
ción del «instante unitario del sistema» 237; lo que significa la atribución a este 
último de competencias específicas que le colocan en posición de preeminencia 
para que el sistema entero pueda funcionar en clave del principio de unidad 
235 Cfr. PAREJO ALFONSO. L.. op .. últ., cit., p. 288. 
236 En este sentido, PAREJO ALFONSO. L.. Algunas reflexiones ... , cit., pp. 292 y ss. 
237 De acuerdo con MUÑOZ MACHADO, S .• Derecho Público ... , t. l.. cit.. p. 183, Y pp. 199 y ss., de 
q~ien hemos tomado la expresión entrecomillada. Para este autor. el principio de unidad se proyecta en tres órdenes 
diferentes: es un punto de partida necesario para la existencia de una autonomía; funciona como límite para la confi-
guración y actuación de las Comunidades Autónomas; y. finalmente, es la fundamentación última de los poderes y 
atribuciones que el Estado ostenta. 
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-artículo 2 CE-, es decir, la reserva al poder central de las funciones y de la aten-
ción de las materias que son particularmente relevantes para el conjunto de la 
colectividad, de manera que la ordenación y la dirección de las mismas se pro-
duzca necesariamente desde las instancias unitarias, cuya acción, eventualmente, 
puede ser completada por los poderes autonómicos 238. 
En resumidas cuentas, el cuadro competencial reservado constitucional-
mente al Estado en sentido estricto es la pieza que, en el plano organizativo, se 
corresponde con el principio de unidad proclamado en el plano sustantivo o mate-
rial, en la medida en que aquél expresa el conjunto de capacidades de decisión y 
actuación que el constituyente ha creído preciso dejar en manos de las institucio-
nes centrales para que sean éstas y no otras instancias las que, en el desarrollo de 
la norma fundamental, protejan, realicen y hagan efectivos determinados bienes, 
valores y principios sustantivos proclamados en la parte dogmática de la Consti-
tución, es decir, gestionen el círculo de mtereses colectivos reconocidos por la 
norma fundamental como propios de la comunidad nacional 239. En el bien enten-
dido que el principio de unidad, pese a desplegar su radio de acción sobre todo el 
ordenamiento constituido, no deja de ser un punto de referencia abstracto que 
precisa concretarse o traducirse en reglas más específicas, que no sólo legitimen 
la actuación estatal en el caso concreto, sino que, además, determinen el alcance 
y extensión específicos de aquélla 240. Por ello, parece necesario, en fin, un análi-
sis materia por materia y, por tanto, competencia a competencia, de cuyo resulta-
do se obtenga el grado en el que el constituyente ha calibrado las exigencias uni-
tarias del sistema; y, más exactamente, desde el punto de vista que aquí interesa, 
ese examen pasa por las características intrínsecas de la materia/competencia que 
asumiría esa «Administración Tributaria Integrada» para el cumplimiento del 
principio de unidad. 
Desde esta perspectiva se demuestra justamente el trastocamiento del orden 
constitucional que, a nuestro modesto entender, se derivaría de esa proyectada 
«Administración Tributaria Integrada». Este aserto se justifica en un doble orden 
238 Cfr. MUÑOz MACHADO, S .. Derecho Público ... , t. L. cit., pp. 206 Y 209, que cita preceptos constitu-
cionales que actualizan ese principio de unidad, como, entre otros, la reserva de la regulación de determinadas mate-
rias por Ley Orgánica, o un mismo repaso a las materias enunciadas en el artÍCulo 149.1 CE, que intenta preservar a 
través de técnicas diversas -bases, coordinación, etc.- instrumentadas por la instancia central el aseguramiento de 
cierta unifonnidad; sin olvidar la prevalencia del Derecho estatal sobre el autonómico, del cual siempre será supleto-
rio el primero, o el efecto de la cláusula residual que atribuye al Estado las competencias no expresamente asumidas 
por las Comunidades Autónomas -técnicas todas ellas contempladas en el artículo 149.3 de la CE. 
239 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., Algunas reflexiones ... , cit., p. 296. 
240 En este sentido, MUÑOz MACHADO, S., Derecho Público ... , t. 1., cit., pp. 200 Y 201, cuando indica 
que «el principio de unidad para que opere como límite concreto de la autonomía tiene que ser aplicado invocando 
algún otro precepto constitucional, además del artículo 2, y esto no porque el artículo 2 carezca de aplicación inme-
diata, sino porque su contenido está pormenorizado en principios y técnicas más operativas en diversos preceptos de 
la Constitución». 
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de argumentaciones que sostienen las premisas de las que se deduce la conclu-
sión que acabamos de enunciar. En concreto, en primer lugar, la constatación -en 
el contexto del Estado social y con marcada singularidad en los procedimientos 
tributarios- consistente en que el principio constitucional de unidad abarca el 
instante ejecutivo-administrativo, que es precisamente el contenido material de 
las competencias que tendría atribuidas esa hipotética «Administración Tributaria 
Integrada». Y, en segundo lugar, la existencia en nuestra norma fundamental de 
más de un título competencial que reserva cabalmente a la Administración Cen-
tralla preservación del principio de unidad expresado en el aseguramiento de las 
condiciones básicas -también en el orden de la ejecución-administración- que 
garanticen el cumplimiento efectivo del deber constitucional de contribuir; con lo 
cual se demuestra, por lo demás, en este sector material de la actuación adminis-
trativa la ya aludida conexión básica sistemática que existe entre los planos dog-
máticO y organizativo de la COnStitución entendida como un todo o sistema. 
En efecto, es ya un lugar común asumir que con el advenimiento del Estado 
social el centro de gravedad de lo público se ha traslado desde el plano legislativo 
al de la actuación de la Administración. De este dato elemental se deducen, no 
obstante, importantes consecuencias en el plano dogmático que no es lícito des-
conocer ya desde el propio entendimiento del principio de legalidad, que no per-
mite por más tiempo asegurar una Administración absolutamente programada en 
cada. una de .su~ actuaciones. Pues más bien el legislador, cada vez en mayor 
medida, se lImita a señalar determinados fines u objetivos que muchas veces 
otorgan a la Administración ciertos márgenes de acción y cierta capacidad de 
opción entre diferentes alternativas para la realización de los fines legales. Situa-
ción que se expresa en la idea de «autoprogramación administrativa» o «progra-
mación flexible o abierta de la Ley», que pasa necesariamente por la «asunción 
paulatina de un sistema policéntrico de producción, definición y realización del 
Derecho» 241. Consecuentemente, si lo administrativo aparece investido de con-
not~c~ones innovadoras del Derecho y, por tanto, de carácter decisional, no pare-
ce lIcito minusvalorar la importancia de este elemento en punto al cumplimiento 
del principio constitucional de unidad 242. . 
. ~I Sobre esta evolución, sobre cuyas consecuencias habremos de volver en un momento posterior de este 
n:abllJo, VIde PAREJO ALFONSO, L., Crisis y renovación en el Derecho Público, ed. Centro de Estudios Constitu-
Cionales, Madrid, 1991, pp. 23 Y ss. 
car la 242 Asílo ha vu~l~o a d~sta~ru: PAREJO AL:ONSO, L., Algunas reflexiones ... , cit., pp. 300 Y 301, al criti-
reali ~puesta d~ ~d~lstra~ló~ uruca, que pnvana a la instancia estatal de un mecanismo indispensable para la 
desc::clón del pnn~I~lo co~stJtuclO~al de u~ldad. En e.ste sentido, el autor señala que «cuando se habla, pues, de 
ga. de la Adm~rustra~lón en la InstancIa autonómIca, no se está manipulando únicamente un ámbito menor, ~:~u~dario y subo~dl~ado: ~ncapaz de afectar a la economía del principio constitucional de unidad; se está operando 
ción erd~dera r~dlstrlbuclOn de capacldades,Para la toma de decisiones importantes. Consecuentemente, la priva-
a la InstancIa estatal general de (tendenclalmente) todo el campo administrativo (o, al menos, de una parte muy 
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Esta última constatación adquiere una importancia especialmente significa-
tiva en la aplicación administrativa de unos procedimientos tributarios masifica-
dos que han atemperado en considerable grado el rigor del principio de legalidad 
en este ámbito, de suerte que se ha ampliado considerablemente el campo de 
actuación de la discrecionalidad administrativa 243. Baste pensar sólo -como 
ejemplo especialmente relevante y entre otros supuestos que se podrían mencio-
nar 244_ en el amplio margen de discrecionalidad con que cuenta la Administra-
ción al aprobar los planes de inspección a través de los cuales se fijan el sentido y 
el alcance concretos de la actividad de control global del cumplimiento por los 
contribuyentes de sus obligaciones de autoliquidación; decisión puramente dis-
crecional consistente en la necesidad de escoger entre la generalidad de los obli-
gados tributarios a aquéllos que soportarán las actuaciones de comprobación e 
investigación 245. En fin, como se ha constatado en la doctrina jurídico-tributaria 
alemana 24(), no existen impuestos iguales si no se administran igualmente, de tal 
modo que la centralización de la potestad legislativa no puede por sí sola garanti-
zar la igualdad material de la imposición (Gleichmassigkeit der Besteurung) 247 
porque necesita del complemento necesario de la práctica administrativa que se 
manifiesta en la uniformidad de la interpretación oficial de las disposiciones 
legales y en el tratamiento unitario de la discrecionalidad administrativa desple-
gada en el ejercicio de los procedimientos tributarios. 
significativa del mismo) supone para ésta una amputación parcial, pero importante, de los instrumentos de los que 
ha sido dotada por la Constitución para servir a la unidad constitucional (en el ámbito del círculo de intereses consi-
derado como propio de la comunidad nacional). En otras palabras, representa una alteración apreciable de la econo-
mía constitucional del pluralismo territorial en la constante recreación de aquella unidad». 
243 Se apercibió tempranamente de este hecho TIPKE, K., Steuerliche Betriebsprüfung im Rechtsstaat, 
C. H. Beck, München, 1968, en especial pp. 67 Y ss. 
244 Como determinadas políticas sobre la concesión de aplazamientos o condonaciones, o sobre los térmi-
nos de aceptación de los planes de amortización propuestos por los contribuyentes, etc. Una relación de las distintas 
fases de los procedimientos tributarios en las que tiene lugar el ejercicio de la discrecionalidad administrativa en 
GARCfA ANOVEROS, J., «Los poderes de comprobación, la actividad de liquidación y la discrecionalidad de la 
Administración financiera», en REDF, núm. 76, 1992, pp. 600 Y ss. 
245 Así, GARCfA AÑOVEROS, J., Los poderes ... , cit., p. 601; JUAN WZANO, A. M., «La Inspección de 
Hacienda ante la Constitución», ed. Instituto de Estudios Fiscales-Marcial Pons, Madrid, 1993, p. 126; AGUALLO 
AVILÉS, A., «El contribuyente frente a los Planes de Inspección», ed. Marcial Pons, Madrid, p. 20; ORTIZ CALLE, E., 
«Los Planes de Inspección en el Reglamento General de inspección de los Tributos»,en REDF, núm. 93, 1997,pp. 19 Y ss. 
246 Cfr. FISCHERlMENSHAUSEN., Grundgesetz Kommentar, Herausgegeben v. I.v. MONCH. Art. J08, 
Ed. Luchterhand, München, 1987, p. 861; WENDT, R., Finanzhoheit und Finanzausgleich, en ISENSEE/KIRCH-
HOF., «Handbuch des Staatsrechts», t. IV., «Finanzverfassung-Bundesstaatliche Ordnung», C. F. Müller Juristis-
cher Verlag, Heidelberg, 1990, pp. 1085 Y 1086. 
247 Así, según se refleja en el estudio comparado de PEMÁN GA VÍN, J., Igualdad de los ciudadanos y autono-
mías territoriales, ed. Cívitas, Madrid, 1992, pp. 79 y ss., la materia tributaria ha sido una en las que más se han constatado 
las fuertes tendencias «unitarlzadoras» que han prevalecido desde la reforma constitucional de 1969 en el sistema federal 
alemán de Bonn, en orden a la consecución de la «uniformidad de las condiciones de vida» en materia de legislación con-
currente. De ahí que las figuras tributarias que se sitúan en la órbita legislativa de los Uinder tengan una relevancia pura-
mente marginal, al tiempo que son de legislación federal los impuestos con mayor relevancia cualitativa y recaudatoria: 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto de Sociedades e Impuesto sobre el Valor Añadido. 
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Exigencia, en fin, de actualización del principio constitucional de unidad 
en el plano concreto de la ejecución-administración del deber constitucional de 
contribuir cuya responsabilidad recae en nuestro ordenamiento de modo inequí-
voco en la Administración central por mandato directo del artículo 149.1.1.° CE. 
En efecto, una vez demostrada la importancia de la administración interna en la 
aplicación de los procedimientos tributarios, de admitirse la propuesta del Grupo 
de Estudio que establece una gestión mancomunada entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas de los sistemas tributarios de ambos niveles de gobierno, se 
comprende cómo el modelo de «Administración tributaria integrada» afectaría de 
pleno al principio de indisponibilidad de las competencias. Pues se estaría desa-
poderando al Estado de una competencia que la Constitución le ha atribuido en 
exclusiva: el aseguramiento del cumplimiento del deber constitucional de contri-
buir en condiciones básicas de igualdad en todo el territorio nacional, que es una 
competencia atribuida al Estado por el artículo 149.1.1.° CE 248 . Este es un objeti-
vo cuya satisfacción depende en considerable medida del tratamiento unitario 
que realice la Administración central de las potestades discrecionales y, en gene-
ral, toda suerte de apoderamientos que se contienen en las normas reguladoras de 
los procedimientos tributarios, que permiten, en mayor o menor medida, ciertos 
márgenes de maniobra a la Administración en el desarrollo de su función de 
dirección e impulso de tales procedimientos 249. 
248 Porque, como ha destacado RAMALLO MASSANET, J., «Estructura constitucional del Estado y Ley 
General Tributaria», en Crónica Tributaria, núm. 67,1993, p. 113, nota 46, y p. 114, aunque la Constitución posibi-
lita y ampara las diferencias entre los ciudadanos o los territorios que se den en el terreno sustantivo del reparto de la 
carga tributaria, «consideramos contrario al principio de igualdad el que las condiciones para el cumplimiento del 
constitucional deber de contribuir consistente en soportar la carga tributaria (estatal, autonómica y local) sean dife-
rentes dependiendo de quien sea el sujeto activo». Así, el «título competencial del artículo 149.1.1.° CE le ha servi-
do al TC para combatir competencias autonómicas que implican la existencia en este punto de una potencial diversi-
dad de criterios para la adjudicación de unas calificaciones que así operan como presupuesto de tratamientos 
específicos respecto de impuestos y exacciones estatales (STC 87/1987, F.J. 3); lo cual equivale a utilizar dicho títu-
lo competencial para evitar una desigualdad cuantitativa del gravamen entre unas Comunidades Autónomas y 
otras». 
y si se admite la importante dimensión administrativa de las condiciones en que se cumple el deber de con-
tribuir, no parece lícito hacer depender el aseguramiento de la igualdad en ese cumplimiento de una «Administra-
ción tributaria integrada» que gestione mancomunadamente la práctica totalidad de los tributos, cuando la Constitu-
ción atribuye claramente al Estado -artículo 149.1.1.°- la competencia para la satisfacción, en condiciones básicas 
de igualdad, del cumplimiento de tal deber en aras del principio de unidad. 
249 y es que, como ha indicado PAREJO ALFONSO, L., Algunas reflexiones ... , cit., pp. 302-304, al hilo 
de la crítica que dirige el autor contra la propuesta de Administración única, el título competencial del artícu-
lo 149.1.1.° CE «puede tener y tiene una dimensión administrativa importante en un Estado que se autocalifica de 
social. Así resulta en todo caso de la doctrina del Tribunal Constitucional para el cual las condiciones básicas de que 
habla el artículo 149.1.1.° CE otorgan cobertura a actuaciones estatales muy diversas». Se trata de un título compe-
tencial que «opera desde luego otorgando un contenido y alcance añadido a todos y cada uno de los restantes del 
mismo precepto constitucional, en calidad de "complemento" o "extensión natural", cuando en la materia esté en 
juego la igualdad de las condiciones básicas garantizadoras de la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 
los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales». 
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En resumidas cuentas, pese a que el artículo 31 CE sea un precepto que 
establece un deber constitucional cuya realización no depende en exclusiva de un 
solo nivel de Hacienda territorial, existe un interés general, que al Estado compe-
te actualizar de acuerdo con el artículo 149.1.1.° CE, para que dicho deber se 
cumpla en condiciones básicas de igualdad con independencia del territorio y de 
la Administración que lo exija 250. Máxime cuando la Constitución ha situado al 
Estado en posición de supremacía en la regulación del entero sistema financiero 
de las Haciendas territoriales en aras del principio de unidad, de suerte que aquél 
no quede privado de medios para ejercer sus principales funciones. Por ello, la 
norma fundamental impone al Estado como únicos límites de su potestad para esta-
blecer tributos los que se deriven de la misma Constitución -artículo 133.1 CE-; 
frente a la propia de las Comunidades Autónomas que tienen añadidos a los lími-
tes mencionados los que puedan establecer las leyes -artículo 133.2-. Sin perjui-
cio, además, de que es una ley estatal -la LOFCA- la que regula el ejercicio de 
las competencias financieras que éstas tengan asumidas -artículo 157.3 251_ Y 
que, en fin, las Comunidades ejercitarán la autonomía financiera que tienen cons-
titucionalmente reconocida «con arreglo a los principios de coordinación con la 
Hacienda estatal y de solidaridad con todos los españoles» -artículo 156.1-. 
Principio de coordinación, proclamado en el artículo 156.1 CE, que es 
exponente de un título competencial del que también se derivan importantes con-
secuencias nuevamente en el orden de la función ejecutiva 252 de la Administra-
ción que revelan la incompatibilidad radical de la «Administración tributaria 
integrada» con la estructura de la organización territorial del poder que configura 
la Constitución. En efecto, porque, en primer lugar, la función coordinadora es 
una función ejecutiva que presupone actuaciones administrativas separadas e 
independientes a cargo, a su vez, de aparatos administrativos propios que mantie-
nen entre sí una posición de independencia recíproca y estricta separación orgáni-
ca; lo que ha venido a reconocer el Tribunal Constitucional (STC 14/1986), al 
250 En un contexto diferente -pero compartiendo el fundamento unitario aquí sostenido- SOLER ROCH, 
M. T., «Las posibilidades de aplicación de la proyectada Ley General Tributaria a los distintos niveles de Hacien-
da», en Crónica Tributaria, núm. 59, 1989, pp. 111 Y ss., con el fin de justificar una LGT aplicable a todos los nive-
les de Hacienda, utiliza la autora este título competencial del que también se derivan, a nuestro juicio, consecuencias 
en la fase de ejecución-administración. 
251 Por eso MUÑOZ MACHADO, S., Derecho Público ... , cit., t. L, pp. 208 y 209, señala al sector material 
de la regulación de la actividad financiera como uno en los que el constituyente ha marcado con más acento la 
impronta del principio de unidad. Así, la «regulación constitucional de los medios financieros de que pueden dispo-
ner las Comunidades Autónomas revela con claridad que queda una amplia capacidad dispositiva al Estado para 
ordenar el sistema (cosa que ha hecho, en efecto, a través de la LOFCA y la LFCI principalmente) y, en definitiva, 
para dominar o mantener reservados los medios financieros más importantes». 
252 Sin perjuicio de las consecuencias que de dicho principio pueden derivarse en lo organizatorio, como 
veremos posteriormente, y como apuntan SOSA W AGNER, F ./BOCANEGRA SIERRA, R., «La organización 
financiera de las Comunidades Autónomas», en REDA, núm. 28,1981, pp. 8 y ss. 
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declarar, respecto a la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas, que 
«la organización de su Hacienda es no tanto una competencia que se reconoce a 
las Comunidades Autónomas cuanto una exigencia previa o paralela a la propia 
organización autónoma» 253. Además, en segundo lugar, el titular de la competen-
cia coordinadora se coloca en una posición de supremacía 254 -que por ello des-
carta desde este instante configurar una organización «codirigida» por utilizar los 
términos del Grupo de Estudio-, para, según tiene declarado el Tribunal Consti-
tucional (STC 32/1983) --en relación con la competencia del artículo 149.1.16.a 
pero enunciando una doctrina trasladable al artículo 156.l CE-, «la integración 
de la diversidad de las partes o subsistemas en el conjunto del sistema, evitando 
contradicciones y reduciendo disfunciones que, de subsistir, impedióan o dificul-
tarían, respectivamente, la realidad del sistema». Para conseguir esa finalidad, 
«la coordinación general debe ser entendida como la fijación de medios y de sis-
temas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad 
técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades estatales 
y autonómicas en el ejercicio de sus respectivas competencias de tal modo que se 
logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema». 
Todas esas finalidades inherentes al principio de coordinación son realmen-
te las que, en esencia, persigue la «Administración Tributaria Integrada», con la 
singularidad consistente en que el resultado de la coordinación se lleva aquí hasta 
sus últimas consecuencias por el Grupo de Estudio, mediante la integración en 
una organización mixta de las partes cuyas actuaciones se pretenden cohesionar 
de suerte que deja de tener sentido la función coordinadora. Coordinación, pues, 
para la obtención de unas finalidades que, en el ámbito de la gestión tributaria, y 
como ha sistematizado el Grupo de Estudio, se concretan, según vimos, en apro-
vechar -optimizándolas- las economías de escala propias de dicha gestión y en 
eliminar a radice los problemas de intercambio de información que actualmente 
253 Por eso, ALBERTI ROVIRA, E., «La coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas», en 
Documentación Administrativa, núms. 230-231,1992, p. 52, escribe que <<1a coordinación presupone actuaciones 
separadas e independientes, potencialmente diversas». Por contra, «cuando de una actuación obligatoriamente con-
junta se trata (de tal modo que no es posible el ejercicio de la correspondiente competencia si no es bajo tal régimen 
mancomunado) no es necesario ya articular un mecanismo que pueda acarrear la diversidad, por el mero hecho de 
que ésta ya no se produce». 
254 Así, sÁNCHEZ MORÓN, M., «La coordinación administrativa como concepto jurídico», en Docu-
mentación Administrativa, núms. 230-231, 1992, pp. 21 Y ss., al señalar que «la coordinación es una potestad atri-
buida a un ente público -el coordinador- para asegurar la acción coherente de otros -los coordinados- o de estos 
otros con aquél. En cuanto tal, implica un límite efectivo al ejercicio de las competencias de los coordinados 
(SSTC 32/1983, 80/1985, 27/1987 Y 214/1989). Y de ahí que deba venir amparada en la pertinente atribución com-
petencia!». Con todo, «1a coordinación, a diferencia de la jerarquía, no es incompatible con la autonomía, sino un 
simple límite del ejercicio de ésta. Quiere ello decir que el coordinado mantiene la titularidad y el ejercicio de su 
competencia (STC 2711987»>. En el mismo sentido, MENÉNDEZ, P., Las potestades administrativas de dirección 
y de coordinación territorial, ed. Cívitas, Madrid, 1993, pp. 173 Y ss. 
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aquejan a las Administraciones tributarias; implicando al mismo tiempo a las 
Comunidades Autónomas en la gestión de los tributos, con lo que se avanzaría 
también por esta vía hacia la corresponsabilidad fiscal 255. 
Pues bien, los objetivos señalados por el Grupo de Estudio, de cuya conve-
niencia a estas alturas no parece razonable dudar, podrían quizá también alcanzar-
se, al menos en alguna medida, sin violentar los esquemas constitucionales de 
organización territorial del poder por vulneración del principio de indisponibilidad 
de las competencias (SSTC 26/1982, 76/1983 Y 95/1986). Sobre todo, si tenemos 
en cuenta los amplios márgenes de acción que otorga la Constitución al legislador 
orgánico para el diseño del sistema de financiación autonómica en su conjunto; lo 
que convierte a la LOFCA 256 en una auténtica «Constitución financiera» 257. 
En efecto, por lo que se refiere a la cuestión del reparto de las competencias 
administrativas de gestión tributaria entre las diferentes instancias territoriales de 
poder público, el artículo 19.1 y 3 LOFCA parte del presupuesto de la estricta 
separación orgánica entre las Administraciones central y autonómicas, de tal 
forma que la instancia central administra separadamente sus propios tributos, 
haciendo lo propio la Administración autonómica aun en el supuesto de los tribu-
tos cedidos, en cuyo caso aquélla asume por delegación del Estado la gestión de 
los mismos de acuerdo con el régimen previsto en la Ley 14/1996, de 30 de 
diciembre, de cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas. Pero, 
por su parte, el artículo 156.2 CE se limita a disponer que «Las Comunidades 
Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado en la 
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél de 
acuerdo con las leyes y los Estatutos». 
La amplitud de los términos en que está redactado el transcrito artícu-
lo 156.2 impide rechazar, cuando menos a priori, a nuestro juicio, la introducción 
en nuestra Administración tributaria por la vía del bloque de la constitucionalidad 
255 Vide AA.W., <<Informe sobre el actual sistema ... », cit., pp. 157 Y ss. 
256 Pues como declara la STC 179/1987 (FJ 2), «esta Ley orgánica ( ... ) aparece, pues, como el punto de 
referencia para determinar la extensión y límites de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas y las 
facultades que al respecto se reservan los órganos centrales del Estado para el cumplimiento de los fines y ejercicio 
de las competencias que la Constitución le atribuye». Así, MEDINA GUERRERO, M., La incidencia del sistema tk 
financiación autonómica en el ejercicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, ed. Centro de Estu-
dios Constitucionales, Madrid, 1992, p. 341, indica que «el constituyente renunció prácticamente desde el principio 
a todo empeño de constitucionalizar un acabado sistema de financiación autonómica, optando ya en el anteproyecto 
por remitir a la ley la tarea de regular las competencias financieras de los territorios autónomos»; en fm, en palabras 
de RAMALW MASSANET, J., Contenido, instrumentos ... , cit., p. 18, «el desarrollo que la LOFCA hizo del siste-
ma constitucional de financiación autonómica no es más que una de las interpretaciones posibles del texto constitu-
cional y, en consecuencia, lo que me parece decisivo es si en dicho texto caben otras interpretaciones que propicien, 
entre otras cosas, un mayor ejercicio de corresponsabilidad fiscal de las Comunidades Autónomas». 
257 En expresión de PALAO TABOADA, c., «La distribución del poder tributario en España», en Crónica 
Tributaria, núm. 52,1985, p. 184. 
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de alguna de las técnicas de «Administración mixta» existentes en el Derecho ale-
mán y que han demostrado resultados estimables en su aplicación práctica. Técni-
cas entre las que merece un lugar destacado la integración, que se opera en aquel 
ámbito a partir de la reforma constitucional de 1969, de los servicios intermedios 
de las Administraciones tributarias del Bund y de los Lander en un órgano mixto 
-las Oberfinanzdirektionen- 258; órganos comunes, pues, ya la vez codependien-
tes del Ministerio Federal de Finanzas y del Ministerio de Finanzas del Land en 
que radica y despliega su competencia la Oberfinanzdirektion. 
En efecto, la reforma de la Ley Fundamental de Bonn de 1969 259 , cuyo 
principal motivo fue dar cobertura constitucional a las modalidades de coopera-
ción obtenidas mediante la financiación y planificación conjunta del Bund y los 
Lander de tareas propias de estos últimos 260, afectó con mayor o menor intensi-
dad al entero sistema de distribución de poderes en materia hacendística. Tal 
reforma, inspirada como se sabe por el llamado «Informe Troeger» 261, tenía un 
marcado tinte unitarista que, en lo tocante a la regulación del sistema tributario, 
abogaba por la uniformización del Derecho impositivo en aras de la consecu-
ción de un espacio económico común. A tal fin, se modificó el artículo 105 de la 
Ley Fundamental de suerte que al Bund se le atribuyó una competencia legislati-
va concurrente para la regulación de todos los impuestos, excepción hecha de 
los adscritos con carácter de exclusividad a los Lander en el artículo 105.2 a) de 
la Constitución; con lo cual se aumentó indirectamente también el poder norma-
tivo del Bund, pues supuso el reconocimiento explícito, hasta entonces debatido, 
de que la Federación poseía el derecho a inventar impuestos (Steuererfindungs-
recht) 262. 
y en cuanto a la regulación en el artículo 108 de la Ley Fundamental de 
las competencias administrativas que aquí interesan, la reforma constitucional 
de 1969, aun cuando mantuvo la existencia de las Administraciones financieras 
258 Solución organizativa que supone para SOSA WAGNER, FJBOCANEGRA SIERRA, R., «La organiza-
ción financiera de las Comunidades Autónomas», cit., p. 15, una «invitación a la reflexión» para nuestro propio sistema; 
también llama la atención sobre esta técnica MUÑOZ MACHADO, S., Derecho Público . .. , t. l., cit., pp. 228 Y 229. 
259 Sobre dicha reforma puede consultarse, entre nosotros, RAMALLO MASSANET, J., El sistema finan-
ciero de las Corporaciones locales en el Derecho Alemán, ed. Instituto de Estudios de Administración Local, 
Madrid, 1976, pp. 25 y ss.; FERREIRO LAPATZA, J., «Hacienda Pública y Autonomía en la Ley Fundamental de 
Bonn», en REDF, núm. 13, 1977, pp. 35 y ss.; MEDINA GUERRERO, M., La incidencia ... , cit., pp. 197 Y ss. 
260 Reformas que plasmaron en los vigentes artículos 91, a), y 91, by, de la Ley Fundamental de Bonn, que 
regulan las llamadas tareas comunes (Gemeinschaftsaufgaben); sobre el significado de las mismas, entre nosotros, 
MEDINA GUERRERO, M., La incidencia ... , cit., pp. 224 Y ss. 
261 Un resumen de las conclusiones del citado informe en FERREIRO LAPATZA, J., Hacienda Pública ... , 
cit., pp. 35-40; referencias al mismo también en MUÑOZ MACHADO, S., Derecho Público ... , cit., t. l., p. 223, que 
destaca el impulso que supuso en aquel ámbito para la construcción del llamado «federalismo cooperativo»; igual-
mente en MEDINA GUERRERO, M., La incidencia ... , cit., pp. 197 Y ss. 
262 Cfr. MEDINA GUERRERO, M., La incidencia ... , cit., p. 198. 
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federal y de los Lander, introdujo matizaciones muy significativas -atendiendo 
en parte las indicaciones del «Informe Troeger»- en orden a mitigar una separa-
ción administrativa estricta y ahuyentar así el temor de una eventual quiebra del 
principio de igualdad; puesto que, como ya nos consta, la satisfacción de dicho 
principio no se asegura únicamente con la uniformidad normativa, sino que pre-
cisa una administración igualmente unificada y cohesionada 263. Porque, aunque 
el citado artÍCulo 108 parte de la atribución a cada nivel de gobierno de la gestión 
de determinadas figuras tributarias 264, tan tajante separación de las esferas admi-
nistrativas decae en la práctica hasta el punto de mantenerse sólo en el plano 
ideal, debido a la introducción de una serie de mecanismos jurídicos que tienden 
a uniformar el procedimiento de gestión de los tributos 265. 
Ello es así, en primer lugar, porque la parte más destacada del ámbito impo-
sitivo confiado a la gestión de los Liinder 266, es decir, los impuestos sobre la 
renta, las sociedades y el volumen de ventas, está sustraída al régimen deAdmi-
nistración propia; pues, como señala del artículo 108.3 de la Ley Fundamental, 
todos los impuestos cuyo producto, total o parcialmente, se adscriba a las arcas 
centrales se entenderán administrados por encargo (im Auftrag) de la Federación. 
Con la extensión de este peculiar sistema de gestión de dichos impuestos se 
garantiza que el Ministro federal de Finanzas ejerza -haciendo uso de las faculta-
des que concede con carácter general para esta forma de gestión administrativa el 
artículo 85 de la Ley Fundamental al Gobierno Federal- permanentemente el 
control de la exacción de las principales fuentes de ingreso del sistema; dado que 
a tal Ministro se atribuyen en el citado artículo 108.3 facultades tan sustanciales 
como la de dictar instrucciones generales y particulares y la de inspeccionar la 
legalidad y la oportunidad de las medidas tomadas por los Lander. 
Y, en segundo lugar, y por lo que a nosotros ahora más importa, el artícu-
lo 108 prevé un segundo punto de contacto entre las esferas administrativas fede-
rales y de los Uinder con motivo de la designación de los directores -Oberfi-
nanzpriisident- de los órganos intermedios -Oberfinanzdirektionen- de la 
263 Cfr. FISCHER/MENSHAUSEN, Gundgesetz Kommentar, cit., pp. 861 Y ss. 
264 Así, el artículo 108.1, en su primer inciso, de la Constitución, atribuye al Bund, exclusivamente, las 
competencias para administrar las aduanas, los monopolios, los impuestos sobre el consumo regulados por Leyes 
federales, incluyendo el Impuesto de Compensación sobre Importaciones y los impuestos existentes en el marco de 
las Comunidades Europeas. El segundo inciso del citado artículo confiere a los Lander la competencia, básicamen-
te, para administrar los restantes impuestos, sin perjuicio de las delegaciones que estos últimos pueden realizar en 
favor de las Corporaciones locales. 
265 En este sentido, BIRK, D., «Grundzüge der Finanzverfassung der Bundesrepublik Deutschland 
(art. 104a-115 GG»>, en Steuer und Studium, 1987, en especial, pp. 328 y ss. 
266 Para una panorámica de la organización de la Administración tributaria federal y la de los Lander en 
Alemania, vide, entre nosotros, FERREIRO LAPATZA, J., Hacienda Pública ... , cit., pp. 5 y ss.; SOSA WAG-
NER, F./BOCANEGRA SIERRA, R., «La organización financiera ... », cit., pp. 8 Y ss.; MEDINA GUERRERO, 
M., La incidencia ... , cit., pp. 196 Y ss. 
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Administración financiera. De este modo, si se trata del órgano intermedio del 
Bund, el artículo 108.1 dispone que su elección se efectuará previa audiencia de 
los gobiernos (im Benehmen) de los Lander; en tanto que el nombramiento de la 
autoridad del Land tendrá lugar de acuerdo (im Einvernehmen) con el Gobierno 
Federal, según prescribe el artÍCulo 108.2, en su último inciso, de la Ley Funda-
mental. Pero, sobre todo, lo que interesa destacar es que el desarrollo legislativo 
de estos preceptos -que fueron tomando cuerpo en las modificaciones realizadas 
de la Ley de Administración Financiera (Gesetz über Finanzverwaltung)- ha 
superado con creces esta limitada interferencia administrativa recíproca para 
alcanzar una verdadera integración, al menos parcial, de las Administraciones, ya 
que los artículos 8 y siguientes de la Ley de Administración Financiera han esta-
blecido una Administración intermedia común para el Bund y los Lander, que es 
la ya mencionada Dirección Superior de Finanzas (Oberfinanzdirektionen) 267, 
cuyo máximo responsable, el Presidente Superior de Finanzas (Oberfinanzprti-
sident) , elegido de común acuerdo entre la Federación y los Lander, es al tiem-
po funcionario de ambos niveles de gobierno; personificando la unidad de 
acción de la Administración tributaria y la consiguiente uniformidad en la eje-
cución de la ley 268 
Esta insólita regulación, defendida por razones de eficacia 269, ciertamente 
no se compadece fácilmente con la estructura de un federalismo de ejecución 
como el existente en Alemania; razón por la cual en la reforma constitucional 
de 1969 se introdujo en el artÍCulo 108.4 de la Ley Fundamental la base suficien-
te para eludir cualquier posible tacha de inconstitucionalidad, al disponerse ahí 
que «Mediante ley federal que requiere la aprobación del Bundesrat podrá pre-
verse una actuación conjunta de las autoridades financieras de la Federación y de 
los Lander». Tacha de inconstitucionalidad que podría haberse formulado contra 
esa forma de «Administración mixta», no sólo con base en que la misma violenta 
los esquemas basilares del federalismo ejecutivo 270, sino también por incompati-
bilidad con el artículo 108 de la Constitución, en sus párrafos primero y segundo, 
267 Unión personal e integración de servicios que son el auténtico exponente, según FISCHER/MENS-
HAUSEN, Grundgesetz Kommentar, cit., pp. 865 Y 866, para una efectiva consecución de la generalidad, igualdad y 
proporcionalidad en la ejecución de las normas tributarias. (Allgemeinheit, Gleichmiissigkeit und Verhiiltnismiissig-
keit der Besteurung.) 
268 Como, entre nosotros, han destacado SOSA WAGNER, F./BOCANEGRA SIERRA, R., «La organiza-
ción financiera ... », cit., p. 15. 
269 Así, FISCHER!MENSHAUSEN., Grundgesetz ... , op. cit., p. 866. 
270 Razón por la que, como indica BIRK, D., Grundzüge der Finanzverfassung ... , cit., p. 333, de no existir 
la cláusula constitucional del artículo 108.4 de la Ley Fundamental la prohibición constitucional de «Administra-
ción mixta» (Mischverwaltungsverbot) proclamada por el Tribunal Constitucional alemán (BVerfGE, 39,96, 120) 
impediría una solución organizativa como la que configuran las actuales Oberfinanzdirektionen; en el mismo senti-
do, VOGEL, K., Grundzüge des Finanzrechts des Grundgesetzes, en ISENSEElKIRCHHOF., «Handbuch des Sta-
atsrechts», t. IV., cit., pp. 29 Y 30. 
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de los cuales es dable inferir la exigencia de que se mantengan órganos interme-
dios propios y exclusivos del Bund y de los Lander 271. 
En efecto, el artículo 108.4 de la Ley Fundamental autoriza al legislador 
federal para que, con la anuencia del «Bundesrat», y pasando por encima de las 
reglas generales sobre Administración financiera prevista en la Ley Fundamen-
tal, instaure un sistema de cooperación en la gestión de los tributos -incluyendo 
los reservados para la Administración del Bund- o, sencillamente, para que 
reordene el reparto constitucional de competencias, transfiriendo la gestión de 
los impuestos inicialmente administrados por el Bund a las autoridades de los 
Lander y viceversa 272; o bien, para que reordene determinadas funciones inhe-
rentes al ejercicio de las competencias gestoras, como ha hecho de modo muy 
significativo el artículo 19 de la Ley de Administración Financiera al otorgar a 
un órgano federal superior (OberbehOrde) -Bundesamtfür Finanzen- la facul-
tad para ordenar y centralizar inspecciones (zentrale Betriebsprüfung) que ten-
gan lugar en el ámbito territorial de los Lander y sobre impuestos que ellos mis-
mos administran 273. La adopción de estas medidas sólo está supeditada al 
requisito de que las mismas sirvan para facilitar o mejorar considerablemente la 
ejecución de las leyes tributarias -artículo 108.4 in fine-; concepto jurídico 
indeterminado en cuya interpretación el legislador goza de un extenso margen 
de maniobra 274. 
Pues bien, si la unión (Verknüpfung) organizatoria y personal de las Admi-
nistraciones del «Bund» y de los Lander en la instancia media provoca la eficacia 
administrativa, favorece la recaudación a nivel general de los impuestos y facilitl\ 
especialmente el cumplimiento de las misiones atribuidas al Estado de Derecho 
de cumplir los principios fundamentales -en nuestro sistema constitucionaliza-
271 Entre nosotros lo ha visto así MEDINA GUERRERO, M., La incidencia ... , cit., p. 202. 
272 Vide, sobre esta cuestión, BlRK, D., Grundzüge der Finanzverfassung ... , cit., pp. 330 Y ss.; WENDT, R:¡ 
«Finanzhoheit und Finanzausgleich», cit., en ISENSEE/KIRCHHOF, Handbuch des Staatsrechts, t. IV., cit.! 
pp. 101 Y ss. 
273 La trascendencia de esta facultad es subrayada por SPANNER, H., «Kommentar zur Finanzverwal~' 
tungsgesetz», en HÜBSCHMANN/HEPP/SPITALER, Kommentar zur Abgabenordnung/Finanzgerichtsordnungl 
Finanzverwaltungsgesetz, arto 19 FVG, Anm.I-3, Lfg. 93, Oktober, 1979, atto Schmidt, Koln; FISCHER/MENS. 
HAUSEN, Grundgesetz Kommentar, cit., p. 865. 
274 Sólo mencionar aquí que el conjunto de las posibilidades de intervención del «Bund» en la órbita admi--
nistrativa de los Liinder se completa, dejando a un lado la capacidad de regular el procedimiento administrativo gene-
ral (art. 108.5 de la Ley Fundamental), con un grupo de facultades heredadas de la redacción originaria de la Consti~ 
tución mediante las cuales el Bund puede normar unilateralmente la jurisdicción financiera (art. 108.6); regular 
mediante ley la organización de las autoridades y la formación de los funcionarios de los Lander; y, por último, dictar 
disposiciones administrativas generales vinculantes para los Lander, requiriéndose en estos dos últimos supuestos el 
consentimiento del Bundesrat (art. 108.7). En conclusión, afianzada de este modo la presencia del Bund en los 
momentos fundamentales del proceso de gestión tributaria, parece indudable que, aun coexistiendo dos Administra-
ciones, podemos afirmar con MEDINA GUERRERO, M., La incidencia . .. , cit., p. 202, que <<la uniformidad de la 
exacción impositiva ha quedado debidamente garantizada por la Ley Fundamental de Bono». 
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dos expresamente- de generalidad, igualdad y proporcionalidad en la imposi-
ción 275, bien merece la pena realizar un esfuerzo de reflexión 276 acerca de las 
posibilidades de configurar las actuales Delegaciones Especiales de la AEAT 
-órganos periféricos de nuestra Administración tributaria 277_, actualmente 
dependientes del Director general de la AEAT, como una especie de órganos mix-
tos en los que, por lo tanto, estuvieran también representadas las Administracio-
nes tributarias de la respectiva Comunidad Autónoma sobre la que ejerce su com-
petencia territorial cada Delegación Especial. De este modo, el Delegado especial 
de ese órgano mixto estaría sujeto a una doble dependencia -del Director general 
de la AEAT y del correspondiente órgano directivo de la Comunidad Autónoma-
para la dirección de la gestión tanto de los tributos estatales como de los cedidos 
y los propios de la Comunidad Autónoma; gestión que sería realizada material-
mente en cada caso por funcionarios estatales o autonómicos, pero funcionarios 
que, eso sí, estarían sujetos a la dirección única de ese órgano común. De esta 
manera, seguramente se podrían aliviar los problemas de intercambio de infor-
mación que actualmente aquejan a nuestras Administraciones tributarias y se 
aprovecharían las economías de escala inherentes a la gestión de los tributos 278 al 
evitarse duplicidades y contradicciones en las actuaciones de las Administracio-
nes tributarias de ambos niveles territoriales gracias a la dirección común de los 
órganos intermedios. 
y creemos que una reforma de nuestra Administración tributaria dirigida 
en este sentido no provocaría los problemas de constitucionalidad que la creación 
de «Administraciones mixtas» han originado en Alemania; problemas que, como 
acabamos de ver, obligaron a introducir la cláusula comentada del artículo 108.4 
de la Ley Fundamental para poder integrar los servicios intermedios de las Admi-
nistraciones Federal y de los Lander en las Oberfinanzdirektionen. Porque, en 
efecto, la propia definición ofrecida por el Tribunal Constitucional alemán de 
<~Administración mixta» nos pone sobre la pista de la razón última que en aquel 
SIstema jurídico limita las posibilidades de creación de este tipo de organizacio-
~: De acuerdo con FISCHERlMENSHAUSEN., Grundgesetz Kommentar, cit., p. 866. 
. . Al que hace ya algunos años invitaban SOSA WAGNER, FJBOCANEGRA SIERRA, R., La organiza-
cI6nfinanclera ... , Clt., p. 15, para que se tornara la mirada precisamente al sistema alemán. 
277 Según establece el artículo 13 de la Orden ministerial, de 2 de junio de 1994, por la que se desarrolla la 
estru~tu.ra de la AEAT, cuyo tenor literal es el siguiente: «l. La Administración periférica de la Agencia estará 
c?nstitulda P?r las Delegaciones Especiales y las Delegaciones de la Agencia integradas en aquéllas. 2. Las Delega-
CIones EspecIales de la Agencia dependerán directamente del Director general de la misma. Los distintos Directores 
~ Dep~ento, en el ejercicio de sus funciones, dirigirán a los Delegados especiales de la Agencia mediante las 
mstrucclones y órdenes de servicio necesarias. 3. Las Administraciones de la Agencia y las Administraciones de 
Adu~as e I~puestos Especiales se integran en las correspondientes Delegaciones de la Agencia, con sus funciones y ámbIto temtonal específico». 
• 278 Como pretende el Grupo de Estudio en AA.W., «Informe sobre el actual sistema de financiación auto-
nónuca y sus problemas ... », cit., pp. 157 Y ss. 
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nes. Razón que no es otra que la estricta separación no sólo orgánica sino tam-
bién de funciones en que se inspira el federalismo de ejecución de corte germáni-
co, que reserva justamente a la instancia de los Lander con carácter general «la 
ejecución de las leyes federales como materia propia» (art. 83 de la Ley Funda-
mental de Bonn). De ahí justamente que el Tribunal Constitucional alemán, al 
declarar inconstitucionales las técnicas de «Administración mixta» salvo los 
casos previstos en la propia Ley Fundamental, defina a aquélla como «una orga-
nización administrativa en la que un órgano administrativo federal está supraor-
denado a un órgano administrativo de los Estados o una organización de la Admi-
nistración de la que resulta una colaboración de los órganos del Bund y de 
. (Z· ·¡;d· )279 los Lander a través de la necesidad de consenso ustlmmungserjor, ermsse . 
Precisamente por ello, porque el sistema alemán de federalismo de ejecución se 
funda básicamente en una estricta separación de funciones que reserva el señorío 
sobre la función administrativa a los Lander, quedan absolutamente estigmatiza-
das aquellas organizaciones que suponen injerencias del Bund en las tareas ejecu-
tivas de los Lander 280; concepción que luce, como se puede comprobar, en la 
definición transcrita de «Administración mixta» que ofrece el máximo intérprete 
de la Constitución alemana y que justificó en 1969 reformar el artículo 108 de la 
Ley Fundamental, para poder insertar en la estructura organizativa de los Uinder 
un órgano mixto cuyo Director -Oberfinanzprasident- había de concertarse 
entre la Federación y los Lander. 
Esta concepción de la organización territorial del poder no coincide, sin 
embargo, con la vigente en nuestro orden constitucional, en el que no existe una 
proclamación similar a la del artículo 83 de la Ley Fundamental alemana, ~ue 
reserve a las Comunidades Autónomas la ejecución de las leyes estatales; SIllO, 
antes al contrario, la consignación expresa, en el artículo 149.3 CE, de una regla 
de cierre de signo opuesto. A ello se debe añadir que el bloque de la constitucio-
nalidad parte de una atribución específica a cada instancia territorial de las com-
petencias de ejecución según las diferentes materias, lo que supone una singulari-
dad del sistema español en el panorama comparado, es decir, sin perjuicio de su 
complejidad, existe, pues, un modelo constitucional que supone necesariamente 
279 Definición que se contiene en BVerfGE.ll. 105. 124. Y que nosotros hemos tomado de MAURER.H., 
Allgemeines Verwaltungsrecht. 9 Auflage. Verlag C. H. Beck. München. 1994. p. 510. ..' 
280 Ese es el fundamento. como explica ISENSEE. «Idee und Gestalt des Foderahsm~s». en 
ISENSEElKIRCHHOF. Handbuch des Staatsrechts. t. IV. cit .• pp. 619 Y ss . .' de. la prohibición constitucIOnal: 
«Administración mixta»; prohibición que. convIene advertrr. el Tnbunal ConstItucIonal ha Ido atemperando despu 
de la reforma constitucional de 1969. que introdujo técnicas como las tareas comunes (Gemeinschaftsaufgaben) ~ 
los artículos 91. a). y 91. b). de la Ley Fundamental. propias del «federalismo cooperatIvo». y que pasan la mayon 
de las veces no sólo por la planificación y financiación conjunta de proyectos entre la Federacló~ y los Estados. smo. 
asimismo. por la creación de organizaciones mixtas participadas por ambos mveJes de poder temtonal. 
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la duplicidad de instancias ejecutivas 281. Consecuentemente, el juicio de relevan-
cia constitucional acerca de la introducción en nuestra organización territorial de 
técnicas de «Administración mixta» no puede tener más que como único paráme-
tro el principio de indisponibilidad de las competencias y la interpretación que 
del reparto de las mismas realice el bloque de la constitucionalidad. 
Y, aun cuando las técnicas de cooperación en nuestro sistema discurren 
más habitualmente por la vía de las técnicas de base funcional en perjuicio de 
aquéllas de base orgánica 282, lo cierto es que, si se considera que la cooperación 
se reduce a un modo de ejercicio de las competencias, y no es en ningún caso una 
técnica de distribución de las mismas 283, el artÍCulo 156.2 de la CE deja margen 
suficiente, a nuestro modesto entender, para que el bloque de la constitucionali-
dad -en nuestro caso la LOFCA- instrumente esa cooperación en el campo de la 
Administración tributaria, desde luego entre otros medios -Convenios y confe-
rencias sectoriales, básicamente-, a través de la integración de los servicios inter-
medios de la AEAT y las Administraciones tributarias autonómicas 284. 
Pues no sólo es que en cualquier caso se respetaría el mandato contenido en 
los títulos competenciales de los artículos 156.1 y 149.1.1.° CE -correlatos del 
principio de unidad que se proyectan, como vimos, sobre la fase de ejecución-
administración en la actualización del deber constitucional de contribuir que 
incumbe a la AEAT en su calidad de Administración central-, al depender los 
órganos intermedios para la gestión de los tributos estatales del Director general 
de la AEAT, sino que, además, no plantearía los graves problemas de imputación 
que pueden traer consigo las «Administraciones mixtas», al limitarse la integra-
ción de los servicios al nivel de los órganos intermedios 285; y, sobre todo, una 
281 Esta constatación elemental ha sido recordada por PAREJO ALFONSO. L.. Algunas reflexiones ...• cit .• 
p. 308. para descalificar. desde sus propios presupuestos. la propuesta de Administración única. pues la «economía 
última de dicho reparto (del poder en nuestro sistema constitucional) no es en modo alguno equiparable a la propia 
del federalismo de corte alemán. explicándose así las dificultades con las que siempre ha tropezado la doctrina favo-
rable a la decantación del modelo en favor de la "territorialización" de las competencias ejecutivas». 
282 En este sentido. ALBERTI ROVIRA. E .• Relaciones ...• en LEGUINA VILLA. J JSÁNCHEZ MORÓN. M .• 
La nueva Ley . ..• cit .• pp. 41 Y 42. 
283 Cfr. ALBERTI ROVIRA. E .• La coordinación ...• cit.. pp. 64-65. 
284 Siempre que no se entienda. claro está. que la competencia autonómica de autoorganización (art. 148.1.° CE) 
se constituye en un límite infranqueable a cualquier tipo de ley estatal que condicionara en el sentido indicado la 
Administración tributaria de las Comunidades Autónomas. En nuestra opinión. el título competencial del Estado 
para la «coordinación» de las Haciendas autonómicas -artículo 156.1 CE- podría quizá matizar el rigor del 
artículo 148.1.° 
Sobre el contenido de la potestad de autoorganización autonómica. que se encuentra en todo caso sometida 
a límites. vide MUÑOZ MACHADO. S .• Derecho Público de las Comunidades Auónomas. t. 11 .• ed. Cívitas. 
Madrid. 1987. pp. 67 Y ss. 
285 En efecto. como ha notado MUÑOZ MACHADO. S .• Derecho Público ...• cit .• t. l.. p. 229. entre los 
problemas principales que plantean las técnicas de «Administración mixta» se encuentran «determinar a qué ente 
son imputables las decisiones que adopte el órgano mixto (al Estado o a las Comunidades Autónomas en nuestro 
133 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
fónnula organizativa similar a las Oberfinanzdirektionen constituiría una fonna 
de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas que aporta virtua-
lidades nada despreciables -demostradas en el ámbito alemán- para facilitar el 
intercambio de infonnación y la optimización de las economías de escala en una 
gestión tributaria que, si se proyecta tendencialmente sobre un sistema tributario 
en el que las Comunidades Autónomas asumen mayores cotas de corresponsabi-
lidad fiscal, debería lógicamente dirigir sus pasos, de modo simétrico, hacia algu-
na fónnula de Administración concertada 286. 
caso), lo que no se suscita cuando las decisiones administrativas, aun respondiendo a principios comunes, se adop-
ten separadamente (v. gr., Conferencias sectoriales, que preparan los acuerdos que luego la Administración toma)'"j 
Por eso, es razonable la «recomendación general de que se utilice esta fórmula principalmente con órganos intemlll 
(que no adoptan decisiones con eficacia ad extra, sino organizativas o preparatorias) y que con funciones consultiol: 
vas o de análisis, estudio o preparación de decisiones». Y el autor cita, significativamente, la utilización de esta fór-
mula en Alemania para «órganos intermedios de recaudación de los tributos». 
286 Como apunta FALCÓN Y TELLA, R., «La distribución de competencias financieras entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas», en AA.W., Estudios de Derecho y Hacienda, homenaje a César Albiñana García-
Quintana, vol. 1., cit., p. 555, quien justamente señala que <<la concertación de la gestión con el Estado, cuando se 
trate de recargos sobre un tributo no cedido, resulta, pues, no solamente conveniente por razones prácticas, sino 
incluso constitucionalmente exigible». 
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CAPÍTULO SEGUNDO 
ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LAS FACULTADES 
'RETATIVAS DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
TRAS LA CREACIÓN DE LAAEAT 
1. INTRODUCCIÓN: INTERPRETACIÓN ADMINISTRATIVA 
Y ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LA ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA 
ORRESPONDIENDO a la AEAT «desarrollar las actuaciones admi-
nistrativas necesarias para que el sistema tributario estatal y el adua-
nero se apliquen con generalidad y eficacia a todos los obligados 
tributarios mediante los procedimientos de gestión, inspección y 
recaudación», según establece el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado 
uno, número 3, no ofrece duda que a laAEAT incumbe, como cometido inheren-
t~ a la función de aplicación efectiva del sistema tributario, la interpretación de 
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las normas jurídicas que lo conforman; una interpretación de las normas tributa-
rias que se presenta como actividad ineludible dentro del proceso de concreción 
normativa que la aplicación del Derecho comporta, como es reconocido actual-
mente de forma unánime en sede de Teoría General del Derecho 287. 
En este capítulo pretendemos analizar cuál es la incidencia que la creación 
de la AEAT ha ejercido sobre la organización jurídica de las facultades interpreta-:: 
tivas de la Administración tributaria. A tal fin, conviene en primer lugar delimitar 
qué tipo de interpretación reclama en estos momentos nuestra atención, puesto 
que la interpretación jurídica puede diferenciarse no sólo de acuerdo con los dis-
tintos métodos de los que el intérprete puede valerse al objeto de averiguar el 
sentido de determinada norma jurídica (interpretación literal, histórica, sistemáti-
ca, teleológica, etc.), sino que también es susceptible de categorizarse en función 
de la posición institucional de los diferentes sujetos que realizan la actividad inte-
lectual de interpretación normativa 288. 
Pues bien, estando nuestro empeño enderezado a analizar la organización 
de las facultades interpretativas de la Administración tributaria tras la crel;lción de 
la AEAT, no ofrece dudas la adscripción de tal análisis dentro de las cuestiones 
relacionadas con la interpretación oficial de las normas jurídicas 289. Así, siguien-
do a Tarello 290 , podríamos definir la interpretación oficial como aquella realizada 
por un órgano del aparato estatal distinto e inferior a aquel que ha dictado la 
norma a interpretar y que es simultáneamente un órgano de aplicación, es decir, 
la interpretación que los órganos estatales (excluidos los del poder judicial) lle-
van a cabo al aplicar las normas jurídicas en su tarea cotidiana de gestión. Dicha 
interpretación oficial tendrá los efectos que en última instancia le reconozca el 
propio ordenamiento jurídico, aunque habrá de reconocerse que las interpretacio-
nes oficiales tienen habitualmente de facto una notable autoridad debido a los 
propios mecanismos de actuación de la Administración pública. Por ello, nues~ 
estudio debe partir del reconocimiento de las peculiaridades que presenta el tipó 
de interpretación que ahora reclama nuestra atención; una interpretación que" 
287 Efectivamente se debe afirmar rotundamente con LARENZ, K., Metodología de la Ciencia del Dere-
cho. 2.' ed. (traducción de la cuarta edición alemana de 1979 a cargo de Marcelino Rodríguez Molinero), ed. Ariell 
Barcelona, 1980, p. 193, que «no sólo necesita interpretación un texto especialmente oscuro, difícilmente inteligib14. 
o impreciso. Antes bien, la necesidad de interpretación de "todos" los textos legales deriva ya de que la may?ría dIiI· 
las representaciones generales y conceptos del lenguaje corriente empleados por la ley tienen "contornos Impre~ 
cisos"». 
288 Así, TARELLO, G., Tratatto di Diritto Civile e Commerciale. V. 1, T. 2, ed. Giuffre, Milano, 1986. 
páginas 49 y ss., ha distinguido entre diferentes clases o categorías de interpretación en función del autor típico de la 
misma: en concreto, interpretación doctrinal, judicial, oficial y auténtica. ..' 
289 Desde una perspectiva general, señalando la especificidad de la interpretacIón ofiCIal y sus dIferentes 
manifestaciones, vide SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo. cit., p. 402 Y 
páginas 942 y ss. 
290 Cfr. TARELLO, G., Tratatto di Diritto Civile e Commerciale. op. cit .• p. 52. 
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como vemos, se caracteriza por la especial posición institucional del intérprete o 
sujeto de la interpretación. 
Así, es preciso destacar cómo la interpretación oficial se manifiesta en dos 
.modos diversos que conviene distinguir nítidamente. En primer lugar, la interpre-
tación en función de aplicación normativa, que se plasma en los diversos actos de 
aplicación que realizan los órganos de gestión en el desarrollo de su tarea cotidia-
na ante los diferentes supuestos de hecho de la realidad que a los mismos se les 
presentan. Y, en segundo lugar, la interpretación oficial se puede exteriorizar a 
través de determinadas formas documentales -instrucciones o circulares- emana-
das de los superiores jerárquicos de la organización administrativa y que tienen 
como principales destinatarios los funcionarios que, por su posición subordinada 
den~ de esa organización, deben, en principio, seguir los criterios que en tales 
instruccion~s se contienen; lo que no excluye, sin embargo, la importante influen-
cia que dichas interpretaciones ejercen en determinados ámbitos de la actuación 
administrativa sobre los particulares a los que afectan las normas objeto de inter-
pretación; de tal modo que si el ordenamiento anuda los correspondientes efectos 
jurídicos a tales formas de exteriorización de la interpretación administrativa, 
ello está precisamente en función de la posición institucional del autor de la 
correspondiente interpretación 291 . 
En efecto, dicha interpretación oficial debe ser contemplada desde las dos 
manifestaciones diferentes en que se realiza y que es preciso diferenciar. Porque 
la primera forma de interpretación oficial que se despliega a través de los actos 
singulares de aplicación nos sitúa frente a la cuestión de los precedentes y las 
prácticas administrativas, los cuales suscitan ciertamente una serie de problemas 
que ahora no nos interesan 292; mientras que otro tipo de cuestiones plantea la 
interpretación oficial que se manifiesta a través de la emanación de criterios inter-
pretativos por parte de ciertos órganos administrativos -especialmente cualifica-
dos por su potestad de dirección sobre los órganos subordinados- mediante diver-
sas formas documentales típicas (instrucciones, circulares, etc.), que son 
291 Así, TARELLO, G., Tratatto di Diritto .... cit., pp. 39-42, designando interpretación-actividad a la pri-
mera categoría que describimos en el texto e interpretación producto a la segunda. 
En este mismo sentido, SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , p. 402, acoge la distinción, al 
señalar que la interpretación oficial puede efectuarse bien «a través de la repetición de actos singulares, o bien 
mediante la emanación de instrucciones o circulares dirigidas por vía jerárquica a los órganos subordinados». 
292 Así, la utilización de los precedentes y las prácticas administrativas como técnicas de control jurisdiccio-
nal de los actos administrativos tributarios, sobre la base de los principios de igualdad e interdicción de la arbitrarie-
~,ha sido ya destacada por la doctrina, en el sentido de que tales principios reclaman la uniformidad de criterios 
mterpretativos por parte de los órganos administrativos ante los casos idénticos que se les planteen. Un tratamiento de 
esta cuestión, en ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Precedentes y prácticas administrativas en materia tributaria: una nota», 
en HPE. núm. 63, 1980, pp. 253 Y ss.; para un estudio sobre el significado jurídico del precedente administrativo, vide 
DÍEZ-PICAZO, L., «La doctrina del precedente administrativo», en RAP. núm. 98, 1982, pp. 7 Y ss. 
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difundidas por vía jerárquica, al objeto de que tales criterios interpretativos sir-
van como pautas de actuación de los órganos que les están subordinados en su 
tarea aplicativa. 
Así pues, siendo evidente que la interpretación en función de aplicación 
normativa está al margen del objeto de la indagación que al principio de este 
capítulo nos hemos propuesto, no suc,éde lo mismo en'lo referente a la segunda 
forma de interpretación administrativa. Pues esta segunda manifestación de la 
interpretación oficial nos sitúa frente al problema de las relaciones que en este 
ámbito se establecen entre la AEAT y otros órganos de la Administración tributa-
ria situados fuera de la organización de aquélla pero a los que el ordenamiento 
todavía hoy, al menos aparentemente, atribuye facultades interpretativas, cual es 
el caso de la Dirección General de Tributos -artículo 107.6 LGT - o el propio 
Ministro de Economía y Hacienda -artículo 18 LGT. 
Y la delimitación de esas relaciones nos enfrenta con la cuestión de fondo 
que subyace debajo de toda esta problemática: la configuración que ha realizado 
el legislador, tras la creación de la AEAT, de la llamada «función autónoma de 
interpretación de la Administración tributaria», que ante la dispersión y prolijidad 
de la normativa fiscal y su creciente complejidad y tecnicismo ha asumido como 
propia la tarea de su esclarecimiento, desarrollando una interpretación útil para 
servir de fundamento a su aplicación. Así, «ese esfuerzo de la Administración, 
que a través de la centralización de la interpretación y su difusión por vía jerár-
quica trata de asegurar una aplicación uniforme de las normas tributarias, encuen-
tra su desarrollo a través de formas típicas, que pueden englobarse en la noción 
genérica de circular, y tiene como principales destinatarios a los propios funcio-
narios de la Administración tributaria» 293. 
En este mismo orden de ideas, es preciso recordar que, pese a la importancia 
que tiene una adecuada organización jurídica de las potestades interpretativa~ de 
la Administración tributaria en el desarrollo de los procedimientos tributarios 294, 
293 A la «función autónoma de interpretación» asumida por la Administración tributaria se ha referido 
MARCHESSOU, P., L'interpretation des textesfiscaux, cit, p. 53, citado por ZORNOZA PÉREZ, J. J., <<Interpreta. 
ción administrativa y consulta tributaria», en REDF, núms. 47-48, pp. 481 Y 482, quien, al analizar la consulta tribu-
taria regulada en el artículo \07 LGT, sitúa la citada institución en el contexto de la «función autónoma de interpre-
tación» de la Administración tributaria, que es definida en los términos que se recogen en el texto. 
294 Para un completo análisis del significado y las funciones que cumplen las potestades interpretativas de 
la Administración tributaria en el marco de un Derecho de imposición de masas, y de la importancia que tiene una 
adecuada configuración de las mismas en el desarrollo de los procedimientos tributarios, en especial desde la pers-
pectiva del ejercicio de esas potestades interpretativas a través de la contestación a las consultas tributarias, es 
imprescindible remitirse a ZORNOZA PÉREZ, J. J., Las consultas a la Administración en materia tributaria, tesis 
doctoral (inédita), Universidad Autónoma de Madrid, 1983; del mismo autor, «Consulta y Administración tributaria 
en España (problemas de la gestión en los modernos sistemas tributarios de masas: las consultas a la Administración 
en materia tributaria como institución representativa de las nuevas técnicas de gestión»>, en Revista de Direito Tri-
butário, núms. 29-30, 1984, pp. 11 Y ss. 
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se trata de una cuestión que no ha merecido la debida atención del legislador 295; lo 
que es de lamentar debido a los efectos beneficiosos de todo tipo que de la correc-
ta configuración de aquellas potestades se pueden derivar tanto para una gestión 
racional del sistema tributario por la organización encargada de aplicarlo, como 
desde el punto de vista de las relaciones que deben mantener los ciudadanos-con-
tribuyentes con la Administración tributaria en el marco de los nuevos procedi-
mientos de gestión de los tributos. Pues si el desarrollo de esos procedimientos 
exige la colaboración de los obligados tributarios, es imprescindible reconocer la 
fundamental función que cumple una regulación adecuada de tales facultades 
como elemento necesario en la consecución de esa necesaria colaboración 296. 
Pues bien, la creación de la AEAT seguramente ha tenido que influir de 
algún modo en una manifestación de la interpretación oficial que se caracteriza 
principalmente por la posición que ocupa en el seno de la organización adminis-
trativa el órgano que emite la interpretación, cuyo resultado incorpora a ciertas 
formas documentales típicas a las que el ordenamiento anuda determinados efec-
tos jurídicos. Porque habiéndose alterado la posición jurídica que tenían dentro 
de la organización administrativa alguno de los órganos que han venido tradicio-
nalmente ejerciendo facultades interpretativas en nuestra Administración tributa-
ria, parece razonable pensar que también se habrá modificado el significado de 
las interpretaciones oficiales que aquéllos emitían. En otros términos, se trata de 
determinar si, y de qué manera, se ha alterado la organización jurídica de las 
facultades interpretativas de la Administración tributaria como consecuencia de 
la aparición de un ente institucional que ha asumido las competencias más rele-
vantes en materia de gestión tributaria. 
A tal fin, en primer término, determinaremos cuál es la distribución vigente 
de las facultades interpretativas después de la irrupción de la AEAT en la estruc-
tura organizativa de la Administración tributaria; tarea meramente descriptiva 
295 En este sentido, ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Las consultas a la Administración en la LGT», en AA.W., 
Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su reforma ... , vol. n, cit., p. 14\0, ha insistido, al hilo del 
análisis de la institución de las consultas en materia tributaria, y ante una posible reforma de la LGT, en la necesidad 
de que el legislador «aborde derechamente la organización jurídica de las potestades interpretativas que la ley atri-
buye a la Administración para la aplicación de los tributos». Porque, como ahí se señala, «se trata de un problema 
que puede parecer de importancia menor ante el conjunto de complicadas cuestiones que la reforma de la Ley Gene-
ral ha de abordar pero que, a nuestro modesto entender, por sus numerosas implicaciones, por ejemplo en relación al 
régimen de las órdenes ministeriales interpretativas del artículo 18 LGT, el uso de circulares e instrucciones, etcétera, 
reclama un esfuerzo de reflexión que resulta de la mayor importancia para garantizar el más estricto sometimiento a 
la legalidad de las actuaciones administrativas en la aplicación de los tributos». 
296 Sobre el significado de los nuevos procedimientos de gestión tributaria, basados en la colaboración y 
confianza mutuas entre la Administración y los contribuyentes, vide CASADO OLLERO, G., La colaboración con 
la Administración tributaria. Nota para un nuevo modelo de relaciones con el Fisco, cit., pp. 151 Y ss. Para la 
demostración del papel fundamental que cumple una adecuada organización jurídica de las facultades interpretati-
vas en los modernos procedimientos de gestión, vide ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Significado y funciones de las con-
sultas a la Administración en materia tributaria», en Crónica Tributaria, núm. 50,1984, pp. 218-223. 
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que, sin embargo, como veremos, plantea algunas dificultades, puesto qué tanto 
la posición institucional que ocupa la AEAT como, sobre todo, el silencio que 
el legislador ha guardado en esta materia obligan a re interpretar ciertas normas 
de atribución de facultades interpretativas, con el fin de comprobar si se ha 
operado algún cambio en la distribución de dichas facultades. Así, en primer 
lugar, deberemos aclarar el sentido que ante la nueva organización de nuestra 
Administración tributaria tiene actualmente el artículo 18 LGT que, como es 
sabido, apodera al Ministro de Economía y Hacienda para emitir disposiciones 
interpretativas a través de Orden ministerial; al tiempo tendremos que determi-
nar si algún órgano de la AEAT ha asumido facultades para aprobar disposicio-
nes interpretativas sobre las normas tributarias que debe aplicar. Igualmente, 
hay que establecer la posición institucional de la Dirección General de Tribu-
tos, como centro directivo actualmente competente para la contestación de las 
consultas tributarias reguladas en el artículo 107 LGT, Y al que, además, según 
el artículo 3.1, b), del Real Decreto 1884/1996, de 2 de agosto -regulador de la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y Hacienda-, compete la 
«elaboración, propuesta e interpretación de la normativa legal y reglamentaria 
del régimen tributario general» 297. 
En la segunda parte de este capítulo valoraremos críticamente en qué medi-
da la nueva distribución de facultades interpretativas ha contribuido a la satisfac-
ción de las funciones que una correcta organización de dichas facultades está lla-
mada a desempeñar en los modernos procedimientos tributarios. Cuestión cuya 
importancia no es lícito desmerecer a la vista de la conexión sistemática existen-
te entre la organización jurídica de las facultades interpretativas y ciertos princi-
pios constitucionales a los que sirve una correcta regulación de esta materia, 
como el de seguridad jurídica o el de interdicción de la arbitrariedad de los pode-
res públicos, consagrados en el artículo 9.3 del texto fundamental. 
Finalmente, para cerrar este capítulo, expondremos cuáles podrían ser, en 
nuestra opinión, las líneas maestras para la construcción de un nuevo modelo 
jurídico organizativo de las facultades interpretativas de la Administración tribu-
taria española. A este respecto, se tomará como punto de referencia de Derecho 
Comparado la organización existente en los Estados Unidos de Norteamérica, 
donde no sólo se ha prestado una gran atención -legislativa, doctrinal y jurispru-
dencial- a estas cuestiones sino que, además, al igual que sucede entre nosotros, 
es una agencia descentralizada -el Internal Revenue ~f~- dependiente en 
--------~---~-- ,-- . 
297 Esta disposición reglamentaria tiene el mismo tenor literal que el que tenía el artículo 6 del Real 
Decreto 222/1987, de 20 de febrero, que regulaba la estructura orgánica del Ministerio de Economía y Hacienda; 
disposición reglamentaria que ha sido derogada por el Real Decreto 1884/1996. 
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ciertos aspec~o~ del ~epartamento del Tesoro - Treasury Department- la encarga-
da de la admInlstraclOn de los impuestos federales. 
11. DISTRIBUCIÓN DE LAS FACULTADES INTERPRETATIVAS 
EN LA ADMI,NISTRACIÓN TRIBUTARIA ESPAÑOLA TRAS 
LA CREACION DE LA AEAT 
. ~a asunción en bloque por parte de la AEAT de las más importantes com-
p~ten~l,as de gestión tributaria no ha supuesto la modificación expresa de la dis-
tnbuclOn de facultades interpretativas en nuestra Administración tributaria. Así 
en primer lug:u-, ninguno d~ l~s apartados del artículo 103 de la Ley 31/1990, po: 
el que se creo la AEAT, m mnguna de las disposiciones reglamentarias que lo 
desarrollan, .h~cen referencia expresa al artículo 18 LGT, el cual, como se sabe, 
fa~ulta ~ Mlllistro de Economía y Hacienda para aprobar disposiciones interpre-
tativas VInculantes para los órganos de gestión. Dichos órganos, según el citado 
pr~~ept~, deben estar a los criterios emanados por el superior jerárquico del 
Mlllisteno, por efecto inmediato del principio de jerarquía que vertebra la organi-
zación administrativa. 
~n s~~undo lugar, el artículo 103 de la Ley 31/1990 no realiza alusión alguna 
a la DrrecclOn General de Tributos, sino para incluir al Director general de Tributos 
en u~ llamado Consejo d~ Dirección presidido por el Presidente de la AEAT y que 
-s.egun el apartado tres, numero 4, del artículo 103- actúa como órgano de asesora-
~ento ?e este último, desarrollando «funciones de consulta, de análisis de políticas . 
tn~utanas y de coordinación de actuaciones tributarias» 298. Dirección General de 
Tnbutos que depende directamente del Secretario de Estado de Hacienda y órgano 
que, a nuestros efectos, desempeña una función fundamental por tener encomenda-
do el análisis y diseño de la política global de los ingresos públicos en lo relativo a 
todas las figuras tribu~as que componen el sistema fiscal, al tiempo que le compe-
te de acuerdo con lo dIspuesto en el artículo 3.1 , b), del Real Decreto 1884/1996, 
de 2 de agos~~, de estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y Hacienda, 
«~a.elabor~clOn, propuesta e interpretación de la normativa legal y reglamentaria del 
reglmen tnbutario general». Asimismo, la Dirección General de Tributos, en virtud 
298 U Co . d D' .. 
Economía n. nseJo e . IreCClOn que también integran el Director general de la AEA T, el Subsecretario de 
las H . Y HaCienda,. los Directores de Departamento de la AEA T, los Directores generales de Coordinación COn gener:~I~~~~i!~S~~~n~le~ de Pre~upuestos, el Interventor general de la Administración del Estado, el Inspector 
nombrar el M' . tr dO ¿ c°mínomla
Ha
y I;Iaclenda y las demás personas que, con rango de Director general, pueda 
IIDS o e ono a y clenda a propuesta del Presidente de la AEAT. 
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de lo que establece el artículo 107.6 LGT, es el órgano competente para la resolución 
de las consultas tributarias. 
Por consiguiente, el nuevo diseño organizativo de la Administración tribu-
taria, acaecido a partir de la creaci6n de la AEAT, no ha producido, cuando menos 
aparentemente, ninguna modificaci6n de la distribución de las facultades inter-
pretativas en el seno de tal organización. De ahí que, después de una primera lec-
tura de las disposiciones vigentes podría desprenderse que los órganos que tienen 
atribuida la competencia para la interpretación de las disposiciones tributarias 
siguen siendo el Ministro de Economía y Hacienda y la Dirección General de Tri-
butos, órganos actualmente situados fuera de la organización de la AEAT y encla-
vados por tanto en el ente matriz de la que aquélla depende; quedando, en conse-
cuencia, la propia AEAT sin facultad alguna para la aprobación de disposiciones 
interpretativas de las normas tributarias que ella misma debe aplicar por ser titu-
lar de las potestades de gestión, inspección, liquidación y recaudación tributarias. 
Pues bien, a la vista de ello parece aconsejable plantearse si la aparente dis-
tribución de facultades interpretativas, antes sumariamente descrita, se puede 
mantener vigente después de la importante reforma organizativa que ha supuesto 
la creación y puesta en funcionamiento de la AEAT. El análisis que se propone 
tiene como coordenadas básicas el examen conjunto y sistemático tanto de la 
posición institucional de la AEAT dentro del complejo organizativo unitario de la 
que esta entidad forma parte junto al Ministerio de Economía y Hacienda, como 
de la naturaleza de los vehículos jurídicos -Órdenes ministeriales interpretativas 
y contestaciones a consultas- de los que se vale la Administración tributaria para 
exteriorizar sus criterios. 
A) LAS ÓRDENES MINISTERIALES INTERPRETATIVAS DEL 
ARTÍCULO 18 LGT. ASUNCIÓN DE LAS FACULTADES 
DEL ARTÍCULO 18 POR EL PRESIDENTE Y LOS ÓRGANOS 
DIRECTIVOS CON COMPETENCIAS DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
ENLAAEAT 
El apartado primero del artículo 18 LGT dispone que «La facultad de dictar 
disposiciones interpretativas o aclaratorias de las leyes y demás disposiciones en 
materia tributaria corresponde privativamente al Ministro de Hacienda, quien la 
ejercerá mediante Orden publicada en el "Boletín Oficial del Estado"»; y el apar-
tado segundo del mismo precepto añade que «Las anteriores disposiciones serán 
de obligado acatamiento para los órganos de gestión de la Administración pública». 
Por tanto, esta norma atribuye la potestad interpretativa de las leyes tributarias al 
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t~tular ~el Departamento ministerial responsable de la tutela de un sector especí-
fICO de llltereses públicos, en concreto, aquellos inherentes a la aplicación efecti-
va del sistema tributario estatal 299: el Ministro de Hacienda, órgano en el que la 
LGT concentr~ las faculta~es interpretativas, al atribuir las mismas «privativa-
mente», es decIr, en exclUSIvidad. 
Pues bien, ante la creación de la AEAT como «organización administrativa 
responsable de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal» -según dispo-
ne el apartado u~o, nú~ero 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990-, el interrogan-
te que surge de mmedlato es determinar el significado y el alcance jurídicos que 
actualmente tiene el artículo 18 LGT dentro de la actual organización de nuestra 
Administración tributaria. 
. ~orque, al h~~er asumid~ la AEAT l~ titularidad de las potestades admi-
mst~at1vas de g~stIOn de los trIbutos en el ambito estatal, surge la duda acerca 
de SI esa asuncIón conlleva igualmente la de interpretar de modo exclusivo a 
través de disposiciones de carácter general -instrucciones o circulares- las 
no~mas tributarias que la propia AEAT ha de aplicar, quedando, por consi~ 
gUlente, el artículo 18 LGT implícitamente derogado, por ser incompatible 
con la actual configuración jurídico-organizativa de la Administraci6n tributa-
ria; o, ~i bien, por el contrario, dicha configuración permite una interpretaci6n 
del art1cu~0 18.L.GT se.gún la cual el Ministro de Economía y Hacienda pueda 
aprobar diSposIcIOnes lllterpretativas de carácter general y vinculante para los 
órganos de gesti6n de la AEAT. 
La contestación a este interrogante debe de venir dada desde la propia natu-
raleza de las Órdenes ministeriales que examinamos; cuestión que ha ocupado a 1 d . 300 
a octnna fundamentalmente desde la perspectiva de la diferenciación entre 
la potestad reglamentaria del Ministro y esta facultad del artículo 18 LGT 
Y advirtiendo del peligro consistente en que, en ejercicio de la facultad del artícu-
lo 18 LGT, se i,nt~odujera subrept~ciamente una modificación de la disposici6n 
que s.e pretend1a lllterpretar. PreCIsamente para evitar esta corruptela, tanto la 
doctnna como la jurisprudencia han señalado la radical diferencia entre ambas 
p~testades; una diferenc~a .que,. com~ es sabido, se encuentra en el hecho de que 
~~e~tras las Órdenes m1mstenales lllterpretativas suponen una declaración de 
JUICIO o de conocimiento acerca de cuál es el sentido que cabe atribuir a determi-
299 En este sentido, tempranamente, MARTfN-RETORTILLO BAQUER L «La I'nterp t -- d I 
normas seg 'n I Le G I T . . , ., re aClOn e as 
u a y enera nbutana», en RDFHP núm. 54 1964 pp 343 Y 
300 A 'MA ÍN " ,. ss. 
LLO MA SI, RT RETO.~TILLO BAQUER, L., «La interpretación ... », op. últ. cit., pp. 343 Y ss.; RAMA-
e 6 . SSANET, !., «~a exenclOn del Impuesto de Sucesiones en el patrimonio familiar mobiliario y agrícola en r mea Tnbutana num 8 1974 pp 267 . CORTÉS D MÍN », 
4.' ed., t.l., ed. Cívitas: Madri¿, 1985', p~. 4o_13~s., O GUEZ, M., Ordenamiento tributario español, 
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nada norma tributaria, las Órdenes ministeriales con contenido normativo supo- . 
nen una declaración de voluntad, innovativa del ordenamiento jurídico, es decir, 
creadora de Derecho 301 . 
Pues bien, si el correcto entendimiento del significado jurídico del artícu-
lo 18 LGT pasa necesariamente por la determinación de la naturaleza de las Órde-
nes ministeriales interpretativas dictadas por el Ministro, debemos apresurarnos·a 
señalar que tales Órdenes no son más que circulares 302, dictadas al amparo de la 
potestad de dirección que el Ministro de Hacienda ostenta sobre sus subordina-
dos -los órganos de gestión-, haciendo uso de uno de los poderes más relevantes 
que se derivan del principio de jerarquía 303. Ello se deduce sin dificultades del 
propio tenor literal del artículo 18 LGT, al disponer que «Las anteriores disposi-
ciones serán de obligado acatamiento para los órganos de gestión de la Adminis-
tración pública» 304. 
Efectivamente, el artículo 18 LGT es una especie del género de las instruc-
ciones o circulares, actualmente reguladas en el artículo 21 LRJAP Y PAC, pre-
301 Vide, marcando las diferencias en el sentido expresado en el texto, RAMALLO MASSANET, J., La 
Exención ... , cit., p. 271; en los mismos términos, ESEVERRI MARTÍNEZ, E., «La creaci~n normativa al amparo 
del artículo 18 LGT», en Crónica Tributaria, núm. 48,1984, p. 271; ZORNOZA PEREZ 1. J.lFALCÚN y 
TELLA, R., «La retroactividad de las normas tributarias; especial referencia a las normas interpretativas», en 
REDF, núm. 43,1984, p. 446, quienes señalan que «la forma de Orden ministerial y la publicación en el "Boletín 
Oficial del Estado" tratan de poner coto a la práctica frecuente de las instrucciones meramente internas, y, por 
tanto, de garantizar al sujeto pasivo el conocimiento de la interpretación que la Administración considera más 
adecuada de las normas que ha de cumplir». 
302 Aunque en este lugar sólo hagamos referencia a las instrucciones interpretativas, lo cierto es que las mis-
mas pueden ser meramente informativas, bien contener directivas que imponen a los órganos inferiores los objetivos 
concretos que han de lograr en determinados campos de actividad, o bien contener órdenes de servicio (por ejemplo, 
una orden de inspección urgente de todos los establecimientos de una concreta actividad). Para una clasificación de 
las circulares, vide SANT AMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo, cit., pp. 728 Y ss. 
303 Esta es la opinión unánime de la doctrina. Así, ZORNOZA PÉREZ, J. J.IFALCÓN y TELLA, R.,La 
retroactividad de las normas tributarias ''', op. cit., p. 446, señaJan que «si las órdenes interpretativas son de obliga-
do cumplimiento para los órganos de gestión, ello se explica únicamente en virtud de su subordinación jerárquica aJ 
Ministro»; recientemente, en el mismo sentido, SaLE ESTALELLA, J., «Circulares e Instrucciones», en Crónica 
Tributaria, núm. 73,1995, pp. 130 Y ss., Y VILLAR EZCURRA, M., «Las disposiciones aclaratorias en Derecho 
Tributarlo», en Crónica Tributaria, núm. 77,1996, p. 112. 
Frente a esta tesis, deben rechazarse las opiniones que encuentran el fundamento de la facultad atribu}da aJ 
Ministro de Economía y Hacienda en el artículo 18 LGT extramuros de la potestad jerárquica. Así, MARTINEZ 
LAFUENTE, A., «La potestad reglamentaria de los Ministros. Especial referencia al ámbito tributarlo», en REDF, 
núm. 22, 1979, pp. 228 Y ss., que habla de la naturaJeza híbrida de estas Órdenes, que tienen naturaleza normativa y, 
sin embargo, sólo vinculan a los órganos de gestión administrativa; el citado autor señala que «al amparo del artícu-
lo 18 LGT se está ejerciendo un auténtico poder reglamentario por quien carece de facultades para ello», con lo que 
se está confundiendo el fundamento de la potestad que atribuye aJ Ministro el citado precepto con el eventuaJ ejerci-
cio ilegítimo de la misma; aJgo que siempre sería posible, pero, en última instancia, también corregible por los órga-
nos de la jurisdicción contencioso-administrativa. , 
304 Por supuesto, como señala RAMALLO MASSANET, J., La exención ... , cit., pp. 267 Y ss., las Ordenes 
del artículo 18 LGT no vinculan ni a los particulares ni a los Tribunales. Igualmente, como no existe una relación 
jerárquica entre los órganos de gestión y los Tribunales Económico-Administrativos, éstos no quedan vinculados 
por las Órdenes ministeriales interpretativas; asimismo, la atribución privativa aJ Ministro de Economía y Haclen?a 
fundamenta, con base en la vulneración del principio de jerarquía, la impugnación de una crrcular o mstrucclOn 
interpretativa que contradiga el contenido de una disposición del mismo carácter procedente del Ministro. 
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cepto que reproduce prácticamente en términos literales el artículo 7 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo (LPA) , de 17 de julio de 1958, expresamente dero-
gado por el apartado segundo de la disposición derogatoria de 
la LRJAP y PACo De acuerdo con el artículo 21 citado, «Los órganos administra-
tivos podrán dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamente dependientes 
mediante instrucciones y órdenes de servicio»; de tal modo que allí donde exista 
línea jerárquica y potestad de mando del superior habrá competencia para emitir 
instrucciones 305; y, por tal razón, los Ministros son junto con los Secretarios de 
Estado, Subsecretarios, Directores generales y Subdirectores generales, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 11 de la reciente LOFAGE, los órganos 
competentes para emitir circulares e instrucciones, puesto que este precepto es el 
que señala cuáles son los órganos directivos dentro de la estructura jerárquica 
interna de los Ministerios 306. 
Por lo tanto, la particularidad que presenta el artículo 18 LGT es la preten-
sión de limitación de esa genérica potestad de dirección que asiste a los órganos 
directivos de los Ministerios sobre aquellos que están jerárquicamente subordina-
dos. Pero, haciendo salvedad de esa particularidad, el artículo 18 LGT debe ser 
interpretado en todo caso a la luz de lo que establece el artículo 21 LRJAP Y 
PAC, de tal manera que, como consecuencia del principio de jerarquía, las ins-
trucciones de los órganos directivos del Ministerio de Economía y Hacienda no 
pueden contradecir las interpretaciones contenidas en las Órdenes ministeriales' 
las cuales son publicadas en el «Boletín Oficial del Ministerio de Economía; 
Hacienda» al objeto de garantizar a los obligados tributarios el conocimiento de 
la interpretación que la Administración considera más adecuada de las normas 
que han de cumplir 307. 
Pues bien, una vez determinada la naturaleza -de circular- y conocido el 
fundamento -la jerarquía- de las Órdenes ministeriales interpretativas, corres-
305 El derogado artículo 7 LPA de 1958 establecía que «Los órganos superiores podrán dirigir con carácter 
generaJ la actividad de los inferiores mediante instrucciones y circulares». 
. 306 Vide, GONZÁLEZ PÉREZ, Comentarios a la Ley de Procedimiento Administrativo, ed. Cívitas, 
Madrid, 1989, pp. 138 y ss., cuyas conclusiones son trasladables plenamente al artículo 21 LRJAP y PAC, pese a 
que ~I.auto~ se refier~ aJ artículo 7 LPA; porque, como señala COSCULLUELA MONT ANER, L., «Los órganos 
ad~rustralivOS: particular refe~encia a.los órganos colegiados», en AA.VV., Comentario sistemático a la Ley de 
Regl"!en Jur(d,cO de las AdminIStraCIOnes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, ed. Carperi, 
~adnd,.1993, P; 112, «la Ley 3011992 se limita tan sólo a considerar la facultad de los órganos superiores de dar 
instruccIOnes y o~denes de servicIo. La Ley abandona el equívoco nombre de circulares, que desde a130ra aparece 
res~rvado aJ eJercIcIo de potestades reglamentarias por entidades públicas institucionaJes y que reciban tal denomi-
nación (crrculares del Banco de España, por ejemplo»>. 
307 Pu~licación en el «Boletín Oficial del Estado» que, paradójicamente, ha sido criticada por constituir una ~e~te de mcertldumbre, porque, como señaJa MARTÍN RETORTILLO, L., «La interpretación de las normas ... », cit., 
~aglna 369, «cabría, P?r ejemplo, la pOSibilidad de que el Ministro de Hacienda quisiera aprovechar esta facultad 
Interpretal1va, de manejo reaJmente sencillo, para introducir modificaciones de facto en normas cuya modificación o 
derogación sería más complicada». 
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ponde examinar cómo encajan las mismas dentro de la actual :structura o~ga~iz~­
tiva de la Administración tributaria, y más concretamente, cual es el sentido Jun-
dico de estas Órdenes ministeri~les a la vista de las competencias con que ~l 
legislador ha dotado a la AEAT para el cumplimiento de sus funcio~es. ~orqu~ al 
haber asumido la AEAT todas las competencias de gestión en matena tnbutana y 
ser el ente responsable, en definitiva, de la aplicación efectiva del sistema tr.ibuta-
rio, cabe preguntarse qué efectos jurídicos tendría sobre los ó;ganos ~e gestIón de 
la AEAT la hipotética aprobación por el Ministro de EconomIa y HacIenda de una 
Orden ministerial interpretativa. 
Para poder contestar esta pregunta debemos partir del propio fundame~to 
de las Órdenes ministeriales que examinamos: el principio de jerarquía; un pnn-
cipio que despliega sus efectos, de modo exclusivo, dentro del ámbito inte~o, ~e 
una organización administrativa y que, por consiguiente, carece de efectos J~ndI­
cos en el ámbito de las relaciones entre un ente institucional Y el ente m~trIz del 
cual aquél depende. La conclusión es, así, la incompatibilidad de las Or~enes 
ministeriales del artículo 18 LGT con la distribución jurídica de competencias en 
materia de gestión tributaria realizada por el legislador a través del artículo 103 
de la Ley 31/1990, por el que se crea la AEAT. . 
Ello es así porque mediante la citada Ley el legislador ha procedIdo a una 
distribución jurídica de las competencias de gestión tributaria con caráct~r e.xclu-
sivo e inderogable; lo que vale decir que si un ente institucional tiene atnbUl.d~ la 
competencia con carácter exclusivo el ente matriz no podrá darle órdenes ~I InS-
trucciones puesto que en tal caso, estaría ejerciendo por sí una c~mpetencIa que 
el ordenamiento jurídico ha otorgado de manera excluyente al p~mero. En otras 
palabras, la relación jerárquica sólo podría existir cuando ~n~ rrus~a co~peten­
cia es simultáneamente atribuida a dos o más órganos de dIStInto nIvel, aSI como 
en todas las tareas administrativas, para el ejercicio de una determinada compe-
tencia, respecto de todos los órganos o funcionarios del ni.v:l inferior del tit~lar 
de aquélla 308. Circunstancias que no concurren entre el MInIstro de EconomIa y 
308 Sobre el principio de jerarquía, y más concretamente, los requisito~ para la existe.nda de. la rela:i~2 
.• . ·d A' LVAREZ RICO M Principios constitucionales de orgamzaclOn de las AdminIstracIOnes pub jerarqmca, VI e , ., . • ,.. . AMARíA PASTOR, J. 
cas ed Instituto NacionaJ de Administraclon pubhca, Madrid, 1986, pp. 111 Y ss., SANT • .. . . en 
, . .. . . 943 . NIETO A Lajerarqma admlmstratlva», A Fundamentos de Derecho AdminIstratIvo, Clt., pp. Y ss., ,.,« . h· D 
D;cumentación Administrativa, núm. 229,1992, pp. II Y ss.; AMORTH, A., «La nozione dI gerarc la», en ocu-
mentación Administrativa. núm. 229,1992, pp. 325 Y ss. . .. . '·d BEATO ESPEJO M., 
Para una panorámica de la jurisprudencia recaída acerca del ~nnclplo de jerarqma, VI e . . . 'su 
«Criterios jurisprudenciales sobre el principio de jerarquía admlmstraltva: reforzamlento Y de.b~h~a~lento e:en_ 
aplicación y efectos jurídicos», en Documentación Administrativa. núm. ~2~. 1992. pp. 265 Y ss.. e a j~~pru s de 
da estudiada por este autor. se deduce una doctrina jurisprudendal unanllI~e que rec?noce que las re a~I:~i:nen 
. • se establecen entre órganos de un mismo ramo de la AdmmlstraclOn. es decir. entre aquellos q jerarqma . .• 
competencia material coincidente y escaJonada en el seno de la orgamzaclOn. 
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Hacienda y los órganos de gestión de la AEAT, los cuales se encuentran integra-
dos en una organización institucional a la que el legislador ha atribuido la función 
de «desarrollar todas las actuaciones administrativas necesarias para que el siste-
ma tributario estatal y el aduanero se apliquen con generalidad y eficacia a todos 
los obligados tributarios mediante los procedimientos de gestión, inspección y 
recaudación», de conformidad con lo que establece el apartado uno, número 3, 
del artículo 103 de la Ley 31/1990. 
Precisamente por ser la AEAT un ente institucional no es posible la existen-
cia de una relación de jerarquía entre la misma y el Ministerio de Economía y 
Hacienda, en la medida en que la jerarquía sólo es posible entre los órganos de un 
mismo ente, como técnica de unidad y coherencia de la acción que los mismos 
desarrollan; mientras que las técnicas tendentes a la unidad de acción entre un 
ente institucional y su ente matriz tienen como punto de referencia una relación 
de dirección, la cual se realiza principalmente mediante la técnica del nombra-
miento y libre destitución del personal directivo del ente institucional y a través 
de la fijación por parte del primero de determinados objetivos de carácter general· 
que el ente funcionalmente descentralizado debe llevar a término 309. Porque, aun 
admitiendo que evidentemente la posibilidad de libre remoción de los órganos 
directivos relaja en un alto grado la autonomía del ente funcionalmente descen-
tralizado, lo cierto es que no se puede hablar de una relación jerárquica desde un 
punto de vista técnico jurídico, por muy efectiva que sea la influencia desde otros 
puntos de vista, ya que la jerarquía se manifiesta en un determinado orden orga-
nizativo, dentro de una determinada relación «jurídica», y si ésta no existe, no 
habrá jerarquía en sentido propio 310. 
309 En efecto. como tempranamente notó BAENA DEL ALCÁZAR. M., Los entes funcionalmente descen-
tralizados y su relación con la Administración central. cit., p. lO5.la relación de instrumentalidad existente entre un 
ente institucional y el ente matriz puede ser descrita como una relación de dependenda. pero que excluye, sin 
embargo. cualquier poder jerárquico. 
YaJ no existir identidad de competenda entre la AEAT y el Ministro de Economía y Hacienda no es posi-
ble que este último emita Órdenes vinculantes o Instrucciones dirigidas a los órganos de gestión de la AEA T; unas 
Órdenes vinculantes que tienen su fundamento en el artículo 21 LRJAP y PAC y que son una de las manifestacione-
más evidentes de la reladón jerárquica. En este sentido. se puede afirmar con GARCíA DE ENTERRÍA, E.I 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. T. R .• Curso ...• cit., t.I.. pp. 393 y ss .• que <<la relación de jerarquía supone una identidad de 
competencia entre los órganos ligados por ella. la posibilidad de una "procuración de la acción" del inferior por el superior 
por medio de órdenes vinculantes y, en fin. una responsabilidad disciplinaria del tituJar del órgano inferior por incumpli-
miento de esas órdenes. Estos elementos no se dan en la relación entre el ente filiaJ y el matriz». Por esta razón. se habla de 
«relación de dirección» para describir la existente en los fenómenos de descentraJización funcionaJ; una relación que en 
aJgunos casos se exterioriza en la fijación de determinados objetivos que debe cumplir el ente institucionaJ y que se mani-
fiesta principaJmente en la designación de sus administradores superiores por el ente matriz como resultado de esa rela-
ción de confianza o fiducia pernonaJ. 
310 Cfr .• en este sentido. y de modo tajante. NIETO. A .• La jerarquía administrativa. cit.. pp. 60 y 61. que 
excluye terminantemente relaciones jerárquicas entre un Ministro y el Presidente de un organismo autónomo que de 
aquél depende. 
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A mayor abundamiento, resulta difícilmente conciliable el artículo 18 LGT 
con las competencias que el apartado tres del artículo 103 de la Ley 31/1990 atri-
buye a los órganos rectores de la AEAT. Concretamente, el número 2 del citado 
apartado, en su letra d), prescribe que corresponde al Presidente ejercer respecto 
al personal de la Agencia y de las especialidades o Escalas adscritas a la misma 
las competencias actualmente atribuidas por las normas al Ministro del Departa-
mento o al Secretario de Estado de Hacienda. Todo ello «sin perjuicio de la dele-
gación de facultades en favor del Director general y del resto del personal directi-
vo de la Agencia y de los apoderamientos que, en su caso, pueda otorgar». La 
interpretación sistemática del precepto transcrito conduce sin ningún géner9 de 
dudas a la asunción por parte del Presidente y del personal directivo de la AEAT 
de las facultades interpretativas que hasta la Ley 31/1990 ejercía con exclusivi-
dad el Ministro de Hacienda; sin que sea defendible entender que existe una con-
currencia de facultades interpretativas entre el Ministro de Economía y Hacienda 
y el personal directivo de la AEAT, debido a la exclusión absoluta de cualquier 
relación de jerarquía entre los órganos de gestión de la AEAT y el Ministro de 
Economía y Hacienda. 
Porque, en definitiva, de no entender asumidas las facultades del artícu-
lo 18 LGT por el Presidente de la AEAT, se estaría distorsionando la distribución 
jurídica de competencias de gestión tributaria realizada por el artículo 103 de la 
Ley 31/1990. En efecto, conceder carácter vinculante a las Órdenes ministeriales 
del Ministro de Economía y Hacienda supondría, en primer lugar, una vulnera-
ción de la atribución de competencias en materia de gestión tributaria que aquella 
Ley ha establecido de modo exclusivo y excluyente; y, en segundo lugar, se impe-
diría a los órganos que actualmente tienen encomendada la aplicación efectiva 
del sistema tributario estatal desarrollar una manifestación de la potestad de 
dirección inherente a los órganos situados en la cúspide jerárquica de cualquier 
organización administrativa a la que el ordenamiento ha otorgado en exclusivi-
dad determinadas competencias para el cumplimiento de sus funciones. Nos refe-
rimos, concretamente, a la facultad de emitir instrucciones interpretativas con 
que están investidos en este caso los órganos directivos de la AEAT con la finali-
dad de obtener una aplicación uniforme de las normas tributarias por parte de los 
órganos de gestión que están jerárquicamente subordinados a aquéllos. 
En resumidas cuentas, al ser las Órdenes ministeriales del artículo 18 LGT 
una simple manifestación de la potestad jerárquica, desde el momento en que esa 
línea jerárquica desaparece por la aparición de un ente funcionalmente descentra-
lizado, cual es el caso de la creación de la AEAT, deja de tener sentido la emana-
ción de instrucciones por el ente matriz al cual ha quedado adscrito el ente insti-
tucional, pues de lo contrario se estaría vulnerando la distribución legal de 
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competencias establecida por la Ley 31/1990. La consecuencia es, en definitiva, 
la derogación implícita del artículo 18 LGT y la consiguiente asunción por el Pre-
sidente y los órganos directivos de la AEAT -singularmente, el Director general y 
los diferentes Directores de Departamento- de la facultad para emitir disposicio-
nes interpretativas a través de circulares o instrucciones vinculantes para los 
órganos de gestión de la AEAT 3ll, como expresión del poder de dirección inhe-
rente a los órganos directivos de cualquier organización administrativa. 
B) LA DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTOS: INFORMES Y 
CIRCULARES; ÓRGANO COMPETENTE PARA LA CONTESTACIÓN 
DE CONSULTAS TRIBUTARIAS 
Reconocidas implícitamente por el ordenamiento jurídico las facultades 
interpretativas que asumen los órganos de dirección de la AEAT y la consiguien-
te abolición de la facultad que en esta materia tenía conferida el Ministro de Eco-
nomía y Hacienda, corresponde en este momento determinar cuál es la posición 
jurídica de la Dirección General de Tributos dentro de la actual organización jurí-
dica de la Administración tributaria. 
Se trata de un centro directivo que, por de pronto, sigue dependiendo, aún 
después de la creación de la AEAT, de la Secretaría de Estado de Hacienda 
-artículo 2.2 del Real Decreto 1884/1996, de 2 de agosto, de estructura orgánica 
básica del Ministerio de Economía y Hacienda- no habiéndose integrado dentro 
de la estructura organizativa de aquélla. Y, como ya hemos recordado, dentro de 
las funciones de la Dirección General de Tributos se encuentra «la elaboración 
propuesta e interpretación de la normativa legal y reglamentaria del régimen tri~ 
butario general y de las figuras tributarias no atribuidas expresamente a otros 
centros directivos de la Secretaría de Estado de Hacienda, así como la realización 
de los estudios, económicos y jurídicos, necesarios para el cumplimiento de estas 
tareas» [arto 3.1, b), del Real Decreto 1884/1996 anteriormente citado]. 
Por otro lado, el apartado tres, número 4, del artículo 103 de la Ley 31/1990 
incluye al Director general de Tributos entre los componentes de un Consejo de 
Dirección que, presidido por el Presidente de la AEAT, tiene como cometido, 
según ya nos consta, el de «actuar como órgano de asesoramiento del Presidente, y 
311 Y as~ lo. co~firma la ~ráctica que evidencia cómo son los propios Departamentos de la AEAT los que 
establ.ecen los c~tenos mterpretatlvos que han de seguir los órganos de gestión. Así, entre otras muchas, podemos 
me?ClOnar las clf~ulares del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de 10 de febrero de 1992 y 2 de 
ab.nl del mismo ano que, respectivamente, establecen criterios uniformes sobre la consideración de la mala fe como 
cnteno de graduaCión de las sanciones tributarias en las infracciones graves y sobre la aplicación de los artículos 91 
y 92 LRHL de 1988. ' 
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desarrollar funciones de consulta, de análisis de políticas tributarias y de coordina-
ción de actuaciones tributarias». 
Por tanto, dada la configuración orgánica de la Dirección General de Tribu-
tos en la actual organización de la Administración tributaria, aquélla conserva 
facultades interpretativas a través de disposiciones de carácter general en cuanto 
órgano de «elaboración y propuesta». En ejercicio de dichas facultades, la Direc-
ción General de Tributos emite habitualmente determinados informes a petición 
de diversos Departamentos de la AEAT, con el objeto de que aquélla aclare el 
sentido de algunas disposiciones tributarias que han de ser aplicadas por los órga-
nos gestores en su tarea cotidiana 312. 
Y por lo que se refiere a las consultas en materia tributaria, institución regu-
lada en el artículo 107 LGT, debemos destacar que las contestaciones que la 
Administración realiza de las mismas constituyen una manifestación especial-
mente significada del ejercicio de las facultades interpretativas de la Administra-
ción en este sector del ordenamiento jurídico 313; puesto que dentro de la interpre-
tación de las normas tributarias que realizan los órganos administrativos en su 
tarea cotidiana de aplicación efectiva del sistema tributario, las contestaciones a 
consultas se encuentran en el último estamento de concreción del sentido y alcan-
ce de las normas generales; un proceso de concreción que presenta un primer 
estadio con la emisión de disposiciones generales referidas a una constelación de 
casos y que se concreta con la institución de la consulta, referida a los hechos 
concretos formulados por el consultante en la forma y con arreglo al procedi-
miento prescritos en el artículo 107 LGT 314. 
Pues bien, el artículo 107.6 LGT 315 dispone que «La competencia para 
evacuar estas consultas será de los órganos directivos que tengan atribuida la 
facultad reglamentaria en el orden tributario general o en el de los distintos tribu-
tos, su iniciativa, propuesta o interpretación». 
Como ha indicado el Profesor Zornoza 316, tal precepto supone la culmina-
ción de un «proceso de concentración de la competencia para resolver consultas 
en los órganos centrales de la Administración tributaria» 317, es decir, «se trata 
312 Podemos citar. a mero título de ejemplo. y entre otros muchos. sendos infonnes que ese centro directi-
vo ha evacuado con fecha. respectivamente. de 3 de julio de 1992 y 23 de junio de 1993. a petición del Departamen-
to de Gestión de la AEAT sobre diversas cuestiones planteadas al régimen de transparencia fiscal. retrIbucIones en 
especie e incrementos patrimoniales en el IRPF. Y la deducción de las cuotas soportadas en el IV A con anterioridad 
al inicio de actividades. . 
313 Cfr.. por todos. ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Las consultas a la Administración en materia tributaria. op. Cit. 
314 En este sentido. ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Las consultas a la Administración ...• cit.. pp. 484 Y 4~5. 
315 Con anterioridad a la Ley 25/1995. de 20 de julio. de refonna parcial de la LGT. esta nonna atrIbuttva 
de competencia se recogía en el apartado 5 del mismo precepto. cuyo contenido no se ha visto en ~bsoluto alterado. 
316 Cfr. ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Interpretación administrativa y consulta tributana. CIt.. pp. 470 ~ 471. 
317 Un proceso que se ha querido justificar en base a los p':Íncipios de unidad de d~~isión ycoordl~aclón de 
criterios. pero que. como ha subrayado el Profesor ZORNOZA PEREZ. J. J .• InterpretaclOn adminIstratIva .... op. 
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de atribuir con claridad la competencia para evacuar las consultas tributarias a los 
órganos administrativos encargados de la normativa tributaria que actualmente 
pueden ser distintos de los responsables de la gestión» 318. 
En concreto, la competencia corresponde en la actualidad a la Dirección 
General de Tributos que, como órgano directivo integrado en el Ministerio de 
Economía y Hacienda, le compete, como hemos visto, entre otras funciones, 
«la elaboración, propuesta e interpretación de la normativa legal y reglamentaria 
del régimen tributario general». En suma, la creación de la AEAT no ha alterado 
en absoluto la asignación de la competencia para la contestación de consultas tri-
butarias. 
III. ANÁLISIS CRÍTICO DE LA ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LAS 
FACULTADES INTERPRETATIVAS DE LA ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA, RESULTANTE DE LA CREACIÓN DE LA AEAT, 
A LA LUZ DE LAS FUNCIONES DE LAS INTERPRETACIONES 
ADMINISTRATIVAS EN LOS MODERNOS PROCEDIMIENTOS 
DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
Determinados los órganos que dentro de la Administración tributaria espa-
ñola ostentan facultades interpretativas después de la reforma acaecida en dicha 
organización tras la creación de la AEAT, procede en este momento analizar si la 
organización jurídica de tales facultades sirve a las funciones que las mismas 
están llamadas a desempeñar en los modernos procedimientos tributarios 319. 
A) LA RELACIÓN ENTRE LA ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LAS 
FACULTADES INTERPRETATIVAS Y LOS PRINCIPIOS CONSTITU-
CIONALES DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE IGUALDAD 
A la vista del reconocimiento hoy ya generalizado de la estrecha relación 
existente entre las facultades interpretativas de la Administración tributaria y los 
últ. ~it .• p. 471. «resulta contrario a la tradicional atribución de competencias en favor de las Delegaciones de 
HacIenda y a los principios que inspiran la solución de estas cuestiones en el derecho comparado a la vista del signi-
ficado y funciones de las contestaciones a consultas». 
318 Cfr. ZORNOZA PÉREZ.J. J .• op. últ.cit .• p. 471. 
• 319 Funciones descritas por ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Significado y funciones de las consultas .... cit.. 
págmas 217 y ss .• siendo sus conclusiones. aunque con especial referencia a las consultas. trasladables con los debi-
dos matices a otras fonnas de manifestarse las facultades interpretativas. 
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modernos procedimientos de gestión de los tributos 320, resulta en cierto modo sor-
prendente que el legislador, al crear la AEAT, como una organización cuyo propó-
sito básico -anunciado en la propia exposición de motivos de la Ley 31/1990- es 
contribuir a la modernización de la Administración tributaria española, no haya 
prestado una mayor atención a la regulación de estas cuestiones. Pues la estrecha 
relación aludida es, como se sabe, consecuencia de las nuevas bases sobre las que 
se desarrolla el Derecho Tributario y que influyen necesariamente en los procedi-
mientos tributarios, de suerte que el procedimiento de liquidación no es por más 
tiempo un procedimiento litigioso, en el que se enfrentan la Hacienda y el contri-
buyente como partes irreconciliables y con intereses en todo caso contrapuestos, 
sino que, antes al contrario, se trata de un procedimiento basado en la colabora-
ción de buena fe entre las autoridades de la Administración financiera y el contri-
buyente 321 . 
El olvido del legislador quizás traiga causa del tradicional abandono doctri-
nal de todas las cuestiones relacionadas con el Derecho de Organización, debido 
a una concepción del Derecho, imperante a lo largo del siglo XIX, que sólo reco-
nocía como jurídicas las relaciones intersubjetivas, quedando de este modo las 
relaciones organizativas, que se producen esencialmente en el seno de una misma 
persona jurídica, como jurídicamente irrelevantes al no afectar a los derechos de 
libertad y de propiedad. Es precisamente esa concepción la que centraba .el 
interés del análisis jurídico en la delimitación de las potestades, como títulos de 
intervención en la esfera jurídica de los particulares y la que, al mismo tiempo, 
abandonaba el estudio de otro tipo de actuaciones que se desarrollaban en el seno 
de las organizaciones administrativas respecto de las cuales, sin embargo, tam-
bién se desprenden consecuencias jurídicas. La constatación de este hecho, del 
que creemos es imprescindible partir para la comprensión de la importancia de 
una regulación correcta de las procesos interpretativos desarrollados en el interior 
de la Administración tributaria, tiene una importancia fundamental porque, como 
ya se ha destacado en el ámbito del Derecho Administrativo, la aparición de nuevos 
320 Vide ZORNOZA PÉREZ. J. L. Significado y funciones de las consultas ...• cit.. pp. 218-223. 
321 Vide. en este sentido. ZORNOZA PÉREZ.J. J .• Consulta y Administración tributaria .... cit.. pp. 11 Y ss.; 
igualmente. RUIZ GARCíA. L R .• La liquidación en el ordenamiento tributario. ed. Cívitas. Madrid. 1987. 
páginas 166-170. Este último autor realiza consideraciones en la línea de las que se reflejan en el texto al indicar la 
función que desempeña la institución de la consulta tributaria en el procedimiento de liquidación. deteniéndose 
principalmente en analizar los rasgos que permiten diferenciar las contestaciones o respuestas emitidas por la Admi-
nistración a requerimiento del contribuyente del acto de liquidación. Asimismo. destaca la escasa atención que his-
tóricamente ha merecido la institución de la consulta por parte de la doctrina. en contraste con otros países europeos. 
Este abandono hay que atribuirlo. como señala este autor. por una parte. a unas relaciones entre la Hacienda y el 
contribuyente que durante mucho tiempo han estado presididas por el mutuo desconocimiento y el recelo y. de otro 
lado. por la presencia de figuras tan incompatibles con un sistema tributario racional y moderno como las evaluacio-
nes globales y convenios. 
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int~rese~ ?e los ciudada~os en colaborar con la Administración para la mejor 
satlsfaccIOn de sus necesIdades, pone de manifiesto la conveniencia de conside-
rar cada vez con más atención el reparto interno de tareas entre las distintas uni-
dades administrativas 322. 
Pues bien, dentro del reparto interno de las diferentes funciones que desa-
rrolla la organización administrativa, ocupan un lugar destacado las normas inter-
nas administrativas que, como ha precisado la doctrina alemana 323, son reglas o 
normas que la Administración se da a sí misma, y que encuentran su fundamento 
en el genérico poder de organización y dirección inherentes a la función ejecutiva 
(Sac~l~itun~~-und Organisationsgewalt). Dicho fundamento explica que la 
~~mmlst~acIOn no necesite específica autorización de Ley formal para la aproba-
~IOn de dIchas normas, cuyo propósito es perfilar con precisión la estructura 
mterna y las pautas de actuación de la propia organización administrativa de la 
que emana.~se Derecho interno .. Estamos, pues, ante disposiciones internas que 
son expresIOn de una potestad, mherente a la organización administrativa de 
au.toorgani~ación y de dirección de su propia actividad 324; potestad que se des-
phega en dIversos sentidos y que tiene una naturaleza doméstica y reflexiva al 
desplegar sus efectos principalmente dentro de la misma organización de la cual 
esas normas parten. 
Además, las normas interpretativas (norminterpreteriende Verwaltungs-
vorschriften) están encuadradas, junto a las normas que regulan el ejercicio de 
l~s.potestades ?~screcionales (Ermessensrichtlinien), dentro del grupo de dispo-
SICIOnes que dmgen la conducta de la Administración (verhaltenslenkende Ver-
waltungsvorschriften) y que, surgidas en un procedimiento informal de creación 
del Derecho, sirven a la ejecución de las Leyes 325. Y las disposiciones adminis-
. 322 Vide PAREJO ALFONSO. L.. Crisis y renovación en el Derecho Público. cit.. pp. 25 y ss. En este tra-
~~o el autor s~braya que la construccIón del moderno Derecho Administrativo español durante el régimen autorita-
yla ausenCIa entonces de un verdadero Derecho Constitucional sobre los planteamientos clásicos de la defensa 
~:l cI~dadanofrente al poder. han acarreado unos lastres de COnsiderable importancia. que se hacen palpables en el 
s~Uldo y practIcamente abandono. en favor del garantlsmo. del objeto y finalidad propios del Derecho Admini _ 
tratlvo' la artIculac 6 . t f . , ,. de . s 
.' .. I n y ~IS ema IzaclOn tecmcas la organIzación y funcionamiento de la Administración para el 
mejor cumphrmento por esta de sus fines propios: la satisfacción del interés general y la más eficaz prestación de los 
servICIOS públiws. Ese descuido alcanza cotas insostenibles en una materia clave: la organización administrativa. 
ALFON:~ el rmsm,? sentIdo. VIde ORTEGA ÁLv A!lliZ. L.. Teoría de la organización administrativa. en PAREJO 
Ari 1 B • L./JIMENEZ BLANCO. A./ORTEGA AL VAREZ. L.. Manual de Derecho Administrativo 3' ed ed 
e. arcelona. 1994. pp. 183 Y ss. •. .• . 
323 E .. 
n concreto. OSSENBUHL. F .• Autonome Rechtsetzung der Verwaltung en ISENSEE/KIRCHHOF 
«Handbuch des Staatasrechts». t.1II. «Das Handeln des Staates». C.F. Müller Juristisch~n Verlag Heidelberg 1988' 
p.426. • " 
324 Cf .. 
325 r. OSSENBUHL. F .• Autonome Rechtsetzung der Verwaltung. cit.. pp. 425 Y ss. 
f . Porque hay que recordar que la Administración emite otro tipo de normas internas que sirven a diver-
sas unclOne~. como. por ejemplo. aqu~l1as disposiciones cuyo objeto es puramente organizat~rio de los servicios ~~;~';:,S;;ürtsche Verwaltungsvorschriften). Para una tipología de las distintas disposiciones administrativas vide 
HL. F .• Autonome Rechtsetzung. op .• últ .• cit .• pp. 433 Y ss. • 
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trativas de contenido interpretativo emitidas por la Administración tributaria 
alemana también son, lógicamente, expresión de ese genérico poder de direc-
ción, no presentando, en principio, ninguna particularidad respecto a las normas 
interpretativas surgidas en otros ámbitos de la organización administrativa 326. 
Siendo ello así, y como lógica consecuencia del fundamento de esas dispo-
siciones tributarias internas, no es necesaria -como ya hemos dicho- ninguna 
específica habilitación legal para su emisión 327, precisamente por tratarse de un 
Derecho interno de la Administración (Innenrecht der Verwaltung) y no suponer 
ninguna intervención en la esfera jurídica de los particulares 328. En efecto, se 
trata de un Derecho interno de la Administración -lo que quiere decir que esta-
mos ante verdaderas normas jurídicas 329_ y que, además, constituye una fuente 
de conocimiento de primer orden tanto para los funcionarios integrados en la, 
Administración tributaria, para quienes las Richtlinien son vinculantes, como 
para los propios obligados tributarios. Este dato nos pone sobre la pista de la 
importancia de una adecuada organización de las facultades interpretativas, por-
que si se afirma la gran importancia práctica de dicha actividad, no puede ser 
indiferente una regulación u otra -órganos competentes, publicación- que de ella 
realice el legislador. En definitiva, la regulación de las cuestiones organizativas 
acaba trascendiendo el ámbito doméstico para finalmente incidir en las relacio-
nes intersubjetivas. 
y nos interesa destacar que en la Ley Fundamental de Bonn de 1949 existe 
un precepto de importancia básica en la organización de las facultades interpreta-
tivas de la Administración tributaria, ya que señala el órgano competente para la 
326 Así se desprende de la doctrina jurídico-tributaria alemana; en este sentido, ARNDT, H-W., Grundzüge 
des Allgemeinen Steuerrechts, Vahlen, München, 1988, p, 23; igualmente, TIPKE, K., Die Steuerrechtsordnung, 
t. 111, Dr. Otto Schmidt, Koln, 1993, p. 1164. 
327 Cfr. OSSENBÜHL, F., Autonome Rechtsetzung ... , cit., p. 457; TIPKE, K., Die Steuerrechtsordnung ... , 
cit., p. 1164. . 
328 Con todo, debemos advertir desde este momento que esta ausencia de incidencia directa de las disposI-
ciones interpretativas sobre las relaciones jurídicas externas no significa, como veremos, que sean irrelevantes jurí-
dicamente. 
329 En este sentido, cfr. OSSENBÜHL, F., Autonome Rechtsetzung ... , cit., pp. 427-428; entre nosotros, y 
desde la teoría ordinamentalista hoy generalizada, SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , cit, pp. 730 
Y 731, también afirma el carácter jurídico de las normas internas; ya que realmente su única particularidad reside 
en que sus efectos jurídicos se despliegan en el ámbito de la organización administrativa en cuyo seno se generan. 
En efecto, pese a que el autor reconozca que la eficacia jurídica de las circulares en el ámbito externo de la orga-
nización sea mucho más problemática, en el ámbito interno ostentan «plena eficacia jurídica., lo que ~torga a las 
circulares carácter jurídico. Poseen, en primer lugar, eficacia constitutiva: con respecto a las normas tntegrantes 
del sistema normativo general, las circulares pueden establecer efectos nuevos, que vinculan jurídicamente a los 
miembros de la organización a la que se dirigen (sólo a éstos, desde luego); por lo mismo, son susceptIbles de 
impugnación por éstos, siempre que lesionen efectivamente sus derechos e intereses. Poseen también, en segun?o 
lugar, eficacia habilitante: crean potestades que permiten dictar actos vinculantes refendos a ~os mIembros y b.I~­
nes de la organización, así como reprimir las conductas contrarias a éstos o a las ctrculares Ill1smas (responsabllt-
dad disciplinaria). Y son también, por último, parámetros vinculantes para el control de la legahdad de los actos 
dictados en aplicación de las mismas, los cuales podrán ser anulados cuando infrinjan sus preceptos. 
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aprobación de las Richtlinien; se trata del artículo 108. VII, de la norma funda-
mental, que faculta al Gobierno federal (Bundesregierung) para la aprobación de 
disposiciones administrativas de carácter general relacionadas con la administra-
ción de los tributos federales, necesitando de la aprobación del Bundesrat siem-
pre que tales disposiciones incidan en la administración de tributos que, pese a 
haber sido regulados por la Federación, su administración competa a los wnder 
o a los municipios. En este precepto constitucional, por tanto, descansan las dis-
posiciones interpretativas atinentes a los más importantes impuestos 330. Estamos, 
COmo vemos, ante una especie de la categoría de las normas internas que, en este 
caso, pueden incluso desplegar sus efectos jurídicos extramuros de la organiza-
ción de la que han emanado; puesto que, aun tratándose de reglas internas cuyo 
fundamento reside en el poder de dirección inherente a la organización adminis-
trativa -lo que explica como ya sabemos que la aprobación de dichas normas no 
r~quiera auto~ización legal específica-, la expresa atribución competencial pre-
ViSta en el articulo 108. VII de la Ley Fundamental alemana permite extender los 
efectos de las Richtlinien del Gobierno federal al ámbito de los Estados federados 
y de los municipios 331. 
Dichos criterios interpretativos son de este modo reflejados en disposicio-
nes administrativas que, con la autoridad inherente a la fuente de la que proceden 
-el Gobierno federal-, despliegan su eficacia a través de todos los órganos admi-
nistrativos, federales o de los Lander, que tienen a su cargo la aplicación efectiva 
del sistema tributario federal. El principio de legalidad en la imposición 
(Gesetzmassigkeit der Besteurung) impide lógicamente cualquier efecto vincu-
lante de las Richtlinien sobre los particulares y los Tribunales. 
Las normas interpretativas del artículo 108. VII de la Ley Fundamental son 
publicadas en el Bundesanzeiger y en el Bundessteuerblatt, boletines oficiales 
donde igualmente se hacen públicas, respectivamente, las disposiciones de 
carácter general aprobadas por los órganos federales -legislativos y ejecutivo- y 
330 Así, pru:a el Impuesto sobre la Renta las Einkommensteuer-Richtlinien y Lohnsteuer.Richtlinien, para el I~puesto sobre SOCIedades las KiJrperschaftsteuer-Richtlinien etc. Cfr, TIPKE K. Die Steuerrechtsordnung t 111 Clt.,p, 1163. ' , ,. ., 
Sobre el artículo 108. VII de la Ley Fundamental de Bonn, vide, el comentario de BIRK, D., en AA.VV., 
«Kommentar zum Orundgesetz für die Bundesrepublik Deutschland», 2 Auflage, t. 11 (38-146), Luchterhand, Mün-
chen, 1989, pp. 1315-1316; igualmente, para el concepto de Richtlinie, vide SPANNER H. en AA. VV 
«Handworterbuch des Steuerrechts und der Steuerwissenschaften», 2 Auflage, t.Il., (K-Z) B~ck Münche~i Bonn, 1981,pp. 1145y 1146. ' , 
331 R' él' enomeno ste a que por cIerto se puede encontrar algún paralelismo en el ámbito español en la recien-~ t;y 14/1 ~96, de 30 de dicie~bre, de Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autónomas; concretamen-
, , n su artICulo 4, donde se dIspone que los mbutos cuyo rendImIento se cede a las Comunidades Autónomas se reg~n -además de por la LOT, porlos c?~venios internacionales, las Leyes propias de cada tributo y sus corres-pondle~t~s Reglamentos- «por las dIspOSIcIones de carácter general, reglamentarias o interpretativas, dictadas por la AdmlD1straclón del Estado». 
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el Ministerio de Finanzas federal (Bundesfinanzministerium) 332. Por otra 
parte, las normas interpretativas aprobadas tanto por el Ministro de Finanzas 
federal (Bundesminister der Finanzen) como por los Ministros de Finanzas de 
los Liinder, en lo que se refiere a la administración de los impuestos federales, nO 
pueden contradecir las Richtlinien aprobadas por el Gobierno federal. Con ello se 
pretende garantizar el mandato contenido en el artículo 72. Il, número 3, de la 
Ley Fundamental que ordena al Gobierno federal, en el marco de sus competen-
cias, preservar la garantía de la unidad de las relaciones jurídicas y económicas 
en todo el territorio federal (Einheitlichkeit der Lebensverhiiltnisse), lo que se 
compadece perfectamente con la función constitucional que las Richtlinien están 
llamadas a desempeñar: garantizar los principios de seguridad jurídica y de igual-
dad a través de la autovinculación de la Administración a sus propios criterios 
interpretativos (Selbstbindung der Verwaltung) 333. 
Y si, como Ossenbühl ha destacado, «se ha ido progresivamente demos-
trando que las disposiciones administrativas no se limitan de ninguna manera en 
sus efectos únicamente al ámbito interno, sino que pueden afectar de manera vital 
al círculo jurídico del ciudadano» 334, dicha afirmación se demuestra especial-
mente acertada en el ámbito de la Administración tributaria, debido precisamente 
a las características singulares de los procedimientos administrativos de aplica-
ción de los tributos; unos procedimientos que demandan por diversos motivos, 
como inmediatamente veremos, una regulación adecuada de dichas facultades 
que no sólo faciliten las relaciones de la Administración tributaria con los contri-
buyentes, sino que sintonicen incluso con determinados principios recogidos en 
la propia Constitución. 
Precisamente por tener las normas internas administrativas su fundamento 
en el poder de organización inherente a la función ejecutiva, podría obtenerse la 
falsa impresión de que no es necesaria la regulación de una potestad que aparen-
temente no trasciende más alla del ámbito puramente organizatorio, y que, por 
ello, no alcanza a las relaciones entre la Administración Y los particulares. Setra-
taría, como decimos, de una impresión que se demuestra totalmente equivocada a 
la vista de las funciones que actualmente debe cumplir la Administración tributa-
ria. Porque tras la generalización de las auto liquidaciones se han convertido los 
procedimientos de aplicación de los tributos en auténticos procedimientos de 
masas que requieren una cada vez más intensa colaboración de los obligados tri-
butarios con la Administración. 
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332 Cfr. TIPKE, K., Die Steuerrechtsordnung, Band 111, cit., p. 1175. 
333 Cfr. TIPKE,K., Die Steuerrechtsordnung, t.I1I, cit., pp.1166, Y pp. 1175 Y 1176. 
334 Cfr. OSSENBÜHL, F., Autonome Rechtsetzung ... , op., cit., p. 441. 
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Siendo ello así, esa colaboración requiere una regulación de los deberes 
de asistencia de la Administración tributaria que compense las cargas que trae 
consigo la asunción por parte de los obligados tributarios de la aplicación de 
los procedimientos de aplicación de los tributos 335, a través de los deberes de 
retención y repercusión y sobre todo de la implantación generalizada de las 
autoliquidaciones; procedimientos que exigen de los obligados tributarios no 
sólo el cumplimiento de numerosos deberes de colaboración, sino también la 
realización de muchas veces complicadas operaciones de calificación jurídica y 
el propio ingreso de la deuda tributaria. En efecto, se trata del fenómeno cono-
cido impropiamente como «privatización de la gestión tributaria» 336, que hace 
descansar en las actuaciones de los obligados tributarios la gestión del sistema 
tributario, quedando de esta manera la Administración en este ámbito de la rea-
lidad como una especie de «policía» tributaria que realiza principalmente fun-
ciones de control, concretadas esencialmente en actuaciones de comprobación 
e investigación 337. 
Son, por consiguiente, los deberes de asistencia e información tributaria, 
para cuya realización resulta especialmente conveniente una correcta regulación 
de las facultades interpretativas de la Administración tributaria, los que deben 
compensar la mayor onerosidad que la aplicación efectiva del sistema tributario 
tiene para los contribuyentes 338; un deber de asistencia tributaria que debe ser 
entendido como una simple derivación de la cláusula de Estado de derecho. Así, 
el fundamento de los deberes de asistencia e información es sencillamente una 
derivación del principio de seguridad jurídica: en concreto, la idea según la cual 
en u~ Estado de Derecho nadie puede verse privado de sus derechos por su igno-
ranCIa y, por esa razón, las autoridades administrativas deben informar al ciuda-
:: En este seI~tido, vide ZORNOZA PÉREZ,J. J., Significado yfunciones ... , cit., pp. 218 Y ss. 
. La expreslOn es de FERREIRO LAPATZA, J. J., «La privatización de la gestión tributaria y las nuevas 
compete~3~las de los Tn~unales Económico-Administrativos», en REDF, núm. 37, 1983, pp. 81 Y ss. 
Como ha senalado CASADO OLLERO, G., La colaboración con la Administración Tributaria Notas 
para un nuevo m?delo de. relaciones con el fisco, cit., p. 170, «junto al mayor protagonismo que el administrado 
~;n~buyente ha. ~do adqumendo en la gestión tributaria, y quizás como consecuencia del mismo, es posible consta-
de como la funclOn~ue progres~v~mente viene asumiendo la Administración es sobre todo una función de control 
. la propia actuaclOn del administrado en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones que a éste le vienen 
Impuestos por la Ley». 
nistr . En este s~~~ido acertadamente habla este autor de la «tendencia a la subsidiariedad de la "actividad admi-
"su at1~a tributarla. ' en cuanto. resulta relegada a una función de control y sólo se materializa fonnalmente para 
" phr la a,~tuaclOn del contnbuyente, para "integrarla" cuando parezca "insuficiente" o para "rectificarla" y 
sanclOn:,la , <;n fin, cuando aquél1a resulte irregular». 
dad AsI, como ha nota?o ZORNOZA PÉREZ, J. J., Significado yfunciones ... , op., cit., p. 221, <<la posibili-
a licde .~btener una InformaclOn fiable y segura constituye una pieza fundamental en los modernos esquemas de 
p ~clOn de las nonna.s tributanas que, de algún modo, tienden a restablecer el equilibrio roto al descargar sobre el 
cont1;1buyente el cumphmlento de los actos de aplicación de las nonnas y las responsabilidades de el10 derivadas». 
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dadano sobre sus derechos y posibilidades, y no aprovecharse de su ignorancia o 
inexperiencia 339. . 
Por ello el conocimiento por parte de los contribuyentes de la lllte~reta-
. , f" 1 d: las normas tributarias constituye una de las mayores garanuas de Clon o ICla ., . , 'b . el 
las que éstos disponen en sus relaciones con la Admlms~raclon tn utana. en 
marcO de un derecho de la imposición de masas. Por ello, Junto a l.os mecanIsmos 
informales de información 340 -potenciados en un grado conSIderable ~~r ~ 
AEAT mediante el impulso dado a proyectos como el programa PADRE --
.' d la d trina alemana y se han plasmado en el pará-
339 Los deberes de asistencIa han sIdo desarrolla os en A oc amiento información>>- tiene el siguiente 
grafo 89 de la Ordenanza Tributat;ia Alen.'"an~. que -baJo el ~~tul~ ~e~:~~iones, l~ formulación de solicitudes o a la 
tenor literal: <<La autoridad finanCIera mcttara a la presentfclOnd. , la incorrección se han debido sólo a inadver-
rectificación de unas y otras, cuando sea mam~es~o 're a ~~I~I~~:ación sobre los derechos Y obligaciones que 
tencia o ignorancia. Siempre que sea n~c7sano,w: . aqu:v~>~n Manejamos la traducción de PALAO T ABOADA, 
incumben a los interesados en el procedirmento a Imstrd~ F" al M drid 1980 P 98 
. . I d 1 stituto de Estu lOS ISC es, a , ,.' C., Ordenanza Tributaria A emana, e .' n álisis uellos mecanismos informales de los que se 
340 Conviene precIsar que dejamos fuera de nuestr~ an trib ~nte es decir aquella información que tiene 
vale la Administración Tributat;ia para mformar y. ase~r:rr ~o~a A:inis~ción tributaria, bien incluso en el curso 
lugar informal y verbalmente, bIen sea en .la~ propIas o Icmas n eaccesoria de asesoramiento, que incumbe a la Inspec-
de unas actuaciones inspectoras en cumpbrm?nto de la func~~ e encarga de recordar el artículo 2 h) del Real 
ción, en sus funciones típicas de comprobaclon e mve~ttg~~~, ~mo~ térrIÚnos ello significa que nuestro análisis 
Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el ~e se ~prue. a 7d. . t
n ~ormalizadas de interpretación administrativa, ya 
está centrado exclusivamente en las manlfestac!ones Jun ~amen e te superiores se dirigen a los órganos inferiores 
sea a través de las instrucciones que desde los mganos J qUlcamen rmas tributarias, a las que han de estar estos 
de gestión indicándoles los c~t~nos mterpretattvos de det:~n~!a~:~estaciones emiti¿as por la Administración tri-
últimos en su tarea de aphcaclon normativa, ya.sea a traves ~ lo al rocedimiento y según las fmmaJidades pre-
butaria a las consultas formuladas por los contrI.buyentes c~n M~Erl'O sÁENz A Procedimiento de la Inspec-
vistas en el artículo 107 de la LGT. Para esta ~fer~ncla,.c r. Tri'b tan' Madrid 1981 pp. 221 y 222. 
. . . 2' d d Escuela de Inspecclon Fmanclera y u a, " . 1 
clón Tributaria, . e ., e . . . 1 1 . rtante papel que juegan en el mejoramIento de las re a-
Ello no obstante, no conviene mmusva orar e
d 
I~pof .. educación y asistencia al contribuyente que se 
. . 'b te 1 modernos programas e m ormaClOn, , ClOnes Fisco-contrI uyen os. . te hemos hecho referencia. En esta lmea se encuen-
desarrollan a través de las vías mformales a las ~ue antenorm~n d los suministros de formularios Y folletos expli-
tran los programas de servicios telefóOlCOS gratuitos y automafiz~ oSde' la Administración tributaria. Sobre la función 
. l' ta' 'n de declaraCIones en las o cmas ' 1 
cativos o la propia cump Imen CIO. . , . nto en las Administraciones tributanas, en partlCU ar 
y el significado de esto~ progr~as de mformaclO~ Y as7sor=~ción al contribuyente», en, AA. VV., «Organiza-
en el ámbito norteamencano, Vide ADE~, !., «A~ls~n~~a:Wa moderna» Centro Interamericano de Administradores 
ción, funciones y facultades de una Admm~straclonal n ~ dr'd 1987 p~ 321 Y ss: de especial interés resultan las 
Tributarios (CIA T), ed. Instituto de Estudios Flsc es, a ~AUDE' R 'VEHORN c. L. «Asistencia a los contri-
palabras de los Consultores del Internal Re~enue S.erVlc~, LE AA vV . La AdministraciÓn Tributaria en los países 
buyentes en el cumplimiento de s~s Obl~gaclone~:~:;, enp 3'78 y·'s:. donde señalan que «el Internal Revenu.e del CIAT» , ed. Instituto de EstudIOS F~scalesf b' ti i p Ley la regl;mentación, las resoluciones adrninistratt-
Service no escatima esfuerzos en descnbrr en orma o ~e vd~ a d analizar su situación conforme al espíritu y a la 
vas, de modo que el contribuyente esté informado y e~ c~n IClOnes.e. «los ciudadanos deben poseer los 
letra de la Ley». En este sentido, señalan estos adml~lstrado~:I:~~:It~~~~~nimo, las Administraciones tributa-
medios para entender qué se reqUiere de ellos a la ho~ e cump . . cl ro ramas ue elaboren formularios e instruo-
rias deben facilitarles las vías adecuad~ de cumplumentod· Esto IfOtacpth do~degpuedan qpedir Y obtener infomtación sobre 
. "b . nar a los Ciudadanos puntos e con o . L 
ciones mtehgl les, proporclo . 1 d'" dos a los actuales y futuros contrIbuyentes». a 
sus obligaciones Y el desarrollo de programas educaCIO~a es ~:t cias empíricas que demuestran que, «frente a una 
importancia de todo ello se pone de .mani~esto .cuando eXls~en:1 entribuyente aumentan los niveles de cumplimiento, 
creciente complejidad de la leglsl~clón trIbutana, los S::~~I~~ aC~~ cumplimiento (presión fiscal indirecta)>>. . 
mejoran la confianza de los contrIbuY7nte.s y dismmuy g. ulsores de la asistencia Y educación al contrIbu-
341 Que han de merecer un JUICIO favorable en cuanto I~p. 1 tari de las obligaciones tributarias. 
yente y, al tiempo, importante mecanismo de estímulo al cumplimIento vO un o 
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contribuyente necesita asimismo conocer también «los criterios interpretativos 
que mantiene la Administración, ya que a ella quedan reservadas las funciones de 
comprobación y sanción, en cuyo ejercicio valorará la adecuación a derecho de 
los comportamientos de los contribuyentes conforme a sus propios criterios que, 
a salvo la interposición de recursos por parte del contribuyente, serán los que 
~abrán de prevalecer» 342. De ahí que la existencia de unas normas generales 
interpretativas emitidas con carácter vinculante por un órgano especialmente cua-
lificado de la Administración tributaria, dotado de la autoridad suficiente, y publi-
cadas tales normas en un medio que asegure su difusión conveniente, para que 
los criterios del órgano cualificado no se vean contradichos por otros órganos 
administrativos de gestión, contribuya considerablemente a la seguridad jurídica. 
Porque disminuye el margen de la libertad de interpretación del órgano adminis-
trativo, de tal modo que, debido al carácter vinculante de las interpretaciones, 
puede el contribu>,ente predecir las consecuencias jurídico-tributarias de sus 
actuaciones; con lo que se alcanzan altas cotas de seguridad jurídica, se reducen 
Resulta de interés a este respecto la consulta de los resultados de la encuesta de «Coste de cumplimiento en IRPF», 
realizada por el Instituto de Estudios Fiscales en 1991, y de la que dan cuenta DíAZ GARCíA, C./DELGADO 
LOBO, M. L., «La utilización de los servicios de información y asistencia al contribuyente en el ámbito del IRPF», 
en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 2, 1994, pp. 65 Y ss., puesto que reflejan la conveniencia de que la Admi-
nistración tributaria dedique más recursos a estos servicios, al existir evidencias de que tajes servicios gozan mayo-
ritariamente de la confianza de los contribuyentes y son utilizados por un amplio espectro de la poblaCión contribu-
yente; correspondiendo, además, el perfil de los usuarios, por lo que se refiere a la cumplimentación de las 
declaraciones, con el segmento de la población con menores recursos para acudir a una ayuda externa retribuida. 
En concreto el Programa PADRE (Programa de Ayuda a la Declaración de Renta) fue implantado por la 
ABAT en 1992, con el fm de cumplimentar gratuitamente las declaraciones-liquidaciones correspondientes al IRPF 
en las propias Delegaciones y Administraciones de la ABA T mediante procedimientos informáticos a aquellos con-
tribuyentes que lo soliciten. Sobre las posibilidades de este tipo de programas con vistas a la modernización de la 
Administración tributaria, vide MOYA HURTADO DE MENDOZA, R./SANTIAGO, J. D., «Las tecnologías de la 
información en la estrategia de la Administración Tributaria española», en AA. VV., «La Administración Tributa-
ria ... », cit., pp. 259 Y ss. Asimismo se contienen datos significativos en AGENCIA TRIBUTARIA, Balance del pri-
mer año de gestión, Madrid, 1993, p. 45, donde se señala que en la campaña de Renta 91 desarroJlada durante los 
meses de mayo y junio de 1992, se cumplimentaron en los Servicios de Información al Contribuyente, \.428.229 
declaraciones de Renta Simplificada. A esto se debe añadir tanto la venta de disquetes con el programa infomtático 
para realizar la declaración, como su distribución a través de empresas, sindicatos, etc, que se estima pudieron ser 
utilizados para realizar un 1.250.000 declaraciones. Teniendo en cuenta ambas cifras, se puede concluir que alrede-
dor de un 30 por 100 del total de declarantes de Renta Simplificada pudieron beneficiarse de las ventajas de este 
programa. Y, como se pone de manifiesto en AGENCIA TRIBUTARIA., Memoria año 1993, Madrid, 1994, p. 17, 
en la campaña de Renta 92 más del 40 por 100 de las declaraciones simplificadas presentadas por los contribuyentes 
se elaboraron con el apoyo del Programa PADRE; además, se consiguió un alto nivel de calidad en la prestación del 
servicio, pues casi el 90 por 100 de los contribuyentes que lo utilizaron se mostraron satisfechos con su funciona-
miento. Finalmente, en AGENCIA TRIBUTARIA., Memoria año 1994, Madrid, 1995, p. 16, se constata la continua 
progresión tanto en la utilización del Programa PADRE como en el grado de satisfacción manifestado por los usua-
rios del mismo. 
Y así, desde el interior de laABAT, FERNÁNDEZ DOCTOR, S., «La información y la asistencia al contri-
buyente», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 3, 1994, pp. 85 Y ss., se insiste en potenciar las funciones de 
información y asistencia al contribuyente como mecanismos de minoración de la presión fiscal indirecta; en el 
mismo sentido, DÍAZ YUBERO, F., «La Agencia Tributaria y su estrategia de cara al cumplimiento voluntario», en 
Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 6, 1994, pp. 253 Y ss. 
342 Cfr. ZORNOZA PÉREz, J. J., Significado yfunciones ... , cit., p. 222. 
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considerablemente los riesgos de cambios injustificados de criterios interpretati-
vos, disminuyendo de este modo la arbitrariedad aplicativa 343 y, en fin, se facilita 
la planificación fiscal de los operadores económicos 344. 
Y la consecución de dicho objetivo pasa seguramente por la centralización 
de las interpretaciones administrativas, pues de ese modo no sólo se fomenta la 
seguridad jurídica de los obligados tributarios en sus relaciones con el Fisco sino 
que también se introduce un factor de racionalización en la gestión del sistema 
tributario, en la medida en que dicha centralización, al tiempo que contribuye de 
un modo decisivo a la unificación de criterios 345, supone una descarga de trabajo 
para los órganos de gestión, dado que en un sistema de imposición de masas es 
frecuente la presencia de supuestos de hecho típicos que deben recibir asimismo 
un tratamiento jurídico igualmente típico 346. 
En este sentido, la centralización de las interpretaciones administrativas se 
consigue en el ordenamiento alemán precisamente mediante la posición supraorde-
nada que, dentro de la estructura de la organización administrativa, ocupa el autor 
de las disposiciones en que se contienen los criterios vinculantes para los órganos 
de gestión, pues no podemos pasar por alto que el principio de jerarquía vertebra 
cualquier organización burocrática. Un principio que, por cierto, al integrar el esta-
tuto constitucional de la Administración pública española, contenido básicamente 
en el artículo 103.1 de la CE, implica que la libertad de los órganos de gestión de 
343 De la que daba cuenta SAINZ DE BUJANDA. F., «Reflexiones sobre un sistema de Derecho Tributa-
rio españo!>" en Hacienda y Derecho, vol. UI, ed. Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1961, pp. 289 Y ss., como 
una de las contravenciones del principio de seguridad jurídica. 
344 En esta línea, RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «El sistema tributario en la Constitución (los límites del 
poder tributario en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional)>>, en REDC, núm. 36, 1992, pp. 35 Y 36, ha desta-
cado la importancia que la seguridad jurídica tiene en su manifestación de previsibilidad d~ los efectos de las Mr-
mas tributarias, en orden a la efectividad de una adecuada planificación fiscal. Así, el autor CitadO, al desta~ar el ~Ig­
nificado del principio de seguridad jurídica consagrado en el artículo 9.3 de la CE en el Derecho Tnbutano, senala 
que, aunque este principio no tiene en esta rama del ordenamiento la importancia que tiene en Derecho Pe~al,. l~ 
cierto es que «presenta una especial relevancia en materia tributaria por el enonne volumen, la extremada vanablh-
dad de la legislación fiscal, sometido a un continuo proceso de adaptación y c.amblo, y su caráct~r a ~enudo a~lste­
mático y carente de buena técnica jurídica, que dificulta no .sólo su conocl~le~to y comprenslOn, smo tamblen lo 
que es más importante cuando se trata de aplicación de los tnbutos, su prevlslblhdad, de modo que el contnbuyente 
pueda ajustar su comportamiento económico al coste previsible de los impuestos, de ~anera que pueda calcular de 
antemano la carga tributaria y pagar los menos Impuestos posibles que las leyes pennltan. En suma, lo que ha dado 
en llamarse planificación fisca!>,. . 
Parece indudable que favorecería en gran medida la previsibilidad a la que este autor se refiere, ~omo den-
vación del principio de seguridad jurídica, una regulación que garantizase la existencia de unas dlsposlclon~s de 
carácter general y vinculante que asegurasen unos criterios de aplicación nonnativa unifonnes para todos los orga-
nos administrativos de gestión de la Administración tributaria. . . 
345 Subrayan la importancia de esta función, TIPKE, K., Die Steuerrechtsordnung, Band IU, Cit., p. 1177, 
ARNDT., Grundzüge ... , cit., p. 23. h 
346 Subraya este segundo elemento, W ALZ, W. R., «Steuerverwaltungsanordnungen im Bundessteuerrec t 
der Vereigniten Staaten», en Steuer und Wirtschaft, núm. 4,1982, pp. 381 Y ss., tomando co~o eJempl~ el modelo 
existente en los Estados Unidos de Norteamérica; sistema sobre el que habremos de volver mas tarde al hilo del aná-
lisis de la regulación española. 
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una organización administrativa no pueda ser de la misma índole, por imperativo 
constitucional, que la libertad de los órganos judiciales, que no se ven afectados por 
este principio. Siendo ello así, habrá que admitir que el establecimiento de unos cri-
terios hermenéuticos vinculantes para toda la organización constituye un requisito 
fundamental para la consecución de uno de los objetivos fundamentales de este 
principio constitucional 347: la unidad y la coherencia de acción con vistas a la 
obtencióll'de determinados fines que un ente público debe cumplir; unidad y cohe-
rencia de acción 348 que se contradicen, a nuestro juicio, con una libertad absoluta 
de interpretación por parte de unos órganos gestores, integrados en una organiza-
ción vicarial como lo es, por esencia, la Administración pública 349. 
En conexión lógica con el establecimiento de criterios interpretativos uni-
formes, interesa poner de manifiesto que la centralización de la competencia 
interpretativa no sólo realiza de un modo efectivo el principio de jerarquía, s.ino 
que, además, sirve a otro principio constitucional de fundamental importancia en 
los procedimientos de imposición de masas: el principio de igualdad. Porque, 
como ha puesto de manifiesto ARNDT 350, el valor jurídico característico de las 
normas administrativas internas de carácter interpretativo (norminterpreteriende 
Verwaltungsvorschriften o norminterpreteriende Richtlinien), cuyo fundamento 
se encuentra como vimos en el artículo 108. VII de la Ley Fundamental, no radi-
ca en su aspiración a constituirse en la única interpretación de la Ley ajustada a 
Derecho. Antes bien, el valor de dichas normas está en la consecución de la igual-
dad en la aplicación de la Ley (Gleichheit der Gesetzanwendung). 
En efecto, las normas internas administrativas de contenido interpretativo, 
aprobadas por el Gobierno federal, aparecen como un recurso, entre otros, de los 
que dispone la Administración para ejecutar los mandatos de la Ley en los proce-
347 Subraya este elemento SOLÉ ESTALELLA, J., Circulares ... , cit., pp. 129 Y ss. 
o 348 Resaltando esa aspiración a la unidad de acción, inherente al principio de jerarquía, vide BAENA DEL 
~CAZAR, M., Organización administrativa, ed. Tecnos, Madrid, 1984, pp. 89-91; AL V AREZ RICO, M., Princi-
pIOS constitucionales de organización ... , cit., p. 112 Y ss.; SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Dere-
cho Administrativo, cit., pp. 935 Y ss.; AMORTH, A., La nozione ... , cit., pp. 325 y ss. 
. . 349 Y no se. diga que el carácter reglado de las potestades administrativas tributarias impide una aplicación arbi~a de la legalidad, porque como ha señalado ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa y consul-
ta trlbutana, Clt.,p. 465, al hilo de las críticas que el autor dirige contra aquellos autores que se oponen al régimen de 
consultas tnbutanas vmculantes con base en el principio de legalidad, la oposición de taJes autores está basada en una 
~ncepclón de la s~JeClón de. la Administración a la Ley como si aquélla fuera sólo su brazo alargado y se limitara a 
ejecutarla automát1came~te, Ignorand? que el ideal de que todas las decisiones de la Administración sean previsibles 
con la Ley e? la ~ano solo puede realizarse muy Imutadamente, ya que los problemas relativos a la interpretación no 
pueden eludirse; Igualmente, DÍEZ-PICAZO, L., La doctrina del precedente administrativo ... , cit., p. 28, al destacar 
que «mcluso cuando nos hallamos ante una potestad reglada, siempre es necesaria una previa interpretación. y toda 
mterpretación entraña algún margen de disc",:cionalidad ( ... ) así sucede en el caso de las superregladas potestades tri-
butarias, con respecto a las cuales es bien sabido que suele haber cierto margen interpretativo». 
350 Así, ARNDT, H-W., Praktikabilitiít und Effizienz. Zur Problematik gesetzesvereinfachenden Verwal-
tungsvollzuges und der «Effektuierung» subjektiver Rechte, Dr. Peter Deubner, Koln, pp. 86 Y ss. 
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dimientos de masas. Porque una de las características fundamentales de la activi-
dad de aplicación de la Ley por las Administraciones de masas (Massenverwal-
tung) --especialmente, las Administraciones tributarias y de la Seguridad Social-
es la situación de escasez en la ejecución de los mandatos legales (Vollzugsnots-
tand) , habida cuenta de que una aplicación estricta de la Ley supera con creces la 
capacidad real de la Administración. Y este desequilibrio se traduce en la imposi-
bilidad por parte de la Administración de deducir de cada supuesto de hecho de la 
vida sus consecuencias jurídicas correspondientes, conforme a lo que prescribiría 
una aplicación estricta del principio de tipicidad, en el sentido de deducir de cada 
hecho imponible aquellos atributos fácticos que son relevantes en cada supuesto 
de hecho real, y que se plasman en una consecuencia jurídica singularizada 351. 
Precisamente para paliar esa situación de escasez en la capacidad administrativa 
para comprobar todos los supuestos de hecho, las Richtlinien, cuyo fundamento 
constitucional no es sino la practicabilidad de las normas, cumplen una importan-
te función: servir como útil instrumento de ponderación entre una aplicación 
estricta del principio de legalidad y el principio de igualdad en la imposición, al 
imponer a todos los órganos de gestión interpretaciones uniformes ante similares 
supuestos de hecho, porque, de lo contrario, se producirían actuaciones arbitra-
rias de la Administración derivadas de la insuficiente capacidad administrativa 
para deducir de cada supuesto de hecho real las consecuencias jurídicas corres-
pondientes 352. 
B) ANÁLISIS CRÍTICO DE LA ACTUAL ORGANIZACIÓN DE LAS 
FACULTADES INTERPRETATIVAS. UN MODELO PARALAORGANI-
ZACIÓN DE LAS FACULTADES INTERPRETATIVAS EN LAADMI-
NISTRACIÓN TRIBUTARIA ESPAÑOLA: EL INTERNAL REVENUE 
SERVICE DE LOS ESTADOS UNIDOS 
A la vista de la importancia adquirida por los deberes de asistencia e infor-
mación en los modernos procedimientos tributarios de masas -deberes conecta-
351 En efecto, como ha señalado XA VIER, A., <<Tipicidad y legalidad en Derecho Tributario», en RDFHP, 
núm. 120,1975, pp. 1260 Y 1261, adhiriéndose al pensamiento de BÜHLER y de STRICKRODT, en Derecho Tri-
butario, al contrario de lo que sucedería en otras ramas del Derecho, no puede la voluntad de la Ley ser deducida del 
orden jurídico, porque cada norma de tributación contiene en sí misma una providencia singular, cuyo sentido y 
alcance se encierra en su estricta y rigurosa formulación legal. 
352 En estos términos, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung ... , cit., pp. 133-137. Este autor, partiendo 
igualmente de la situación de escasez en la ejecución de la Ley, señala que las Richtlinien cumplen una importante 
función como mecanismos de simplificación o esquematización en la apreciación de los supuestos de hecho. En este 
sentido, afirma que el peligro de una excesiva igualdad que las Rlchtlinien provocan es menos grave que el que 
podría producir la inexistencia de esos criterios. 
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?os ~iste~ática~ente, además, con los principios constitucionales de seguridad 
Jurídic~ e lOterdlcción de la arbitrariedad de los poderes públicos-, cabe pregun-
tarse .s! el nuevo modelo de Administración tributaria instaurado a partir de la 
creaClOn de la AEAT ha supuesto una regulación de estos deberes de asistencia, 
e~presados en la organización jurídica de las potestades interpretativas, que con-
tnbuya favorablemente a esa mutua confianza y colaboración sobre las que deben 
asentarse los procedimientos tributarios. En otras palabras, siendo incuestionable 
la estrecha conexión existente entre la organización de las facultades interpretati-
vas de la Administración tributaria, como cualificada derivación de los deberes 
d~, asistencia, .y l.?~ principios constitucionales de seguridad jurídica e interdic-
Clan de la arbltranedad de los poderes públicos, proclamados en el artículo 9.3 
~el texto fundamental, interesa valorar la influencia que la aparición de la AEAT 
tI~ne sobre la realización de esos principios; realización que pasa por el conoci-
mIento por parte de los obligados tributarios de las normas internas administrati-
vas que dirige~ la conducta de la Administración en las relaciones jurídicas ad 
extra que mantIene con los particulares: en concreto, el conocimiento de las nor-
mas interpretativas que pretenden la racionalización de las actuaciones adminis-
trativas a través de la unificación de los criterios hermenéuticos de todos los 
órganos administrativos que, integrados en una organización administrativa, 
están llamados a la ejecución de la Ley. 
Este análisis parte, lógicamente, de las conclusiones a las que habíamos 
llegado al describir la organización de las facultades interpretativas en nuestra 
~d~inis~:ación tributaria tras la creación de la AEAT, en punto a la específica 
dlstnbuclOn de facultades interpretativas que obraba en el seno de aquélla como 
complejo organizativo unitario: la asunción por parte de los órganos directivos 
de laAEAT de las facultades que el artículo 18 LGT atribuía al Ministro de Eco-
nomía y .~acienda, debido a que la conservación de las facultad interpretativa 
~or el MlOIS~O, ~~ el en~endimiento de las mismas como manifestación singula-
n.za~a de.l,pr~nc~p~o de Jerarquía, resultaría objetivamente incompatible con la 
dls,tnbuclOn Jundlca de las competencias de gestión tributaria realizada por el 
artIculo 103 de la Ley 31/1990, que atribuye a este ente institucional en bloque 
todas las competencias de gestión; lo que convierte a la propia AEAT -más con-
c~etamente ~ !os J?irect~res de los departamentos de ésta dotados de competen-
CI~S. de gestlOn tnbutana- en protagonistas auténticos de las interpretaciones 
ofIcIales contenidas en disposiciones generales (instrucciones) de carácter vin-
~ula~te para los ~rganos de gestión situados en una posición jerárquicamente 
lO~enor a la de dIChos órganos directivos. Igualmente se destacó el manteni-
mIento por parte de la. Dirección General de Tributos de la competencia, por un 
lado, para la contestaCIón de consultas tributarias, de acuerdo con lo que estable-
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ce el artículo 107, apartado 6 LGT; y, de otro, se recordó la facultad que ostenta 
el citado centro directivo, de acuerdo con el artículo 3.1. b) del Real Decreto 
1884/1996, yen su calidad de órgano encargado de la «elaboración, prop~es~a e 
interpretación de la normativa tributaria», para evacuar informes a requenmIen-
to de los diferentes Departamentos de gestión tributaria de la ABAT. . 
Pues bien, la regulación actual de las facultades interpretativas de la AdmI-
nistración tributaria acusa, en nuestra opinión, importantes deficiencias, tanto por 
lo que se refiere a la manifestación de dichas p~testades a ,tr~vés ~e l,a ~misión de 
disposiciones de carácter general, como en lo atmente al regImen JundIco ~?nte­
nido en el artículo 107 LGT - de las contestaciones evacuadas por la AdmmIstra-
ción respecto de las consultas formuladas por los contribuyentes sobre supuestos 
de hecho particularizados. Justamente nuestro análisis se desdoblará en el exa-
men separado de esos dos vehículos fundamentales a través de los cuales se 
encauza la interpretación oficial de las normas tributarias. . 
Así, para empezar, por lo que respecta al ejercicio de facultades mterpreta-
tivas por medio de la aprobación de disposiciones de carácter general, ~ebemos 
denunciar, en primer lugar, el solapamiento existente, ya presente por cIerto con 
anterioridad a la creación de la ABAT, entre las competencias que sigue mante- . 
niendo la Dirección General de Tributos como centro directivo que asume. la 
competencia para la «elaboración, propuesta e interpretación» de las nor~as tri-
butarias -artículo 3.1. b) del Real Decreto 1884/1996- Y las competencIas que 
justamente en el mismo sentido ha asumido el Presidente de ~a ABAT, después de~ 
la derogación implícita del artículo 18 LGT. La consecuenCIa es, p~r un lado, la 
multiplicidad de disposiciones interpretativas, qu~ no co.a~~uva ~re~I~amente a l~ 
consecución de la seguridad jurídica y, de otro, la ImposIbIhdad JundIca de que l!l 
Dirección General de Tributos pueda imponer sus criterios, pese a tratarse de un 
órgano especialmente cualificado por la función que tiene encomendada. 
Además, en segundo lugar, el propio hecho de la atribución de la compe-
tencia al Presidente de la ABAT en el mismo sentido que antes la ostentaba el 
Ministro de Economía y Hacienda de acuerdo con el artículo 18 de la LGT, es 
decir, la configuración de la facultad interpretativa a modo de una ,atribución 
derivada de la potestad jerárquica, no impedirá -como de hecho sucedIa ~on ante-
rioridad a la creación de la AEAT con las Direcciones Generales dependIentes de 
la extinta Secretaría General de Hacienda- que cada Director de departamento de 
la AEAT emita disposiciones interpretativas 353. La consecuencia de todo ello es 
353 Así. ya advertía RAMALLO MASSANET. J .• La exenció~ del Impuesto de S~cesiones ... , cit., p. 27~ 
del claro peligro de que se lleve a cabo la interpretación a través de circulares o mstruCCiOnes apoy~dose en e 
entonces vigente artículo 7 LPA; recientemente, SOLÉ ESTALELLA, L, Circulares e InstruccIOnes, Clt., 
164 
ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LAS FACULTADES INTERPRETATIVAS ...• 
que una norma que pretendía servir al principio de seguridad jurídica 354, termi-
nara por producir el efecto contrario, es decir, una mayor incertidumbre. Porque 
al estar facultado cualquier órgano directivo para emitir circulares interpretativas 
siempre que no contradijeran las de rango superior, el resultado acaba siendo una 
vez más la multiplicación de disposiciones interpretativas, que «no sólo no dis-
minuye sino que acrecienta la inseguridad jurídica de cada contribuyente, porque 
el riesgo de arbitrariedad es mayor cuando los medios de expresión son múltiples 
y de publicidad imperfecta, ya que los destinatarios no pueden conocerlos todos e 
ignoran la interpretación que finalmente les será aplicada» 355. 
Y es que, por otro lado, los criterios interpretativos emanados de la Direc-
ción General de Tributos no tienen carácter vinculante para los órganos de ges-
tión de la AEAT, aun en el caso de que tales criterios se manifiesten a través de 
circulares o instrucciones. Ello se debe no sólo al carácter institucional de 
la AEAT, como ente funcionalmente descentralizado, que impide que por vía 
jerárquica se le impusieran las interpretaciones emanadas de la Dirección Gene-
ral·de Tributos 356; sino además, por el hecho de que los órganos directivos de 
páginas 13l.y 132, quie~, al comen!ar el artículo 18 LGT, señala que «no parece que este artículo vede la posibili-
dad de la eXistencia de clfculares e mstrucciones entre los órganos del Ministerio de Economía y Hacienda, basada 
en consideraCiOnes de Derecho Administrativo genera!». 
354 En efecto, se invocaba el principio de certeza en la propia exposición de motivos de la LGT al comentar 
el artículo 18 de esta Ley. . 
355 Cfr. MARCHESSOU, P., L'interpretation ... , cit., p. 68. 
356 Contra lo que sostiene SOLÉ ESTALELLA, J., Circulares ... , cit., p. 133, quien afrrma que <<la Direc-
ción Ge~eral de Tributos, en esta materia, tiene como ámbito de competencia, el ámbito jerárquico propio del órga-
no de qUien depende, que es la Secretaria de Estado de Hacienda, y en este sentido, sus interpretaciones vinculantes 
podrán imponerse a todos los órganos que dependen de esta Secretaría, incluida la ABA T». 
Pero este autor pierde de vista que la ABAT no se encuentra dentro del ámbito jerárquico propio del Secre-
tario de Estado de Hacienda, aunque la Ley 31/1990 prevea que el Presidente de la ABAT pueda ser el Secretario de 
Estado de .Hacienda, como de hecho OCurre en estos momentos; pues lo relevante y realmente decisivo para que se 
~é la n:laclón de Jerarquí~ es que ~na misma competencia se atribuya simultáneamente a dos o más órganos de dis-
~mto ll1;el; en otros térmmos, la Idenlidad de competencia es requisito indispensable para que exista relación de 
Jerarq~la.(Cfr., por todos, ~TO, A., Lajerarqufa administrativa, cit., p. 23). Y el artículo 103 de la Ley 31/1990 
ha atnbUldo de forma exclusiva, como ya nos consta, las potestades de gestión tributaria a la ABA T; restándole a la 
Secretaria de Estado de Hacienda facultades, ciertamente importantes, pero que se enmarcan en la relación de direc-
ción que liga a un ente matriz con un ente institucional, y nunca en la de jerarquía. 
Así se ~esprende ~on claridad del te~or literal del artículo 2 del Real Decreto 1884/1996, que regula la 
e~truchrra orgán.lca del Mmlsteno de Econoffila y Hacienda: «La Secretaria de Estado de Hacienda, bajo la superior 
direc~lón del ~mlstro ?e ~onomía y Hacienda, realizará las actuaciones relativas a la orientación de la política tri-
b~tana',el diseno y ~~hcaclón del sistema tributario, la previsión y análisis de los ingresos tributarios, la dirección y 
eJecuciOn de la gesuon catastral y la coordinación con las Haciendas territoriales y la financiación autonómica». 
y las c~mpetencias administrativas inherentes a la «aplicación del sistema tributario», a que se refiere el 
precepto ,transcnto,y qu~ antes de la creación de la ABA T se residenciaban en el Ministerio de Economía y Hacien-
da a !raves de las DI~ciOnes Generales .de Gestión, Inspección y Recaudación, bajo la dependencia directa precisa-
ment~ de la Secretana de Estado de Hacienda, es Justamente la que se ha independizado del citado Ministerio tras la 
creación de la ABAT; en la medida en que las competencias -atribuidas, conviene insistir, de modo exclusivo e inde-
rogable- de las 9ue actualmente e~ titular la ABAT antes de la aprobación de la Ley 3111990 eran ostentadas por la 
extmta Secretaria General de Hacienda. Centro este último que dependía justamente de la Secretaría de Estado de 
Hacienda, y que albergaba en su seno -lo que resulta muy significativo-las Direcciones Generales que se encargaban 
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la AEAT, al haber asumido, como hemos visto, las facultades que el artículo 18 
LGT otorgaba al Ministro de Economía y Hacienda, pueden perfectamente con-
tradecir los criterios emanados de la Dirección General de Tributos. . 
Esta situación se agrava, además, por la circunstancia de que al prodUCIr-
se las interpretaciones administrativas por vía de instrucci?nes Y ci~cular~s 11º-
es obligatoria la publicación de las mismas 357, pues ellegI,slador tnbutarlO ha 
hecho caso omiso de la previsión contenida en el artIculo 21.2 LRJAP 
Y PAe, a tenor del cual «cuando una disposición específica así lo establezca o 
se estime conveniente por razón de los destinatarios o de los efectos que pue-
dan producirse, las instrucciones y órdenes de servic.io .se publicar~n en el 
periódico oficial que corresponda»; con lo que el con~cI.~Iento de las mte~re~ 
taciones oficiales por el contribuyente se toma, en defmItIV~, en u?a tarea CIer-
tamente difícil. Situación a la que ha intentado poner remedIo recIentemente el 
artículo 5.1 de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Gara?tías de los 
contribuyentes (el conocido como Estatuto del Contribuyente), al dIsponer q~\! 
«La Administración tributaria deberá prestar a los contribuyentes la necesarIa 
asistencia e información acerca de sus derechos. Esta actividad se instrumenta-
rá entre otras, a través de las siguientes actuaciones: publicación de textos 
ac~ualizados de las normas tributarias, remisión de comunicaciones, contesta-
ción a consultas tributarias y adopción de acuerdos previos de valoraci.ón». 
Esta declaración legal es una simple reiteración del artículo 3 .a) del mIsmo 
cuerpo legal que incluye entre los derechos generales de los contribuye~te~ el 
de «ser informado y asistido por la Administración tributaria en el cumphmIen-
to de sus obligaciones tributarias acerca del contenido de las mismas». Esta 
declaración de buenas intenciones -reiterada innecesariamente en el artículo 7 
del mismo Estatuto del Contribuyente en relación con los servicios de info~a­
ción de las oficinas abiertas al público- por su propio carácter programátIco, 
no hace albergar demasiadas esperanzas en cuanto al sometimiento a control 
jurídico de las potestades interpretativas, al no especificase el órgano compe-
tente para emitir esas llamadas comunidaciones y cuáles s~n ~n concreto las 
disposiciones interpretativas que habrán de ser hechas ~ubl1cas. Tampoco 
demasiadas consecuencias prácticas cabe extraer del artIculo 5.2 de la ~ey 
1/1998, en virtud del cual «quedarán exentos de responsabilidad por infraCCIón 
de «la aplicación del sistema tributario», dependientes entonces sí jerárquicamente de la secretarí~ d~Esta~o de 
Hacienda y cuyas funciones hoy son desempeñadas por los Departamentos de. la ABAT: en concreto, a rrecc~:es 
Generale; de Gestión Tributaria, Inspección Financiera y Tributaria, Recaudación ~ Aduanas e Impue.stos Espec~ :; 
Finalmente, mientras que la Dirección General de Tributos es un centro dlrect¡:~ de .Ia Secretana de E~ta. da 
Hacienda [artículo 2.2. a) del Real Decreto 1884/1996], la ABAT se adscribe al Mml.steno de Economía y aClen 
a través de esa Secretaría de Estado, pero sin estar integrada en ella (art. 2.3 ?e~ menclOn~d? Real Decreto). 41 
357 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley de ProcedImIento AdminIstratIvo, Cit., p. 1 . 
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tributaria los contribuyentes que adecuen su actuación a los criterios manifesta-
dos por la Administración tributaria competente en las publicaciones, comuni-
caciones y contestaciones a consultas», con lo que se extiende de manera explí-
cita a las disposiciones interpretativas de carácter general el régimen ya 
previsto para las consultas en el artículo 107.3 LGT, en el sentido de excluir de 
sanciones al sujeto que se pliegue al criterio emanado de la interpretación ofi-
cial; estamos en este caso ante una causa de exclusión de responsabilidad cuya 
eficacia absolutoria sería incuestionable aun en el caso hipotético de que el 
ordenamiento no hubiera previsto las disposiciones legales comentadas. 
y es que, si bien se mira, el problema de fondo que probablemente late 
de~ajo de las deficiencias de la actual organización jurídica de las facultades 
interpretativas reside -junto en el ya apuntado solapamiento de competencias 
entre la Dirección General de Tributos y los órganos directivos de la AEAT 358_ 
en la confusión consistente en reunir en unos mismos órganos competencias o 
funciones que deberían, a nuestro modesto entender, estar bien diferenciadas y, 
en consecuencia, atribuidas a órganos distintos: en concreto, de un lado, la potes-
tad de dirección de los servicios ínsita a los óganos directivos de la Administra-
ción tributaria de la que se derivan lógicamente facultades jerárquicas y, de otra 
parte, la facultad de emitir disposiciones interpretativas de carácter general y con 
efecto vinculante para todos los órganos gestores, pues al confundirse diversas 
funciones en unos mismos órganos la consecuencia es una no deseable multipli-
cidad de normas interpretativas que derivan en una mayor incertidumbre 359. 
Porque, pese a que merezcan un juicio favorable medidas nacidas en el 
seno de la propia Administración tributaria, como el Programa INFORMA -diri-
gido a la consecución de unas actuaciones uniformes en todas las Delegaciones 
de la AEAT a través de la implantación de un programa informático que contiene 
un repertorio de preguntas y respuestas actualizadas a través de un servicio cen-
tral, y que está a disposición del personal de la AEAT para un mejor cumplimien-
• 358 Dato que es reconocido significativamente desde el propio Departamento de Gestión de la ABA T, por 
FERNANDEZ DOCTOR, S., La información y la asistencia ... , cit., p. 89, cuando advierte que «es imprescindible 
llegar a una delimitación clara y precisa de las funciones de interpretación normativa y de información, de forma 
que pueda compatibilizarse la competencia atribuida por Ley a unos órganos separados de la Agencia Tributaria 
(capacidad interpretadora) con la competencia asignada a los distintos órganos de la Agencia en diferentes disposi-
ciones, relativa a satisfacer con rapidez las demandas de información de los ciudadanos. 
Finalmente, en una nueva concepción integradora de las funciones que le son propias a la Agencia (y aún sin 
e~a), parece evidente sostener como principio básico ordenador del quehacer de todas las unidades, que nuestra organiza-
Ción debe mantener un criterio único en el entendimiento de la norma tributaria, en su explicación y en su aplicación, por 
lo que debe prestarse especial atención a la ti jación de los criterios que van a ser utilizados en la función informadora (pri-
mera que se desarrolla en el tiempo), dado que aquéllos afectarían después a las funciones de comprobación y control». 
359 En este sentido, SOLÉ ESTALELLA, J., Circulares ... , cit., p. 122, se decanta por la existencia de un 
órgano especializado en la interpretación y dedicado de forma exclusiva o íntegramente al estudio del ordenamiento 
tributario. 
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to de las tareas de infonnación y asistencia al contribuyente 360_, elementales exi-
gencias de seguridad jurídica reclaman una regulación de las interpretaciones ofi-
ciales que, trascendiendo desde luego la perspectiva infonnal y el propio ámbito 
interno de la AEAT, se expresen mediante vehículos fonnalizados y cuya publi-
cación sea en todo caso obligada en el «Boletín Oficial del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda» para posibilitar de este modo su conocimiento general 361 . 
Porque hay que reconocer, en suma, que la creación de la AEAT no ha 
remediado la ausencia de una regulación clara de las facultades interpretativas de 
la Administración tributaria, en el sentido de someter a control dichas tareas, per-
petuándose de este modo el carácter incondicional y absoluto de la potestad inter-
pretativa de la Administración que se extiende a la práctica totalidad de los órga¡ 
nos de gestión de la Administración tributaria 362. 
Las raíces de las defiencias detectadas en la regulación de la organización 
jurídica de las facultades interpretativas quizás puedan encontrarse e'n un doble 
orden de carencias de nuestra Administración tributaria. En primer lugar, la 
ausencia de centralización de dichas facultades, que actualmente están extendi-
das a diversos órganos administrativos con los repetidos efectos indeseables de 
incertidumbre que ello genera; y, en segundo ténnino, pero no menos importante, 
a la falta de coordinación entre la AEAT, como organización gestora, y la Direc-
ción General de Tributos -cuya posición institucional quizás debería ser redefini-
360 Sobre el grado de utilización por el personal de la AEAT del Programa INFORMA, vide AGENCIA 
TRIBUTARIA., «Balance del primer año de gestión», cit., p. 44, donde se señala que el programa dispone de una 
opción denominada Consultorio que permite a los usuarios plantear al servicio central una pregunta que no se 
encuentre introducida en la base de datos. La pregunta llega a este servicio por pantalla en tiempo real y éste res-
ponde al usuario en el más breve plazo posible. Si la pregunta planteada se considera de interés general, es intro-
ducida en la base de datos, que, de esta forma, está continuamente autoalimentándonse y haciéndose cada vez más 
completa. De acuerdo con los datos contenidos en AGENCIA TRIBUTARIA., Memoria año 1994, cit., p. 19: en 
esa fecha la base de datos del Programa INFORMA estaba compuesta por 7.727 preguntas con sus correspondIen-
tes respuestas. Dicha base de datos, en aumento desde su inicio en mayo de 1991, se alimenta tanto de las cuestio-
nes introducidas por los Servicios Centrales como de la selección de las preguntas más interesantes formuladas por 
los usuarios. 
Como señala FERNÁNDEZ DOCTOR, S., La asistencia ... , cit., p. 91, «el Programa INFORMA, que empe-
zó a funcionar el l de mayo de 1991, es una aplicación informática que tiene dos opciones básicas para los usuarios: 
consultas y consultorio. La primera de estas opciones permite acceder a esta base de datos para buscar la respuesta a 
una pregunta concreta y, si no se encuentra, la segunda opción permite trasladar la pregunta al centro servidor (ser-
vicios centrales) para que elabore la contestación. 
Si bien este programa nació con una clara vocación de servir de apoyo a las Delegaciones y Admi~stracio­
nes de la Agencia con la finalidad de mejorar la información al ciudadano, lo cierto es que casI desde el corm~~zo de 
su andadura, empezó a manifestarse como un instrumento de extraordinaria utilidad no sólo para los servIcIOS ~e 
atención al público propiamente dichos, sino también para las restantes dependencias de las DelegaCIones y Admi-
nistraciones de la Agencia, las cuales en la actualidad utilizan habitualmente la aplicación como uno de sus más 
importantes instrumentos de trabajo». . 
361 En este sentido, SOLÉ EST ALELLA, J., Circulares ... , cit., pp. 134 Y 135, considera deseable la publi-
cidad de las circulares interpretativas para evitar incertidumbres. 
362 Situación ya denunciada por ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Las consultas a la Administración en la LGT» , 
en AA.W., «Comentarios a la Ley General ... », cit., p. 1410. 
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da-, en s.u ~~n~ición de centro al que compete el diseño de la política fiscal y, por 
ende, la mIcIatIva en materia de «elaboración, propuesta e interpretación de nor-
mativa tributaria» 363. 
y en cuanto al régimen jurídico de las consultas tributarias, segunda fonna 
cualificada en la que se exterioriza la interpretación oficial de las nonnas tributa-
rias, consideramos que la atribución de la competencia para contestar las consul-
t~s a los órgano~ de gestión de la AEAT, frente a la situación actual en la que 
dicha competencia es detentada por la Dirección General de Tributos, tenninaría 
con el equívoco de identificar el fundamento de la potestad del artículo 107 con 
el de las circulares interpretativas. Además, esa atribución sería más conforme 
con la naturaleza de las contestaciones, las cuales, pese a tener desde 1985 el 
carácter de meras informaciones y limitarse sus efectos a la exoneración de res-
ponsabilidad siempre que se cumplan los requisitos del artículo 107.3 LGT, al 
concretar en u~ supuesto de hecho cuáles son los criterios interpretativos aplica-
bles, se aproximan en su significado y funciones a la naturaleza de un acto de 
gestión, no guardando relación alguna con las potestades típicas de jerarquía y 
reglamentarias propias de los órganos directivos situados en la cúspide de la 
organización administrativa 364. 
De este modo, en efecto, Se acabaría con la contradicción que supone atribuir 
carácter meramente infonnativo a unas contestaciones evacuadas por un órgano 
e~pecial~ent~ cuali~icado como es la Dirección General de Tributos, que no solu-
CIOna la mexIstencIa de garantía de cualquier clase respecto a que los órgafl(l)s 
de gestió~ se.aj~sten a los criterios contenidos en las contestaciones a consultas, ya 
que en pnncIplO parece que tales criterios pueden ser libremente valorados por 
~i~~os órg~nos 36~. ~na .incertidumbre incrementada, además, ante la desapa-
~IcIon de vmcu!? ]erarqUlco alguno entre la Dirección General de Tributos y los 
o~ganos ?e gestlOn hoy encuadrados en la AEAT, razón por la que tampoco por esta 
VIa podran recuperar las contestaciones a consultas el carácter vinculante que la Ley 
363 E~ . . . 
ectlvamente, no se puede perder de VISta que nI la AEAT ni el Ministerio de Economía y Hacienda qu~da? completamente deSVInculados entre sí, sino que, antes bien, ambos configuran un «complejo organizativo 
umtario», en expresión de BAENA DEL ALCÁZAR, M., Los entes funcionalmente descentralizados y su relaci6n 
con la Administraci6n Central, cit., p. 54. 
Y, en este sentido, ya se ha advertido en el propio seno de la Administración Tributaria, a través de opinio-~~:O~lO la ~e DELGADO PACHECO, A., La gesti6n de los tributos en el marco de la nueva Agencia Estatal de ¡m~traclOn Tnbutarla, Clt., p. 1,. que «la Agencia deberá cuidar su coordinación con órganos del propio Estado 
:!,CISIVOS para un~.adecuada ge~t¡ón ~omo son los propios Tribunales Económico-Administrativos o los órganos 
b gados de la gestton catastral, SIn olVidar la necesarta coordinaCión que debe existir entre la Administración Tri-I:t~ y los centros encargados de la polí~ica fiscal y, por ende, de la iniciativa en materia de normativa tributaria»; 
al e ~onduce a arbItrar por parte del legislador las adecuadas medidas de coordinación entre la AEAT y determi-
n os organos del MInlsteno de Economía y Hacienda. 
:: Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretaci6n administrativa y consulta tributaria, cit., pp. 470-474. 
Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretaci6n administrativa ... , cit., p. 484. 
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les niega 366. Negativa a reconocer dicho carácter que resulta, por otro lado, comple-
tamente injustificada, ya que el régimen de consulta vinculante se ha demostrado 
como un medio eficacísimo para actualizar los principios de seguridad jurídica e 
interdicción de la arbitrariedad en la aplicación de las normas tributarias por la 
Administración, justamente a través del control de los procesos interpretativos; pues 
dicho régimen impediría los cambios injustificados de los criterios interpretativos 
contenidos en las contestaciones por parte de los órganos gestores, cambios que sólo 
serían posibles a través de los cauces de revisión previstos en el ordenamiento 367 . 
Pues bien, a la vista de la deficiente organización jurídica de las facultades 
interpretativas de la que adolece nuestra Administración tributaria, creemos que 
el examen comparado de la organización de tales fac~des existente en la ~dmi­
nistración tributaria de los Estados Unidos de Norteamérica puede resultar del 
mayor interés a los efectos de nuestra investigación por diversoS motivos. Así, en 
primer lugar, este análisis se justifica por el hecho de que en aquel c.o~text~ !a 
regulación de los distintos instrumentos a través de los cuales la AdmlDlstracl0n. 
exterioriza sus posiciones interpretativas es objeto de una gran atención y de una 
minuciosa regulación 368. En efecto, la gran importancia de la que allí gozan las 
interpretaciones administrativas en el desarrollo de los procedimientos de gestión 
de los tributos se debe en buena medida a la preocupación del legislador por dise-
ñar un sistema 10 suficientemente claro Y preciso, de suerte que el contribuyente 
esté en cualquier momento en disposición de saber cuál es el criterio interpretati-
vo que va a seguir la Administración en la aplicación de determinada disposición 
tributaria que directamente le afecte. 
En segundo lugar, interesa destacar que de este análisis comparativo será 
posible extraer conclusiones muy útiles a nuestros efectos, toda vez que en los 
Estados Unidos es también una organización descentralizada, en concreto elInter-
nal Revenue Service, agencia federal que integra la parte más significativa del 
366 Cfr. ZORNOZA PÉREZ. J. J .. op .• últ .• cit .• p. 474. quien. con base en el incoherente carácter «wasi-
reglamentario» que el artículo 107 LGT atribuye a las consultas. enc.ontraba just~ficado defend:r el c~cter vmcu-
lante de las contestaciones evacuadas a las mismas. aunque reconOCIendo. eso SI. que no eXIstía garanl1a alguna al 
respecto. l' ác Con todo. debe enjuiciarse favorablemente la ampliación de los supuestos en que las consu las l1ene~ c:ar -
ter vinculante operada a partir de la modificación que del artículo 107 LGT realiza la Ley 25/1995. de 20 de Juho. de 
Reforma Parcial de la LGT. También habrá que estar al Real Decreto 404/1997. de 21 de marzo. que establece:1 
régimen aplicable y el procedimiento a las consultas cuya contestación debe tener carácter vinculante para la AdmI-
nistración tributaria. 
367 Cfr. WRNOZA PÉREZ.J. J .. op .• últ.. cit .• pp. 481 Y ss .. donde se desarrollan estos argUlm;nto~. . 
368 En la doctrina alemana tempranamente se destacaba el especial cuidado que ,la Adml~lstra~lOn tnbutana 
norteamericana dispensaba a la seguridad juridica y a la protección de la confi~nza a traves de la dl~slon de los cnte-
rios interpretativos mantenidos por la agencia encargada de aplicar las leyes tnbutru:as federales. ASl. DEBA~. H .. 
«Die Steuerverwaltung und das Besteuerungsverfalrren der USA». en Steuer und W~rts~haft. 1957. p~. 483 Y ss .. tam-
bién WALZ. R .. Steuerverwaltungsanordnungen im Bundessteuerrecht der Verelgmten Staaten. CIt.. pp. 381 Y ss 
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Departamento del Tesoro, la encargada de la administración de los impuestos 
federales (Internal Revenue Laws). Así, no obstarlte la autonomía de la que goza el 
Internal Revenue Service en el cumplimiento de sus funciones, esta agencia fede-
ral no se encuentra absolutamente desvinculada del Departamento del Tesoro (Tre-
asury Department) del cual depende, y cuyo Secretario conserva la última autori-
~ad en la correcta aplicación de esos impuestos, pese a que esta autoridad haya 
SIdo delegada al Commissioner del Internal Revenue Service 369. • 
Conviene advertir, no obstante, que una cabal comprensión del significado 
de las funciones realizadas por el Internal Revenue Service debe partir de la con-
cepción de la Administración pública en los Estados Unidos; una concepción 
que, como apuntamos en el primer capítulo de este trabajo, gira alrededor del 
concepto de agency, y que describe realidades extraordinariamente diversas 
pudiendo defimirse genéricamente como aquel elemento que sirve para identifi~ 
car «los centros de gravedad del ejercicio de poder administrativo ... donde están 
residenciados potestades sustanciales con respecto a los particulares» 370. De ahí 
que s~ñ~lar que e~ Internal Revenue Service es una agencia federal no nos diga 
pot SI solo demasIado acerca de su naturaleza, porque 10 cierto es que el término 
agency, como ya nos consta, presenta unos contornos harto imprecisos en el 
Derecho norteamericano, equiparándose genéricamente con cualquier manifesta-
ción del poder ejecutivo; bajo este concepto, en realidad, se incluye cualquier órga-
no gubema~ental que no pertenece ni al poder legislativo ni al poder judicial 371. 
Pues bIen, a pesar de la complejidad del mundo organizativo representado 
por las agencias, la doctrina norteamericana ha establecido una división entre las 
mismas que a los efectos de nuestro estudio tiene una importancia fundamental. 
Se trata de la clasificación que divide a las agencias entre las ejecutivas (execu-
tive agencies) y las independientes (independent regulatory agencies) 372. Así 
las agencias ejecutivas se pueden definir como aquellas entidades que constitu~ 
yen la organización central de la Administración federal, auxiliares del Presi-
369 Así lo establecen los párrafos 7801 y 7802 del Internal Revenue Codeo 
Sob~ la organización del Internal Revenue Service. vide CHOMMIE. J. c.. The Internal Revenue Service Prae~er Pubhs~e~s. New York! WashingtonlLondon. 1970. pp. 42 Y ss. El «Commissionef» del Internal Revenu~ 
~e':l,ce es el maxlmo responsable de la Agencia. Es nombrado por el Presidente de los Estados Unidos con la apro-
aClOndel Senado. El Internal Revenue SerVlce es una organización fuertemente descentralizada que se organiza 
temton~e~te a través de 7 Internal Revenue Region~ Y. 63 Int,!rnal Revenu.e Districts. 
fr. MORENO MOLlNA. A. M .. La AdmmlStraClOn por AgenCiaS en los Estados Unidos cit pp 29 
ios:¡ ~n este trabajo se desta~a la ~~ficu~ta~ de ofrecer un concepto doctrinal de agency debido a que e¡'~cer~arnien­
re enómeno de la AdmlD1straCl?n pubhca en Estados Unidos es más pragmático que teórico--dogmático. Como 
I gla
l 
general. n~ s~ SIente la neceSIdad de elaboraCIones SIstemáticas y el interés se concentra. preferentemente en 
a so uClón caSUlSl1ca de problemas particulares. . 
371 Cfr. SCHW ARTZ. B .. Administrative Law Cl't p 3 372 • ' ., •• 
Y
.. SegUimos en este punto a MORENO MOLlNA. A. M .. La Administración por Agencias Cl't p 44 SIgUientes. .... ... 
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dente, y las organizaciones de ellas dependientes. Por su part~, las agencias 
Índependientes no se encuentran integradas, a diferencia de las executive agen-
cies en ninguno de los trece Ministerios (executive departments) que fonnan el 
Gobierno del Presidente. Además, las agencias independientes constituyen órga-
nos colegiados destinados a gobernar un detenninado sector de la vida :conómi-
ca, no pudiendo sus gestores ser libremente destituidos por el Pres.lde~te, ~ 
ostentando no sólo funciones ejecutivas, sino también funciones «cuasIleglslatl-
.. d' . 1 373 vas» y «cuaslJu ICla es» . 
Por tanto, siendo el Internal Revenue Service una executive agency que 
fonna parte del Departamento del Tesoro, se entiende perfectamente la vincula-
ción entre ambas organizaciones; máxime cuando el Congreso no ha delegad() 
en el Internal Revenue Service regulatory powers, es decir, la facultad de emitir 
d,i;posiciones generales de carácter vinculante para los particul~s: En .efecto, 
dentro del mundo heterogéneo de las executive agencies, cabe dlStlOgUlr entre 
aquellas' agencias que cuentan con regulatory powers, y las ~nforcem~nt af!~n­
cies, que, como el Internal Revenue Service, se limitan a aplIcar las d~SP~SIClO­
nes aprobadas por el Poder Legislativo (such as the IRS, charged wlth lmple-
menting basic statutory rules enacted by Congressj374. 
Así, la vinculación entre el Departamento del Tesoro y el Internal Revenue 
Service como enforcement agency, se manifiesta palmariamente en la regulación 
de los ~rocedimientos inte~retativos a través.de los cua~es l~,agencia h~ce p~~li­
cos los criterios hennenéutlcos que va a seguIr en la aplicaclon de las dISpOSICIO-
nes del Congreso (statutory rules). Dichos procedimientos se enmarcan en lo que 
. d . 1 . l' ak' 375 la doctrina norteamencana enomlOa egls atlOn-m zng process . 
Ellegislation-making process comprende, en primer lugar, las llamadas 
regulations, aprobadas por el Secretario del Tesoro, ~ que pueden ser de dos 
tipos: así, existen las legislative regulations, que conSIsten en el desarrollo de 
detenninados preceptos del Internal Revenue Code, que lleva a cabo el Secretario 
del Tesoro en virtud de una específica delegación del Congreso (under an speci~ 
fic Congressional delegation ofrulemaking power); en segundo lugar, la secci.ó~ 
7805 (a) del Internal Revenue Code autoriza al Secretario del Tesoro para emItIr 
las llamadas interpretative regulations, que contienen los criterios interpretativos 
acerca de diversos preceptos del Internal Revenue Code sostenidos por el mismo 
373 Vide MORENO MOLINA. A. M .• op .• últ., cit., pp. 47 Y ss .• quien designa como paradigma de inde-
pendent regulatory agency en los Estados Unidos a la Securities and Exchange Commission. encarga~ de regular y 
controlar. dentro de los principios generales fijados por el Congreso. el sector de los mercados finanCieros. 
374 Cfr. CHOMMIE. J. c.. The Internal Revenue Service, op., cit., pp. 90. . 
375 Vide QUIGGLE. J. W./REDMAN. L. Procedure Before the Internal Revenue Service, Amencan Law 
Institute-American Bar Association. Philadelphia/Pensylvania. 1984. pp. 171 Y ss.; .MARVIN. J. G./RUBIN. R. 
BJMORGAN. P. T .• Tax Procedure and Tax Fraud. Cases and Materials, West PubJishing CO. 1992. pp. 56 Y ss. 
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S . 376 Ad ,. d ecretano . emas,lOteresa estacar que, de acuerdo con la Ley de Procedi-
miento Administrativo -Administrative Procedure Act 377- ambos tipos de regu-
lations deben ser publicadas en el Federal Register, al objeto de hacer efectivo su 
conocimiento público. 
Junto a las regulations 378 se encuentran las interpretaciones que lleva a 
cabo el propio Internal Revenue Service. Así, en primer lugar, la National Office 
del Internal Revenue Service es competente para emitir las llamadas private let-
terrulings, ténnino que designa la interpretación ofrecida por dicho órgano de la 
agencia y que cumple una función similar a nuestras consultas tributarias, con la 
imeortante diferencia de que los órganos de aplicación (field offices) no pueden 
desviarse de la posición adelantada por la National Office; es decir, se trata de 
contesta{;iones por escrito que emite el Internal Revenue Service a las cuestiones 
que plantea un obligado tributario o su asesor acerca del tratamiento jurídico que 
dará el órgano de aplicación ante el supuesto de hecho que aquél le presenta 379. 
Por otro lado, la National Office de la agencia publica regularmente en el Internal 
. 376 Eula doctrina alemana se ha establecido el paralelismo entre la figura de las «interpretative régula-
!lons» y las «Rlchthmen» aprobadas por el Gobierno federal a las que antes hemos hecho referencia. En concreto. 
W ALZ. W. R .• Steuerverwaltungsanordnungen im Bundessteuerrecht der Vereigniten Staten. cit.. pp. 381 Y ss. 
377 En el año 1946 se aprobó una Ley que comúnmente se llama «Ley de Procedimiento Administrativo» 
(Admin.is~ativ~,Procedure Act. ~PA!. Constituye la norma sobre procedimiento administrativo más importante de 
la AdmmlstraciOn Federal. y está codificada a lo largo de varias secciones del Título 5 del U.S. Codeo concretamen-
te en las Secciones 550 a 559. Cada uno de los Estados de la Unión cuenta con una Ley de Procedimiento Adminis-
trativo. de aplicación a su propia Administración. (Cfr. MORENO MOLINA. A. M .• La Administración por Agen-
cias en los Estados Unidos .... cit.. p. 31. nota 4). 
378 Que gozan de una considerable deferencia judicial en función de la autoridad del órgano de las que 
emanan. puesto que esa autoridad se erige como criterio fundamental para los jueces en el momento de considerar el 
valor de las diferentes interpretaciones administrativas. En efecto. de la doctrina del Tribunal Supremo de los Esta-
dos Umdos que ha entrado a analizar la fuerza vinculante de las interpretaciones que de las statutory rules realiza el 
Secretano del Tesoro se deduce una tendencia a considerar vinculantes dichas interpretaciones. salvo que se aparten 
de un modo rrrazonable de las disposiciones del Congreso. Para un análisis de la jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo. Vide GARBIS. J. G./RUBIN. R. BJMORGAN. P. T .• Tax Procedure and Tax Fraud. cit.. pp. 56 y ss .• quienes 
co~cJuyen que, el gr~do de deferenCia JudiCial está en proporción directa con la autoridad del órgano de la que emana 
la mterpretaciOn enJUiciada (the amount of judicial deference accorded a regulation will depend upon the source of 
authority for the regulation). En el mismo sentido. refiriéndose con carácter general a esta cuestión vide 
SCHW ~RTZ: B .• Administrative Law. cit .• pp. 154 Y ss .• donde se pone de manifiesto que el fundamento de est~ 
defer~~c~a Judlcl.al se f~nda en q~e tales interpretaciones constituyen un cuerpo de experiencia (body of experience) 
y un JUICiO autonzado (mformedJudgement). procedente de la agencia que debe llevar a buen término los mandatos 
del Congreso (agency expertise) y donde acuden tanto los particulares como los Tribunales en busca de guía Y. por 
ello. las normas mterpretatlvas no deben ser revocadas por los jueces salvo que estén presentes poderosas razones 
(an ~gency interpretati~e rule will not be disturbed by the courts exceptfor weighty reasons). No podemos pro-
fun~lzar en esta cuestiOno que nos aleja en demasía de nuestro objeto de investigación; baste por ello referimos 
aquI a las .mteresantes consideraciones de PAREJO ALFONSO. L. Administrar y juzgar: dos funciones constitu-
CIOnales dlstmtas y complementarias, ed. Tecnos. Madrid. 1993, pp. 104-115. en el excursus que realiza acerca del 
Derecho norteamericano. 
379. Pese a que la emisión de una priva te letler ruling sea una decisión discrecional del Cornmissioner del 
Interna 1 Revenue Service, lo cierto es que la política seguida por la agencia es contestar todas las cuestiones que 
planteen los co?tnbuy.entes. siempre que vaya en interés de una más razonable administración de los impuestos 
(sound t~ admmlstratlOn). En este senlido. cfr. SHANNON. H. A., United States Internal revenue Service Rulings-
app¡'catlOn procedure and effect on tax liability, Intertax. 1986. núm. 8/9. p. 184. 
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Revenue Bulletin 380 las llamadas revenue rulings; se trata de disposiciones de 
carácter general que no gozan de la deferencia que los Tribunales prestan a las 
regulations, pero que, sin embargo, vinculan al personal del In terna 1 Revenue 
Service, al punto que los inspectores (agents) se encuentran sujetos estrictamente 
a la política del Internal Revenue Service que se manifiesta en las regulations y 
las rulings 381. Normalmente las revenue rulings traen causa de diversas private 
letter rulings en las que se le plantean al Internal Revenue Servíce problemas 
similares particularizados, que conducen a la agencia a resolver fijando un crite-
rio uniforme por medio de una disposición de carácter general 382. 
Ahora bien, la organización de las facultades interpretativas en la Adminis-
tración tributaria nortemericana, en la cual las competencias se reparten entre el 
Secretario del Tesoro y el Internal Revenue Service, se cierra con un órgano de 
coordinación que cumple una función fundamental'en orden a proporcionar cohe-
rencia a todo el sistema. Nos estamos refiriendo a la Office of Chief Counsel, inte-
grada en el Departamento del Tesoro, y cuyo cometido es centralizar y controlar 
todas las interpretaciones emitidas por la agencia. A tal fin, no sólo realiza funcid:. 
nes como máximo órgano asesor del Commissioner del Internal Revenue Service 
(counsel and legal advisor to the Commissioner of Internal Revenue Service on all 
matters pertaining to the administration and enforcement ofthe tax laws), elabo-
rando las regulations que finalmente aprueba el Secretario del Tesoro 383; sino que, 
además, decide sobre la publicación de las revenue rulings de la agencia, con lo 
que se condiciona el contenido de las contestaciones evacuadas por los órganos de 
380 El Internal Revenue Bulletin es una publicación semanal de la agencia que realiza una labor de inter-
mediación entre la propia agencia y los contribuyentes. Así, QUIGGLE, J. W JREDMAN, L., Procedure Before the 
Internal Revenue Servíce, cit, p. 40, señalan que «el Internal Revenue Bulletin es una fuente de conocimiento muy 
impórtante, dado que contiene la mayoría de las "rulings", a través de las cuales la agencia anuncia su posición». 
381 Cfr. SHANNON, H. A., United States Internal Revenue Service Rulings ... , cit., pp.l84-188; WALZ, R-
W., Steuerverwaltungsanordnungen im Bundessteuerrecht ... , cit., p. 383, señala que las rulings constituyen el ins-
trumento más importante de la Administración para garantizar una aplicación uniforme en todo el territorio federal. 
382 Junto a las revenue rulings, el Internal Revenue Service publica otra serie de documentos, a través de los 
cuales la agencia hace pública su posición sobre determinadas cuestiones; entre estos documentos merecen ser desta-
cadas las denominadas determinations letters, que consisten en criterios de aplicación impartidos por un Director de 
Distrito ante determinado supuesto de hecho; asimismo, son objeto de publicación las llamadas technical advice 
memoranda, que contienen Instrucciones de carácter organizativo o puramente procedimental impartidos por el Com-
missioner a los Directores de Distrito, Particular interés presentan las denominadas Acquiescence and non Nonac-
quiescence in Tw: Court Decisions, pronunciamientos del Internal Revenue Service sobre su conformidad o discon-
formidad con los fallos del Tw: Court -primera instanciajurlsdiccional en materia tributarla-; en caso de que la 
Agencia no este conforme con el fallo del Tw: Court, anuncia su desacuerdo de modo que sigue aplicando el criterio 
que la agencia considera correcto hasta que el Tribunal Supremo decide finalmente el litigio o el Congreso modifica 
la Ley. Así, vide, QUIGGLE, J, W JREDMAN, L., Procedure Befare the Internal Revenue Service, cit., pp. 40 Y ss.; 
GARBIS, J. GJRUBIN, R. BJMORGAN, p, T., Tw: Procedure and Tw: Fraud, cit., páginas 66 y ss. 
383 Entre las funciones que cumple la Office of Chief Counsel también merecen destacarse 'a de represen-
tar al Internal Revenue Service en relación con las cuestiones de tw: legislation y regu/ations y la de representar al 
Commissioner ante el Tw: Court de los Estados Unidos. (Cfr. GARBIS, J, GJRUBIN, R. BJMORGAN, P. T., Tw: 
Procedure ... , cit, pp. 5 Y 6). 
174 
-< 
ORGANIZACIÓN JURÍDICA DE LAS FACULTAD;S INTERPRETATIVAS ...• 
gest.ión r~specto de las consultas formuladas por los contribuyentes sobre casos 
Particularizados. (priv~te letter rulings), habida cuenta del carácter vinculante que 
las re~enue rulm?s t~enen ~obre cualquier inspector (revenue agent) , para así 
garant~zar una aplIcaCión umforme de las prescripciones del Congreso en todas las 
actua~lOnes que lleve a cabo la agencia ante los contribuyentes 384; introduciendo, 
ademas, un factor de racionalización en aras de una gestión administrativa eficaz 
que no es lícito minusvalorar, y que se pone singularmente de manifiesto a través 
de la disminución de la litigiosidad tributaria que lleva aparejada el incremento de 
la seguridad jurídica, derivado del posicionamiento claro de la agencia en lo tocan-
te a la interpretación mantenida por la misma sobre prescripciones del Congreso 
especialmente polémicas o dudosas 385. 
Una vez descrita la organización de las facultades interpretativas de la Admi-
nistración tributaria norteamericana, creemos que es posible deducir de la misma 
conclusiones útiles en orden a mejorar la regulación que de tales facultades realiza 
e~ Dere~ho españ?l. Porque, en primer lugar, en cuanto al régimen de las disposi-
CiOnes InterpretatIvas de carácter general, parece que el modelo norteamericano 
bien atribuye a un órgano determinado -encuadrado orgánicamente fuera de l~ 
agencia (el Secr~~o del Tesoro}-la facultad de aprobar dichas disposiciones, bien 
controla la publIcaCión de tales disposiciones por parte de la agencia a través de un 
órgano especializado -situado igualmente fuera de la estructura de la agencia (Offi-
ce of Chief Counsel) 386_ al que se encomienda que no existan contradicciones entre 
a~bos tipos de disposiciones. En definitiva, el modelo acusa una fuerte centraliza-
Ción de las facultades interpretativas, lo que sin duda es un elemento fundamental 
para la consecució~ de .un,a .aplicación uniforme de las normas tributarias, que 
redunde en la segundad Jundica de los contribuyentes, ya que el sistema asegura la 
G 384 Así, QUIGGLE, J. W JREDMAN, L., Procedure Before the Internal Revenue Service, cit., pp. 18 Y 19; 
ARBI~;!. GJRUBIN, R. B./MORGAN, L., Tw:Procedure ... , cit.,p.6. 
d ,La funCIón de las.mterpretaclOn,es ofiCIales como factor de racionalización y uniformización es destaca-
o especIalmente en la doctrl?a norteamenca~a. Así, vide CHOMMIE, J, C., The Internal Revenue Service, cit., 
~p. 194.y 8S. Este ~ut~r enu~cI~ en~: las ventajas de la centralización de la interpretación las siguientes: uniformi-r~nnaclOnalde cntenos, dlsmmuclon,de la litigiosidad, como se apunta en el texto, y, además, lasprivate letter 
~s permIten a la agenc~a estar al dla en cuanto al tipo de transacciones llevadas a cabo por los contribuyente ~speclalmente en la co~umdad de lo~ negocios; en el mismo sentido, vide, HICKMAN, F., «Federal Tax RegUI:~ 
hons. The need to expedite and slmphfy», en National Tw: Journal núm 30 313 (1977) pp 313 
386 E f ' ., ,. y ss, 
Reve S ? e ecto, en 1982 la Office of Chief Counsel dejó de depender del «Commissioner» del <<Internal 
C nu~ .ervlce», para mtegrarse en el Departamento del Tesoro; en consecuencia a partir de ese momento el 
: e:~mlsslo~er» de la «Office of Chief Counsel» no está sometido a la autoridad del máximo responsable d~ la d~ l cIa. nt:trás de. esta refo~a adrmmstrahva se encontraba indudablemente la pretensión de centralizar el control 
tr as aChv~dades mterpretatlvas del «Internal Revenue Service»; un objetivo, por cierto, que tampoco era ajeno a la ansf~encla de la «appeals funclton» -es decir, la solución de las controversias suscitadas en vía administrativa 
~:tr:e s c~ntnbuye~tes y los ó~ga~os de inspección- porque, junto a la mayor objetividad que se obtendria en los 
p stos ~ apelaCIón, se,debla anadlr que de este modo era más sencilla la consecución de unos criterios unifor-
:e~har~ t~, ~~~~;;I~C~Ó';~'ii~ QUIGGLE, J, W ./REDMAN, L., Procedure before the Internal Revenue Servi-
, .,., ,. ,R. B./MORGAN, p, T., Tw: Procedure and Tw: Fraud, cit., pp. 2 Y 3). 
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imposición de determinados criterios hermenéuticos oficiales, convenientemente 
publicados en periódicos oficiales, a todos los órganos de gestión. 
Pues bien, como vimos al analizar el modelo organizativo español, nuestro 
sistema no consigue centralizar los procesos interpretativos que tienen lugar en el 
seno de la Administración tributaria, debido a un entendimiento seguramente erró-
neo de la función de interpretación, consistente en comprender dicha función como 
una mera derivación de la potestad jerárquica de la que está investido cualquier 
órgano directivo; con lo que el resultado final era la multiplicación de disposiciones 
interpretativas que, lejos de disminuir, aumentan la incertidumbre 387, máxime 
cuando tales normas no requieren su publicación en Boletín Oficial alguno. 
Por ello, consideramos que, si la aclaración del sentido de las normas tributa-
rias ha devenido, por condicionamientos inmanentes a los modernos procedimien-
tos de gestión, en una auténtica «función autónoma de interpretación» 388, ésta 
debería quedar configurada como el contenido material de una competencia en sen-
tido técnico jurídico. Porque dicha competencia -cuyo contenido material sería 
precisamente esa función autónoma de interpretación- sería, por su propia esencia, 
irrenunciable y se ejercería justamente por «los órganos administrativos que la ten-
gan asumida como propia», conforme a lo establecido en el artículo 12 de la LRJAP 
y PACo De esta manera, se pondría coto a la multiplicidad de disposiciones inter-
pretativas, quedando centralizadas en un órgano, que bien podría ser el Presidente 
de la AEAT, el cual aprobaría las disposiciones interpretativas de carácter general, 
que habrían sido previamente elaboradas por la Dirección General de Tributos; 
centro directivo que, a modo de la Office ofChiefCounsel, se erigiría en el máximo 
órgano asesor de aquel Presidente en materias legales e interpretativas. Por fin, 
siguiendo también el modelo norteamericano, el sistema necesitaría del comple-
mento necesario de la publicación obligatoria de las interpretaciones oficiales; pre-
visión, por cierto, ya existente en nuestro ordenamiento jurídico, en concreto, en el 
ya citado artículo 21.1, en su primer párrafo, de la LRJAP y PAC, según el cual 
«Cuando una disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por 
razón de los destinatarios o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones 
y órdenes de servicio se publicarán en el periódico oficial que corresponda». 
El modelo propuesto no tendría por qué excluir la facultad de los órganos de 
gestión de la AEAT para la emisión de interpretaciones oficiales, como tampoco 
sucede en el sistema norteamericano que tomamos como referencia, sino simple-
mente la organización y el control jurídico de las mismas. Pues, en efecto, serían los 
387 En este sentido VICENTE-ARCHE F., en las notas a su traducción de BERLIRI, A~ Principios de 
Derecho Tributario, ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1964, p. 68; igualmente ZORNOZA PÉREz, J. J., Signifi-
cado y funciones ... , cit., p. 222. 
388 Cfr. MARCHESSOU, P., L'interpretation des textesfiscaux, cit., p. 28. 
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propios órganos de gestión los competentes para contestar las consultas tributarias, 
que habrían de recuperar, además, con carácter general su carácter vinculante por las 
razones que ya nos son conocidas 389; no pudiendo, eso sí, los criterios cont~nidos en 
'ras contestaciones contradecir los reflejados en las disposiciones de carácter general 
aprobadas por el Presidente de la AEAT. A su vez, incluso, podrían los Directores de 
Departamento -de Gestión, Inspección y Recaudación- de la AEAT aprobar dispo-
siciones interpretativas de carácter general, cuya publicación y propio contenido 
quedarían, sin embargo, bajo el control y autorización de esa Dirección General de 
Tributos, así nuevamente configurada, que haría uso de la función coordinadora que 
en el modelo norteamericano viene desempeñando con éxito la Office of Chief Coun-
sel en su calidad de órgano especializado en materia interpretativa. 
En definitiva, una organización jurídica de las facultades interpretativas de 
acuerdo con las líneas maestras que han quedado esbozadas controlaría, por medio 
de su centralización, los procesos interpretativos de la Administración tributaria; 
lo que redundaría, a nuestro modesto entender, indudablemente en beneficio de 
principios generales consagrados en la Constitución, como la seguridad jurídica y 
la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (artículo 9.3 CE), al 
asegurar una aplicación uniforme de las Leyes tributarias y el conocimiento de los 
criterios hermenéuticos sostenidos por los órganos de gestión de la AEAT. 
y de la realización de esos principios constitucionales depende, como ya nos 
consta, cada vez en mayor medida el éxito de unos procedimientos tributarios basa-
dos tanto en la colaboración entre la Administración tributaria y los ciudadanos-
contribuyentes como en la protección de la confianza; sin que, en fin, una organiza-
ción jurídica de las facultades interpretativas cimentada en las coordenadas 
propuestas suponga ningún ataque a la legalidad, pues, como se preguntaba el Pro-
fesor Zornoza al hilo de las críticas que ciertos autores formulaban contra el régi-
men de consulta vinculante, «en virtud de qué razones se ha de suponer que una 
Administración no vinculada hará un uso más adecuado de sus potestades interpre-
tativas, y en último término cuáles son las garantías de que, pudiendo modificar 
libremente sus interpretaciones anteriores, la Administración gestora aplicará preci-
samente la más acorde con la legalidad vigente en cada momento» 390. 
:: Vide ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa ... , cit., pp. 470 Y ss., Y pp. 481 Y ss. 
Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa ... , op., cit., p. 485. 
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CAPÍTULO TERCERO 
INCIDENCIA DEL RÉGIMEN JURÍDICO PRESUPUESTARIO 
DE LA AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA SOBRE EL EJERCICIO DE LAS POTESTADES 
DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
1. INTRODUCCIÓN 
lit A Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del : . : .. :C Estado, por la que se creó la AEAT, supuso, como ya nos consta, la "' asunción por dicho ente público de las competencias que anterior-mente ostentaba la suprimida Secretaría General de Hacienda, 
correspondiendo consecuentemente a la AEAT la titularidad de todas las potesta-
des administrativas inherentes a la gestión o aplicación efectiva del sistema tribu-
tario. De dicha Secretaría General dependían, en efecto, de acuerdo con lo que 
prescribía el apartado dos 1 del artículo 3.° del Real Decreto 222/1987, todos los 
Centros Directivos a los que se encomendaba la aplicación efectiva del sistema 
tributario: en concreto, las Direcciones Generales de Gestión Tributaria, Inspec-
ción Financiera y Tributaria, Recaudación y Aduanas e Impuestos Especiales. 
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Dichas Direcciones Generales quedaron adscritas, en consecuencia, bajo 
idéntica denominación, a los respectivos Departamentos de la AEAT, en cumpli-
miento de la Orden conjunta de los Ministros de Economía y Hacienda y para las 
Administraciones Públicas, de 26 de diciembre de 1991, por la que se estructuró 
organizativamente la AEAT. Por tanto, la AEAT se erige desde entonces en el 
ente público responsable de la gestión efectiva del sistema tributario estatal y del 
aduanero y de aquellos recursos de otras Administraciones cuya gestión se le 
encomiende por Ley o por Convenio, tal y como establece el número 2 apartado 
uno del artículo 103 de la referida Ley. 
Pues bien, en este lugar nos proponemos analizar la incidencia concreta 
que la creación de la AEAT supone sobre el ejercicio de las potestades de gestión _ 
tributaria. El análisis de dicha incidencia exige por nuestra parte un esfuerzo pre-
vio de delimitación, tendente a especificar cuáles son en concreto las potestades a 
las que seguidamente nos vamos a referir. Pues lo cierto es que bajo el concepto 
genérico de gestión de los tributos se albergan una multiplicidad de actuaciones 
administrativas que, a su vez, se encauzan a través de diferentes procedimientos, 
y que asimismo traen causa de diversas potestades. 
El carácter genérico del término gestión de los tributos se pone singular-
mente de manifiesto en en el Título III de la LGT que, bajo el epígrafe de «La, 
gestión tributaria», regula procedimientos de la Administración tributaria que 
presentan una naturaleza ciertamente diversa, c?mo los de liquidación, recauda-
ción y revisión de actos en vía administrativa. En efecto, la LGT admite varias 
acepciones bajo la genérica denominación de gestión tributaria, con una ostensi-
ble ausencia de precisión sobre la que ha llamado la atención la doctrina 391; de 
forma que dentro de tan amplio concepto puede distinguirse: en primer lugar, 
cualquier actuación administrativa en materia tributaria; bien la actividad admi-
nistrativa de liquidación y recaudación (art. 90); o bien, finalmente, la gestión tri-
butaria como actividad administrativa distinta de la recaudación (capítulo III del 
Título Il). En concreto, el objeto de nuestro análisis está constituido por la 
influencia que la creación de la AEAT supone sobre el ejercicio de las potestades 
administrativas que, siguiendo la clasificación de Sainz de Bujanda, y el concep-
to de gestión enunciado en el artículo 90 LGT, se dirigen a cumplir las funciones 
de policía y recaudación tributarias: así pues, mientras que la primeJ;a función se 
despliega a través de una labor esencialme!1te investigadora, que comprende las 
potestades de comprobación e investigación, la función recaudatoria o de cobran-
za ~ntendida en un sentido amplio-, se desenvuelve a través de las potestades de 
391 Cfr. por todos, PALAO TABOADA, C., Naturaleza y estructura del procedimiento de gestión tr!bu~a­
ria en el Derecho español, estudio preliminar a BERLlRI, A., "Principios de Derecho Tnbutano», vol. IIl, Edltona1 
de Derecho Financiero, Madrid, 1973, pp. 53 Y 54. 
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liquidación y de recaudación 392. Quedan en este momento, por consiguiente, 
fuera de nuestro atención otras potestades que, como la sancionadora y la reviso-
ra, pese a que despliegan actuaciones administrativas que materialmente forman 
parte de la noción de aplicación del sistema tributario y pueden incluirse dentro 
de una noción muy genérica de procedimiento de gestión, tienen fundamentos 
distintos que aconsejan excluirlas, de momento, de un análisis cuyo objeto es la 
determinación de la influencia de la creación de la AEAT sobre 
el ejercicio de las potestades de gestión tributaria, en el sentido estricto aquí con-
siderado. 
y conviene destacar que dicho análisis se encuentra marcado por el hecho 
de que la asunción por parte de la AEAT de las competencias de las que anterior-
mente era titular la suprimida Secretaría General de Hacienda no ha supuesto, sin 
embargo, modificación alguna -salvo las lógicas alteraciones orgánicas- de la 
normativa procedimental reguladora de las relaciones jurídicas que se entablan 
entre la Administración tributaria y los contribuyentes. En efecto, según establece 
el número 1 del apartado dos del artículo 103 de la Ley 31/1990, «la AEAT se 
regirá en e~ desarrollo de las funciones de gestión, inspección, recaudación y 
demás funciones públicas que se le atribuyen por el presente artículo, por lo dis-
puesto en la Ley General Tributaria, en la Ley de Procedimiento Administrativo y 
en las demás normas que resulten de aplicación al desempeño de tales funciones». 
Ahora bien, la sujeción de las funciones públicas que desempeña la AEAT 
a las prescripciones del Derecho Público no deja en absoluto definitivamente 
zanjada la cuestión acerca de la determinación de las consecuencias jurídicas que 
la creación de la AEAT supone en el ejercicio de las referidas potestades adminis-
trativas de gestión tributaria. Porque, como ya hemos de puesto de manifiesto en 
la primera parte de este trabajo, no es posible desconocer la indudable influencia 
que la estructura organizativa ejerce sobre la función de aplicación de la Ley que 
aquélla tiene a su cargo. Pues, como ya destacara Hensel, «a la vista de la necesa-
ria influencia que el órgano administrativo ejerce sobre la aplicación de la Ley en 
la vida real, el hecho de asignar la ejecución de determinadas leyes a un determi-
nado tipo de organización es algo decisivo para el efectivo contenido jurídico de 
la norma cuyos efectos definidores nunca se agotan. Es un error científico creer 
en el invariable contenido de la Ley con independencia del cuerpo organizativo 
encargado de aplicar la Ley a la realidad» 393. 
::: Cfr. SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema de D~recho Financiero, t. 1, vol 2.°, cit., p. 157. 
" . Cfr. HENSEL., La influenCia del Derecho Tributario sobre la formación de los conceptos de Derecho 
PublICO, Clt., p. 178; acertadamente destacaba STARCK, C., El concepto de Ley en la Constitución alemana, 
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En definitiva, la determinación del específico significado jurídico de las 
relaciones entre estructura organizativa de la AEAT y la función de gestión tribu-
taria constituye nuestro objetivo inmediato, pues lo cierto es que la configuración 
de la Administración en sus aspectos orgánicos aparece estrechamente vinculada 
al correcto desempeño de las funciones administrativas. Estructura y función, en 
efecto, se hallan tan íntimamente relacionadas que puede decirse sin exageración 
que de las características de la organización administrativa depende en buena 
medida el cumplimiento por la Administración de los fines que la justifican 394. 
Este análisis parte necesariamente, en consecuencia, de la propia configuración 
jurídico institucional de la AEAT, en la que pretendidamente habrían irrumpido 
dentro de las llamadas «funciones logísticas o instrumentales» técnicas jurídicas 
a las que recurren otros entes institucionales que someten su actividad al ordena-
miento jurídico privado 395. 
De modo muy especial, debemos determinar la incidencia de la instrumen-
talización que el artículo 103 de la Ley 31/1990 hace del ejercicio de las potesta-
des de gestión tributaria a través del régimen jurídico presupuestario de la AEAT; 
instrumentalización que se efectúa a través de un sistema de financiación que 
prevé, en el apartado cinco b) del artículo 103 de la esa Ley, un incremento auto-
mático del presupuesto de la organización en función de la recaudación que se 
derive de los actos de liquidación y de gestión recaudatoria o de otros actos admi-
nistrativos dictados por la AEAT, en el ámbito de la gestión tributaria que tiene 
encomendada 396. 
Y resulta oportuno indagar acerca del significado jurídico de dicha instru-
mentalización, puesto que, como resulta de sobra conocido, los procedimientos 
ed. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1979, p. 393, que «el permiso de aplicar Leyes otorgado por nor-
mas jurídicas de organización, es una autorización para determinar más próximamente la Ley». 
Destaca la importancia de la constatación de HENSEL, RODRÍGUEZ BEREIJO, A., Introducción al estudio 
del Derecho Financiero, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1976, p. 240; asimismo, CASADO OLLERO, G., 
«Los esquemas conceptuales y dogmáticos del Derecho Tributario. Evolución y estado a¡¡tual», en REDF, núm. 59, 
1988, p. 389, señala que na sólo se realizan los principios de justicia en la fase de establecimiento del tributo, sino que 
ello depende en buena medida de la organización administrativa encargada de la aplicación del tributo a la realidad. 
394 Cfr. SÁNCHEZ MORÓN, M., «Notas sobre la función administrativa en la Constitución española 
de 1978», en PREDIERI, A. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. (dir.)., «La Constitución española ... », cit., p. 663. 
Desde la perspectiva de la Ciencia de la Administración, MORENA Y DE LA MORENA, L. de la, «Análisis 
factorial de la organización: el fin», en Revista Internacional de Ciencias Administrativas, vol. XXXV, núm. 1, 1969, 
p. 35, concluía en la imposibilidad lógica de separar la estructura interna de la organización de sOs fines externos. 
395 Según la expresión de DEL SAZ, S., «Desarrollo y crisis del Derecho Administrativo», cit., en CHIN-
CHILLNLOZANOIDEL SAZ., Nuevas perspectivas del Derecho Administrativo: tres estudios, cit., p. 144, autora 
que subraya la estrecha conexión entre la estructura organizativa de la AEAT y las funciones que desempeña, pese a 
que los actos que dicte la AEAT en ejercicio de estas últimas se rijan por el Derecho Administrativo o por el Dere-
cho Tributario; en términos similares, cfr. PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. n., «Organización 
y empleo público», cit., pp. 252 Y 253. ~ 
396 El incremento automático del presupuesto de la AEAT a través de la transferencia procedente del por-
centaje de recaudación se realiza, como ya pusimos de manifiesto en el capítulo primero de este trabajo -epígrafe 
n C) 2.° -, a través del expediente técnico de los créditos ampliables, regulados en el artículo 66 de la LGP. 
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de gestión tributaria, que participan plenamente de la naturaleza de los procedi-
mientos administrativos, no son más que expresión de una función pública, 
como poder vinculado al cumplimiento de un deber, que se ordena a la cobertu-
ra de intereses públicos ajenos al sujeto actuante, es decir, a la Administración 
pública. Unos intereses públicos o generales a los. que se pliega, en fin, toda 
actuación administrativa por imperativo del artículo 103.1 CE, que sancion~ el 
principio de legalidad de la Administración. En definitiva, los procedimientos 
de gestión tributaria se caracterizan por la nota de la instrumentalidad, en el sen-
tido de que, en virtud del principio de legalidad tributaria, han de servir de cauce 
o medio para determinar y hacer efectivo el crédito tributario tal como resulta de 
la Ley, y no en modo alguno de mecanismo que permita suplantar a tales efectos 
la voluntad del legislador por la de los titulares de los órganos admirtistrativos 
competentes, por la de los particulares interesados, o por la de ambos conjunta-
mente 397. 
De ahí que la aludida instrumentalización del régimen jurídico presu-
puestario de la AEAT en aras de una mayor recaudación, que efectúa el artícu-
lo 103 de la Ley. 31/1990, precise ser analizada detenidamente con el fin de 
. determInar si aquélla supone una vulneración del deber de objetividad al servi-
cio de los intereses generales al que se debe sujetar cualquier actuación admi-
nistratiVa (artículo 103.1 CE) 398; o si, antes al contrario, esa instrumentaliza-
ción puede constituirse en un mecanismo para actualizar con mayor eficacia el 
deber, contenido en el artículo 31 de la norma fundamental, de contribuir al 
sostenimiento de los gastos públicos conforme a los principios de justicia que 
allí se contemplan. 
y Conviene recordar igualmente que, pese a que la previsión en la Ley 31/1990 de dicha transferencia no 
Suponga que el Presupuesto de la AEAT deje de someterse a las exigencias fundamentales del régimen de presu-
puesto público previstas en la LGP,lo cierto es que, como en el lugar oportuno ya destacamos, el carácter estimati-
vo de los créditos es uno de los rasgos esenciales del régimen jurídico de los entes del llamado sector público empre-
sarial: es decir, de los organismos autónomos de carácter industrial, comercial, financiero o análogos (Entidades 
públicas empresariales si utilizamos la terminología de la LOFAGE), y de las sociedades estatales. Así 10 pone de 
relieve, al examinar el régimen jurídico de dichos entes, GUTIÉRREZ ROBLES, A., El régimen económico-finan-
ciero de las entidades estatales de carácter empresarial, cit., pp. III Y ss. 
397 Con carácter general, vide GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo, cit., pp. 69 Y ss. 
Para los procedimientos tributarios, vide PÉREZ DE AY ALA, J. L., «Función tributaria y procedimiento de 
gestión», en RDFHP, núm. 114,1974, pp. 1679 Y ss.; sÁNCHEZ SERRANO, L., «En torno a la función comproba-
dora de la. Administración Pública en la gestión de los tributos», en REDF, núm. 3, 1974, pp. 580 Y ss.; NÚÑEZ 
PÉREZ, G.G., «La actividad administrativa de comprobación tributaria», en REDF, núm. 53, 1987, pp. 41 Y ss. 
398 Para esta tesis, vide, por todos, FERREIRO LAPATZA, J. J., Nota sobre la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria, cit., p. 402. 
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11. LA ACTUAL CONFIGURACIÓN JURÍDICA DE LOS 
PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS COMO PRESUPUESTO PARA 
DETERMINAR LA INCIDENCIA DEL RÉGIMEN JURÍDICO 
PRESUPUESTARIO DE LA AEAT SOBRE EL EJERCICIO DE LAS 
POTESTADES ADMINISTRATIVAS DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
Con carácter previo al análisis de la incidencia que el régimen jurídico pre-
supuestario de la AEAT supone sobre el ejercicio de las potestades de gestión tri-
butaria, conviene destacar determinados aspectos de la configuración jurídica de 
los procedimientos tributarios que se constituyen como presupuestos básicos 
para proceder, en una fase posterior de nuestra investigación, a la valoración del 
significado y las consecuencias de esa posible incidencia en orden a la consecu-
ción de los fines de interés general inherentes a las aludidas potestades. 
Debemos precisar que, por supuesto, no pretendemos realizar aquí un aná-
lisis exhaustivo de los múltiples problemas jurídicos existentes en torno a los 
procedimientos tributarios, sino que nos limitaremos a destacar exclusivamente 
aquellas características de dichos procedimientos sobre las que la creación de la 
AEAT pueda de algún modo incidir. 
A) LA AMPLIACIÓN DE LA IMPORTANCIA DE LA DISCRECIONALIDAD 
EN LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS 
La referida declaración de la Ley de creación de la AEAT acerca del some-
timiento a Derecho Público de las potestades administrativas de gestión tributaria 
podría hacer creer, en un inicial y apresurado análisis, que dicha creación en nada 
ha incidido sobre el desarrollo de los procedimientos tributarios, habida cuenta 
de la tradicional adscripción de las potestades administrativas tributarias dentro 
de la categoría de las potestades regladas; potestades cuya característica más 
sobresaliente es, en efecto, la fijación por e11egis1ador de manera total y absoluta 
de todas sus condiciones de ejercicio, de tal manera que su empleo por la Admi-
nistración se verifica en un proceso prácticamente automático, excluyente de 
cualquier resquicio a juicio subjetivo alguno en la tarea de aplicación normativa. 
En contraste, como resulta de sobra conocido, de 10 que sucede en el t;jercicio de 
las potestades discrecionales, en las que existe un ámbito de indiferencia jurídica 
relativa, al dejarse un espacio, aunque limitado y controlable, en el proceso apli-
184 
INCIDENCIA DEL RÉGIMEN JURÍDICO PRESUPUESTARIO. .. • 
cativo de la Ley para la aprc;(ciación subjetiva por la Administración del interés 
público preva1ente en cada caso 399. 
Precisamente el fuerte arraigo del principio de legalidad en materia tributa-
ria ha constituido el origen de la ausencia de discrecionalidad en las potestades 
d~stión tributaria 400, al configurarse la Ley como elemento de preordenación 
de toda la actividad administrativa tributaria, de tal modo que no quedara ningún 
margen al poder discrecional del Estado. Ello ha sido así hasta el punto de que 
dicha ausencia de discreciona1idad ha llegado a considerarse como un principio 
jurídico característico del Derecho Financiero, en general, y del tributario en par-
ticular 401 , pese a que ciertamente no se trata más que de una manifestación del 
principio 'de legalidad 402. Esa pretendida ausencia de discreciona1idad perseguía 
en la fase de aplicación normativa desterrar la presencia de cualesquiera juicios 
de oportunidad por parte de la Administración en su función de aplicación efecti-
va del sistema tributario 403. En definitiva, la vigencia rigurosa del principio de 
legalidad, que quedaría asegurada mediante el carácter rígidamente reglado de 
las potestades tributarias, del que constituye una significada expresión el artículo 7 
LGT, permitiría idealmente alcanzar un automatismo en el desarrollo de los pro-
399 Vide, en este sentido, SANTAMARÍA PASTOR, J.A., Fundamentos de Derecho Administrativo, cit., 
pp. 884 Y ss.; GARCÍA DE ENTERRÍA, ElFERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T·R., Curso de Derecho Administrativo, 
t. 1, cit., pp. 440 Y ss. 
400 Ausencia de discrecionalidad que, como ha destacado RODRÍGUEZ BEREDO, A., Introducción al estu-
dio del Derecho Financiero, cit., pp. 221 Y 222, fundamentó MA YER precisamente en la ausencia de fundamenta-
ción extralegal, iusnaturalista, del deber de pagar impuestos; lo que lejos de determinar la ausencia de protección jurí-
dica para el ciudadano, tiene como consecuencia precisamente una acentuación de esa protección, al determinar una 
mayor conexión entre la obligación tributaria y la Ley. Así, en el ejercicio del poder de policía es precisamente la 
existencia de un deber de derecho natural -es decir, previo a la norma positiva- de no perturbar el orden público, lo 
que explica que entre la orden de policía y la Ley no tuviera que existir una conexión tan precisa como la que se exige 
entre la orden tributaria y la Ley. Es precisamente esto lo que determina, según MA YER, la ausencia de discreciona-
lidad de la actividad de la Administración en el campo tributario, a diferencia de cuanto acontece en el terreno de la 
policía, donde al existir una fundamentación de derecho natural, previa a la Ley, la Administración goza de mayor 
libertad, encontrándose en su actuación no ya con las limitaciones taxativamente impuestas por la Ley, sino con la 
limitación, más flexible, de adecuar su actuación a la mencionada fundamentación extraIegal. 
En similares términos, vide ESCRIBANO LÓPEZ, F., La configuraciónjur(dica del deber de contribuir. 
Perfiles constitucionales, ed. Cívitas, Madrid, 1988, pp. 75-90, autor que subraya el substrato ideológico en el que 
los planteamientos de MA YER hunden sus raíces, pues el hecho de que al último autor citado le repugne en mayor 
medida un acto discrecional en materia tributaria que en materia de policía no está basado sino en la idea, inducida 
por el liberalismo decimonónico, que ve en la imposición un atentado contra la propiedad que, como tal, debe cir-
cunscribirse estrictamente a los términos contenidos en la Ley. 
401 Así, CALVO ORTEGA, R., «Consideraciones sobre los presupuestos científicos del Derecho Financie-
ro», en HPE, núm. 1, 1970, autor que al sostener la autonomía científica del Derecho Financiero, con base en la rea-
lidad social homogénea que regula este sector del ordenamiento y en la existencia de unos principios jurídicos pro-
pios, incluye entre éstos el principio de no discrecionalidad administrativa. 
402 Como señala RODRíGUEZ BEREDO, A., Introducción al estudio ... , op. cit., p. 142, al analizar crítica-
mente los principios enumerados por CALVO ORTEGA, en op., últ., cit. 
403 Según JARACH, D., Curso Superior de Derecho tributario, ed. Liceo Profesional Cima, 2.' ed., Bue-
nos Aires, 1969, pp. 406 y ss., autor que destaca cómo «el contenido de la determinación impositiva no depende de 
un juicio de conveniencia u oportunidad sino únicamente del cumplimiento de la Ley; es decir, que la aplicación del 
tributo constituye un deber (función) de la Administración y es una actividad reglada>,. 
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cedimientos tributarios, a través de la minuciosa previsión de cada una de las 
condiciones de ejercicio de dichas potestades 404. 
Pues bien, la aludida configuración jurídica de los procedimientos tributa:-
rios, caracterizada por un total apego al principio de legalidad administrativa, que 
perseguía una programación absoluta de la actividad administrativa de gestión 
tributaria, excluyente de cualquier esfera de libre decisión, se correspondía con 
un sistema de gestión de los tributos en el que, por las propias características de 
un sistema tributario rudimentario y mecanicista, la actividad de la Administra-
ción se encontraba limitada a controlar la realización o producción de unos 
hechos imponibles que, a su vez, aparecían configurados de forma que permitían 
su conocimiento con la menor participación posible de los contribuyentes 405. 
Pero precisamente por ello, actualmente es forzoso reconocer las atempera-
ciones que la masificación de los procedimientos tributarios provoca en ese 
entendimiento tan riguroso del principio de legalidad, que pretendía excluir cual-
quier esfera de libre decisión del órgano administrativo. Una masificación que, 
como es sabido, se corresponde con la definitiva implantación de un sistema de 
gestión tributaria basado en las auto liquidaciones y en la colaboración de los COn-
tribuyentes, en consonancia con un sistema tributario cuyos hechos imponibles 
son mucho más complejos y variados que lo eran los gravámenes tradicionales y, 
consiguientemente, cuya tipificación legal se traduce en definiciones legislativas 
también más complicadas y problemáticas para su aplicación práctica 406. 
404 En este sentido. GIANNINI. M. S .• Istituzioni di Diritto Tributario. Giuffre. Milano. 1968. pp. 177-179. 
ha negado la discrecionalidad del poder tributario. señalando que la determinación de los casos en los que el impues-
to es debido. de las personas obligadas al pago. de su cuantía. y de los modos y las formas con los que el impuesto 
debe ser accertato y recaudado en el Estado moderno es regulado por el ordenamiento jurídico con disposiciones 
imperativas. a cuya observancia están obligados todos los órganos del Estado. lo mismo que las demás personas 
sujetas a su potestad; COClVERA .• Principi di Diritto Tributario. Giuffre. Milano. 1961. pp. 133 Y 134. citado por 
LÓPEZ MARTÍNEZ. M .• «Discrecionalidad de la potestad de imposición». en RDFHP. núm. 114. 1974. p. 1499. 
aímna tajantemente que el ejercicio de la potestad tributaria es vinculado. La Administración tiene el poder-deber 
de aplicar las leyes del impuesto. que de modo rígido. regulan los casos. los modos. los criterios con los cuales debe 
realizarse la imposición. sin dejar ningún margen de discrecionalidad a la Administración financiera; esta vincula-
ción se origina en un doble aspecto: en primer lugar. el poder de imposición se halla vinculado en el sentido de que 
la Administración financiera está obligada a ejercitar la potestad tributaria frente a todos lqs ciudadanos sujetos al 
impuesto. de modo que la tesis sostenida por algunos autores en el sentido de que la Administración financiera 
puede en algunos casos derogar la aplicación del tributo o atenuar en todo o en parte los efectos. es infundada; en 
segundo lugar. la imposición es vinculada en el sentido de que. al menos en un Estado de Derecho. la obtención de 
la riqueza de los ciudadanos no puede dejar de ser rígidamente disciplinada por la ley. sin conct!der ningún margen 
de discrecionalidad a la Administración financiera. 
También SAINZ DE BUJANDA. F. (dir) .• Notas de Derecho Financiero. t. l. vol. 3.°. cit.. pp. 283-284. 
afirma que la potestad tributaria que ejerce la autoridad administrativa ofrece la peculiaridad de «venir representada 
por el carácter absolutamente vinculado». apareciendo. por consiguiente. la discrecionalidad como «fenómeno ente-
ramente marginal». 
405 Vide. en tal sentido. MARTÍN DELGADO. J. M .• Los nuevos procedimientos tributallos: las declara-
ciones-autoliquidaciones y las declaraciones complementarias. cit .• pp. 13 Y ss. 
406 Vide. sobre dicha masificación. MARTÍN DELGADO. J. M .• Los nuevos procedimientos .... op .• últ .• cit .• 
pp. 19 Y ss.: ZORNOZA PÉREZ. J. J .• Consulta y Administración .... cit .• pp. 11 Y ss.; asimismo. PALAO TABOADA. 
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Porque la masificación de los procedimientos tributarios ha terminado en 
un grado considerable con el automatismo en la aplicación de las normas tribu-
tarias por parte de la Administración. Pues, como ha señalado Núñez Pérez 407, 
tras la profunda transformación sufrida en los sistemas de gestión tributaria, la 
función de comprobación ha quedado desdoblada en dos tipos de actividades: 
por un lado, la Administración tributaria despliega una actividad de control glo-
bal del cumplimiento por parte de los contribuyentes de sus obligaciones de 
autoliquidación, actividad que por su propia naturaleza no se encuentra reglada 
y es de carácter interno; y, de otro lado, se desarrolla una actividad de compro-
bación en sentido estricto, dirigida hacia aquellos casos en que, por razones de 
importancia económica, ejemplaridad u otras, sea aconsejable la comprobación 
individualizada. 
y nos importa subrayar esta fundamental distinción porque es sobre el 
segundo tipo de actividad anteriormente descrito -la actividad de comprobación 
en sentido estricto- donde se predica hoy fundamentalmente la tradicional ausen-
cia de discrecionalidad, como característica esencial de las potestades adminis-
trativas tributarias 408. De ahí que el sentido y el alcance concretos de la actividad 
de control global del cumplimiento por los contribuyentes de sus obligaciones de 
autoliquidación vienen determinados, por la propia configuración jurídica de los 
procedimientos masificados, a través de una decisión de la Administración de 
carácter puramente discrecional 409; decisión consistente en la necesidad de esco-
C .• Procedimiento administrativo y procedimiento tributario. en AA.VV .• <<XXXI Semana de estudios de Derecho 
Financiero». ed. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid. 1986. pp. 506-508. que resalta que el procedimiento tributario 
constituye el paradigma de procedimiento masificado. toda vez que aquél se lleva a cabo ordinariamente frente a millo-
nes de contribuyentes; RUIZ GARCíA. J. R .• La liquidación .... cit .• pp. 269 Y ss.; MARÍN-BARNUEVO FABO. D .• 
Presunciones y técnicas presuntivas en Derecho Tributario. ed. McGraw-HiJI. Madrid. 1996. pp. 27 Y 28. 
407 Vide. NÚÑEZ PÉREZ. G. G .• La actividad administrativa de comprobación .... cit.. pp. 56 Y ss. 
• 408 Como certeramente ha señalado FANTOZZI. A .• «1 rapporti tra Fisco e contribuente nella nuova pros-
pettiva dell'accertarnento tributario». en RDFSF. vol. XLIII. núm. 2. 1984. p. 237 que distingue nítidamente dentro 
de la potestad administrativa de imposición (potesta amministrativa di imposizione o dell'accertamento all'obbliga-
z!o~e tributaria) una fase de control. dominada por la discrecionalidad del órgano administrativo. y una fase de 
liquIdaCIón. de la que es posible predicar la tesis del predominio de la ausencia de discrecionalidad del Derecho Tri-
butario. 
• 409 Tempranamente TIPKE. K .• Steuerliche Betriebsprüfung im Rechtsstaat. cit .• p. 67. que definía la ins-
~~~n punto de Vista material u objetivo. como un acto de ejercicio de discrecionalidad (1Jetñebsptüfung 
al, ~kt des AusW7ilíTermeSsens);STARCK: e .. AllgeméTriíT"STeüe¡mi/S·fClíf'uñaGeseizml;ssigkeitsprinzip. Der 
Betnebs Berater. 1970. p. 183; en el mismo sentido. SCHICK. W .• en HOBSCHMANNIHEPPISPITAIER. «Kom-
m~ntar zur Abgabenordnung und Finanzgerichtsordnung». 9 Auflage. vor. 193. Anm. 195-199. Tz. 199. Otto Sch-
IDIdt. Küln. 1991. se refiere al inicio del procedimiento inspector como acto de ejercicio de la discrecionalidad 
(Ermessensausübung). 
Entre nosotros. implícitamente vienen a reconocerlo CASADO OLLERO. G .• La colaboración con la 
~ministración tributaria. Notas .... cit .• pp. 170 Y ss .• cuando se refiere al carácter subsidiario o eventual de la acti-
VIdad a~ministrativa; también MARTÍN DELGADO. J. M .• Los nuevos procedimientos tributarios .... cit.. pp. 19-
21; NÚ'ÑEz PÉREZ. G. G .• La actividad de comprobación .... cit .• pp. 55 Y ss .• al distinguir nítidamente la actividad 
de control de la estricta actividad de comprobación. 
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ger entre la generalidad de los obligados tributarios a aquéllos que soportarán las 
actuaciones de comprobación e investigación 410. 
Por este motivo, la Administración tributaria puede hoy ser considerada 
como un supuesto paradigmático de Administración de control, puesto que la 
implantación generalizada de las autoliquidaciones ha transformado profunda-
mente el papel de una Administración tributaria que, de gestora de los tributos 
pasa a ser controladora de su correcta aplicación por los particulares, con eviden-
te refuerzo de unas potestades de comprobación e inspección que sólo serán even-
tualmente ejercitadas; razón por la que la Administración de control ocupa el 
lugar de una Administración de pura gestión mecanicista propia de un sistema tri-
butario rudimentario 411 • 
En este sentido, el carácter eventual que adquieren las intervenciones de la 
Administración tributaria, como resultado de la misma configuración jurídica de 
los procedimientos masificados, modula el principio de legalidad tributaria al 
ampliarse las facultades discrecionales de aquélla en la apreciación en un supues-
to dado de lo que sea el interés público; interés cuyo cumplimiento justifica la 
existencia de una discrecionalidad que conduce, a su vez, a la posibilidad de pon-
derar la oportunidad o conveniencia de actuar o no en función de interés público 
e implica una cierta indeterminación de los límites de aquella potestad de la 
Administración 412. . 
4\0 Como abiertamente reconocen GARCÍA AÑOVEROS, J., Los poderes de comprobación, la actividad 
de liquidación y la discrecionalidad de la Administración financiera, cit., pp. 600 Y 601; JUAN LOZANO, A. M., 
La Inspección de Hacienda ante la Constitución, cit., p. 126; en el mismo sentido, AGUALLO AVILÉS, A., El con-
tri,buyente frente a los Planes de Inspección, cit., p. 20, que alude a la ampliación de la esfera de libre decisión; 
SANCHEZ GAUANA, J. A., Las actuaciones de la Agencia ... , cit., pp. 439 Y 440; ORTIZ CALLE, E., Los Planes 
de Inspección ... , cit., pp. 32 Y ss. 
411 Vide, en este sentido, CASADO OLLERO, G., La colaboración con la Administración tributaria ... , 
cit., p. 170, autor que señala que se extienden los supuestos en los que la actividad administrativa sólo se exterioriza 
cuando falta la actuación del contribuyente o en el caso de que ésta resulte irregular. En este sentido, no sería aven-
turado aludir a una cierta «tendencia a la subsidiariedad de la actividad administrativa tributaria» en cuanto resulta 
relegada a una actividad de control y sólo se materializa formalmente para «suplir» la actuación del contribuyente, 
para <<integrarla» cuando parezca insuficiente para «rectificarla» y «sancionarla», en fin, cuando aquélla resulte irre-
gular; vide igualmente MARTÍN DELGADO, J. M., Los nuevos procedimientos tributarios: las declaraciones-
auto liquidaciones ... , cit., pp. 13 Y ss.; asimismo, COLLADO YURRIT A, M. A., «Las inspecciones tributarias y las 
situaciones jurídicas del contribuyente en el Derecho italiano», en REDF, núm. "34,1987, pp. 210 Y ss.; asimismo, 
LOZANO SERRANO, C., Consecuencias de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el Derecho 
Financiero y Tributario, ed. Cívitas, Madrid, 1990, p. 138; LÓPEZ MARTÍNEZ, J., «Inspección. Competencias», 
en AA.VV., «Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su reforma», vol. n, cit., pp. 1649 Y ss. 
Significativamente, señala FANTOZZI, A., I raporti tra Fisco e contribuente nella nuova ... , cit., p. 234, 
que «el estudio del accertamento tributario ha trasladado su centro de gravedad desde la teoría deja obligación tri-
butaria a la teoría de los controles administrativos»; asimismo, PERRONE, L., «Evolueione e prospetive dell'accer-
tamento tributario», en RDFSF, 1982,1, p. 112. 
412 En este sentido, SAINZ MORENO, F., Conceptos jurídicos indeterminados, interpretación y discrecio-
nalidad administrativa, ed. Cívitas, Madrid, 1976, p. 339, que recuerda que el interés público integrado en el fin de 
las potestades discrecionales no admite ser encuadrado dentro de concepciones puramente racionalistft ni decisilr 
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A partir de esta constatación, cobra todo su sentido, a nuestro juicio, plan-
tearse el significado de la incidencia de la creación de la AEAT sobre la actuación 
administrativa de gestión de los tributos, puesto que, si no es posible que el prin-
cipio de legalidad tributaria configure una Administración tributaria absoluta-
mente programada en su actuar cotidiano, el aspecto decisional característico de 
las potestades dicrecionales adquiere un marcado protagonismo en la dirección 
de los procedimientos tributarios. 
En efecto, el contexto social en el que la Administración tributaria debe cum-
plir sus funciones, por efecto de la generalización y consiguiente masificación de las 
obligaciones y de los deberes tributarios, ha transformado radicalmente el sentido 
del mandato contenido en el artículo 109 LGT. Así, cuando el citado precepto orde-
na a la Administración la comprobación e investigación de los «hechos, actos, situa-
ciones, actividades, explotaciones y demás circunstancias que integren o condicio-
nen el hecho imponible», no se puede entender por más tiempo que se está 
consagrando, gracias a la virtualidad otorgada al principio de legalidad, la idea de 
una Administración tributaria absolutamente programada en cada una de sus actua-
ciones; sino más bien habrá que entender la determinación de un fm u objetivo legal 
que admite ciertos márgenes de acción y cierta capacidad de opción entre diferentes 
alternativas para su realización. Situación que se expresa en la idea de «autoprogra-
mación administrativa», y que pasa necesariamente por la «asunción paulatina de un . 
sistema policéntrico de producción, definición y realización del Derecho» 413. 
Yes que las exigencias de la ejecución de las Leyes tributarias, insertas en 
un sistema jurídico de masas 414, impiden tratar cada supuesto de hecho tributario 
nistas, sino que ,más bien, debe ace~~se una solución intermedia, que obliga a conceder un margen de apreciación 
a qUien deCIde siempre que la declSlon no sea mamfiestamente irrazonable o arbitraria; asimismo, MORENA Y DE 
~A Mo.~E~A, L. d,: la., «Los fines, de interés público como "causa" y como "límite" de la competencia y como 
medIO ):: medida de control Jundlco», en RAP, núm. 85,1978, p. 152; también GARCfA DE ENTERRÍA 
E./FERNANDEZ ~OI?~fGUEZ, T~R., Curso de Derecho Administrativo, t. 1, cit., p. 441, destacan como la Le; 
regul~d?~a de la Jl~nsdlclón ContencIOso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, recuerda, certeramente, en su 
exposlclon de motivos, que en esa atnbución al órgano administrativo de la competencia para apreciar eh un supues-
to dado lo que sea de interés público, consiste la discrecionalidad. 
413 Sobre.d .concepto de «autoprogramación administrativa», y desde una perspectiva general, PAREJO 
AI:FONSO, L.: Cnsls y renovación e~ el Derecho Público, cit., pp. 23 Y ss., ha señalado que la propia programa-
clOn de la actiVidad ad~mlstratl~a esta sufrie~do profundas transformaciones, de tal modo que la Ley no responde 
hoy ya ~ la configuraclOn dogmatlca eS,tableclda en los albores de la Revolución francesa; una configuración que 
p~eten~la sUJ~tar rígidamente la actuaclOn admlmstrativa a los mandatos de la Ley. Así, hoy asistimos a una radical 
dlverslfica~lOn de los contemdos propios del mandato legal. La Ley está dejando de responder ya, cada vez en 
mayor ~edlda, al esquema m~ndato general-deber de obediencia directo del ciudadano; establece con progresiva 
normalidad slmpl~s apoderamientos, encomiendas, determinaciones de fines y objetivos, así como mandatos de bús-
queda de la solUCión en cada caso más idónea y adecuada. 
414 ~aste señalar que el número de autoliquidaciones que se procesaron en las Delegaciones de Hacienda 
durante el ano 1990 fue de 39.109.165, de acuerdo con los datos ofrecidos por MOYA HURTADO DE MENDO-
ZA, R!SANTIAGO, J. ~., Las tecnologías de la información ... , cit., en AA.VV., «La Administración tributaria en 
los paises del CIAT», Clt., p. 264. 
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de forma individual 415 , dado que la irremediable escasez de medios en que se ven 
obligados a operar los órganos de gestión de la Administración tributaria 416 hace 
que, también en este ámbito, la tarea administrativa se conciba preferentemente 
como organización, dirección y conducción de procesos y situaciones sociales 
complejas, en detrimento del arquetipo de actuación administrativa coincidente 
con el esquema de la función clásica de la Ley, es decir, caso a caso mediante 
acto unilateral, dado que la complejidad y la variabilidad -en el tiempo y en el 
lugar- de las circunstancias reales impide la operatividad de dicho esquema 417. 
Por consiguiente, tanto el sentido como el alcance concretos de la denomi-
nada actividad de control global del cumplimiento por parte de los contribuyen-
tes de sus obligaciones de autoliquidación 418, son determinados por la AEAT a 
través de una decisión de carácter discrecional; de modo que, al no ser posible el 
tratamiento individualizado de los supuestos de hecho tributarios, el artículo 109 
LGT ha de ser entendido como exponente legislativo de una programación abier-
ta de la actuación de la Administración tributaria, que se limita a establecer gené-
ricamente los fines que deben perseguir los órganos administrativos en la aplica-
ción de las Leyes tributarias 419. 
Sucede que la realidad, en definitiva, ya no se se pliega a las categorías tra-
dicionales construidas por la dogmática que, contemplando a la Administración 
tributaria como un típico exponente de Administración de intervención, deducían 
del principio de legalidad tributaria unas potestades absolutamente regladas cuyas 
415 Como, entre nosotros, ha notado PALAO TABOADA, C., Procedimiento administrativo y procedi-
miento tributario, op. cit., p. 506. 
416 Escasez de la que parece oportuno deducir las correspondientes consecuencias jurídicas. Estos problemas 
han sido abordados por la doctrina alemana. Para una panorámica de la cuestión, vide SCHW ARZE, J., «Administrative 
Leistungsfáhigk:eit als verwaltungsrechtliches Problem», en Die offentliche Verwaltung, August, 1980, pp. 581 Y ss. 
Específicamente referidos a las funciones de la Administración tributaria, también son partidarios de eluci-
dar la relevancia jurídica del contexto de escasez en que irremediablemente se ven obligados a operar los órganos 
administrativos en la dirección de los procedimientos masificados, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung ... , cit .• 
pp. 15 Y ss., autor que significativamente se refiere al déficit en la ejecución de las Leyes (Vollzugsdefizit); también 
ARNDT, H-W., Praktikabilitiit und Effizienz ... , cit., pp. 22 Y ss. 
417 Con carácter general se refiere a esta transformación PAREJO ALFONSO, L., Crisis y renovaci6n .... 
cit., pp. 23 Y ss. 
418 Cfr. NÚÑEZ PÉREZ, G. G., La actividad administrativa de comprobaci6n ... , cit., pp. 56 Y ss. 
419 Sobre dicha programación abierta de la Ley, vide PAREJO ALFONSO, L., Crisis y renovaci6n ... , cit .• 
pp. 44-53, que ha destacado cómo hoy la Ley ya no es sólo constitutio sino también actio. Los instrumentos tradi-
cionales -reglas, mandatos, órdenes- se muestran inidóneos para articular satisfactoriamente esa programación de la 
actividad administrativa, cuando ésta ha de desplegarse en sectores de la realidad de gran complejidad y variabilidad 
en el tiempo y lugar. Así, el autor citado señala, siguiendo a la doctrina aleman,a, cómo hoy se impone definitiva-
mente, la «programación teleológica» (Zweckprogrammierung) sobre la programación relacional (Relationieru!,gs-
programmierung) de la Ley, de forma que no hay objetivos de perfiles nítidos, sino tan sólo ideas esquemáttcas. 
directrices y líneas de acción que deben ponderarse entre sí. Las directrices sustantivru¡,de la progiamación legal no 
acaban de diseñar el marco de la acción administrativa, viéndose forzado el legislador a remitir abiertamente las 
decisiones a nivel administrativo. Así, se reconoce un margen de acción a la Administración que tiene lugar bajo 
fórmulas variadas, produciéndose una suerte de gradación en la vinculación de la Administración a la Ley, Y por 
tanto, en su libertad de acción. 
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condiciones de ejercicio estaban totalmente predeterminadas. Y este esquema ha 
tenido que ceder paso, en el contexto de los procedimientos tributarios masifica-
dos, a una programación administrativa en considerable medida flexible en este 
sector de la realidad social; programación flexible que es consecuencia lógica de 
la conversión de la Administración tributaria en un claro exponente de Adminis-
tración de control 420. 
De' modo que si ya se encontraba plenamente fundamentada la afirmación 
de Rensel referida a la necesaria influencia que el órgano administrativo ejerce 
en la aplicación de la Ley 421, dicha aseveración se muestra si cabe todavía más 
ajustada a la realidad del Derecho Público actual en general, y de nuestra Admi-
nistración tributaria en particular, donde el aspecto decisional adquiere, por lás 
propias circunstancias de la realidad social sobre la que actúa la Administración, 
una especial relevancia. Dicho en otros términos, la actualización del interés 
público ínsito a las Leyes tributarias actualmente depende en gran medida de las 
actuaciones de la Administración tributaria; lo que no debe despertar en todo 
caso recelos, pues lo cierto es que la Administración no sólo se encuentra legiti-
mada democráticamente, a través de su dirección por el Gobierno, para la apre-
ciación del interés público definido legalmente, sino que, además, es la instancia 
del poder público más idónea para la acción y la decisión en contextos sociales 
variables y complejos 422, para lo que debe contar necesariamente con un ámbito 
sustantivo propio de decisión comprensivo de la determinación de lo que sea 
Derecho en el caso concreto 423. 
420 El grado de vinculación legal de las actuaciones administrativas tributarias sería, con todo, mayor en el 
ámbito que NúÑEZ P~REZ, G. G., La actividad administrativa de comprobaci6n tributaria ... , cit., p. 57, ha deno-
minado actividad de comprobación, mientras que la flexibilidad presidiría la actividad que el citado autor denomina 
Como de control global del cumplimiento por parte de los contribuyentes de sus actividades de auto liquidación, acti-
vidad por su propia naturaleza no reglada. 
Desde una perspectiva general, al hilo de unas reflexiones acerca del significado jurídico actual de la reser-
va (material y formal) de Ley y del principio de legalidad de la Administración, PAREJO ALFONSO, L., Crisis y 
renovaci6n ... , cit., pp. 66 Y 67, subraya la fragilidad de las tradicionales distinciones dogmáticas entre los diferentes 
tipos de Administración y la propia pretensión de fundamentar en función de dichas distinciones una mayor o menor 
gradación de vinculación a la Ley. Porque en la práctica es difícil la definición completa de la Administración 
actuante en un sector como de <<intervención», «fomento» o «prestacional». Así, no es infrecuente que, apareciendo 
formalmente caracterizada una Administración como de intervención, la normativa correspondiente regule efectiva-
mente en términos clásicos la propuesta de intervención administrativa, pero entregue a la apreciación más o menos 
libre de la Administración la procedencia o no de la intervención en el caso concreto; las regulaciones «ordinaria» y 
«flexible» no se corresponden, pues, con tipos o formas de Administración. 
421 Cfr. HENSEL, A., La influencia del Derecho Tributario ... , cit., p. 178. 
422 Porque no se puede desconocer que en los Estados contemporáneos, como ha estudiado GARCfA-
PELA YO, M., Las transformaciones del Estado contemporáneo, (octava reimpresión de la 2." ed)., ed. Alianza Uni-
versidad, Madrid, 1994, p. 39, «el "Iocus" de la decisión se traslada a las instancias que por su estructura están en 
capacidad de actuar, y concretamente del Parlamento a las instancias gubernamentales y administrativas». 
423 Pues no sólo es que sea imposible reducir la actividad administrativa a un conjunto de decisiones perfec-
nte regladas y previsibles, sino que, además, la discrecionalidad, como señala SANTAMARÍA PASTOR, J. A., 
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En resumen, la actual configuración jurídica de los procedimientos tributa-
rios ha intensificado la importancia del aspecto discrecional de las potestades ~ 
administrativas y, precisamente por ello, de la dirección que de aquellos procedi-
mientos realice la organización encargada de aplicarlos. Esta constatación justifi-
ca sobradamente que la reforma organizativa de la Administración tributaria op,-
rada a través de la creación de la AEAT requiera un análisis sobre el significado 
de la misma para el ejercicio de las potestades de gestión. 
B) EL PROTAGONISMO DE LA INSPECCIÓN DE LOS TRIBUTOS EN 
LOS ACTUALES PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN TRIBUTARIA: 
LA COMPETENCIA DE LA AEAT PARA LA ELABORACIÓN Y 
APROBACIÓN DE LOS PLANES DE INSPECCIÓN 
Afirmada la importancia que debido a la masificación de los procedimientos 
tributarios ha cobrado el aspecto discrecional de las potestades de gestión de los 
tributos, procede estudiar en este lugar si el ordenamiento jurídico yen especial el 
artículo 103 de la Ley 31/1990 han dotado a la AEAT con los instrumentos jurídi-
cos precisos para que dicho Ente institucional se configure como el ente público 
competente para el ejercicio del aspecto discrecional de las referidas potestades. 
En efecto, el hecho de que la Administración tributaria se haya convertido, 
como resultado de la transformación de la configuración jurídica de los ,procedi-
mientos, en una Administración de control ha otorgado un lógico protagonismo a 
la Inspección de los tributos, al ser el órgano competente, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 140 LGT, para la comprobación e investigación dentro de la 
organización jurídica de la Administración tributaria en el desarrollo de los pro-
cedimientos tributarios 424. Ese protagonismo se manifiesta tanto en la progresiva 
asunción de competencias de gestión tributaria por los órganos inspectores 425, 
como en la importancia fundamental que la planificación de las actuaciones ins-
pectoras ha cobrado en los modernos procedimientos tributarios de gestión en 
masa, como forma principal de inicio del procedimiento de inspección, razón por 
~ 
Fundamentos .... cit., p. 888, es un elemento 'estructural, constitutivo e indispensable de la actividad pública; hacien-
do especial hincapié tanto en la legitimidad de la Administración, como de modo muy especial en su mayor idonei-
dad -por sus características propias- para la decisión en contextos sociales complejos PAREJO ALFONSO, L., 
Administrar y juzgar: dosfimciones constitucionales distintas y complementarias. cit., p. 98. 
424 Tempranamente destacaba TIPKE., K., Steuerliche Betriebsprüfung im Rechtsstaat, op., cit., p. 1, que 
«el inspector asume en la actualidad la posición central en el procedimiento tributario»; en similares términos, escri-
be ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung. cit., p. 64, que «la Administración tributaria es una Administración de 
inspectores» . 
425 Para un análisis del proceso histórico que ha conducido a la asunción de funciones típicas de gestión tri-
butaria por parte de la Inspección, singularmente de las liquidadoras, cfr., por todos, ARRIETA MARTINEZ DE 
PISÓN, J., Las Actas de la Inspección de los Tributos. ed. Cívitas, Madrid, 1994, pp. 31 Y ss. \.. 
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la que los Planes ocupan un lugar central en la configuración de los referidos pro-
cedimientos masificados. Porque los Planes de Inspección representan el instru-
mento jurídico fundamental a través del cual la Administración tributaria modula 
en un determinado sentido la discrecionalidad administrativa en la dirección de 
los procedimientos tributarios 426. 
Ahora bien, el protagonismo de los órganos inspectores no nos debe hacer 
olvidar el papel fundamental que hoy cumple desarrollar a los órganos gestores 
en la aplicación efectiva de los modernos procedimientos tributarios masificados, 
y ello pese a que la creación de la AEAT no haya incidido de modo fundamental 
en la estructura y funciones de estos últimos órganos. En efecto, la aludida masi-
ficación ha obligado a la Administración tributaria a manejar una cantidad ingen-
te de datos y ,en general, de información, para cuyo adecuado procesamiento ha 
contribuido -como se sabe- de modo decisivo el apoyo brindado por la informá-
tica. Al mismo tiempo este fenómeno ha conducido a liberar progresivamente a 
los órganos inspectores de la realización de una faceta de la labor comprobadora 
que es básica en el cumplimiento de la función tributaria y que hoyes desempe-
ñada por los órganos gestores. Las Oficinas gestoras realizan ya desde hace tiem-
po, en efecto, la llamada «comprobación abreviada» a partir básicamente de la 
información de la que disponen; con esa información dictan las liquidaciones pro-
visionales de oficio (vulgarmente «paralelas»), hoy reguladas en el artículo 123 
LGT -en la redacción dada por la Ley 25/1995, de 20 de julio-o Liquidaciones 
que son el resultado de esa «comprobación abreviada» que a veces es la conse-
cuencia de simples operaciones aritméticas, en otras ocasiones está basada en 
datos que ya poseía la Administración y que ésta actualiza a través de meros cru-
ces informáticos, o todo lo más tales liquidaciones se derivan del requerimiento a 
los obligados tributarios de información sobre extremos que ya constan en la 
autoliquidación; pero comprobaciones, en cualquier caso, que no exigen la reali-
zación de ninguna actuación inquisisitiva en sentido estricto. Todo esto, además, 
pone de manifiesto que el trasvase de funciones gestoras a los órganos inspecto-
res ha experimentado recientemente el contrapunto de la asunción de ciertas fun-
ciones comprobadoras por parte de las unidades gestoras 427. 
426 Vide GARCfA AÑOVEROS, J., Los poderes de comprobación ... , cit., pp. 601 Y 602; jUAN LOZANO, 
A. M., La Inspección de Hacienda ... , cit., pp. 126 Y ss.; AGUALLO AVILÉS, A., El contribuyente frente a los Pla-
nes .... cit., pp. 55 Y ss. 
427 y es que, como apunta FERNÁNDEZ LÓPEZ, R. 1., Posibles disfunciones orgánicas en el ejercicio de 
la potestad de comprobación tributaria. en Impuestos, I, 1995, p. 62, no tiene sentido que en un sistema de gestión 
tributaria como el nuestro, basado en declaraciones-liquidaciones masivas, la Inspección de los tributos realice en 
exclusiva la función comprobadora; aquél órgano es incapaz, por razones materiales y personales, para controlar 
-aun con carácter provisional- toda la ingente cantidad de contribuyentes. 
Por otro lado, la coexistencia de la comprobación realizada por los órganos gestores y la desplegada por la 
Inspección es fuente de problemas que aquí sólo podemos apuntar, dado que exceden el objeto de este trabajo. Baste 
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Pero retomando el hilo de nuestra exposición, una vez que se ha admitido 
la relevancia de la planificación de las actuaciones inspectoras, y pese a no cons-
tituir objeto de nuestra investigación un análisis pormenorizado de la regulación 
vigente de los Planes de Inspección contenida en los artículos 18 y 19 RGI 428, 
resulta inexcusable plantearse si la AEAT tiene atribuida la competencia para la 
aprobación de los Planes. Porque dependiendo de la respuesta que nuestro orde-
namiento ofrezca a este interrogante, la posición jurídica de la AEAT será sustan-
cialmente diferente, toda vez que la asunción de la competencia para la aproba-, 
ción de los Planes de Inspección equivale nada menos que a reconocer a la AEAT 
como el ente competente para identificar o concretar el interés público/en ef 
aspecto discrecional más relevante de las potestades de gestión; aspecto que ante~ 
riormente hemos denominado como de control global del cumplimiento por parte-
de los contribuyentes de sus obligaciones de autoliquidación. 
El análisis de esta cuestión debe partir de un dato básico como lo es el reco: 
nocimiento de que la creación de la AEAT no ha alterado la situación normativá 
anterior, consistente en la ausencia de precepto alguno que en nuestro ordena-
miento jurídico atribuya de forma expresa y terminante la competencia para la 
aprobación de los Planes a un órgano de nuestra Administración Tributaria, pues 
la ley de creación de la AEAT no realiza ninguna alusión en este sentido. Por con-
siguiente, el impreciso artículo 19 RGI se sitúa como principal punto de referen-
cia normativo; precepto que se limita a indicar, en términos absolutamente gené-
ricos, que «en el Ministerio de Economía y Hacienda se elaborará anualmente un 
Plan Nacional de Inspección, utilizando, a tal efecto, el oportuno apoyo informá-
tico, con base en criterios de oportunidad, aleatoriedad u otros que se estimen 
pertinentes». 
señalar que el administrado puede verse sometido a dos comprobaciones - realizadas respectivamente por los órga-
nos de gestión y los de inspección- sobre el mismo hecho imponible; pues hay que recordar que la comprobación 
de los órganos gestores siempre tiene como consecuencia una liquidación provisional (art. 123 LGT) sobre la que 
pueden volver los órganos inspectores. Sobre todo ello, en detalle, MAGRANER MORENO, F. J., La comproba-
ción tributaria de los órganos de gestión. Naturaleza y alcance, ed. Aranzadi, Pamplona, 1995, pp. 59 Y ss., autor 
que, además, analiza el iter histórico de la atribución de facultades comprobadoras a los órganos de gestión; iter his-
tórico del que constituye hito fundamental el artículo 160 del Real Decrlto 2615/1979, por el que se aprobó el 
Reglamento del IRPF, que es el precedente más importante (aunque no el único) del artículo 99 de la ley 18/1991, 
reguladora del IRPF, que tenía ya como antecedentes al propio artículo 34 RGIT. Sobre la consolidación de dicha 
atribución tras la reforma de la LGT por la ley 25/1995, de 29 dejulio,PITA GRANDAL, A. M., «La atribución de 
competencias en materia de comprobación e investigación tributarias», en REDF, núm. 92, 1996, pp. 621 Y ss.; Y 
PEÑA VELASCO, G. de la, «La liquidación provisiOnal de oficio y la comprobación abreviada (el nuevo artículo 
123 LGT»> , en Impuestos 1,1996, pp. 61 Y ss., que pone el acento sobre el problema que justamente mencionába-
mos más arriba: la posible duplicidad de comprobaciones por la Inspección y la'Oficina gestora; llamando la aten-
ción sobre la exigencia de intervención mínima derivada del principio de seguridad jurídica y de las garantías exigi-
bles para el administrado, que debe tener el derecho de no soportar dos comprobaciones tributarias con idéntico 
contenido sobre un mismo elemento del tributo. 
428 Estudio que hemos realizado en ORTIZ CALLE, E., Las Planes de Inspección ... , cit.}pp. 19 Y ss. 
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Dicho.~recepto, cuyo sentido había suscitado ya con carácter previo a la 
ley de creaClOn de la AEAT divergencias interpretativas 429, no resuelve, preci-
s~mente po~ la vague~ad de la que adolece, el interrogante aquí planteado. Esta 
c1rcunstan~1a nos obhga a interpretar el repetido artículo 19 RGI tanto a la luz 
de la?prop1a naturaleza jurídica de los Planes, como dentro del contexto de la 
nueva organización jurídica de la Administración tributaria que ha supuesto la 
entr~da ~n funcionamiento de la AEAT. Porque, en efecto, la inconcreción de 
los term~nos en que dicho precepto se encuentra formulado permitiría entender, 
en un pnmer examen, que se está haciendo alusión, bien a un órgano situado en 
el ente matriz -el Ministerio de Economía y Hacienda-, o bien a un órgano 
enc~adrado. d~ntr~ de la organización de la A.pAT, si entendemos que la refe-
re~c1~ al ~om1steno de Econo~ía y Hacienda alude al «complejo organizativo 
umtano» , en el que ya estanan comprendidos aquellos entes institucionales 
dependientes del Ministerio de Economía y Hacienda, y entre los que lógica-
mente, dada la naturaleza de sus funciones y su encuadramiento orgánico se 
encontraría la AEAT. ' 
Así, si analizamos el artículo 19 RGI desde la perspectiva de la naturaleza 
co~o norma~urídica.interna de los Planes de Inspección, en los que se establecen 
~ás1came~te ~nstrucc10nes d: servicio que imparten mandatos a los órganos infe-
nores, se~alandoles determmados objetivos materiales a cumplir, se llega a la 
cons,tataclOn de que los Planes, como tales instrucciones, vinculan directamente a 
los orga~os subordinados en virtud del principio de jerarquía organizativa 431. 
InstrucclOnes cuya naturaleza básicamente interna no impide que sean califica-
~~, ~esd!2la te,o~a ordinamentalista hoy generalizada, como verdaderas normas 
Jund1cas ; m~1me cuando nos referimos a unas normas como las planificado-
ras que, aun teme~do como fundamentales destinatarios a los órganos inspecto-
res, no por ello dejan de afectar al obligado tributario, como lo prueba el mismo 
Fiscal n:: C3~~:8~ne de ~~nif~e;~o PALAO TABOADA, c., «Una disposición tardía e insuficiente», en Gaceta 
atri '. ., ,p~. y ,autor que, pese a entender que los artículos 18 y 19 RGI operan como títulos 
así bu?vos deMANTEcompetencla, !lo especifica el órgano que finalmente ha de aprobar el Plan Nacional de Inspección' 
,rmentras RO SAENZ AJCUESTA RODRÍGUE M . . ' 
ed ed de De h " ' . Z, ., ProcedImIento en la Inspección tributaria 4 a 
de'ins 'ec' rec O FmancI~ro, Mact,nd, ~990, p. 981, consideraba que la competencia para aprobar el Plan Naci¿n~ 
GOA ~ clón co~~spondla a la Due~clón Gener~1 de la Inspección, LACASA SALAS, J.H./DEL PASO BEN-
1990' '9~rocedm:lento de la Insp.ecclón de los tributos. Comentarios al Reglamento General, ed. CISS Bilbao 
,p. 430 ,atnbulan la competencia a la Secretaria de Estado de Hacienda. ' , 
De acuerdo con la expresión de BAENA DEL ALCÁZAR M . 
dos y su relación con la Adm' . tr'ó l' ' ., Las entes funCIOnalmente descentraliza-
431 mIs aCI n centra, Clt., p. 75. 
El artículo 21 de la LRJAP y PAC bao I . -~ de' . 
«los órganos adro'" . .. ,Jo.e eplgrrue mstruCClOnes y órdenes de servicio, señala que 
instrucciones y ór~~~=:~;~!~~ dmgrr las actiVidades de los órganos jerárquicamente dependientes mediante 
432 Cfr. SANTAMARÍA PASTOR, J. A., FUndamentos ... , cit., p. 730' PAREJO ALFONSO L 
tes del Derecho Administrativo, en PAREJO ALFONSO, LJJIMÉNEZ BLANCO A /ORTEG .' " Lasfuen-
Manual de Derecho Administrativo, cit., p. 160. ,. A ALVAREZ, L., 
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hecho de incorporar las normas sobre los planes al RGI, por cuanto implican el 
reconocimiento de que la elaboración y cumplimiento de dichos Planes puede 
afectar a las situaciones jurídico-subjetivas 433. 
Siendo ello así, al impedir la propia naturaleza jurídico institucional de la 
AEAT las relaciones de jerarquía entre el ente matriz -Ministerio de Economía y 
Hacienda- y el ente institucional-AEAT-434, parece lógico residenciar la com-
petencia para la aprobación de los Planes en el seno de la AEAT. Porque, pese a 
que ciertamente nuestro ordenamiento ofrezca ejemplos de control por parte de 
los entes matrices sobre la discrecionalidad ejercitada por los entes instituciona-
les a través de la emisión por parte de los primeros de normas internas que limi-
tan ese espacio de discrecionalidad 435, lo cierto es que la posibilidad de ejercitar 
una potestad de dirección a través de la emisión de directrices no se encuentra 
establecida en una genérica referencia al encuadramiento organizativo del ente, 
sino que es el resultado de una atribución normativa expresa y concluyente 436. 
Por otro lado, si se acude al concepto de competencia elaborado por la dog-
mática jurídico-administrativa se concluye igualmente en la atribución a la AEAT 
de la facultad para la aprobación de los Planes de Inspección. Ese concepto alude, 
como resulta de sobra conocido, al resultado del proceso de asignación de intere-
ses y potestades en su doble vertiente material y subjetiva 437. Pues bien, si se 
conviene en que la asignación de una competencia a determinado ente público 
debe producirse en todo caso a través de una norma jurídica, de acuerdo con lo 
que establecen los artículos 11 y 12 LRJAP Y PAC, resulta que, ante la inconcre-
ción ya referida de que adolece el artículo 19 RGI, habremos de acudir necesaria-
mente al artículo 103 de la Ley 31/1990 y a su normativa de desarrollo, como 
433 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., La inspección tributaria. ponencia presentada en las Jornadas de la,Aso-
ciación Española de Asesores Fiscales, Alicante, septiembre, 1988, pp. 26 Y 27; asimismo, ARRIETA MARTINEZ 
DE PISÓN, Las Actas .... cit., p. 277; ORTIZ CALLE, E., Los Planes .... cit., p, 22. 
En este sentido se deben traer a colación aquí las importantes conclusiones de la doctrina jurídico-adminis-
trativa alemana, que ilu~tran acerca de la influencia que ejercen sobre el ámbito jurídico del ciudadano las dispo.si-
ciones administrativas internas; en especial, las que ejercitan un ámbito de discrecionalidad, que constituyen el pnn-
cipal campo de aplicación de la doctrina de la autovinculación de la Administración (Selbstbindung der 
Verwaltung); doctrina que con fundamento en el principio de igualdad, con~agrado en el artículo 3.1 d: la Le~ Fun-
damental de Bonn, ha servido a la jurisprudencia para controlar el ejercicio de la discreclOnalid~d admlmstratlva, al 
tiempo que ha demostrado la eficacia externa de dichas normas administrativas (cfr. OSSENBUHL, F., Autonome 
Rechtsetzung der Verwaltung. en ISENSEE/KIRCHHOF, «Handbuch des Staatsrechts», Band lIT, «Das Handeln 
des Staates», cit., pp. 425 Y ss.). 
434 Vide GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ ROD~ÍGUEZ. T. R., Curso de Derecho Adminis-
trativo. t. 1., cit., pp. 393 Y ss., quienes niegan con carácter general relaciones ~ jerarquía entre un ente matriz y.el 
ente institucional que de aquél depende; en este mismo sentido, NIETO GARCIA, A., El principio de jerarquía. Clt., 
pp. 60y 61. , . . ' ." 
435 Cuestión que ha sido analizada por MENENDEZ. P., Las potestades~dmmlstratlvas de dIYecclOn y 
coordinación territorial. ed. Cívitas, Madrid. 1993, pp. 33 y ss. 
436 Así lo pone de manifiesto MENÉNDEZ, P., en op. últ. cit .• pp. 143 Y 144, qUe llega a dicha conclusión 
tras analizar las leyes fundacionales de diversos entes insitucionales. 
437 Cfr. SANT AMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo. cit., p. W2. 
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marco básico de referencia para proceder a una interpretación sistemática del 
repetido artículo 19 RGI. 
En este sentido, ha de partirse de la cláusula general del apartado tres, 
nÚmero 2, del artículo 103 de la Ley 31/1990, que encomienda al Presidente de la 
AEAT «velar por la consecución de los objetivos asignados a la Agencia y ejercer 
la superior dirección de la misma»; precepto que, lógicamente, debe conectarse 
con el fin institucional de la AEAT, que se contiene en el número 2 del apartado 
uno del mismo artículo, al configurar a la AEAT «Como organización administra-
tiva responsable ( ... ) de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal». 
Pues bien, la inconcreción del artÍCulo 19 RGI obliga a centrar la atención 
sobre el concreto «círculo de intereses» al que está afectada la AEAT, de acuerdo 
con las prescripciones normativas antes reflejadas. Porque dicho «círculo de inte-
reses», como expresión genérica de un conjunto de intereses públicos cuya ges-
tión y tutela se confían a cierto órgano o ente, se presenta Como el elemento defi-
nitorio de la capacidad de cada ente y representa la aptitud abstracta para actuar 
en relación con dichos fines o materias, de forma que aquella organización a la 
que el ordenamiento ha adscrito la tutela de un interés tiende a la máxima realiza-
ción del mismo 438. Y parece claro que la consecución del círculo de intereses que 
el ordenamiento ha confiado a la AEAT, reclama en considerable medida la apro-
bación por la misma de los Planes de Inspección; máxime si tenemos en cuenta la 
configuración jurídica de los actuales procedimientos tributarios, en los que las 
actividades de control alcanzan un destacado protagonismo. 
Porque, en definitiva, si el ordenamiento ha encomendado a la AEAT la 
tutela de determinado círculo de intereses, concretado en la fijación de un especí-
fico fin institucional al que el ente descentralizado se encuentra adscrito, el 
segundo paso del iter de asignación de competencias consiste en hacer operativo 
cada círculo de intereses, mediante la atribución normativa a cada ente de las 
«potestades públicas» concretas que son precisas para la satisfacción de tales 
intereses; potestades que, al contrario de lo que ocurre con los intereses, son por 
lo general excluyentes entre sí, de tal modo que, atribuida una potestad a un ente, 
no puede ya corresponder a otro 439. Por tanto, los intereses son definidos en el fin 
institucional de la AEAT, en el apartado uno, número 2, del artículo 103 de la 
438 Vide, MORENA Y DE LA MORENA, L. de la, Los fines de interés público ... , cit., pp. 156 Y 157; SAN-
TAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo, cit., p. 912.; en este sentido, resultan revelado-
ras ~as de ORTEGA ÁLVA~Z, L., Teoría de la organización administrativa. en PAREJO ALFONSO, 
Lj. .. BLANCO, AJORTEGA ALV AREZ, L., Manual de Derecho Administrativo. cit., p. 187, cuando alude 
al ~ClplO sociólógico conocido como la «canonización del interés» según el cual todo el aparato de tutela de un inte-
rés t¡~nde a la máxima realización del mismo. De este modo, el aparato que tuviese encomendado la tutela de la pesca, 
por ejemplo, tendería a querer regular los contratos de pesca, la asistencia social de los pescadores. la calidad de las 
aguas de ~sca, las homologaciones de los instrumentos de pesca, la capacidad y la categoría de las embarcaciones, etc. 
Cfr. SANTAMARÍA PASTOR,J. A., Fundamentos .... cit.,p. 912. 
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Ley 31/1990, que encomienda a la ABAT la aplicación efectiva del sistema tribu-
tario, mientras que las potestades de gestión tributaria, y más concretamente la 
inspectora, de la que la aprobación de los Planes de Inspección no constituye sino 
un aspecto de la misma -precisamente el discrecional-, son atribuidas expresa-
mente por el apartado uno, número 3, del citado precepto legal. 
En conclusión, ante la aus~ocia de una norma expresa que atribuya inequí-
vocamente a un órgano dentro del Ministerio de Economía y Hacienda la compe-
tencia para la aprobación de los Planes de Inspección, como expresión de una 
voluntad clara del legislador de conservar en el ente matriz esta facultad, cabe 
afirmar que tanto la propia naturaleza jurídica de los Planes de Inspección, como 
la misma configuración institucional de la AEAT que se desprende de su propia 
ley de creación, conducen a atribuir la competencia que nos ocupa a la AEAT 440. 
Dicha conclusión se ve reafirmada en la Resolución, de 19 de febrero de 1997, 
del Presidente de la AEAT, por la que se regula el funcionamiento de un Comité 
Permanente de Dirección. Se trata, como se explicita en la exposición de motivos 
de esa Resolución, de un órgano consultivo y de análisis que trata de «asegurar la 
coordinación de las acciones de la Agencia». Para este fin, el Comité está forma-
do exclusivamente por personal integrado en la AEAT: el propio Presidente del 
ente institucional y los diferentes Directores de Departamento, pudiendo incluso 
estar compuesto esporádicamente por algún Delegado especial. Como hlmos 
apuntado, se trata de un órgano de deliberación y asesoramiento para todas aque-
llas decisiones que haya de tomar el Presidente de la ABAT; y, significativamen-
te, podrán ser tratados en el seno de ese órgano, entre otros asuntos, «los Planes 
Anuales de Inspección Financiera y Tributaria y de Aduanas e Impuestos Espe-
ciales», según dispone el artículo primero, letra e), de aquella Resolución. 
A mayor abundamiento, la reciente Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de 
cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y de Medidas Fisca-
les Complementarias, abona la interpretación aquí defendida. En efecto, los 
artículos 33 y 34 de esa Ley, como ya nos consta, han creado unos órganos de 
participación de las Comunidades Autónomas en la ABAT. Así, a nivel central se 
constituye una Comisión Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria que, 
como vimos, depende directamente del Presidente de la AEAT y está integrada 
por ocho representantes de la Administración tributaria central, y por un repre-
sentante de cada una de las quince Comunidades Autónomas de régimen común. 
Y, a nivel territorial, tenemos los Consejos Territoriale~ de Dirección para la Ges-
tión Tributaria, los cuales desarrollan funciones similares a las de la Comisión 
Mixta pero ejerciendo sus competencias dentro del ámbito de la correspondiente 
440 Tesis que hemos desarrollado en ORTIZ CALLE, E., Los Planes ... , cit., pp. 26 Y ss. " 
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Delegación Especial de la AEAT. Y tanto la Comisión Mixta como los Consejos 
están facultados, de modo muy significativo, para acordar -siempre en su calidad 
de órganos consultivos-, en el ámbito del IRPF, «la incorporación al Plan Nacio-
nal de Inspección de aquellos programas particularizados que puedan derivarse 
de la cesión parcial del impuesto» (art. 34.3). 
Así pues, afirmada la competencia de la ABAT para la aprobación de los Pla-
nes de Inspección, debemos determinar cuál es el órgano, en concreto, competente 
dentro del ente institucional para ejercer la citada competencia. Al objeto de contes-
tar este interrogante, es preciso partir de una interpretación lógico-sistemática de la 
normativa vigente, que se imponga sobre la tradicional regla, recogida en el aparta-
do 3 del artículo 12 LRJAP Y PAC, que dispone, con carácter general, que «si algu-
na disposición atribuye competencia a una Administración sin especificar el órgano 
que debe ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los expedien~ 
tes corresponde a los órganos inferiores competentes por razón de la materia y del 
territorio y, de existir varios de éstos, al superior jerárquico común». 
Porque, en efecto, si se parte del carácter normativo de los Planes de Ins-
pección y del reconocimiento de la influencia que los Planes indudablemente 
ejercen sobre las situaciones jurídico-subjetivas del obligado tributario, la com-
petencia habrá de residir en el órgano situado en la cúspide jerárquica de la AEAT, 
en concreto el Presidente; puesto que sólo de esta manera es posible asegurar las 
funciones que el RGI atribuye a los Planes de Inspección: a saber, la elaboración 
y posterior puesta en práctica de unos criterios de actuación de los órganos ins-
pectores que aseguren, en primer lugar, una actuación coordinada de la Adminis-
tración tributaria en los ámbitos material y territorial en que aquélla opera, en 
favor de la eficacia de las actuaciones 441; yen segundo lugar, la garantía que para 
el obligado tributario supone la existencia de los Planes de Inspección en lo que 
respecta a la ausencia de tratamientos arbitrarios, ya que cualquier iniciativa de la 
Inspección ha de encontrar justificación, bien por los propios Planes, bien por 
una orden o autorización superior escrita y motivada 442. 
441 En este sentido, BIZCARRONDO IBÁÑEZ, A., «La planificación inspectora», en Gaceta Fiscal, 
núm. 17, 1984, pp. 69 Y ss., antes de la entrada en vigor del RGI subrayaba este aspecto de la planificación; ZORN(). 
ZA PÉREZ, J. 1., La inspección ... , cit., p. 25, se refiere a la racionalización de las actuaciones inspectoras que supone la 
previsión de una planificación; DELGADO PACHECO, A., «Derechos, deberes y facultades del personal inspector en 
el desarrollo de sus actuaciones», en Impuestos, IJ, 1986, p. 221, se refiere a los planes como un «instrumento dirigido 
a la consecución de mejores resultados derivados de las actuaciones inspectoras»; MARTINEZ IZQUIERDO, S., «PIa-
nes de Inspección», en Gaceta Fiscal, núm. 40, 1987, atribuye a los Planes de Inspección la función de «conseguir un 
mejor y más racional cumplimiento de las funciones atribuidas a la Inspección de los Tributos»; LACASA SALAS, 1. 
M./DEL PASO BENGOA, J., Procedimiento de la Inspección ... , cit., pp. 95 y 96; ARRIETA MARTINEZ DE PISÓN, 
1., Las Actas ... , cit, p. 275, alude a las exigencias mínimas de efectividad de las actuaciones de la Administración tri-
butaria; también AGUALLO AVILÉS, A., El contribuyente frente a los Planes ... , cit., pp. 27 y ss. 
442 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., La inspección ... , cit., pp. 23 Y 24; DELGADO PACHECO, A., Dere-
chos, deberes y facultades del personal inspector ... , cit., p. 221; la necesidad de que el ejercicio de la facultad para la 
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y ello sólo es alcanzable a partir de la imposición de unos criterios de actua-
ción uniformes que, aunque dejen el necesario margen de flexibilidad a los órga-
nos jerárquicamente inferiores en atención a una realidad inevitabl:mente cam-
biante, vinculen a los órganos inspectores que desarrollen matenalmente las 
actuaciones, por la propia naturaleza de in~cción jerárquica de los Planes que 
emanan, en fin, del superior responsable de las actuaciones inspectoras. Así 10 
prueba la existencia de un Plan Nacional de Inspección que, de a~uer.do con 10 q~e 
establece el artículo 19.3 RGI, fija los criterios sectoriales o temtonales, que Str-
ven para seleccionar a los sujetos u obligados tributarios acerca de los cuale,s 
hayan de desarrollarse las actuaciones; y la existencia, a su vez, de Planes espeCI-
ficas, que se desagregan del Plan Nacional de Inspección, de l?s órganos que 
hayan de desarrollar las correspondientes actuaciones, de conformIdad con 10 pre-
visto en el artículo 19.4 RGI 443 • 
Por consiguiente, a través de la atribución al Presidente de la AEAT dela 
competencia para la aprobación de los Planes de Inspección, ~quél ejerce el ámb~­
to de discrecionalidad que el artículo 109 LGT concede genéncarnente a la AdmI-
nistración tributaria en el concreto ámbito de la función de control sobre el cum-
plimiento por los contribuyentes de sus obligaciones de autoliquidación. De fo~a 
que, una vez que han sido aprobados los Planes de Insp:cció.n, no sólo se des~he­
gan los efectos jurídicos internos inherentes a cualqUIer Clfcular o I~struccIón, 
sino que, además, es posible controlar el concreto ejercicio que ~l PresI~ent~ de la 
AEAT ha realizado de la discrecionalidad administrativa que tiene atnbUIda 444. 
En efecto, la aprobación del Plan Nacional de Inspección por el Presidente 
de la AEAT es la única manera de asegurar que las áctuaciones inspector~~ 
practican dentro del marco de unos criterios generales, pues~o que en aquél recae 
la superior dirección de las actuaciones de la AEAT y, preCIsamente ~or ell~, ~s 
quien puede garantizar la inexistencia de tratamientos ar~itrari?s. ~ l~ Imparc~ah­
dad en las actuaciones inspectoras, ya que sólo se atenderan las InICIativas partICU-
bación de los Planes de Inspección «sea reservada a ó~ganos de un cierto .nivel, por encima de los que de~emp= 
materialmente la inspección», al objeto de que el contnbuyente quede debidamente protegido. contra la arblu;:m rio 
en el uso de facultades discrecionales, ha sido destacada por PÉREZ ROYO, F., Derechof Fmanclero y ¿TI ~ta La' Parte General, 2.a ed., ed. Cívitas, Madrid, 1992, p. 239; asimismo, ARRlETA MART NEZ DE PIS N,., s 
Actas ... , cit., pp. 273-274. ) - ló rt te que el 
La propia sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de W?3 (F. J. 7 sena ce eramen 
al .' garantía de los cón-artículo 19 RGI «responde a la necesidad de una actuación ordenada que, propIO tiempo, sea 
tribuyentes frente a posibles acciones discriminatorias».' . 
443 A esta conclusión llegamos en ORTIZ CALLE, B., Los Planes ... , Cit., p. 32. . . 
444 En este sentido, PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo. t..1', «Parte General», Cit., p. 1?5. 
se hace eco de cierta doctrina emanada del Consejo de Estado francés de acuerdo con la cual se recurre adl~ té~mc~ 
de las directivas para obligar a la Administración a dictar esas normas; normas conforme a lasque ésta
d 
e ~ ~. 
aplicación de sus potestades discre~iona1es, enjuici~dos~ entonces el uso de la potestad discreCIOnal ~n os mve es. 
el del establecimiento de las directivas y el de su apbcaclón. 
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lares de los actuarios que se encuentren motivadas y sean autorizadas por el supe-
rior jerárquico 445; 10 que permite fundamentar una posible desviación de poder en 
el supuesto de que determinadas actuaciones inspectoras hubieran tenido lugar al 
margen de los criterios establecidos en los Planes, siempre que no mediaran moti-
vos que justificaran un apartamiento de los mismos 446. Y, en segundo término, 
pueden ser a su vez objeto de control jurisdiccional los propios criterios materiales 
que han servido de pauta a la Administración tributaria para la elaboración y la 
aprobación de los Planes; porque, pese al carácter secreto de los Planes sanciona-
do en el artículo 19.6 RGI, nada impide que se manifieste al obligado tributario 
que las actuaciones que se inician se hacen en virtud de un Plan, ni dicho carácter 
secreto constituye obstáculo para que esto pueda ser verificado a través de los 
correspondientes recursos administrativos por los superiores jerárquicos del actua-
rio o incluso por los órganos de resolución de reclamaciones 447. Ahora bien, tras la 
aprobación de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes -el conocido coma Estatuto del Contribuyente-, los Planes de 
Inspección han dejado, al menos teóricamente, de tener carácter secreto. Pues, en 
efecto, el artículo 26 del mencionado cuerpo legal ha dispuesto que «La Adminis-
tración tributaria habrá de publicar los criterios que informarán cada año el Plan 
Nacional de Inspección». Y decimos que los Planes dejan teóricamente de tener 
carácter secreto porque la virtualidad práctica del precepto transcrito dependerá 
absolutamente del grado de concreción o desagregamiento con que la Administra-
445 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J., La inspección .... cit., p. 24, que destaca la funcionalidad de los Planes de 
Inspección en orden a garantizar la inexistencia de tratamientos arbitrarios. 
Acertadamente SCHlCK, W., en HÜBSCHMANN/HEPP/SPITALER, Kommentar zur Agbabenordnung 
und Finanzgerichtsordnung. 9 Auflage, vor. 193, Anm 195-199, Tz 211. Otto Schmidt, Koln, 1991. ha destacado 
que las normas internas administrativas que fijan los criterios de selección y la periodicidad de las actuaciones ins-
pectoras. al emanar de la cúspide jerárquica de la organización administrativa, sirven al principio de igualdad. 
446 Así, ORTIZ CALLE, B.. Los Planes de Inspección .... cit., pp. 20 Y ss., con referencias a la doctrina y 
legislación alemanas; para el Derecho italiano COLLADO YURRITA, M. A., Las inspecciones tributarias y las 
situaciones juridicas ...• cit., pp. 210 Y ss. -
447 Así, ZORNOZA PÉREZ, J. J., La inspección ...• cit., p. 25, quien, a su vez. defiende mantener el carácter 
secreto de los Planes en este determinado sentido por razones obvias de eficacia; en parecidos términos. LACASA 
SALAS, 1. M./DEL PASO BENGOA, J., Procedimiento de la Inspección ...• cit., pp. 95 Y 96'. asimismo, ARRIETA 
MARTÍNEZ DE PISÓN, J., Las Actas ...• cit., p. 275. Y es que. como hemos argumentado en ORTIZ CALLE,E.,Los 
Planes ...• cit., pp. 20 Y ss., el control jurisdiccional sobre los Planes puede llevarse perfectamente a cabo, una vez ini-
ciadas las actuaciones inspectoras, a través de la puesta de manifiesto del expediente al obligado tributario. de donde se 
deduzca que la iniciativa de esas actuaciones descansa en un Plan; y ello no sólo en la vía contencioso-administrativa, 
sino también en sede de reclamaciones económico-administrativas a través del artículo 92 del Real Decreto 39111996 
(RPREA), que faculta al interesado para solicitar del Tribunal Económico-Administrativo que reclame a los órganos 
gestores los antecedentes omitidos, siempre que el interesado entendiera que el expediente se halla incompleto. 
Contra lo que sostienen, seguramente debido a una posición que injustificadamente niega el carácter nor-
mativo de los Planes y, por consiguiente, su eficacia ad extra. LOZANO SERRANO, C., La actividad inspectora y 
los principios constitucionales. Impuestos 9/1990, p. 227; GARCfA AÑOVEROS, J., Los poderes de comproba-
ción ...• cit., pp. 32 Y 33; JUAN LOZANO. A. M .• La Inspección de Hacienda ...• cit .• pp. 132 y ss.; AGUALLO 
AVILÉS, A., El contribuyente frente ...• cit., p. 189. 
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ció n haga públicas las pautas seguidas en la selección de los obligados tributarios 
que serán finalmente objeto de las actuaciones inspectoras. Con todo, cabe esperar 
que dicho grado de concreción se reduzca a las líneas generales que inspiran la 
planificación anual y que, de este modo, no se ponga en peligro la eficacia de la 
lucha contra el fraude fiscal; con lo que, en fin, el precepto no vaya a rebasar los 
límites de una disposición de cara a la galería que, como tal, seguramente la con-
vertiría en superflua o innecesaria. 
En conclusión, el ordenamiento confiere a la AEAT la titularidad de las potes-
tades de gestión tributaria en el más amplio sentido del ténnino, ya que comprende no 
sólo la posibilidad de comprobación de los diferentes supuestos de hecho tributarios 
sobre los que finalmente se proyecta una actuación administrativa, sino que, junto a 
ello, se encuentra investida de los poderes jurídicos precisos para programar el senti-
do y alcance concretos de la actividad de control global sobre los contribuyentes en el 
ámbito de gestión que tiene reservado, como se pone de manifiesto a través de la atri-
bución de la competencia para la aprobación de los Planes de Inspección. 
y nos interesa destacar que la atribución a la AEAT de la competencia para la 
aprobación de los Planes de Inspección no sólo atenúa la relación de dirección que 
ejerce el Ministerio de Economía y Hacienda --como ente matriz- sobre dicho ente 
institucional, sino que, además, esta opción implícita del legislador resulta, en nuestra 
opinión, discutible desde la teoría económica que se ha desarrollado en tomo a la 
conocida como «relación de agencia», en términos de Hacienda Pública 448. Porque, 
al contener los Planes unos objetivos o resultados a perseguir cuyo grado o nivel de 
consecución podría ser posteriormente evaluado, hubiera sido quizá más conveniente 
atribuir la competencia para aprobar aquéllos a los órganos directivos del Ministerio 
de Economía y Hacienda, los cuales verifica-rían la ejecución posterior realizada por 
la AEAT; con lo cual la estructura jurídico-organizativa de la AEAT habría configura-
do esa relación de agencia a la que acabamos de referirnos. Relación que si se encuen-
tra bien definida podría redundar en un incremento de la eficacia de nuestra Adminis-
tración tributaria; una relación de agencia que aquí supondría el establecimiento de 
un entorno de incentivos que determinase unos objetivos claros a perseguir por el 
agente --en nuestro caso, grado de consecución de los objetivos contenidos en los Pla-
nes, tanto desde un punto de vista cuantitativo (recaudación, actas incoadas, etc.) 
como cualitativo (disminución de las bolsas de fraude en concretos sectores económi-
cos y profesionales)-, y un cuadro igualmente'claro de recompensas y «castigos» 
(responsabilidades) en función del grado de cumplimiento de esos objetivos por el 
agente -la AEAT -. Y, habiéndose demostrado empíricamente.que una . configuración 
legal correcta de esa relación de agencia hace posible la consecución de mayores gra-
448 Esta critica la hemos desarrollado en ORTIZ CALLE. E .• Los Planes oo', cit., pp. 27 Y 28. '-
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dos de eficacia administrativa, es de lamentar que se haya despreciado tanto la posibi-
lidad de atribuir la competencia para aprobar los Planes de Inspección a.un órgano del 
ente matriz -por ejemplo, el Ministro de Economía y Hacienda- como la de diseñar 
ese cuadro de incentivos en aras de un cumplimiento efectivo de los Planes 449. 
III. LA INCIDENCIA DE LA PARTICIPACIÓN DE LA AEAT EN LA 
RECAUDACION DERIVADA DE LOS ACTOS DE LIQUIDACIÓN 
SOBRE EL EJERCICIO DE LAS POTESTADES ADMINISTRATI-
VAS DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
La generalizada implantación de un sistema de gestión tributaria en masa 
ha transformado sensiblemente, como ya nos consta, la configuración jurídica de 
los procedimientos tributarios, otorgando a la Inspección de los Tributos un mar-
cado protagonismo que se corresponde plenamente con las características de la 
Administación tributaria como paradigma de Administración de control. En este 
sentido, la atribución al Presidente de la AEAT de la competencia para la aproba-
ción de los Planes de Inspección dota a esta entidad del instrumento jurídico fun-
damental para concretar en un determinado sentido la apreciación de lo que sea el 
interés público en cada caso; habida cuenta de que la aprobación de dichos Pla-
nes constituye el momento más relevante del aspecto discrecional de la potestad 
inspectora que, en el contexto de escasez de los procedimientos masificados, 
alcanza una importancia central. Ello con independencia de que, a nuestro enten-
der, hubiera sido más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz rea-
lización del fin institucional de la AEAT, que se hubiera conferido a un órgano 
del ente matriz (Ministro o Secretario de Estado) la competencia para aprobar a 
449 Una caracterización básica de esa relación de agencia en PASTOR PRIETO, S., «A propósito de la eficacia 
del gasto público», en Información Comercial Española, 1990, pp. 151 Y ss., autor que señala que entre los rasgos básicos 
que diferencian la administración del gasto público y del privado, y explican en buena parte la ineficacia de aquél, se cuen-
tan,junto a la inexistencia de suministradores que compitan en mayor o menor medida por los clientes y a la rigidez extre-
ma de los procedimientos de contratación y control del gasto, «una mayor presencia en el ámbito público de dificultades 
derivadas de la relación principal-agente»; esto es, problemas entre los distintos mandantes y mandatarios que intervienen 
en la función pública, lo cual hace muy provechosa la utilización en estos contextos de la teoría y desarrollos producidos 
en torno a la relación de agencia. Y, en esta línea, para aliviar dichas dificultades se tratarla de establecer un sistema de 
incentivos positivos (estúnulos o recompensas) y negativos (sanciones) acorde con la conducta de los agentes involucra-
dos en el funcionamiento de las organizaciones públicas. Tanto los estúnulos como las sanciones son «valores esperados», 
esto es, su entidad es resultado no sólo de la magnitud de la recompensa sino también de la posibilidad de que ésta se pro-
duzca. Porque, en definitiva, muchas unidades administrativas pueden y deben ser organizadas con arreglo a criterios que 
conlleven «gran autonomía de gestión y un estricto control y evaluación de los resultados». En este sentido, no debería ser 
desdeñada la experiencia' comparada -como ya nos consta y pusimos de relieve en otro lugar de este trabajo- que nos brin-
da el control sobre las agencias administrativas norteamericanas, donde, desde un enfoque económico, se demuestra empí-
ricamente cómo, en el marco de las relaciones entre principal y agente, una adecuada regulación que establezca un meca-
nismo de sanciones ex post crea los necesarios incentivos ex ante que permiten que el agente no rebase el ámbito de 
discrecionalidad que el sistema normativ,! le haya otorgado. (vide, a este respecto, MACEY, J., Organizational Designoo., 
Clt., pp. 7 Y ss., Y WEINGAST, BJMORAN, M., Bureaucratic Discretionoo., cit., pp. 765 Y ss.). 
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los Planes, debido a los beneficiosos resultados que pueden obtenerse de un ade-
cuado diseño jurídico organizativo de la relación principal-agente. 
Pero en cualquier caso, cobra pleno sentido el análisis de la influencia que el 
régimen jurídico de la AEAT supone en el desarrollo de las funciones de gestión 
tributaria, en especial de su régimen jurídico-presupuestario. Pues, en efecto', una 
de las características más sobresalientes del régimen jurídico de la AEAT es, sin 
duda, su peculiar sistema de financiación y, más concretamente, la transferencia, 
que según establece la letra b) del apartado cinco del artículo 103 de la 
Ley 31/1990, procede del «porcentaje de la recaudación que se derive de los actos 
de liquidación y de gestión recaudatoria o de otros actos administrativoS acorda-
dos o dictados por la Agencia, en' el ámbito de la gestión tributaria que tiene enco-
mendada». Dicha previsión legal exige, obviamente, Ul1a reflexión acerca del sig-
nificado jurídico de la instrumentalización que del ejercicio de las potestades de 
gestión ha realizado el legislador a través del sistema de financiación de la k..EAT. 
Ahora bien, deb,e admitirse que la aludida instrumentalización, lejos de supo-
ner una excepción en la práctica habitual de cualquier Administración tributaria 
contemporánea, constituye, en mayor o menor medida, un lugar común dentro de la 
planificación de las actuaciones administrativas en este sector de la realidad. Por-
que, efectivamente, los medios limitados con que siempre cuenta la Admibistración 
tributaria para ejercitar los mandatos legales fuerzan a aceptar que no en todas y 
cada una de las ocasiones en que se produce una obligación de contribuir se conse-
guirá un absoluto cumplimiento de esa obligación, razón por la que nunca se han 
encontrado totalmente desvinculados los medios presupuestarios del sentido con-
creto de las actuaciones administrativas de gestión tributaria. Precisamente por ello, 
desde la perspectiva de la economía financiera, se ha concluido que la elección que 
plantea a la Administración tributaria la restricción de los recursos se puede sinte~­
zar de la forma siguiente: «si se dispone de una cantidad fija para administrar un 
sistema fiscal, se puede asignar con el fin de maximizar la recaudación, maximizar 
la precisión del pago (es decir, minimizar la diferencia entre el impuesto total paga-
do y el impuesto total debido), o de igualar el nivel de precisión entre los contribu-
yentes (igualar los índices de evasión y la falta de observación), o se puede adoptar 
un enfoque ponderado hacia todas estas finalidades» 450. 
Por ello, la novedad que presenta la Ley 31/1990 se encuentra en haber pre-
visto dentro del régimen jurídico de la Administración tributaria un mecanismo 
450 Cfr. SHOUP, Hacienda Pública, 1969, p. 573, citado por COSTAS TERRONES, J. C., Consideraciones 
en torno de una agencia tributaria única, cit., p. 63, donde señala el último autor citado que «de lo que no cabe duda 
es de que la limitación en los medios es una de las características de las Administraciones tributarias españolas, sea 
estatal, autonómica o local la considerada. La consecuencia inmediata de la limitación es que no todas las obligacio-
nes se ven sometidas a la verificación de su exactitud, lo que origina la existencia tanto de comportamientos evasores 
entre los contribuyentes como de ingresos que por uno u otro motivo son excesivos con respecto a la obligación». 
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que puede modular en un determinado sentido la relación entre los fines legales y 
los medios presupuestarios que se ponen a disposición de la organización encar-
gada de realizarlos, explicitando un conflicto al que se enfrentan todas las Admi-
nistraciones tributarias contemporáneas. 
Pues, en efecto, la Ley de Presupuestos fija el porcentaje de participación 
en la transferencia procedente de la recaudación, pero la cuantía de dicha transfe-
rencia es variable, a diferencia de 10 que sucede con la transferencia consignada 
con carácter limitativo en los Presupuestos Generales del Estado; de forma que 
dependerá del resultado de las actuaciones de la organiza¡:;ión, estimadas en tér-
minos recaudatorios, la cuantía de dicha transferencia, dado que en la medida que 
se aumente la recaudación real, los mayores ingresos obtenidos incrementarán de 
forma automática el importe de la transferencia. 
Así, se hadestacado que esta vía de financiación es fundamental para incre-
mentar la eficacia de las actuacjcones de la AEAT en la lucha contra el fraude fis-
cal, porque la AEAT tendrá unos recursos variables en función de los resultados 
que obtenga y esto, sin duda, servirá de empuje y estímulo a toda la organización; 
destacándose que sólo generarán créditos para la AEAT los actos dictados por 
~lla misma, excluyéndose, ,en todo caso, los ingresos trib~tarios en los que la 
Administración no intervenga directamente, como ocurre, por ejemplo, con los 
ingresos procedentes de las autoliquidaciones 451 . 
Sin embargo, el h~cho de relacionar la eficacia de la AEAT, medida en térmi-
nps de recaudación procedente de actuaciones administrativas, con los fondos que se 
ponen a su disposición, ha suscitado la alarma en un sector de la doctrina que ha 
visto 0n la transferencia procedente del porcentaje de los actos dictados por laAEAT 
tin mecanismo que generará intereses separados y particulares en la AEAT y en 
todos aquellos que trabajan a su servicio. Pues ese mecanismo convertirá, a juicio de 
este sector doctrinal, a todos ellos t<l1 jueces y parte en sus relaciones con los contri-
buyentes e impedirá que se cumpla el mandato contenido en el artículo 103.1 CE, 
según el cual «!a Administración pública sirve con objetividad los intereses genera-
les», violándose, de este modo, una garantía esencial del contribuyente 452. 
451 Así, DELGADO PACHECO, A., La creación de la Agencia ... , cit., p. 1399; DÍAZ YUBERO, 
F~ARTÍ~Z GIL, l., La Agencia Estatal ... , cit., p. 8; GAlTEIRO FORTES, J., Reformas para el mejor funciona-
mIento ... , Clt., p. 163; MOYA HURTADO DE MENDOZA, R.M/WERT ORTEGA, M., La Agencia Estatal de 
Administración Tributaria ... , cit., p. 5; DÍAZ YUBERO, F., La Agencia Estatal de Administración ... , cit., p. 38. 
452 En tal sentido, FERREIRO LAPATZA, J. J., Curso de Derecho Financiero Español, cit., p. 115, autor que 
~ categóncarnente que «la Agencia Tributaria no debe reclamar para sí mayores derechos que el resto de la Adminis-
tración ro puede poner en peligro la justicia y la o~etividad en la aplicación de los tributos reclamando para sí una partici-
pación, directa o indirecta, a todas luces inconstitucional, de las sumas que recaude»; en idénticos ténninos, FERREIRO 
LAP ATZA, J. J., Nota sobre la Agencia Estata!..., cit., p. 402; asimismo, PITA GRANDAL, A. M., La Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, cit., P, 374, para quien la creación de la AEAT «supone un ataque a las garantías del contri-
buyente f~ente a la Administración»; en el mismo sentido, PALOMAR OLMEDA, A., Consideraciones sobre ... , cit., 
p. 175; SANCHEZ SERRANO, L.,Las españoles, ¿súbditos fiscales? ... , cit., p. 263, donde se puede leer que la preten-
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Pues bien, el análisis juódico de la relación que el apartado cinco, b), de la 
Ley 31/1990 ha establecido entre el sistema de financiación de la ABAT y el ejerci-
cio de las potestades de gt;Stión exige, a nuestro juicio, distinguir dos órdenes dife-
rentes de cuestiones: por un lado, desde la perspectiva formal derivada de la posi-
ción orgánico-subjetiva de la AEAT dentro del conglomerado organizativo de la 
Administración pública, debemos precisar qué suerte de imparcialidad es exigible 
del personal que presta sus servicios en la ABAT, señalando cuáles son las garantías 
que, desde un punto de vista juódico constitucional, deben estar presentes en el 
régimen juódico de la ABAT, a fin de asegurar la actuación imparcial al servicio de 
los intereses generales que sanciona el artículo 103, en sus apartados 1 y 3, CE; y, 
por otro lado, la segunda vertiente del análisis debe realizarse a partir del sentido 
objetivo que debe guiar las actuaciones de gestión tributaria a la luz del texto cons-
titucional y, de modo especial, de acuerdo con los criterios materiales de justicia 
contenidos en el artículo 31 de la norma fundamental, precepto donde se encuentra 
el fundamento de las potestades de comprobación e investigación 453. 
I 
A) LAS GARANTÍAS FORMALES DE IMPARCIALIDAD EN LA 
ACTUACIÓN DE LA AEAT, EXIGIDAS POR LA CONSTITUCIÓN EN 
CONSIDERACIÓN A SU NATURALEZA JURÍDICA DE ENTE 
INSTITUCIONAL INTEGRADO EN EL COMPLEJO ORGANIZATIVO 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Los recelos que el sistema de financiación de la ABAT ha inspirado en cierto 
sector de la doctrina por entender que aquél vulnera el deber de objetividad en las 
sión del legislador al crear la AEA T es «conducir a una menor efectividad, en el ámbito tributario, del sometimiento pleno 
de la Administración a la Ley y al Derecho (artículo 103.1 CE). Y ello no es sino otra característica o rasgo de todo poder 
autoritario: su pretensión de quedar en la medida de lo posible, exento del cumplimiento de la ley (a legibus solutus), ley 
que, sin embargo, se aplicaría, con el máximo rigor, a los sujetos a dicho podeD>; igualmente, SALA ARQUER, J. M., 
«Huida al Derecho Privado y huida del Derecho», en REDA, núm. 75, 1992, p. 405, habla de «gestión interesada» en el 
caso de la AEAT; BAENA AGUll.AR, AJHERRERA MOLINA, y P. MJSERRANO ANTÓN, F., La,Agencia Tributa-
nafrente al contribuyente ... , cit.,p. 119, quienes afirman que el recurso porcentual «genera unos intereses particulares que 
pueden incidir negativamente sobre la imparcialidad de las liquidaciones tributarias giradas por la Inspección»; igualmen-
te, TEJERIW LOPEZ,J. M., La reforma de la gestión tributaria, cit.,p. 87, opina que la AEAT se convierte en <<juez y 
parte de la delicada función recaudatoria»; por su parte, SORIANO GARCÍA, J. B., Desregulación, privatización y Dere-
cho Administrativo, ed. Publicaciones del Real Colegio de España, Bolonia, 1993, p. 5, va más allá, y habla de «ejemplo 
brutal y cínico de burla al Estado de Derecho»; por su parte, AGUALLO AVILÉS, A, El contribuyente frente ... , op. cit., 
p. 36, a quien el sistema de financiación de la AEAT permite dudar de que «ejerza una influencia positiva en la «neutrali-
dad del funcionario»; sÁNCHEZ GALIANA, J. A., Las actuaciones de la Agencia ... , cit., pp. 449 Y 450, se permite 
hablar de «actuación interesada» en el «ejercicio de las facultades discrecionales por la AEAT que se guiarán por un sim-
ple afán recaudatorio que se aleja de la objetividad»; finalmente, ARIAS VELASCO, J., «La Agencia Tributaria: un barco 
a la deriva», en Quincena Fiscal, núm. 22, 1996, donde se aímna rotundamente la inconstitucionalidad de la AEAT 
-«monstruoso engendro» en palabras del autor- por fmanciarse en función de la recaudación que obtenga. 
453 De este modo, nos inspiramos en parte en la distinción entre objetividad e imparcialidad, como deriva-
ciones del principio más genérico de neutralidad de la Administración. Así, la imparcialidad haría alusión a las 
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actuaciones administrativas de gestión tributaria, como derivación del mandato gene-
ral de servir a los intereses generales sancionado en el artículo 103.l CE 454, aconse-
jan reflexionar acerca del contenido y alcance conéretos de dicho deber de objetivi-
dad para las actuaciones que desarrolla laABAT en el cumplimiento de sus funciones. 
A tal fin, la posición institucional de la AEAT, como ente funcionalmente 
descentralizado e integrado en la organización de la Administración pública, deter-
mina que la objetividad que es exigible constitucionalmente del ejercicio de las 
potestades administrativas tributarias por la ABAT no sea en absoluto diferente de 
la que se demanda de cualquier otro ente jurídico administrativo. Se trata, en efec-
to, de una cuestión que ya ha sido analizada por el Tribunal Constitucional, en la 
STC 76/1990 (F. J. 8), con ocasión de la polémica suscitada por la asunción de fun-
ciones liquidadoras por la Inspección de los Tributos, y en la que se sienta la doctri-
na que afirma rotundamente que la naturaleza de procedimientos administrativos a 
través de los que se encauzan las potestades tributarias impide que la estricta impar-
cialidad e independencia de los órganos del poder judicial sean predicables, por 
esencia, con igual significado y en la misma medida, de los órganos administrati-
vos de gestión tributaria. Dicho en otros términos, en el ámbito de la personalidad 
jurídica única de la Administración y con relaciones de jerarquía, no es posible pre-
dicar de los órganos administrativos la independencia existente en el ámbito del 
Poder Judicial, en el que los Jueces, por esencia, deben ser independientes 455. 
Efectivamente, como señaló el aludido fallo del Tribunal Constitucional, el 
principio que prohíbe ser Juez y parte en un mismo asunto y el derecho a un pro-
ceso con todas las garantías y con Juez imparcial, previsto en el artículo 24.2 CE, 
no puede ser trasladado al ámbito procedimental de la organización administrati-
va, ya que, tanto si se separan las funciones inspectoras de las liquidadoras como 
g~ntías formales -básicamente, estatuto de los funcionarios y sometimiento a procedimiento-- que rodean la actua-
clOn de la ~dmml.straclón o, más concretamente, de cada servidor público; por su parte, el contenido de la objetivi-
dad vendría conslituldo por el senlido de las directrices, fines o intereses que deben guiar la actividad administrati-
va. (Cfr. SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos de Derecho Administrativo cit. pp. 248-251) 
454 . " • 
página 115. 
En este sentido, cfr., por todos, FERREIRO LAPATZA, J. J., Curso de Derecho Financiero ... , op. cit., 
455 Para un desarrollo del argumento contenido en la doctrina constitucional citada, vide ZORNOZA 
PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones y sanciones tributarias (Los principios constitucionales del derecho sancio-
nador), ed. Cívitas, Madrid, 1992, pp. 159 Y ss. Porque como señala ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J.,Las 
tetas de .lalnspección ... , cit., P: 135, «es fundamental diferenciar las bases, los ámbitos, en los que opera cada uno de 
os prinCipIOS, puesto que c~nslderar que los esquemas garanlistas que operan en sede judicial deben operar en sede 
procedimental puede Imposlblhtar.la efectividad del procedimiento tributario»; en este orden de ideas, ya advertía 
R;\MALLO MASSANET, J., «Cnsls y reforma de la Ley General Tributaria», en Cuadernos de Actualidad, HPE, 
numo 8, 1990, p. ~9, sobre la conveniencia de afrontar la «desprocesualizació? del procedimiento tributario». 
c' Con razon,y ?esde una'p~rspe~liva general, FERNANDEZ RODRIGUEZ, T. R., «Los principios constitu-
IOnales del proceduruento administrativo», en AA.W., Gobierno y Administración en la Constitución Instítuto de 
Estudios Fiscales, Madrid, 198~, p. 114, ha ~eñalado que «la objetividad de la Administración es, pue;, y no puede 
dejar de ser, un concepto relahvb, tanto mas cuanto que en el procedimiento administrativo la Administración 
asume la doble posición de juez y parte». 
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si se atribuyen ambas a un mismo órgano, el contribuyente estará siempre ante 
una misma organización administrativa estructurada conforme al principio de 
jerarquía; circunstancia que, a diferencia de lo que sucede en los procesos juris-
diccionales, impide una absoluta independencia ad extra de los órganos adminis-
trativos. El derecho a un proceso con todas las garantías, con Juez independiente 
e imparcial, es un principio y una garantía que rige en el proceso juilicial, sin que 
quepa extenderlo al ámbito del procedimiento administrativo. 
De este modo, el aludido fallo del Tribunal Constitucional, en su Fundamento 
jurídico 8, señala textualmente que <<por la naturaleza misma de los procedimientos 
administrativos, en ningún caso puede exigirse una separación entre instrucción y re-
solución equivalente a la que respecto de los Jueces ha de darse en los procesos juris-
diccionales. El derecho a un Juez predeterminado por la ley y a un proceso con todas 
las garantías, entre las que se encuentra la independencia e imparcialidad del juzga-
dor, tiene su sede natural en el proceso judicial, razón por la cual carece de sentido la 
misma medida de imparcialidad e independencia de los órganos administrativos». 
Se trata, por consiguiente, de una cuestión que tras la concluyente doctrina 
sentada en la STC 76/1990 puede darse por defInitivamente zanjada, y cuyo ori-
gen se encuentra, como ha destacado Arrieta Martínez de Pisón, en la errónea 
traslación de una controversia histórica bien precisa de la que se quisieron extra-
er consecuencias de orden general 456. 
Pues, en efecto, como ha destacado el último autor citado, la creencia consis-
tente en que la separación de funciones inspectoras y liquidadoras supone una mayor 
garantía de objetividad para yl contribuyente trae causa del Real Decreto-ley de 22 
de octubre de 1926, que trató de salir al paso, precisamente a través de dicha separa-
ción, de los abusos protagonizados por los Inspectores, que obtenían un «premio» 
librado con cargo a las mu1tas que imponían; puesto que debido a la participación de 
los Inspectores en las mu1tas, que éstos imponían en sus labores de investigación, se 
produjo un notable incremento de actuaciones que pronto terminó en un abuso de la 
Inspección por el desmedido interés en descubrir la riqueza ocu1ta y, por tanto, parti-
cipar del premio a que tenía derecho de forma proporcional a la riqueza descubierta 457. 
Así, de una doctrina que se encontraba anclada en un problema coyuntural de 
orden orgánico o corporativo, se quisieron deducir principios de validez general, al 
~ 
456 Vide ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J., Las Actas ... , cit., pp. 81 Y ss. 
457 Como ha señalado ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J., Las Actas de la Inspección ... , cit., pp. 81 Y 82, 
«por un problema puramente orgánico, de superioridad y abusos de la Inspección por la partici~ación en las ,;\Ultas 
impuestas por ellos, se repartieron las funciones y competencias entre dos órganos. El lastre sufrido durante décadas 
es, sin duda, producto de una traducción incompleta de aquellas circunstancias históricas. No es cierto que la sepa-
ración entre funciones liquidadoras e inspectoras garantice más eficazmente los derechos del contnbuyente. La 
separación de funciones se hizo para solucionar un problema detenninado y en un momento histórico detenninado, 
porque lo cierto es que las garantías del contribuyente estaban mennadas por los abusos de los Inspectores, y ello se 
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entender erróneamente que el robustecimiento de las funciones de la Inspección, en 
perjuicio de las competencias de las OfIcinas liquidadoras, debilitaba la posición de 
independencia del administrado frente al Inspector 458 . 
'Pues bien, la conveniencia de traer a colación la citada doctrina del Tribu-
nal Constitucional está basada en que de ella es posible deducir que los paráme-
tros de objetividad que, desde un punto de vista orgánico subjetivo, vinculan a la 
ABAT como organización descentralizada funcionalmente pero estructurada con-
forme al principio de jerarquía, no son los propios de un órgano judicial, sino los I 
de un ente público estructurado conforme a tal principio; principio de organiza:-
ción presente en la organización jurídica de la ABAT, en primer lugar, por encon-
trarse integrados en ella una serie de órganos con competencia material coinci-
dente y escalonada por razón del nivel en el seno de una estructura organizativa; 
y, en segundo lugar, al garantizarse la presencia de un conjunto de poderes que 
aseguran la prevalencia de la voluntad del órgano de grado superior sobre la del 
inferior, de modo que aquél pueda en cualquier asunto dirigir y sustituir la activi-
dad del inferior, así como modifIcar y anular sus decisiones 459. 
Unas notas que están presentes en la ABAT, como lo demuestran, por un lado, 
la suprema dirección de la organización que atribuye al Presidente de la AEAT el 
apartado tres, número 2, de la Ley 31/1990, y, de otro, la organización departamental 
que estructura la organización tanto en lo que concierne a la actuación ad extra de la 
ABAT a través de los Departamentos de Gestión, Inspección y Recaudación que ejer-
citan las diferentes potestades de gestión tributaria, como, inclusive, por lo que se 
refIere a las actuaciones ad intra de la ABAT, que se desenvuelven a través de Depar-
tamentos como el de Control Financiero Interno o el de Recursos Humanos 460. 
Por todo ello cabe concluir que si la asunción de funciones liquidadoras por 
la Inspección no supuso merma alguna en la garantía de los contribuyentes, la 
misma posición debe sostenerse cuando se crea un ente funcionalmente descentra-
lizado al que se le atribuyan las competencias de gestión tributaria, puesto que el 
tradujo en la separación de funciones garantizando al contribuyente frente a la discrecionalidad de los Inspectores. 
Pero la separación de funciones no es en sí misma una mayor garantía para el contribuyente; lo fue para el de 1926 
con unas circunstancias detenninadas, pero no lo es siempre y en todo caso ante cualquier contribuyente. En otras 
palabras, la separación de funciones inspectoras-liquidadoras no garantiza mejor los derechos del contribuyente, 
aunque sí lo hizo en un momento determinado. La herencia recibida es, sin embargo, la tesis contraria». 
'58 En este sentido, vide FERREIRO LAPATZA, J. J., «Funciones liquidadoras de la Inspección de los Tri-
butos», en REDF, núm. 11, 1976, pp. 431 Y ss. 
459 En efecto, esos son los dos requisitos que aseguran el principio de jerarquía dentro de una organización. 
Así lo ha entendido la jurisprudencia contencioso-administrativa, que ha analizado BEATO ESPEJO, M., Criterios 
jurisprudenciales sobre el principio de jerarquía ... , cit., pp. 265 y ss.; e igualmente la doctrina, vide, en tal sentido, 
PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. n, «Organización y empleo público», cit., p. 23. 
460 La organización interna de los Departamentos de la AEA T se encuentra regulada en la Orden ministerial de 
2 de junio de 1994, por la que se deSarrolla la estructura de la AEAT; disposición que fue parcialmente modificada por la 
Orden ministerial de 10 de julio de 1997, por la que se modifica la estructura de los Servicios Centrales de la AEA T. 
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contribuyente se relacionará en todo caso con un ente integrado en el complejo 
organizativo unitario de la Administración pública, estructurado básicamente con-
forme al principio de jerarquía. En definitiva, la creación de la AEAT no supone 
más que una expresión de la libertad de configuración organizativa de la que está 
investido el legislador, que se ha expresado en la concentración de las funciones 
tributarias en un ente institucional, como solución organizativa que puede permitir 
aJa Administración tributaria realizar más efizcamente las funciones que el orde-
namiento exige de la Administración Tributaria, pero que, desde la perspectiva de 
las garantías individuales, no altera el estatuto jurídico del contribuyente. 
Yes que, ciertamente, con la creación de la AEAT el legislador, en consonan-
cia con otros fenómenos de descentralización funcional, se ha limitado a concentrar 
en un ente autónomo una serie de competencias que antes residían en órganos diver-
sos de la Administración General del Estado. Por medio de dicha concentración, se 
ha quebrado et tradicional esquema organizativo de la Administración tributaria 
española, que ha estado integrada en una realidad organizativa más extensa, que 
podríamos denominar Administración de la Hacienda Pública; un complej~ organi-
zativo cuya desconcentración operativa tenía lugar a través de las DelegacIOnes de 
. Hacienda, que ostentaban, junto a las tradicionales funciones de gestión tributaria, 
distintas funciones no tributarias como las relativas a las actuaciones de los órganos 
de intervención, a la gestión de las clases pasivas o del Patrimonio del Estado o a las 
tareas vinculadas con pagos presupuestarios o gestión de la lotería pública 461. 
En este determinado contexto, la AEAT representa, en definitiva, un fípico 
fenómeno de descentralización funcional por el que se asignan al nuevo ente las 
tareas exclusivamente tributarias y se termina con una situación en la que las 
Delegaciones de Hacienda realizaban funciones ajenas a la gestión de los tribu-
tos. De forma que de una concepción de las Delegaciones de Hacienda como 
representaciones del Departamento en las que se encuadraban actuaciones de 
muy distinta naturaleza en la gestión financiera del Estado, se pasa a unos órga-
nos de la AEAT centrados exclusivamente en las funciones tributarias que les 
están encomendadas. En efecto, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 7.° del Real Decreto 1848/1991, de 30 de diciembre, de modificación parcial. 
de la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y Hacienda, las Dele-
461 Sobre la necesidad de descentralizar'las funciones de gestión tributaria en un ente públic?, vid~, M~IS­
TERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA., Informe sobre la reforma ... , cit., pp. 162 Y ss.; en esta Imea Vide D ~ 
YUBERO, F./MARTÍNEZ GIL, l., La Agencia Estatal..., cit., pp. 2 Y ss.; DELGADO PACHECO, A.,.La creacl.ón 
de la Agencia ... , cit., pp. 1392 Y ss.; GAITEIRO FORTES, L, Refor,!,as p~ra el mejor func/On~mlento ... , .Clt., 
páginas 156 y ss.; MURRIA ARNAU, L, «La agencia estatal de adlllllllstraclon tnbutana», en ReVista Valenc¡ana 
de Hacienda Pública, Palau 14, mayo/agosto 1992, pp .. 149 y, ss.; MOYA HUR:ADO DE MENDOZ~ 
R. M./WERT ORTEGA, M., La Agencia Estatal de Admlnlstrac/On ... , Clt., pp. I Y ss., DÍAZ YUBERO, F., 
Agencia Estatal..., cit., pp. 33 Y ss. 
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gaciones Provinciales de Economía y Hacienda se constituyen en las sucesoras 
de las Delegaciones de Hacienda, en aquellas materias que el artículo 103 de la 
Ley 30/1990 no atribuye a la AEAT y que con anterioridad eran desempeñadas 
por las Delegaciones de Hacienda 462. En coherencia con estos preceptos, el 
artículo 103 de la Ley 31/1990 dota a la AEAT de los resortes jurídicos precisos 
para llevar a cabo tanto la contratación de personal como la gestión de sus recur-
sos materiales a través de la ejecución de su presupuesto 463. 
I Pero la concentración de dichas funciones en un ente institucional no alte-
ra, en definitiva, las exigencias de obtetividad que sujetan la actuación de la 
Administración pública, pues el contribuyente sigue estando situado, como cree-
mos haber demostrado, frente a un ente público estructurado conforme al princi-
pio de jerarquía. Esta constatación no significa, lógicamente, que la creación de 
un ente funcionalmente descentralizado sea la única opción válida de política 
legislativa, sino simplemente una opción más, en la que se manifiesta la amplísi-
ma libertad de configuración organizativa de la que está investido el legislador. 
Ahora bien, la posición institucional de la AEAT exige que sus actuacio-
nes se rodeen de una serie de garantías de índole formal, sancionadas por la 
Constitución, en orden a asegurar que dichas actuaciones se atengan al princi-
pio de legalidad y sirvan con objetividad a los intereses generales. Y estas exi-
gencias se encuentran, a !}.uestro juicio, perfectamente satisfechas a través de 
dos aspectos fundamentales del régimen jurídico de la AEAT: en primer lugar, 
el régimen estatutario al que se encuentra sometido el personal de la AEAT que 
realiza funciones públicas, singularmente el personal inspector, garantiza la 
imparcialidad en el ejercicio de sus funciones, cumpliendo de este modo el 
mandato contenido en el artículo 103.3 CE; y en segundo lugar, el artículo 103 
de la Ley 31/1990 garantiza el sometimiento a procedimiento administrativo de 
las funciones públicas desempeñadas por la AEAT, por medio del estableci-
miento de un conjunto de reglas de comportamiento tendentes a asegurar el 
correcto uso de las potestades administrativas de las que es titular la AEAT, en 
plena sintonía con la funcionalidad del procedimiento administrativo prevista 
en el artículo 105, e), de la Constitución 464, 
462 Vide, sobre ello, DELGADO PACHECO, A., La gestión de los tributos en el marco de la nueva Agen-
cia ... , cit., pp. 14 Y ss. 
463 Sobre las consecuencias prácticas, traducidas en una agilización de la gestión que ello supone, vide, 
GAITEIRO FORTES, J., «La Administración Tributaria en el marco de la organización de la Administración públi-
CID>, Cuadernos de Formación de la Inspección de los Tributos, núm. 16, 1991, pp. 25 Y ss. 
464 Precisamente, SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , cit., p. 251 ,entiende que los principios 
de objetividad e imparcialidad san,cionados por la Constitución operan a través del régimen estatutario de los fun-
cionarios públicos y de la satisfacción de la funcionalidad básica del procedimiento administrativo, que la ley debe 
regular y al cual ha de acomodarse la actuación administrati va. 
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Así, por lo que se refiere al régimen al que se sujeta el personal de la AEAT, 
debemos recordar la previsión contenida en el apartado cuatro, número 1, del 
artículo 103 de la Ley 31/1990, que establece el sometimiento del «personal fun-
cionario y laboral a la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Reforma de la Función 
Pública, y en el caso del personal funcionario a las de~ás leyes que regulan el 
régimen estatutario de los funcionarios públicos, excepto en los supuestos espe-
cialmente previstos en esta Ley». 
Por consiguiente, la Ley 31/1990 admite, como ya hemos destacado 465, un 
doble estatuto -funcionarial y laboral- del personal que en ella preste sus servi-
cios. Esta situación fue legitimada, como es sabido, por el Tribunal Constitucional 
en su Sentencia 99/1987 (F. J. 6) con ocasión del enjuiciamiento de la constitucio-
nalidad de la Ley de Medidas de la Función Pública de 2 de agosto de 1984. ~n 
efecto, de acuerdo con la doctrina de dicha Sentencia, «se trata de regímenes jurí-
dicos distintos aplicables a situaciones diferentes, es decir, uno estatutario y otro 
laboral, puesto que no son los mismos los derechos y deberes de uno y otro perso-
nal y es razonable esa distinción, ya que, como se dijo en la Sentencia 57/1982, la 
igualdad de trato de funcionarios y trabajadores no se infiere de la Constitución, y 
de ello es prueba la también distinta regulación y previsión constitucional, cuyo 
artículo 35 remite al Estatuto de Trabajadores y el artículo 103.3 al Estatuto de los 
Funcionarios, lo que justifica las regulaciones diferenciadas, que no parecen irra-
zonables. Si la distinción entre ambos regímenes es una opción constitucional-
mente lícita del legislador, también lo será la diferencia en los elementos configu-
radores de los mismos, no justificando por ello la sospecha de arbitrariedad». 
Sin embargo, el Tribunal Constitucional, a juicio de cierto sector doctrinal, 
no precisa cuáles son las funciones que deben ser necesariamente realizadas por 
funcionarios públicos y aquellas otras que pueden prestarse por personal laboral, 
que no se encuentra sometido, en consecuencia, al régimen estatutario de los fun-
cionarios públicos. Esta ausencia de concreción, con todo, no es atribuible al Tri-
bunal, el cual, si no aborda frontalmente esta cuestión, es porque tampoco lo 
hicieron los recurrentes 466. El recurso se limitó, por tanto, a analizar el contenido 
de la reserva de ley prevista en el artículo 103.3 CE; análisis del que se derivó la 
465 Vide epígrafe n.B! del capítulo primero de este trabajo. . . , ,.' 
466 Así, PARADA VAZQUEZ, R., Derecho Administrativo, t. n, «OrgamzaciO~ y eI?pleo pubhc~», ~It., 
página 406, quien señala que si el Tribunal Constitucional no entra a enjuiciar la c?nstItuciOnahdad de la aphcacI6n 
de un régimen jurídico doble, laboral y de función pública en una misma orgamzacIón, se debe a que el ~po P,opu-
lar no abordó esta cuestión en su recurso. Pese a ello, según PARADA, el Tribunal ConstItuciOnal admIte ImphcIta-
mente la dualidad de regímenes, al establecer que la aplicación del Derecho Laboral a parte de los empleados de la 
Administración no origina una discriminación arbitraria en los derechos de los funcionarios y se hace con el ar~u­
mento, para este autor puramente formal y que envuelve una petición de principio, de que ambos regímenes, funCIO-
narial y laboral, se encuentren plenamente diferenciados en la Constitución. 
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inconstitucionalidad de la primitiva redaccióir del artículo 15 de la Ley 30/1984, 
porque no garantizaba una efectiva sujeción de los órganos administrativos a la 
hora de decidir qué puestos concretos de trabajo pueden ser cubiertos por quienes 
no posean la condición de funcionario. Tras este pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional, el legislador se vio obligado, consecuentemente, a concretar en el 
citado artículo 15 los puestos de trabajo que podían ser cubiertos por personal 
laboral, que quedaría en esencia relegado a cubrir puestos de naturaleza no per-
manente o instrumental 467. 
Con todo, dicho precepto no ha despejado para un sector de la doctrina 
administrativista las dudas acerca de los límites constitucionales a la laboraliza-
ción de la función pública, habida cuenta de la inconcreción del último precepto 
citado y de la ausencia de una doctrina clara del Tribunal Constitucional en cuan-
to a la naturaleza de las funciones que deben necesariamente ser cubiertas por 
personal funcionario. Este interrogante ciertamente requiere una respuesta preci-
sa, pues parece que si del ejercicio de ciertas funciones administrativas se derivan 
consecuencias en el estatuto jurídico del ciudadano, que incluso pueden afectar a 
derechos fundamentales, es razonable entender que el artículo 103.3 CE reclama 
su ejercicio por un personal sometido a un régimen estatutario que incorpore 
fundamentales garantías de objetividad, imparcialidad e independencia en el ejer-
cicio de la función; un régimen, en fin, que garantice la imparcialidad de cada 
servidor público en el desempeño de las funciones públicas, que sanciona el 
artículo 103.3 CE 468 • 
Pues bien, creemos que el artículo 103 de la Ley 31/1990 y su normativa de 
desarrollo afrontan directamente y sin ambigüedades esta importante cuestión, 
asegurando que sólo el personal funcionario realice funciones que supongan ejer-
467 Y así el artículo 15 de la Ley 23/1988, de 28 de julio, de Modificación de la Ley de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública, señala que «con carácter general los puestos de trabajo de la Administración del 
Estado y de sus organismos autónomos, así como los de las entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguri-
dad Social serán desempeñados por funcionarios públicos». No obstante dicho precepto admite que puedan ser 
desempeñados por personal laboral: «a) los puestos de naturaleza no permanente y aquellos cuyas actividades se 
dirijan a satisfacer necesidades de carácter periódico y discontinuo; b) los puestos cuyas actividades sean propias de 
oficios, así como los de vigilancia, custodia, porteo y otros análogos; c) los puestos de carácter instrumental corres-
pondientes a las áreas de mantenimiento y conservación de edificios, equipos e instalaciones, artes gráficas, encues-
tas, protección civil y comunicación social, así como los puestos de las áreas de expresión artística y los vinculados 
directamente a su desarrollo, servicios sociales y protección de menores; d) los puestos correspondientes a áreas de 
actividades que requieran conocimientos técnicos especializados cuando no existan Cuerpos o Escalas de funciona-
rios cuyos miembros tengan la preparación específica necesaria para su desempeño, y e) los puestos de trabajo en el 
extranjero con funciones administrativas de trámite y colaboración y auxiliares que comporten el manejo de máqui-
nas, archivo y similares». 
, 468 Cfr., SANTAMARíA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , cit., pp. 249 y ss.; también PARADA 
V AZQUEZ, R., op. últ .cit., pp. 4Q6-409, que manifiesta su preocupación sobre los peligros de instrumentalización 
política del funcionariado que representa una excesiva laboralización del personal que presta sus servicios a la 
Administración. 
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cicio de autoridad. Esta conclusión se desprende tanto del ya citado apartado cua-
tro, número 1, del repetido artículo 103, al someter al personal funcionario de 
la AEAT al régimen estatutario del resto de los funcionarios públicos, como de la 
recepción que del RGI efectúa el apartado dos de la misma Ley. 
En efecto, según ya notamos, el artículo 5 RGI establece que «las actua-¡ 
ciones derivadas de las funciones señaladas en el artículo 2 de este Reglamento 
-relativo a las funciones de comprobación, investigación y liquidación- se rea-
lizarán por los funcionarios que desempeñen los correspondientes puestos de 
trabajo de los órganos con competencia para la inspección de los tributos». Asi-
mismo, de acuerdo con 10 prescrito en el apartado tercero del citado artículo 5, 
«sólo los funcionarios que ocupen los puestos de trabajo que supongan <11 
desempeño de funciones propias de la inspección de los tributos, desde la toma 
de posesión en los mismos, estarán investidos de los correspondientes dere-
chos, prerrogativas y consideraciones y quedarán sujetos tanto a los deberes 
inherentes al ejercicio y dignidad de la función pública como a los propios de 
su específica condición». 
En desarrollo del último precepto citado, el apartado nueve de la Resolu-
ción de 24 de marzo de 1992, del Presidente de la AEAT, sobre organización y 
atribución de funciones a la Inspección de los Tributos en el ámbito de la compe-
tencia del Departamento de Inspeción Financiera y Tributaria, dispone que «Sin 
perjuicio de 10 dispuesto en.el apartado sexto del artículo 7.° del Reglamento 
General de la Inspección de los Tributos -relativo al deber de secreto y sigilo de 
todo el personal en órganos o dependencias con competencias inspectoras- sólo 
los fun<?ionarios públicos que desempeñen los puestos de trabajo a que se refieren 
los apartados uno, 2, ocho y doce de esta Resolución tendrán las facultades pro-
pias de la Inspección de los Tributos a los efectos de realizar las actuaciones ins-
pectoras, documentar sus resultados y dictar las liquidaciones u otros actos admi-
nistrativos que procedan, según las tareas propias de cada puesto de trabajo» .. 
Ello equivale a reservar a los funcionarios públicos, en fin, cualquier expresión 
de ejercicio de autoridad, quedando los Agentes Tributarios de la Hacienda Públi-
ca para tareas meramente preparatorias o de comprobación o prueba de hechos o 
circunstancias con trascendencia tributaria, de acuerdo con 10 que establece el 
apartado ocho de la última Resolución citada. 
Además, interesa subrayar que la citada Resolución del Presidente de la 
AEAT, de atribución de funciones a la Inspección de los Tributos, supone un 
freno a la laboralización de las funciones de gestión tributaria, al establecer en su 
disposición transitoria catorce que los Agentes de la Hacienda Pública, creados 
por la Ley 37/1988 dentro del Cuerpo General Administrativo de la Administra-
ción del Estado, están destinados a absorber a los actuales Agentes tributarios. 
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En definitiva, el estatuto funcionarial al que se encuentra sometido el perso-
nal inspector expresa la intención del legislador de mantener la superioridad de las 
razones de orden técnico-jurídito sobre las de cualquier otro tipo en la aplicación de 
las leyes tributarias. De ahí que la garantía personal de que goza el funcionario de 
aseguramiento de su puesto de trabajo, siempre que cumpla sus deberes de oficio, 
no, es sino el reflejo de la necesidad de autonomía e independencia que requiere una 
actuación administrativa sometida a la legalidad. Porque sólo a través de la prima-
cía de la racionalidad jurídica se asegura la presencia de la independencia como 
sustrato fundamental del modelo organizativo de la Administración pública, debido 
a la premisa especialísima de que la voluntad administrativa está condicionada al 
marco diseñado por el principio de legalidad, tal y como la Constitución quiere, al 
establecer en su artículo 103.3, que la ley que regule el estatuto de los funcionarios 
públicos debe garantizar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones 469. Un 
deber de neutralidad e independencia cuya vulneración constituye, de acuerdo con 
10 'que establece el artículo 76 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, una 
infracción disciplinaria que puede acarrear incluso la separación del servicio. 
I y junto a la fundamental garantía de aseguramiento del puesto de trabajo, 
deben añadirse otras que revisten especial importancia en el ámbito tributario, tales 
como el deber de informar a los interesados con motivo de las actuaciones inspec-
toras acerca de sus derechos y deberes tributarios y de la conducta que deben seguir 
en sus relaciones con la Administración, prevista en el artículo 7 RGI. E igualmen-
te la garantía contenida en el mismo precepto citado, que regula el contenido de los 
deberes de secreto y sigilo que, reiterada en el apartado cuatro, número 8, del artícu-
lo 103 de la Ley 31/1990, deben observar los funcionarios de la Inspección de los 
Tributos en el cumplimiento de su función respecto de los asuntos que conozcan 
por razón de su cargo; deberes cuyo incumplimiento puede producir responsabili-
dades administrativas e incluso las penales previstas en los artículos 367 y 368 del 
Código Penal 470. Y finalmente debemos mencionar las técnicas de abstención y 
recusación contempladas en los artículos 28 Y 29 LRJAP Y PAC, que garantizan el 
mínimo de imparcialidad exigible de los agentes que actúan en nombre de la auto-
ridad pública. 
469 Cfr. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Los principios constitucionales ... , cit., pp. 113 Y SS.; SANT A-
MARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , cit., pp. 249 Y SS.; también, BREWER-CARIAS, A. R., Principios del 
procedimiento administrativo, ed. Cívitas, Madrid, 1990, pp. 156 Y SS.; LÓPEZ MENUDO, F., «Los principios 
generales d~1 procedimiento administrativo», en RAP, núm. 129, 1992, pp. 51 Y 52; en tal sentido, y como recuerda 
ORTEGA ALVAREZ, L., La función pública, en PAREJO ALFONSO/JIMÉNEZ-BLANCO/ORTEGA ÁLVA-
REZ, ~Man~al de Derecho Administrativo», cit., pp. 504 Y 505, el principio de imparcialidad pretende, entre otros 
fines, Impedir que los funcionarios vulneren el principio de legalidad y dotar al funcionario de un ámbito de inde-
pendencia frente a presiones corporativas. 
470 Sobre el contenido de los deberes de secreto y sigilo, vide DELGADO PACHECO, A., Derechos, debe-
res y facultades del personal inspector en el desarrollo de sus funciones, cit., pp. 211 Y ss. 
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Además, el estatuto funcionarial del personal inspector no se encuentra en I 
absoluto afectado por las excepciones que el artículo 103 de la Ley 31/1990 intro-
duce, como vimos 471, en el régimen de personal de la AEAT, respecto de la 
Ley 30/1984. Pues la circunstancia de que sean órganos de la AEAT, y no del 
Ministerio de Economía y Hacienda o del Ministerio para las Administraciones 
Públicas, los que elaboren y aprueben su propia oferta de empleo público, o el 
hecho de que aquellos órganos tengan capacidad para convocar pruebas de acce-
so de personal funcionario y de contratación de personal laboral 472 , en absoluto 
afectan a las obligaciones estatutarias que incumben al personal inspector en sus 
relaciones con los obligados tributarios. 
y la circunstancia de que el Presidente de la AEAT, por otro lado, tenga 
capacidad para la fijación de las retribuciones del personal tampoco altera, a 
nuestro juicio, las garantías de los obligados tributarios frente a las actuaciones 
que desarrollen los órganos inspectores 473 . Dicha conclusión se mantiene pese a 
que entre tales retribuciones, que habrán de ajustarse a lo que establezcan cada 
año las Leyes anuales de Presupuestos -de acuerdo con lo que dispone el aparta-
do cuatro, número 3, del artículo 103 de la Ley 31/1990-, se encuentre el com-
plemento de productividad que, regulado en el artículo 23 de la Ley 30/1984, está 
destinado a retribuir el especial rendimiento, la actividad extraordinaria y el inte-
rés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su trabajo y cuya cuantía glo-
bal no podrá exceder de un porcentaje sobre los costes totales de personal de cada 
programa y de cada órgano que se determinará en la Ley de Presupuestos. 
En efecto, los diferentes conceptos que integran las retribuciones del perso-
nal inspector al servicio de la AEAT, entre los que se encuentra el complemento de 
productividad, se desenvuelven dentro del marco de la relación de servicios que 
vincula al ente público con los Inspectores, pero no incide en absoluto sobre el 
status orgánico de los mismos. Pues cualquier miembro del personal inspector, por 
su calidad de funcionario público y con absoluta independencia de la cuantía del 
complemento de productividad que le corresponda, se encuentra sometido, entre 
otros, al deber de imparcialidad y al resto de las garantías anteriormente enumera-
das en orden a una actuación respetuosa con el principio de legalidad. 
471 En el epígrafe ILB) del capítulo primero de este trabajo. 
472 Sobre estas cuestiones. que exceden sobradamente el objeto de nuestro trabajo. vide CARRASCO 
CANALS. C .. La Agencia Estatal de Administración Tributaria: una regulación funcionarial atípica. cit.. pp. 177 
Y ss.; ARROYO YANES. L.. La Agencia Estatal de la Administración Tributaria y la reforma ...• cit.. en PÉREZ 
MORENO. A. (Dir) .• Administración Instrumental ...• t. l. cit.. pp. 201 Y ss. 
473 Frente a lo que sostiene FERREIRO LAPATZA. J. J .• Nota sobre la Agencia Estatal de la Administra-
ción Tributaria, cit .. p. 403. que afirma que la mayor libertad de acción que tiene la AEAT para fijar las retribucio-
nes de su personal puede generar unos intereses particulares en los órganos administrativos que colisionen con el 
interés general que la función tributaria incorpora. 
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Yes que, como ha destacado Ortega Álvarez, es preciso diferenciar entre la 
relación orgánica del personal funcionario, que debe estar marcada por el carác-
ter estatutario que sujeta la actuación de los funcionarios para la consecución del 
interés público, de la concreta relación de servicios que vincula a esos funciona-
rios con la Administración pública 474; de forma que el legislador puede juzgar 
acerca de la conveniencia de que en la relación de servicios entren en juego diver-
sas consideraciones de tipo contractual, ligadas a las relaciones existentes entre la 
situación de privilegio que determinado personal por su especial cualificación 
puede ocupar en la sociedad y una Administración a la que no es posible concebir 
por más tiempo como una realidad aislada de esa sociedad 475. 
, 474 Cfr. ORTEGA ÁL v AREZ. L.. La función pública. en PAREJO ALFONSO/JIMÉNEZ BLANCO/ORTE-
GA AL V AREZ, Manual de Derecho Administrativo. op. cit .• pp. 503 y 504. 
475 En la ~emoria de la Administración Tributaria. Ministerio de Economía y Hacienda. Madrid. 1990. 
pueden encontrarse Interesantes referencias y estudios comparativos acerca del incremento continuo de las exceden-
cias voluntarias.al sector privado experimentadas por los funcionarios integrantes del Cuerpo de Inspección Finan-
ciera y Tnbutana entre los años 1987 y 1990; también da cuenta de esta situación CASTILLO LÓPEZ. J. M., El 
fraude fiscal en España. ed. Co~ares. Granada. 1994. pp. 137 Y ss .. que califica como especialmente preocupante el 
abandono del, Mmlsteno de HaCienda y traslado al sector privado de altos funcionarios. a pesar de ser los que tienen 
una retn~uclOn más alta. En efecto. según indica este autor, uno de los lastres con los que se encuentra la lucha con-
tra el fraude fiscal es la baja eficacia de la Inspección de Hacienda. por la existencia de restricciones institucionales 
que dific~ltan el traslado a la actuación inspectora de una serie de pautas de la esfera privada que. a buen seguro. 
redundanan en una mejora neta de su eficacia. 
. E~ ,este sentid? acertadamente 'destaca MORENA Y DE LA MORENA. L. de la., Análisis factorial de la 
orgamzaclOn:dfin. CIt.. PP: ~8 y 39. que <<la estabil4lad y el progreso de una organización dependerán. no poco. 
del grado de ajuste o de tenslOn que se dé entre los fines objetivos de la organización (fines operis) y los fines sub-
Jetivos de sus componentes (fines operantis); muy sugerentes resultan. asimismo. las reflexiones de NIETO A. 
«Reforma administrativa y modernización de la Administración pública: ¿un problema pendiente?». en Re~ist~ 
Vasca de Administración Pública, núm. 23. enero-abril 1989. pp. 133 y 134. acerca de las imbricaciones entre la 
so~~edad capitali~ta y el mismo Estado que.ha quedado integrado en su seno o. si se quiere. al hecho de que la 
SOCiedad se haya msert~do en la estructura estatal. estableciendo un complejo superestructural, que suele denomi-
narse «Estado corporativo» y que se rige también por una inspiración única. en la que sólo formalmente se distin-
gue .entre lo ~úblico y lo privadO .. Negar esto, señala el autor citado. sería negar la evidencia y hasta la propia natu-
raleza y ex~stencI~ d~ tal realidad y obrar como si no existiese. Todo esto significa. por tanto. que las 
AdrnmlstraclOne~ publicas han de adaptarse a esta realidad y comprender que no se trata ya sólo de umis relaciones 
de mterpenetraclón o coordinación entre sociedad y Estado sino de un fondo común. Porque podrá estarse de 
acuer?o: o no. con esta realidad. pero lo que resulta ingenuo es negar la existencia de tal realidad y obrar como si 
no eXistiese. 
, Y por lo qu,: se refiere a la adaptación del estamento burocrático a esta realidad. señala NIETO que «mal 
~a la Admimstraclón en no aceptar la nueva situación y pasar por alto estas transformaciones. Su cicatería retri-
~ut¡va cuesta muy cara. En tales circunstancias no cabe a la Administración otra salida que la de adaptarse a los 
tiempos y aceptar las cosas como son. Ya no bastan el sueldo y la disciplina para motivar a los funcionarios: hay que 
IDventar nuevos estímulos. No hay ningún campo en el que sea tan urgente como en éste la modernización. Al cabo 
d~ muchos ensayos y fracasos. en el extranjero han creído encontrar la piedra filosofal en la llamada "cultura admi-
ms~tlva". que no es un simple vocablo sino que se articula en manifestaciones muy concretas. aunque todavía se 
~~hquen,co~ t¡tubeo~ y su b0n,dad no se haya confirmado del todo. Pero. a falta de otras soluciones. las Administra-
~ones !,ublicas espanolas debler~ seguir muy aten~mente este proceso. Porque lo que es claro es que -con la Fun-
ción Púbhca ~ctual no hay AdrnIDlstraclón efiCaz pOSible; y sin una Administración pública mínimamente eficaz. no 
~y Estado digno de tal nombre; y SID Estado -al menos en el momento histórico en que nos encontramos- no hay 
sistema social internamente viable ni europeamente homologable». 
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Pero es que, además, como ya ha sido destacado por la doctrina 476, la AEAT 
no recurre a los esquemas clásicos de participación de los inspectores en la recau-
dación, pues lo que se establece en la norma creadora de la AEAT es la financiación 
de todos los programas de gasto de la AEAT a través de créditos aprobados por la 
Ley anual de Presupuestos. En efecto, la integración del Presupuesto de la AEAT 
en los Presupuestos Generales del Estado y la recepción plena que el apartado uno, 
número 3, del artículo 103 de la Ley 30/1990 efectúa del principio de unidad presu-
puestaria 477, hacen que cualquier tipo de modificación en la cuantía o en el destino 
de las partidas inicialmente aprobadas por las Cortes Generales se realice, bien en 
la medida en que lo permita la Ley anual de Presupuestos o bien, supletoriamente, 
ateniéndose a las prescripciones de la Ley General Presupuestaria. 
y es preciso destacar estas previsiones porque, frente al fenómeno de las Cajas 
especiales, de las que constituyen referencias históricas en el ámbito de la Adminis-
tración tributaria el «Fondo para partícipes en multas» y la «Caja Central de la Ins-
pección» 478, Y cuya finalidad era retribuir a los miembros de determinados Cuerpos 
de funcionarios de elite a través de una participación en determinados fondos prove-
nientes de exacciones o sanciones que no se integraban en el Tesoro público con el 
fin de completar sus remuneraciones presupuestarias, tanto las retribuciones básicas 
como las complementarias del personal que presta sus servicios en la AEAT se ajus-
tan a las previsiones que cada año realice la Ley anual de Presupuestos .. 
En efecto, no pueden soslayarse las consecuencias que también para la 
determinación de las retribuciones del personal de la AEAT se derivan de la 
recepción por el artículo 103 de la Ley 31/1990 del principio de unidad presu-
puestaria en su vertiente de caja única, en cuanto al mantenimiento del sentido 
funcional del Tesoro público. Porque la AEAT, al no hacer en ningún momento 
suyos los recursos que administra, refuerza la idea de control de todas las aten-
ciones a las que destine aquéllos. Y desde el momento en que todos los recursos 
gestionados por la AEAT alimentan el Tesoro Público, las normas y principios 
que determinan el régimen jurídico temporal de gestión, empleo y contabilidad 
de los caudales públicos son plenamente aplicables 479. Sin perjui~io, además, de 
476 Cfr. ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN. J .. Las Actas ...• cit..p. 147. 
477 Sobre el principio de unidad presupuestaria. vide RODRíGUEZ BEREIJO. A .. La Ley de Presupues-
tos ...• cit.. en AA.W .• «Hacienda ... ». cit .. pp. 197 Y ss.; SAINZ DE BUJANDA. F .. Sistema de Derecho Financiero, 
t. l.. vol. 2.°. cit.. pp. 400 Y ss. , . 
478 Como ha notado ARRIETA MARTÍNEZDE PISÓN. J .. Las Actas ...• cit..p. 78. el «Fondo parapartlCI-
pes en multas». por el que se daba el «premio» al personal inspector librado con cargo a la multa. fue suprimido por 
el Real Decreto-ley de 22 de octubre de 1926 y reemplazado por la «Caja Central de la Inspecciófi». en la que el pre-
mio era girado sobre las cuotas ingresadas para su gestión y de éstas detraído. . . 
479 Así. a mero título de ejemplo. podemos citar los artículos 21 y 25 de la Ley 21/1993. de 29 de diCiem-
bre. de Presupuestos Generales del Estado para 1994, preceptos encuadrados dentro del título III -titulado «De los 
gastos de personai»-, prescriben el límite de las retribuciones íntegras del personal al servicio del sector público. Slll 
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los pertinentes controles que sobre la aplicación de las atenciones presupuestarias 
destinadas a retribuir al personal de la AEAT puedan efectuar tanto la Interven-
ción General del Estado como los órganos de control externo que supervisan la 
actividad financiera de la AEAT. 
Así, por lo que se refiere a ese especial rendimiento que pretende retribuirse a 
través ~el complemento de productividad, conviene recordar que puede valorarse 
en. fu~cIón del gr~do de consecución de cada programa de gasto, pudiéndose nutrir, 
aSImIsmo de los Incrementos automáticos que experimente la cuantía global del 
Presupuesto de la AEAT con ocasión de un aumento en los ingresos inicialmente 
pre:istos en la Ley anual de Presupuestos por razón del porcentaje de recaudación 
denvada de actos de liquidación 480. De ahí que el responsable de gestión de cada 
programa de gasto de la AEAT determinará, dentro de las correspondientes dotacio-
nes presupuestarias y de acuerdo con la normativa establecida en la Ley de Presu-
puestos, la cuantía individual que corresponda, en su caso, a cada funcionario. 
En definitiva, siempre deberán ser l,!s Leyes de Presupuestos las que fijen 
con escrupuloso respeto de los componentes retributivos básicos estatutarios 
co~un~s para t~dos los f~n~ionarios civiles, la cuantía que para cada concepto 
retn~ubv~ hab~an de percIbIrse en la AEAT, determinando, asimismo, el margen 
de. dIsc~~clOnahdad que disponen las autoridades rectoras de esa Entidad para la 
aSIgnaclOn de las retribuciones no regladas, entre las que se encuentra el comple-
. mento de productividad 481 . 
perjuicio.según establece el apartado tre.s del artículo 21 de la citada Ley. de «las adecuaciones retributivas que con carác~er slllgular y excepc~onal resulten Imprescllldlbles por el contenido de los puestos de trabajo. por la variación d~1 numero de efectivos aSlgn~dos a cada programa o por el grado de consecución de los objetivos fijados al mismo. 
siempre c~n ~stncto cumphIIl1ento de los artículos 23 y 24 de la Ley 3011 984. de Medidas para la Reforma de la FunCión Púbhca» (la cursiva es nuestra). 
480 Significativamente. y como ejemplo. citemos el artículo 22.uno. b). de la Ley 21/1993. de 29 de diciemhre. 
de Presupuestos Generales del Estado para 1994 .. dispone que el conjunto de las distribuciones complementarias. entre 
las que se encuentra ~I complemento d~ productlVldad. no experimentarán variación con respecto a las del ejercicio 
de 1993. «Slll pelJUlCIO de las m~dificaclOnes. que se deriven de la variación del número de efectivos asignados a cada 
program~~~1 grado de cons~uclón de los objetivos fijados para el mismo. y del resultado individual de su aplicación». 
. ,Cfr .. en tal sentido. ARROYO YANES, L. M .. La Agencia Estatal de la Administración Tributaria ... 
CIt.. en P~Z MO~O. A. (dlr.) .. «La Administración instrumental ... ». cit.. p. 219. . 
~ dlstnbu~lOn del.c,omplemento de productividad. como forma de considerar los incentivos del personal de la 
ABA T. vlllcula su dlstnbuclOn en funCión d~ los obj~tivos generales que se aprueben cada año para la AEAT. El pro-~diIIl1ento para .alc~zar esta finalidad consiste en aSignar un número de puntos a cada equipo o unidad de inspección 
co~o centro pnmano de urndad de resultados» (como se decribe en AGENCIA TRIBUTARIA .. Proyecto de distri-
bUCIón del complemento de productividad. enero de 1993. citado por COSTAS TERRONES J C e 'd . 
torno d " '. ' . ., oml eraClOnes en b' . e una agenclQ .... CIt.. p. 68).para postenormente atnbuir a cada miembro un resultado individual con criterios 
su ~etivos del Jefe de EqUipo o ~rndad en razón de su contribución al resultado del equipo o unidad. Entre los objeti-
vos presupuestados s~ hallan el numero de contribuyentes. la deuda tributaria y otros objetivos complementarios. 
T . Problema distinto es. como ha notado ARROYO Y ANES. L. M .. La Agencia Estatal de Administración s:~~utana, e? PÉREZ MORENO. A. (dlr.). «La Administración instrumental...», t. l.. cit.. p. 219. encontrar una 
, .de cntenos no dlsfunclOnales hgados a la productividad; porque. como recuerda COSTAS TERRONES J. o . 
ult
od· clt .•. p: 25, nos podemos encontrar con «grados de subjetividad importante» en la asignación del complem~nt~ de pr uctlvldad. 
219 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
Por último, la sujeción de las actuaciones administrativas de aplicación 
efectiva del sistema tributario por parte de la AEAT a los correspondientes 
procedimientos administrativos, como serie de actos en que se concreta la 
actuación administrativa para la realización de un fin, constituye, obviamente, 
la más importante garantía con que cuenta el contribuyente para asegurar del 
ente público una actuación objetiva al servicio de los intereses generales 482. 
Pues, como es de sobra conocido, la institución del procedimiento administra-
tivo pretende, junto a la pronta y eficaz satisfacción del interés general, asegu-
rar al administrado la sujeción de la actuación administrativa al principio de 
legalidad, en tanto que supone que la actividad de la Administración tiene que 
canalizarse obligadamente a través de unos cauces determinados como requi-
sito mínimo para que pueda ser calificada de actividad legítima. Dicho en 
otros términos, el procedimiento asegura «a priori» al administrado la existen-
cia de un iter donde se regulan una serie de actos que, partiendo de una mani-
festación jurídica situada en un plano superior -una norma- producen una 
manifestación jurídica en un plano inferior, concretada en un acto singular no 
normativo 483. 
Ahora bien, el protagonismo alcanzado por el aspecto discrecional, y por 
tanto decisional, en la configuración jurídica de los procedimientos tributarios en 
masa, exige examinar en qué medida el régimen jurídico presupuestario de la 
AEAT afecta al contenido objetivo de las actuaciones que anteriormente hemos 
denominado de control global de cumplimiento por los contribuyentes de sus 
obligaciones de autoliquidación. Este análisis exige abordar problemas que exce-
den los aspectos formales que acaban de ser examinados, y que se encuentran 
estrechamente conectados con los problemas de índole material que suscita el 
artículo 103 de la Ley 30/1990: a saber, las relaciones entre el interés recaudato-
rio alentado por el sistema de financiación de la AEAT y el elemento teleológico 
o finalista de las potestades inspectoras, cuyo fundamento se encuentra en el 
artículo 31 CE. 
482 Así. RODRÍGUEZ BEREIJO. A .• Introducción al estudio ...• cit.. p. 290. señala que <<la adopci~n ~el 
esquema procedimental como forma típica del ejercicio de la función pública y la expansión de la tutela Jun~dlc­
cional respecto de los actos administrativos. constituyen las dos vías a través de las cuales se ha afirmado pnncI-
palmente la imparcialidad de la Administración pública e~ el Estado moderno»; esta adopCión del es~uema.proce­
dimental no hace sino reafirmar. como ha recordado PEREZ ROYO. F .• «El pago de la deudatnbutana». e.n 
REDF. núm. 6.1975. pp. 274 Y 27.5. el hecho de que entre Administración y contribuyentes no eXiste contrapo~,­
ción de intereses. sino sujeción de una y otra parte a la ley; lo que conduce a RODRf,GUEZ BEREIJ? A .• op. ~lt. 
cit .• páginas 302 y 303. a concluir que las normas tributarias no son no~as de relaclOn. ya q~e nO,dl~men confh~~ 
tos de intereses. sino normas instrumentales que se enderezan al cumplimiento de una funCión publica en los té 
minos señalados por la ley. . .... . 
483 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ. J .• Comentarios a la Ley de ProcedimIento AdminIstratIvo, Clt., pp. 5 Y ss., 
GARCÍA DE ENTERRiA, EJFERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. T. R., Curso de Derecho Administrativo, t. n, 4." ed., 
ed. Cívitas, Madrid, 1993. pp. 432-437. 
220 
INCIDENCIA DEL RÉGIMEN JURÍDICO PRESUPUESTARIO ...• 
B) LAS EXIGENCIAS DE OBJETIVIDAD EN LA ACTUACIÓN DE LAAEAT 
EN CONSIDERACIÓN A LA CLÁUSULA DE ESTADO SOCIAL Y AL 
FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LAS POTESTADES DE COM-
PROBACIÓN E INVESTIGACIÓN 
La STC 110/1984 ha residenciado, como es sabido, el fundamento de las 
potestades de comprobación e investigación tributarias en el artículo 31.1 CE. 
En el fundamento jurídico 3 de la aludida resolución fue, en ~oncreto, dond~ 
se señaló, además, la necesidad de una actividad inspectora especialmente 
vigilante y eficaz, máxime cuando «en el mlmdo ac~iIalla amplitud y comple-
jidad de las funciones que asume el Estado hace que los gastos públicos sean 
tan cuantiosos que el deber de una aportación equitativa para su sostenimiento 
resulte especialmente apremiante», pues de lo contrario se produciría una dis-
tribución injusta de la carga fiscal, ya que «lo que unos no paguen, debiendo' 
pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o con menos posibili-
dades de defraudar». 
En este mismo sentido, en la Sentencia del Tribunal Constitucional 76/1990 
(FJ 3) se afirma que «el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públi-
cos es un valor constitucional de indiscutible y esencial interés público, que justi-
fica la imposición de limitaciones legales al ejercicio de los derechos individua-
les». Y para los poderes públicos este deber constitucional comporta también 
exigencias y potestades específicas en orden a la efectividad de su cumplimiento 
por los contribuyentes. Justamente por ello, la lucha contra el fraude fiscal es un 
fin y un mandato que la Constitución impone a todos los poderes públicos; de 
donde se sigue que «el legislador ha de habilitar los instrumentos jurídicos nece-
sarios y adecuados para que la Administración esté en condiciones de hacer efec-
tivo el cobro de las deudas tributarias, sancionando en su caso el incumplimiento 
de las obligaciones». 
Pues bien, tanto las declaraciones del Tribunal Constitucional acerca de la 
ubicación del fundamento de las potestades inspectoras en el artículo 31.1 CE, 
como las alusiones a la conveniencia e incluso necesidad, en el contexto de un 
Estado social y democrático de Derecho, de la existencia de una Administración 
tributaria que cuente con las potestades y medios suficientes para hacer efectivo el 
deber constitucional de contribuir, constituyen puntos de referencia demasiado 
g~néricos, a nuestro juicio, para que puedan resultar de excesiva utilidad en la 
tarea de realizar un análisis jurídico acerca de la conveniencia y la legitimidad de 
un régimen jurídico que, como el de la AEAT, estimula la obtención de la máxima 
recaudación por dicha organización, como uno de los parámetros esenciales para 
valorar, no sólo el éxito o cumplimiento por parte de la organización de sus pro-
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pios fines, sino sobre todo y más importante, la satisfacción efectiva del deber 
constitucional de contribuir. 
y consideramos, justamente por ello, que si el régimen jurídico de la 
AEAT aparece al servicio, tal como proclama la exposición de motivos de la 
Ley 31/1990, de un cumplimiento más eficaz del deber de contribuir, nuestro 
análisis debe situarse más bien en el significado jurídico concreto que el princi-
pio de eficacia, sancionado en el artículo 103.1 CE, tiene en el específico con-
texto de las funciones públicas que dicho ente público está llamado a desarrollar. 
Porque sólo a partir de la precisión del significado del principio citado es posi-
ble determinar la conexión sistemática que cabe establecer entre el régimen jurí-
dico presupuestario de la AEAT y el contenido material de las actuaciones admi-
nistrativas tributarias que se ajusta más a las exigencias de la Constitución. 
Porque si la eficacia es uno de los principios integrantes del estatuto constitucio-
nal de la Administración pública, por tanto, en nuestro ordenamiento, yen virtud de su 
misma norma fundamental, resulta entonces que la cuestión de la eficacia estatal, y 
más concretamente administrativa, es una cuestión de estricto derecho positivo 484 que, 
como tal, exige una respuesta precisa y satisfactoria, justamente en punto a la concre-
ción del contenido jurídico del citado principio a la luz del régimen jurídico de la 
AEAT y de las funciones que el ordenamiento encomienda a este ente institucional. 
En este sentido, habrá que tener presente que la eficacia es un principio 
de organización que carece de valor absoluto y de autonomía para justificar 
cualquier tipo de actuación, justamente en razón de su carácter relativo, por lo 
que se trata, por de pronto, de un principio jurídico que remite a determinados 
criterios materiales, en un mínimo grado objetivables, habida cuenta del carác-
ter heterónomo o servicial con que el artículo 103.1 CE inviste a la totalidad de 
la Administración pública. Por otro lado, la invocación realizada por la exposi-
ción de motivos de la Ley 31/1990 al principio de eficacia como idea justifica-
dora de la creación de la AEAT resulta, como ya notamos en el capítulo prime-
ro de este trabajo, de todo punto superflua, y por ello en nada contribuye a 
nuestro análisis, pues como es deducible del tenor literal del artículo 103.1, Y 
ha tenido oportunidad de recordar el Tribunal Constitucional, se trata de un 
principio que se predica del conjunto de las Administraciones públicas, no sien-
do posible, en fin, encontrar en la Constitución razones objetivas que justifi-
484 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., La eficacia como principio jurídico de la actuaci6n de la Administraci6n 
Pública, cit., p. 19. 
Frente a las opiniones doctrinales que niegan al principio de eficacia la condición de principio jurídico; así, 
GARRIDO FALLA, F., Comentario al artículo 103, en AA. VV., GARRIDO FALLA,F. (dir.) , «Comentarios a la 
Constitución», ed. Cívitas, Madrid, 1985:p. 1426; BAENA DEL ALCÁZAR, M., «Artículo 103. La organización Y 
la función pública», en ALZAGA VILLAAMIL, O. (dir.), «Comentarios a las leyes políticas. Estudios sobre la 
Constitución Española de 1978»,ed. Universidad de Valencia, Valencia, 1980, p. 286. 
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quen sectores de la actuación administrativa que exijan más intensamente la rea-
lización del principio de eficacia 485. 
De ahí que cualquier análisis sectorial que intente determinar el concre-
to significado jurídico del principio de eficacia no pueda perder de vista que 
la eficacia administrativa, en tanto que postuladora de la realización ~fectiva 
de determin~das situ~ciones normativamente prefijadas, es un principio que 
alude al ~ara~ter finalIsta de la acción de la Administración y, por tanto, care-
ce de unIvocIdad al resultar susceptible de ser expresado en diferentes mani-
festaciones 486. I 
En conclusión, la eficacia es la manifestación efectiva en la realidad sOéial 
de la realización objetiva de los intereses generales que el orsIenamiento haya 
encomendado en c~da caso a la Administración pública. La eficacia jurídica y, 
por tanto, real, de dICho principio requiere la evaluación de la actividad, el con-
trol ~el resulta~o ~~r la mis~a ~lcanzado 487. Es justamente el carácter finalista y 
rel~tl~o del pnncIpIO de efIcacIa, enderezado a la satisfacción de determinados 
objetl:os ~ormativos en mayor o menor grado preestablecidos, el motivo -de que 
eficacIa e mterés general coincidan en sustancia 488 . 
. ~firmada la sustan~ial coincidencia entre los contenidos del principio de 
efIcacIa y del concepto mterés general, también conviene recordar que este 
485 Así, PAREJO ALFONSO, L., op., últ., cit., p. 22. 
ól d ~ sr~ 27~1987(FJ. '!)'. aÍmna, en efecto, que «el principio de eficacia administrativa debe predicarse no 
s o e C4~6 a . numstraclón pubhca, smo del entero entramado de los servicios públicos». 
G Slgmficatlvamente, LEISNER, W., «Effizienz als Rechtsprinzip», en Recht und Staat in Geschichte und 
egenwart, nums. ~2/403, J .~.B . .M0hr, (~aul Siebeck), Tübingen, 1973, p. 8, al indagar sobre el posible reconoci-
:~nt~ de la eficacia como pnnclplO Jundlco de la actuación de la Administración pública, deducible del conjunto 
e e a_ onstltuclón aleman~ :-no olvidemos q~e la Ley Fundamental de Bonn, al contrario que la máxima norma 
spano~a, no recono~e exphcltamente la eficacia como principio de actuación de la Administración p 'bl' - - l ~~e qUien pr,etenda ~nda~a: el significado jurídico de la eficacia, probablemente no debe entender I~ ;s~~s~~~~ 
ce a
t 
n~rma nglda o mmovll (starre Norm.), que aparezca con un contenido unívoco, sino antes bien como un con-
P
/etO duyols contonlOs so.n vana~l~s, precisamente en función del concreto campo de aplicación en el que la eficacia 
en a a canzar vIrtualidad Jundlca. 
98,1973 En ~~;.Cidos .términos, HABERLE, P., «~ffizien~ und.".erfassung», en Archiv des 6ffentliches Recht, 
,p. , aSlnusmo, LO~ANN, H. H., «Ole Praktikablhtat des Gesetzesvollzugs a1s Ausle un sto os im 
Verwaltungsrechl», Archlv des dffentliches Rechts núm 100 1975 P 420 l' d'c . g g P, l t" .. ' . , ,. ,n I a que es precisamente el caracter 
~~v:a~ acceson~ (tlatlver oder a.kzessoris.cher Begriff) del concepto de eficacia, el origen de las divergencias 
tom es a~~rca . ~ contem~o precIso del nusmo, pues éste siempre va a depender del punto de referencia que se 
e en ~8~nsl eraClOn, es deCir, de los concretos fines de la Ley que la Administración tenga que actualizar 
de fi . Cfr. PAREJO A~FONS~, L., en la «Presentación al número monográfico dedicado al principio Jurídico 
e Icac;:>, en. DocumentaC/6n AdminIstrativa, núms. 218-219, abril-septiembre, 1989, p. 10. 
ASI, PAREJO ALFONSO, L., La eficacia ... , cit., p. 37. 
ma ex r En este contexto ~ebe entenderse la STC 178/1989 (F.J. 3) donde se afirma que «si la Constitución procIa-
sus co~ esamen~e en su ar::c~lo 1.1, que España se constituye en un Estado social y democrático de derecho una de 
m secuenCiaS es, sm u a, la plasmación real de sus valores en una organización que legitimada demO:::r~tica tiv~~d asegu~ la ef~a:a en la ~solución de los .conflictos sociales y la satisfacción de la~ necesidades de la colec: 
res y lo'spru:a ~ ~ue e garan
d 
tlzarse la eXistencia de unas Administraciones públicas capaces de cumplir los valo-
pnnclplOs consagra os constitucIOnalmente». 
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último concepto es una cláusula abierta que pretende expresar condensada-
mente el bien jurídico merecedor de protección en cada caso en el curso del 
proceso de desarrollo, integración y aplicación del ordenamiento jurídico por 
la Administración; proceso que se rige en último término por el orden consti-
tucional mismo 489. En el proceso aplicativo del ordenamiento jurídico, la 
Administración realiza, en efecto, mediante actos la noción de interés público 
dentro de los fines, alcance y requisitos señalados por la Ley; lo que significa 
que es el legislador el que define en qué consiste el interés público y es a la 
Administración a quien compete su realización efectiva. De ahí que el interés 
público sea precisamente el concepto jurídico que justifica la existencia de la 
organización administrativa, de modo que apreciar lo que exige o perjudica al 
interés público y actuar en consecuencia sea la tarea fundamental de la Admi-
nistración 490. 
Yen este determinado contexto se sitúa la AEAT, como ente institucio-
nal al que el legislador ha dotado de un régimen jurídico específico, para que 
aprecie el interés público ínsito en la aplicación de las Leyes tributarias. En 
este sentido, el análisis de las consecuencias que el régimen jurídico presu-
puestario de la AEAT supone sobre la apreciación del interés público en el 
ejercicio de las potestades de gestión tributaria se encuentra, sin duda, pro-
fundamente marcado por los principios inspiradores contenidos en la Consti-
tución acerca del sistema tributario; puesto que, aunque corresponda allegis-
lador la apreciación del interés público, lo cierto es que el artículo 31 CE con-
tiene criterios materiales de justicia que vinculan al legislador y de los que 
forzosamente se deducen importantes consecuencias también en fase de apli-
cación normativa, como reconoce el propio Tribunal Constitucional al resi-
489 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., op., últ., cit., p. 36. 
490 Como demuestra SAlNZ MORENO, F., Conceptos jurídicos indeterminados, interpretación y discre-
cionalidad administrativa, cit., pp. 313 Y ss., a la vez que subraya que «determinar «en qué» consiste el interés 
público y «a quién» corresponde apreciar lo que en cada caso aconseja o perjud,ica a ese interés !lo es sólo una cues-
tión política o filosófica, sino un problema jurídico de la mayor importancia; SANCHEZ MORaN, M., Notas sO~Te 
la función administrativa ... , cit., en PREDIERI, A./GARCIA DE ENTERRiA, E. (d~r.), <~La ?>~shtuCI?n ... », CIt., 
páginas 644-666; también MORENA y DE LA MORENA, L. de la., Losfmes de mteres publlco ... , CIt., p. 15~, 
cuando indica que la Adrrúnistración «descubre los intereses públicos, no se lo,s inventa, y menos aun los cn:a»: a:'1-
mismo, SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamentos ... , pp. 248 Y ss.; LOPEZ MENUDO, F., Los prmclplOS 
generales del procedimiento administrativo, cit., pp. 46 Y 47. ...,.' . . 
En esta misma línea de pensamiento se mueve NIETO, A., «La AdmmlstraclOn sIrve con objetivIdad los 
intereses generales», en AA.VV., «Estudios sobre la Constitución Española. Homenaje a Eduardo García de Ente-
rría», vol. III, ed. Cívitas, Madrid, 1991, pp. 2215 Y 2216, cuando señala que el interés general no es algo que le es 
dado al legislador , sino lo que él califica como tal. Y puede hacerlo sin sentirse condicionado por un reconocurue?-
to judicial. Porque en una sociedad pluralista se necesita de una autoridad que lo realice y ésta, en una democracIa 
representativa, no puede ser otra que el Parlamento. Remisión que, por otra parte, responde fielmente a la Idea de 
que la Ley no es un mero intérprete del pouvoir constitué, sino la expresión permanent~ de. ?na voluntad popular 
siempre cambiante. La Leyes, en definitiva, el eslabón que en este punto une a la Co~stltuc!On con la Admmlstra-
ción, que es la que ha de realizar en cada momento los mtereses generales que se le senalan. 
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denciar en aquel precepto el fundamento de las potestades de comprobación e 
investigación de la Administración tributaria 491. 
Pues bien, a partir de estas premisas es posible deducir qué suerte de efica-
cia demanda la Constitución de las actuaciones de la AEAT, como ente institu-
cional al que se encomiendan funciones públicas fuertemente imbuidas por el 
principio de legalidad: en concreto, la eficacia que demanda la Constitución de 
la Administración en este sector de la realidad social consiste nada men~ que 
en la realización plena de la legalidad, del Estado de Derecho, o lo que es lo 
mismo, la realización efectiva de los intereses generales inherentes a las potesta-
des de gestión tributaria; de modo que la actuación de la AEAT satisfará el prin-
cipio de eficacia si, y sólo si, es objetiva, es decir, si realiza aquellos intereses 
generales 492. 
Yel hecho de que la eficacia que la Constitución demanda de la AEAT 
deba ser primordialmente valorada a partir del interés general inherente a las 
potestades de comprobación e investigación, y no a partir de cualquier otro 
parámetro extrajurídico y ajeno a ese interés general, nos sitúa frente a la cues-
tión de fondo que late debajo de los recelos y suspicacias que ha suscitado en 
cierto sector doctrinal la creación de la AEAT. Esta cuestión no es otra, en efec-
to, que la relevancia jurídica que quepa atribuir a la recaudación, como interés 
o directriz que guía las actuaciones de la AEAT en consideración a su régimen 
jurídico presupuestario. 
Porque en el supuesto de que la mayor recaudación que seguramente gene-
rará la AEAT fuera un elemento integrante del deber constitucional de contribuir 
que han de satisfacer las potestades de gestión tributaria, la solución organizativa 
ideada por el legislador no sólo sería plenamente legítima desde un punto de vista 
jurídico constitucional, sino que, además, constituiría un avance apreciable en la 
491 En efecto, como ha destacado, desde una perspectiva general, NIETO, A., «La Administración sirve 
con objetividad los intereses generales», cit., en AA. VV., «Estudios sobre la Constitución ... », cit., t. IV., p. 2215, 
«el problema surge a la hora de precisar si la remisión que efectúa el legislador a la Administración para que aprecie 
en ca~ caso el interés público es en blanco o si, por el contrario, en la Constitución existen criterios que la Ley se ha 
de hmltar a desarrollar o concretar. Como es obvio, la respuesta a tal pregunta vendrá dada en el texto de cada una de 
las Constitu~iones. La .española nada dice sobre el particular; pero este silencio es común en el Derecho Comparado. 
Lo cual n? slgrufica, sm embargo, que se trate efectivamente de un cheque en blanco, puesto que la Ley se encuen-
tra sometida en todo caso, ya que no a criterios constitucionales concretos, si al menos a los principios inspiradores 
de la Ley Fundamental, circunstancia que tiene grave trascendencia». 
492 Para los procedimientos tributarios, vide TIPKElKRUSE., Abgabenordnung und Finanzgerichtsord-
nu~g: 11 Auflag~, v?r: 88, Tz. 2-4, atto Schmidt, K61n, 1991, que consideran, acertadamente, que el principio de 
obJet~vlda~ (ObJe~IlVltiit/Neutralitiit) es la expresión procedimental del principio de legalidad, que plasma en el 
pnncl'plO mqulSltlvo (Untersuchungsgrundsatz) que incorpora el interés público de comprobación de la verdad 
~.atenal (Feststel!.ung des wahren Sachverhalts), que incumbe a la Administración tributaria; en tal sentido, vide 
OHN, H., en HUBSCHMANN/HEPP/SPITALER., Kommentar zur Abgabenordnung und Finanzgerichtsord-
nung, 11 Auflage, vor. 88, Tz. 31. atto Schmidt, KOln, octubre 1990. 
Entre nosotros, RUIZ GARCÍA, J. R., La liquidación en el ordenamiento tributario, cit., p. 203. 
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lucha contra el fraude fiscal 493; un segundo elemento que resulta de importancia 
clave, a nuestro juicio, para el análisis jurídico dogmático de la Ley 31/1990 que 
en ningún caso sería legítimo soslayar 494. 
En definitiva, es preciso elucidar no sólo si el éxito recaudatorio de la 
ABAT puede constituirse en un elemento que sea expresión de los intereses gene-
rales que han de guiar las actuaciones de la Administración tributarii, sino 
además, si dicho elemento puede constituirse en este ámbito como un criterio 
adicional de legitimidad de la actuación administrativa. Porque creemos conve-
niente recordar aquí que en el contexto de un Estado social como el que proclama 
el artículo 1.1 CE «no basta ahora ya al Estado la legitimación que le presta el 
origen democrático del poder, ni la derivada de la efectividad (en términos tradi-
cionales) de su mando sobre los ciudadanos: le es preciso justificarse permanen-
temente en la adecuada utilización de los medios puestos a su disposición y la 
obtención de resultados reales, es decir, necesita la legitimación que proviené de 
la eficacia en la resolución de problemas sociales» 495. 
493 Desde la perspectiva de la ciencia económica, así lo ha reconocido COSTAS TERRONES, J. c., Consi-
deraciones en torno de una agencia tributaria única, cit., pp. 68 Y SS., que señala que el sistema de incentivos intro-
ducido en el régimen jurídico de la ABA T, única Administración tributaria española que por cierto tiene establecido 
de forma pública un sistema de objetivos, puede dar origen a una notable reducción del fraude; vide, en el mismo 
sentido, CASTILLO LÓPEZ, J. M., El fraude fiscal en España, cit., pp. 135-140. 
494 En efecto, desde una perspectiva estrictamente jurídica, creemos que es preciso superar la consideración 
de la Constitución como un mero límite al legislador , para, elevándose sobre este punto de vista, imprescindible 
pero necesariamente estrecho, postular en favor de una contemplación de la Constitución como un depósito de múl-
tiples posibilidades que se encuentran a disposición del legislador en ejercicio de su libertad de configuración, y en 
aras de la realización efectiva de ciertos valores y principios que están plasmados en la norma fundamental; en la 
medida en que, como ha advertido NIETO, A., «Las peculiaridades jurídicas de la norma constituciona1», en RAP, 
núm. 100-102, 1983, pp. 406 Y ss., conviene no caer en «el grave error que significa la contemplación de la acción 
del Estado desde la perspectiva exclusiva del control jurisdiccional». 
Pues en realidad, como acertadamente ha recordado STERN, K., Derecho del Estado de la República Fede-
ral Alemana, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1987 (traducción del tomo 1 de Javier Pérez Royo y 
Pedro Cruz Villalón), pp. 214 Y ss., la Constitución ni es un orden cerrado, ni tampoco, en consecuencia, es la Ley 
ejecución de la Constitución. Así, sería una comprensión errónea de la Constitución imputarle a ésta un contenido 
en base al cual el sentido de las leyes podría ser deducido inmediatamente de la Constitución, como sucede, con 
importantes reservas, en la relación entre legislación y administración. El legislador tiene un margen de actuación 
política propia. Es un órgano auténticamente político que tiene la plena responsabilidad de sus actos, pese a que la 
Constitución pueda, sin embargo, limitar, dirigir e iniciar dichos actos. 
No extraña, por este motivo, que nuestro Tribunal Constitucional en su primera Sentencia de 2 de febre-
ro de 1981 reconociera la amplísima libertad de configuración de que goza el legislador , pues resulta claro que 
la existencia de una sola opción es la negación del pluralismo. Así lo entiende, al comentar esta resolución, 
ALONSO GARCíA, E., La interpretación de la Constitución, ed. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 
1984, pp. 27 Y 28. . 
495 Cfr. PAREJO ALFONSO, L., «Presentación al número monográfico dedicado al principio de eficacia», op., 
cit., p. 16; vide, en esta misma línea de pensamiento, las interesantes reflexiones de BETANCOR RODRÍGUEZ, A., 
«Las administraciones independientes. Un reto para el Estado social y democrático de derecho», cit., pp. 232-235 acerca 
del proceso de crisis en que se encuentra 4esde la irrupción del Estado social el Estado racional weberiano, que encuen-
tra su principal fuente de legitimidad en la inducción del interés general a través de la legalidad objeti~o-jurí~c~; puesto 
que a partir del Estado social aparece una nueva fuente de legitimidad que reclama, Junto a la legalidad obJetlva, una 
racionalidad técnica o instrumental que se plasme en el plano de los hechos en resultados concretos. 
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Por ello, de admitir que el interés recaudatorio se encuentra integrado en el 
fin de las potestades de gestión tributaria, el sistema de incentivos que el régimen 
jurídico presupuestario de la AEAT alienta en favor de la recaudación, se puede 
erigir seguramente en una solución organizativa que se sitúe en una línea más 
próxima al modelo de Administración propia del Estado social. Porque, confor-
me a la cláusula de Estado social que sitúa en primer lugar los resultados proyec-
tados de la actividad administrativa, la obtención de una mayor recaudación 
procedente de actuaciones de gestión tributaria, sobre las previsiones presupues-
tarias iniciales, podría operar como un criterio de evaluación válido de las acti-
vidades y decisiones internas de la AEAT; máxime cuando la realización del 
principio de eficacia, en el sentido de mayor grado de efectividad en el servido 
de los intereses generales, sólo puede evaluarse en el plano de los hechos, de los 
que la obtención de una cifra recaudatoria proveniente de determinada actividad 
administrativa constituye sin ningún género de dudas una manifestación perfec-
tamente objetivable 496. 
Pues bien, si se admite sin necesidad de mayor argumentación que el interés 
recaudatorio no puede ser algo completamente distinto del interés en la consecu-
ción de una efectiva contribución de la generalidad de los ciudadanos al sosteni-
miento del gasto público en los términos proclamados en el artículo 31 CE 497, 
nuestro análisis habrá lógicamente de trasladar su centro de gravedad hacia las con-
secuencias que se derivan de la creación de una organización que, como la ABAT, 
instrumentaliza las potestades de gestión tributaria a través de un régimen jurídico 
presupuestario que incentiva la concentración de las actuaciones de comprobación 
496 Acerca de la conexión sistemática primaria de la eficacia con el Estado social, vide GARCÍA-PELA YO, M., 
·Las tra~formaclOnes del Estado contemporáneo, cit., pp. 38 y ss., donde se dice que «el Estado social, el Estado de 
prestaclo,?es y co~re~ente el Estad~ "manager":~ as~ia~o a un principio de legitimidad constituido por la "per-
fomance ,la funclOnahdad o la efi:acla de su gestton, pnnclpio que coexiste con otros principios de legitimidad»; 
PAREJO ALFONSO, L., La eficaCia ... , Clt., pp. 31 Y ss.; en este sentido, vide también BETANCOR RODRíGUEZ ~., «Las ~dministraciones independientes, cit., pp. 232 Y ss., autor que reflexiona acerca del modelo de Administra~ 
Clón propIO del ~s.tado soc~al, .que en parte .se ha convertido en Estado «manageD>, justamente por el hecho de que la 
eficaCia se ha engldo en enteno de legltlmldad. La eficacia no se define, de este modo, por el seguimiento de reglas, 
sm~ por el logro de resultados o la realización de funCIOnes. Desde el punto de vista de las tareas concretas de orde-
nación, la Ad~inistración tiene que mantener variables sus propios impulsos y premisas, siendo eficaz en la medida 
en. ~ue lo Consiga; las premt~as de la actividad administrativa ya no son reglas a cumplir a rajatabla, sino recursos a 
uhhzar desde el punto de ViSta de su adecuación a ciertas tareas; cfr., en tal sentido ORTEGA ÁLVAREZ L 
El ret? d~gmático del pr.m.cipio de eficacia, en RAP, numo 133, 1994, p. 14, escribe que'en nuestro ordenamient¿ n~ ~y rungun sector de acttvldad respecto del cual no se pueda producir la atribución a los poderes públicos de la'fun-
Clón de obtener unos determinados resultados. 
497 P 
co . . ues c.omo certeramente ha notado LOZANO SERRANO, c., Consecuencias de la jurisprudencia 
nStltuclOnal..., Clt., p. 108, aunque no se pueda defender que el contenido exclusivo del deber de contribuir sea 
allegar fondos al Erario Público, el interés recaudatorio es parte esencial y definitoria dé su contenido. 
Al margen de q~e, por otro lado, deba recordarse en este lugar que, como ha señalad¿ la STC 110/19$4, <<10 
que unos no paguen debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o menos posibilidades de 
defraudar». , 
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e investigación sobre aquellos sectores de contribuyentes y actividades de los que 
sea posible obtener una mayor recaudación. 
Este análisis no puede quedar, a nuestro juicio, completamente desvinculado 
del contexto de la singular configuración jurídica de los procedimientos 
tributarios, cuyas características más sobresalientes a los efectos de nuestra inves-
tigación fueron reseñadas en el anterior epígrafe, ni de los concretos condicionan-
tes de la realidad social sobre la que la AEAT debe proyectar la ejecución de los 
mandatos legales 498. Un contexto en el que la Administración tributaria dispone 
de medios humanos y materiales limitados para realizar una comprobación de 
todos los supuestos de hecho tributarios que se producen en la realidad, y en el que 
la configuración jurídica de los procedimientos masificados ha abocado a la Admi-
nistración tributaria, convertida en una Administración de control, a la «penosa 
consciencia de su limitada capacidad operativa» 499, como expresión de un proble-
ma fáctico que se manifiesta en la realidad jurídica con toda su crudeza: la imposi-
bilidad por parte de la Administración de llevar a cabo una ejecución de los man-
datos legales hasta las últimas consecuencias de lo que exigiría un entendimiento 
riguroso del principio de legalidad, fuerza a la Inspección a realizar una selección 
de los contribuyentes que serán finalmente incluidos en los Planes 500 • 
498 Pues como destaca STARCK, C., El concepto de Ley en la Constitución alemana. cit., pp. 328-329. cual-
quier juicio que pretenda examinar el grado en que una Ley actualiza cualesquiera principios constitucionales no puede 
prescindir de la investigación de la realidad a aquélla subyacente; asimismo, SAINZ MORENO, F., Conceptos jurídi-
cos indeterminados, discrecionalidad ... , cit., pp. 323 y 324, aírrma que la noción de interés público al incorporarse a un 
texto legal y al aplicarse a una situación concreta, sufre una mutación en su significado, aumentado el grado de su 
determinación por influencia de esa norma y de su contexto; de ahí que la noción de interés público deba ser examina-
da primero en sí misma y luego en relación a la función que cumple y situación en que se aplica. En esta misma línea se 
sitúa ALONSO GARCfA, E., La interpretación de la Constitución, cit., pp. 539 Y ss., donde se deja constancia de 
cómo en los ámbitos norteamericano y alemán se recurre en el proceso interpretativo de la Constitución a los datos 
empíricos que distintas ciencias no jurídicas pueden proporcionar justamente para el análisis <<jurídico» no sólo de la 
constitucionalidad, sino también de la racionalidad de una Ley; de manera que junto a los tradicionales argumentos 
estrictamente jurídicos, pueden también ciertos elementos fácticos adquirir relevancia jurídica y llegar a contradecír la 
presunción de constitucionalidad de la que se benefician las Leyes; también MORENA Y DE LA MORENA, L. de la., 
Los fines de interés público .... cit., pp. 167 Y 168, escribe que el interés público presente en cada Leyes «un concepto 
válvula, contingente, y que varía en relación con el mOmento, el lugar y las circunstancias de hecho de toda clase». 
Para el Derecho Tributario, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung .... cit., pp. 17 Y ss., demuestra el 
error de quienes desprecian, como antijurídicos, los condicionantes de la realidad de la ejecución de las leyes que 
pesan sobre la Administración tributaria; ARNDT, H-W., Praktikabilitiit und Effizienz .... cit., pp. 13 Y ss., hace un 
recorrido por la jurisprudencia que toma en consideración las condiciones de la realidad para valorar la idoneidad de 
una disposición normativa; entre nosotros, y desde una perspectiva metodológica en el ámbito del Derecho Fman-
ciero, LOZANO SERRANO, C., Consecuencias de la jurisprudencia constitucional.... cit., pp. 123-128, postula la 
toma en consideración por el análisis jurídico de datos, elementos y aspectos externos a las propias normas, distan-
ciándOse de postulados metodológicos en exceso formalistas que erróneamente consideran extrajurídicos los ele-
mentos concretos de la realidad sobre la que han de proyectarse las normas. 
499 La expresión es de AGUALLO AVILÉS, A., El contribuyente frente a los Planes de Inspección: cit., 
p. 21; también esta idea en GARCÍA AÑOVEROS, 1., Los poderes de comprobación. la actividad de liquidaCIón .... 
cit., p. 600; asimismo, JUAN LOZANO, A M., La Inspección de Hacienda ante la Constitución: cit., pp. ~2~ Y s~. 
500 Son reveladoras, en este sentido, las palabras de PALAO TABOADA, c., «Procedllmento admllllstraU-
vo y procedimiento tributario», cit. en AA. VV., «XXXI Semana ... », cit., p. 508, cuando destaca que «otra manifes-
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y es precisamente en este contexto de escasez donde tiene lugar la apo-
ría sobre la que ya hace algunos años llamó la atención en Alemania Isensee, y 
que expresa un conflicto jurídico de primer orden: en concreto, la divergencia 
entre los deberes legales de ejecución que incumben a la Administración 
(Gesetzesauftrag) y la efectiva capacidad administrativa para realizar aquéllos 
(Verwaltungskapazitiit) 501. 
Pues bien, una vez que fueron oportunamente analizadas las consecuencias 
que para la discrecionalidad administrativa comporta la situación de escasez en la 
ejecución de las leyes --discrecionalidad que la AEAT básicamente ejercita a través 
de la elaboración, aprobación y ejecución de los planes de inspección-, procede en 
este lugar determinar en qué sentido el régimen jurídico presupuestario de la AEAT 
puede atenuar u orientar la tensión expresada en la ap~ría anteriormente formulada. 
Porque es justamente a partir del reconocimiento de este inevitable contex-
to de escasez en el que la AEAT desarrolla sus funciones, cuando es posible/os-
tener que el interés recaudatorio alentado por el régimen jurídico presupuestario 
de dicho ente público, pese a no encontrarse explícitamente recogido en la Coos-
titución española, puede ser incluido en la categoría que cierta doctrina ha deno-
minado como intereses o valores constitucionalmente legítimos; intereses que, 
sin estar expresamente reconocidos en la norma fundamental, son expresión de 
una «razón específica» o «fin de las leyes», y que pueden justificar tanto desi-
gualdades como recortes de otros valores constitucionales plasmados en la propia 
Constitución, puesto que finalmente son reconducibles a un valor constitucional 
en sentido estricto 502. 
Yel mantenimiento de esta tesis exige por nuestra parte una argumentación 
que debe discurrir a través de dos líneas de razonamientos que, pese a encontrar-
se como veremos íntimamente conectadas, han de ser, a nuestro juicio, nítida-
tació? del c.a:ácter de procedimiento en masa es la necesidad de recurrir a técnicas de control por muestreo» ( ... ) 
«aqUl tambu:n nos encontramos ante un caso en el que el principio de "practicabilidad" introduce forzosamente 
atemperaciones en otros principios»; sobre la necesidad de Una ejecución simplificada de la Ley, vide, en general, 
SCHW ARZE, J., Adm~nistrative Leistungsfahigkeit als verwaltungsrechtliches Problem. cit., pp. 581 Y ss. Específi-
cament~, para las ~nclOnes de la Administración tributaria, vide, por todos, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwal-
tung. cI\~~n especial pp. 155-177; ARNDT, ~-W., Praktikabilitiit und Effizienz. cit., especialmente, pp. 58 y ss. 
... Cfr. ISENSEE, J., Verwaltungs~a¡son gegen Verwaltungsrecht (Antmomien der Massenverwaltung in 
der typls!nende.n.Betrachtungsweise des Steuerrechts). en Steuer und Wírtschaft, núm. 3,1973, p. 202; del mismo 
autor, DIe typlSlnende Verwaltung. cit., p. 156. 
. Vide, asimismo, como testimonio de la impotencia que reflejan los responsables de la Administración Tribu-
tana alemana para realizar una ejecución de los mandatos legales con sujeción estricta al principio de legalidad, 
ARLT, K., DIe Steuerverwaltung-gestern-heute_morgen_ Bewahrung des gesetzlichen Auftrags im Wandel der Zeit. 
en. J~buc~ der Fachanwiilte für Steuerrecht, 1973/1974; JENETZKY, J., Die Misere der Steuerverwaltung. Über die WlTk/¡ch~;1I der Steuerr~chtsanwendung durch dieSte~erbehorden. e.o. Steuer und Wirtschaft, 1982, pp. 273 Y ss. 
'. Sobre la noción de mterés o valor cOnstituCIOnalmente legitimo y su empleo por la jurisprudencia cons-
titUCIOnal, tanto española como comparada, vide ALONSO GARCfA, E., La interpretación de la Constitución cit 
pp. 220-225. • ., 
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mente diferenciadas: en concreto, la relevancia jurídica del interés recaudatorio, 
en el sentido que se expresa en el régimen jurídico de la AEAT, aparece plena-
mente justificada desde la perspectiva global que ofrece la contemplación de la 
actuación de la Administración pública en su conjunto a la luz de la cláusula de 
Estado social; y, por otro lado, es posible también justificar la relevancia jurídica 
que el régimen jurídico de la AEAT presta a la recaudación proviniente de actua-
ciones administrativas, desde las propias exigencias de los principios constitucio-
nales contenidos en el artículo 31.1 CE, atendiendo a la proyección de los mis-
mos en fase de aplicación normativa. 
En efecto, desde la primera perspectiva enunciada, el interés recaudatorio 
alcanza la categoría de interés o valor constitucionalmente legítimo en el contex-
to de una Administración pública de la que es imposible, lógica y jurídicamente, 
exigir la eficacia total de la actuación administrativa en su conjunto, es decir, la 
de todas las Administraciones públicas con relación a todos los fines asignados a 
las mismas 503. De ahí que una planificación de las actuaciones inspectoras que no 
discriminara tanto la intensidad como la frecuencia de dichas actuaciones en fun-
ción de la previsible recaudación que se derivara de las mismas 504, abocaría a una 
situación de aislamiento o independización de la función tributaria que, en un 
contexto de escasez, se realizaría a costa o con mayor perjuicio de otros fines 
públicos administrativos que dependen indudablemente de la efectiva satisfac-
ción del interés recaudatorio: en concreto, la realización de otros derechos o valo-
503 Ello no sólo por razones de capacidad administrativa (Cfr. SCHW ARZE. J., Administrative Leis-
tungsfiihigkeit als verwaltungsrechy/iches Problem, cit., pp. 581 Y ss.), sino porque, además, como ha resaltado 
PAREJO ALFONSO, L., La eficacia ... , p. 64, la posibilidad de una eficacia completa en todos los sentIdos, presu-
pone la perfecta y precisa definición, en todos los casos, del interés general: es decir, de los fines a los que sIrve la 
actuación administrativa, de suerte que -ya desde la definición o programacIón legal de los ffilsmos- sea facttble la 
determinación exacta de la actividad, de la acción requerida para su satisfacción o realización. Es obvio que este 
presupuesto no se da en la realidad: la absoluta mayoría de los intereses generales, de los fines administrativos. apa-
rece fijada sólo de forma más o menos indeterminada (permisiva, en todo caso, de vanaClOnes tanto en canttdad, 
como en calidad); es rigurosamente excepcional la definición legal que prefigure en todos sus extremos y detalles la 
acción de la Administración. 
504 Como pretende TIPKE, K., Ungleichmiissigkeit der Besteurung, en Betriebs Berater, april, 1986, 
p. 60 1, que rechaza la introducción en la dirección de los procedimientos tributarios. de crit.erios de índo~ recauda-
torio, a los que tacha de economicistas (Besteurung nach dem okonomischen PrmZlp), al ttempo que senala que la 
igualdad en la aplicación de la Ley reclama una frecuencia de inspección tendencialmente i.gual para todos, por lo 
que invalida cualquier tipo de discriminación entre los diversos supuestos de hecho tnbutanos que están presentes 
en la realidad; la postura de este autor se encuentra igualmente recogIda en TIPKE, K., DIe Steuerrechtsordnung, 
Band ID, cit., pp. 1985 Y ss. 
En el mismo sentido, vide SCHMID, A., Die «Neuorganisation der Finanziimter und Neuordnung de~ Bes-
teurungsverfahrens»- Abkehr vom Grundsatz der Gesetzmiissigkeit der Verwaltung (Art. 20 Abs. 3 GG)? , en Fmanz-
Rundschau, núm. 12, 1977, pp. 295 y ss.; RITTLER, T., Die Sachverhaltsermittlung im System der Besteuerungs-
grundsiitze-Stellungnahme zur neuen Verwaltungsanweisung zu 88 AO, Der Betrieb, ~987, I1, p~. 2331 Y ~s., 
quienes, con base en los planteamientos de TIPKE, a nuestro juicio excesivamente formahstas ~n la Interpre~clón 
del principio de igualdad, muestran su rechazo frente a sendas normas organiza~vas de carácter mterno que fi~~ la 
frecuencia de las inspecciones de las empresas en función del tamaño de las mIsmas, y por tanto, de su preVISIble 
potencia recaudatoria. 
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res constitucionales cuya efectividad depende de los recursos financieros del 
Estado social, como son los derechos económicos y sociales del capítulo III del 
título primero de la Constitución Española; derechos que ~uponen la exigencia 
activa al Estado de prestaciones y servicios facilitados en las mejores condicio-
nes posibles, tanto técnicas como económicas, lo que desde otra perspectiva supe-
ra el agotamiento del quehacer administrativo en la mera gestión de potesta-
des 505. Y es preciso acentuar, además, la importancia del elemento recaudatorio 
cuando es una realidad plenamente aceptada que la función de redistribución se 
cumple de manera mucho más eficaz por la vía de los gastos públicos, mediante 
transferencias o subvenciones, que a través del sistema fiscal, por muy justo y 
progresivo que aparezca en las leyes, puesto que en el mejor de los casos consi-
gue una distribución proporcional pero no progresiva de la carga tributaria 506. 
En este orden de ideas, y como tempranamente destacó Villar Palasi 507, el 
abandono de los presupuestos liberales representados por autores como Adam 
Smith o Ricca Salemo, que pretendían limitar toda actividad estatal a la realiza-
ción del orden jurídico necesario para el mercado 508, significó la asunción por la 
Administración de una función fiscal redistributiva que no sólo plasmó en la doc-
505 Y es que, como ha escrito GARCíA-PELA YO, M., Las transformaciones del Estado ... , cit., p. 33 Y 
p. 56, <<lo que caracteriza cualitativamente al Estado social no es tanto una política de nacionalización de los medios 
de producción, cuanto una más justa distribución de lo producido llevado a cabo por la adecuada utilización a tal fin 
de la tradicional potestad fiscal, siempre considerada como uno de los derechos mayestáticos inherentes al Estado y 
que puede alcanzar, en prin~ipio, extraordinarias dimensiones». Pues el Estado social de Derecho <<no sólo incluye 
derechos para llnutar la accIón del Estado, sino también derechos a las prestaciones del Estado, que, naturalmente, 
han de obedecer al principio de la eficacia, lo que exige una armonización entre la racionalidad jurídica y la raciona-
lidad técnica». 
Sobre la garantía jurídica de los derechos económicos y sociales a la luz de la cláusula de Estado social 
vide ZORNOZA PÉREZ, J., «El equitativo reparto del gasto público y los derechos económicos y sociales», ed 
HPE, núm. 113, 1988, pp. 41 Y ss.; vide, asimismo, MARTíN MATEO, R., «El sistema administrativo clásico y su 
permeabilidad a los nuevos paradigmas de la calidad tota!», en RAP, núm. 134, 1994, pp. 7 Y ss., que pone de mani-
fiesto, al hilo de unas reflexiones acerca del contenido del principio jurídico de eficacia, que es una falsa imagen del 
~recho Administrativo la que le presenta exclusivamente como un conjunto de normas destinadas a proteger a los 
CIUdadanos de los desmanes de la Administración; sobre todo en el momento presente en el que «la segunda ola de 
los derechos fundamen~es» 41e carácter económico y social- exigen poner el énfasis en los mecanismos jurídicos 
que faclhten la satIsfacclon de los Intereses generales, superando la óptica defensiva del ciudadano, justificada cier-
tamente en otros momentos históricos. 
506 Como ha notado RODRÍGUEZ BEREIJO, A., El sistema tributario en la Constitución ... , cit., pp. 19 Y 
ss., al enunciar las conexiones jurídicas que establece la llamada Constitución financiera y fiscal en el contexto de 
un Estado social y democrático de Derecho entre los ingresos y los gastos públicos. 
507 Cfr. VILLAR PALASf, J. L., «Fisco versus Administración: La teoría nominalista del impuesto y la 
teoría de las prestaciones administrativas», en RAP, núm. 24,1957, pp. 11 Y ss. 
508 Así VILLAR PALASf, J. L., op., últ., cit., pp. 21-22 recuerda que todo este panorama que hoy nos sor-
pn:nde, reposa implícitamente a lo largo de los siglos XVIII y XIX sobre la decantada teoría del contrato social. Esta 
únIca base común y homogénea incluye tanto a los mercantilistas como a los fisiócratas como en fin a los doctri-nari~s ~e la ciencia camer:u. La causa última del impuesto es así un cambio entre el dine;o del i:npuest~ y la seguri-
dad Jundlca. E? este sentl?~, tod~s esas corrientes intelectuales son prácticamente un reflejo de la limitada esfera 
que s~ ~econocla a la Admin~stracl~n frente a la economía, pues en su seno late toda la teoría de la incapacidad de la 
AdminIstraCIón para una actIvIdad Industrial. ' 
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trina del impuesto progresivo al filo del presente siglo, y paradójicamente t~m?~én 
en la irrupción del fenómeno de la extrafiscalidad, sino ad~más en la defmItIva 
pérdida de vigencia de la Administración neutr~, Pues ,a,partrr, de,est~ momento ~a 
Administración está llamada a realizar la aludIda funclOn redIstnbUldora a tr~ves 
de subvenciones y prestaciones sociales de la más diversa índole 509 , ES,te, feno~e­
no significa, en definitiva, la traslación de fines entre Hacie~,da y ~dIDl~lstraclOn, 
que han de ser objeto precisamente por ell~ de, una valoraclOn conjunta, toda vez 
que el sistema tributario responde a los cnt~~os d~l Derecho del Estado, como 
procedimiento paralelo junto al sistema adIDlD1stratIvo, para que el E~tado,pu~da 
actuar positivamente sobre la sociedad, p~es much~s v~~es es en reahdad mdIf~­
rente la aplicación de una técnica impositIva o el eJercI~lo, d~ una potestad admI-
nistrativa, al poder confluir en resultados absolutamente IdentIcos, 
De ahí que, en definitiva, los intereses generales en un Estad~ d~ Derecho 
no se produzcan ni operen de forma independ~ente unos de o,tros, smo Justame,n-
te foÍmando un conjunto constituido por indIsolubles relaclOn~s e~~re,los ~IS­
mos 510: una verdadera y compleja estructura, Puesto que la reahzaclOn mte~~I~a 
y plena de unos se hace necesariamente a costa o con mayo~ o ~enor perJUlclO 
de la de otros, Justamente por ello, la actuación administrativa mcorpora co~o 
uno de sus elementos constitutivos la permanente y continuada ponderac~on 
entre intereses, bienes y valores jurídicos para su armonización en un~ SolUCIón 
que resuelva, en el caso concreto, la complejid~d de ~a estruc~ura que esto,s C?~­
ponen, lo que desemboca finalmente en conSIderaCIOnes atmentes al prmcIpIo 
de proporcionalidad 511 , ", ' , 
Principio de proporcionalidad al que se encuentra sUjeta la, A~mmIstraclOn 
en la ejecución de las leyes y que, como es sabido, impide el s~cnfi~IO no razona-
ble de otros bienes jurídicos para la consecución de cualesqUlera fmes legales, y 
509 Sobre los conceptos de Administración prestadora (leistende Verwaltung) y procura existencial 
(Daseinvorsorge). cuyo origen doctrinal se encuentra -como se sabe- en F?RSTH?FF; Vide. entre noso~~~ 
MARTIN-RETORTILLO BAQUER. L., «La configuración jurídica de la AdffillllstraclOn Púbhca y el concept 
Daseinvorsorge», en RAP. núm, 38,1962.. . ..' . PRE 
510 En 1 l' SÁNCHEZ MORON, M., Notas sobre lafuncl6n adminIstratIVa .... Clt., en _ -
a ¡nea que marca . . , _ . 640 641 d senala 
DIERI AJGARCÍA DE ENTERRÍA E (Dir) «La ConstltuclOn Espanola ... », Clt., pp. y ,cuan o 
que el ~rtículo 103.1 de la Constituc;ó~ deb~ ~er interpretado a la luz de la cláusula de Estado social y demo-
crático de Derecho. - d 1 t n toda 
511 Cfr PAREJO ALFONSO, L., La eficacia ... , cit., pp. 37 Y ss., Y p. 64, donde ana e e au or que. e . 
ro ramación finalista de la Administración está implícita (por virtud del artículo 9.3 .de la. ConstituCión) ~a ¡nterdlc~ ~iÓ! del ejercicio arbitrario del poder, que incluye la regla y el man~ato de la proporc,tOnahdad entre m~:~~Ya~:~: 
proporcionalidad que, a su vez, excluye la consecución de la efi~acm,en la sa(¡sf~cClon de ~n ¡nterés p. e n el 
quier precio Lo que significa que la Administración en la reahzaclon del pnnclplO de ef!cacm debe sltuars l~ de 
plano de la ~ealidad, teniendo en cuenta t9dos los condicionantes del sistema que pueden afectar al desarro o 
dicho principio. 
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del que también se pueden derivar importantes consecuencias en el supuesto de 
que, como consecuencia de la ejecución de determinada Ley por la Administra-
ción, se sacrifiquen, no sólo derechos subjetivos, sino también otros intereses 
públicos que debe perseguir la propia Administración 512, 
De ahí que se consideren ilegítimas constitucionalmente aquellas actua-
ciones de la Administración tributaria en las que exista una relación despro-
porcionada entre el gasto administrativo ocasionado y el éxito de dicha actua-
ción medido en términos recaudatorios 513, Pero en el bien entendido de que 
no es lícito diferenciar el interés recaudatorio del interés público, puesto que 
el primero no es sino una mera especificación del segundo 514, cuya presencia 
habrá de ser verificada por el intérprete de la norma en cada caso; lo que 
puede ocasionar serios problemas de interpretación ante la presencia de otros 
intereses públicos o derechos subjetivos, Y como es propio de un interés 
constitucional legítimo, el interés recaudatorio, aun no encontrándose explí-
citamente plasmado en la Constitución, es un fin ínsito en las leyes que termi-
na por remitir a otros valores constitucionales, Así, en efecto, el Tribunal 
Constitucional alemán lo ha puesto de manifiesto al descubrir un interés fis-
cal en el principio de Estado social mínimo (sozialstaatliches minimum), que 
conduce a la interdicción de aquellas medidas administrativas que supongan 
la dilapidación del patrimonio estatal (beachtliche Verbot, staatliches Vermo- ¡ 
512 En este sentido, LOHMANN, H. H., Die Praktikabilitát des Gesetzesvollzugs als Auslegungstopos im 
Verwaltungrecht. cit., p. 431, subraya especialmente esta idea ya que el principio de proporcionalidad suele tener 
ciertamente su tradicional campo de aplicación cuando la actividad administrativa afecta a derechos individuales, 
olvidándose con frecuencia de otros intereses «públicos» que también pueden estar en juego. 
Entre nosotros, sÁNCHEZ MORÓN, M., Notas sobre lafunci6n administrativa en la Constituci6n .... cit., 
en PREDIERI, AJGARCÍA DE ENTERRÍA, E. (oo.), «La Constitución ... », cit., p. 664, apunta esta idea al señalar 
que la técnica jurídica de la proporcionalidad de medios a fines puede ser utilizada para controlar la discrecionalidad 
del legislador o del administrador, partiendo de la consideración del hecho organizativo como una garantía más-y 
no la menos importante- del ciudadano y de la colectividad. 
513 Así, ISENSEE, J., Die typisiriende Verwaltung .... cit., p. 165, que sostiene esta tesis, pese a admitir que 
el hecho de que existan tributos con fines de ordenación hace que el ténnino de comparación entre ingresos tributa-
rios y costes de gestión (Steuereinnahmen/Verwaltungsaufwand) admita excepciones. 
514 Tajantemente así lo afirma HABERLE, P., «Gemeinwohljudikatu,,> und Bundesverfassungsgericht. 
Offentliche Interessen. Wohl der Allgemeinheit in der Rechtsprechung des BVerfG, en Archiv des Offentliches 
Rechts, núm. 95, 1970, pp. 275-278, quien, además, señala que el origen del error científico consistente en excluir 
de la categoría de los intereses públicos el interés fiscal, y en general todas las consideraciones de tipo financiero 
(finanzieller Erwiigungen). se encuentra en el arrastre histórico de la ya superada teoría del Fisco que separaba cla-
ramente los intereses públicos, cuya persecución justifica la existencia de la Administración, de los intereses finan-
cieros en mano pública que aproximaban a ésta a un sujeto de Derecho Privado; en el mismo sentido, LOHMANN, 
H. H., Die Praktikabilitiit des Gesetzesvollzugs ... , cit., p. 432. 
Entre nosotros, FALCON y TELLA, R., «La finalidad financiera en la gestión del patrimonio», en REDF. 
núm. 35, 1982, pp. 359 y 360, sugiere que en la postura científica que contrapone interés general e interés financie-
ro quizás lata el prejuicio liberal, producto de cierta concepción del mundo, que ha sido ya superada por la irrupción 
del Estado intervencionista; por fin, CA YON GALlARDO, A., La unidad funcional de la Hacienda Pública. cit., 
página 127, al señalar que «el interés financiero es una manifestación o concreción del interés general en el ámbito 
de la actividad financiera de los entes públicos». 
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gen zu versehleudern) 515, Y del que se ha valido asimismo dicho Tribunal, para 
fundamentar la no declaración de nulidad de la Ley del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, con base en las nocivas consecuencias que podía ocasionar a las finan-
zas públicas una eventual resolución con efectos ex tune 516. . 
Del mismo modo que el Tribunal Constitucional español ha reconocIdo 
implícitamente, a nuestro juicio, la relevancia del interés recaudatorio al justificar, 
en la STC 76/1990 (F.J. 9), el incremento de la cuantía de los intereses de demora 
en un 25 por 100 sobre el interés legal, según dispone el artículo 58.2. b) LGT, que 
deben satisfacer los obligados tributarios, cuando el pago tiene lugar con posteriori-
dad al vencimiento del plazo reglamentario de ingreso, respecto de los supuestos en 
los que es la Administración la que debe satisfacer intereses, que se ajustan simple-
mente a dicho interés legal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 155.1 LGT. 
En efecto, la citada sentencia se fundamenta básicamente en el interés recaudatorio, 
cuando señala que el alcance del perjuicio que para el contribuyente supone la no 
disposición de una cantidad de dinero realmente no debida a la Administración, no 
es equiparable «en la magnitud numérica y cuantitativa» del daño que supone para 
la Administración la no disposición de las cantidades adeudadas en los términos 
inicialmente previstos, puesto que «la importancia de la puntualidad en el pago es 
incomparablemente mayor para la Administración Tributaria que para el ciudadano 
que ocasionalmente se presente como acreedor de aquélla, ya que cualquier retraso 
masivo en el pago de las deudas tributarias puede suponer un daño a la Hacienda 
Pública de muy grandes proporciones»; la falta de homogeneidad de los supuestos 
de hecho justifica que «el legislador trate de compensar o resarcir al Erario Público 
por el perjuicio que le supone la no disposición tempestiva de los fondos necesarios 
para atender a los gastos públicos, a la vez que salir preventivamente al paso de una 
posible actitud dilatoria en el pago de sus deudas tributarias por los contribuyentes, 
y ante el riesgo de que dicha actitud pudiera generalizarse». Se manifiesta, en con-
clusión, el interés recaudatorio como un criterio objetivo y suficientemente razona-
ble, capaz de justificar una desigualdad de tratamiento entre las partes de la rela-
ción jurídica tributaria en una de las estipulaciones básicas de la relación crediticia, 
como es la fijación de la cuantía de los intereses de demora 517. También late el inte-
rés recaudatorio en la STC 214/1994 (F.J. 6), fallo que se plantea la legitimidad 
jurídico constitucional de la regla de cuantificación de los «gastos de difícil justifi-
515 Cfr. BVerfGE. 12,354,364, Y su comentario a cargo de LOHMANN, H. H., Die Praktikabilitlit des 
Gesetzesvollzugs ... , cit., p. 432. .. . ' . 
516 Cfr. BVerfGE 21, S.12 y el comentario de HABERLE, P., «GememwohIJudlkatur» und Bundesverfas-
sungsgericht ... ,cit.,pp. 277 y 278. - . 90 
517 En contra FALCÓN y TELLA, R., «Comentario general de jurisprudencia», en REDF, numo 66,19 , 
páginas 303 y ss., par~ quien la posición exorbitante de la Admi~istración únic~mente justi~ica.las prerrogatIvas o 
facultades de autotutela de que se encuentra investida, que le pemnte declarar y ejecutar por SI mIsma su derecho. En 
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cación» que el artículo 28.2 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, reguladora del IRPF, 
establece con carácter general en el 5 por 100 sobre el importe de los rendimientos 
íntegros del trabajo, sin que quepa al contribuyente justificar la existencia de gastos 
por cuantía superior a los normativamente fijados 518. Pues en dicho fundamento 
jurídico se dice textualmente que «la técnica utilizada en el artículo 28.2 puede jus-
tificarse en diferentes razones. Ante todo, los posibles gastos no mencionados en el 
apartado 1 y tomados en consideración en el apartado 2 serán gastos de limitada 
importancia»; y se añade significativamente que «la comprobación de la realidad y 
exactitud de tales gastos podría dar lugar a un incremento desproporcionado de l~s 
costes de gestión del tributo», 10 que a nuestros efectos resulta de la máxima rele-
vancia, al poner de relieve que las expectativas recaudatorias son uno de los crite-
rios a ponderar en el juicio de constitucionalidad de las normas tributarias: es de.Qr, 
el Tribunal Constitucional recurre como parámetro para su decisión al término de 
comparación ingresos tributarios/costes de gestión. 
y precisamente con base en el interés recaudatorio, se ha podido sostener 
con razón que las actuaciones de la Administración tributaria que, optimizando 
los medios escasos disponibles, se dirigen a la obtención de la máxima redmda-
ción, encuentran su fundamento en una interpretación teleológica de la Constitu-
ción, porque dichas actuaciones, fundamentadas en el principio de practicabili-
dad, aseguran justamente un mayor campo de realización de los fines contenidos 
en las normas tributarias, que es en definitiva la función del principio citado 519. 
m?<,o alguno puede servir de base para un régimen sustantivo diferenciado en la cuanUa del interés de demora»; en el 
nusmo sentIdo, LÓPEZ MARTÍNEZ, J .,Régimenjurfdico de los llamados «intereses moratorios» en materia tributa-
ria (un análisis de ~u. u~icación dogmdtica en el seno de la deuda tributaria), ed. Cívitas, Madrid, 1994, pp. 174 Y ss, 
que consIdera ~.n «J~I':'IO de valor» otorgar mayor gravedad al perjuicio que la mora supone para la Administración. 
CuestlOn dlstmta es la presencia en nuestro ordenamiento de preceptos que exigen intereses moratorios en 
sup~estos en que. no existe un re~aso ~ulpo~o, 10 que evidencia la desnaturalización del concepto, como se pone de 
~anlfiesto, por eJemplo,;n la eXIgencIa de mtereses de demora en el supuesto de la contestación a consultas tributa-
nas (Cfr. ZORNOZA PEREZ, J. J., Interpretación administrativa y consulta tributaria, cit., p. 495). Quizás por 
ello, habría que entender ~n FALCÓN Y TELLA, R., op., últ., cit., p. 304 que la doctrina sentada por el Tribunal 
ConstItucIOnal se ctrCunscnbe a los supuestos en que existe actitud dilatoria del contribuyente. 
518 .un interesante comentario de esta sentencia en MARfN-BARNUEVO FABO, D., Presunciones y técni-
cas presuntIvas ... , Clt., pp. 256 y ss., que categoriza el artículo 28.2 de la Ley 18/1991, reguladora del IRPF dentro 
de las llamadas «reglas de valoración», las cuales, pese a caracterizarse por la existencia de un juicio presuntivo que 
acUla com~ fundamento de ~a no~a, no son reglas de presunción en sentido estricto; nonnas estas últimas que tie-
nen clara fmalidad probatona; mIentras que las nonnas que contienen reglas de valoración se caracterizan por dis-
poner el v~lor por el que det~nni.nados bienes o derechos deben ser computados en la base imponible a los efectos 
de la cuantIficaCIón de la obhgaclón tributaria. 
• 519 Cf~. A~~I?T, H-~.,.Praktikabilitiit und Effizienz ... , cit., pp. 34 Y ss., Y pp. 82 y ss., autor que otorga al 
térmmo PraktlkabllUat un sl?mflcado Idéntico al contenido del principio de eficacia, en el sentido en que es 
e.mpleado por nosotros: pnnclplO que se ordena a la satisfacción efectiva de cualesquiera fines nonnativamente 
fIJados. 
Contra 10 que sostiene TIPKE, K., Ungleichmiissigkeitder Besteurung, cit., p. 601, que rechaza los criterios 
tendentes a la obt~nclón ~e la. máxIma recaudacl6n en la selección de los contribuyentes a inspeccionar; criterios 
qu~ t~cha de parCIales (emselflge Ertragsonentlerung) por economicistas (Besteurung nach dem okonomischen 
PrmZlp). 
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Porque, en efecto, forma parte de la misma esencia de las funciones de la Admi-
nistración tributaria tener como punto de referencia la ejecución global 
(Gesamtvollzug) de las leyes, frente a una ejecución de la Ley, propia de otros 
sectores del ordenamiento, como el penal, que se enderezan hacia una aplicación 
normativa que, con base en el principio de tipicidad, pretende agotar en cada 
supuesto de hecho todos los atributos fácticos relevantes que finalmente plasman 
en una consecuencia jurídica singularizada. 
y ello es así porque la ejecución global de las leyes tributarias en el contex-
to actual de una Administración de masas, se presenta como la única solución 
posible para resolver el conflicto que enfrenta a los principios de igualdad y tipi-
cidad. Pues, en efecto, no es posible desconocer que la Administración tributaria 
se encuentra frente a unos preceptos normativos que deben ser ejecutados en un 
determinado tiempo (zeitgerechte Gesamtvollzug) 520, al objeto de que dicha eje-
cución se acompase razonablemente a las exigencias presupuestarias. 
Exigencias que obligan a modular el principio de igualdad en la imposición 
a través de la intensificación d~ la capacidad administrativa disponible en la com-
probación de los supuestos de hecho que presenten una mayor expectativa recau-
datoria; puesto que, de no procederse a la simplificación de la ejecución normati-
va en el aludido sentido, la Administración obraría arbitrariamente, al lesionar el 
principio de proporcionalidad como presupuesto implícito en la cláusula de Esta-
do de Derecho 521. Por ello, no puede extrañar, en definitiva, que el Tribunal 
Constitucional alemán considere que las actuaciones de la Inspección amparadas 
en criterios de maximización de la recaudación en función de los medios escasos 
disponibles, constituyen un procedimiento objetivo de selección (sachgerechtes 
Auswahlverfahren), congruente con la limitada capacidad de la Inspección, y que 
satisface plenamente el principio de igualdad en la imposición 522. 
5W La importancia del factor tiempo en el Derecho Tributario, como señala ~DT., H-~., Praktikabi-
litlit ... , cit., p. 84, es consecuencia de la propia configuración de este sector del ordenamIento que gIra alrededor de 
prestaciones de carácter dinerario, lo que se refleja en toda la regulación positiva del tributo. 
521 Así, ARNDT., H-W., Praktikabilitdt und Effizienz ... , cit., p. 85, se refiere, en concreto al artículo 20.3 
de la Ley Fundamental de Bonn, precepto en el que como es sabido se inspiró el artículo 103 CE, y que som~te ~ la 
Administración a la Ley y al Derecho. En tal sentido, la ejecución simplificada de la Ley supone una raclOnahzaclón 
de las actuaciones administrativas porque de esta manera se realiza el programa de la Ley. (Gesetzesprogr~mm), al 
tiempo que evita la arbitrariedad que supondría intentar una ejecución de la Ley desatendlend? los cond~cl~n~tes 
de la limitada capacidad administrativa, en un entendimiento equivocado, estnctamente formahsta, del pnnclplo de 
legalidad. 
522 Cfr. ARNDT, H-W., Grundzüge des allgemeinen Steuerrechts, cit., p. 168, que en concreto se refiere a 
la resolución BVerfGE, 16, 124, 128. . . ' 
Por otro lado ahí se ofrecen datos correspondientes al período de 1983, en el que los obhgados tnbutanoS 
que realizaban activid~s empresariales fueron divididos por las autoridades de la Administración Tributaria en gran-
des, pequeños y medianos, precisamente en función del tamaño de la empresa y, con~ecuentemente, de s~ probable 
potencia recaudatoria (Grossbetriebe, Mittelbetriebe, Kleinbetriebe). Pues bIen, en dIcho período fueron mspec,?\O-
nadas el 10,63 por 100 de las grandes empresas, el 4,8 por 100 de las medIanas y ell ,76 por 100 de las pequenas. 
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y aunque se admita que la aludida transferencia de fines entre la Hacienda y 
la Administración ha provocado que el sistema tributario persiga fines ajenos a la 
mera recaudación, como se pone palmariamente de manifiesto a través de fenóme-
nos como la extrafiscalidad o el fundamento justificador de buena parte de las exen-
ciones y en general de las técnicas de reducción tributaria 523, lo cierto es que tam-
bién convendría derivar las consecuencias oportunas del hecho de que la 
satisfacción de la práctica totalidad de los intereses públicos que se realizan a través 
de las prestaciones del Estado social dependa de los ingresos recaudados por la 
Administración tributaria 524; lo que hace que el interés en la obtención máxima de 
los ingresos no recaudados en período voluntario no pueda sólo ser contemplado 
como un dato meramente económico, sino también, y especialmente, como un inte-
rés público de incuestionable relevancia jurídico-constitucional que a la AEAT por 
su posición institucional corresponde actualizar en fase de aplicación normativa. 
Por ello, el peculiar sistema de financiación de la AEAT, al instrumentalizar 
el ejercicio de las potestades de gestión tributaria en favor de la mayor recauda-
ción obtenida a través de actuaciones del ente público, puede constituirse, a nues-
tro juicio, en un importante instrumento enderezado a la satisfacción de1as exi-
gencias de la cláusula de Estado social del artículo 1.1 CE; cláusula para buya 
realización efectiva es precisa una actuación administrativa de la que se deriven 
los ingresos suficientes para hacer efectivos los derechos ec6nómicos y sociales 
Por otro lado, la :adencia temporal de inspecciones que soporta Una gran empresa es de 4,8 años; las medianas 
empresas de 9,4 ~nos; y fi~almente, las pequeñas empresas de 56,8 años. En cuanto a la recaudación obtenida sobre 
el total en el penodo refendo de 1983, correspondió, significatiyamente, el 74,8 por 100 a las grandes empresas, 
el 18,1 a las medIanas y el 7,1 a las pequeñas. 
En tal sentid?, como señala ARNDT en la obra citada, la norma administrativa interna que desarrolla, con 
fundame.nto en el artIculo 108.7 de la Ley Fundamental, los preceptos dedicados a la Inspección en la Ordenanza 
Tnbutana Alemana de 1977 -Allgemeine VerwaltungsvorschriftfUr die Betriebsprüfung (BpO)- se ciñe igual-
m~nte a unos cntenos que pe,:~guen la obtención del mayor ingreso respecto de lo no recaudado en período volun-
tario a través de un empleo efICIente de la hrmtada capacidad disponible. 
. 5~3 ~fr. ~Il:LAR PALASí, J. L., «Fisco «versus» Administración: la teoría nominalista del impuesto ... », 
Cit.'!. ~8, VIde aSImIsmo, VICENTE-ARCHE DOMINGO, F., «Hacienda Pública y Administración Pública», en 
HP' ,num. 26,1974, p. 1~3; C~S~O OLLERO, G., «Los fines no fiscales de los tributos», en AA. VV., «Comen-
tanos a la Ley_General Tnbutana y Imeas para su reforma», vol. 1, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1991, ¡.- 103, que senala que, pese a ser la extrafiscalidad una expresión vaga de contornos muy imprecisos, puede admi-
rrse que. dentro de ella quedan encuad:~das aquellas funCiones que en especial cumplen algunos tributos o técnicas 
de los m~~~os que se alejan de la funclOn finanCIera, del fin recaudatorio (fiscal) propio de la imposición. 
. Idea que ha expresado BADURA, P. Staatsrecht, «Systematische Eriiiuterung des Grundgesetzes für 
die Bundesrepub~ik D~utschl~nd»,C.H. Beck'sche, München, 1986, p. 198, al afirmar que el Estado social depende 
de los recurSos .fi~ancleros dlspombks (Der Sozialstaat ist okonomisch gegründet); razón por la cual, a juicio de 
este autor, los hmltes matenales de dIcho Estado configuran también criterios para el enjuiciamiento constitucional 
de aquellas leyes a través de las cuales los fines sociales pueden ser efectivamente completados. 
PÉREZ ~ntre nosostros, SÁNCHEZ ~L.ANCC?, A., La Agencia Estatal de Administración Tributaria ... , cit., en 
. ORENO, A. (dir.), «La AdmmlstraclOn Instrumenta!...», t.1., cit., p. 761, donde se señala que «en el con-
senso soctal en to~o al sIstema trib~tario y en la demanda social de neutralizar el fraude fiscal late la conciencia de 
estar ante el cor~ondel Estado SOCIa!», puesto que «la materialización de los derechos sociales requiere de la perti-
nente financlaclOn tnbutana». 
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en los que el Estado social toma cuerpo, ya que, en definitiva, «en la situación 
actual, el Estado debe ser un Estado fiscal para poder ser un Estado social y de 
Derecho, razón por la que los conceptos de Estado fiscal y Estado de Derecho no 
son antitéticos sino mutuamente complementarios» 525. 
Y, por otro lado, desde la perspectiva de la multiplicidad de fines que 
actualmente persigue la Administración en el Estado social, no es posible desco-
nocer la novedad que representa el sistema de financiación de la AEAT para la 
consecución de los fines propios de la Administración tributaria, respecto a la 
planificación que de sus respectivos fines realizan otras Administraciones secto-
riales. Porque, en efecto, el incremento automático del presupuesto de gastos de 
la AEAT permite que ésta fije sus objetivos o fines con un considerable grado de 
independencia de los medios que se ponen a su disposición, pues el cumplimien-
to eficaz de los fines de la AEAT desencadena, en virtud del mecanismo previsto 
en la transferencia presupuestaria procedente de los actos de liquidación, un 
incremento automático de los medios que el ente público tiene a sus disposición. 
Ello ciertamente supone una importante novedad, como decimos, respecto a otros 
sectores de la Administración, donde el ente público planifica sus fines en fun-
ción de los medios disponibles, que son rígidamente predeterminados en la mayo-
ría de los casos en virtud del principio de legalidad presupuestaria 526. 
Dicha estructura de funcionamiento estatal determina, efectivamente, que 
se coloquen en un primer plano la utilización óptima de los recursos o medios, y 
con ello, pasen a una posición destacada las consideraciones basadas en la efi-
ciencia como forma específica de la eficacia. Y esta situación refleja rigurosa-
mente un conflicto de primer orden entre el Estado de Derecho y el Estado presu-
puestario: porque si el legislador determina los fines de interés general dentro del 
amplio campo de libertad de configuración que le permite el orden constitucio-
nal, dichos fines, en la mayoría de los casos genéricamente establecidos, sólo se 
verán satisfechos en la medida que lo permitan los medios disponibles, éstos sí 
rígidamente prefijados en virtud del principio de legalidad presupuestaria 527. 
Pues bien, el artículo 103 de la Ley 31/1990 se sitúa ante este conflicto de 
parte del Estado de Derecho al establecer un régimen jurídico presupuestario que 
permite a la AEAT incrementar en la cuantía establecida en la Ley de Presupues-
tos los medios disponibles, en función de la consecución de los fines de interés 
general que el ordenamiento encomienda a la AEAT. Por medio de este mecanis-
525 Cfr. FRIAUF, K. H., Unser Staat als Rechtsstaat, en Steuerberaterjahrbuch, 1977/1978, p. 43, citado 
por RUIZ GARCíA, J. R., Secreto bancario y Hacienda Pública, Cuadernos Cívitas, Madrid, 1988, p. 41. 
526 Como ha notado PAREJO ALFONSO, L., La eficacia como principiojurfdico ... , Clt.,p. 62. 
527 Así, PAREJO ALFONSO, L., op., últ., cit., p. 62; del mismo autor., Eficacia y Administraci6n ... , cit., 
páginas 134 y ss. 
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mo la AEAT determina, en cierto grado al menos, los medios desde los fines esta-
blecidos. En tal sentido, conviene tener presente la específica configuración insti-
tucional de la AEAT, como típica Administración de imPfrium, puesto que cual-
quier valoración del peculiar sistema de financiación de la AEAT, en relación con 
los fines de interés general que tiene a su cargo, debe partir, a nuestro juicio, de 
esta fundamental constatación. 
Y es que la AEAT, frente a otras actuaciones de la Administración consis-
tentes en la prestación de sevicios públicos o en la dación de bienes y servicios al 
mercado en condiciones de competencia, desempefuí auténticas funciones públi-
cas, expresadas nada menos que en la realización del principio de legalidad tri-
butaria. Razón por la cual es exigible a la AEAT una eficacia entendida en el sen-
tido de la realización del interés general, predeterminado en los mandatos 
contenidos en las leyes tributarias que está llamada a aplicar. De ahí que, al con-
trario de los criterios de actuación que guían a las Administraciones de índole 
prestacional o económico, deben pasar a un segundo término las consideraciones 
basadas en parámetros de eficiencia o pura optimización de medios, que conclu-
yen finalmente, a semejanza de lo que ocurre en las organizaciones de carácter 
privado concurrentes en el mercado en condiciones normales de competencia, en 
la determinación de los fines a alcanzar en función de los medios que la organiza-
ción tiene a su disposición 528. 
En este sentido, el régimen jurídico presupuestario de la AEAT permite una 
planificación de los fines de interés general que aquélla debe perseguir de un modo 
en cierto grado independiente de los medios presupuestarios que se fijan en la Ley 
de Presupuestos, justamente a través del referido mecanismo presupuestario que 
relaciona el grado de consecución de los fines con los medios a disposición de la 
organización. Ello supone, por consiguiente, la introducción en el régimen jurídio 
co de la Administración tributaria de un criterio de eficacia que se aproxima más 
al que debe presidir la actuación de las Administraciones cuya función principal es 
, 528 PAREJO ALFONSO, L., op., últ., cit., pp. 54-60, destaca que en el supuesto de la Administración de 
caracter o contemdo económicos (actividades de gestión patrimonial y económico-financiera de los medios de la 
pr?pla Admmlstraclón ~ de interv~~ción en la vida social económica en calidad de mero agente de la misma), por su 
~ISllla naturale~a, e~te tipo de ~chvldad de. la Administrac~ó.n es la que ha estado más penetrada por preocupaciones 
hgadas a la efiCienCia, economl~ ypro~uctlvldad; en defimtlva, a la racionalidad técnica en la gestión. Por supuesto 
que la exención ~I Derecho Púbhco tiene mucho que ver en esta constatación. La razón esencial, con todo, de la 
mayor penetraclOn en este campo de la idea de la eficacia o eficiencia radica, sin duda, en el dato de que en él es 
absolutamente clara y está en pnme~ plano I~ relación medios-objetivos/fines, pues de lo que se trata primordial-
mente es J~stamente de sacar el máximo rendimiento a los recursos disponibles, de utilizarlos de la fonna más pro-ductiva y utl!. 
. Similares 70nsecuencias deduc,e PAREJO de la actuación de la Administración prestacional, aunque admi-
te ciertas modulaCIOnes en la aphcacl~n del modelo de eficiencia propio de la actividad económica privada, por razó~ de la component~ sustantiva del mterés general o público que en mayor o menor grado es identificable en la 
Admmlstraclón prestaclOnal. 
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la realización del Estado de Derecho 529. Porque permite paliar, al menos parcial-
mente, el conflicto entre los medios limitados de la Administración y los mandatos 
legales de ejecución, al permitir que la AEAT pueda incrementar su capacidad ini-
cial de gestión. Por ello, el régimen jurídico presupuestario de la AEAT media, en 
favor del Estado de Derecho, en el conflicto que expresa la tensión existente entre 
el legislador presupuestario (Haushaltsgesetzgeber) y el legislador «material» 
(Sachgesetzgeber), al que aludía Isensee, al referirse a la carencia por parte de la 
Administración de facultades para incrementar su capacidad, dado que en último 
término el legislador presupuestario es el responsable último de la escasez de 
medios de los órganos administrativos 530; paliando la situación denunciada por 
Arndt, en la que el legislador presupuestario se convierte en el «señor» de los pro-
cedimientos tributarios (Herrn des Verfahrens) a través de una previsión de parti-
das presupuestarias muchas veces tan escasas que conducen a la Administración a 
una simplificación tan excesiva en su tarea de ejecución que, en ciertos casos, 
. puede esconder una burla al Estado de Derecho 531 • 
Ello no significa, lógicamente, que en la actuación de la AEAT no se deba 
atender, aun en un segundo plano de importancia, a los criterios de eficiencia y 
economía, puesto que se trata de criterios proclamados en el artículo 31.2 de la 
CE que vinculan, junto al de equidad, la asignación del gasto público; criterios de 
justicia que obligan a la AEAT a considerar los costes administrativos o costes de 
gestión concernientes a la administración del sistema tributario, referidos al aná-
lisis costelbeneficio en que debe incurrir la Administración para la obtención de 
los ingresos tributarios 532. Unos costes de gestión que, aunque no son tomados en 
529 Desde una perspectiva general. PAREJO ALFONSO. L.. op .• cit .• pp. 60-61. ha escrito que. debido a que la 
Administración de imperium o autoridad es la Administración no tanto productora como reali.zadora de la efectividad ~l 
Derecho. en la actuación de este tipo de Administración el principio constitucional de eficacia demanda que lo determí-
nante sean los fines. no los medios. por lo que éstos deben adecuarse y disponerse según aquéllos. En el Estado SOCial de 
Derecho. esta Administración está legalmente programada para ese fin. inc luso cuando se le otorg~ un margen de apre-
ciación o una determinada discrecionalidad. Por ello. la necesidad jurídica del cumplimiento del fin Inherente a las potes-
tades administrativas. en ténninos de complitud, corrección y prontitud debe ser la idea central que gobierne la aCl?ación 
administrativa. Es. pues. un campo requirente de plena eficacia. tal como la consagra el artículo 103.1. Una eficaCia que. 
por cierto. es desconocida y ajena para la actividad económica privada al centrarse en la materialización ~I fin. del ~nte­
res general. No porque a la eficacia que persigue la Administración de imperium no le i~teresen los medios (éstos siem-
pre están vinculados a los fines). sino que desde éstos se decide sobre aquéllos y no a la mversa. 
530 Tensión de la que da cuenta ISENSEE. J .• Die typisiriende .... cit.. p. 171. 
53l Cfr. ARNDT. H-W .• Praktikabilitiit und Effizienz .... cit .• pp. 96 Y ss .• que acertadamente afirma que la 
Constitución impone límites a las leyes presupuestarias en este sentido. porque es posible que és~as fuercen a la 
Administración a una simplificación en la ejecución de los mandatos legales que sea mto~erable consul?clOnalmente. 
532 Es justamente en los supuestos de hecho tributarios con menor !eleva~cla rec~udatona donde p~ 
ISENSEE. J '. Die typisiriende Verwaltung .... cit.. pp. 174 Y ss,. se encuentra mas Justificada la mtroducclón de ente-
rios basados en la eficiencia (Witschaftlichkeit). dA 
Para un estudio de los costes de gestión de la Administración tributaria española. vide PASTOR GAR -
MORENO. M .• «Los costes de administrar el sistema tributario español>,. en Cuadernos de Actualidad. HPE. n~rn. 4. 
1990. pp. 3 Y ss .• donde se resalta que el componente de costes fijos determina que para los niveles más baJOS de 
recaudación los costes sean comparativamente más elevados. 
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consideración a la hora de fijar la cuantía de la tranferencia procedente de la par-
ticipación en el montante de los actos de liquidación, al estar constituida la base 
de cálculo de la transferencia por la recaudación bruta de los ingresos tributarios 
obtenidos, pueden, no obstante, ser evaluados por los órganos competentes para 
efectuar los correspondientes controles de economía y eficiencia a que se sujeta 
la actuación financiera de la AEAT por su Ley de creación, singularmente el Tri-
bunal de Cuentas y la Intervención General de la Administración del Estado. 
En un segundo orden de consideraciones, es necesario analizar el significa-
do del interés recaudatorio, alentado por el sistema de financiación de la AEAT, 
desde los criterios materiales de justicia contenidos en el artículo 31.1 CE. Por-
que si el fundamento de las potestades de comprob¡(ción e investigación se 
encuentra en el artículo 31 CE, la función inspectora habrá de acomodarse a los 
criterios y principios que enmarcan en la Constitución el deber de contribuir. De 
ahí que el ámbito y contenido material de dicho deber no puede quedar menosca-
bado por una ordenación inapropiada de las tareas administrativas de aplicación 
y control de los tributos 533. En consonancia, por cierto~on un precepto constitu-
cional que no es sólo un mandato al legislador, sino también una exigencia de 
resultados a la que ha de conducir el ordenamiento jurídico tributario, por lo que 
no resulta lícito prescindir de la dimensión operativa o aplicativa del ordena-
miento. 
Pues bien, debemos planteamos la legitimidad, a la luz de los criterios de 
justicia del artículo 31 CE, de la instrumentalización que el sistema de financia-
ción de la AEAT realiza de la función inspectora hacia aquellos sectores de Con-
tribuyentes de los que sea previsible la obtención de una mayor recaudación. Se 
trata de una cuestión que se encuentra estrechamente relacionada con las conse-
cuencias jurídicas que se derivan para la actuación inspectora del principio cons-
titucional de igualdad en fase de aplicación normativa 534. En efecto, como ha 
destacado Lozano Serrano, si el artículo 14 de la Constitución no sólo impide un 
trato discriminatorio en la Ley sino también en la aplicación de la Ley, la igual-
dad aparece cama una exigencia de resultados, no como simple previsión norma-
tiva; de modo que si la actividad inspectora ha de observar este principio, y si, 
por ejemplo, debido a dificultades o carencias particulares, el control recae más 
Comúnmente sobre ciertos grupos de contribuyentes o manifestaciones de capaci-
533. En este sentido. LOZANO SERRANO. c.. Consecuencias de la jurisprudencia constitucional sobre el 
n,erecho. Financiero y Tributario. cit.. p. 33; RODRíGUEZ BEREIJO. A .• El sistema tributario en la Constitu-
ción .... CIt.. pp. 65 Y ss. 
. 534 Como destaca PALAO TABOADA. c.. «Procedimiento administrativo y procedimiento tributario» 
CIt.. en AA. VV .• «XXXI Semana ... ». cit.. p. 508. uno de los problemas más relevantes de la transformación de lo; 
procedirrüentos tt;ibutarios en procedimientos e~ masa es la elucidación de las consecuencias que para el principio 
constitucIOnal de Igualdad se denvan de la neceSidad de la Inspección de recurrir a técnicas de control por muestreo, 
241 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
dad, habría que estar pendientes de la posible dimensión constitucional de esa 
desigualdad 535 . 
Afrontando esta cuestión justamente desde la perspectiva constitucional, el 
régimen jurídico presupuestario de la AEAT está alentando, a nuestro juicio, una 
planificación de las actuaciones inspectoras seguramente más ajustada a los crite-
rios materiales de justicia proclamados en el artículo 31.1 CE. Porque si el princi-
pio de capacidad contributiva debe proyectarse en la fase aplicativa del tributo, 
como criterio interpretativo para la actualización en cada caso del interés público 
en que consiste toda actuación administrativa, la intensificación de la limitada 
capacidad inspectora en aquellos grupos de contribuyentes de los que sea probable 
la obtención de una mayor recaudación, supone otorgar virtualidad a dicho princi-
pio constitucional, no sólo en el momento de creación del Derecho, sino también en 
el momento de la interpretación que del mismo debe realizar la AEAT en fase de 
aplicación, y por consiguiente, de actualización del interés público, como elemento 
consustancial a las potestades administrativas de gestión tributaria 536. 
En definitiva, el sistema de financiación de la AEAT, al incrementar el 
presupuesto de gastos justamente a través de la transferencia procedente de los 
ingresos obtenidos como consecuencia de efectivas actuaciones administrativas, 
introduce un importante estímulo para la satisfacción efectiva del deber de con-
tribuir, al proyectar el principio de capacidad económica en el momento de la 
actuación de la norma tributaria por el ente público; puesto que, en fin, dicho sis-
tema de financiación, ante la limitada capacidad de los órganos administrativos, 
orienta la actuación administrativa justamente hacia aquellos sectores de contri-
buyentes cuyas manifestaciones de capacidad económica son más relevantes 537. 
Precisamente por ello, el incentivo que introduce el régimen jurídico presu-
puestario de la AEAT en favor de la obtención de la máxima recaudación no supo-
535 Cfr. LOZANO SERRANO, C., La actividad inspectora y los principios constitucionales, cit., pp. 27-29; 
asimismo, GARCfA AÑOVEROS, J., Los poderes de comprobación, la actividad de liquidación ... , cit., p. 600, 
advierte de la posible incidencia constitucional de las diferencias de trato de que son objeto los contribuyentes por la 
Inspección de los Tributos. . 
536 Vide CORTÉS DOMfNGUEZ, M., «El principio de capacidad contributiva en el marco de la téCnica 
jurídica», en RDFHP, núm. 60,1965, pp. 995 Y 996, autor que se cuestiona el interés que puede tener la interpreta-
ción del principio de capacidad contributiva y se pregunta la manera en qué el principio de capacidad puede influir y 
trascender a la operación lógica en que consiste la interpretación; asimismo, CASADO OLLERO, G., «El principio 
de capacidad y el control constitucional de la imposición indirecta (II). El contenido constitucional de la capacidad 
económica», en REDF, núm. 34, 1982, p. 198, que destaca que los límites constil!lcionales establecidos para la rea-
lización de la justicia fiscal deben ser observados no sólo en el plano normativo, sino también en el momento de la 
actuación de la norma tributaria._ , 
537 En este sentido, merecen ser traídas a colación aquí las reflexiones de RODRIGUEZ BEREIJO, A., «La 
Constitución de 1978 y el modelo de Estado: Consideraciones sobre la función de la Hacienda Pública», en Sistema, 
núm. 53, 1983, p. 85, acerca de la necesidad de un Derecho financiero «desigua1», que trata de maner~ desigual ~ I~s 
ciudadanos porque parte de la desigualdad real, efectiva (ya que nO legal o formal), económica y social de los mdl-
viduos y de las clases sociales. 
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ne vulneración alguna del mandato de servicio con objetividad a los intereses 
generales de la Administración Pública que ordena el artículo 103.1 CE 538. Al 
igual que tampoco supone un atentado contra el principio de generalidad enun-
ciado en el artículo 31 del texto fundamental, como principio de justicia material 
que se integra entre los que deben configurar un sistema tributario justo 539; pues-
t~ que dicho principio, al consistir básicamente en la interdicción de todo privile-
glO que, en ausencia de una justificación razonable amparada constitucionalmen-
te, deje un área inmune al pago de los tributos, se presenta como un mandato al 
legislador para que en el proceso de tipificación de los hechos imponibles agote 
todas las manifestaciones de capacidad económica 540, proyectándose, por tanto, 
en la fase de creación normativa y no de aplicación. 
Al margen de que tampoco cabría entender el mandato de generalidad, en 
el supuesto de que se tratara de inducir del mismo alguna consecuencia en fase de 
aplicación normativa, como expresión de una orden consistente en dirigir eÍ 
esfuerzo de los órganos inspectores con la misma intensidad hacia todos los gru-
pos de contribuyentes, toda vez que ello supondría no sólo un empleo irracional 
de los medios -necesariamente limitados- puestos a disposición de la Adminis-
tración tributaria, vulnerándose de este modo los principios de eficiencia y eco-
nomía proclamados en el artículo 31.2 CE, sino que, además, se opondría a la 
f~?cion~lid~? del principio de capacidad económica en la fase de interpreta-
clOnJaphcaclOn que desarrolla la Administración tributaria. 
En este orden de ideas, se debe tener siempre presente que la función que 
la Constitución reclama del principio de igualdad en la aplicación de la Ley 
exige, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, la introducción de 
criterios diferenciadores en el tratamiento de los supuestos de hecho, siempre 
que dichos criterios sean objetivos y razonables y se encuentren fundamentados 
en otros principios o valores constitucionales 541. Y si la igualdad del artículo 31 
d~ la CE es diferente de la del artículo 14 porque se debe conectar con el princi-
plO de capacidad económica, como puso de manifiesto la STC 27/1981 (EJ. 4), 
• 538 Contra lo que sostienen PERREIRO LAPATZA, J. J., Cur!o de Derecho Financiero español, cit., ~. ~ 15, PITA GRANDAL, A. M., La Agencia Estatal ... , cit., p. 372; SANCHEZ SERRANO, L., Los españoles 
¿subdllosfiscales?, Clt., p. 263; BAENA AGUILAR, A./HERRERA MOLINA, P. M., La Agencia Tributariafren-
te al con!~!buyente ... , cit., p. 119; AGUALLO AVILÉS, A., El contribuyente frente a los Planes ... , cit.,p. 36. 
. . Com? afirman BAENA AGUILAR, A./HERRERA MOLINA, P. M./SERRANO ANTÓN, P., La 
AgenCIa trtbutana frente al ~ontribuyente ... , cit., p. 119; AGUALLO AVILÉS, A., El contribuyente frente a los 
Planes ... , Clt., p. 83, que «a?vle~e qu~ la generalidad en la imposición no parece estar entre los objetivos prioritarios 
de esa nueva AdmlnlstraclOn tnbutana que pretende representar la Agencia». 
540 Como .se dedu~e de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que ha estudiado RODRÍGUEZ 
BEREIJ?; A., El sIstema trtbutarlO en l~ Constitución ... , cit., pp. 40-42, en especial la STC 13/1987, (P. J. 13). 
. De acuerdo con las Sentencias del Tribunal Constitucional 79/1990 (P. J. 9 A) Y 209/1988 (P. J. 6), que 
ha estudiado RODRÍGUEZ BEREIJO, A., El sistema tributario en la Constitución ... , cit., p. 46. -
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tiene toda su lógica que las actuaciones de la Administración tributaria se con-
centren en los grupos de contribuyentes cuyas manifestaciones de capacidad 
sean más relevantes, atendiendo de esta forma a los requerimientos de igualdad 
real contenidos en el artículo 9.2 CE, que exigen tratar de manera desigual lo 
que realmente es desigual a fin de lograr la igualdad real. Pues de la mis.ma 
manera que los derechos de prestación, ante la insoslayable escasez de mediOs, 
no son disfrutados con la misma intensidad por todos sus posibles destinatarios, 
sino que, como tien~ declarado la STC 77/1985, han de ser tomados en conside-
ración los postulados de otros principios y valores constitucionales, singular-
mente los artículos 9.2 y 40.1 de la máxima norma, relacionados con el derecho 
a que la igualdad sea real y efectiva, el régimen jurídico presupuestario de la 
AEAT orienta las actuaciones inspectoras hacia aquellos sectores donde el frau-
de es más relevante 542. 
El principio de igualdad, en fin, no implica un tratamiento igual con 
independencia de cualquier elemento diferenciador de relevancia jurídica, de 
modo que la presencia de una justificación de relevancia constitucional, elimi-
na cualquier riesgo de arbitrariedad en la desigualdad de trato. En efecto, como 
destacara Sánchez Morón, «el principio de objetividad de la acción adminis-
trativa es la manifestación a este nivel del principio de igualdad. Pero, natural-
mente, el mismo no impone un tratamiento homogéneo para todos los ciuda-
d .' . 1 543 danos, habida cuenta de la desigualdad e las SItuaciOnes socIa es» ; 
desigualdad que los poderes públicos deben remover, de acuerdo con la expre-
sión del citado artículo 9.2, Y que puede ser considerablemente corregida a tra-
vés de la satisfacción efectiva de los derechos económicos y sociales del capí-
tulo III del título I de la Constitución, cuya fuerza interpretativa a la hora de 
valorar el establecimiento de desigualdades en el tratamiento de distintos 
542 C.om.o ha destacad.o RODRÍGUEZ BEREIJO, A., El sistema tributario en la Constitución ... , cit., p. 13, 
Y pp. 47 Y SS., el Estad.o asume tambiéu una función s.ocial de redistribución de la renta y de.la riqueza, que está en 
la esencia misma de la cláusula del Estad.o s.ocial y dem.ocrátic.o de Derech.o que la C.onstltu~lón .pr.oclam~ en. el 
artícul.o 1.1, que n.o puede entenderse c.om.o un simple calificativ.o retóric.o sin c.onsecuencias J~rídlc.o-c.onstltuclo­
nales, sin.o, p.or el c.ontrari.o, ha de c.onsiderarse c.om.o un auténtic.o principi.o c.onstituci.onal de mmedlata y directa 
aplicación y también c.om.o un principi.o estructural del .orden jurídic.o y criteri.o hermenéutlc.o fundamental del 
.orden p.olític.o y s.ocial establecid.o en la C.onstitución, de acuerdoc.on 1.0 que establece la STC 1911982, ~F. J. 6). 
Idea que es c.oherente c.on la función que c.orresp.onde al Derech.o Fmanclero, c.om.o Derech.o deSigual y r~dls~butl­
v.o, que C.ompromete el funci.onamient.o de la Hacienda Pública en el sentid.o pr.ocla~ado p.or la C.onstltuclón de 
1978 en el artícul.o 9.2, en relación c.on el artícul.o 40.1 , cuand.o .obliga a l.os p.oderes pubhc.os a rem.over l.os .obstá-
cul.os que impiden que la libertad y la igualdad entre t.od.os l.os ciudadan.os, entre las diferentes clases y grup.os 
sociales, sea real y efectiva. Este es el sentid.o de la d.octrina del Tribunal C.onstituclOnal en las STC 3/1983, (F. J. 3) 
y 98/1985,(F. J. 9). ~ . . E IERI Al 
543 Cfr. SÁNCHEZ MORÓN, M., «N.otas s.obre la función administrativa ... », Clt., en PR D , 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E. (dir.), «La C.on~tit~ción ... », cit., p. 681; en parecid.os términ.os CUÉT ARA, J. M. ~e ~¡ 
Las potestades administrativas, ed. Tecn.os, Madnd, 1986, pp. 201 Y ss. y es que,. c.om.o ya destacara STARCK, .. , . 
concepto de Ley en la Constitución alemana, cit., p. 317, «sin referencia a la reahdad que se trata de regular el pnncI-
pi.o de igualdad es vací.o, n.o dice nada». 
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supuestos de hecho no es posible desconocer 544. De ahí que, siendo la recau-
dación un interés cuya realización conecta con fines constitucionales, sea fun-
damental arbitrar las medidas adecuadas que articulen esa incentivación a la 
recaudación ale~tada por el régimen presupuestario de la AEAT hacia las 
auténticas bolsas de fraude sin que padezca la igualdad como valor y principio 
consagrado en el texto fundamental; para lo cual habrá que encontrar, por de 
pronto, una serie de criterios no disfuncionales para graduar la percepción de 
los emolumentos ligados a la productividad de los inspectores, ya que se corre 
el riesgo de introducir criterios economicistas en supuestos que difícilmente 
pueden ser reducidos a la frialdad de los números, como, por ejemplo, inspec-
ciones mensuales practicadas, expedientes sancionadores incoados, etc., más 
que atender a criterios ligados a un plan de objetivos gobales de cada una de 
las especialidades de la organización tributaria 545. 
Y, en esta misma línea, quizás sería conveniente excluir las liquidaciones 
provisionales de oficio, que dictan los órganos de gestión de la AEAT, de la base 
de cálculo que se tiene en cuenta, de conformidad con la Orden ministerial de 4 de 
marzo de 1993, para la aplicación del porcentaje de recaudación que se derive de 
los actos de liquidación y de gestión recaudatoria o de otros actos administrativos 
acordados o dictados por la AEAT. Porque dichas liquidaciones provisionales se 
producen en la mayoría de los supuestos como resultado de meros cruces informá-
ticos y, aun reconociendo la importancia de una tramitación ágil de las mismas en 
la dirección e impulso de los modernos procedimientos tributarios masificados 546, 
tales liquidaciones no son expresión ciertamente de actuaciones inquisitivas que 
se proyecten sobre las bolsas de fraude más recalcitrantes; por ello, pese a la 
importante recaudación que de esas actuaciones administrativas se puede derivar, 
lo cierto es que la interpretación que hemos defendido de los principios de capaci-
dad económica e igualdad en la fase de aplicación normativa, aconseja que no se 
coloquen en un mismo plano -como ahora se hace- las actuaciones realmente 
inquisitivas o de investigación y las llamadas de comprobación formal, desde el 
punto de vista de los incentivos que el ordenamiento puede establecer en el senti-
do de las decisiones que ha de tomar la organización administrativa dentro de los 
márgenes de la inevitable discrecionalidad en que ella se mueve. 
544 En tal sentid.o, cfr. ALONSO GARCÍA, E., La interpretación de la Constitución, cit., pp. 396 y ss., que 
alude al papel fundamental de l.os derech.os ec.onómic.os y s.ociales dentro del test de razonabilidad que emplea el 
Tribunal C.onstituci.onal al indagar la finalidad de las n.ormas que introducen criteri.os de desigualdad 
545 En este sentid.o, ARROYO YANES, L. M., La Agencia Estata!. .. , cit., en PÉREZ MORENO, A. (dir.), 
«La Administración», t. L, cit., p. 219. 
546 Cfr. FERNÁNDEZ WPEZ, R. 1., Posibles disfunciones ... , cit., pp. 68 Y ss. 
245 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
Por otro lado, en un orden distinto de cuestiones, sería conveniente consi-
derar el importante criterio de control que el Poder Legislativo introduce sobre la 
actuación de la Administración tributaria a través de la formulación de un sistema 
de objetivos, que establece determinadas previsiones de ingresos tributarios pro-
cedentes de concretas actuaciones administrativas. Este control no se entiende, 
efectivamente, limitado a la siempre necesaria, pero a todas luces insuficiente, 
legitimidad de los actos administrativos que dicte la AEAT, sino que se encuentra 
principalmente enderezado a la evaluación del resultado global de la actuación 
administrativa y al cumplimiento eficaz por la Administración pública de los 
fines legales 547; lo que supone ampliar la perspectiva del control más allá de la 
función de mero límite a la actuación, para avanzar, en sintonía con el principio 
constitucional de eficacia, en la verificación del cumplimiento de la función 
encomendada a la AEAT, incluyendo en el objeto de ese control también los 
aspectos omisivos de su actuación 548; máxime cuando en los actuales procedi-
mientos masificados el esfuerzo administrativo ha de concentrarse todavía más 
intensamente en los grupos de contribuyentes que ofrezcan mayores posibilida-
des recaudatorias, habida cuenta que el contribuyente medio, tras la automatiza-
ción de los procedimientos masivos, puede ser controlado básicamente, aun a 
riesgo ciertamente de cierta imprecisión, a través de los medios informáticos 549. 
547 Como un exponente o ejemplo de la eficacia como fuente de legitimidad de la Administración en el Esta-
do social, a la que se refieren PAREJO ALFONSO, L.,Presentación al número monográfico dedicado al pri(¡cipio de 
eficacia, cit., p. 16, Y BETANCOR RODRíGUEZ, A., Las Administraciones independientes ... , cit., pp. 322-335. 
548 En esta dirección, MARTÍN QUERALT, J., «La división de funciones en el ámbito del ordenamiento jurí-
dico tributario», en REDF, núm. 9,1976, p. 20, llama la atención sobre el contenido del principio de legalidad tributa-
ria, que opera no sólo como límite de la Administración, sino además, y de modo muy significado, como obligación 
que a ésta incumbe para la realización de un mínimo de actividades en favor del interés público. Este es también el sen-
tido de las reflexiones de CASADO OLLERO, G., El principio de capacidad y el control constitucional..., op. cit., pp. 
199 Y ss., cuando subraya la importancia de un control orientado principalmente al resultado global de la acción admi-
nistrativa. Esta modalidad de control, señala este autor, es de apreciable importancia, «dado que, en ocasiones, salván-
dose la legitimidad formal de los concretos actos administrativos, puede resultar ilegítimo el comportamiento o la ges-
tión global de la Administración, sobre todo en sus aspectos omisivos». Aunque desde el punto de vista procedimental. 
para llevarla a cabo sería menester abandonar los tradicionales modelos de actuación y llegar a un «control evidente-
mente sucesivo no ya sobre actos concretos, sino sobre grupos de actos o sobre el conjunto de la actividad». 
En esta idea inciden BERMEJO RAMOS, J. et al (grupo de trabajo del Instituto de Estudios Fiscales), «La 
modernización de la Administración Tributaria. Estrategia de lucha por el cumplimiento fiscah" en Cuadernos de 
Formación para la Inspección de los Tributos, núm. 25, 1994, pp. 16 Y ss., al subrayar la importancia del concepto 
de estrategia en la organización de la Administración tributaria; como norma de referencia que fija los objetivos glo-
bales de la organización, establecidos de un modo lo suficientemente flexible para poder ser adaptados a las exigen-
cias de un entorno cambiante, y al objeto de obtener unos resultados deseados a medio o largo plazo y a un coste 
mínimo. Y es esta idea de estrategia la que permite una valoración del grado de cumplimiento de los objetivos que 
no sólo incida en la regularidad y el cumplimiento formal de las normas, sino sobre todo en el cumplimiento de los 
objetivos globales de la organización. ~ 
'49 Así, DELGADO PACHECO, A., La gestión de los tributos en el marco de la nueva Agencia Estatal..., 
cit., p. 17; en el mismo sentido, BRAVO PAIVA, M., «Informe de la Unidad Especial para ~I ~studio del Fra~de. 
Síntesis de su contenido», en Cuadernos de Actualidad, HPE, núm. 6,1994, pp. 223 Y ss, que mClde en la necesIdad 
de dar plena operatividad a los cruces informáticos que permitan comprobaciones masivas en las situaciones en que 
no se precisa una actuación inspectora, al tiempo que se aboga por la necesaria diferenciación en la intensidad de la 
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Así pues, y por todas las razones apuntadas, el interés recaudatorio presen-
te en el régimen jurídico presupuestario de la AEAT, lejos de enturbiar el recto 
ejercicio de las potestades de gestión tributaria al introducir en las mismas crite-
rios de ponderación exirajurídicos, se erige en un elemento de indiscutible rele-
vancia jurídico-constitucional integrado dentro del interés fiscal, como bien jurí-
dico que la Constitución ha asumido al establecer el deber de contribuir en el 
artículo 31 de la CE 550; un interés recaudatorio que sin suponer menoscabo algu-
no de ningún derecho fundamental ni violentar el estatuto constitucional de la 
Administración pública, puede, antes bien, modular el ejercicio de dichas potes-
tades en orden a una satisfacción efectiva de la contribución general al sosteni-
miento de los gastos públicos más ajustada a los principios y valores de la Cons-
titución y, en especial, a los criterios de justicia que el artículo 31 del texto 
fundamental sanciona y, en fin, en el sentido de una lucha más eficaz contra el 
fraude fiscal. 
actuación inspectora en función del tipo de contribuyente; también BURGUILLO, J., «La planificación de las actua-
ciones inspectoras», en Cuadernos de Formación de la Inspección de los Tributos, núm. 25, 1994, pp. 1 Y ss., donde 
se subraya la importancia de la idea de estrategia como elemento necesario dada la ausencia de capacidad adminis-
trativa para proceder a la comprobación de todos los contribuyentes, que obliga a la Administración, en el momento 
de seleccionar qué contribuyentes han de ser objeto de comprobación, a actuar «opináticamente», desechando crite-
rios puramente aleatorios, de suerte que el eventual nivel de fraude con relación a otros contribuyentes sea un ele-
mento de primer orden a considerar; en el mismo sentido, ÁL VAREZ ARZA, M., «Breve referencia al plan de 
lucha contra el fraude en la Agencia», en Cuadernos de Actualidad, núm. 6, 1994, pp. 247-249, donde se pone el 
acento en la necesaria asimetría en el tratamiento de los contribuyentes por la Inspección; asimismo, BERMEJO 
RAMOS, J, et al (grupo de trabajo del Instituto de Estudios Fiscales), La modernización de la Administración tribu-
taria ... , cit., p. 11, donde se señala que la estrategia de lucha contra el fraude fiscal exige a la Inspección tributaria 
que sea selectiva, concentrada en las rentas reales y capaz de cuidar los efectos indirectos de sus acciones, atendien-
do a los volúmenes reales de las operaciones; pues son ésas las exigencias que mejor responden a las características 
de nuestro sistema fiscal y a las consiguientes percepciones de equidad del sistema y eficacia de la Inspección. 
_ 550 Sobre el interés fiscal como deber enraizado en el genérico de solidaridad, vide ESCRIBANO 
LOPEZ, F., La configuración jurídica del deber de contribuir ... , cit., pp. 325 Y ss. -
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INCIDENCIA DE LA CREACIÓN DE LA AGENCIA 
ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA SOBRE 
LA CONFIGURACIÓN JURÍDICA DE LA POTESTAD 
SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN 
EN MATERIA TRIBUTARIA 
1. INTRODUCCIÓN 
iIi- A constitucionalización de la potestad sancionadora de la Adminis-, - - tración por obra del artículo 25 del texto fundamental, junto a la natu-, raleza jurídico--pública de la AEAT, pueden hacer que parezca inne-. cesario, al menos en una primera aproximación, cualquier suerte de 
análisis o reflexión acerca de la legitimidad y conveniencia de la atribución de 
facultades sancionadoras a dicho ente público, por cuanto que hoy ya nadie 
puede negar la existencia y normalidad del ejercicio de la referida potestad 
I 
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administrativa 551 , pese a la existencia de tesis doctrinales que todavía hoy abo-
gan por la conveniencia, de lege ferenda, del establecimiento del monopolio 
judicial en el ejercicio del llamado ius puniendi del Estado 552. 
Sin embargo, la oportunidad de reflexionar acerca de la incidencia de la 
creación de la AEAT sobre la configuración jurídica de la potestad sancionadora 
tributaria se demuestra rápidamente al recordar, de un lado, que el objeto de nues-
tra investigación es la determinación de la influencia que la nueva estructura jurí-
dico-organizativa de la Administración tributaria supone sobre el ejercicio de las 
diferentes potestades administrativas que el ente público ha de desplegar en la 
aplicación efectiva del sistema tributario -partiendo de la premisa fundamental 
de la innegable influencia que la estructura organizativa ejerce sobre el desarrollo 
de las funciones públicas de aplicación de las distintas figuras tributarias 553_. Y 
si, por otra parte, se constata que «la gestión tributaria y la imposición de sancio-
nes son ámbitos claramente separados de la Administración del Estado, procedi-
mientos ordenados a la consecución de fines diversos, que dan lugar al ejercicio 
de distintas potestades y producen efectos claramente diferenciados entre sí» 554, 
la conclusión que se extrae de las premisas enunciadas es la justificación plena 
del análisis que nos proponemos realizar. 
y este análisis, como es obvio, lejos de pretender un examen particulari-
zado de la configuración jurídica de la potestad sancionadora tributaria, se cen-
trará exclusivamente en las cuestiones directamente relacionadas con la posi-
ción jurídica de la AEAT en el desarrollo del procedimiento sancionador 
tributario. De ahí que nuestro estudio parta, en primer lugar, de la propia atribu-
ción de la potestad sancionadora a un ente de Derecho público funcionalmente 
descentralizado, cual es la AEAT. Porque, aun cuando la potestad sancionadora 
se encuentra constitucionalmente reconocida por el artículo 25 CE Y su ejerci-
cio por entes funcionalmente descentralizados resulte en principio inobjetable 
551 Aunque la referida constitucionalización no suponga una novedad radical en el panorama de la historia 
constitucional española. pues, como ha constatado NIETO, A., Derecho Administrativo sancionador, l.a ed., ed. 
Tecnos, Madrid, 1993, pp. 44 Y ss., Y pp. 75 Y 76, en su documentado estudio acerca del ejercicio de la potestad san-
cionadora durante el siglo XIX, en España siempre se ha considerado obvia la existencia de una potestad s~nclOn~­
dora de la Administración compatible con otra similar propia de los Tribunales de Justicia. Esta es una sltuaclOn 
totalmente generalizada que se arrastra desde el Estado absolutista, aunque en algunos países de Europa, en contras-
te a lo sucedido en España, se alteró profundamente durante el constitucionalismo decimonónico, provocando un 
eclipse de las facultades administrativas sancionadoras al otorgar al Juez el monopolio de su ejercicio. A partir de la 
Primera Guerra Mundial volvió a oscilar, sin embargo, el péndulo de la historia, restableciéndose las potestades 
administrativas tradicionales, que hoy se encuentran en la cota de intensidad más alta incluso que la que alcanzaron 
en los momentos más exacerbados del Estado de Policía. 
552 Así, PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, «Parte Genera!», t. 1., cit., pp. 455 Y ss. 
553 Cfr. HENSEL, A., La influencia del Derecho Tributario sobre laformación de los conceptos de Dere-
cho Público, op., cit., p. 178.' . .. . .. • 
554 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, L L, El sistema de infracciones y sancIOnes tnbutanas. (Los prmclplOs cons-
titucionales del derecho sancionador), cit., p. 162. 
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y goce de toda normalidad en nuestro ordenamiento jurídico 555, lo cierto es que 
la potestad no se entiende atribuida sin más a cualquier ente público 556. Porque 
tanto dicha operación de atribución.a una determinada Administración como su 
ejercicio en cada caso por un órgano administrativo, deben cumplir ciertas exi-
gencias constitucionales derivadas de una de las manifestaciones del principio 
de legalidad sancionadora contenido en el ya citado artículo 25 del texto funda-
mental. 
El segundo orden de cuestiones que centrará nuestra atención gira en torno 
a la aplicabilidad de las garantías del procedimiento sancionador contenidas en la 
LRJAP y PAC al ordenamiento sancionador tributario. En efecto, a raíz de la 
aprobación de esta Ley, se ha podido sostener que la función constitucional de la 
misma, enunciada en el artículo 149.1.18.a del texto fundamental, demanda que 
las garantías allí contenidas sean de aplicación general no sólo a todas las Admi-
nistraciones públicas, sino también a cualesquiera materias, razón por la que se 
defiende que los procedimientos específicos establecidos ratione materiae debe-
rán respetar en todo caso esas garantías mínimas de los ciudadanos 557. 
Consecuentemente, por lo que se refiere a los procedimientos sancionado-
res tributarios, partiendo precisamente de la posición institucional de la AEAT, 
como ente de Derecho público titular de potestades administrativas, cierto sector 
doctrinal afirma que la estructura organizativa de la AEAT debe plegarse a las 
exigencias de ciertos principios del procedimiento sancionador contenidos en la 
LRJAP y PAC, que la regulación vigente al parecer no respeta. En concreto, de 
un lado, el principio de separación entre la fase instructora y decisoria, sanciona-
do en el artículo 134.2 de esa Ley, que ordena atribuir las respectivas competen-
cias de instrucción y resolución a órganos distintos en la tramitación de los proce-
dimientos sancionadores; y, de otra parte, la prohibición de delegación de la 
facultad sancionadora, prevista en el artículo 127.2 del mismo cuerpo normativo, 
que, a juicio de algunos, resulta incompatible con la posibilidad de delegación de 
la competencia para la imposición de ciertas sanciones que ostenta el Ministro de 
.' .555 Co.mo .ha visto NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., pp. 109 Y ss., al señalar que la atribución y 
C?nSI~Ulente, eJercIcIO de la potestad sancionadora por entes institucionales no supone más que otro supuesto de 
dlvefSlficaclOn y fraccIOnamIento de la potestad punitiva del Estado. 
. Mayores problemas plantea, sin embargo, la atribución de dicha potestad a las llamadas Administraciones 
mdepe.ndlentes, pues dicha atribución afecta incluso a la propia concepción del principio de división de poderes; sobre 
ello, vld~5~ETANCOR .RODRÍGUEZ, A.,. Las Administraciones Independientes, op., cit., en especial, pp. 265 Y ss. 
La dIferenCIa entre la eXIstenCia de la potestad y la capacidad para su ejercicio es resaltada por NIETO 
A., Derecho ... , cit., pp. 87 Y 88. ' 
557 Para esta tesis,' vide, por todos, PAREJO ALFONSO, L., «Objeto, ámbito de aplicación y principios 
generales de la Ley de RégImen JurídICO de las Administraciones PUblicas y Procedimiento Administrativo Común», 
en LEGUINA VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. (DiL), «La nueva Ley de Régimen Jurídico ... », cit., pp. 21 Y ss. 
/ 
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Economía y Hacienda en favor de otros órganos de la Administración, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 81.1 b) de la LGT 558 . 
Por fin, en tercer lugar, también habremos de referirnos brevemente a la 
compatibilidad entre el régimen jurídico presupuestario de la AEAT y las exigen-
cias constitucionales de objetividad que son propias del ejercicio de la potestad 
sancionadora tributaria. Porque la inclusión del importe de las sanciones tributa-
rias dentro de la transferencia presupuestaria que puede incrementar aútomática-
mente el presupuesto de la AEAT aprobado por las Cortes Generales, ha permiti-
do a un autorizado sector de la doctrina considerar que «esta regulación, 
justificada acaso en una eficacia pragmática, infringe, sin embargo, principios 
sustanciales de objetividad en la actuación sancionatoria, si obligados para toda 
la actuación administrativa, especialmente exigibles en materia represiva (art. 6.° 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos, aplicable por arto 10.2 de la Cons-
titución») 559. 
n. LA ATRIBUCIÓN DE POTESTAD SANCIONADORA A LAAEAT 
Al abordar esta cuestión, lo primero que debemos destacar es la ausencia 
de atribución expresa de potestad sancionadora a la AEAT tanto en su Ley funda-
cional como en cualquier otra norma con rango de Ley, a diferencia, por cierto, 
de la explícita atribución que el apartado uno, en su número 3, del artículo 103 de 
la Ley 31/1990 realiza de las potestades de gestión, inspección y recaudación, 
como facultades jurídicas indispensables para la satisfacción plena del fin institu-
cional del ente público -la aplicación efectiva del sistema tributario estatal- al 
que quedan enderezadas todas las actuaciones de la AEAT. Esta ausencia plantea 
558 Plantea la cuestión MARTÍN QUERALT, J., La aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en 
los procedimientos administrativos en materia tributaria, cit., pp. 40 Y ss.; con ma~or a~plitud: DíEZ-OCHO~ 
AZAGRA, J. M., «incidencia de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en el derecho tnbutano sanclOnadof», en Tn-
buna Fiscal, núm. 42, 1994,pp. 1 Y ss. 
559 Cfr. GARCíA DE ENTERRíA, E./FERNÁNDEZ RODRíGUEZ, T-R., 4.' ed., Curso de Derecho 
Administrativo, t. n, cit, p. 200; participa de esa opinión SÁNCHEZ GALIANA, J. A., Las actuaciones de la Age~­
cia Tributaria y los principios constitucionales tributarios, cit., pp. 452 Y 453,.I~am~ndo la atencIón.sobr~ «el ~SI­
ble ejercicio interesado de la potestad sancionadora, teniendo en cuenta l!l partICIpacIón de la AgencIa Tnbutana en 
las cantidades recaudadas». 
La invocación que los dos primeros autores citados efectúan del Convenio Europeo de Der.ech?s Humanos 
pone de relieve cómo se abre una nueva vía de penetración de lo que se h~ dado en llam~ «cnmmahzacIón»: d~1 
Derecho Sancionador Tributario, que exigiría, en este caso, del órgano adm1OIstratIvo'sancIOnador ~n~ Im~arc~ah­
dad análoga a la que se predica de los órganos jurisdiccionales, en lame~ida en que la aludida «cnmI~ahzacIón» 
reclama una aplicación estricta de los principios penales a los procedImI~ntos sanclOna~ores trIbu.tanos. (VI~e, 
sobre esa «criminalización» y las consecuencias que sobre el sistema sancIOnador trIbutano p~ede ~Jercer la Juns-
prudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, SOLER ROCH, M. T., «Deberes tnbutanos Y derechos 
humanos», en Revista Técnica Tributaria, núm. 30, 1995, pp. 101 Y ss.). 
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la duda acerca de la legitimidad del ejercicio de la potestad sancionadora por la 
AEAT en cuanto al cumplimiento de una de las manifestaciones del principio de 
legalidad proclamado en el artículo 25 CE: en concreto, el ejercicio de dicha 
potestad por un ente público que la tenga atribuida en virtud de una norma con 
rango de Ley, pues una cosa es el reconocimiento constitucional de la potestad 
sancionadora de la Administración en el artículo 25 CE y otra bien distinta es que 
aquélla pueda ser válidamente ejercida 560. Pues bien, como ya ha sido oportuna-
mente destacado 561 , del silencio legal o ausencia de atribución expresa de potes-
tad sancionadora a la Administración no cabe al intérprete la adopción de solu-
ciones apriorísticas; pues lo cierto es que «teniendo en cuenta que nuestras leyes 
no suelen preocuparse de atribuir a la Administración de forma expresa potestad 
alguna, surge la cuestión de los efectos jurídicos de tal silencio; lo que, como es 
sabido, ofrece dos posibles soluciones: o bien considerar que la potestad no exis-
te, o bien considerar que la exigencia de la atribución puede darse por cumplida' 
-y que, en consecuencia, tal atribución existe-, si el intérprete constata la presen-
cia de una atribución implícita». Y, en concreto, la ausencia de atribución explíci-
ta a la AEAT de potestad sancionadora no supone obstáculo alguno para ellegíti-
mo ejercicio del poder sancionador por parte del Ente público, por cuanto que, a 
nuestro entender, la potestad sancionadora le ha sido implícitamente atribuida. 
En efecto, la tesis de la atribución implícita de potestad sancionadora, 
defendida en nuestra doctrina por De La Morena 562 con base en las construccio-
nes alemanas del Derecho de Policía, entiende que cuando la Ley atribuye a un 
ente público funciones de vigilancia, le está apoderando implícitamente de potes-
tades sancionadoras, porque quien tiene potestad de ordenar, de mandar y de 
prohibir, ha de tener también la potestad de sancionar, como potestad aneja e 
inseparable de la anterior, dado que sin la segunda parece que la primera ha de 
resultar inoperante. 
En este sentido, interesa resaltar que la tesis aludida ha sido inequívoca-
mente aceptada para el supuesto de los entes territoriales por el Tribunal Consti-
tucional, que, a propósito de la distribución competencial sancionadora entre el 
560 Como ha visto NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., p. 88, cuando señala que la existencia de la 
potestad sancionadora de la Administración no plantea ninguna duda, pues el artículo 25 CE la reconoce de antema-
no, mientras que su ejercicio, en concreto, requiere el cumplimiento de ciertos requisitos, comenzando por el de 
l~galidad.Lo que, dicho con otros ténninos, significa que el texto constitucional no atribuye sin más la potestad, 
s100 que sImplemente se legitima, con carácter general, su atribución en el escalón legislativo ordinario, es decir, del 
desarrollo constitucional. 
561 Cfr. NIETO, A., op., últ., cit., pp. 87 Y 88. 
562 La exposición de esta tesis puede verse en MORENA Y DE LA MORENA, L de la., «De nuevo sobre 
la potestad sancionadora de la Administración en materia de infracciones al régimen de horario aplicable a los 
espectáculos públicos», Boletín de Documentación de la Secretaria General Técnica del Ministerio del Interior 
núm. 117, 1989, pp. 2 Y ss.; un resumen de la misma en NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., pp. 8~ Y ss: 
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Estado y las Comunidades Autónomas, ha declarado repetidas veces que la potestad 
normativa de establecer deberes y obligaciones «implica también la de prever san-
ciones en caso de incumplimiento» (STC 147/1991) 563. Todo ello, en consecuen-
cia, conduce a concluir que, constituyendo la potestad sancionadora tributaria 
una función conectada esencialmente con las competencias de gestión en este 
mismo sector de la actuación administrativa, la atribución expresa por norma 
con rango de Ley a la AEAT de las potestades administrativas de gestión tributa-
ria supone una atribución implícita de la potestad sancionadora conexa a aqué-
llas. 
Porque, además, la aludida doctrina de la atribución implícita de potestad 
sancionadora a cualquier ente público que ejerza potestades públicas en aras al 
cumplimiento de determinados intereses generales, ha sido extendida, a nuestro 
entender, por mediación del artículo 2.2 LRJAP Y PAC, al ámbito de los entes de 
derecho público funcionalmente descentralizados como es la AEAT. En efecto, 
dicho precepto, al determinar el ámbito de aplicación de la LRJAP y PAC, dispone 
que «las entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas 
o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas, tendrán asimismo 
la consideración de Administración pública. Estas entidades sujetarán su actividad 
a la presente Ley cuando ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el 
resto de su actividad a lo que dispongan sus normas de creación». 
Y, en efecto, de acuerdo con el precepto transcrito, cuando el ordenamiento 
encomienda a cualquier ente público la responsabilidad sobre la gestión de cua-
lesquiera intereses generales, para cuya consecución aquél se encuentre pertre-
chado de las correspondientes potestades administrativas, puede entenderse que 
se le está otorgando a su vez la oportuna potestad sancionadora, al concederle a 
los efectos de la LRJAP y PAC «la consideración de Administración pública». De 
este modo, además, es posible flexibilizar la excesiva rigidez del mandato conte-
nido en el artículo 127.1 LRJAP Y PAC, que parecería excluir los supuestos de 
atribución implícita de potestad sancionadora a los entes públicos, lo que, de 
interpretarse dicha condición con un excesivo rigor, tendría como consecuencia 
que una parte sustancial de las Administraciones públicas se quedarían sin poder 
ejercer la potestad sancionadora 564. 
Pues bien, la atribución de la potestad sancionadora a la AEAT satisface 
plenamente las exigencias del principio de legalidad, puesto que, en primer tér-
mino, se puede afirmar que una norma con rango de Ley le reconoce implícita-
mente la titularidad de dicha potestad al considerarla Administración pública, 
563 Vide NIETO, A., op., Últ., cit., pp. 84 Y ss. 
564 Como ha visto NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., pp. 185 Y 186. 
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por ser titular de determinadas potestades públicas en un ámbito de gestión opor-
tunamente acotado, como son todas las de gestión tributaria, en orden a la con-
secución de su fin institucional. En fin, el ejercicio de la potestad sancionadora 
por la AEAT cuenta con la necesaria cobertura legal, que exige el artículo 25 
CE, de acuerdo con lo que tiene declarado el Tribunal Constitucional en la Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 101/1984 (F. J. 4), de la cual es dable inferir 
que la determinación de la competencia sancionadora de las diferentes entidades 
administrativas ha de realizarse, en todo caso, en una norma con rango de Ley 
formal. 
. . Pe.ro, a~e.más, en segundo lugar, una vez atribuida dicha potestad, deben 
eXistIr disposIciones legales o reglamentarias que, al atribuir a órganos específi-
cos dentro de la organización la facultad para la imposición de sanciones, regu-
len las condi~iones de ejercicio de dicha potestad. Doctrina que ya estaba-plas-
~ada en la cItada STC 101/1984 del Tribunal Constitucional, y que ha s,ido 
mne~es~i~mente reiterada por el artículo 127.2 LRJAPy PAC, al disponer que 
«el eJercICIO de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrati-
vos que la tengan atribuida expresamente por disposiciones de rango legal o 
reglamentario» 565. 
Y este es el sentido, precisamente, del apartado Once, en su número 5, del 
artículo 103 de la Ley 31/1990, por el que se creó la AEAT, de acuerdo con el 
cu~l, ~<las competencias que en materia de funciones asignadas a la Agencia estén 
atnbuldas a la Secretaría General de Hacienda, Direcciones Generales de Gestión 
Tribu~aria, Inspección Financiera y Tributaria (Oo.) y cualesquiera otras que se 
menCIOnen en este artículo se entenderán atribuidas a la Agencia desde el mismo 
mo~ento de su constitución efectiva». En definitiva, por lo que respecta a la atri-
bución de la competencia para ejercer la potestad a órganos concretos, como 
manifestación del principio de legalidad, tampoco parece que presente excesivos 
problemas su cumplimiento en el supuesto de la AEAT, por cuanto que el propio 
artículo 81 LGT Y el 3.0 del Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre sobre 
procedimiento para sancionar las infracciones tributarias (PSIT), atrib~yen a 
dete~inado~ órganos administrativos dicha competencia 566. Una atribución que, 
como mmedlatamente veremos, es realizada ya de manera expresa -y no sólo de 
565 Como ha notado NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., p. 215, las intenciones del artículo 1272 LRJ~P 7 .PAC son muy simples: se trata de garantizar la seguridad jurídica a través de una previsión normativa fij~. 
El eJerCICIO dela potesta? sanCIOnadora es una palanca de autoridad fácilmente desviable hacia el autoritarismo, por 
lo que la Ley bene empeno en Impedrr el abuso de las autoridades administrativas. A tal efecto el precepto no puede 
ser más claro. 
. Vide, asimismo, GARCÍA MANZANO, P., «De la potestad sancionadora», en AA.W., «Comentario siste-
mdátlco a I~ Ley d~ RégImen JurídICO de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común» 
e . Carpen, Madnd, 1993, pp. 364-367. ' 
566 Así también lo ha entendido DÍEZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit., p. 3. 
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modo implícito a través del citado apartado Once, en su número 5, del artícu-
lo 103- a determinados órganos insertos en la estructura de la AEAT, tras la 
aprobación de la Ley 25/1995, de 20 de julio, de modificación parcial de la Ley 
General Tributaria. 
De este modo, se satisface una garantía que no es sino un trasunto o especi-
ficación en el ámbito administrativo de la garantía procesal, que enuncia el artícu-
lo 24.2 CE, del derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, y que, como 
ha declarado el Tribunal Constitucional, no es aplicable al ámbito sancionador 
administrativo, debido a la propia esencia procesal de la garantía en cuestión (Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 76/1990, F.J.) 567 y, en concreto, a la verdadera 
finalidad del derecho enunciado, que no es otra que la garantía de la independen-
cia del personal que ostenta la potestad jurisdiccional. Pues si el funcionariado no 
es en modo alguno independiente ni,per se, imparcial, el procedimiento que ante 
el mismo discurre no precisa tampoco del respeto a una garantía procesal, elevada 
a rango de derecho fundamental por la Constitución, que, por mucho que se pre-
. l' d 'l' t d 568 tenda, no puede de nmguna lorma que ar en e ms aura a . 
Ahora bien, pese a que no admita dudas la inaplicabilidad en el ámbito del 
procedimiento administrativo sancionador del derecho al Juez legal predetermi~ 
nado por la Ley proclamado en el artÍCulo 24.2 CE, no cabe realizar una dejación 
completa de la virtualidad que, cuando menos, tiene la finalidad de este derecho 
en lo que tiene de garantía para el sistema sancionador del Estado, tanto penal 
como administrativo. Porque, como ha destacado Garberi 569, si tomamos el tér-
mino <<jurisdicción» en una de sus acepciones vulgares, es decir, «como conjunto 
de atribuciones de una autoridad», la exposición puede reconducirse a otra deno-
minación, utilizada tanto en el campo jurisdiccional como en el administrati-
vo, cual es la de competencia, con lo cual vendría transformado aquel derecho en 
567 Derecho al «Juez predeterminado por la Ley» que, como ha señalado ZORNOZA PÉREZ, J. J:, ~l si~­
tema de infracciones ... , cit., p. 117, «únicamente podría traducirse en la exigencia de que las sanCiOnes adIllilllstratl-
vas sean impuestas por autoridad cuya competencia sancionadora venga previamente fijada en norma de rango 
legal». 
A partir de dicha constatación, GARBERI LLOBREGAT, J., La aplicación. de los dere~hos y garant(as 
constitucionales a !a potestad y al procedimiento administrativo sancionador, ed. Tnvmm, Madrid, 1989: p. 178, 
señala que «este derecho al "Juez legal", reconocido además en los textos internacionales (ar:ts 6:1 Convelllo Euro-
peo de Derechos Humanos y 14.1 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polític?s), de aphcaclón drrecta e IDme-
diata en tanto que incluido en las diferentes leyes procesales -por lo que no da al legislador una patente de corso para 
una determinación arbitraria de las normas de competencia- atendido su tenor literal ("Juez ordinario ... ") no resulta 
en absoluto de aplicación a ningún género de procedimiento administrativo y, por supues.to, tampoco ~l encaffilnado 
a la irrogación de sanciones, precisamente por la referencia a uno de su~ componentes -Junto a ~os !nbunales- que 
conforman la jurisdicción, denominación ésta que el ordenamiento jurídico, con excelente cnteno, reserva para 
dicho poder del Estado». , " 
568 Cfr. GARBERI LLOBREGAT,'J., La aplicación de los derechos y garantzas ... , op., ult., CIt., p. 178. 
569 Cfr. GARBERI LLOBREGAT, J.,op., últ., cit., p. 179; en similares términos, GARCfA MANZANO, 
P., «De la potestad sancionadora», cit., en AA.VV., Comentario sistemático ... , cit., pp. 364 Y ss. 
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otro que impediría ser sancionado sino por la autoridad administrativa cuya com-
petencia sancionadora venga predeterminada por la Ley. 
Así, descendiendo ahora a un plano más concreto, se constata que la orga-
nización jurídica de la AEAT satisface la garantía consistente en ser sancionado 
sólo por la autoridad administrativa que tenga atribuida la respectiva competen-
cia. En efecto, las competencias sancionadoras de los apartados a), b) y e) del 
artículo 81.1 LGT -tras la reforma que de esta' última ha realizado la Ley 
25/1995- son atribuidas, respectivamente, y de manera inequívoca, al Gobierno, 
al Ministro de Economía y Hacienda y a los Directores generales del Ministerio 
del que ése es titular 570; competencias que, por lo demás, en nada se ven afecta-
das por la creación de la AEAT, al continuar residenciadas bien en el ente matriz 
al que se adscribe la propia AEAT -el Ministerio de Economía y Hacienda- o 
bien en el propio Gobierno. Por su parte, los Directores de Departamento de la 
AEAT comparten la competencia en la esfera central con los Directores genera-
les del Ministerio de Economía y Hacienda -artículo 81.1 e), en su segundo 
inciso- para sancionar las infracciones consistentes en la pérdida del derecho a 
gozar de beneficios o incentivos fiscales cuya concesión no corresponda al 
Ministro de Economía y Hacienda; dicha competencia se atribuye en la esfera 
territorial a los Delegados Especiales de la AEAT. Finalmente, son también los 
Directores generales del Ministerio y los Directores de Departamento de la 
AEAT citados, en la esfera central, y los Delegados o Administradores de esta 
última entidad así como los Delegados del Ministerio de Economía y Hacienda, 
en la esfera territorial, los competentes para imponer las sanciones consistentes 
en multa pecuniaria fija -artículo 81.1, d)-. Por fin, tratándose de multas por-
centuales, son competentes los órganos de la AEAT que deben dictar los actos 
administrativos por los que se practiquen las liquidaciones provisionales o defi-
nitivas de los tributos o, en su caso, de los ingresos por retenciones a cuenta de 
los mismos. 
Como se puede fácilmente comprobar, la referida distribución de las com-
petencias sancionadoras en materia tributaria, que se ha producido a raíz de la 
creación de la AEAT, testimonia un supuesto, por lo demás muy extendido en 
nuestro sistema jurídico, de fraccionamiento subjetivo del llamado ius puniendi 
del Estado, como una simple y necesaria consecuencia de la correlativa plurali-
,. 570 Consistentes, respectivamente, en la suspensión del ejercicio de profesiones oficiales, empleo o cargo 
pubhco -apartado a~; en la pérdida del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales cuya concesión corres-
pon~a .a~ Ministro de Economía y Hacienda o a la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o en la 
prohibiCión de celebrar contratos con el estado u otros entes públicos -apartado b)-; y, finalmente, en la pérdida del 
derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales cuya concesión no corresponda al Ministro de Economía y 
Hacienda -apartado c~. 
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dad de las Administraciones. Este fraccionamiento no sólo se manifiesta en la 
normalidad de la asunción de potestades sancionadoras por las Comunidades 
Autónomas y las Corporaciones Locales, como resulta lógico en .un Estado co.~­
puesto en el que coexisten una pluralidad de entes territoriales, sm~ que ta~blen 
afecta de pleno a la Administración institucional, en la que el refendo fracclO.na-
miento de la potestad sancionadora se expresa hasta sus últim.as ~onsecuen~las. 
Porque frente al haz completo de facultades -normativas. y aplicauv~s- que mte-
gran la potestad sancionadora del Estado y las Comumdades Autonomas,.y .el 
más reducido que corresponde a los entes locales, en el supu~sto de la A~mlms­
tración institucional, pese a la prácticamente inabarca~le v~nedad de. reglI~e~~s 
presentes en la misma, de ordinario la única facultad d~spomble es la ~mposl~lon 
de sanciones -e incluso con limitaciones, ya que a partrr de un determmado mvel 
o importancia material de la sanción salta la competencia al ent~ ma~riz-, ~altan­
do por completo, salvo excepciones -no existentes en maten a tnbutana-, la 
facultad de establecimiento 571. 
III. 
A) 
LA APLICABILIDAD DE LAS GARANTÍAS PROCEDIMENTA~ES 
CONTENIDAS EN EL TÍTULO IX DE LA LEY 30/199~, DE REGI-
MEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS Y 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN, EN EL EJERCI-
CIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA TRIBUTARIA 
INTRODUCCIÓN 
La reciente aprobación de la LRJAP y PAC ha suscitado e~ la doct~na la 
polémica acerca de la pretendida aplicación al ordenamiento sancl~nador ~bu.ta­
rio de los principios del procedimiento sancionador, regulados baJO ~~ta rubnca 
en el capítulo 11 del título IX de la citada Ley. Se trata de una cuestlOn a la que 
debe ofrecerse una adecuada respuesta, porque, de llegar a la conclusión de que 
fueran aplicables en el ámbito sancionador tributario las supues~as garan~í~s del 
administrado allí contenidas, ello requeriría de modo urgente la mtroducclOn por 
, 'ó lo 
571 Cfr NIETO A Derecho administrativo ... , op., cit., pp. lO!! Y 109, que !lustra esta cons~tacl n con 
. ,., I . b tari tamb én acaece una que sucede en la legislación de aguas, ámbito en el que, al igual que sucede con e In u o, ;'zad E on-
distribución de competencias sancionadoras entre el ente matriz y el ente. funciOnalmente ?escentra I o. n c las 
I d I art' I 108 de la Ley de Aguas precepto en el que, básicamente en funCión de la gravedad de creto se a u e a ICU o , . . b Públ' U banis-sanci~nes a imponer, se reparten la competencia el Consejo de Ministros, el Mmlstro de O ras Icas y r 
mo y, finalmente, el organismo de cuenca. 
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el legislador de las oportunas reformas orgánicas de la estructura de la AEAT, al 
objeto de adaptar la misma a esos principios, que se presentan de entrada como 
inexcusables garantías del administrado y que no se encuentran al parecer plena-
mente satisfechas ni en el Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre, sobre 
procedimiento para sancionar las infracciones tributarias (pSIT), ni en las dispo-
siciones del Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento General de la Inspección de los Tributos (RGI), que resultan aplica-
bles en materia de procedimiento sancionador. 
Así, más concretamente, el problema se centra en la pretendida aplicabili-
dad de los artículos 134.2 y 127.2 de la citada Ley, en los que, respectivamente, 
por un lado, se ordena la atribución de las competencias para la instrucción y 
resolución en la tramitación de los expedientes sancionadores a órganos adminis-
trativos diferentes, ahora concentradas principalmente en la Inspección de los 
Tributos y, de otro, se prohíbe la delegación del ejercicio de la potestad sanciona-
dora 572. • 
Y lo cierto es que, de considerar aplicables las garantías-reseñadas en el 
ámbito sancionador tributario, la adaptación a la LRJAP y PAC por parte de la 
normativa sectorial tributaria debería haberse ya producido, en'virtud del plazo 
de seis meses que la disposición adicional tercera de esta Ley concede para que, 
reglamentariamente, a partir de la entrada en vigor de la misma, se lleve a efecto 
la adecuación a su contenido de las normas reguladoras de los distintos procedi-
mientos administrativos. Esta adecuación, no obstante, se ha entendido segura-
mente innecesaria por el titular de la potestad reglamentaria, como fácilmente se 
desprende del contenido del Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, por el que se 
modifican determinados procedimientos tributarios, para adaptarlos a ciertas exi-
gencias de la LRJAP y PAC; pues el citado Real Decreto, a la vez que reafirma la 
especialidad que de estos procedimientos proclama la disposición adicional quin-
ta de dicha Ley, centra casi exclusivamente su atención, habida cuenta del carác-
ter supletorio que en el ámbito tributario no obstante se reconoce a la LRJAP 
572 Se refiere de pasada al problema JUAN LOZANO, A. M., La Inspección de Hacienda ante la Constitu-
ción, cit., p. 350, donde se limita a señalar que «a pesar del carácter de Derecho supletorio e informador que dicha 
normativa continúa teniendo (la Ley 30/1992) respecto a los procedimientos tributarios, la adecuación a su espíritu 
que proclama el Reglamento General de Inspección de los Tributos obliga a no dejar de lado los derechos que por 
primera vez se reúnen expresamente en una normativa de aplicación general»; añadiendo que <<todo este catálogo de 
derechos, a los que se supone valor informativo general, quedan bastante en entredicho respecto a la regulación con-
tenida en el RGI, frente a lo que cabe recordar que el peculiar orden de fuentes que se establece en materia de proce-
dimientos tributarios presenta perfiles especiales cuando afecta al ejercicio de la potestad sancionadora». Se limitan 
igualmente a dar cuenta de esta polémica, pero sin pronunciarse al respecto, MARTíN QUERALT, J" La aplicación 
de la Ley 30/1992 ... , cit., pp. 4ü Y 41, Y PALAO TABOADA, C., «La posición del contribuyente frente a la Admi-
nistración Tributaria», en Crónica Tributaria, núm. 69, 1994,pp. 54 y 55. 
Por contra, tomando claro partido a favor de la aplicabilidad de la Ley 30/1992 en el procedimiento sancio-
nador tributario, vide, DÍEZ-OCHOA AZAGRA, J, M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , op. cit., pp. 1 y ss. 
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y PAC, en la regulación de los plazos para la resolución de los expedientes y de 
los efectos de la falta de resolución en los plazos correspondientes. Así, por lo 
que se refiere al procedimiento sancionador tributario, lo único que se establece 
en el artículo 1, b), del Real Decreto 803/1993 es que el plazo de resolución de 
los expedientes sea de seis meses desde su iniciación, lo que no constituye, por lo 
demás, especialidad alguna al coincidir con el plazo que fija con carácter general 
el artículo 20.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprue-
ba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora. 
Por otro lado, conviene destacar que el análisis que nos proponemos realizar 
no pierde su sentido por el hecho de que el artículo 1.° 3 del Real Decre-
to 1398/1993, que desarrolla el título IX de la LRJAP y PAC, haya dispuesto que 
«quedan excluidos del presente Reglamento los procedimientos de ejercicio de la 
potestad sancionadora en materia tributaria». Porque la disposición adicional quin-
ta de la Ley 30/1992, al disponer que «los procedimientos administrativos en 
materia tributaria y, en particular, los procedimientos de gestión, liquidación, com-
probación, investigación y recaudación de los diferentes tributos se regirán por su 
normativa específica y, subsidiariamente, por las disposiciones de esta Ley», no 
alude expresamente al procedimiento sancionador tributario 573, por lo que la 
exclusión que el artículo 1.° 3 del Real Decreto 1398/1993 efectúa del mismo 
puede resultar cuando menos discutible desde un punto de vista de estricta legali-
dad. Sobre todo, cuando el procedimiento sancionador no es en sí mismo un pro-
cedimiento de gestión o liquidación y, precisamente por ello, las sanciones, inclui-
das las tributarias, no se liquidan, sino que son actos administrativos de imposición 
y manifestación del ius puniendi del Estado 574. Pues, en definitiva, como ya ha 
sido destacado, «la gestión tributaria y la imposición de sanciones son ámbitos 
claramente separados de la Administración del Estado, procedimientos ordenados 
a la consecución de fines diversos, que dan lugar al ejercicio de distintas potesta-
des y producen efectos jurídicos claramente diferenciados entre sí» 575. 
Además, frente a una interpretación que incluyera a los procedimientos san-
cionadores dentro del ámbito de exclusión de la disposición adicional quinta, se ha 
argumentado que el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992 no establece exac-
tamente un procedimiento administrativo, sino que más bien -según indica el epí-
573 A diferencia de la disposición adiciona! séptima de la LRJAP Y PAC, que taxativamente establece que 
<<1os procedimientos administrativos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden sO,clal y para I.a 
extensión de actas de liquidación de cuotas de la Seguridad Social se regirán por su normativa espeCifica y, subSI-
diariamente, por las disposiciones de esta Ley». ~ . ., 
574 Y es que, comO ha destacado RUIZ GARCfA, J. R., La liquidación en el ordenamiento tTlbutano, Clt., 
pp. \01 y ss .. , la cuantía de las sanciones no es elemento integrante del acto de liquidación, ni siquiera en el supues: 
to de que su determinación se realice en el níismo acto liquidatorio, como en ocasIOnes prevé ~uestro ordenamiento, 
en similares términos, DíEZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , op. cll., p. 2. 
575 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones y sanciones ... , cit., p. 162. 
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grafe de dicho capítulo- señala cuáles son los principios a los que debe adaptarse 
cualquier procedimiento sancionador en el plazo previsto en la disposición adicio-
nal tercera de aquella Ley; siendo las garantías inherentes a los principios del pro-
cedimiento sancionador contenidas en la Ley que comentamos las que, de consi-
derarse aplicables al ámbito tributario, forzarían una modificación de la regulación 
sectorial tributaria, que no tendría en ningún caso que plegarse a las prescripcio-
nes del Real Decreto 1398/1993, que propiamente establece un procedimiento 576. 
Asimismo, el artículo 2.2 LRJAP Y PAC, al disponer que «las entidades de 
Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de 
cualquiera de las Administraciones públicas tienen la consideración de Adminis-
tración pública», sujetando su actividad a la LRJAP y PAC «cuando ejerzan 
potestades administrativas» y sometiéndose en el «resto de su actividad a lo que 
dispongan sus normas de creación», contiene una definición de gran trascenden-
cia; porque ello significa reconocer que toda la actuación de estos entes de Dere-
cho Público, entre los que se cuenta laAEAT, sujetan sus actuaciones a la LRJAP 
y PAC, salvo disposición expresa en sentido contrario, al objeto de salvaguardar 
la integridad de la unidad constitucionalmente querida en el artícu-
lo 149.1.18.a de la norma fundamental en punto a régimen jurídico, procedimien-
to y sistema de responsabilidad de las Administraciones públicas 577. 
En fin, la AEAT, tanto si se atiende a su verdadera naturaleza jurídica, como 
si se está a su condición de titular de potestad sancionadora, tiene la considera-
ción de Administración pública, por lo que, en principio, entra dentro de los entes 
cuya actuación está la LRJAP y PAC llamada a regular; tanto más cuanto que el 
apartado dos, en su número 1.0, del artículo 103 de la Ley 31/1990, establece que 
la AEAT se regirá en el desarrollo de sus funciones de gestión, inspección, recau-
dación y demás funciones que se le atribuyen por lo dispuesto en la LGT y en la 
Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958; referencia que debe 
entenderse sustituida por la LRJAP y PAC, a partir de su entrada en vigor, al que-
dar derogada la regulación que del procedimiento administrativo sancionador se 
contenía en la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958578. 
~~~ As~ lo ~a entendidopfEZ-OCHOA AZAGRA, J. M . .' Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit., p. 27. 
. AsI, LOPEZ RAMON: F., RefleXIOnes sobre el ámbIto de aplicación de la Ley de Régimen Jurídico ... , 
Clt., 116-117, subraya la Importancia del artículo 2.2 de la Ley 30/1992 como elemento fundamenta! en la lucha con-
tra lo que se ha dado en llamar «fenómeno de huida del Derecho Administrativo»; también PAREJO ALFONSO L. 
Objeto, ámbito de aplicación ... , cit., p. 35; DELGADO PIQUERAS, F., Algunas aportaciones ... , cit., pp. 34 y'ss.; 
:VICENTE DOMINGO, R. de, Los entes instrumentales ... , cit., pp. 15 y 16, a! señalar que el citado artículo 2.2 ha 
Intentado mantener «un mínimo indisponible de Derecho Público» . 
• 578. Así, DÍEZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit., p. 1; MARTÍN QUERALT, J., 
La apilcaclón de la Ley 30/1992 ... , Cit., p. 38 Y p. 41, que destaca cómo el ejercicio de potestades administrativas 
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B) LAS PRETENDIDAS CONSECUENCIAS DE LA APLICABILIDAD 
DEL TÍTULO IX DE LA LRJAP Y PAC AL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR TRIBUTARIO SOBRE LA DISTRIBUCIÓN DE 
COMPETENCIAS SANCIONADORAS EN EL SENO DE LAAEAT 
Todas las razones anteriormente expuestas apuntan a la necesidad de plan-
tearse si las prescripciones contenidas en el título IX de la LRJAP y PAC resultan 
aplicables al procedimiento administrativo sancionador tributario como una ~arte 
de la materia «procedimiento administrativo común», en concreto, la refenda a 
los institutos procedimentales correspondientes a la potestad sancionadora de la 
Administración 579. El análisis de esta cuestión debe partir, al objeto de ser situa-
da en sus justos términos, de la misma función constitucional que el artículo 
149.1.18.a del texto fundamental reserva a la LRJAP y PAC, puesto que sólo 
cuando se encuentre perfectamente delimitada aquella función, que se ha ido 
decantando a partir de la doctrina del Tribunal Constitucional, será posible segu-
ramente ofrecer una adecuada respuesta al problema aquí planteado. 
Pues bien, el artículo 149.1.18.a CE aparece como una norma dedicada a la distri-
bución de competencias cuya función es servir a la unidad del ordenamiento dentro del 
reconocimiento de la diversidad normativa consustancial al Estado autonómico 580; de 
por parte de las entidades a las que se refiere el artículo 2.2 LRJAP Y PAC habrá de so~eterse a la misma, de modo 
que no cabe escapismo alguno, ni estatutos singulares que fuercen la hUIda del ordenanuento g.eneral. .. . 
579 Institutos procedimentales cuya regulación por la LRJAP y PAC no plantea las ~enas ,dud~s de leg.ltmu-
dad constitucional que, por el contrario, y como ha notado PAREJO ALFONSO, L., ~bJeto, ~mb,to, .... ,Cit., en 
LEGUINA VILLA, J JSANCHEZ MORÓN, M. (dir .l, «La nueva Ley ... », cit., p. 24, SUSCIta el capItulo 1 del titu~o IX 
de dicha Ley, por extravasar la regulación de los institutos proced~mentales ~o,:espondie~t~s a I~ potes~d sancIOna-
dora, que se encuentran lógicamente incluidos dentro de la matena «procedmuento admuustratlvo .comu~». Pues al 
desarrollarse en esa parte de la Ley el régimen sustantivo de la potestad sancIOnadora de la AdmmlstraclOn r~cono­
cida en el artículo 25 CE -al intentar establecer, por ejemplo, el significado jurídico de los principios de legalIdad y 
de tipicidad-, se plantean serias dudas de inconstitucionalidad con base.en la int:rdicción de que la~ Cortes Genera-
les, como poder constituido, se coloquen en la posición del poder constituyente mterpretando la maxlma n~nn~ allí 
donde ésta no prevé ningún tipo de desarrollo por el poder legislativo. Como es sabIdo, el Tnbunal COnstituCIOnal 
sentó dicha doctrina en su fundamental STC 76/1983, de 5 de agosto, al declarar que las Cortes Generales, por ~er 
parte del ordenamiento constituido, no se pueden poner en el lugar del poder consti~uyente, realizan~o actos prop!os 
de éste, salvo en los supuestos que la propia Constitución lo prevea. Pues es el Tnbunal ConStitUCIOnal, en su fun-
ción de supremo intérprete de la Constitución, a quien corresponde «custodIar la permanente dlstmclón entre la 
objetivación del poder constituyente y la actuación de los poderes constituidos, los cuales no podrán nunca rebasar 
los límites y las competencias establecidas por aquél». '. . . 
En cambio, como indica el último autor citado, no ofrece dudas el que la matena «procedmuento .admmis-
trativo común» debe entenderse inclusiva de los institutos procesales correspondientes a la potestad sanCIOnadora, 
pues queda incluida dentro de la materia procedimental garantizadora, como objeto que debe ser regulado por la 
LRJAP y PACo ba ., "da I 
580 Subraya esta función del título competencial del artícuIQI49.l.18.' CE, como s~on que Impl .. e
a desmembramiento de las instituciones procedimentales comunes ante la vanedad normat~va ~ue poslbli¡t 
el texto fundamental LÓPEZ MENUDO, F., «Los principios generales del procedimiento a<!~"mstratlvo», en~, 
núm. 129, 1992, p. 62. Con ello se pone de'manifiesto, por lo demás, cómo la idea de funclOn constltucl~nal Sll'V~ 
para explicar la posición de supremacía de la que gozan detenninadas leyes esta~es dentro ~el ordenanuento, po 
ciertas razones de interés general supracomunitario; sobre el concepto de funclOn constitucIOnal como elemento 
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donde resulta una noción del procedimiento administrativo común como aquel que 
resulta de aplicación general a todas las Administraciones públicas, centrales y 
territoriales, pues la noción arranca de un precepto dedicado a la distribución de 
competencias y no a la ordenación material del procedimiento administrativo, 
respecto del cual la Constitución española no fija más exigencias que las estable-
cidas en su artículo 105, esto es, su regulación por Ley y la garantía de audiencia 
del interesado. 
Así, la Constitución, al atribuir en el artículo 149.1.18.a al Estado la compe-
tencia para el establecimiento de las «bases del régimen jurídico de las Administra-
ciones públicas» y el «procedimiento administrativo común», trata de posibilitar un 
marco jurídico común a todas las Administraciones que permita a los particulares 
dirigirse a cualquier instancia administrativa con la certeza de que todas actúan con 
criterios homogéneos. Pues el objetivo no es otro que lograr una homogeneidad 
procedimental, desde el punto de vista de los derechos del ciudadano, mediante el 
establecimiento de unas garantías procedimentales comunes a todo el Estado; lo 
que, dicho con otros términos, significa que la pretensión fundamental del artícu-
lo 149.1.l8.a CE, al exigir una regulación básica por parte del Estado de las princi-
pales materias que conforman la espina dorsal del Derecho Público interno -proce-
dimiento y régimen jurídico de las Administraciones públicas, contratos, concesio-
nes, expropiación y responsabilidad-, es específicamente la de mantener la unidad 
básica de todo el Derecho Público en todo el territorio del Estado 581 . 
Pues bien, de acuerdo con la opinión sostenida por un importante sector 
doctrinal, el legislador, al excluir en la disposición adicional quinta de la LRJAP 
y PAC con carácter general del ámbito de aplicación de la misma a los procedi-
mientos tributarios, no ha dimensionado bien el concepto de procedimiento 
común que se deduce del artículo 149.1.18.a CE. Pues la mencionada disposición 
adicional ha empleado la técnica propia de las relaciones entre un procedimiento 
general y procedimientos especiales, excluyendo de este modo del ámbito de 
aplicación de la LRJAP y PAC determinados procedimientos especiales, a los 
que sólo les serían de aplicación supletoriamente las prescripciones de la LRJAP 
y PAC; lo que no se compadece con las exigencias constitucionales, puesto que 
dicha Ley, aun cuando no puede ciertamente excluir la existencia de procedi-
indispensable para la comprensión del sistema de fuentes en nuestro Estado compuesto, vide GÓMEZ-FERRER 
MORANT, R., «Relaciones entre leyes: competencia, jerarquía y función constitucional», en RAP. núm. 113, 1987, págmas 7 y ss, 
58~ ":ide MUfíOZ MACf!ADO, S" Los principios generales del procedimiento administrativo .... cit., pági-
na 330; aSImIsmo, LOPEZ-RAMON, F., Reflexiones sobre el ámbito de aplicación de la Ley .... cit., pp. 108 Y 110, 
autor que destaca cómo el cometido de la ley procedimental común es abordar toda cuestión verdaderamente nuclear ~ servicio directo del establecimiento de un Común denominador nonnativo, suficiente para garantizar una básic~ 
Igualdad de trato; objetivo, en fin, que se predica con carácter general de todas las leyes básicas, COlllO tiene declara-do la STC 23/1993, 
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mientos especiales, tiene como función constitucionalmente prevista la de infor-
mar y encuadrar a todos los procedimientos a~inistrat.ivos ~8~., .. . 
En definitiva, para este sector de la doctnna, la dispOSlclon adicIOnal ~um­
ta de la LRJAP y PAC ha realizado una incorrecta previsión de las relacIOnes 
entre el procedimiento que regula esta Ley y los procedimie~t~s especia~es, que 
no son relaciones de supletoriedad. Pues, en cualquier caso, SI bIen es posIble que 
los procedimientos tributarios tengan una regulación normativa separada, no pue-
den dejar de responder en lo esencial a los mismos principios fundamen~ales que 
informan aquella Ley, en orden a la salvaguardia de los derechos y los mtereses 
de los administrados. Porque, de otra suerte, se estaría violando sectorialmente la 
intención fundamental del constituyente al establecer el procedimiento común, 
que es la salvaguardia de ciertos derechos e intereses que no son .má~ q~e expre-
sión de unas garantías que en materia tributaria no pueden ser dlsmmUIdas; por 
cuanto la LRJAP y PAC no sólo trata de asegurar un tratamiento común a todos 
los administrados con independencia del ordenamiento territorial -estatal, auto-
nómico o local- en el que se entablen las relaciones jurídicas del administrado, 
sino que, además, aquella Ley también ha de establecer ~n ~nim~ común deno-
minador en el seno de cada uno de los ordenamientos temtonales, Justamente por 
la posibilidad y casi la necesidad de la existencia -al margen de l~ e~istencia del 
procedimiento común y respetándola- de regulaciones del procedImIento general 
y de procedimientos especiales 583. 
582 De este criterio participa PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicación y principios ~e?era­
les ... , cit.,en LEGUINA VILLA,JJSÁNCHEZ MORÓN, M (Dir.), «La nueva Ley ... », Clt, pp .. 2.1 Y ss.; asmusmo, 
COSCULLUELA MONTANER, L., «La posición ordinamental de la Ley 30/1992 Y I.os ~nnclplOsy efectos .de la 
misma», en AA. VV., Comentario sistemático ... , cit., pp. 36-38, quien se muestra partldan.o de realiz~ «una mter-
pretación más integrativa» de todos los procedimientos espeCiales en rel~clón con el comu~ que preve la I~y, para 
salvar la finalidad que el artículo 149.1.18.' establece para este proce?lmlento; en est~ Imea de pen~~Imento se 
mueve igualmente LÓPEZ MENUDO, F., Los principios generales ... , Cit., p. 67, para ~Ulen «la expreslOn proce.dl-
miento administrativo común, interpretada en el contexto del artículo 14~ de ~~ Conslituclón: c~bra una ace~clón 
unívoca en el sentido de derecho directamente aplicable, inderogable por hlpotelicas leyes temtonales o especiales, 
excluyendo a radice la idea de supletoriedad»; en la misma línea, MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S., ~Refle­
xiones sobre el "procedimiento administrativo común"», en RAP, núm. 131,1993, pp. 7 y ss. En térmmos m:u' radi-
al GONZÁLEZPÉREZ JJGONZÁLEZ NAVARRO, J., Comentarios a la Ley 30/I992 , de 26 de novlemb:e, ces, ' . ., dm" . e . 2'ed ed C.VI-de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del P~ocedlmlen!o A Imstratlvo omun,. ., . 
tas, Madrid, 1994, pp. 141 Y 142, quienes escriben que «au~ Siendo adm~slble que respe~to a los demás sectores d~ 
la Administración pueda considerarse especial (el procedimiento tnbutano), no es de reCibo p~etender que lo finan 
ciero exige privar de garantías a los ciudadanos frente al poder público, que de esto es en defimliva de lo que se trata 
cuando se invoca la sacrosanta especialidad fiscal. Por este camino puede llegarse a cualqUier parte, menos a cons-
truir un Estado de Derecho. Porque argumentando así, podríamos llegar a acabar por eliminar, por ejemplo, la pre-
sunción de inocencia en lo penal, a justificar la razón de Estado, etc.». .... .. 
583 Cf t t'do PAREJO ALFONSO L Ob'eto á-hito de aplicaclOn y prinCipIOS generales ... , r., en es e sen 1 , ' ., "J ,,,"I¿. . al" 
't en LEGUINA VILLA JJSÁNCHEZMORÓN, M. (dir.), «La nueva Ley ... »,CIt., pp. 29 Y 30, qUien re I~a esta 
~~;inción entre la función' de cohesión que realiza la LRJAP y PAC en el ámbito de los d~ferentes orde~amlen~~s 
territoriales -sentido vertical- y esa misma función unificadora en el seno de cada ordenamle.nto temton -S~~li t 
horizontal-o a las mismas conclusiones llega COSCULLUELA MONTANER, L., .«La posIción ordmamenta e a 
Ley 30/1992 Y los principios ... », op. cit., en AA. VV., Comentario sistemático ... , Cit., pp. 36 Y 38. 
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A partir de dichas premisas, la función constitucional que el artícu-
lo 149.1.18.a CE asigna a la LRJAP y PAC exigiría la plena aplicación de los 
principios del procedimiento sancionador allí recogidos al ejercicio por la AEAT 
de la potestad sancionadora tributaria que el ordenamiento jurídico le atribuye. 
De este modo, en primer lugar, debería ser derogado el artículo 81.1, bY, LGT, 
que faculta al Ministro de Economía y Hacienda para delegar la competencia 
para la imposición de sanciones que dicho precepto le reconoce, a fin de adaptar-
se a la prohibición de delegación del ejercicio de la potestad sancionadora en 
órgano distinto, que se contiene en el artículo 127.2 LRJAP Y PACo Y, en segun-
do lugar, habida cuenta que el artículo 134.2 de esta Ley ordena que se atribuyan 
a órganos separados las competencias de instrucción y resolución 584, concentra-
das a partir de la Ley 10/1985 principalmente en la Inspección de los tributos 
-con la anuencia, por cierto, de la STC 76/1990- 585, se ha defendido la necesidad 
de modificar urgentemente tanto el PSIT, como el RGI y la propia LGT, al objeto 
de adaptar estos cuerpos normativos al aludido principio de separación; por cuan-
to que el campo de aplicación de este precepto se extendería a todos los proce-
dimientos que regulen el ejercicio de la potestad sancionadora, sin excepción 
alguna 586. 
584 Como paradigmáticamente ha realizado el artículo 68 del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 
marzo, sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, que encomienda la instrucción de los proce-
dimientos sancionadores en esta materia a los órganos competentes de la Jefatura de Tráfico o de los Ayuntamien-
tos, siendo el Gobernador civil y los Alcaldes, respectivamente, los órganos competentes para dictar la correspon-
diente resolución. 
585 Dato que, unido a la voluntad clara del legislador de mantener a los procedimientos tributarios al mar-
gen de la LRJAP y PAC, es para URÍA FERNÁNDEZ, F., «Procedimientos sancionadores en el ámbito tributario», 
en Tribuna Fiscal, núm. 49, 1994, p. 56, suficiente para alejar cualquier duda de inconstitucionalidad sobre la regu-
lación especial tributaria. 
No podemos estar de acuerdo con esta opinión que desconoce la función constitucional de la LRJAP y PAC 
-concretizada en la STC 227/1988 (p. J. 32) Y defendida por la doctrina mayoritaria- como norma que establece un 
mínimo común garantizador en la actividad fOffilalizada de cualquier instancia administrativa (general, autonómica 
y local). Siendo ello así, al legislador estatal le incumbe en cada momento definir el alcance del procedimiento 
administrativo común, por lo que la doctrina constitucional recaída con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LRJAP y PAC no puede, por sí sola, dar por zanjado el debate. 
586 Cfr. DÍEZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit., p. 27, quien sostiene rotun-
damente la aplicabilidad de todos los principios del procedimiento sancionador enunciados en el capítulo 11 del títu-
lo IX de la LRJAP y PAC; igualmente PALAO TABOADA, C., La posición del contribuyente ... , cit., p. 55, para 
quien la disposición adicional quinta de la LRJAP y PAC no puede impedir la aplicación en la esfera tributaria de 
los «principios del procedimiento sancionadof» regulados bajo esta rúbrica en el capítulo 11 del título IX, entre ellos 
el de separación de los órganos a los que se encomienda la fase instructora y sancionadora (artículo 134.2); en esta 
línea, parecería situarse LÓPEZ RAMÓN, F., Reflexiones sobre la Ley ... , cit., p. 127, para quien la exclusión que 
efectúa la disposición adicional quinta no puede alcanzar más allá de las disposiciones generales sobre procedimien-
tos administrativos del título VI de la LRJAP y PAC (artículos 68 a 101). 
Acerca igualmente de la aplicabilidad del Título IX de la Ley 30/1992 a los procedimientos sancionadores 
tributarios, no termina de pronunciarse MARTÍN QUERAL T, J., La aplicación de la Ley 3011992 ... , cit., p. 40, pues 
se limita a señalar que en esa Ley «nada se dice expresis verbis del mantenimiento de la singularidad en el ámbito 
tributario, seguramente por entender que ello queda salvaguardado por el tenor del apartado primero de la disposi-
ción adicional quinta. Ello daría pie a un largo excursus, que no es el momento de realizar». 
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En este sentido, descendiendo a un plano más concreto, se ha so~tenido 
que, en orden a la delimitación del alcance de ~sta pretendida adaptaCión a la 
LRJAP y PAC, habría que diferenciar el tratamiento que tanto la L(~T co~~ el 
PSIT otorgan a esta cuestión, según se trate del procedimient? para l.a imposición 
de sanciones por la comisión de infracciones simples o po~ m~raccIOnes graves, 
pues en el caso de las primeras, el alcance de la reforma sena cie~ente b~stan­
te más limitado; en la medida en que, en efecto, con relación a ~as mfraccIOnes 
simples, la separación de órganos que exige la LRJ~~ y PAC tIene lugar tanto 
cuando se trata de la imposición de sanciones pecum~as, co.mo en los c~sos de 
procedimientos incoados para la imposición de infraccIOnes Simples conSistentes 
. . 587 
en sanciones no pecumarias . . . . 
Por el contrario, la reforma del procedimiento para la imposición de san-
ciones por la comisión de infracciones graves sería indu~able~e.nte de ma~or 
calado, al afectar de pleno a los supuestos más comunes de imposición de sancIO-
nes pecuniarias porcentuales por infracciones graves, ya que en estos supu~st~s 
el órgano competente para imponer la sanción consistente ~n. mul~a pecun~ar~a 
porcentual es el propio órgano que deba dictar los actos adI~l1mst~atIVo~ de lIqu~­
dación tributaria, es decir, el Jefe de Dependencia de GestIón Tnbutaria, ~dmi-
. tr do de la AEAT o en la generalidad de los casos, el Inspector Jefe; Siendo 
ms a r, d d" tr f . nte instruido el expediente sancionador por las propias unida es a mi~is a iV~S i. -
gradas en el propio órgano administrativo competente para pr~ct1car la lIqUIda-
ción tributaria. Por ello, y siempre de acuerdo con aquella teSiS, en estos cas~s 
sería necesario modificar el artículo 81.1, e), LGT, así co~o el PSIT y el propiO 
RGI para adaptarlos al principio de separación de órganos mstructores y de reso-
, ,AC 588 
lución, consagrado en el artículo 134.2 LRJAP y Pi"\. . 
587 Cfr DíBZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit:, pp. ?7-29, ~utor qlueL'GP~r 
. ., Le 25/1995 d 20 de julio de ModIfIcaCIón ParcIal de a . 
referirse a la situación anterior a la aprobaclon de l~, Y ó ,e brillaba pdr su ausencia. Bn concreto, los casos 
~:ñ~~:~::~~:;i~~~~~;~;~\~~:~~s~~~~~~~~:r::iO~E~~!li~n~~n~~:~~~~:: ~:~~~~~~~ ~~:~~~~: 
cuando la sanción consistía en la p.érdlda del de~echo a goz~ d I uerdo c'on lo preceptuado en el entonces vigen-
requieran para sU disfrute declaraCIón o reconocImIento preVIO, e ac . . ., de la sanción no pecuniaria era 
te artículo 84 LGT; ya que, en estos casos, el órgan~ competente para la Imposlclon rde b 1 artículo 81.l,d),LGT, 
el propio órgano que hubiera de dictar la liqu~~ló~ tnbu~a correspondIente, como ~A ~ o a:n su caso, el inspector-
es decir, el Jefe de la Dependencia de Geshon Tnbutana~ el tdml~~~~:::::c~~~ador a tra~és de unidades adrninis-Jefe, siendo a su vez dicho órgano el que tenía que IDstrulf e expe I 
trativas integradas ~n dicho órgano. M '/t't p 29 autor que, por analizar la regulación anterior a 
588 Cfr. DIEZ-OCHOA AZAGRA, J. ., op. u 'f, Cl ". , • P~ial de la LGT añadía al supuesto indicado en 
la aprobación de la Ley 25/1995, de 20 de julio, de Modl Icaclon l'd'sfrute de los'beneficios fiscales que, tras la 
el texto el último inciso del artículo 87.3, a), LGT, sIempre que e., I ." e'a por parte del MinistrO 
.. . d h rido la concestOn o autonzactOn pr VI imposición de la sanClon, se pler en: no ayan reque t d los Delegados de la ABAT, toda vez que 
de Econontia y Hacienda o de los Dlfectores de los Departa~en o~~ di~ha sanción que sería el órgano liquidador 
volvería a existir identidad entre el órgano co~~eten~e p~a ;mf~~ d) LGT _ Y el 'competente para instruir dicho 
-<:onfonne a lo dispuesto en la antenor redacctOn de articu o. .; , r : dad 
expediente, que sería una unidad administrativa integrada en dIcho organo Iqul or. 
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C) LA LEGITIMIDAD CONSTITUCIONAL DE LAS ESPECIALIDADES 
DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR TRIBUTARIO REFERIDAS 
AL REPARTO DE COMPETENCIAS PARA LA INSTRUCCIÓN Y 
RESOLUCIÓN DE LOS EXPEDIENTES SANCIONADORES EN EL 
SENO DE LA AEAT 
El Tribunal Constitucional ha perfilado a través de sucesivos pronuncia-
mientos la función constitucional que cumple el artículo l49.1.18.a CE como una 
norma de distribución de competencias que reserva al Estado la regulación de la 
materia «procedimiento administrativo común» en orden a asegurar la unidad del 
ordenamiento dentro de un Estado compuesto y sobre un sector de la realidad 
especialmente sensible a la posición jurídica de los ciudadanos en sus relaciones 
con las Administraciones públicas. En este sentido, resulta sumamente significa-
tiva la STC 227/1988 (F. J. 32), por haber explicitado la mencionada función 
-cuyos perfiles ya habían sido, con todo, en 10 sustancial moldeados en la STC 
76/1983-, al declarar que «el adjetivo "común" que la Constitución utiliza lleva a 
entender que 10 que el precepto constitucional ha querido reservar en exclusiva al 
Estado es la determinación de los principios o normas que, por un lado, definen la 
estructura general del ¡ter procedimental que ha de seguirse para la realización de 
la actividad jurídica de la Administración y, por otro, prescriben la forma de elabo-
ración, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión y los modos de 
ejecución de los actos administrativos, incluyendo señaladamente las garantías 
generales de los particulares en el seno del procedimiento» 589. 
Pues bien, la función constitucional de la LRJAP y PAC, que ha quedado 
anteriormente enunciada, es el punto de referencia desde donde debe ser valorada 
la pretendida aplicabilidad a los procedimientos sancionadores tributarios de las 
garantías contenidas en los artículos 127.2 Y 134.2 de aquella Ley. Función cons-
titucional de una ley que es el resultado del ejercicio de una competencia estatal 
que, no obstante, ha sido en parte relativizada por el Tribunal Constitucional 590; 
puesto que este último ha admitido la posibilidad de que las Comunidades Autó-
nomas establezcan determinados procedimientos especiales con motivo de la 
regulación de materias de carácter sustantivo inscritas dentro de su propio ámbito 
de competencias exclusivas; sin perjuicio, eso sí, «del obligado respeto de esos 
principios y reglas del procedimiento administrativo común» (STC 227/1988, 
F. J. 32) establecidos por el Estado con base en el artículo 149.1.18.a CE 591. Ello, 
589 Un comentario a esta resolución en LÓPBZ MENUDO, F., Los principios generales del procedimien-
to ... , cit., pp. 70 Y ss. 
590 Corno reconoce MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S., «Reflexiones sobre el procedimiento ... », cit., p. 19. 
591 Así, la STC 15/1989 (F. J. 7) ha declarado que «el procedimiento de elaboración de disposiciones de 
carácter general es un procedimiento administrativo "especial", respecto del cual las Comunidades Autónomas 
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en suma, significa que el Tribunal Constitucional, pese a reconocer la existencia 
de tales procedimientos especiales autonómicos, salva siempre en favor del Esta-
do, como derecho común, el contenido de la función constitucional de la Ley que 
trae causa del artículo 149.1.18.a 592 y que conviene reiterar: «la determinación de 
los principios o normas que definen la estructura general del iter procedimenta~, 
la forma de elaboración, los requisitos de validez y eficacia, los modos de reVI-
sión y los medios de ejecución de los actos administrativos, incluyendo señalada-
mente las garantías generales de los particulares» (STC 227/1988, F. J. 32). 
Con todo, esos procedimientos administrativos especiales aprobados por 
las Comunidades Autónomas dudosamente pueden tener cabida en materia tribu-
taria, desde el instante en que, como ha notado Ramallo Massanet, no se contiene 
en la Constitución ni en la LOFCA «ninguna competencia para legislar los prin-
cipios o procedimientos de aplicación de los tributos (gestión, liquidación, r~au­
dación, etc.)>> 593. Circunstancia que, por cierto, resulta completamente lógIca, 
pues, mientras que es posible constitucionalmente que la carga tributaria pueda 
gozan de competencias exclusivas cuando se trate del procedimiento de elaboración de sus propias normas de carác-
ter general". En este mismo sentido, la STC 17/1990 (F. J. 11), sobre el recurso de inconstitucionalida~ contra la 
Ley del Parlamento Canario de Aguas, reitera la posibilidad de la inn:>ducci?n por las Comumdades Autono~~ de 
especialidades procedimentales ratione materiae justamente en matena sanclonado~a, al declarar que <<la remISión a 
la Ley de Procedimiento Administrativo, que efectúa la Ley del Parlamento Canario, supone,e? efecto, la adecua-
ción al "procedimiento administrativo común"" en materia sancionadora, es declf, a I?s pnnclplos '! ~gla~ genera-
les que se contienen en los artículos 133 a 137 de la referida Ley nacional de ~ro~edlmIento Adm~mstratlvo. P~ 
sin perjuicio de que, por «razón de la materia», p~edan regul~e y, por tanto, anadlrs: regla~ eSl?"clales de procedi-
miento aplicables al desarrollo de cada tipo de actividad admimstratlva, lo cual no está constitucionalmente reserva-
do al Estado, sino que, como ya se dijera también en la STC 227/1988 (F. J. 32), «hay que entender que esta es ~na 
competencia conexa a la que, respectivamente, el Estado o las Comunidades Autónomas ostenten para la regulación 
del régimen sustantivo de cada actividad o servicio de la Admini~tración». . .. .. 
Disconforme con esta interpretación del Tribunal Constitucional, que es objeto de un mInUCIOSo anális~ a 
través de los hitos jurisprudenciales más relevantes, se muestra MARTÍN-RETORTILLO ~~QUER, S., «~efle.xlo­
nes sobre el procedimiento ... », cit., pp. 9-13 Y p. 20, pues, a su juicio, «1as garantías del admmlstrado.p~na eX1~en 
una regulación uniforme en todo el territorio nacional de las normas procedimentale~, salvo las pecuhandades propias 
de la organización administrativa delas Comunidades Autónomas». La competenc.la exclu.sI~a del Estado, p~ este 
autor, abarca la totalidad de la materia «procedimiento administrativo común», sm pefJWCIO, de las e~peclall~ 
derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; puesto que, de M ser asl, se terT?ma por dilUlf 
notablemente el concepto de procedimiento administrativo común. La postura del Tnbunal <;:onStltuclO-~al supone, 
por lo demás, a juicio de este autor, una desviación interpretativa d~ la doctnna mantemda en. la 
STC 76/1983, sobre la LOAPA, que limitaba las especialidades de la legislación procesal al derecho sustant~vo 
del artículo 149.1.6.° y excluía cualquier clase de particularidad en materia de procedimiento admImstralivo 
común. . ÓPEZ 
Igualmente crítico con la interpretación realizada por el Tribunal ConstituclOn~l, ~e muesu:~ L 
MENUDO, F., Los principios generales del procedimiento.:., cit., p. 72, que.se refiere al c~te~o.«desmItlfi~ 
de la competencia estatal, cuyo origen se halla en que el Tnbunal ConstitucIOnal llega a. comcldlr con la solucIó 
que contempla el artículo 149.1.6.°, que consagra la preferencia de la ley «procesal» ~mtonal denvada del «dere~ 
cho sustantivo» de la Comunidad Autónoma, supuesto claramente dlstmto, al menos hteralmente, ~l cont~mplad a 
en el párrafo 18 del mismo artículo, que no habla de especialidades por razón del derecho «SUStantiVO», smo de 1 
«organización». ' . 
592 Cfr. LÓPEZ MENUDO, F .. Los principios generales ... , Cit., p. 71. 
593 Así lo ha demostrado RAMALLO MASSANET, J., Estructura constitucional del Estado y I:eY Gen~ral 
Tributaria. cit., pp. 101 Y ss .. Y en especial p. 106, que realiza un exhaustivo análisis a la luz de la propia Constltu-
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ser diferente tanto horizontal como verticalmente en cada una de las diecisiete 
Comunidades Autónomas, «nada apoya, sino todo lo contrario, que unos crédi-
tos tributarios tengan más garantías que otros en función del lugar de residencia, 
o que el plazo de prescripción, las sanciones o los deberes de colaboración y los 
actos de inspección tengan efectos y contenidos distintos según sea el ente que 
legisló sobre el tributo o el ente acreedor del mismo. Consideramos contrario al 
principio de igualdad el que las condiciones para el cumplimiento del constitu-
cional deber de contribuir, consistente en soportar la carga tributaria (esta-
tal, autonómica y local), sean diferentes dependiendo de quien sea el sujeto acti-
vo» 594. ,/ 
A partir de dicha constatación sólo caben, a nuestro modesto entender, dos 
alternativas. En primer lugar, Goncluir que resulta de aplicación la LRJAP y PAC 
a los procedimientos sancionadores tributarios, con lo cual el legislador en la dis-
posición adicional quinta no ha dimensionado bien el concepto de procedimiento 
común que se deduce del artículo 149.1.18.a CE; el cual, pese a admitir la exis-
tencia de procedimientos especiales, no admite relaciones de supletoriedad ya 
que la función de la LRJAP y PAC, como derecho común, es justamente la de 
informar y encuadrar a todos los procedimientos administrativos, razón por la 
que es derecho directamente aplicable y, como tal, inderogable por hipotéticas 
leyes territoriales o especiales 595. Y la segunda alternativa consistiría en encon-
ción y d~ la LOFCA; en c~ncreto, ni ~e la propia Constitución ni de los artículos 17, 19 y 20 de dicha Ley se des-
pren~ m~gu?a c?~petenc¡a a~~onómIca para legislar los principios o procedimientos de aplicación de los tributos 
(~estlon, hq~ldaclOn, recaudaclon, etc.). Y del bloque de la constitucionalidad se deduce, antes bien, que las Comu-
n.ldades Autonomas son competentes para la legislación de «su sistema» tributario, para la reglamentación de dicho 
slste~, p~a la ejecución o función administrativa de aplicación del mismo y para la resolución de reclamaciones. 
Es declf, tienen una competencia legislativa y reglamentaria de carácter sustantivo para elaborar su sistema tributa-
no y ~na competencia de ejecución del mismo, pero en ningún caso se les asigna la competencia para regular las 
matenas que son propias de la Ley General Tributaria ni de los Reglamentos Generales que la desarrollan . 
. Por su parte, la Ley 30/1983, de 28 de diciembre, reguladora de la Cesión de Tributos del Estado a las 
Comumdades Aut~nomas. establ.ecía con claridad en su artículo 3 que <<1os tributos cuyo rendimiento se cede a las 
Comumda~es Autonomas se reguán por la Ley General Tributaria ... »; justamente en el mismo sentido que hoy lo 
hace el articulo 4 de la Ley 14/1996. de 30 de diciembre, de Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autó-
nomas. 
::: En este sent~do, RAMALLO MASSANET, J., Estructura constitucional del Estado ... , cit., pp. 111 Y ss. 
, En este s;ntldo, PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicación .... cit., en LEGUlNA VILLA. 
JJS~CHEZ MORON, M. (Du.), «La nueva Ley ... », cit., pp. 21 Y ss .. autor que destaca cómo esa disposición 
a?lc~onal qumta «supone ya el contrasentido de hacer de los institutos del procedimiento común elementos subsi-
dlru:IOS de lo~ proc~diT?ientos administrativos específicos o concretos que, justamente, aquéllos deberían recon-
ducu a.un mImmo mst~tuclOnal común. Se infringe aquí, pues, la función constitucional misma del procedimien-
t? admlmstrahvo comun, mcuméndo~e por ello e~ inconstitucionalidad. pero. además. se consagra un pésimo 
eJemylo o modelo -en el. momento mismo de la pnmera determinación legal del procedimiento administrativo 
comun:- t~nto para el legIslador estatal en sentido estricto, como también para el legislador autonómico. Nace el 
~r?cedlmIen~o ~dm1lllstrativo común, as~ con una gran debilidad de suerte que no puede pronosticársele mucho 
:XltO enI~ ,dlsclp!ma de los refe~dos legisladores»; de la misma opinión es COSCULLUELA MONTANER, L., 
La poslclon ordiname~tal...», Clt., en AA.VV., Comentario sistemático ... , cit., pp. 36-38; también GONZÁLEZ 
NAVARRO, F. GONZALEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley 30/1992 ... , cit .. pp. 141-142. 
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trar en el texto fundamental un título competencial que, al servicio de la unidad 
del ordenamiento y con el fin de satisfacer la ya aludida igualdad en el cumpli-
miento del deber constitucional de contribuir, cumpla una función constitucional 
paralela a la que desempeña el artículo 149.1.18.a y capaz de excepcionar en el 
sector financiero de la actuación administrativa el mandato constitucional del que 
es expresión la actual LRJAP y PACo 
Pues bien, la imposibilidad de hallar en la norma fundamental un título 
competencial estatal que habilite a esta instancia de poder público territorial para 
el establecimiento de unos institutos procedimentales que se apartaran de aque-
llos fijados con carácter común por la misma instancia estatal, en orden a regular 
conforme a criterios distintos la actividad unilateral y formalizada de la Adminis-
tración tributaria, que ésta despliega a través de procedimientos especiales y los 
consecuentes actos administrativos, nos lleva a la conclusión de que los procedi-
mientos tributarios -y, por supuesto, también el procedimiento que la AEAT actúa 
al ejercitar la potestad sancionadora que tiene atribuida- no pueden apartarse del 
cuadro de garantías fijado con carácter de derecho común en la LRJAP y PACo 
Y es que, en realidad, los títulos competenciales que podrían ensayarse 
-artículos 149.1.1.a y 149.1.14.a- para excepcionar en la materia tributaria la efi-
cacia del procedimiento administrativo común establecido en la LRJAP y PAC 
adolecen, en nuestra opinión, por un lado, de una sustancia excesivamente gené-
rica o totalizadora que les inhabilita para excepcionar una función constitucional 
tan específica como la que se deriva del artículo 149.1.18.a y, de otra parte, cum-
plen un cometido bien distinto del consistente en el establecimiento de principios 
o normas que disciplinen la estructura general del actuar formalizado y unilateral 
de la Administración. 
En efecto, para empezar, hay que admitir que el artículo 149.1.14.a CE, 
referido a la «Hacienda general», del cual no obstante todavía no se ha producido 
una jurisprudencia que permita delimitar su contenido exacto 596, es un título 
competencial quizá demasiado genérico como para derogar el «procedimiento 
administrativo común» al que alude el artículo 149.1.18.a 
Así lo pone de manifiesto la STC 14/1986, relativa a un recurso interpuesto 
contra la Ley 12/1983 del Parlamento vasco -reguladora de los principios orde-
nadores de la Hacienda del País Vasco-, que al abordar el título competencial 
«Hacienda general», se limita a declarar «la necesidad de la existencia de una 
596 Cfr. LAS ARTE , J./RAMfREZ, S./AGUALLO, A., Jurisprudencia del Tribunal Constitucional en 
materia financiera y tributaria (1981.1989), ed. Tecnos, Madrid, 1990, p. 426; OLIVERA MAS SO, P., «Los con-
ceptos constitucionales de Hacienda General" bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y proce· 
dimiento administrativo común en materia financiera: relevancia del significado de los mismos para resolver el pro-
blema de la aplicación a las Comunidades Autónomas de la Ley General Tributaria y la Ley General Presupuestaria 
del Estado», en Crónica Tributaria, núm. 71, 1994, p. 108, 
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regulación normativa uniforme y de vigencia en toda la Nación, con lo cual se 
asegura, en aras de intereses generales superiores a los de cada Comunidad Autó-
noma, un común denominador normativo, con posibilidad -empero- de que cada 
una de ellas pueda establecer las peculiaridades que le convengan dentro siempre 
del marco com!>etencial fijado en la Constitución y en los Estatutos de Autono-
mía» (STC 14/1986, F. J. 11). Y, significativamente, en relación con el artícu-
lo 49.2 de la Ley impugnada, que regula de manera distinta a la normativa estatal 
la determinación cuantitativa del interés de demora de las cantidades adeudadas a 
la Comunidad Autónoma, el Tribunal entiende que dicha materia merece un trata-
miento uniforme en todo el territorio nacional, debiendo «garantizarse a los admi-
nistrados un tratamiento común, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 149.1.l8.a de la Constitución española, sobre competencia exclusiva del Esta-
do sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas» (F. J. 11), 
por lo que dicho precepto es declarado inconstitucional. En el mismo sentido en 
relaci~n con el ~ículo 58 de la ~ey del P~lamento vasco itppugnada, en el ~ue 
se arbItran medIdas de aseguramIento aplicables aunque no hubiera vencido la 
obligación propia del derecho objeto de protección, y sin concesión de audiencia 
al obligado, el Tribunal declara su inconstitucionalidad por violación, de nuevo, 
del artícul?~49.1.18.a CE, de acuerdo con el cual en todo caso hay que garantizar 
a los admIlllstrados un tratamiento común ante las Administraciones públicas 
(F. J. 14). En suma, aunque el Tribunal Constitucional realizara inicialmente 
invocaciones al artículo 149.1.14.a CE, el juicio de la constitucionalidad, cuando 
de lo que se trata es de garantizar un tratamiento común ante la Administración 
se decanta por el artículo 149.1.18.a ' 
Por ello, no puede extrañar que el máximo intérprete de la Constitución 
haya recurrido al título competencial «Hacienda general» cuando lo que se venti-
laba ~o era el, tratamiento común de los administrados -donde parecía más lógico 
acudIr a un tItulo competencial que aborda directamente esta cuestión-, sino, 
desde una perspectiva diferente, las relaciones interadministrativas que tienen 
lugar entre los diferentes niveles de Hacienda territorial. De este modo, en 
la STC 179/1985 el Tribunal sí realiza una concreta aplicación del artícu-
lo 149 .1.14.a, precisamente para declarar la constitucionalidad de determinados 
pr~ceptos de la Ley 24/1983, de 21 de diciembre, de Medidas Urgentes de Sanea-
ffilento y Regulación de las Haciendas Locales, en la que se establecían ciertos 
controles y condicionamientos a los que habían de someterse las Haciendas loca-
l~s para percibir subvenciones. En la citada sentencia se declara la constituciona-
hda? de esas medidas, ya que «sea cual fuere el contenido que al concepto de 
HacIenda general se atribuya, no parece discutible, en efecto, que haya de incluir-
se dentro del mismo una medida que tiene por objeto directo la relación entre la 
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Hacienda estatal y las Haciendas locales y que precisamente se propone como 
finalidad el saneamiento de éstas para hacer posible que, en el futuro, un nuevo 
sistema de financiación de las entidades locales (cuyo establecimiento correspon-
de también a la Hacienda estatal) impida también la generación de déficit que, en 
último término, como tantas veces ha ocurrido en el pasado, haya de ser atendido 
con recursos de la Hacienda estatal» (F. J. 1). En otro fundamento de la sentencia, 
el Tribunal añade un aspecto más que debe entenderse incluido en el concepto 
«Hacienda general», y que, de modo significativo, nada tiene que ver con el esta-
blecimiento de garantías procedimentales que aseguren un tratamiento común Y 
que sí guarda relación con las relaciones entre las Haciendas territoriales. Se trata, 
en concreto, del establecimiento de recargos sobre impuestos estatales en favor de 
las Corporaciones locales declarando que «si a alguien compete (su regulación), 
cualquiera que sea el ente en favor del cual sean establecidos, es al propio Estado, 
en virtud de su competencia de Hacienda general del artículo 149.1.14.a CE, 
que comprende obviamente la regulación de los impuestos es~atales, t~nto en 
sus aspectos principales o fundamentales como en los accesonos o aCCIdenta-
les» (F. J. 3). 
También es significativa la STC 13/1992 (F. J. 6), que alude a la «Hacien-
da general» como título que habilita al Estado para otorgar subvenciones a las 
Haciendas locales para cubrir su déficit; subvenciones que pueden acompañar-
se de la regulación necesaria para alcanzar su fin previsto. En esa misma STC 
13/1992 (F. J. 16), se dice que la LGP tiene un contenido material-actual o futu-
ro- que en términos generales encuentra su punto de referencia en la materia de 
«Hacienda general». Por otra parte, la STC 237/1992 (F. J. 14), sobre la regula-
ción de los criterios de participación de los entes locales en los ingresos del Esta-
do, invoca ese mismo título competencial para regular tales criterios. Por fin, las 
SSTC 163/1994 (F. 1. 7) Y 164/1994 (F. J. 4) han considerado que corresponde al 
Estado el monopolio fiscal constituido por la Lotería, identificando, implícita-
mente, Hacienda general con Hacienda del Estado 597. 
En definitiva, el artículo 149.1.14.a CE no justifica, en nuestra opinión, el 
apartamiento por parte de los procedimientos tributarios de las garantía~ estable-
cidas en la LRJAP y PAC; puesto que los términos genéricos en que dICho pre-
cepto constitucional se encuentra redactado abonan, por efecto inmediato d~l 
criterio de especialidad, la tesis enunciada, como ha venido a reconocer el Tn-
bunal Constitucional en la STC 14/1986, acudiendo, cuando de 10 que se trataba 
597 Un comentario a las cuatro últill)as sentencias citadas en OLIVERA MASS? P .• «Los CO?ceptos con~­
titucionales ... » cit. pp. 108 Y ss .• autor que tiene la impresión de que el Tribunal ConstitucIonal mantiene una actI-
tud renuente a ~rodunciarse sobre el contenido del artículo 149.1.14.°. dado su carácter mar~adamente genénco.lo 
que lleva al máximo intérprete del texto fundamental a decantarse por otros títulos constitucIonales más concretos. 
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era de asegurar un tratamiento común a los administrados, al precepto más espe-
cífico, que es el artículo 149.1.18.a ; razón por la que parece más conveniente 
situar el campo de aplicación del artículo 149.1.14.a -en la manera que 10 ha 
hecho la STC 179/1985- en las relaciones entre las diversas Haciendas territoriales, 
como título competencial que coloca al Estado en posición de supremacía -y sin 
perjuicio de la autonomía financiera autonómica y local- para la regulación de 
dichas relaciones. 
Todo ello sin perjuicio, por fin, de que el artículo 149.1.l4.a pueda erigirse 
en título competencial suficiente para aprobar una LGT aplicable a todos los 
niveles de Hacienda territorial -no sólo estatal, sino también autonómico y 
local-o Porque en el contexto de un Estado compue~to, que tiene en su vértice 
una única Constitución, parece congruente que el Código Tributario -la LGT-, 
en cuanto virtualizador de los principios constitucionales, y al estar situado hori-
zontalmente entre la Constitución y el sistema tributario, se aplique a todas las 
relaciones jurídicas de los ciudadanos sometidos a aquella Constitución con los 
distintos entes territoriales, sea cual sea la competencia normativa que tengan 
sobre el sistema tributario 598. Pero es preciso constatar, por un lado, que esa LGT 
abarca materias -hecho imponible, sujetos pasivos, criterios de interpretación, 
etc.- no incluidas en la propia del «procedimiento administrativo común» (artícu-
lo 149.1.l8.a), que en todo caso esa LGT debería respetar; y que, de otro, habida 
cuenta de la falta de competencia de las Comunidades Autónomas para legislar 
los principios o procedimientos de aplicación de los tributos (gestión, liquida-
ción, recaudación, etc.) 599, esa «Ley General» seguramente excedería el mínimo 
598 En este sentido, GARCÍA TORRES, J., «Análisis constitucional de algunos problemas en tomo a las 
fuentes de Derecho en la Ley General Tributaria», en Crónica Tributaria, núm. 61, 1992, pp. 39-42, autor que rela-
ciona los artículos 149.1.14.° Y 133.1 CE, que califica de «originaria» la potestad tributaria estatal, lo que puede y 
debe tener repercusión sobre la distribución constitucional y estatutaria de competencias en la materia; de tal suerte 
que la LGT sería una ley de Hacienda general, que supondría un modo de especial ejercicio de la potestad tributaria 
estatal de carácter originario: es decir, un ejercicio competencial relativo a los principios básicos y las nonnas fun-
damentales que constituyen el régimen jurídico del sistema tributario justo -y único- al que se refiere el artícu-
lo 31.1 CE; también SAINZ DE BUJANDA, F., «Elementos y razones que pueden justificar una reforma de 
la LGT» , en Crónica Tributaria, núm. 62,1992, p. 107, donde se señala que (<la Ley General Tributaria puede 
encuadrarse perfectamente dentro de esa categoría de leyes, es decir, de las que organizan la Hacienda genera!», 
como conjunto de «principios e instituciones que deben planear por encima de todo el aparato financiero con efica-
cia sobre todo el territorio de la nación»; preocupándose, además, de precisar «que no se trata de Hacienda estatal, 
porque en tal supuesto la Constitución se hubiera referido a ella y no lo hace así, sino que alude a la Hacienda "gene-
ral"»; RAMALLO MASSANET, J., Estructura constitucional del Estado y Ley General Tributaria, cit., 
pp. 115 y ss.; fmalmente, OLIVERA MASSO, P., «Los conceptos constitucionales ... », cit., pp. 108 Y ss. 
Conviene, no obstante, dejar constancia en este lugar de la opinión de SOLER ROCH, M. T., Las posibili· 
dades de aplicación de la proyectada Ley General Tributaria a los distintos niveles de Hacienda, cit., pp. 111 Y ss., 
quien fundamenta la necesidad jurídica de esa unifonnidad básica del ordenamiento jurídico tributario -del que 
sería expresión la LGT- en un título competencial distinto, cual es el artículo 149.1.1.° CE, rechazando el del 
artículo 149.1.14.° dada la indefinición del concepto «Hacienda general» que lo sustenta. 
599 Como ha demostrado RAMALLO MASSANET, J., Estructura constitucional..., cit., pp. 101 y ss. 
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común denominador normativo garantizador que representa el «procedimiento 
administrativo común». 
Por su parte, el artículo 149 .1.1.a CE tampoco parece un título constitucional 
apto para justificar que las disposiciones normativas estatales que regulan los pro-
cedimientos tributarios puedan contradecir el cuadro garantizador cuyo estableci-
miento el artÍCulo 149.1.18.a reserva a la LRJAP y PACo En efecto, el artícu-
lo 149 .1.1.a CE, que ciertamente ha sido invocado como el título más adecuado 
para fundamentar la competencia del Estado en orden a la elaboración y aprobación 
de una LGT aplicable a todos los niveles de Hacienda 600 , constituye, al igual que 
sucedía con el artÍCulo 149.1.14.a, una cláusula demasiado genérica que no faculta 
al legislador sectorial estatal -en este caso tributario-- para aprobar determinadas 
disposiciones que desarrollen una función constitucional paralela en la actividad 
formalizada de la Administración tributaria a la función que desempeña la LRJAP 
y PAC -con base en el artÍCulo 149.l.18.a- para el conjunto de las Administracio-
nes públicas. Ese carácter genérico del artÍCulo 149 .1.l.a se demuestra al constatar 
que el mismo opera otorgando un contenido y alcance añadidos a todos y cada.uno 
de los restantes títulos competenciales del mismo precepto constitucional, en carácter 
de complemento o extensión natural cuando en la materia esté en juego la igualdad en 
las condiciones básicas garantizadoras de la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; lo que 
vale decir que tiene un carácter integrador e informador de todo el reparto competen-
cial, ya que, dada la condición del artículo 149 .1.1.a de norma instrumental en aras de 
la igualdad proclamada en el artículo 139 CE, parece difícil encontrar una materia no 
afectada por alguna de las posiciones jurídicas fundamentales cuya regulación en 
condiciones básicas de igualdad se atribuye al Estado 601. 
Por lo tanto, la conclusión no puede ser otra que la proyección horizontal o 
sectorial, postulada por un amplio sector doctrinal 602, de las garantías contenidas _ 
600 Así SOLER ROCH.M.T .• Lasposibilidades ...• cit..p. 119. 
601 Así'lo ha demostrado a través de un exhaustivo análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
TUDELA ARANDA. J .• «Aproxi:nación a la caracterizaciónjurisprudencial del artículo 149.1.1.° de la Constitución 
española». en AA.VV .• Estudios sobre la Constitución española. Homenaj~ al Profesor Edu:rrdo García de Ente~a. 
t. IV .. ed. Cívitas. Madrid. 1991. pp. 3481 Y ss .• donde se pone de mamflesto el carácter lllstrumental del artICU: 
lo 149.1.1.° al servicio de la práctica totalidad de los derechos y deberes del título 1 de la CE y en relación con casI 
todas las normas atributivas de competencia del título VIII; así. el derecho a la educación (STC 26/1987). a la huelga 
(STC 3/1981) a la propiedad (STC 37/1987). a la salud (STC 32/ 1983). etc.; la misma idea en PAREJO ALFONSO. ~ .• 
Algunas refle~iones ...• cit.. p. 303; PEMÁN GA vÍN. J .• Igualdad de los ciudadanos y autonomí~s ~erritoriales. CIt .• 
p. 230. cuando dice que el artículo 149.1.1.° preten~e garantizar una igu~dad ,báSIca en el status Jundico de los espa-
ñoles. pero no con referencia aquí a un sector matenal concreto. SIllO en unos tenmnos más generales. . . 
602 Y proyección que luce en la propia exposición de motivos de la LRJAP y PA~. que concl.be una n~clón de «procedimiento administrativo común» aplicable no sólo a cualqUIer AdmllllstraclOn púbhca smo. tambIén a 
cualquier materia. razón por la que señala que los procedimientos específicos estableCIdos ratlOne matenae deberán 
respetar. en todo caso. las garantías minimas que se recogen en dicha ley básica. 
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en la LRJAP y PAC también sobre los procedimientos tributarios, lo que empieza 
ya a ser reconocido tímidamente por la jurisprudencia 603. Ahora bien, sentada 
esta afirmación, cabría todavía cuestionarse si las reglas especiales qué establece 
el PSIT, respecto a la separación entre instrucción y resolución, están verdadera-
mente desvirtuando e1 sentido básico de la garantía contenida en el artÍCulo 134.2 
de dicha Ley. Porque lo cierto es que dicho título IX no regula propiamente un 
procedimiento administrativo sancionador común, fijando, como sería de esperar, 
los correspondientes trámites procedimentales que ha de seguir la Administra-
ción en el ejercicio de la potestad sancionadora que tenga legalmente atribuida, 
sino que se limita a enunciar una serie de principios que deben informar los pro-
cedimientos concretos que en su caso se establezcan legal o reglamentariamente 
conforme al artículo 134 de la citada Ley. Así lo viene a reconocer expresamente 
el Real Decreto 1398/1993, por el que se aprueba el Reglamento para el ejercicio 
de la potestad sancionadora, en desarrollo del título IX de la LRJAP y PAC, 
donde ya sí se regula un procedimiento sancionador 604, Y en el que se difumina 
603 Y así podemos citar la Resolución del Tribunal Económico Administrativo Central. de 21 de junio 
de 1995. que implícitamente reconoce esa proyección horizontal a la que aludimos en el texto: «La improcedencia 
de aplicación subsidiaria. dentro del procedimiento de revisiÓn en materia económico-administrativa. de la 
Ley 30/1992. de 26 de noviembre. no puede significar que los Tribunales Económicos hayan de desconocer los prin-
cipios constitucionales que amparan a los contribuyentes». Con todo. habría que recordll!.: que. aun estando de aCuer-
do en la aplicación plena de todas las garantías contenidas en la Ley 30/1992 que directamente derivan de la Consti-
tución. esa Ley no admite relaciones de supletoriedad. ya que su función. como derecho común. es justamente la de 
informar y encuadrar a todos los procedimientos administrativos; algo que no ha tenido en cuenta el Tribunal Supre-
mo en su sentencia de 22 de enero de 1993. referida a diversos recursos acumulados contra el RGIT. pues ahí se rei-
tera la condición de Derecho supletorio de las disposiciones de la LRJAP y PAC; mientras que lo correcto es que esa 
aplicabilidad haya de extenderse a todo lo que sean institutos procedimentales garantizadores. con independencia de 
su conexión directa con cualesquiera principios constitucionales. Más acertada en el fondo. aunque no en los térmi-
nos. es la Resolución. de 10 de julio de 1996. del Tribunal Económico-Administrativo Central. donde se declara que 
«si bien la LRJAP y PAC no es de aplicación subsidiaria en el procedimiento económico-administrativo. los Tri-
bunales de este orden no pueden desconocer los derechos que esta Ley reconoce. por lo que cabe la suspensión sin 
aportación de garantía en caso de posibles perjuicios de imposible o difícil reparación»; en el mismo sentido. la 
sentencia de 8 de noviembre de 1994. del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana. En materia 
sancionadora. concretamente por lo que se refiere a la ejecutividad de las resoluciones sancionadoras. la Resolu-
ción de 22 de abril de 1995. del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana. no tiene ninguna duda 
en cuanto a la aplicación de las garantías contenidas en la LRJAP y PAC: «de conformidad con la LRJAP y PACo 
las resoluciones sancionadoras serán ejecutivas cuando pongan fin a la vía administrativa. por lo que no procede dic-
tar la providencia de apremio hasta ese momento en aplicación del principio constitucional de presunción de ino-
cencia». 
604 En este sentido. GONZÁLEZ PÉREZ. J JGONZÁLEZ NAVARRO. F .• Comentarios a la Ley de Régimen 
Jurídico ...• cit.. pp. 1358 y ss .• que celebran la aprobación del Real Decreto 1398/1993. pues la enumeración de una 
serie de principios en una ley vocada a regular una materia como el «procedimiento administrativo común» constituía 
un ejemplo de defectuosa técnica legislativa; habida cuenta que. al haberse derogado los artículos 133 a 135 LPA. se 
había provocado no sólo la proliferación de procedimientos. ya que cada ente que tenga atribuida potestad sancionado-
ra habría de dotarse del correspondiente procedimiento. sino también que en ámbitos enteros de la actuación de la 
Administración no pudiera ejercerse la potestad sancionadora por no haberse dictado el correspondiente procedimiento 
administrativo. De ahí que estos autores hablaran de «voladura» del procedimiento sancionador común que regulaban 
los mencionados artículos de la LPA; en el mismo sentido. SUAY RINCÓN. J .• «Los principios del procedimiento 
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sensiblemente, además, la radicalidad del mandato de encomienda de la fase ins-
tructora y sancionadora a órganos distintos. 
Efecto difuminador que, en efecto, se deriva del artículo 10.1 del citado 
Real Decreto 1398/1993, al disponer que «a efectos de este Reglamento, son 
órganos administrativos competentes para la iniciación, instrucción y resolución 
de los procedimientos sancionadores las unidades administrativas a las que, de 
conformidad con los artículos 11 y 21 LRJAP Y PAC, cada Administración atri-
buya estas competencias, sin que puedan atribuirse al mismo órgano para las 
fases de instrucción y resolución del procedimiento». 
De este modo, un sector de la doctrina ha encontrado una contradicción 
entre el precepto transcrito y 10 prevenido en el artículo 11.1 de la LRJAP 
y PAC, al considerase ahí que los órganos se componen de unidades administra-
tivas y disponerse al mismo tiempo que a los efectos del procedimiento sancio-
nador las unidades administrativas son órganos; 10 que supondría un intento evi-
dente por parte del titular de la potestad reglamentaria de vaciar de contenido la 
garantía proclamada en el artículo 134.2 LRJAP Y PAC, que determinaría la 
nulidad de pleno derecho en este punto de la disposición administrativa 605. Por 
el contrario, para Garberi Llobregat, la anterior contradicción no debería ser 
objeto de censura, dado que viene a constituirse en una solución airosa al calle-
jón sin salida que hubiera supuesto la impracticable distribución de funciones 
entre verdaderos y genuinos órganos administrativos, razón por la que dicho 
artículo 10 del Real Decreto 1398/1993 ha diluido el rigor que primariamente 
exigía el artículo 134.2 LRJAP Y PACo Porque sólo una mimética y precipitada 
traslación al ámbito administrativo de los derechos recogidos en el artículo 24 CE 
ha podido determinar que el «derecho al Juez imparcial», elaborado por la doc-
trina del Tribunal Constitucional, haya sido impostado en el repetido artícu-
lo 134.2 606 . 
Pero, aunque compartamos las razones de fondo del último autor citado, 
éstas no serían suficientes para salvar el vicio en el que pretendidamente habría 
sancio.nado.D>. en LEGUINA VILLA. J JSÁNCHEZ MORÓN. M. (Dir.). «La nueva Ley ... ». cit.. pp. 383-385. do.nde se 
insiste en el vacío. no.rmativo. que. se produjo. po.r el hec~? de ~? haber regulado. pro.piamente un procedimiento., sino. 
simplemente haber proclamado. clerto.s pnnclpiOs; tamblen cnttcan este mo.do. de legIslar GARCtA DE ENTERRÍA. 
E./FERNÁNDEZ-RODRíGUEZ, T. R .• Curso de Derecho .... t. n .. cit., pp. 185-186. 
605 Así. PARADA V ÁZQUEZ. R .• Derecho Administrativo. t. L. «Parte General», cit.. p. 522. 
606 Cfr. GARBERI LLOBREGAT. J .• El procedimiento administrativo sancionador. ed. Tirant lo. Blanch, 
Valencia. 1994. pp. 201-202. 
La propia expo.sición de mo.tivo.s del Real Decreto. 1398/1993 p!ecisa. en término.s co.nfuso.s y seguramen~e 
silenciando. las verdaderas razones que han abo.cado. al replanteamiento. de la garantía analizada, que «en sede admi-
nistrativa la traslación de aquel principio. requiere. para que co.nstituya una verdadera garantía. que el co.ncepto. de 
órgano. no. sea asimilable al co.ncepto. de órgano. administrativo. meramente o.rganizativo. y jerárquico. ( ... ). En co.nse-
cuencia. el co.ncepto. de órgano. que ejerce (iniciando.. instruyendo. y reso.lviendo.) la po.testad sanciOnado.ra resulta de 
la atribución de tales co.mpetencias a las unidades administrativas que ( ... ) se co.nstituyen en órgano.s». 
276 
INCIDENCIA DE LA CREACIÓN DE LA AGENCIA ESTATAL .... 
incurrido el artículo 10 del Real Decreto 1398/1993 607 ; 10 que no significa, sin 
embargo, a nuestro entender, que el repetido artículo 10 contradiga la garantía 
contenida en el artículo 134.2 LRJAP Y PAC, desde el prisma de la función cons-
titucional a que se ordena esta Ley. Porque el correcto entendimiento de ese sedi-
cente efecto difuminador del principio enunciado en el artículo 134.2, llevado a 
cabo por el Real Decreto 1398/1993, debería partir, a los efectos de situar el deba-
te en sus justos términos, desde su propia naturaleza como principio, que, aun 
contando con un indudable carácter prescriptivo, carece, como tal, yen contraste 
con la eficacia jurídica que despliegan las normas, de un sentido concreto, deci-
sorio y unívoco, por 10 que también sería susceptible de actualizarse en los térmi-
nos efectuados por el Real Decreto 1398/1993 608. 
Es cierto, no obstante, que se nos podría objetar que el mandato de enco-
mienda a órganos distintos de la fase instructora y decisora en los procedimientos 
sancionadores, contenido en el tantas veces repetido artículo 134.2, tiene natura-
leza normativa y no de principio, pese al epígrafe -«Los principios del procedi-
miento sancionador»- que encabeza el precepto, pues ciertamente dicho artículo 
establece una prescripción concreta y unívoca, que ordena un determinado repar-
to de las competencias en el seno de la organización administrativa para la ins-
trucción y resolución de los procedimientos sancionadores. Pero conviene tener 
presente el hecho de que el precepto se encuentra sistemáticamente situado en un 
título de la Ley que no regula, como ya hemos destacado, propiamente un proce-
dimiento sancionador, y que, antes bien, se limita a enumerar, ya principios en 
sentido estricto, ya, como sucede en este caso, ideas rectoras que encarnan ciertos 
valores; razón por la que tiene toda su lógica considerar que la disposición anali-
zada ha formulado una idea rectora que habrá de concretarse normativamente, a 
su vez, en cada procedimiento sancionador. 
Y ese valor o idea rectora sería, en concreto, el que encarna el principio de 
imparcialidad, del que ciertamente puede deducirse una intención prescriptiva, 
pero siempre de forma neutral y abstracta, es decir, sin pronunciarse, respectiva-
mente, sobre la ponderación de ese valor con otros concurrentes, ni acerca, sobre 
607 Salvo. que se co.nsidere co.n GONZÁLEZ PÉREZ, J .IGONZÁLEZ NA V ARRO. F .• Comentarios a la 
Ley de Régimen Jurídico ... , cit.. p. 1361. que la «unidad administrativa» es co.ncepto. que englo.ba co.mo. una de las 
especies el de órgano. administrativo.. De fo.rma que tendríamo.s. en primer lugar, el co.ncepto. de «unidad administra-
tiva». co.mo. co.njunto de puesto.s de trabajo. dependientes de una misma jefatura; se trataria de una expresión ajena al 
lenguaje jurídico.. pese a que. cada vez co.n más frecuencia, se está empleando. en lo.s texto.s legales. Po.r o.tro lado.. 
estaría el co.ncepto de «órgano. administrativo.» , co.mo. unidad administrativa que existe precisamente para pro.ducir 
efecto.s jurídico.s co.n trascendencia al exterio.r. En fin. la intención del Real Decreto. 1398/1993 sería que, en virtud 
de la po.testad do.méstica que tiene la Administración. se pueda calificar a una unidad administrativa co.mo. órgano. a 
efecto.s de que actúe co.mpetencias instructo.ras. 
608 No.S valemo.s para nuestra argumentación de la afinada distinción entre no.rmas y principio.s que realiza 
NIETO. A., Derecho Administrativo ... , cit.. pp. 37 Y ss. 
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todo, de la concreta plasmación normativa en que habrá de tomar cuerpo ese 
mandato general de imparcialidad. De ahí, precisamente, que resulte lícito con-
cluir que el tantas veces repetido mandato de separación entre instrucción y reso-
lución, aun constituyendo un instituto procedimental fundamental al que debe 
plegarse cualquier regulación procedimental sectorial, permite diversas actuali-
zaciones normativas. Sobre todo, si tenemos presente cuál ha sido el sentido del 
desarrollo reglamentario que en este punto ha efectuado el Real Decre-
to 1398/1993, el cual, como ya hemos indicado, ha definido en términos menos radi-
cales y más realistas la garantía de imparcialidad que late en el artÍCulo 134.2 609; 
lo que, a nuestro juicio, habida cuenta de que aquella Ley no explicita en nin-
gún momento cuál es el núcleo común del procedimiento administrativo san-
cionador 610, demuestra que el instituto procedimental, cuyo respeto debe garanti-
zar un tratamiento común de los administrados, se encuentra igualmente 
realizado sin necesidad de atribuir a genuinos órganos administrativos las compe-
tencias para la instrucdón y decisión. 
En fin, la separación entre la instrucción y resolución es susceptible de ser 
plasmada reglamentariamente con cierta flexibilidad, siempre y cuando los corres-
pondientes Reglamentos sean compatibles con el espíritu general que informa la 
garantía contenida en el artículo 134.2 LRJAP Y PAC; máxime si se considera que 
en dicha Ley se integran «las cuestiones "verdaderamente nucleares" y "garantías 
básicas" al servicio directo del establecimiento de un común denominador norma-
tivo suficiente para garantizar una igualdad básica de trato» 611. En efecto, aunque 
participemos del criterio de que lo que debe constituir lo «común» no debe aten-
der al «tipo» de procedimiento -general o especial-, ni siquiera al poder público 
-Estado o Comunidades Autónomas- que ostente la competencia sustantiva 
sobre una materia, puesto que ello no garantiza el resultado final de una igualdad 
de todos los ciudadanos en cualquier parte del territorio de España con indepen-
dencia del ámbito sectorial en que actúe la Administración 612, que es la función 
constitucional a la que se ordena la LRJAP y PAC, habrá de admitirse, no obstan-
te, que sólo debe tenerse por común aquella garantía «esencial», que resulte 
imprescindible en orden a alcanzar la tantas veces repetida unidad básica de trato 
para todos los españoles, y que, consecuentemente, existen diversas posibilidades 
609 La impracticabilidad que se derivaría en muchos supuestos de la garantía del artículo 134.2, en los tér-
minos radicales en que allí se recoge, es subrayada por GARBERI LLOBREGAT, J., El procedimiento administra-
tivo sancionador, cit., p. 203. 
610 Como ha notado PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicación ... , cit., en LEGUINA VILLA, 
J./SÁNCHEZ MORÓN, M. (Dic.), «La nueva Ley ... », cit., p. 35. 
611 Como ha visto LÓPEZ MENUDO, F., Los principios generales ... , cit., pp. 75 Y ss. 
612 Vide, para esta posición doctrinal, por todos, PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicación y 
principios generales de la Ley de Régimen Jurídico ... , cit., en LEGUINA VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. 
(Dic.), «La nueva Ley ... », cit., pp. 21 Y ss. 
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procedimentales, que al tiempo que se adaptan a las especialidades del ámbito 
sectorial donde los procedimientos han de ser aplicados, son igualmente respe-
tuosas con el núcleo esencial de la garantía objeto de protección. 
Dicho en otros términos, las exigencias del procedimiento común deben 
centrarse en los principios mismos y en los bienes jurídicos dignos de protección 
que alientan aquéllos, más que en las simples reglas y las meras soluciones técni-
cas que, aunque puedan contribuir a crear una cultura jurídica común, poco o 
nada aportan a la seguridad jurídica ni constituyen condiciones básicas garantiza-
doras de un tratamiento igual a todos los administrados 613; máxime cuando, en 
definitiva, las reglas que se contienen en la LRJAP y PAC, como ya sucedía con 
las previstas en la LPA, no expresan, sin más, la referencia a un único procedi-
miento, sino que son susceptibles de diversas adaptaciones en función del ámbito 
sectorial en el que han de ser aplicadas 614. 
Y así, en concreto, la regulación que del procedimiento sancionador tributa-
rio realiza el PSIT es, a nuestro entender, completamente respetuosa con el núcleo 
de la garantía procedimental común proclamada en el artículo 1342 LRJAP Y PAC, cuya 
satisfacción exige simplemente, en aras del aseguramiento del principio de impar-
cialidad que ha de estar presente en las actuaciones administrativas sancionadoras, 
la separación personal entre instrucción y resolución en la tramitación de los expe-
dientes incoados para la imposición de sanciones tributarias, sin que resulte 
imprescindible la atribución de dichas competencias en auténticos órganos admi-
nistrativos en el sentido del artículo 11 LRJAP Y PACo 
En este orden de ideas, no será necesario recordar que, tras el tajante pro-
nunciamiento de la STC 76/1990, «por la naturaleza misma de los procedimien-
tos administrativos, en ningún caso puede exigirse una separación entre instruc-
ción y resolución equivalente a la que respecto de los Jueces ha de darse en los 
613 Cfr. LÓPEZ MENUDO, F., Los principios generales del procedimiento ... , cit., pp. 75 Y ss. 
614 Esta observación la realiza MARTfN-RETORTILLO BAQUER, S., «Reflexiones sobre el procedi-
miento ... », cit., pp. 24-26, al señalar que conviene distinguir entre los auténticos procedimientos especiales y aque-
llos que únicamente se limitan a concretar por vía reglamentaria ciertos trámites previstos y admitidos en el proce-
dimiento ordinario de la ley; distinción que ya se encontraba presente en el preámbulo del Decreto de 10 de octubre 
de 1958, dictado en cumplimiento de la disposición final primera, 3, de la LPA de 1958, en relación con el artícu-
lo 1.2 de la misma Ley, que obligaba al Gobierno, en el plazo de tres meses a partir de la publicación de la Ley, a 
señalar cuáles eran los procedimientos especiales que por razón de su materia continuaban vigentes. Esta idea plas-
mó en el hecho de que las reglas del título IV de la LPA resultaran aplicables a la práctica totalidad de esos proce-
dimientos especiales, no supletoriamente, sino debido a la asunción por parte de la legislación sectorial de los prin-
cipios del título IV. 
En todos esos procedimientos, que expresaban una situación compleja y heterogénea, cobraron vida los 
principios del título IV de la LPA; pues, a pesar de su singularidad, no dejaban de responder a los principios del pro-
cedimiento «común» que, en definitiva, es el conjunto de técnicas y preceptos que constituyen los principios «gene-
rales» del procedimiento, entendiendo por tales los recogidos en los artículos 67 y ss. LPA. En fin, y en los téminos 
de la STC 227/1988, se trata de los principios o normas que definen la «estructura general del iter procedimental» 
que ha de referirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración. 
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procesos jurisdiccionales»; en la medida en que «la estricta imparcialidad e 
independencia de los órganos del poder judicial no és, por esencia, predicable 
con igual significado y en la misma medida de los órganos administrativos» 
[STC 76/1990, F. J. 8.A)] 615. 
Además, interesa destacar que la introducción de la estricta separación, en 
órganos diferentes de la estructura jurídico-organizativa de la Administración tri-
butaria, de las competencias para instruir y resolver los expedientes sancionado-
res, resultaría seguramente no sólo imposible en términos lógico-jurídicos, por la 
propia finalidad y estructura de los procedimientos de gestión y de imposición de 
sanciones en materia tributaria, sino también a buen seguro inconveniente por los 
efectos paralizadores de la actividad de gestión tributaria que de dicha separación 
se derivarían 616. 
Y dichos efectos paralizadores habrían de ser calificados como especial-
mente contraproducentes desde la perspectiva que ofrece la organización jurídica 
interna de la AEAT, a través de la cual se lleva a cabo el reparto de las diferentes 
funciones tributarias entre los órganos administrativos que configuran el ente 
público. Porque la atribución de las competencias de instrucción y resolución de 
los expedientes sancionadores a genuinos órganos administrativos, seguramente 
frustraría en gran medida la consecución del objetivo expresado de una gestión 
más eficaz del sistema tributario, como parte fundamental del fin institucional 
que el ordenamiento asigna a la AEAT. Pues, en efecto, dicha eficacia en la ges-
tión pretende alcanzarse en buena parte a través de la creación en el seno de la 
AEAT de determinados órganos administrativos a los que se encomienda la ges-
tión integral de un tipo de contribuyentes; los cuales, por sus características par-
ticulares, son susceptibles de ser encuadrados en una categoría y recibir, como 
615 Conforme con la resolución del Tribunal Constitucional, y dando por zanjada definitivamente la cues-
tión, vide, el análisis de ZORNOZA PÉREZ,J. J., El sistema de infracciones y sanciones ... , cit., pp. 159 Y ss. 
Pese a ello, todavía existen voces que, recientemente y reiterando conocidos argumentos, se han mostrado 
cr~ticas con la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en las SSTC 22/1990 y 7611990; así, SUAY RIN-
CON, J., «La discutible vigencia de los principios de imparcialidad y contradicción en el procedimiento administra-
tivo sancionadof», en RAP, núm. 123, 1990, pp. 153 Y ss.; JUAN LOZANO, A. M., La Inspección .... cit., pp. 347 
Y ss., al afirmar que en la tramitación de los expedientes sancionadores la separación personal entre instrucción y 
resolución no es suficiente, habida cuenta del «salto cualitativo» que el procedimiento sancionador representa res-
pecto del procedimiento de gestión; criticando severamente la doctrina de la STC 76/1990, PARADA v ÁZQUEZ, 
R., Derecho ... , «Parte genera!», t. l., cit., pp. 520-522. 
616 Como advierte ZORNOZA PÉREZ, J. J.,EI sistema de infracciones ... , cit., p. 164. 
Significativamente, un autor como SUA y RINCÓN, J., La discutible vigencia de los principios ... , cit., 
página 171, que se muestra ferviente partidario de la estricta separación entre instrucción y resolución, al señalar 
que el sistema ideal sería implantar en materia fiscal un sistema en cierto modo similar al existente para las reclama-
ciones económico-administrativas, tiene finalmente que reconocer que <<los inconvenientes de esta fórmula saltan, 
sin embargo, a la vista: los órganos administrativos existentes vendrían a multiplicarse y la inflación orgánica resul-
tante vendría a oscurecer aún más el ya de por sí complejo panorama de la organización administrativa española». 
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tales, un tratamiento diferenciado a través de órganos especializados en su ges-
tión y control 617. 
La búsqueda, precisamente, del tratamiento diferenciado de cada tipo de 
contribuyente por un mismo órgano administrativo es el propósito que inspira el 
contenido de las Resoluciones dictadas por el Presidente de la AEAT, de 23 de 
diciembre de 1992 -desarrollada por la Resolución de 16 de diciembre de 1994-
y de 2 de junio de 1994, por las que se crean, respectivamente, la Unidad Central 
y las Unidades Regionales de Gestión de Grandes Empresas y Exportadores, bajo 
la dependencia directa del Jefe de la Oficina Nacional de Inspección, y las Unida-
des de Módulos, en el seno de las Delegaciones y Administraciones de la AEAT, 
bajo cuya dirección se encuentra el Jefe de Dependencia de Gestión Tributaria o 
el Administrador, según su ubicación. Se trata, en efecto, de órganos administra-
tivos a los que se atribuyen todas las funciones de gestión, comprobación e ins-
pección tributarias, a los solos efectos de verificar el exacto cumplimiento de las 
obligaciones fiscales por parte de esos sectores de contribuyentes; de tal modo 
que, en realidad, lo que se persigue simplemente es maximizar la eficacia y la efi-
ciencia de los recursos materiales y humanos disponibles mediante una mayor 
especialización 618. Una maximización que, en fin, se vería seriamente menosca-
bada si los expedientes sancionadores que dichos órganos instruye tuvieran que 
ser finalmente resueltos por otros órganos de la AEAT, pues se impediría en cier-
to modo el tratamiento integral de las situaciones jurídico-tributarias de cada tipo 
de contribuyente, para cuya gestión y control globales más ágiles se crean preci-
samente las Unidades referidas, como idea subyacente a sendas reformas organi-
zativas; reformas que, dicho sea de paso, expresan, a nuestro entender, una mera 
especificación de la idea genérica de especialización de las funciones tributarias, 
asignadas a una organización administrativa ad hoc, que está detrás de la propia 
creación de la AEAT. 
En resumen, la atribución a órganos distintos de la AEAT de las competen-
cias para la instrucción y resolución de los expedientes sancionadores no tendría 
617 A la necesidad de profundizar en la organización de las actividades de control según tipo de contribu-
yente, que deben alcanzar su total definición y ser puestas en pleno funcionamiento en el plazo más breve posible, se 
refieren AA.VV., <<Informe sobre el fraude en España» (Unidad Especial para el estudio y propuesta de medidas 
para la prevención y corrección del fraude), ed. Instituto de Estudios Fiscales,julio 1994, pp. 304 Y ss.; en el mismo 
sentido, DELGADO PACHECO, A., La gestión de los tributos en el marco de la nueva Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, cit., p. 17. 
618 Así lo expresan las exposiciones de motivos de las disposiciones normativas que se citan en el texto, al 
incidir en las características especialísimas de determinados contribuyentes, que justamente por ello reclaman la cre-
ación de unidades especializadas en su gestión y control. Así, en la Resolución de 6 de junio de 1994, se señala que 
<<la regulación del régimen de estimación objetiva por signos, índices o módulos en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, vigente desde elide enero de 1992, permite diferenciar un sector de empresarios que se carac-
terizan por la simplificación de sus deberes de índole contable y registral, y porque el control del cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales se basa fundamentalmente en la verificación de elementos físicos». 
281 
• ENRIQUE ORTIZ CALLE 
otra consecuencia que la paralización o, cuando menos, la disminución de la agili-
dad de las actuaciones de gestión tributaria. De donde se desprende la conveniencia 
de que el principio de imparcialidad, al que supuestamente serviría la atribución a 
órganos administrativos diferentes de las competencias instructoras y decisorias, se 
pondere con el interés general que indudablemente subyace a una más agil y eficaz 
gestión del sistema tributario. Como, por lo demás, se ha puesto singularmente de 
manifiesto en el debate suscitado en Alemania con ocasión de la acumulación de 
funciones de gestión -de comprobación e investigación- y sancionadoras por parte 
de las autoridades financieras, especialmente en el curso de una investigación tribu-
taria (Steuerfahndung); pues no en balde la eficacia es, a fin de cuentas, un princi-
pio constitucional más a ponderar junto a los restantes principios implicados 619. 
Ahora bien, como ya ha sido destacado, aunque deba ponerse coto a «los 
intentos apresurados de trasladar mecánicamente garantías y conceptos propios 
del orden penal a actuaciones y procedimientos administrativos distintos y aleja-
dos del mismo (STC 76/1990, F. J. 10), no dejan de existir problemas en cuanto a 
la articulación entre el procedimiento de gestión -yen particular de inspección-
y el procedimiento de imposición de sanciones; problemas derivados, básicamen-
te, de la concentración en la Inspección de los Tributos de competencias en ambos 
ámbitos. Pues esta circunstancia puede generar una cierta confusión, «respecto 
del ámbito al que dichas actuaciones se refieren, de lo que derivaría una cierta 
inseguridad para el contribuyente, habida cuenta de que su posición jurídica y la 
de la Administración son diversas en el seno de un procedimiento impositivo y de 
un procedimiento sancionador»; máxime si se tiene en cuenta que en «las pro-
puestas de regularización que los actuarios estimen procedente realizar en las 
correspondientes actas, deberán incorporar "las infracciones que aprecien ( ... ) y 
las sanciones tributarias aplicables, con especificación de los criterios para su 
graduación" (art. 49.2 RGI), para hacer posible su imposición por los órganos 
que resulten competentes según el artículo 81.1 LGT, desarrollado por el artículo 
2 del Real Decreto 2631/1985» 620. 
619 Sobre los términos del debate en el sistema jurídico alemán da oportuna cuenta ZORNOZA PÉREz, J. J., 
El sistema de infracciones ... , cit., pp. 162 Y ss. 
Significativamente, un autor como SHICK, W., Kommentar zur Abgabenordnung und Finanzgerichtsord-
nung, 9 Auflage, vor. 208, Anm. 54-68, Tz. 61, O. Schmidt, Kiiln, 1991, que se presenta como ferviente partidario 
de una absoluta separación entre las funciones de gestión tributaria y sancionadoras, al analizar los antecedentes 
legislativos en los que se justificaba la acumulación por parte de un órgano administrativo -la Steuerfahndung- de 
competencias en el ámbito de la comprobación e investigación y de la investigación de delitos e imposición de san-
ciones tributarias con base en la consecución de una mayor agilidad en la gestión, destaca que las consideraciones 
acerca de una mayor eficiencia (verwaltungsokonomischer Vorteil), que conlleva la acumulación de dichas funcio-
nes en unos mismos órganos administrativos, son ajenas, por irrelevantes, a un discurso jurídico que trate de armo-
nizar los diversos intereses presentes en la aplicación de las normas tributarias. 
620 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones y sanciones ... , cit., pp. 162 Y ss., con referencias a 
la doctrina y legislación alemanas; la misma idea en SOLER ROCH, M. T., Deberes tributarios ... , p. 113, denunciando la 
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Porque, aunque no sea preciso atribuir a órganos diferentes la instrucción y 
la resolución de los procedimientos sancionadores tributarios, lo cierto es que, si 
se tiene presente la dificultad de deslindar en el curso de las actuaciones de gestión 
tributaria dónde empieza y dónde termina el procedimiento sancionador, resulta 
cuando menos conveniente arbitrar algún mecanismo que en cierto modo garanti-
ce la separación de la fase instructora del procedimiento de liquidación tributaria 
de la instrucción correspondiente al procedimiento sancionador que se inste o 
resulte de aquél, habida cuenta de la diversa naturaleza jurídica de las cuestiones 
que en los respectivos ámbitos de actuación administrativa se ventilan. 
Pues bien, creemos oportuno recordar en este lugar la sugerencia formulada 
por el Profesor Zomoza acerca de la cuestión que estamos analizando. Una pro-
puesta consistente en la simple tramitación separada de los procedimientos de ins-
pección y sancionador a través de expedientes convenientemente diferenciados 
621; de modo especial, en aquellos supuestos referidos a la imposición de sanciones 
que puedan corresponder a las infracciones tributarias que se hacen constar en 
actas o diligencias de la Inspección, lo que haría conveniente una reforma del 
artículo 7 PSIT, de modo que la calificación de las infracciones y la imposición de 
las sanciones se realizara de forma autónoma a la tramitación de las correspon-
dientes actas o diligencias, es decir, en expedientes separados 622. Propuesta que 
debemos celebrar que haya sido recientemente acogida por el artículo 34.1 de la 
Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías del Contribuyente (el cono-
situación actual de nuestro Derecho, que se caracteriza porque unos mismos hechos inevitablemente conectados y, por 
tanto, ambivalentes en cuanto a su alcance probatorio (la realización del hecho imponible y la conducta infractora que con-
siste, precisamente, en su ocultación total o parcial), constituyen la base de un mismo y único procedimiento. Procedi-
miento que la autora denomina de regularización de la situación tributaria, desarrollada por los órganos de Iospección de 
los Tributos Y cuyo resultado fmal es la determinación de la deuda tributaria del sujeto pasivo que incluye en su importe, 
junto a la deuda tributaria, los intereses, recargos y sanciones exigibles, tal como dispone el articulo 582.° LGT. 
Se hace eco de este problema, SUAY RINCÓN, J., La discutible vigencia ... , cit., p. 169, quien lamenta que el 
Tribunal Constitucional en su STC 76/1990 no tome en consideración que «en Hacienda las facultades sancionadoras 
van íntimamente asociadas a las liquidadoras», pues, de haberlo hecho, hubiera quizás cambiado el sentido de su pro-
nunciamiento, lo que, a nuestro entender, resulta harto discutible por las razones que en el texto se contienen; JUAN 
LOZANO, A. M., La Inspección de Hacienda ... , cit., pp. 351 Y 363, que echa en falta «una mayor dosis de formulacio-
nes positivas que afronten la articulación entre los procedimientos inspectores y sancionadores», habida cuenta del 
«salto cualitativo» que representa el procedimiento sancionador respecto del procedimiento de gestión tributaria, en aras 
de un fortalecimiento de la imparcialidad del órgano decisor; también ESEVERRI MARTíNEZ, E., «Potestades de la 
Administración y derechos del contribuyente», en Crónica Tributaria, núm. 69, 1994, pp. 19 Y ss.; TEJERIZO LÓPEZ, 
J. M., «El principio de tutela judicial efectiva y los procedimientos tributarios», en REDF, núm. 82, 1994, pp. 275 Y ss., 
que se refiere al solapamiento entre las fases de instrucción y decisión que padece el PSIT. 
621 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones y sanciones ... , cit., pp. 165-168, destacando 
que la instrucción en expedientes diferenciados es ciertamente ya preceptiva en muchos supuestos, según dispone el 
Real Decreto 2631/1985, entre los que destacan la imposición de sanciones que no consistan en multas (artícu-
lo 4.1), los supuestos de multas pecuniarias fijas a que se refiere el artículo 5 y, finalmente, en el supuesto de multas 
proporcionales que no se imponen como consecuencia de acta de la inspección (artículo 6). 
622 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J., op. últ. cit., p. 167. Considero que a la misma conclusión llega SOLER ROCH, 
M. T., Deberes tributarios ... , cit., p. 114, cuanoo escribe que <<la separación de los procedimientos podría ser, en principio, 
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cido como Estatuto del Contribuyente), precepto en virtud del cual «la imposición 
de sanciones tributarias se realizará mediante un expediente distinto o indepen-
diente del instruido para la comprobación e investigación de la situación tributaria 
del sujeto infractor, en el que se dará en todo caso audiencia al interesado». 
Una propuesta que, en fin, de llevarse a la práctica, supondría un mecanismo 
sencillo, pero al tiempo eficaz, de robustecimiento de la imparcialidad del órgano 
decisor, y que, además, no precisaría de la reforma de la estructura organizativa de 
la AEAT que acarrearía la atribución a órganos administrativos diferentes de las 
competencias para la instrucción y resolución de los expedientes sancionadores. 
Sobre todo, cuando esa reforma, además de no suponer una transformación sustan-
cial de la posición jurídica del contribuyente, dada la entidad de los matices con 
que debe ser entendido el principio de imparcialidad en cualquier procedimiento 
administrativo, redundaría, como creemos haber demostrado, en perjuicio de la efi-
cacia en la gestión del sistema tributario en el que indudablemente también se incar-
dina la aplicación efectiva del ordenamiento sancionador tributario. 
D) ANÁLISIS DE LA PROHIBICIÓN DE DELEGACIÓN DEL EJERCICIO 
DE LA POTESTAD SANCIONADORA PROCLAMADA EN EL 
ARTÍCULO 127.2 LRJAP Y PAC SOBRE EL PROCEDIMIENTO SAN-
CIONADOR TRIBUTARIO 
Por último, debemos referimos brevemente a los efectos que se derivan del 
artículo 127.2 LRJAP Y PAC sobre el ejercicio de la potestad sancionadora por 
la AEAT. Dicho precepto, encuadrado sistemáticamente en el capítulo 1 del títu-
lo IX de dicha Ley, bajo el título «Principios de la potestad sancionadora», pres-
cribe que «el ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos 
administrativos que la tengan expresamente atribuida, por disposición de rango 
legal o reglamentario, sin que pueda delegarse en órgano distinto». 
Pues bien, habiendo sido ya analizada la cuestión referida a la necesaria atribu-
ción a órganos administrativos específicos, encuadrados en la estructura organizativa 
de la AEAT, de las competencias sancionadoras, centraremos nuestra atención en la 
una solución al problema planteado»; puntualizando a renglón seguido que sería exigible que <<las pruebas aportadas por el 
sujeto pasivo tuvieran efectos únicamente sobre la liquidación de la deuda tributaria, para lo cual sería necesario establecer 
que. en el ámbito del procedimiento sancionador, la prueba de los hechos constitutivos de la infracción no pudiera derivar 
exclusivamente de los datos aportados por el sujeto a la investigación y comprobación con vistas a dicha liquidación». 
Precisamente, la sentencia de 28 de febrero de 1996, del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, acuerda 
plantear cuestión de inconstitucionalidad del artículo 58.2 LGT al considerar que la incorporación de las sanciones 
tributarias al concepto de deuda tributaria es contraria a los principios de tutela judicial efectiva, presunción de ino-
cencia y prohibición de indefensión, ya que todo ejercicio de potestad sancionadora por la Administración debe res-
petar la LRJAP y PAC, sin que pueda imponerse una sanción sin procedimiento sancionador separado. 
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segunda parte del citado artículo 127.2, es decir, en el significado de esa prohibición 
de delegación del ejercicio de la potestad sancionadora; un análisis que ha de partir, 
como es obvio, de las conclusiones obtenidas anteriormente acerca de la aplicabilidad 
de la LRJAP y PAC sobre el ejercicio de la potestad sancionadora de la AEAT. 
Precisamente, la exigencia de que la regulación de los procedimientos san-
cionadores tributarios se pliegue al contenido de la LRJAP y PAC suscita la duda 
acerca de las consecuencias de dicha prohibición de delegación sobre el supuesto 
contemplado en el artículo 81.1, b), LGT, que prevé la posibilidad de delegar en 
otros órganos de la Administración la competencia que el Ministro de Economía 
y Hacienda ostenta en relación con la imposición de ciertas sanciones: en concre-
to, las sanciones que consisten en la «pérdida de derecho a gozar de beneficios e 
incentivos fiscales cuya concesión le corresponda o de la posibilidad de obtener 
subvenciones públicas o ayudas públicas o en la prohibición para celebrar contra-
tos con el Estado u otros Entes públicos» 623. Por lo tanto, de una interpretación 
apresurada del artículo 127.2 LRJAP Y PAC podría deducirse que la posibilidad 
de delegación de la potestad sancionadora por el Ministro de Economía y Hacien-
da, en favor de órganos encuadrados en la AEAT, ha quedado desterrada de nues-
tro ordenamiento tributario 624. 
Ahora bien, un análisis más profundo del contenido del artículo 127.2 LRJ AP 
Y PAC lleva a la conclusión de que allí no se regula garantía procedimental alguna. 
Porque al hacer referencia cabalmente la delegación al ejercicio de una determina-
da competencia globalmente considerada, y no a la transferencia del ejercicio de la 
competencia en un asunto determinado, como oCUrre en la figura de la avocación, 
es precisamente esta globalidad del objeto de la delegación lo que proporciona a la 
institución la necesaria y deseable objetividad; de manera que, en principio, las 
posibilidades de maniobras tendentes a favorecer o a perjudicar a un determinado 
sujeto destinatario de la actuación administrativa son prácticamente imposibles. 
. De ahí que el precepto en cuestión carezca de sentido alguno, puesto que, 
leJos de establecer una garantía del procedimiento administrativo común, como 
así cabría esperar a la luz de la función que la Constitución asigna a la Ley que 
trae causa de su artículo 149.1.18.a , el citado artículo 127.2 introduce en realidad 
una regla que seguramente contribuirá a hacer más rígido el funcionamiento de la 
. 623 Precepto que ha quedado básicamente inalterado por la Ley 25/1995, de 20 de julio, de Modificación 
ParCial de ~a LGT, que se ha limitado ha sustituir la pérdida de la posibilidad de obtener «crédito oficial» por la de 
«ayudas publicas». 
624 E 'd' f .n este sentl o, D~EZ-OCHOA AZAGRA, J. M., Incidencia de la Ley 30/1992 ... , cit.,p. 4, quien mani-
lesta que «dicho precepto [articulo 81.!, b), LGT] ha de entenderse modificado», dada la plena aplicabilidad de la 
LRJAP y PAC sobre el eJercIcIo de la potestad sancionadora por la ABAT. 
Llama la atención sobre el problema pero sin decantarse por ninguna solución MARTÍN QUERALT J 
La aplicación de la Ley 30/1992 ... , cit., p. 41. " ., 
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organización sin ninguna ventaja compensatoria 625. Y el hecho de que el artícu-
lo 127.2 de la LRJAP y PAC, llamada a regular las garantías del procedimiento 
administrativo común, introduzca una norma ajena a su función constitucional 
puede hacer planear, en fin, no sólo serias dudas acerca de su propia legitimi-
dad 626, sino también sobre la eficacia de esa prohibición de delegación sobre la 
competencia sancionadora que el artículo 81.1, b), de la LGT confiere al Ministro 
de Economía y Hacienda. 
IV. ANÁLISIS DE LA PARTICIPACIÓN DE LA AEAT EN LA RECAU-
DACIÓN DERIVADA DE LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES TRI-
BUTARIAS A LA LUZ DE LOS FINES DEL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR TRIBUTARIO 
La inclusión del importe de las sanciones tributarias, en su calidad de 
«actos administrativos acordados o dictados por la Agencia», junto a la cuan-
tía procedente de los actos de liquidación, dentro de la transferencia presu-
puestaria procedente de la recaudación obtenida como consecuencia de actua-
ciones administrativas de la AEAT, de acuerdo con lo establecido en el 
apartado cinco b) del artículo 103 de la Ley 31/1990, ha sido severamente cri-
ticada por voces autorizadas en la doctrina, al considerar que «esta regulación, 
justificada acaso en una eficacia pragmática, infringe, sin embargo, principios 
sustanciales de objetividad en la actuación sancionatoria, si obligados para 
toda la actuación administrativa, especialmente exigibles en materia represiva 
625 Como así lo ha notado NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., p. 215, quien señala que la prohibi-
ción de delegación «en modo alguno supone una garantía para la seguridad, antes al contrario»; en el mismo sentido, 
GONZÁLEZ PÉREZ, JJGONZÁLEZ NAVARRO, F., Comentarios a la Ley ... , cit., pp. 1317-1318, que se refieren 
a las consecuencias aberrantes de este precepto. 
Porque, como ha destacado NIETO, A., op. últ. cit. pp. 215-216, al disponer el artículo 12.1 LRJAP Y PAC 
que «la competencia es irrenunciable y se ejercerá precisamente por los órganos administrativos que la tengan att:i-
buida como propia, salvo los casos de delegación, avocación o encomienda», la prohibición de delegación deja 
abierta sensu contrario las posibilidades de avocación. Avocación que, al contrario de la regulación que de ella se 
hacía en la LPA de 1957, es ampliamente admitida en el artículo 16.1 LRJAP Y PAC, que la prevé «cuando circuns-
tancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente». La conclusión es que «un 
precepto que se desarrolla bajo la rúbrica del "principio de legalidad" introduce una descarada derogación ~el 
mismo que resulta, además, singularmente peligrosa; en contra de lo que "aparenta" la Ley, el hecho es que el CIU-
dadano no sabrá nunca qué órgano administrativo habrá de enjuiciarlo y por lo mismo, cualquier órgano supe-
rior puede privar de sus competencias sancionadoras a un órgano inferior, cuyos criterios punitivos no sean de su 
agrado». 
626 Dudas de legitimidad jurídico-constitucional que, como vimos, amenazan a todos aquellos preceptos 
que, como ha notado PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicaci6n ... , cit., en LEGUINA VILLA, 
JJSÁNCHEZ MORÓN, M. (Dir.), «La nueva Ley ... », cit., pp. 23-24, extravasan la regulación de los institutos Pn;>-
cesales correspondientes a la potestad sancionadora, que se encuentran lógicamente incluidos dentro de la. matena 
«procedimiento administrativo comúo», y se dedican a regular materias ajenas a la estrictamente garantIzadora. 
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(art. 6.° Convenio Europeo de Derechos Humanos, aplicable por arto 10.2 de la 
Constitución)>> 627; de manera que la polémica en torno a la pretendida ausen-
cia de objetividad en las actuaciones de la AEAT adquiere un nuevo cariz, 
pues ahora la acusación situaría su centro de gravedad en la hipotética desvia-
ción de los fines del ordenamiento sancionador tributario que produciría la 
participación del ente público en la recaudación derivada de los actos de impo-
sición de sanciones tributarias. 
Al objeto de situar el debate en sus justos términos, debemos afirmar, en 
primer lugar, que la invocación del artículo 6 del Convenio Europeo de Dere-
chos Humanos resulta completamente lógica; pues dicho precepto, que reconoce 
el derecho a un juicio por un Tribunal independiente e imparcial, aunque se 
refiere principalmente a los litigios jurisdiccionales relativos a derechos y obli-
gaciones de carácter civil o a cualquier acusación en materia penal, no excluye 
de su ámbito de aplicación aquellos procedimientos que afectan a derechos u 
obligaciones públicas. Concretamente en materia de Derecho Tributario Sancio-
nador el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en su sentencia de 24 de 
febrero de 1994 -caso Bendenoun-, ha advertido que «las sanciones tributarias 
no tienden a la reparación pecuniaria de un perjuicio, sino que tratan esencial-
mente de castigar para impedir la reiteración de conductas similares ( ... ) se fun-
dan sobre una norma de carácter general cuyo fin es a la vez preventivo y repre-
sivo, de lo cual deduce el Tribunal que el procedimiento sancionador tributario 
tiene carácter penal a efectos de aplicación del artículo 6 de la Convención» 628. 
Dicho esto, debemos recordar que el núcleo esencial del precepto, por lo que 
a nosotros interesa, consiste en la posibilidad que debe ofrecerse a todo sancio-
nado administrativamente de recurrir ante un Tribunal que reúna todas las garan-
tías de independencia e imparcialidad a que se refieren los artículos 6 y 7 del 
citado Convenio 629. 
627 Cfr. GARCfA DE ENTERRfA, EIFERNÁNDEZ RODRfGUEZ, T-R., Curso de Derecho ... , t. n., cit., 
p.200. 
628 Sobre dicha sentencia y un análisis de los problemas que plantea en nuestro Derecho, SOLER ROCH, M. T., 
Deberes tributarios ... , cit., pp. 104 Y ss., sentencia que, al igual que la de 25 de febrero de 1993 (caso Funke), se refiere no 
obstante a un problema bien diferente del que a nosotros afecta, como lo es la compatibilidad de imponer sanciones por la 
ausencia de colaboración del sujeto pasivo con la Administración tributaria en el momento de proporcionar datos o infor-
maciones, y el derecho a no declarar contra sí mismo o confesarse culpable (proclamado expresamente en el artículo 24.2 
CE). Esta ausencia de colaboración tiene actualmente prevista una sanción de 25.000 a 1.000.000 de pesetas en el artículo 
83.3.g) LGT, en la redacción dada poda Ley 25/1995. Por otra parte, como recuerda la autora, la STC 76/1990 (p. J. lO) 
no vio tacha alguna de inconstitucionalidad en el artículo 83.3.° f) LGT que, con una redacción prácticamente similar al 
anterior precepto citado, también castigaba esa ausencia de colaboración; con lo cual «el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos deja, por así decirlo, "a los pies de los caballos" a nuestro Tribunal Constituciona1». 
629 Cfr. LOZANO, B., La extinci6n de las sanciones administrativas y tributarias, ed. Marcial Pons, 
Madrid, 1990, p. 56; BANDRES SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., Derecho Administrativo y Tribunal Europeo de 
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Además, en segundo lugar, hemos de insistir nuevamente en que todo el 
personal que ejerce funciones públicas en la AEAT se encuentra sometido al régi-
men estatutario funcionarial que asegura la imparcialidad en el desempeño de sus 
funciones, cumpliendo de este modo el mandato contenido en el artículo 103.3 de 
la CE; imparcialidad que, no obstante, en el ámbito de una organización adminis-
trativa, gobernada por el principio de jerarquía, no es parangonable con la inde-
pendencia existente en el ámbito del poder judicial, en el que los jueces, por esen-
cia, deben ser independientes, como tiene declarado el Tribunal Constitucional 
en sus SSTC 22/1990 y 76/1990. Junto a ello, se ha de recordar, igualmente, que 
tanto las retribuciones básicas como las complementarias del personal que presta 
sus servicios en la AEAT se ajustan escrupulosamente a las previsiones que cada 
año realiza la Ley anual de Presupuestos, pues la AEAT no recurre a los esque-
mas clásicos de participación de los Inspectores en la recaudación obtenida, toda 
vez que en la norma creadora de la AEAT se establece la financiación de todos 
los programas de gasto del ente público a través de los oportunos créditos apro-
bados por la Ley anual de Presupuestos. 
Ahora bien, la inclusión del importe de las sanciones dentro de la cuantía 
de la transferencia procedente del porcentaje de recaudación derivado de actua-
ciones administrativas de la AEAT podría aparecer, al menos en una primera 
aproximación, como un elemento perturbador de la finalidad inherente a la potes-
tad sancionadora tributaria. Porque si bien es cierto, como creemos haber demos-
trado, que el interés recaudatorio alentado por el sistema de financiación de la 
AEAT tiene indudablemente una relevancia jurídico-constitucional, no lo es 
menos que los actos de imposición de sanciones encuentran su fundamento en 
una potestad diferente al deber de contribuir del artículo 31 de la CE, en el que 
toma cuerpo el interés fiscal, y donde, a su vez, encuentran su anclaje constitu-
cionallas potestades administrativas de comprobación e investigación tributaria 
y el propio interés recaudatorio, constitucionalmente legitimado como lógico 
corolario de aquéllas. Pues, en definitiva, mientras el sistema tributario persigue 
allegar recursos con los que financiar los gastos públicos, el sistema sancionador 
se endereza a fines represivos y de prevención 630. Razón por la que la sombra de 
una infracción del ordenamiento jurídico a través del vicio de la desviación de 
poder podría planear sobre las actuaciones sancionadoras que despliega la AEAT; 
máxime cuando la Administración puede incurrir en ese vicio, consistente como 
Derechos Humanos, Ed. Cívitas, Madrid, 1996, p. 91, quien destaca cómo el Tribunal Europeo desconsidera como 
Tribunales a los efectos del Convenio a los que sean dependientes de la Administración, en razón a la falta del carác-
ter de independencia, al encontrarse sometidos al poder gubernativo. 
630 Motivo por el que las sanciones no son elemento integrante del acto de liquidación, como ha notado 
RUIZ GARCíA, J. R., La liquidación ... , cit., p. 101; aludiendo al diferente fundamento y finalidad de las potestades 
de gestión y sancionadora, ZORNOZA PÉREZ,J. J. El sistema ... , cit., p. 162. 
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es sabido en el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los 
fijados por el ordenamiento jurídico, también en el caso de que se persigan fines 
públicos, como tales lícitos, pero distintos de los específicamente previstos por la 
norma que atribuya la respectiva potestad-competencia ejercitada. 
Sin embargo, tal objeción se desvanece rápidamente si se sitúa a la AEAT 
en el contexto de la función de impulso y dirección de los procedimientos tributa-
rios que el ordenamiento le encomienda. Porque, aun cuando resulte innegable 
que el sistema sancionador tributario se orienta a la consecución de finalidades 
preventivo-represivas, como consecuencia de la naturaleza de auténticas penas 
de las sanciones tributarias 631, lo cierto es que en materia de sanciones adminis-
trativas no son competentes órganos jurisdiccionales, sino administrativos, y se 
opera a través de un cauce procedimental cuya estructura y finalidad sólo muy 
parcialmente coinciden con los del proceso penal 632 , razón por la que no es lícito 
desvincular por completo el sistema sancionador tributario de la función pública 
a cuya protección aquél se encomienda. 
En este sentido, la AEAT, como hemos destacado en otro lugar de este tra-
bajo, en su calidad de organización administrativa encargada de la aplicación 
efectiva del sistema tributario estatal, ejercita, básicamente a través de la aproba-
ción de los Planes de Inspección, la discrecionalidad administrativa que en el 
contexto de los actuales procedimientos masificados se deduce del apoderamien-
to contenido en el artículo 109 LGT. Y de dicho acto discrecional se desencade-
nará, en la inmensa mayoría de los supuestos en que las correspondientes obliga-
ciones tributarias no hayán sido satisfechas con arreglo a la Ley, la apertura de 
los oportunos expedientes sancionadores como su lógico correlato; lo que expre-
sa la vinculación evidente que existe, desde la perspectiva expuesta, entre las 
facultades inspectoras y sancionadoras de la Administración tributaria. 
y si se considera que la decisión administrativa acerca de la iniciación de 
un procedimiento sancionador está regida por el principio de oportunidad o de 
discrecionalidad vinculada se demuestra la estrecha relación entre las potestades 
gestora y sancionadora, puesto que ese principio consagra el ejercicio facultativo 
de la potestad sancionadora de la Administración, a diferencia del principio de 
631 Vid. ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones ... , cit., pp. 42 Y SS., donde se desarrollan los 
diferentes argumentos que conducen a la conclusión de que las sanciones tributarias tienen idéntica naturaleza que 
las sanciones que corresponden a las infracciones criminalizadas. 
632 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. J., op., últ., cit., p. 69, que realiza estas reflexiones en relación a los necesa-
rios matices con que deben ser aplicadas al ámbito sancionador tributario las garantías previstas en el artÍCulo 24 
CE, ya que este precepto se refiere básicamente al ámbito jurisdiccional. 
Pues comO señala NIETO, A., Derecho Administrativo ... , cit., p. 148, la Administración y el Poder Judicial 
«tienen diferente carácter institucional y constitucional, no se encuentran en la misma posición ante el Derecho y 
tienen, por esencia, una función muy distinta». 
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legalidad que, salvo excepciones, rige el ejercicio de las acciones penales de las 
que han de entender los órganos jurisdiccionales, y que implica el deber en todo 
caso de perseguir y castigar los delitos. En el bien entendido de que el principio 
de oportunidad resulta equivalente al ejercicio discrecional de la potestad sancio-
nadora y, en cuanto tal, controlable por los Tribunales, fundamentalmente a tra-
vés de la conocida técnica de la desviación de poder 633. 
Pues bien, la ya aludida estrecha relación que, siempre desde el punto de 
vista considerado, une a las potestades inspectoras y sancionadoras tributarias, 
hace que los parámetros o criterios que deben guiar el ejercicio discrecional de la 
potestad sancionadora sean de todo punto equivalentes a los que gobiernan la dis-
crecionalidad de las potestades inspectoras, ya que en la mayoría de los supuestos 
en que se inicia un expediente sancionador éste tiene como lógico antecente unas 
actuaciones inspectoras; lo que viene a demostrar, por lo demás, que, como suce-
de en cualquier sector de la actuación administrativa, a la aplicación efectiva de 
las sanciones administrativas tributarias no le son en absoluto ajenos los avatares 
del procedimiento de gestión 634. 
633 Vide NIETO, A, Derecho Administrativo ... , cit., pp. 119-124, que subraya como por imperativos de la rea-
lidad sólo una mimima parte de las infracciones que se cometen pueden llegar a ser castigadas. Asimismo se subraya que 
el principio de oportunidad está generalizado en todos los Derechos europeos: «en España por práctica indiscutida, lo 
mismo que en Francia, mientras que en Alemania por imperativo expreso del artículo 47.1 de la Ley Reguladora de las 
fufracciones Administrativas (<<Gesetz über Ordnungswidrigkeiten»); precepto que dispone que «la persecución de las 
infracciones depende de la discrecionalidad vinculada ("pflichtgemasses Ermessen") de la Administración sancionado-
ra, quien puede ordenar el archivo del expediente mientras el procedimiento sea de su competencia». 
Justamente en la doctrina alemana, y en relación al procedimiento sancionador tributario, remarca el carác-
ter de la decisión discrecional «<Ermessensentscheidung») de iniciar o no dicho procedimiento, frente al rigor del 
principio de legalidad que gobierna las actuaciones del juez penal, KOHLMANN, G., Steuerstrafrecht-Steuerord-
nungswidrigkeitensrecht einschliesslich Verfahrensrecht, 5 Auflage, vor. 409-410 AO, Tz. 28, Dr. Otto Schmidt 
KG, K61n, 1991. 
634 Como ha venido a declararlo el Tribunal Constitucional (STC 147/1991), al reconocer a las Comunida-
des Autónomas potestad sancionadora sobre el ámbito sectorial de intervención en el que ostenten la correspondien-
te competencia; lo que equivale a contemplar la potestad sancionadora como un anejo que siempre está conectado a 
alguna otra potestad (de administrar aguas, de recaudar impuestos, de gestionar un patrimonio público, de hacer jus-
ticia) a cuyo servicio está. En coherencia con esta doctrina constitucional, NIETO, A, Derecho Administrativo ... , 
cit., p. 90, Y pp. 112 Y ss., es partidario de explicar la potestad sancionadora como un anejo de la específica potestad 
de gestión o intervención pública; de la misma manera que la potestad administrativa sancionadora es inseparable de 
la potestad administrativa interventora, la actuación administrativa es inseparable de la actuación sancionadora, ya que 
no son más que las facetas de una misma gestión pública. En esta misma línea, BAYONA DE PEROGORDO, J. J., 
El procedimiento sancionador, conferencia pronunciada en el curso sobre «Evasión y fraude fiscal» (Universidad 
Internacional Menéndez Pelayo, Santander, 1994), citado por SOLER ROCH, M. T., Deberes tributarios ... , cit., 
pp. 114-115, va más allá al criticar la errónea comprensión de la verdadera naturaleza del procedimiento administra-
tivo sancionador como manifestación del ius puniendi del Estado; comprensión errónea a partir de cuya rectifica-
ción quizás -como apunta SOLER ROCH- podría venir la solución a algunos de los problemas que aquejan al Dere-
cho Tributario Sancionador, como por ejemplo la pretendida incompatibilidad entre el derecho a no autoinculparse 
(artículo 24.2 de la CE) y la tipificación como infracción de la falta de colaboración del sujeto pasivo en su deber de 
suministrar información a la Administración tributaria. Porque, como afirma BA YONA, un atento examen de nues-
tro Derecho Tributario Sancionador demuestra el carácter complementario que dicho Derecho tiene siempre respec-
to del desarrollo de la función administrativa principal: la función tributaria. 
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y precisamente desde la perspectiva de la discrecionalidad, como criterio 
rector de la decisión administrativa de iniciar un expediente sancionador tributa-
rio, se constata, a nuestro entender, la necesidad de contemplar la potestad san-
cionadora no aisladamente, sino en el marco de la concreta actuación administra-
tiva en que se desenvuelve y, justamente por ello, como una potestad que tiene la 
misma finalidad y los mismos límites que toda la acción en la materia y que 
impregna los principios penales que han de presidirla, como poder represivo que 
es, con los caracteres del sector de intervención pública en el que se integra 635. 
Sobre todo, cuando el bien jurídico protegido por las infracciones tributarias, al 
igual que ocurre con los delitos del mismo orden, sólo adquiere una cierta unidad 
por referencia a la «función tributaria» como actividad de la Administración 
orientada a la actuación de un interés público que consiste en la realización del 
reparto de la carga tributaria de acuerdo con la Ley y, en última instancia, de 
acuerdo con el interés general en la realización del deber de contribuir al sosteni-
miento de los gastos públicos establecido en el artículo 31 de la CE 636. 
De este modo, se demuestra la plena coincidencia de los fmes de las potes-
tades de comprobación e investigación tributaria y del bien jurídico, como valor 
merecedor de protección por el sistema sancionador, al que se ha de ordenar la 
imposición de las sanciones tributarias. Imposición que, por el hecho de efectuar-
se a través de un procedimiento administrativo, debe ser considerada no tanto 
como un medio de realización abstracta de la justicia o de retribución del daño 
con miras a la reeducación o reinserción social del infractor; sino más bien como 
una actividad inserta en el ámbito sectorial al que se conectan las infracciones. 
Pues, a diferencia de la función que cumple el bien jurídico protegido en el pro-
ceso aplicativo de la norma desarrollado por el Juez penal, como criterio herme-
néutico cuya única función es la integración del tipo delictivo, en el procedimien-
Así, como afirma FERNÁNDEZ CUEVAS, A., Las sanciones tributarias, en AA.VV., «Comentarios 
a las Leyes Tributarias y Financieras. Ley General Tributaria», t. 1, Ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1982, 
pp. 714-715, desde el punto de vista estricto del Derecho positivo, pese a que las sanciones tributarias son sustancial-
mente penales -aplicándose principios e ideas propios de la legislación criminal como la prohibición de la analogía o 
el principio de irretroactividad-, se trata de sanciones formalmente administrativas, toda vez que todo lo relativo a 
órganos, procedimiento y normativa reguladora tiene carácter administrativo. Porque sin negar a las sanciones tribu-
tarias su carácter preventivo-retributivo, es obvio que en el fondo de lo que se trata es de facilitar la gestión tributaria. 
635 Cfr. NIETO, A, Derecho Administrativo ... , cit., p. 80. 
En este sentido, ZORNOZA PÉREZ, J. J., Recensión al libro de Nieto, A, «Derecho Administrativo san-
cionado,,>, en Crónica Tributaria, núm. 68, 1993, p. 239, destaca el meritorio esfuerzo de NIETO al plantearse la 
revisión de la tesis, elevada ya a la categoría de dogma incuestionable, que sustenta la sustancial identidad de los ilí-
citos y mecanismos de reacción jurídica establecidos en los diversos sectores del ordenamiento punitivo del Estado, 
trasladando «el Derecho Administrativo sancionador desde los campos del Derecho Penal ~onde ahora se encuen-
tra o, al menos quiere instalarse- a los del Derecho Público estatal. Con lo cual terminaria recuperando la potestad 
sancionadora la fibra administrativa que ahora se le está negando». 
636 Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J., El sistema de infracciones ... , cit., pp. 39-40 Y pp. 61-62. 
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to administrativo el bien jurídico coincide con el mismo interés público que per-
sigue toda la actuación de la Administración en la materia 637. 
De a1ú que, en definitiva, la inclusión del importe de las sanciones tributa-
rias dentro de la transferencia procedente del porcentaje de recaudación que 
incrementa automáticamente el presupuesto de la ABAT, no resulte contradicto-
rio con las finalidades que el ordenamiento atribuye al procedimiento sanciona-
dor; siempre y cuando se entienda dicho procedimiento imbuido de los principios 
constitucionales que informan la actuación administrativa en la materia 638, de 
suerte que el fin recaudatorio inherente a las potestades de gestión tributaria se 
contemple como un elemento íntimamente vinculado a la decisión discrecional 
de iniciar un procedimiento sancionador. 
Porque si, como vimos en el capítulo tercero de este trabajo, la capacidad 
limitada de la Administración tributaria en los procedimientos masificados justi-
ficaba desde una perspectiva jurídico-constitucional que el régimen jurídico pre-
supuestario de la ABAT introdujera un mecanismo de estímulo en las actuaciones 
de dicha organización para que orientara el sentido de los Planes de Inspección 
--como forma principal de inicio del procedimiento inspector- hacia la obtención 
de una mayor recaudación, nada impide, a nuestro entender, que esa instrumenta-
lización de las actuaciones de la ABAT, realizada a través de la transferencia pre-
supuestaria procedente del porcentaje de recaudación, tenga lugar igualmente en 
el momento de iniciar un procedimiento sancionador. Ello es así porque, en pri-
mer lugar, como acabamos de ver, los criterios que orientan el ejercicio de la dis-
crecionalidad en el momento de iniciar ambos procedimientos -inspector y san-
cionador- son sustancialmente idénticos y, en segundo término, porque el 
estatuto funcionarial del personal de la AEAT que instruye y resuelve los expe-
dientes sancionadores incoados y las propias garantías procedimentales que ese 
personal debe respetar en el curso de sus actuaciones, aseguran la imparcialidad y 
la objetividad en la tramitación y resolución de dichos expedientes. 
Y, en este sentido, el Tribunal Constitucional ya ha dado cumplida muestra 
de la estrecha relación existente entre las potestades de gestión y sancionadora en 
materia tributaria al enjuiciar la constitucionalidad de otras normas que, como la 
que analizamos, también suponen una instrumentalización del ejercicio de la 
637 En este sentido. NIETO. A.. Derecho Administrativo ...• cit.. p. 80. 
Justamente por ello. sólo con muchos matices pueden admitirse opiniones como la de SUA y RINCÓN. J .• 
Sanciones administrativas. Ed. Publicaciones del Real Colegio de España. Bolonia. 1989. pp. 102-103. cuando sos-
tiene que la actividad sancionadora de la Administración es una actividad de tipo jurisdiccional análoga a la del Juez 
penal. no existiendo en realidad una diversidad sustancial entre ambas. de tal modo que <<las sanciones al no estar 
preordenadas a la consecución de un interés público específico. no son actos administrativos como los demás. que sí 
lo están». 
638 Como desde una perspectiva general reclama NIETO. A.. Derecho Administrativo .... cit.. p. 81. 
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potestad sancionadora tributaria en aras de una mayor eficacia en la gestión. Con-
cretamente, en la STC 76/1990 al legitimar la conformidad a la propuesta de regu-
larización formulada por el inspector actuario en el curso del procedimiento de 
inspección como uno de los criterios de graduación de las sanciones tributarias, e 
igualmente en su condición de requisito para poder solicitar la condonación gra-
ciable de las sanciones tributarias mediante la renuncia al ejercicio de toda acción 
de impugnación del acto administrativo; en cuanto que la admisión de la confor-
midad en los mencionados términos, tal y como tiene declarado el Tribunal Cons-
titucional (STC 76/1990, F. J. 7), supone el reconocimiento de «una técnica cuyo 
designio es lograr una simplificación y celeridad de los procedimientos tributa-
rios» 639. Así se viene a demostrar, en definitiva, que no ha de ser considerada ile-
gítima en todos los casos cierta instrumentalización del procedimiento sanciona-
dor tributario en favor de una más eficaz gestión de los tributos 640. En conclusión, 
si los principios constitucionales que gobiernan la entera actuación administrativa 
en el ámbito sectorial tributario han de ser considerados a los efectos de obtener 
una imagen completa de la configuración jurídica de la potestad sancionadora en 
639 Para un análisis de estas técnicas. vide ZORNOZA PÉREZ. J. J .• El sistema de infracciones ...• cit .• 
pp. 152 Y ss.; asimismo. sobre la conformidad. vide ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN. J .• Las Actas ...• cit.. 
pp. 395 Y ss .• Y pp. 428 Y ss .• que configura la conformidad como un acto de adhesión por el que la Administración 
y el administrado fijan los extremos de un comportamiento y de sus resultados y efectos; así. mientras que la Admi-
nistración obtiene el beneficio de simplificar el procedimiento al lograr la certidumbre de la deuda tributaria y su 
consiguiente pago. el administrado obtiene el beneficio de ver reducida la sanción; en el mismo sentido. 
GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO. M. L.. «Los procedimientos tributarios: su terminación transaccional». Ed. 
Colex. Madrid. 1998. pp. 384 Y ss .• quien. sin embargo. otorga a la conformidad la naturaleza de un negocio compo-
sitivo unilateral; esto es. de un allanamiento mediante cuya emisión el obligado tributario se adhiere a lo dispuesto 
por el actuario en la propuesta de liquidación. 
Por otro lado. el Tribunal Constitucional en la misma STC 76/1990 (F. J. 7). al enjuiciar la constitucionali-
dad de la capacidad económica como criterio de graduación de las sanciones tributarias. señala que desde el momen-
to en que el artículo 31.1 de la CE atribuye a aquellos principios una función inspiradora del entero sistema tributa-
rio justo. su aplicación al ámbito sancionador no puede suscitar especiales reparos. pues dentro de un sistema 
tributario justo encuentra natural acomodo la regulación del régimen de infracciones y sanciones. Pese a que com-
partamos en línea de principio esta aseveración. que habría que verificar a luz de la concreta regulación. en este 
caso. como ha notado ZORNOZA PÉREZ. J. J .• El sistema ...• cit .• pp. 285-286. se hace una invocación incorrecta de 
los principios constitucionales de justicia tributaria. pues no existe instrumentalización alguna del sistema sanciona-
dor tributario en beneficio de la agilidad de la gestión. El equívoco se basa en la desafortunada terminología emple-
ada por el legislador. «porque si bien resulta obvio que la capacidad económica a que se refiere el artículo 31 de 
la CE no resultaria. sin más. trasladable al ámbito sancionador por tratarse de un criterio desconectado de la culpabi-
lidad del autor y de la gravedad de la infracción»; no es menos cierto que el citado artículo 82 b) -que contemplaba 
la capacidad económica como criterio de graduación para la imposicion de sanciones tributarias- «quiso referirse a 
una circunstancia diversa. relacionada con la prevista en el artículo 63 del Código Penal. cuando se refiere al "cau-
dalo facultades" del presunto culpable como criterio de determinación de la cuantía de las multas». 
640 Instrumentalización que. por lo que se refiere a la conformidad. se produce tanto en el supuesto de que 
se la considere impropiamente. como han visto ZORNOZA PÉREZ. J. 1.. El sistema ...• cit.. pp. 152 y ss .. Y ARRIETA 
MARTÍNEZ DE PISÓN. J .• Las Actas ...• cit.. pp. 431 Y ss .• como un criterio de graduación de las sanciones -ya que 
la conformidad. al no medir la culpabilidad del autor. desvirtúa el significado y la función del sistema graduatorio-. 
como en el caso de que se la califique. en el sentido del último autor citado. como soporte del acuerdo entre la ins-
pección y el sujeto pasivo. en el marco de una política legislativa enderazada a intensificar la celeridad en el proce-
dimiento de liquidación. 
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esta esfera de la realidad, no se puede olvidar que entre ellos ocupa un lugar pree-
minente el de igualdad, como criterio fundamental que informa el ejercicio por la 
Administración de la discrecionalidad en el momento de tomar la decisión de ini-
ciar cualquier procedimiento sancionador 641 • Igualdad que, además, como cree-
mos haber demostrado en otro lugar, en el ámbito tributario exige que en la fase de 
aplicación normativa, en coherencia con el principio de capacidad económica, la 
siempre limitada capacidad operativa de la Administración tributaria se concentre 
justamente en el sector de contribuyentes que en potencia sean titulares de una 
mayor capacidad económica. y, en definitiva, resultando que en la mayoría de los 
supuestos en que se inicia un procedimiento sancionador tributario, éste tiene 
como lógico antecedente unas actuaciones inspectoras, nada impide que el interés 
recaudatorio, en su condición de interés constitucional legítimo, se constituya, 
desde este punto de vista, como uno de los criterios rectores por los que se oriente 
la discrecionalidad que ejerce la AEAT en el momento de tomar la decisión de ini-
ciar un procedimiento sancionador. 
641 Por ello, KOHLMANN, G., Steuerstrafrecht- Steuerordnungswidrigkeitensrecht einschliesslich Ver-
fahrensrecht. 5 Auflage, vor. 377 AO, Tz. 7, Dr. Otto Schmidt KG, K61n, 1990, destaca que en la decisión discre-
cional (<<Ermessensentscheidung») han de estar presentes los principios generales de la actuación administrativa, y, 
en un lugar prominente, los principios de igualdad y proporcionalidad; vide, asimismo, en parecidos términos, 
KÜHN/KUTTER/HOFMANN., Abgabenordnung. Finanzgerichtsordnung. Nebengesetze. vor. 377 AO, Schaffer 
Verlag, Stuttgart, 1990, p. 820, autores que destacan que el principio de oportunidad permite a la Administración 
abstenerse de la persecución de las infracciones de poca monta (<<Bagatellfallen»); también, RÜPING, H., en 
HÜBSCHMANN/HEPP/SPITALER., Kommentar zur Abgabenordnung und Finanzgerichtsordnung. 9 Auflage, 
vor. 409-410 AO, Tz. 43-450, Dr. OIto Schmidt, 1991/1993, subrayan que junto la igualdad, la decisión discrecio-
nal debe atender a la importancia y a las consecuencias de la infracción; por fin, vid. GÓHLER, E., Ordnungswi-
drigkeitengesetz. C.H. Beck's, München, 1995, pp. 316-319, quien, al comentar el artículo 47.1 de la Ley de infrac-
ciones Administrativas de Alemania, aplicable a los procedimientos sancionadores tributarios por remisión del 
artículo 377.2 de la Ordenanza Tributaria Alemana. subraya que no son descartables las consideraciones referidas al 
análisis coste/beneficio en que incurre la Administración para la imposición de las sanciones. 
Entre nosotros, destaca la importancia del principio de igualdad como parámetro para el correcto ejercicio 
del principio de oportunidad NIETO, A., Derecho Administrativo ...• cit., p. 124, que indica que se puede ser más 
tolerante con las infracciones que no pongan en juego intereses públicos importantes. 
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CAPÍTULO QUINTO 
INCIDENCIA DE LA CREACIÓN DE LA AGENCIA 
ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA SOBRE 
LA CONFIGURACIÓN JURÍDICA DE LA POTESTAD 
DE REVISIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 
EN MATERIA TRIBUTARIA 
1. INTRODUCCIÓN 
~ • ENTRO del co~j~nto d~ ,pote~tades. administrativas que la Ley atri-
.... :...< buye a la AdmmlstraclOn tnbutana al objeto de que ésta pueda 
. . . desempeñar efectivamente las funciones que el ordenamiento jurídi-
co le tiene encomendadas, la potestad revisora de actos administrati-
vos merece una consideración especial, como expresión de un poder que goza de 
la s~ficiente sustantividad y autonomía como para que se requiera determinar el 
sentido en que puede verse afectada dicha potestad por la modificación de la 
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organización jurídica de la Administración tributaria que ha supuesto la creación 
delaAEAT. 
Como es sabido, la potestad revisora de actos ad!llln_istrativos puede ser 
defInida como aquella faculta'?' qmconcedelaLey-álaAdministración para que 
ésta, en el ejercicio de su privilegio de autotutela, modifIque o deje sin efecto sus 
propios actos, bien de ofIcio, bien en el marco procedimental de un recurso pre-
sentado por un particular, siempre que esa revisión se ajuste al procedimiento y 
concurran determinados requisitos establecidos en la Ley 642. 
Asimismo resulta sobradamente conocido que el ejercicio de dicha potes-
tad en el ámbito tributario no constituye sino una mera especificación, en este 
sector acotado de la actuación administrativa, de la genérica f!!.<::Il1.~a~L<k volver 
s.QQre_s.us..propiusactos . .queJos artículos 102 y siguientes-d~ la LRJAP y PAC 
-enclavados sistemáticamente en el título VII de la citada Ley bajo el título «De 
la revisión de los actos administrativos»-, atribuyen actualmente con carácter 
general a la Administración pública. Unos preceptos que, por lo demás, y en sin-
tonía con lo previsto en los artículos 153 y siguientes de la LGT y con anteriori-
dad en los artículos 109 y siguientes de la LPA, regulan separadamente el ejerci-
cio de la potestad revisora que tiene lugar a través de un procedimiento iniciado 
de oficio, es decir, a instancias de la propia Administración autora del acto, de la 
correspondiente revisión que se efectúa en el marco procedimental de un recurso 
planteado por un administrado. 
La regulación separada de estas dos formas de ejercicio de los poderes de 
revisión de oficio que el ordenamiento concede a la Administración no es en 
absoluto gratuita, por cuanto que, pese a ser expresión del ejercicio de una misma 
potestad administrativa, obedecen a planteamientos dogmáticos bien diferentes, 
que justifican sobradamente dicha regulación independiente, razón por la que 
nuestro análisis se habrá de desdoblar asimismo en sintonía con la referida divi-
sión. Porque, en efecto, mientras que la revisión de ofIcio a instancias de la pro-
pia Administración aparece como una actividad de marcado carácter interno cuya 
finalidad básica se encuentra en la consecución de una actividad administrativa 
más ajustada a las exigencias del principio de legalidad, en la revisión que tiene 
lugar a través de la vía procedimental de un recurso administrativo interpuesto 
por un particular, aun cuando dicha aspiración a una realización más plena de la 
legalidad obviamente también se encuentra presente, el hecho de que se pretenda 
642 En este sentido. vide BOCANEGRA SIERRA. R., La revisión de oficio de los actos administrativos, 
Ed. Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1977. pp. 195 Y ss., autor que. aun reconociendo que 
tanto la revisión de oficio como la revisión que tiene lugar a través de la resolución de recursos responden a distin-
tos planteamientos, que se reflejan en la diversidad de regímenes jurídicos, señala que en ambos supuestos se trata 
del ejercicio de una misma potestad administrativa. 
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la tutela de los derechos e intereses legítimos que eventualmente hayan podido 
ser vulnerados por el acto administrativo susceptible de revisión, introduce cier-
tas peculiaridades en esta forma de ejercicio de la potestad de la Administración 
de volver sobre sus propios actos, más orientada a una función tuitiva de garantía 
de derechos e intereses individuales, que aconsejan su estudio separado 643. 
Y así, de acuerdo con dicha división sistemática, nuestro análisis intentará 
determinar, en primer lugar, el alcance de la influencia que la creación de la 
AEAT ha supuesto sobre la confIguración jurídica de la potestad revisora de actos 
administrativos en materia tributaria impulsada de ofIcio por la propia Adminis-
tración; una influencia que a primera vista no parece muy signifIcativa, pues se 
limita, exclusivamente, a la atribución por el artículo 103 de la Ley 31/1990 a 
órganos administrativos encuadrados en la organización jurídica de la AEAT de 
la potestad revisora en determinados supuestos, lo que se corresponde de modo 
implícito con el mantenimiento de la titularidad de la mencionada potestad en el 
Ministro de Economía y Hac~enda en los términos en que actualmente se contem-
pla en la LGT. 
Más concretamente, el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado dos, 
número 4, párrafo tercero, dispone que «Corresponde a la Agencia el ejercicio de 
las facultades de revisión de actos en vía administrativa contemplada en los 
artículos 155 y 156 de la Ley General Tributaria y normas dictadas en desarrollo 
y ejecución de los mismos»; y, por su parte, el mismo precepto, en su apartado 
once, número 5, párrafo segundo, señala que «El Ministro de Economía y Hacien-
da podrá delegar en el Director general de la Agencia y en los Directores de 
Departamento las facultades de revisión que le atribuye el artículo 154 de la Ley 
General Tributaria y cualesquiera otras». 
Pues bien, si resulta lógica y por lo mismo no plantea excesivos problemas 
-como en el momento oportuno examinaremos-, la atribución de la competencia 
a los órganos correspondientes de la AEAT para las revisiones contempladas en 
los artículos 155 y 156 LGT -referidas, respectivamente, a la devolución de 
ingresos tributarios indebidos y liTáreéfiflcación de errores materiales- 644, más 
-?'~~--_.~"-- "-"' 
643 De la diversa justificación de la potestad revisora, según se ejerza a instancias de la propia Administra-
ción o a través de la resolución de un recurso administrativo, da cuenta BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión de 
oficio .... cit., pp. 221-231; lo que no obsta al reconocimiento del «fenómeno unitario» que ambas formas de ejercicio 
de la misma potestad administrativa constituyen, como en el ámbito estrictamente tributario reconoce SÁNCHEZ 
SERRANO, L., Declaración de nulidad y anulación de oficio de actos dictados en materia tributaria [Procedi-
miento de los artículos 153 y 154 a) de la Ley General Tributaria]. en HPE, núm. 16,1972. p. 185. «fenómeno uni-
tario», al que impropiamente denomina <<Justicia administrativa», y que se justifica en el plano teórico o dogmático 
por la consecución de una clara finalidad: fiscalizar o corregir las posibles vulneraciones del principio de legalidad 
en que haya podido incurrir la propia Administración revisora al dictar actos administrativos. 
644 Como pone de manifiesto DELGADO PACHECO. A., La creación de la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria, cit., p. 1395. 
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dudas suscita, como veremos, a la luz del propio fundamento y de las funciones 
que cumplen los poderes de revisión de oficio, el mantenimiento de la potestad 
revisora del Ministro de Economía y Hacienda en el supuesto de revisión de actos 
nulos de pleno derecho, prevista en el artículo 153 LGT, Y en el caso de la revi-
sión por infracción manifiesta de Ley y aportación de nuevas pruebas que acredi-
ten elementos del hecho imponible íntegramente ignorados por la Administración 
al dictar el acto objeto de revisión, que se regula en el artículo 154 del mismo 
cuerpo legal. En segundo lugar, por lo que se refiere al estudio de la incidencia 
de la creación de la AEAT sAbre la configuración jurídica de la potestad revisora 
en materia tributaria a través de la resolución de recursos administrativos, el aná-
lisis debe partir, a nuestro entender, de un dato básico: la modificación de la 
estructura jurídico-organizativa de la Administración tributaria que ha supuesto 
la creación de la AEAT por la Ley 31/1990, y las sucesivas disposiciones de 
carácter reglamentario que han adaptado la organización del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda a las modificaciones producidas en la distribución de compe-
tencias de gestión tributaria tras la entrada en funcionamiento de aquel ente públi-
co, no han traído consigo, sin embargo, la alteración de la división tradicional de 
funciones administrativas en materia tributaria que consagra el artículo 90 LGT. 
Tal separación, como resulta de sobra conocido, atribuye a órganos bien diferen-
ciados de la organización administrativa las competencias de gestión, para la 
liquidación y recaudación, y las competencias correspondientes a la resolución 
de reclamaciones que contra aquella gestión se puedan suscitar 645. 
En efecto, el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado dos, número 4, 
no altera la peculiar posición institucional de los Tribunales Económico-Admi-
nistrativos dentro de la organización jurídica de la Administración tributaria, 
pues dicho precepto, además de declarar expresamente vigente el potestativo y 
previo recurso de reposición, se limita a disponer que «Los actos dictados por los 
órganos de la Agencia en relación con las materias sobre las que puedan versar 
las reclamaciones económico-administrativas serán recurribles en esta vía de 
acuerdo con sus normas reguladoras». Esta conclusión, sin embargo, no elimina, 
a nuestro juicio, la conveniencia de examinar la posible modificación del sentido 
de la relación que se establece entre los órganos de gestión, hoy encuadrados en 
el seno de la AEAT, y los Tribunales Económico-Administrativos, como expo-
nentes de uno de los sectores de la Administración de la Hacienda Pública que, 
pese a encontrarse desgajados de la AEAT, se encuentran más vinculados a las 
funciones desempeñadas por el ente público; incidiendo nuestro análisis, de 
645 Para un análisis del significado de esa división de funciones administrativas, vide MARTÍN QUE-
RALT, J., La división de funciones en el ordenamiento jurídico tributario, cit., pp. 5 Y ss. 
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modo muy especial, en los posibles mecanismos de coordinación que cabría ins-
tituir entre ambos órdenes de gestión, teniendo presente que tanto los órganos de 
gestión encuadrados en la AEAT como los de resolución de reclamaciones persi-
guen, aunque desde diferentes posiciones, la consecución del mismo interés 
público 646. 
11. 
A) 
LA DISTRIBUCIÓN DE LAS COMPETENCIAS PARA REVISAR 
DE OFICIO ACTOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA 
TRAS LA CREACIÓN DE LA AEAT 
EL MANTENIMIENTO DE LA COMPETENCIA DEL MINISTRO DE 
ECONOMÍA Y HACIENDA PARA LA RESOLUCIÓN DE LOS PROCE-
DIMIENTOS ESPECIALES DE REVISIÓN DE OFICIO DE ACTOS 
ADMINISTRATIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA CONTEMPLADOS 
EN LOS ARTÍCULOS 153 Y 154 DE LA LGT 
El artículo 103 de la Ley 31/1990 no ha creído oportuno atribuir a un órga-
no de la AEAT la competencia para revisar aquellos actos administrativos dicta-
dos por el propio ente público que hayan podido incurrir en alguno de los vicios 
de nulidad o anulabilidad que, respectivamente, se encuentran previstos en los 
artículos 153 y 154 LGT 647. Así, será el Ministro en todo caso el órgano al que 
hayan de imputarse los actos de resolución de estos procedimientos revisores, 
puesto que, aun cuando el Ministro de Economía y Hacienda haya delegado 
expresamente la competencia revisora de los actos pretendidamente nulos o anu-
lables, haciendo uso de la facultad que le concede la Ley 31/1990, se entenderá 
que la resolución ha sido dictada por el propio Ministro, conforme a la doctrina 
tradicional de la delegación 648, consagrada actualmente en el artículo 13.4 
LRJAP Y PAC, al disponer que las resoluciones administrativas que se adopten 
por delegación «se considerarán dictadas por el órgano delegante». 
646 Planteando simplemente esta cuestión, pero sin entrar en el análisis de la misma, vide DELGADO 
PACHECO, A., La creación ... , cit., p. 1400, autor que también se pregunta sobre la índole de las relaciones que 
debe mantener la AEA T con otros sectores de la Administración de la Hacienda Pública, como la Dirección General 
de Tributos o la Escuela de la Hacienda Pública, cuyo hacer ha de acompañar al de la propia Administración tributa-
ria y cuyos funcionarios pertenecen en gran medida a las propias especialidades que se adscriben a la AEAT. 
647 Para un análisis de estos procedimientos, vide, con carácter general, SÁNCHEZ SERRANO, L., Decla-
ración de nulidad ... , cit., pp. 181 Y ss.; BAYON MARINE, 1., La llamada revisión de oficio en materia tributaria, 
en REDF, núm. 1, 1974, pp. 101 Y ss.; CHECA GONZÁLEZ, c., La revisión de los actos tributarios en vía admi-
nistrativa, Ed. Lex Nova, Valladolid, 1988, pp. 15 Y ss. 
648 Sobre el régimen jurídico de la delegación, vide PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo, 
t. n., «Organización y empleo público», cit., pp. 53-55. 
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En efecto, el hecho de que el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su aparta-
do dos, número 4, último párrafo, haya atribuido expresamente la competencia 
revisora a la AEAT en los supuestos de rectificación de errores materialei,,>' de 
devolución de ingresos indebidos, y al mismo tiempo el citado precepto haya pre-
visto, en su apartado once, número 5, la posibilidad de la delegación de la com-
petencia revisora del Ministro contemplada en los artículos 153 y 154 LGT en 
órganos de la AEAT, pone claramente de manifiesto la intención del legislador de 
dejar en manos del Ministro de Economía y Hacienda la competencia para resol-
ver los procedimientos revisores allí regulados 649. 
Pero esta opción del legislador, que con anterioridad a la creación de la 
AEAT resultaba loable por elementales razones de seguridad jurídica, en contras-
te con la incertidumbre de la que daba muestras la LPA y en este momento se 
deriva de la LRJAP y PAC en punto a la determinación del órgano competente 
para revisar los actos administrativos 650, actualmente puede ser objeto, a nuestro 
entender, de fundadas críticas tanto desde el propio fundamento de la potestad de 
revisión de oficio como a partir de las funciones que a través del ejercicio de 
dicha potestad se pretenden realizar. Porque, como seguidamente intentaremos 
demostrar, el hecho de que no sea el propio Presidente de la AEAT o, cuando 
menos, un órgano central encuadrado en el mismo ente público, sino el Ministro 
de Economía y Hacienda, el competente para efectuar la revisión, impide en 
buena medida que la potestad revisora cumpla las funciones que está llamada a 
desempeñar, hasta el punto de que llega en cierto modo a desnaturalizarse la 
esencia del poder de revisión de oficio. 
En efecto, desde un primer momento llama poderosamente la atención que 
la competencia para la resolución de los procedimientos revisores que son incoa-
dos a instancias de la propia Administración haya quedado desconectada de la 
organización administrativa que ha dictado los actos administrativos que resultan 
del ejercicio de las potestades liquidatoria o recaudatoria, y que son objeto de 
revocación o modificación. Pues, aun admitiendo que la potestad revisora es sin 
649 Por eso no alcanzamos a comprender el significado de la afirmación de DELGADO PACHECO, A., La 
creación .... , p. 1395, al plantear la «duda de la competencia en el campo de las revisiones contempladas en los 
artículos 153 y 154, que también debería corresponder a la Agencia, en la medida en que hoy se halla confiada a 
órganos que se incorporarán a la Agencia». 
650 Cfr. BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión de oficio ... , cit., p. 259, que se plantea expresamente el 
«problema de la determinación de cuál sea el órgano competente con carácter general para revisar de oficio dentro 
de cada complejo organizatorio con personalidad jurídico-pública»; por 10 que se refiere a la regulación tributaria, 
alaban la concreción de la LGT, SAINZ DE BUJANDA, F (Dir)., Notas de Derecho Financiero, T.L, Vol. 3.", cit., 
p. 302; por su parte, CHECA GONZÁLEZ, c., La revisión de oficio ... , cit., p. 22, señala que frente a lo que dispone 
el artículo 109 de la LPA, al prescribir que será la Administración, genéricamente, la encargada de efectuar la decla-
ración de nulidad, el artículo 153.1 LGT presenta, por el contrario, una mayor precisión, pues indica que dicha 
facultad corresponde sólo al Ministro de Economía y Hacienda, aspecto éste que hay que valorar positivamente, por 
lo que de concreción en materia tan delicada encierra. 
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duda conceptualmente distinta de aquellas otras, no se puede negar que todas 
ellas se encuentran íntimamente conectadas, al extremo de que se ha considerado 
discutible si el procedimiento de revisión de oficio constituye una fase -aunque 
eventual- del procedimiento de gestión tributaria 651; lo que puede constituir un 
indicio a tener en cuenta acerca de la probable disfuncionalidad que supone, a la 
vista de la modificación de la estructura jurídica de la Administración tributaria 
acaecida después de la creación de la AEAT, el hecho de que el Ministro de Eco-
nomía y Hacienda conserve la competencia para la resolución de los procedi-
mientos revisores de unos actos administrativos que son el resultado del ejercicio 
de unas potestades de gestión tributaria de las que el Ministerio que aquél enca-
beza actualmente ya no es titular. 
y es que, en realidad, esa aludida disfuncionalidad provocada por la com-
petencia revisora del Ministro de Economía y Hacienda se empieza a manifiestar 
ya desde el momento que atendemos al propio fundamento de los poderes de 
revisión de oficio. Fundamento que, como es sabido, radica en el privilegio de 
autotutela, es decir, en la posibilidad que a la Administración le reconoce el orde-
namiento jurídico para declarar y ejecutar por sí misma, a su impulso, sus propias 
pretensiones, sin necesidad de acudir a los Tribunales y con el mismo alcance que 
éstos; estando exenta, pues, a diferencia de lo que acontece con los demás sujetos 
del ordenamiento, de la carga de someter sus pretensiones tanto a juicio declarati-
vo como ejecutivo 652. 
651 Así, GONZÁLEZ GARCÍA, E., La revisión de actos tributarios en vía administrativa, en RDFHP, 
núm. 122, 1976, p. 297, incluye la revisión de oficio de actos administrativos dentro del procedimiento de gestión 
tributaria; asimismo se hace eco de la conexión de las potestades revisora y liquidatoria, aunque señalando que se 
trata de dos potestades conceptualmente diversas, RUIZ GARCÍA, J. R., La liquidación en el ordenamiento tributa-
rio, cit., pp. 208-209; recientemente, PÉREZ ROYO, F., Derecho Financiero y Tributario. Parte General, cit., 
p. 290, escribe que dicha revisión de oficio «se corresponde más con la actividad de gestión que con la revisión pro-
piamente dicha». 
652 Vide, en este sentido, BAYON MARJNE, l., La llamada revisión de oficio ... , cit., p. 104, al señalar que 
«el privilegio de autotutela de la Administración le permitirá decretar por sí la nulidad y romper la presunción de 
legalidad de sus actos mediante revisión, revocación o anulación practicadas de oficio o en virtud de los recursos 
pertinentes (artículo 8 LGT»>. 
Asimismo, BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión de oficio ... , pp. 194-196, Y pp. 215-221, autor que 
subraya que es el privilegio de autotulela el que fundamenta los poderes de revisión de oficio, y no el régimen jurídi-
co de la nulidad y anulabilidad de los actos administrativos, pese a que ciertamente la Administración, al ejecitar su 
privilegio de autotutela, deba aplicar dicho régimen. Pues la Administración puede tener conocimiento, por ejemplo, 
de la nulidad de pleno derecho de un acto administrativo a partir de la interposición extemporánea por un particular de 
un recurso administrativo; en este caso, si la Administración ejercita su potestad de revisión de oficio, parece obvio 
que si no fundamos esa revisión en el privilegio de autotutela administrativa, surgiría a favor de la Administración un 
poder inexistente; también CASADO OLLERO, G./FALCÓN Y TELLA, R./LOZANO SERRANO, C./SIMÓN 
ACOSTA, E., Cuestiones tributarias prácticas, 2.' ed., Ed. La Ley, Madrid, 1990, p. 755, situando el fundamento de 
la revisión como expresión de la autotutela administrativa; en términos similares, GONZÁLEZ PÉREZ, J./GON-
ZÁLEZ NA V ARRO, F., Comentarios a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cit., p. 1111, quienes escriben que la revisión de actos 
por la Administración constituye «una manifestación de las potestades en que se traducen los principios característi-
cos del régimen administrativo. Estamos ante una manifestación de la autotutela o autodefensa administrativa». 
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Planteadas así las cosas, la ABAT, en el despliegue de las actuaciones ten-
dentes a cumplir su fin institucional -la aplicación efectiva del sistema tributa-
rio-, podrá tutelar por sí misma sus propias situaciones jurídicas al estar investida 
de una serie de potestades-función, como la liquidatoria o recaudatoria, cuya rea-
lización efectiva presupone el privilegio de autotutela, con la sola excepción de 
los poderes de revisión de oficio contemplados en los artículos 153 y 154 LGT, 
que continúan residenciados en el Ministro de Economía y Hacienda, pese a ser 
dichos poderes, como acabamos de ver, una expresión típica del privilegio de 
autotutela administrativa. Y de esta regulación podrían derivarse, como inmedia-
tamente veremos, algunas consecuencias negativas en punto a la satisfacción 
efectiva de algunas de las funciones que a través de los procedimientos de revi-
sión de oficio se pretenden realizar. 
Así, en primer lugar, de acuerdo con una doctrina comúnmente admitida, 
los sucesivos actos revocatorios que dicta el Ministro de Economía y Hacienda, 
en el ejercicio de la potestad habilitada en los artículos 153 y 154 LGT, forman, a 
través de las figuras jurídicas de los precedentes y prácticas administrativas 653 un 
cuerpo de doctrina administrativa que antes de la entrada en funcionamiento de 
la AEAT redundaba en una loable unidad de criterio interpretativo de los órganos 
gestores, por efecto inmediato de la posición subordinada de éstos respecto al 
Ministro como consecuencia de una relación jerárquica perfectamente defi-
nida 654. Pero la desaparición de cualquier tipo de relación de jerarquía entre el 
Ministro de Economía y Hacienda y la ABAT 655 genera una seria incertidumbre 
Por la razón apuntada son rechazables opiniones, como la de GÓMEZ DE LAS ROCES, H., La declaración de 
nulidad de pleno derecho de los actos tributarios, en HPE, núm. 23, 1973, p. 146, que fundamentan la revisión de los 
actos tributarios en el principio de seguridad jurídica; también GONZÁLEZ GARCÍA, E., La revisión ... , cit., pp. 284-286, 
que fundamenta igualmente la potestad revisora en «el principio de seguridad jurídica, reforzado, en este caso, por la pre-
sunción de legalidad ( ... ), que expresamente recoge el artículo 8 de la LGT»; o la postura de CHECA GONZÁLEZ, C., 
La revisión ... , cit., pp. 20-21, que alude a una genérica «tutela del interés público» que a la Administración se encomien-
da en la realización del principio de legalidad. Porque, aunque la seguridad jurídica y la tutela del interés público, efecti-
vamente, deben plasmar en la regulación del procedimiento de revisión de oficio -a través, por ejemplo, de la audiencia 
del interesado o del dictamen del Consejo de Estado-, no llegan a explicar la raíz última de ese poder de oficio que no es 
otro que la singular posición institucional que en nuestro ordenamiento ocupa la Administración. 
653 Sobre el significado de esas figuras jurídicas en el ámbito de actuación de la Administración tributaria, 
vide ZORNOZA PÉREZ, J., Precedentes y prácticas administrativas en materia tributaria: una nota, cit., 
pp. 253 Y ss, donde se señala que tanto los precedentes como las prácticas «pueden indistintamente indicar el actuar 
uniforme, material o decisorio de los órganos administrativos». 
En particular sobre los precedentes que crean los actos resolutorios del Ministro de Economía y Hacienda 
en los procedimientos de revisión de oficio, vide PACHECO MANCHADO, L., La revocación de los actos de ges-
tión tributaria tras la Ley 30/1992, en Crónica Tributaria, núm. 70,1994, pp. 130 y ss. 
654 Precisamente con base en la consecución de una mayor unidad de criterio, CASADO OLLERO, G./ 
FALCÓN Y TELLA, R./LOZANO SERRANO, C./SIMÓN ACOSTA, E., Cuestiones tributarias ... , cit., p. 773, 
aplaudían la decisión del legislador de atribuir la competencia al Ministro. 
655 Relación de jerarquía que, como ya nos consta, no existe entre el Ministerio de Economía y Hacienda y 
la AEA T al no estar presente uno de los requisitos necesarios para que se dé esta especial relación jurídica: la exis-
tencia de una serie de órganos integrados en una misma persona jurídica a los que se haya atribuido una misma com-
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acerca del acatamiento de la doctrina emanada de los actos revocatorios del 
Ministro por parte de los mencionados órganos gestores, porque ese acatamiento 
ya no podrá derivarse automáticamente de los deberes de obediencia inherentes a 
la relación jerárquica. 
Con todo, dicha incertidumbre no impediría, a nuestro entender, que un 
obligado tributario estuviera en condiciones de impugnar ante un Tribunal Eco-
nómico-Administrativo o un órgano jurisdiccional un acto administrativo de ges-
tión dictado por un órgano de la ABAT que se hubiera apartado de un precedente 
constituido por un acto anulatorio del Ministro de Economía y Hacienda. Una 
impugnación cuya fundamentación podría radicar tanto en el principio de igual-
dad como en la prohibición de arbitrariedad de los poderes públicos que consa-
gran los artículos 14 y 9.3, respectivamente, del texto fundamental 656. De esta 
forma, ciertamente, podría conseguirse la igualdad de trato y unificación de crite-
rios, pero siempre habría de intentarse a posteriori y con las consiguientes demo-
ras, gastos y complicaciones que para los particulares siempre conlleva la inter-
posición de recursos, 10 que viene a demostrar, a nuestro juicio, que hubiera sido 
más conveniente que el legislador hubiera desapoderado al Ministro de Econo-
mía y Hacienda de la competencia para la revisión de los actos nulos y anulables, 
confiriéndosela, a su vez, a un órgano central de la AEAT -su Presidente o el 
Director general-, para de este modo eliminar incertidumbres y asegurar una uni-
ficación de criterios. 
Yes que, en realidad, el origen de la aludida incertidumbre se encuentra en 
haber atribuido un típico poder jerárquico, como es la revisión, a un órgano que 
no ostenta con carácter general las facultades típicas de la relación jerárquica res-
pecto de los órganos de gestión de la AEAT, al encontrarse desvinculado de la 
organización administrativa que dicta los actos sobre los cuales ejerce su compe-
tencia revisora. Porque, siendo la potestad de revisión una típica facultad que se 
deriva de la jerarquía administrativa 657, resulta un contrasentido desde el punto 
petencia material coincidente y escalonada en el seno de la organización, requisito que no se da en la relación entre 
un ente filial y un ente matriz. Sobre el significado jurídico del principio de jerarquía, vide, por todos, NIETO, A., 
La jerarquía administrativa, cit., pp. I1 Y ss., yen especial pp. 61-62. 
656 Sobre la función de los precedentes y prácticas administrativas en el ámbito tributario como, instrumen-
tos válidos del control jurisdiccional de la actuación administrativa en esta esfera, vide ZORNOZA PEREZ, J. J., 
Precedentes y prácticas ... , cit., pp. 253 Y ss., autor que, sin reconocer valor normativo a dichas figuras jurídicas, 
subraya la utilidad de las mismas a los efectos del referido control con base en los principios constitucionales de 
igualdad e interdicción de la arbitrariedad, que exigen de la Administración, siempre que estemos ante un preceden-
te conforme al ordenamiento jurídico, solucionar en forma igual casos análogos. , 
657 Conclusión que se ha convertido prácticamente en un lugar común; así, vide, en este sentido, GARCIA 
DE ENTERRÍA, E., La configuración del recurso de lesividad, en RAP, núm. 15, 1954, pp. 124-125; también 
BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 13 Y ss., Y p. 119, quien señala que, pese a no fundarse la revi-
sión en la jerarquía administrativa, se trata de una consecuencia de la misma; como el autor lo demuestra a través de 
una descripción minuciosa de la evolución histórica de este poder de oficio. Allí se demuestra cómo la potestad revi-
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de vista jurídico el que la Administración matriz revise los actos del ente funcio-
nalmente descentralizado del que depende; puesto que, si se parte de la premisa 
de que, en principio, la potestad de autotutela corresponde a toda estructura orga-
nizatoria con personalidad jurídico-pública, parece razonable que el órgano com-
petente para proceder a revisar de oficio en el seno de la Administración institu-
cional deba serlo el órgano supremo de la entidad, sea este individual, sea 
colegiado 658. 
En otros términos, si el fundamento dogmático de los poderes de revisión 
de oficio reside en la potestad de autotutela que la Administración disfruta y que 
se reconoce, con mayor o menor intensidad, a los diferentes entes o complejos 
orgánicos con personalidad, cual es la AEAT, en cuanto todos ellos sean Admi-
nistración pública, de ahí resulta posible deducir, en línea de principio, de un 
lado, que los entes institucionales disfrutan de la posibilidad de revisión de oficio 
de sus propios actos y, de otra parte, que el ámbito de revisión por parte de la 
Administración no descentralizada se circunscribe a sus propios actos y no a los 
de otros entes públicos con personalidad jurídica que gocen de un ámbito compe-
tencial autónomo respecto del ente del que dependen. Pues, en definitiva, la atri-
bución de personalidad jurídico-pública a estas entidades debería imposibilitar 
que la Administración matriz pudiera revisar de oficio los actos de estas entida-
des, por cuanto la autotutela exige como requisito esencial la autarquía expresada 
en la atribución de unas competencias exclusivas para que la concreta Adminis-
sora resume antiguas tradiciones jerárquicas, es decir, el principio de permanencia de la acción revisora del superior 
jerárquico sobre todos los actos del inferior; situación que sintetiza un texto clásico de COLMEIRO, Derecho Admi-
nistrativo Español, 1.' ed., 1850, p. 107, citado por BOCANEGRA SIERRA, R., op., cit., p. 38, donde se puede leer 
que «supuesto que cada Ministro es superior jerárquico de todas las autoridades encargadas al servicio inherente a 
su Ministerio, claramente se manifiesta que es una de sus principales facultades vigilar, suspender, reformar o revo-
car los actos de todos los funcionarios sujetos a sus órdenes, bien proceda espontáneamente, bien a petición de los 
agraviados ... »; en esta línea una cita recurrente es la de SANTAMARÍA DE PAREDES, Curso de Derecho Admi-
nistrativo, 5.' ed., 1898, p. 101, citado por NIETO, A., La jerarquía ... , cit., p. 25, donde se distingue entre unas con-
diciones esenciales y otras formales para la existencia de una relación jerárquica, estando entre las facultades esen-
ciales, de modo muy significativo, «la facultad del superior para suspender o revocar y reformar los actos del 
inferior» ; por su parte NIETO, A., op., cit., pp. 24-25, no duda en señalar que «desde el punto de vista de la organi-
zación administrativa, la jerarquía impone diversas reglas, como son, por un lado, la comunicación directa, grado 
por grado, hacia arriba y hacia abajo, de los órganos, y por otro, el control de los superiores sobre los actos de los 
inferiores, en cuanto que pueden ser «detenidos, modificados y revocados; del análisis de la jurisprudencia también 
se deduce a las claras la íntima conexión entre el principio de jerarquía y la facultad de control que ostenta el órgano 
superior sobre los actos dictados por el inferior, como ha estudiado BEATO ESPEJO, M., Criterios jurisprudencia-
les sobre el principio de jerarquía administrativa ... , cit., pp. 265 Y ss. 
En el ámbito específicamente tributario, BA YON MARINE, 1., La llamada revisión ... , cit., p. 105, al seña-
lar que es una nota esencial de la revisión el limitar el ejercicio de la potestad revocatoria a los órganos que se 
encuentran en la cúspide de la organización administrativa; recientemente, PACHECO MANCHADO, L., La revo-
cación de los actos ... , cit., p. 130, al señalar que es «el principio de jerarquía el que otorga a los órganos superiores, 
no sólo la facultad de dirigir a los inferiores, sino también la de revisar y revocar, en su caso, los actos emanados de 
éstos». 
658 Cfr. BOCANEGRA SIERRA. R .. La revisión ...• cit.. p. 261. 
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tración pueda declarar y ejecutar por sí misma, sin auxilio de los Tribunales, sus 
pretensiones 659. 
Y la ausencia de justificación de la que adolece, como acabamos de ver, la 
atribución de facultades revisoras al Ministro de Economía y Hacienda sobre los 
actos de gestión de la AEAT resulta, si cabe, todavía más llamativa si nos aperci-
bimos del distinto régimen procedimental que debe seguirse cuando la Adminis-
tración tributaria pretenda revocar actos de gravamen, en cuyo caso, y según doc-
trina generalmente admitida, no es preciso atenerse a las exigencias 
procedimentales contenidas en los artículos 153 Y 154 LGT; en la medida en que 
las facultades de la Administración para corregir aquellas situaciones desfavora-
bles a los derechos de los administrados no tienen las limitaciones formales que 
se contienen en los preceptos anteriormente mencionados para la revisión de los 
actos administrativos, toda vez que el sentido de los mismos es la protección de 
la seguridad jurídica creada por los actos declarativos de derechos 660. 
659 De acuerdo con la argumentación de BOCANEGRA SIERRA. R., La revisión ... , cit., pp. 259-262; 
argumentación de la que asimismo se vale JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., Los organismos autónomos en el 
Derecho Público español..., cit., p. 287, para señalar que «es imposible e impensable la utilización de la técnica de 
la revisión de oficio (artículos 109 y 110 LPA) por el Ministerio tutor sobre los actos de los organismos autónomos, 
lo cual les hace diferenciarse de la típica relación jerárquica entre órganos de la Administración del Estado»; en el 
ámbito de las Administraciones Independientes, BETANCOR RODRÍGUEZ, A., Las Administraciones Indepen-
dientes, cit., p. 208, sigue la misma línea de pensamiento, al señalar, que dichas Administraciones, al ser órganiza-
ciones con competencia propia (exclusiva y excluyente), en ellas no cabe, respecto de cualquier Departamento 
ministerial, ni la jerarquía, ni, por tanto, la revisión. 
En contra, GONZÁLEZ PÉREZ, J., Los recursos administrativos y económico-administrativos, Ed. Cívi-
tas, Madrid, 1975, p. 72, quien, sin necesidad de mayores argumentaciones, se inclina por pensar que, al menos por 
lo que se refiere a la declaración de nulidad, «dado el carácter de este procedimiento especial (el de revisión de ofi-
cio) y (en su caso) la preceptiva intervención del Consejo de Estado, parece evidente que la nulidad no podrá decla-
rarse por la entidad institucional que dictó el acto, sino por el Ministro del Departamento del que dependa». 
660 En efecto, para la revocabilidad de los actos de gravamen y los actos no declarativos de derechos no 
existen límites procedimentales específicos, siempre y cuando «tal revocación no sea contraria al ordenamiento jurí-
dico», de acuerdo con lo que establece el artículo 105.1 LRJAP y PACo Vide, al respecto, por todos, GARCÍA DE 
ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T-R., Curso de Derecho Administrativo, t. 1., cit., pp. 624 y ss., 
donde se expone la doctrina comúnmente aceptada que admite la libre revocabilidad de los actos de gravamen, fren-
te a los actos declarativos de derechos, ámbito en el cual las exigencias del principio de legalidad deben conjugarse 
con el principio de seguridad jurídica, que postula en favor de los derechos ya declarados; lo que justifica las garan-
tías procedimentales previstas en este caso, auténticos límites a la libre revocabilidad de los actos administrativos, 
que habrán de cumplirse para que la Administración pueda volver sobre sus propios actos. 
En el ámbito tributario esta doctrina es prácticamente unánime por lo que se refiere al ámbito limitado -los 
actos declarativos de derechos- de las garantías procedimentales contenidas en los artículos 153 y 154 LGT; así, 
GONZÁLEZ GARCÍA, E., La revisión ... , cit., pp. 289-290, autor que reconoce las más amplias facultades en la 
Administración tributaria respecto a la revisión de los actos no declarativos de derechos, principio general de revo-
cabilidad que tiene su fundamento último en la tutela del interés público que a la Administración se le encomienda; 
asimismo CHECA GONZÁLEZ, c., La revisión ... , cit., pp. 18-21; recientemente, en el mismo sentido, PACHECO 
MANCHADO, L., La revocación ... , cit., p. 115, Y de modo tajante, señala que los procedimientos de revisión de ofi-
cio regulados en los artículos 153 a 156 LGT son de aplicación exclusiva y obligada a los actos declarativos de dere-
chos, admitiendo este autor su aplicación facultativa cuando se trate de revisar actos de gravamen. En este trabajo, 
además de ofrecerse una relación de los dictámenes más relevantes del Consejo de Estado que abonan sobre la 
misma idea, se advierte que la no aplicación de los procedimientos especiales de revisión de oficio de la LGT no 
implica, en absoluto, la posibilidad de un ejercicio arbitrario de los poderes de revocación, ya que solamente será 
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Consecuentemente, en el caso de la revisión de actos que no sean declarativos 
de derechos 661, la competencia para efectuar la revisión corresponderá al Presidente 
de la ABAT, dado que se aplicará la doctrina general anteriormente expuesta que, en 
armonía con el fundamento de los poderes de revocación de oficio, atribuye justa-
mente al órgano superior de la persona jurídica pública dotada de autotutela, la corres-
podiente facultad para revisar todas las actuaciones de sus órganos subordinados 662. 
En este sentido, conviene recordar que la revisión no es más que la retirada definitiva 
por la Administración de un acto suyo anterior mediante otro de signo contrario, y 
que, además, como ya nos consta, al ser principio de jerarquía el que inspira toda la 
institución, dicho principio es el que dota sólo al superior de la facultad revisora, de 
tal modo que no puedan los órganos periféricos ejercitar este poder, con lo cual se 
posible tal ejercicio cuando lo requiera el interés público que, ciertamente, la Ley permite apreciar a la Administra-
ción, debiéndose ajustar, por fin, dicha revocación, a las prescripciones generales de la LRJAP y PAC que serán 
aplicables supletoriamente y, en general, a los principios generales del procedimiento administrativo. 
661 Acerca de la diferencia entre actos de gravamen y actos declarativos de derechos, vide, con carácter 
general, por todos, GARCÍA DE ENTERRÍA, E/FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T-R., Curso ... , t. 1, cit., p. 628, quie-
nes, reconociendo la dificultad dogmática que entraña la distinción entre ambos tipos de actos administrativos, ter-
minan por acoger el parecer que se contiene en la doctrina del Consejo de Estado, según la cual «siempre que se 
demuestre objetiva o subjetivamente que la revisión del acto no es in peius para el administrado, la Administración 
está habilitada para efectuarla sin atenerse a las garantías formales de los artículos 109 y 110 de la LPA». 
La doctrina tributaria, por su parte, también atiende a los efectos derivados de la revisión para calificar al 
acto revisado como declarativo de derechos o de gravamen; en este sentido, BA YON MARINE, 1., La llamada revi-
sión ... , cit., pp. 119-120, autor que participa de ese criterio al señalar que «cuando cabe que de la anulación de un 
acto derive un efecto perjudicial para el administrado (tanto de la anulación del acto en sí como de la producción de 
uno nuevo) es que el acto anulado era declarativo de derechos ( ... ) en esta línea entiendo que debe producirse la pri-
mera aproximación en materia tributaria: siempre que es dable una reformatio in pejus como consecuencia de una 
revisión de oficio se está en presencia de un acto declarativo de derechos cuya revocación ha de someterse al esque-
ma normativo de los artículos 153 y 154 de la LGT»; por fin, PACHECO MANCHADO, L., La revocación ... , cit., 
p. 122, que tajantemente afirma que «si de la anulación del acto se deriva un efecto perjudicial para el contribuyente 
debe estimarse que, a este respecto, tal acto era declarativo de derechos». 
En contra, CASADO OLLERO, G/FALCÓN y TELLA, R/LOZANO SERRANO, C/SIMÓN ACOSTA, 
E., Cuestiones tributarias ... , cit., pp. 761-762, quienes opinan que no parece que en el ámbito tributario exista base 
suficiente para distinguir entre actos de gravamen y actos declarativos de derechos a la hora de su revisión de oficio, 
por lo que en cualquier caso la Administración debe ajustar cualquier tipo de revisión a los procedimientos especia-
les regulados en los artículo 153 a 156 LGT. Literalmente, estos autores opinan que «quizás el equilibrio entre lega-
lidad y seguridad jurídica que inspira toda la institución se proyecta en el orden tributario limitando más las potesta-
des revisoras que en el orden general administrativo». Pero, a nuestro entender, este aserto supone quizás más un 
deseo o una propuesta que una interpretación objetiva del marco normativo de la revisión en materia tributaria; 
sobre todo, cuando del artículo 159 LGT se deduce lo contrario, al disponer que, fuera de los casos previstos en los 
artículos 153 a 156, la Administración no podrá anular sus «actos declarativos de derechos», sino es a través de la 
previa declaración de lesividad y posterior impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 
662 Siguiendo a BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 259 Y ss. 
Por esta razón no podemos compartir la opinión de PACHECO MANCHADO, L., La revocación ... , cit., 
p. 130, que atribuye la competencia para la revisión de los actos de gravamen dictados por la AEAT al «Director del 
Departamento que corresponda por razón de la materia». Con todo, sí participamos del parecer del autor en cuanto a 
la conveniencia de elaborar una norma reglamentaria que, de forma expresa, regule el procedimiento a seguir para la 
revocación de los actos administrativos dictados en vía de gestión tributaria; pues ello redundaria en beneficio de la 
seguridad jurídica en tomo a cuestiones como la que analizamos, o en otras de una índole más general referidas a la 
determinación del procedimiento específico a seguir. Esta recomendación ha sido formulada en PACHECO MAN-
CHADO, L., Informe sobre revocación de actos de gestión tributaria, Servicio Jurídico de la AEAT, Madrid, 23 de 
marzo de 1993. 
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evita que se dicten, eventualmente, resoluciones distintas para supuestos idénticos 
que impidan el objetivo de la igualdad de trato y la unificación de criterios 663. 
Así, en definitiva, se comprueba cómo para la revocación de los actos de 
gravamen sí podrá conseguirse esa conveniente unificación de criterios, con lo 
que se hace todavía más patente la ausencia de justificación de la que adolece el 
mantener, ante la actual configuración jurídico-organizativa de nuestra Adminis-
tración tributaria, la competencia revisora de los actos declarativos de derechos 
en el Ministro, ya que sus decisiones en la actualidad no tienen efecto vinculante 
para los órganos gestores de la ABAT por la tantas veces repetida desaparición de 
vínculos jerárquicos entre el Ministro y los órganos de gestión 664. Por fin, el 
mantenimiento de la competencia revisora del Ministro no parece una medida 
muy acertada cuando, junto al inconveniente reseñado, no se atisba, además, la 
mayor garantía que puede reportar, en el orden práctico, a un particular el hecho 
de que el procedimiento de revisión de oficio sea resuelto por el Ministro en lugar 
de por un órgano perteneciente a la organización central de la ABAT. 
Por otro lado, desde una perspectiva diferente, el análisis de la relación 
existente entre los procedimientos de revisión de oficio y la declaración de lesivi-
dad de un acto, previa a su impugnación en vía contencioso-administrativa, con-
duce igualmente a la conclusión de la conveniencia de residenciar en el Presiden-
te de la AEAT la competencia para resolver los referidos procedimientos. Dicho 
análisis resulta harto aleccionador, especialmente desde una perspectiva históri-
ca, por cuanto demuestra que ambas instituciones han servido, y todavía hoy sir-
ven, a una identica fmalidad o función, que es la de dotar a la Administración de 
los medios jurídicos precisos para reaccionar contra sus propios actos contrarios 
al ordenamiento jurídico. 
Así lo demuestra, en efecto, la evolución paralela que revisión y lesividad 
han experimentado desde el siglo pasado y que se encuentra nada menos que en 
el origen del contencioso-administrativo; resultado de ese devenir histórico, en el 
cual la Administración de la Hacienda Pública se ha situado en la vanguardia de 
663 Objetivo que, como acertadamente ha visto PACHECO MANCHADO, L., La revocación .. , cit., 
p. 130, sólo es alcanzable atribuyendo el poder revocatorio a un órgano central de la AEAT. 
664 Por eso no compartimos la opinión de PACHECO MANCHADO, L., La revocación ... , cit., p. 131, 
cuando propugna que, para la regulación del procedimiento de revisión de oficio de los actos de gravamen, se siga la 
pauta marcada por los artículos 153 y 154 de la LGT. 
y es que ni en el supuesto de que el Ministro de Economía y Hacienda delegara las competencias revisoras 
en el Director general de la AEA T o en los Directores de Departamento, al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado once, número 5, segundo párrafo, las resoluciones dictadas a su amparo 
serían vinculantes para los órganos de gestión, habida cuenta que el artículo 13.4 LRJAP y PAC dispone que «las 
resoluciones administrativas que se adopten por delegación se considerarán dictadas por el órgano delegante». Pese 
a que reconozcamos que en el caso de la delegación, los órganos gestores seguramente seguirán el criterio que se 
deduzca del acto revocatorio dictado por el delegado, lo cierto es que, desde un punto de vista estrictamente jurídi-
co, la referida vinculación no existe. 
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las más importantes refonnas, es la regulación conjunta de la declaración de lesi-
vidad y los procedimientos revisores que realizó la LPA y actualmente reflejan la 
LGT y la LRJAP y PAe 665. Así, arrancando de la máxima libertad revocatoria 
que ostentaba el Ministro de cada Departamento, en su condición de superior 
jerárquico, sobre cada una de las actuaciones de sus subordinados 666, se pasó con 
sucesivos vaivenes a un período en el que la progresiva limitación de la potestad 
revocatoria fue coetánea precisamente con el comienzo de la hegemonía del pro-
ceso de lesividad hasta su predominio absoluto 667, para desembocar finalmente 
665 Para el análisis de esta evolución, vide GARCÍA DE ENTERRÍA, E., La configuración del recurso de 
lesividad, cit., pp. 109 Y ss.; BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 13 Y ss. 
666 Pero con la importante limitación que suponía, como ha estudiado BOCANEGRA SIERRA, R., La 
revisión ... , cit., pp. 27 Y ss., el hecho de que por entonces la Administración careciese de poderes ejecutorios, por lo 
que ésta debía acudir, en un sistema de justicia retenida, ante el Consejo Real o, en su caso, los Consejos Provincia-
les, en búsqueda de un título ejecutorio, cuando un particular se resistiera a la revocación de un acuerdo de la Admi-
nistración que le hubiera declarado derechos. De no darse esta circunstancia, los poderes revocatorios del superior 
jerárquico eran ilimitados; la limitación aludida, por otra parte, en un sistema de justicia retenida, debe ser relativi-
zada. Son, en concreto, las Leyes de 2 de abril de 1845 y 6 de julio del mismo año, que crean los Consejos Provin-
ciales y organizan el Consejo Real, las que configuran un recurso contencioso, recurso similar en todo a los procesos 
civiles declarativos ordinarios. 
667 Fue a partir del Real Decreto de 21 de mayo de 1853, de acuerdo con los análisis retrospectivos de 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E., La configuración ... , cit., pp. 115 Y ss., Y BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , 
cit., pp. 45 Y ss., dictado para el ámbito de la Administración de la Hacienda Pública, cuando se empezó a limitar la 
potestad revocatoria de la Administración. De acuerdo con el mismo, «causaban estado» -es decir, eran firmes, eje-
cutorias y sólo revocables en vía contenciosa- las resoluciones que adoptara el Ministro de Economía y Hacienda; 
mientras los actos no hubieran «causado estado» eran libremente revocables por el Ministro. Vemos, pues, cómo el 
origen más próximo del recurso de lesividad surge precisamente en el ramo de la Hacienda Pública; el recurso con-
tencioso-administrativo, que el Real Decreto de 1853 configura, constituye pura y simplemente un proceso a un acto 
administrativo previo y ejecutorio, en términos similares a los actuales. Por otro lado, fue el Real Decreto de 20 de 
junio de 1858 el que generalizó para todos los Ministerios la doctrina del Real Decreto de 1853. 
Posteriormente, la Ley Camacho, de Bases de 31 de diciembre de 1881, referida al ámbito del procedimien-
to de las reclamaciones económico-administrativas, limitó aún más los poderes revocatorios en el ámbito de la 
Hacienda Pública, al disponer que también «causaban estado» las resoluciones de instancia -es decir, las resolucio-
nes de los Delegados Provinciales-, estableciéndose el plazo máximo de diez años para que sean declaradas lesivas, 
con carácter previo a su sometimiento a revisión judicial. 
Fue finalmente la Ley jurisdiccional de Santamaría de Paredes de 1888 la que extendió el proceso de lesivi-
dad para todas las Administraciones públicas, como única vía de anulación de los actos declarativos de derechos; 
sistema que, a su vez, pasó al artículo 56 de la Ley, de 27 de diciembre de 1956, de Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Esta extensión desde el ramO de la Administración de la Hacienda Pública al resto de la Administración 
carecía, a juicio de BOCANEGRA SIERRA, R., op. últ. cit., pp. 92 y ss., de cualquier justificación; ya que la óptica 
desconcentradora que alentó la conversión por la Ley Camacho de los actos de instancia -en concreto de los Dele-
gados Provinciales de Hacienda- en firmes y ejecutorios si no eran recurridos en alzada en el plazo de quince días, 
sólo tenía razón de ser en la coyuntura muy específica de una Hacienda Pública muy necesitada de medios financie-
ros. Porque, al adquirir firmeza y ejecutoriedad los actos de instancia, en el caso de que no fueran recurridos en alza-
da ante el Ministro de Hacienda por un particular o por la propia Administración, se corria el riesgo de que, transcu-
rrido dicho breve plazo, la Administración tuviera que pasar por ellos; razón por la que se hizo necesario ampliar a 
los actos de instancia el recurso de lesividad. La consecuencia última fue que al extenderse el sistema desde la 
Hacienda al resto de la Administración se terminó desconociendo la potestad anulatoria directa de la que tradicio-
nalmente había disfrutado la misma, por lo que es ahí donde se encuentra el origen del monopolio judicial en la anu-
lación de los actos administrativos y el dogma de la irrevocabilidad absoluta de los actos declarativos de derechos; 
dogma que se aplica desde un planteamiento globalizador injustificable tanto a los actos legales como a los ilegales, 
actos estos últimos cuya posibilidad de anulación también se niega a la Administración obligándola a acudir a un 
proceso judicial como demandante. 
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en la actualidad, a partir de la LRJAE en un sistema limitado de revocación de los 
actos administrativos 668, en convivencia con el recurso de lesividad 669, y que 
sólo se entienden en relación con la doctrina desarrollada en tomo a la teoría de 
la nulidad de los actos administrativos. 
Esta trayectoria paralela explica que tanto los poderes de revisión corno la 
declaración de lesividad compartan la misma razón de ser, a saber, la depuración 
de aquellas actuaciones administrativas contrarias al ordenamiento jurídico, o en 
general, a los intereses públicos que cada Administración ha de tutelar en cada 
momento en aras de una satisfacción efectiva del principio de legalidad, lo que 
obliga a la Administración a reaccionar contra cualquiera de sus actos que contra-
digan el ordenamiento acomodándolos a aquél. Porque, si bien se mira, la evolu-
ción histórica de ambos institutos enseña, en defmitiva, que los actuales procedi-
mientos de revisión de oficio han venido a sustituir, en una parcela importante, al 
propio recurso de lesividad por medio de la simple trasmutación de la declara-
ción de lesividad, que abre el enjuiciamiento jurisdiccional, en la pura y simple 
declaración administrativa de anulación; hasta el punto de que la jurisprudencia 
-SSTS de 4 de enero de 1983 y 31 de enero de 1984- ha reconocido a la Admi-
nistración la posibilidad de optar por la lesividad, aunque se dieran los requisitos 
para anular un acto por sí misma 670. Por esta razón, está plenamente justificada la 
aplicación analógica de las reglas sobre la competencia para declarar lesivo un 
acto administrativo a unos procedimientos de revisión de oficio que, por lo 
demás, han recogido las antiguas tradiciones jerárquicas de los primeros y casi 
ilimitados poderes de revocación y del propio recurso de lesividad 671. 
668 Sistema que luego fue depurado técnicamente por la LPA y que cuenta, como ha estudiado BOCANE-
GRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 126 Y ss., con el precedente inmediato de la Ley de 18 de marzo de 1944, que 
al tiempo que creaba un sistema de recursos administrativos conocido bajo la denominación de jurisdicción de agravios 
en todas aquellas materias de personal que no implicasen separación del servicio, y al objeto de descargar a la jurisdic-
ción contenciosa de un enojoso volumen de asuntos poco trascendentes, abrió la posibilidad de la revocación de oficio 
por acto de contrario imperio en este ámbito; una revocación que se habrá de justificar en la ilegalidad de los actos, de 
manera idéntica a los motivos que desde la Ley Camacho justificaban, por cierto, el recurso de lesividad 
669 Recurso que para BOCANEGRA SIERRA, R., op., últ., cit., pp. 199-202, carece por completo de justi-
ficación en la actualidad una vez que la Administración goza con carácter general de poderes de auto tutela y dada la 
existencia de los procedimientos de revisión de oficio que tan estrechamente se encuentran conectados a ese privile-
gio; además de que no convence la distinción entre actos manifiestamente ilegales y los que no lo son. El manteni-
miento del proceso de lesividad en la LRJAE se debió, a juicio de este autor, a un simple arrastre histórico y al peso 
de la doctrina tópica de la irrevocabilidad absoluta de los actos declarativos de derechos. 
670 Cfr. BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., p. 11; para un comentario de la jurisprudencia cita-
da, vide GONZÁLEZ PÉREZ, J/GONZÁLEZ NA V ARRO, J., Comentarios a la Ley 30/1992 ... , cit., p. 1145. 
671 Así, LAVILLA ALSINA, L., La revisión de oficio de los actos administrativos, en RAP, núm. 34, 
1961, p. 62; BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 260 Y ss.; recientemente GONZÁLEZ PÉREZ, J./ 
GONZÁLEZ NAVARRO, F., Comentarios a la Ley 30/1992 ... , cit., pp. 1129-1130 y p. 1149, autores que entienden 
que al no delimitar la LRJAP y PAC los órganos competentes para revisar los actos nulos y los anulables, son apli-
cables las normas contenidas en los artículos 103.3 y 4 de dicha Ley, en la medida que los procedimientos revisores 
vienen a sustituir en cierto modo al proceso de lesividad. 
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Por ello, para la determinación de los órganos competentes para la revisión 
de oficio tanto la doctrina como la jurisprudencia acudieron incialmente al artícu-
lo 56, en su apartado 2, de la LJCA 672. Dicho precepto disponía que «si el acto 
emanare de la Administración del Estado, la declaración de lesividad deberá 
revestir la forma de Orden ministerial, y en los demás casos habrá de reunir los 
requisitos establecidos para la adopción de acuerdos por el órgano supremo de la 
entidad, corporación o institución correspondiente». Ahora bien, tras la entrada 
en vigor de la LRJAP y PAC, el artículo 103.3 de dicha Ley ha modificado la 
regulación contenida en el artículo 56 LJCA 673, al ordenar que «si el acto provi-
niera de la Administración General del Estado, la declaración de lesividad se rea-
lizará mediante Orden ministerial del Departamento autor del acto administrati-
vo, o bien mediante acuerdo del Consejo de Ministros; cuando su norma de 
creación así lo determine, la declaración se realizará por los órganos a los que 
corresponda de las entidades de derecho público a que se refiere el artículo 2.2 de 
esta Ley». 
En efecto, del transcrito artículo 103.3 parece desprenderse que la no previ-
sión expresa en la Ley de creación de un ente institucional de la atribución de la 
competencia para la declaración de lesividad de sus propios actos administrati-
vos, confiere automáticamente dicha competencia al ente matriz 674; con lo que 
ello supone de apartamiento, a nuestro entender, de las tradiciones jerárquicas 
que la declaración de lesividad comparte, como ya nos consta, con los procedi-
mientas de revisión de oficio y que el artículo 56 de la LJCA respetaba 675. De ahí 
se podría deducir, en una conclusión apresurada, que la Ley de creación de la 
AEAT, al no haber conferido a la misma la competencia para la declaración de 
lesividad, reserva al Ministro de Economía y Hacienda, a través de la aprobación 
de la Orden correspondiente, realizar tal declaración previa a la impugnación 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Sin embargo, el artículo 159 LGT dispone que «Fuera de los casos previs-
tos en los artículos 153 al 156, la Administración tributaria no podrá anular sus 
propios actos declarativos de derecho, y para conseguir su anulación deberá pre-
viamente declararlos lesivos para el interés público e impugnarlos en vía conten-
672 Así, BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , op., cit., pp. 260 Y ss. 
673 Pese a que la disposición derogatoria de la LRJAP y PAC no incluya al artículo 56 de la LJCA entre los 
preceptos expresamente derogados. 
674 Como dice GÓMEZ-FERRER MORANT, R, La revisión de oficio. en LEGUINA VILLNSÁN-
CHEZ MÓRON (Dir.), «La nueva Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas ... », cit., p. 312, el 
artículo 103 de la LRJAP y PAC «tiene el alcance de remitir a la norma de creación si la competencia para declarar 
la lesividad corresponde al ente madre o al ente dependiente». . 
675 Tradiciones de las que se sirvió BOCANEGRA SIERRA, R, La revisión ... , cit., pp. 260-262, para aph-
car analógicamente el artículo 56 LJCA a los procedimientos revisores en su afán de determinar el órgano compe-
tente para resolver los mismos. 
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cioso-administrativa con arreglo a la Ley de dicha Jurisdicción». La dudosa natu-
raleza de institución procedimental común garantizadora del artículo 103.3 de la 
LRJAP y PAC, unida a la ausencia de precisión de la que da muestra el artículo 
159 LGT, al conferir genéricamente a «la Administración tributaria» la compe-
tencia para declarar lesivos los actos administrativos tributarios, autorizan, a 
nuestro juicio, una interpretación de este precepto, no sólo a partir de la mera 
aplicación analógica y un tanto mecánica de las disposiciones generales del Dere-
cho Administrativo, sino también desde la perspectiva ofrecida por la presencia 
del idéntico interés público a la anulación que ha de acreditar la Administración 
tanto en los procedimientos de revisión de oficio como en los actos de declara-
ción de lesividad. Sobre todo en aquellos supuestos de anulabilidad en los que, 
por el tiempo transcurrido desde que se dictó el acto que se pretende revocar y la 
consiguiente confianza generada en el particular acerca de la consolidación de la 
situación jurídica derivada de dicho acto, la Administración debe acreditar, junto 
a la mera ilegalidad objetiva producida, un interés público, específico, concreto y 
actual que legitime la revisión o, en su caso, la declaración de lesividad 676. 
Pues bien, una característica muy arraigada de la declaración lesividad, que 
ha venido a romper en cierto modo el artículo 103.3 LRJAP Y PAC, es que aqué-
lla ha de referirse a un acto de la propia Administración demandante 677, es decir, 
la declaración corresponde hacerla a la entidad administrativa que dictó la resolu-
ción que se estima lesiva, pues no en vano el artículo 159 LGT dispone que la 
Administración tributaria podrá declarar lesivos «sus propios actos». Y dicha 
afirmación no es en absoluto gratuita, ya que parece razonable pensar, por cen-
trarnos en el supuesto que nos ocupa, que la posición institucional de la AEAT 
juega en favor de que sea ella misma la competente para realizar dicha declara-
ción. En este sentido, la jurisprudencia recaída en tomo al artículo 56 LJCA, al 
vedar taxativamente la posibilidad de que la Administración del Estado declare 
lesivo un acto administrativo dictado por un ente institucional 678, se estaba aco-
676 En este sentido, BOCANEGRA SIERRA, R, La revisión .... cit., pp. 239 Y ss., autor que señala que, a 
diferencia de los supuestos de nulidad, en los que la entidad de los vicios de orden público de los que adolece el acto 
obligan a la Administración a declarar el acto nulo de pleno derecho, en los supuestos de anulabilidad, la potestad 
revisora se desarrolla en un ámbito de discrecionalidad que hace necesaria en determinados casos la concurrencia, 
junto a la mera ilegalidad objetiva, de un interés público específico en la anulación, para que puedan utilizarse los 
poderes de revisión. Este autor afirma, además, la identidad de ese «interés público a la anulación» en los procedi-
mientos de revisión de oficio y en la declaración de lesividad, 
677 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J., La declaración de lesividad. en RAP, núm. 2,1950, pp. 64-67, quien 
señala que «únicamente puede hacer la declaración de lesividad el órgano superior de la jerarquía administrativa»; 
MARTIN DELGADO, J. M., El procedimiento de declaración de lesividad. en HPE, núm. 16, 1972, pp. 284-285, 
indicando que una de las caracterfsticas más relevantes de esta institución es que una entidad pública sólo puede uti-
lizar la lesividad contra sus propios actos. 
678 Una panorámica de esa jurisprudencia, en ALBIÑANA CILVETI, C., Proceso de lesividad. en 
AA.VV., «Comentaríos a la Ley General Tributaría y líneas para su reforma ... », cit., vol. n, pp. 1787-1788. 
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giendo a la doctrina tradicional que impide disociar el concepto jurídico de auto-
tutela de la tutela jurídica del interés público que cada ente tiene encomendado, 
en la medida en que el interés público a la anulación no es otro que el mismo al 
que estaba preordenado el acto que se anula y que precisamente justifica el poder 
de autotutela que toda revocación lleva consigo 679. 
Pues, en definitiva, admitida esa identidad de intereses 680, no puede extra-
ñar que la jurisprudencia tenga declarado que la legitimación para utilizar el 
recurso de lesividad corresponde, única e inequívocamente, a la Administración 
autora del acto que se pretende impugnar, toda vez que si la autoría del acto y el 
interés en su anulación no habitan en la misma entidad pública, será más difícil la 
identificación de ese interés público a la anulación. Porque, aun admitiendo que 
el interés público que persiguen con carácter general cualquier ente matriz y el 
ente institucional que del primero depende es de la misma naturaleza, la identifi-
cación de dicho interés se verá facilitada cuando el órgano que revise forme parte 
de la persona jurídico-pública autora del acto revisado, porque ella es quien apre-
ciará mejor las circunstancias concretas en las que se dictó el acto que se preten-
de revocar o mofificar 681 • 
En conclusión, por todas las razones apuntadas, la atribución al Presidente 
de la AEAT de la competencia para resolver los procedimientos revisores con-
templados en los artículos 153 y 154 LGT resultaría más respetuosa con el propio 
fundamento de la potestad revisora -la autotutela administrativa- y, además, ser-
viría más satisfactoriamente a alguna de las funciones que han de cumplir dentro 
de la gestión tributaria dichos procedimientos: señaladamente, por un lado, la 
unificación de los criterios administrativos que dimanaran de los actos de revoca-
ción del Presidente de la AEAT a los que se sujetarían por efecto inmediato del 
principio de jerarquía todos los órganos gestores; y, de otra parte, el interés públi-
co a la anulación, por ser de la misma especie a la que sirven todos los actos de la 
AEAT, sería mejor apreciado por esta entidad, puesto que, dada su posición insti-
tucional, seguramente puede valorar de manera más atinada las circunstancias 
concretas en las que fue dictada la resolución que se pretende revocar, al estar la 
679 Y es que, como escribe BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 239 Y ss., la atribución a la 
Administración de poderes de autotutela no supone, como no lo supone la autotutela jurisdiccional, la exclusión de 
la necesidad de esgrimir un interés sustancial a la anulación de un acto, sino que únicamente implica que sea el pro-
pio sujeto a quien se le reconoce el que haga efectiva su propia tutela, sin auxilio de los Tribunales. 
680 Cfr. BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., p. 244, que señala expresamente que esta caracte-
rística es común a la revisión y a la declaración de lesividad. 
681 Subrayando esa nota de inmediación o proximidad, GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T. R., Curso ... , cit., t. 1, p. 624, escriben que la revocación de los actos se justifica en una buena 
medida en «el hecho de que la Administración esté fundamentalmente inmersa en un presente cambiante (el legisla-
tivo está vocado al futuro y el judicial al pasado)( ... ) lo que postula, en principio, en favor de la libre revocabilidad 
de sus actos con el fin de ajustar éstos a las cambiantes circunstancias». 
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AEAT inmersa en el presente cambiante en el que se desarrolla la aplicación 
efectiva del sistema tributario 682. 
B) LA COMPETENCIA DE LA AEAT PARA EL RECONOCIMIENTO 
Y LA REALIZACIÓN DE LA DEVOLUCIÓN DE INGRESOS 
INDEBIDOS DEL ARTÍCULO 155.2 DE LA LGT 
De acuerdo con lo que dispone el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su 
apartado dos, número 4, tercer párrafo, corresponde a la AEAT el ejercicio de la 
facultad de revisión contemplada en el artículo 155 LGT; precepto este último 
que en su segundo apartado señala que «por vía reglamentaria se regulará el pro-
cedimiento que debe seguirse, según los distintos casos de ingresos indebidos, 
para el reconocimiento del derecho a la devolución y la forma de su realización». 
La atribución a la AEAT de la competencia para declarar la obligación de 
devolver el ingreso efectuado indebidamente y para satisfacer la propia devolu-
ción resulta completamente lógica 683. Porque si la Ley 31/1990 encomienda a la 
AEAT la aplicación efectiva del sistema tributario, en este caso nos encontramos 
ante un procedimiento específico claramente clasificable dentro de un concepto 
amplio de gestión tributaria, de la que aquélla es responsable 684, e incluso perfec-
tamente diferenciado de los procedimientos de revisión de oficio y de resolución 
de reclamaciones, por cuanto dicho procedimiento constituye, simplemente, el 
instrumento para hacer efectivos todos aquellos actos de los que sea posible deri-
var el derecho a la devolución de los ingresos tributarios indebidamente realiza-
dos 685. Además, tanto en el caso de que el reconocimiento del derecho a la devo-
lución tenga lugar al margen de cualquier acto de gestión -supuestos de los 
682 Todo ello sin perjuicio de que, mientras se mantenga la dependencia jerárquica de los Tribunales Eco-
nómico-Administrativos respecto del Ministro de Economía y Hacienda, sea más conveniente mantener a éste como 
órgano competente para resolver los procedimientos de nulidad de resoluciones económico-administrativas --<¡ue le 
atribuye el artículo 153 LGT-, ya que el Ministro, pese a haber perdido tras la creación de la AEAT su condición de 
supremo órgano gestor, mantiene la de órgano superior jerárquico de los Tribunales Económico-Administrativos, 
por lo que en vía de resolución sí estará en condiciones de unificar los criterios que emanen de sus resoluciones anu-
latorias. 
683 Como obvia califica DELGADO PACHECO, A., La creación ... , cit., p. 1395, la atribución a la AEAT 
de la competencia examinada. 
684 Así, GARCIA NOVOA, c., La devolución de ingresos tributarios indebidos, ed. Instituto de Estudios 
Fiscales-Marcial Pons, Madrid, 1993, p. 293, señala que la AEAT asume la responsabilidad de la aplicación efecti-
va del sistema tributario, competencia dentro de la cual se debe incluir el reconocimiento y ejecución de devolucio-
nes de ingresos indebidos. 
685 Así, GONZÁLEZ GARCÍA, E., La revisión ... , cit., pp. 309-310, al señalar que «cuantos autores se han 
ocupado del tema han venido a coincidir en el carácter totalmente anómalo de la inclusión entre los procedimientos 
especiales de revisión de la devolución de ingresos indebidos»; CALVO ORTEGA, R., en el «Prólogo» a la obra de 
CLEMENTE CHECA, R., La revisión ... , cit., p. 15, niega tajantemente el carácter revisor del procedimiento para la 
realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria; también GARCÍA NOVOA, C., La devo-
lución ... , cit., p. 289 
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trámites especiales que deben seguirse cuando los ingresos indebidos deriven de 
auto liquidaciones, retenciones y repercusiones-, como en las ocasiones en que el 
ingreso indebido sea reconocido en un acto administrativo que sea manifestación 
de cualquier procedimiento tributario, cual es el caso de una liquidación defmiti-
va que rectificase una liquidación provisional, serán sin duda los órganos de la 
AEAT los que mejor puedan apreciar la concurrencia de los presupuestos que 
legitiman la devolución. 
Así, en sintonía con la división entre una fase declarativa y otra ejecutiva 
dentro del procedimiento de devolución de ingresos indebidos, que plasma en el 
propio Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por el cual se regula el pro-
cedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de natura-
leza tributaria, se debe destacar, en primer lugar, que la competencia para decla-
rar el derecho a la devolución se residenciará en el Jefe de la correspondiente 
Administración o Delegación de la AEAT en la que se haya dictado el acto de 
gestión del que se derive dicho derecho a la devolución 686, según se establece en 
el artículo 6 del Real Decreto 1163/1990 y en el apartado 6 de la Orden ministe-
rial de 22 de marzo de 1991. Las únicas excepciones a la competencia de laAEAT 
para declarar el derecho a la devolución de ingresos indebidos vendrían constitui-
das por aquellos supuestos en los que el referido derecho fuera consecuencia de 
la anulación de liquidaciones tributarias como consecuencia del ejercicio de la 
potestad revisora de oficio por parte del Ministro de Economía y Hacienda o de 
una resolución dictada por un órgano económico-administrativo en los términos 
contenidos en el artículo 44.2, c), del Real Decreto 1999/1981, de 20 de agosto, 
por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones 
Económico-Administrativas 687. 
En segundo lugar, en cuanto a la competencia para ejecutar el derecho a la 
devolución, el artículo 11 del Real Decreto 1163/1990 y el apartado 7.3 de la 
Orden ministerial de 22 de marzo de 1991 establecen que tiene la condición de 
órgano competente para ordenar el pago, cuya realización material correrá a 
cuenta de la Tesorería del Ministerio de Economía y Hacienda, el Delegado o 
Administrador de la AEAT 688, además del Director general del Tesoro y Política 
686 Así, como ha visto GARCíA NOVOA, c., La devolución ... , cit., pp. 309 Y ss., el órgano competente 
puede ser el Jefe de la Unidad de Gestión, en el caso de que, por ejemplo, el derecho a la devolución se derivara de 
una liquidación provisional dictada por un órgano de gestión, a partir de los datos contenidos en la autoJiquidación, 
con base en el artículo 99 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas; o bien, por el Jefe de la Unidad de Inspección si el ingreso indebido se manifiesta a partir de los actos de 
liquidación que se adoptan en el procedimiento de inspección. 
687 Vide GARCÍA NOVOA, c., op. últ. cit., pp. 338 Y ss. 
688 Como ha notado GARCíA NOVOA, c., La devolución ... , cit., p. 445, el mandamiento de pago tiene 
una notable importancia en relación con la contabilidad de la AEAT, pues la expedición del mismo actualiza ellJa-
mado por la regla séptima de la Resolución 1/1992, de 2 de enero, de la Dirección General de la AEAT, por la que 
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Financiera en su condición de ordenador general de pagos que le reconoce el 
artículo 75 LGP. Dichos órganos expedirán las correspondientes órdenes de pago 
a la mencionada Tesorería con base en las propuestas y liquidación de los intere-
ses efectuados por el Jefe de la Unidad o Dependencia de Recaudación de la 
Administración o Delegación de la AEAT, a nombre del titular del derecho a la 
devolución. 
C) LA COMPETENCIA DE LA AEAT PARA LA RECTIFICACIÓN DE 
ERRORES MATERIALES DEL ARTÍCULO 156 LGT 
El artículo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado dos, número 4, párrafo ter-
cero, declara competente a la AEAT para, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 156 LGT, rectificar «en cualquier momento, de oficio o a instancias del interesa-
do, los errores materiales o de hecho y los aritméticos, siempre que no hubieren 
transcurrido cinco años desde que se dictó el acto objeto de rectificación». 
Al igual que acontece con el supuesto recién analizado de la devolución de 
ingresos indebidos, la atribución a la AEAT para rectificar los errores materiales 
en que hayan podido incurrir los actos administrativos dictados por dicho ente 
público constituye una obviedad 689, no sólo porque se trata de una actividad de 
naturaleza netamente gestora y no propiamente revisora 690, sino porque, además, 
si se admite que la rectificación del error material no implica la revocación del 
acto en términos jurídicos, que sigue manteniendo el mismo contenido subsanan-
do el defecto después de la rectificación 691, es evidente que ello presupone la 
se dictan instrucciones sobre procedimiento de devolución de ingresos, módulo de información, que es un instru-
mento de control de la Tesorería que registra el saldo de la cuenta con cargo a la cual se satisfacen las devoluciones. 
Esta actualización es objeto de control por las Unidades Económico-Financieras de la AEAT que ratifican la exac-
titud de esta información contable. ' 
689 Cfr. DELGADO PACHECO, A., La creación ... , cit., p. 1395. 
,690 En este s~ntido, SAINZ DE BUJANDA, F. (Dir.), Notas de Derecho Financiero, t. 1, vol. m., cit., p. 305; 
GONZALEZ GARCIA, E., La revisión ... , cit., p. 294; CASADO OLLERO, G./FALCÓN y TELLA, R./LOZANO 
SERRANO, C./SIMÓN ACOSTA, E., Cuestiones tributarias ... , cit., p. 782, haciendo hincapié en que, pese a estar 
encuadrad~ esta potestad entre las de revisión de oficio, ni su fundamento, ni su alcance u objetivo es el de provocar 
la anulaclOn ~~l acto sobre el que se aplica. La facultad de corrección de errores es ejercitable respecto de actos per-
fectamente v~¡]¡d?~ y eficaces, pero cuyo contenido o efectos no son exactamente los procedentes, por mor del error 
matenal o arltmetIco que padece. Cuestión distinta es que en ocasiones la Administración alegue esta potestad de 
corre,:clón para, ~ su ampan:" producir verdaderas alteraciones o modificaciones del acto en cuestión, sin tener que 
acreditar l~s motIvos de nulIdad o anulabilidad ni tener que sujetarse a los requisitos y procedimientos mlÍs solem-
n~~ que ~xlge el ordenamiento para declarar estas últimas; finalmente, P ACHECO MANCHADO, M., La revoca-
Clan ... , Clt., p. 117. 
. .691 Así, GAR<:í~ DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRíGUEZ, T. R., Curso ... , t. 1, cit., pp. 632-633, 
qU1ene~ mdican que. la UllIca finalidad de la corrección de errores materiales y aritméticos es eliminar los errores de 
transcnpclón o de ~Imple cuenta con el fin de evitar cualquier posible equívoco. Ese carácter estrictamente material 
yen absoluto JurídiCO de la rectificación justifica que para lJevarla a cabo no requiera sujetarse a solenmidad ni lími-
te temporal alguno. 
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competencia del propio órgano que dictó el acto objeto de rectificación, toda vez 
que si se tiene competencia para dictar el acto, se ha de tener para rectificar los 
errores materiales en que se hubiera podido incurrir al dictarle 692. 
nI. LA REVISIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS TRIBUTARIOS 
POR VÍA DE RECURSO TRAS LA CREACIÓN DE LA AEAT 
Como resulta de sobra conocido, la revisión de actos administrativos en 
materia tributaria a través de la interposición de recursos administrativos tiene 
lugar a través de una doble vía: en primer lugar, el potestativo recurso de reposi-
ción, previo al económico-administrativo, regulado de manera muy sumaria en 
los artículos 160 a 162 LGT, que son desarrollados por el Real Decreto 2244/1979, 
de 7 de septiembre; y, en segundo lugar, y con mucha mayor relevancia, la revi-
sión puede ser efectuada mediante la interposición de las reclamaciones econó-
mico-administrativas ante los llamados Tribunales Económico-Administrativos 
-auténtica especialidad de esta esfera de la Administración pública-, sujetándose 
a las prescripciones contenidas en la Sección Tercera del capítulo VID LGT (artícu-
los 163 a 171), desarrollados por el texto articulado del Procedimiento Económi-
co-Administrativo (TAPREA), aprobado por Real Decreto Legislativo 2795/1980, 
de 12 de diciembre, así como por el Reglamento de Procedimiento de las Recla-
maciones Económico-Administrativas (RPREA), aprobado por el Real Decre-
to 391/1996, de 1 de marzo, que ha derogado el anterior Reglamento de 20 de 
agosto de 1981. 
La diversa naturaleza de ambas vías de recurso justifica el análisis separa-
do de la posible incidencia que la creación de la AEAT ha podido suponer en el 
desarrollo de estos cauces de revisión de actos tributarios en vía administrativa. 
A) LA COMPETENCIA DE LOS ÓRGANOS DE GESTIÓN DE LA AEAT 
PARA LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 
El mantenimiento de la especialidad tributaria en materia revisora por 
obra de la disposición adicional quinta, apartado 2, LRJAP Y PAC ha supuesto 
que en el ámbito tributario perviva el recurso de reposición, suprimido para el 
692 Cfr. SAINZ DE BUJANDA, F. (Dir.), Notas ... , t. 1, vol. 3.º, cit., p. 304; GONZALES sÁNCHEZ, M., 
«Rectificación de errores de hecho, materiales y aritméticos en materia trib}ltaria», en HPE, .núm. 16, 1972, p. 258; 
CHECA GONZÁLEZ, C., La revisión ... , cit., pp. 71-72; GONZÁLEZ PEREZ, J./GONZALEZ NA V ARRO, F., 
Comentarios a la Ley ... , cit., pp. 1157-1158, con referencia explícita al artículo 105 LRJAP y PAC, redactado en 
similares términos que el artículo 156 LGT. 
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resto de la Administración pública tras la entrada en vigor de esa Ley por razo-
nes de eficacia administrativa, habida cuenta del bajísimo porcentaje de recursos 
de este tipo que venían estimándose 693; lo que pone de relieve su escasa utilidad 
práctica, también en el ámbito tributario, dado su propio carácter de reposición 
ante el mismo órgano que dictó el acto impugnado 694, a lo que podríamos añadir 
la brevedad de los plazos para su interposición y, en fin, todo ello agravado por 
los propios términos del artículo 161 LGT, de los que es posible deducir que la 
resolución expresa contituye el supuesto excepcional. 
Pero con independencia de las fundadas críticas que se pueden formular al 
mantenimiento del recurso de reposición, parece claro, a nuestros efectos, que debe 
ser un órgano de la AEAT, pese al silencio del artículo 103 de la Ley 31/1990 al res-
pecto, el competente para su resolución, ya que dada la propia naturaleza del recur-
so, configurado como re/ormatio per contrario imperium, es consustancial al mismo 
que el propio órgano de gestión autor del acto haya de resolver el recurso 695; compe-
tencia que debe mantenerse aún en el supuesto de que se ejercite la habilitación con-
tenida en el artículo 160, infine, LGT, es decir, que se atribuya la competencia a la 
autoridad superior 696 -lo que, por cierto, desnaturaliza por completo este 
693 Como destaca SÁNCHEZ MORÓN, M., «Recursos administrativos», en LEGUINA VILLA, 
J./SÁNCHEZ MORÓN, M. (Dir.), La nueva Ley de Régimen Jurídico ... , cit., p. 326, donde se pone de manifiesto 
que el porcentaje de estimaciones no alcanza el 2 por lOO según los estudios del Ministerio para las Administracio-
nes Públicas relativos a la Administración del Estado, lo que evidencia la futilidad del tiempo y del trabajo destina-
dos a tramitar y resolver estos recursos. Con todo, este autor critica su supresión en el supuesto de actos que pongan 
fin a la vía administrativa, porque en este caso resulta obligatorio acudir a la vía contenciosa. En muchos casos esto 
carece de importancia e incluso será beneficioso para el recurrente. Pero en otros, y hay que pensar en la impugna-
ción de actos de pequeña entidad y cuantía, la falta de reposición puede equivaler en la práctica a la imposibilidad de 
recurrir contra tales actos, pues el coste y la lentitud del proceso judicial desanimarán a muchos afectados. 
Son sin duda estas razones las que han llevado al Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, a mantener el 
recurso de reposición en la esfera local, que se prevé en el artÍCulo 14.4 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, regu-
ladora de las Haciendas Locales; lo cual es razonable si se tiene presente la intención de la LRJAP y P AC de mante-
ner las especialidades propias del ámbito tributario en lo relativo a los procedimientos de gestión y revisión. 
694 Así, GONZÁLEZ PÉREZ, J., «El recurso de reposición previo al económico-administrativo», en HPE, 
núm. 16, 1972, pp. 165-166, que alude incluso a la propia psicología del funcionario, reacio a reconsiderar su propia actua-
ción; recientemente insistiendo en la crítica, TEJERIZO LÓPEZ, J. M., La reforma de la gestión tributaria, cit., p. 92. 
695 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J., «El recurso de reposición ... », cit., pp. 164 Y ss.; SAINZ DE BUJANDA, 
F. (Dir.), Notas ... , t.1, vol. 3.0 , cit., p. 310; PÉREZ MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F., «Recurso de reposición», 
en AMORÓS RICA, N. (Dir.), Comentarios a las Leyes Tributarias y Financieras, t.I1, Ley General Tributaria, ed. 
Edersa, Madrid, 1983, pp. 549-550; CASADO OLLERO, G./FALCÓN y TELLA, R./LOZANO SERRANO, 
C./SIMÓN ACOSTA, E., Cuestiones tributarias ... , cit., p. 795. 
696 Pese a que el artículo 3 del Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, no acoja esta especialidad ate-
niéndose a la ortodoxia jurídica .• 
Critica GONZALEZ PEREZ, J., «El recurso ... », cit., p. 169, esta previsión legal «porque si el recurso debe 
resolverse por un órgano jerárquicamente superior al que dictó el acto que se impugna, entonces ya no estaremos 
ante un recurso de reposición, sino ante un recurso de alzada o jerárquico»; BENÍTEZ DE LUGO, El recurso de 
reposición previo al económico-administrativo, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1980, pp. 25 y ss., expli-
ca esta anomalía para poder acoger los recursos contra actos de las oficinas liquidadoras del distrito, que eran resuel-
tos por la Abogacía del Estado, pese a lo cual se consideraban recursos de reposición por el antiguo Reglamento del 
Impuesto de Derechos Reales; también, PÉREZ MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F., «Recurso ... », t.1I., en 
AMORÓS RICA, N. (Dir.), Comentarios a las Leyes ... , cit., p. 550. 
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recurso al convertirlo en una alzada encubierta -, pues si se entiende que ese 
superior lo debe ser en la línea jerárquica, el órgano competente al órgano de 
gestión autor del acto recurrido no puede ser otro que uno integrado en la 
estructura organizativa de la ABAT. 
B) LA POSICIÓN ORGANIZATNA DE LOS TRIBUNALES ECONÓMICO-
ADMINISTRATNOS: EL SIGNIFICADO DEL MANTENIMIENTO DE 
LA SEPARACIÓN ENTRE LAS VÍAs DE GESTIÓN Y DE RESOLUCIÓN 
DE RECLAMACIONES; EN ESPECIAL, LA COORDINACIÓN ENTRE 
LOS ÓRGANOS DE GESTIÓN DE LA AEAT Y LOS ÓRGANOS DE 
RESOLUCIÓN DE RECLAMACIONES 
La reforma de la organización jurídica de la Administración tributaria espa-
ñola que ha supuesto la aparición de la ABAT, como organización administrativa 
responsable de la aplicación del sistema tributario estatal, no ha significado, sin 
embargo, la ruptura de un principio organizativo básico de dicha Administración, 
plasmado en términos categóricos en la misma LGT, concretamente en su artícu-
lo 90 -pórtico del título III de la Ley codificadora dedicado a la regulación de la 
gestión tributaria-o Dicho precepto, en efecto, dispone que «Las funciones de la 
Administración en materia tributaria se ejercerán con separación en sus dos órde-
nes de gestión, para la liquidación y recaudación, y de resolución de reclamacio-
nes que contra aquella gestión se susciten, y estarán encomendadas a órganos 
diferentes». En efecto, el artículo 103 de la Ley 31/1990, en su apartado dos, 
número 4, párrafo primero, ratifica la mencionada separación, al prescribir que 
«Los actos dictados por los órganos de la Agencia sobre las que puedan versar las 
reclamaciones económico-administrativas serán recurribles en esta vía de acuer-
do con sus normas reguladoras, previa interposición con carácter potestativo del 
recurso de reposición». 
La opción del legislador por mantener, tras la creación de la AEAT, la sepa-
ración entre las vías de gestión y de resolución de reclamaciones es continuista 
de toda una tradición histórica plenamente consolidada en la organización de 
nuestra Administración tributaria; tradición surgida, como es conocido, a partir 
de la constitución del Tribunal Gubernativo de la Hacienda el 29 de diciembre de 
1892, creado con la intención de agilizar la resolución de la gran cantidad de 
expedientes acumulados en el Ministerio de Hacienda, y que se erige en el autén-
tico precedente de la resolución de las reclamaciones económico-administrativas, 
reguladas originariamente en la Ley Camacho de 31 de diciembre de 1881, por 
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órganos especializados en esta función y perfectamente separados de los órganos 
de la Administración activa o gestora 697. 
Pues bien, dicha opción legislativa debe merecer un juicio favorable por-
que la vía económico-administrativa cumple razonablemente la doble función 
que todo sistema de recursos administrativos está llamado a servir: por un lado, el 
autocontrol administrativo en aras de una mejor organización y funcionamiento 
de la Administración y, de otro, la garantía de los derechos e intereses legítimos 
de los ciudadanos removiendo las ilegalidades de la actuación administrativa con 
carácter previo a la eventual tutela judicial. En efecto, la vía económico-adminis-
trativa garantiza, en primer término, de modo más efectivo los derechos del admi-
nistrado-contribuyente que la vía alternativa de interposición del recurso ante el 
superior jerárquico del órgano que dictó el acto impugnado, al tratarse de órganos 
administrativos especializados en la resolución de reclamaciones 698 y encontrar-
697 Sobre el origen histórico, en detalle, vide SERRERA CONTRERAS, P. L., Lo económico-administrati-
vo: historia y ámbito, Universidad de Sevilla, 1966, pp. 48 Y ss., donde se escribe que aquel Tribunal-de vida efí-
mera pues sería suprimido por Real Decreto de 16 de julio de 1895- fue instaurado con un fin eminentemente prác-
tico, cual fue el de facilitar, dándole primacía, a la gestión tributaria, descargando en otro órgano la tarea de resolver 
las reclamaciones y garantizar de esta manera el sereno estudio de las mismas. Pero ya anteriormente, en el Regla-
mento de 15 de abnl de 1890 -dIctado al amparo de la Ley Azcárate de 1889- para las reclamaciones económico-
administrativas, pese a resolver los órganos gestores, se establecía un conato de colegialidad que anunciaba lo que 
serían después los Tnbunales Económico-Administrativos; pues, aun cuando las reclamaciones las resolvían órga-
nos umpersonales -el Delegado, los Directores o el Ministro-, el Reglamento citado, en su artículo 78, establecía 
que «podrán informar los jefes de las oficinas económico-provinciales reunidos en junta cuando a juicio del Delega-
do el asunto tenga Importancia o exista la conveniencia de evitar trámites. En la esfera central también se articularon 
en aquel texto juntas análogas. Dichas juntas se apartan de los Tribunales que luego surgirían, porque, entre otras 
caracteríslicas, su constitución era potestativa de la autoridad decisoria y su opinión nunca vinculaba a ésta. Este 
modelo no fue pacífico al principio, volviéndose tras sucesivos avances y retrocesos al tradicional sistema de reso-
lución po~ ó~ganos de gestión sin asistencia de ningún tipo de junta, hasta que, por fm, se crean por Real Decreto-ley 
de 16 de Jumo de 1924 los actuales Tribunales Económico-Administrativos, a través del procedimiento regulado en 
el Reglamento de 29 de junio de 1924. La regulación procedimental posterior de la vía económico-administrativa, 
plasmada en el Real Decreto de 26 de noviembre de 1959, respetaría escrupulosamente la especialidad tributaria, al 
amparo de lo dispuesto en la disposición adicional tercera de la LP A de 1958. ' 
Asimismo, SAINZ DE BUJANDA, F. (Dir.), Notas ... , cil., !.l, Vol. 3.°, pp. 315 y ss.; por último, PÉREZ 
MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F., «Reclamaciones económico-administrativas», en AMORÓS RICA, N. (Dir.), 
Comentarios a las Leyes ... , 1. Il, cil., pp. 576-578, dando cuenta del respeto del principio organizativo de separación 
entre gestión y resolución por los vigentes TAPREA y RPREA. 
698 Dicha naturaleza administrativa, en absoluto jurisdiccional, de los Tribunales Económico-Administrati-
vos ~esulta plenamente aceptada, así como tampoco se pone en duda la función administrativa -en ningún caso juris-
diCCIOnal- que desempeñan los mismos pues, como ha puesto de manifiesto SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema de 
Derecho Financiero, 1. 1, Vol. 2.°, cil., pp. 734 y ss., para poder calificar una función como jurisdiccional es indis-
pen~~ble la presencia de un Juez o Tribunal -por esencia neutral e independiente-, en la medida en que la determi-
naclOn del concepto de proceso supone la determinación, a su vez, de los sujetos intervinientes en él; lo que signifi-
ca que debemos descartar a radice la posibilidad de que la Administración financiera desarrolle la función 
jurisdiccional, que exige la concurrencia de la nota de alteridad, es decir, la separación del órgano decisor respecto 
de las partes intervinientes en el proceso. 
. La posibilid~d de la rea~izació~ de una función jurisdiccional por órganos administrativos, en concreto por 
los Tnbunales Economlco-Admmlstralivos, fue defendida, sin embargo, por FENECH, M., Derecho Procesal Tri-
buta~io, 1. m,. ed. Librería Bosch, Barcelona, 1951, pp. 93 Y ss.; también MARTÍN QUERAL T, J., La división de 
funCIOnes ... , CII., pp. 5-6. 
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se inmunes a cualquier tipo de instrucción jerárquica proveniente de los órganos de 
gestión, lo que les dota de una cierta independencia funcional que redunda en garan-
tía de una mayor imparcialidad y posibilidad de acierto en sus resoluciones 699. Todo 
ello, en definitiva, hace de la fórmula encamada por los Tribunales Económico-
Administrativos una experiencia satisfactoria en términos generales 700 y por ello 
trasplantable a otros sectores de la actuación administrativa 701. Sobre todo cuando, 
desde la segunda perspectiva enunciada, los Tribunales Económico-Administrativos 
constituyen una forma de autocontrol administrativo 702 de legalidad extraordina-
699 Como pone de relieve SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , t. I, vol. 2.°, cit., p. 777. 
700 Así, SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , t. I, vol. 2.°, cit., p. 777; recientemente CERVERA 
TORREJÓN, F., «Reclamaciones económico-administrativas (artículos 163 a 165)>>, en AA. VV., Comentarios a la 
Ley General Tributaria ... , vol.II cit., p. 1811, escribe que en la coyuntura de reforma de la LGT es necesaria la sub-
sistencia de las reclamaciones económico-administrativas como vía especial de resolución de recursos administrati-
vos; cien años después de su creación es preciso encomendar la resolución de dichas reclamaciones a órganos exclu-
sivamente dedicados a dicha función, pues <<la experiencia de más de un siglo de las reclamaciones 
económico-administrativas es desde esta primera visión sin duda positiva». 
En este sentido, PIÑAR MAÑAS, J. L., «La pretendida especialidad de los recursos especiales», en Docu-
mentación Administrativa, núm. 221, 1990, p. 146, escribe que las reclamaciones económico-administrativas 
«siguen representando una potencial garantía para el particular ( ... ) la vía económico-administrativa es, en sí misma, 
buena y ha probado con creces sus ventajas», dado el carácter «exclusivamente decisor» de los órganos de resolu-
ción; SÁNCHEZ MORÓN, M., «Recursos administrativos», en LEGUINA VILLA, J./sÁNCHEZ MORÓN, M. 
(Dir.), La nueva Ley ... , cit., pp. 327-328, destaca que una de las carencias más graves del sistema tradicional de 
recursos administrativos -interpuestos ante el superior jerárquico del autor del acto impugnado- es la ausencia de 
independencia de criterio de los órganos llamados a resolver ante la Administración en la que orgánicamente se 
insertan. Esta carencia de independencia es la que, a juicio del autor, junto con otras deficiencias estructurales, pro-
vocan la relativa inutilidad social del tradicional sistema de recursos. 
701 Recomendación formulada expresamente por SÁNCHEZ MORÓN, M., «Recursos ... », en LEGUINA 
VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. (Dir.), La nueva Ley ... , cit., pp. 327-328; del mismo autor, El control de las 
Administraciones públicas y sus problemas, ed. Instituto de España-Espasa Calpe, Madrid, 1991, pp. 52 Y ss., Y 
páginas 147 y ss., que lamenta que el precedente de las reclamaciones económico-administrativas haya quedado 
confmado en su singularidad, casi como una rareza dentro del cuadro de controles de la Administración española, 
con la excepción de los Jurados de Expropiación. Pese a ello, el autor reconoce que la propia eficacia del modelo ha 
quedado desvirtuada por un complejo sistema de requisitos, excepciones y formalidades, así como por el relativo 
interés en dotar a los Tribunales Económico-Administrativos de los medios necesarios para el desempeño de sus 
funciones. Y ello debería ser subsanado porque el modelo de las reclamaciones económico-administrativas es simi-
lar al implantado en otros ordenamientos comparados, singularmente los de la órbita anglosajona, resultando un 
medio de control intraadministrativo eficaz que también facilita a los particulares la defensa de sus derechos e inte-
reses a través de un procedimiento contradictorio sencillo y, en teoría, más ágil y menos formalista que el procedi-
miento judicial, pero dotado de garantías de objetividad suficiente. 
702 De auténtico ejercicio de actividad fiscalizadora sobre los órganos de gestión habla ESEVERRI 
MARTÍNEZ, B., Las actuaciones tributarias reclamables en vía económico-administrativa, ed. Cuadernos Cívitas, 
Madrid, 1983, p. 12. 
Subraya la virtualidad de los recursos administrativos como forma de autocontrol administrativo -forma de 
autocontrol absolutamente prioritaria dadas las dimensiones de la Administración moderna y la imposibilidad mate-
rial de que los controles institucionales externos (judiciales y parlamentarios) abarquen la totalidad del objeto teóri-
co de fiscalización-, SÁNCHEZ MORÓN, M., El control de las Administraciones públicas ... cit., pp. 37 Y ss., y 
pp. 140 Y ss.; del mismo autor., «Recursos administrativos», en LEGUINA VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. 
(Dir.), La nueva Ley ... , op., cit., pp. 323 y ss., destacando la mayor eficacia de ese autocontrol cuando los órganos 
que resuelven las reclamaciones presentadas por los particulares contra los órganos de la Administración activa o 
gestora están dotados de una cierta independencia funcional y no se someten a instrucciones jerárquicas. 
El autor cita como ejemplos de Derecho comparado los administrative tribunals de Gran Bretaña o los 
administrative law judges de Estados Unidos, cuyos miembros aúnan la experiencia técnica que les brinda el cono-
320 
INCIDENCIA DE LA CREACIÓN DE LA AGENCIA ESTATAL ...• 
riamente útil para corregir la calidad técnica de la aplicación de las normas tribu-
tarias por los órganos de gestión, y que pueden servir, además, como ftltro efecti-
vo de los casos litigiosos que llegan a los Tribunales de Justicia; un filtro que, 
dicho sea de paso, se debería perfeccionar dotándolo de los medios técnicos y 
materiales adecuados, máxime si se tiene presente que, en la práctica, la satura-
ción de los controles judiciales está en proporción directa con las deficiencias de 
los controles administrativos internos 703. 
Y con la creación y puesta en funcionamiento de la AEAT, esta forma de 
autocontrol presenta aparentemente analogías con el llamado recurso de alzada 
«impropia» 704, puesto que este tipo de recurso se interpone, como es sabido, por 
los particulares contra los actos de los entes institucionales y es resuelto por la 
Administración matriz al que aquéllos se encuentran adscritos. Dicho recurso 
-que estaba previsto en el artículo 37.2 LJCA cuando así lo dispusiera una 
norma, siendo después generalizado por el artículo 76.2 LEEA salvo que una 
disposición expresa en contrario lo excluyera-, no puede, sin embargo, ser asi-
milado con las reclamaciones económico-administrativas. Porque en el supuesto 
de la llamada alzada «impropia», la fiscalización del acto por el responsable del 
ente matriz -el Ministro del Departamento al que está adscrito el ente institucio-
nal- acentúa de tal manera la relación de instrumentalidad que el control sobre 
el acto impugnado lo es en todos los aspectos posibles, incluyendo no sólo las 
cuestiones relativas a la legalidad, sino también la propia oportunidad del 
mismo, lo que determina en última instancia el efecto devolutivo de la compe-
tencia que cabe atribuir a dicha alzada «impropia» 705. Por el contrario, la propia 
posición institucional de los Tribunales Económico-Administrativos impide 
cualquier analogía con dicha alzada «impropia», en tanto que tales Tribunales se 
configuran como órganos especializados que han de motivar sus resoluciones 
exclusivamente en Derecho, sin entrar en el análisis de la oportunidad del acto y 
cimiento de la Administración por su condición de funcionarios especializados con la independencia inherente a su 
estatuto profesional y a la función que desempeñan. Y ese también es el caso de las reclamaciones económico-admi-
nistrativas. Por ello, el autor destaca cómo, aun cuando muchos autores censuran la propia existencia de los recursos 
administrativos, la crítica fue generalizada cuando la Ley reguladora de las Haciendas Locales suprimió en la esfera 
local las reclamaciones económico-administrativas, puesto que se estaba privando a los contribuyentes de una 
garantía real y efectiva. Sobre ello, vide, por todos, MARTÍNEZ LAFUENTE, A., La supresión de las reclamacio-
nes económico-administrativas en las Haciendas Locales, ed. Instituto de Estudios Económicos, Madrid, 1985. 
703 Así, SAINZ DE BUJANDA, F., Sistema ... , t. I, vol. 2.°, cit., p. 796, destacando que esos órganos admi-
nistrativos de resolución de reclamaciones pueden desbrozar el camino, haciendo posible que las cuestiones someti-
das a los Jueces tengan, en cuanto sea posible, auténtica entraña jurídica. 
Recientemente, desde una perspectiva general, SÁNCHEZ MORÓN, M., El control de las Administracio-
nes ... , cit., pp. 37-38, y pp. 142 Y ss. 
704 Que SÁNCHEZ MORÓN, M., Recursos ... , en LEGUINA VILLA, J./sÁNCHEZ MORÓN, M. (Dir.), 
La nueva Ley ... , cit., p. 323, califica de forma típica de control de una Administración sobre otra. 
705 Según se desprende del análisis doctrinal y jurisprudencial de JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, F. J., 
Los organismos autónomos ... , cit., pp. 279 y ss. 
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sometiéndose a un procedimiento que presenta una acusada <<jurisdiccionaliza-
ción» 706, estando investidos de la ya aludida independencia funcional, resultante 
de la ausencia de vínculos jerárquicos con respecto a los órganos de gestión en el 
desarrollo de su función de resolución de reclamaciones 
Porque es, en deftnitiva, esa peculiar y tradicional posición institucional de 
los Tribunales Económico-Administrativos, ajena a cualquier interferencia direc-
ta de los órganos de gestión sobre el desarrollo de sus funciones, la que nos per-
mite afmnar que la relación jurídico-organizativa entre los órganos gestores de la 
AEAT y los Tribunales Económico-Administrativos es sustancialmente idéntica 
respecto a la situación establecida cuando los órganos actualmente integrados en 
la AEAT formaban parte de la estructura unitaria del Ministerio de Economía y 
Hacienda. Esta conclusión no debe impedir, sin embargo, una reflexión acerca 
del sentido de la relación que debe unir a los órganos de gestión de la AEAT con 
los pertenecientes al orden de resolución de reclamaciones 707, porque la separa-
ción entre ambos órdenes de gestión consagrada por el artículo 90 de la LGT no 
puede equivaler a una completa incomunicación entre los mismos 708, ya que en 
última instancia tanto los órganos de gestión como los de resolución de reclama-
ciones se integran en el mismo complejo organizativo unitario 709 como partes de 
la Administración tributaria y persiguen, desde sus respectivas posiciones, idénti-
co fm -la aplicación efectiva del sistema tributario estatal conforme a las exigen-
cias del principio de legalidad- por lo que resulta conveniente el establecimiento 
de los pertinentes mecanismos de coordinación en aras de una consecución más 
plena del referido ftn institucional. 
Yes que esa deseable y conveniente, por las razones ya apuntadas, indepen-
dencia funcional de los Tribunales Económico-Administrativos respecto de los 
Departamentos responsables de la gestión tributaria en el seno de la AEAT no 
debería ser tan tajante que se traduzca en una falta de coordinación, cuando no en 
una ignorancia y desconocimiento mutuos 7\0, que no deberían verse agudizados 
por la autonomía gestora de la que hoy disfruta la AEAT en su condición de Admi-
706 Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Curso de Derecho Administra-
tivo. t. n, cit., p. 542, de quienes tomamos el término entrecomillado; estos autores, reconociendo la naturaleza 
administrativa del procedimiento de las reclamaciones económico-administrativas, no dejan de constatar ciertas 
características del mismo que 10 asemejan al modelo de la UCA, como es, por ejemplo, su estructuración en dos 
niveles o la posibilidad de celebración de vista pública. 
707 Por la que se pregunta DELGADO PACHECO, A., La creación ... , cit., p. 1400. 
708 Así, FERREIRO LAPATZA, J. J., La privatización de la gestión tributaria y las nuevas competencias 
de los Tribunales Económico-Administrativos, cit., p. 81. 
709 De acuerdo con el concepto acuñado por BAENA DEL ALCÁZAR, M., Los entes funcionalmente des-
centralizados y su relación con la Administración central, cit., p. 75. 
710 A la conveniencia del establecimiento de medidas coordinadoras entre la Administración activa y los órga-
nos de resolución de reclamaciones, se refiere CODES ANGUITA, J. L., «Recursos y reclamaciones», en AA. VV., 
XXXI Semana de Estudios de Derecho Financiero, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1986, pp. 591 Y ss. 
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nistración descentralizada. Entre las medidas coordinadoras, en punto a que la 
necesaria independencia de los órganos de resolución de reclamaciones no se con-
vierta en descoordinación, ya se han formulado antes de la creación de la AEAT 
algunas propuestas, como la presencia ocasional en las reuniones de los Tribuna-
les Económico-Administrativos de un representante de la Administración gestora, 
que informe -aunque carezca de voto-- sobre las dudas que suscite el examen del 
expediente; o la conveniencia de que todos los Vocales de los Tribunales hubieran 
desarrollado cierta experiencia práctica sobre la realidad del procedimiento tribu-
tario en los terrenos de la gestión, inspección y liquidación de los tributos; y, por 
último, pero no menos importante, la necesidad de que cuando reiteradamente los 
fallos de los Tribunales Económico-Administrativos rectiftquen el criterio mante-
nido por un mismo órgano administrativo, se comunique a éste la existencia de la 
discrepancia para poner fm a la disparidad entre el criterio de la Administración 
gestora y el de los Tribunales Económico-Administrativos 711. 
En tomo a estas recomendaciones, se debe destacar que, aun cuando la pro-
pia composición de los Tribunales Económico-Administrativos asegura ya en 
cierto modo la presencia de un personal con un conocimiento básico de las vicisi-
tudes de la función gestora 712, lo que ciertamente no parece garantizado es que en 
la actual organización de nuestra Administración tributaria exista un órgano 
capaz de dirimir las reiteradas disparidades de criterios que puedan surgir entre 
los órganos gestores y los de resolución de reclamaciones; disparidades que, si 
son constantes o sistemáticas, podrían achacarse a una deftciente organización de 
los medios jurídicos a través de los cuales la Administración maniftesta su posi-
ción interpretativa de las normas tributarias. 
En efecto, las sucesivas resoluciones de los Tribunales Económico-Admi-
nistrativos crean, a través de las ftguras jurídicas de los precedentes y las prácti-
cas administrativas 713, un cuerpo de doctrina que constituye una especie de la 
711 Cfr. CODES ANGUITA, J. L. op. últ., cit., pp. 591-592. 
712 En la medida en que los Reales Decretos y Ordenes ministeriales a través de los cuales se nombran a los 
Vocales que componen tanto el Tribunal Económico-Administrativo Central como los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales -en cumplimiento de 10 establecido, respectivamente, en los artículos 12.2 y 16.5 
RPREA-, ordenan en la relación de puestos de trabajo que dichos Vocales sean seleccionados entre funcionarios de 
los Cuerpos que después de la entrada en vigor de la Ley 31/1990 se encuentran adscritos a la AEAT, especialmen-
te el Cuerpo Superior de Inspectores de Finanzas del Estado. La única excepción vendría constituida por la Secreta-
ria de los Tribunales Económico-Administrativos, ya que ésta ha de se cubierta por mandato expreso de los artículos 
7.4 y 8.4 TAPREA, Y 12.5 Y 16.5 RPREA, entre funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Abogados del Estado. 
Vide, en general, sobre la composición de los órganos de resolución de reclamaciones, VIZCAÍNO CALDERÓN, 
M., Los órganos de la justicia administrativa tributaria. (Reflexiones sobre su status vigente)>>, en AA.VV., Estudios 
de Derecho Tributario, vol. n, ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1979, pp. 1553 Y ss. 
Hay que poner de manifiesto que idénticas disposiciones se contienen en los artículos 12 y 16 del reciente-
mente aprobado Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo. por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento de 
Reclamaciones Económico-Administrativas. 
713 Sobre dichas figuras. vide ZORNOZA PÉREZ, J .• Precedentes y prácticas .... cit., pp. 253 Y ss. 
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categoría de interpretación oficial: en concreto, una manifestación de interpreta-
ción en función de aplicación normativa, desplegada por medio de la repetición 
de los actos singulares de aplicación 714 dictados por los órganos de resolución de 
reclamaciones en los que se expresan determinados criterios o pareceres en la 
aplicación de las disposiciones tributarias, singularmente a partir de los resolu-
ciones emanadas del Tribunal Económico-Administrativo Central en su calidad 
de superior jerárquico del resto de los órganos de resolución de reclamaciones. 
Unos criterios que en determinados casos pueden verse contradichos -tanto 
antes como después de la creación de la AEAT - por otras formas de interpreta-
ción oficial, como son las interpretaciones contenidas en las contestaciones a las 
consultas tributarias 715, formuladas ante la Dirección General de Tributos, con-
forme a lo establecido en el artículo 107 LGT, con el fin de indicar los criterios 
interpretativos aplicables a una determinada norma tributaria respecto de unos 
hechos concretos. Dichos criterios, que no podrán vincular a los órganos de reso-
lución de reclamaciones con base en el principio organizativo proclamado en el 
artículo 90 LGT, tras la creación de la AEAT tampoco tienen por qué vincular, 
como ya nos consta 716, a los órganos de gestión en el supuesto de que la contesta-
ción tenga carácter de mera información, pues la desaparición de cualquier vín-
culo jerárquico entre la Dirección General de Tributos y aquellos órganos agrava 
la incertidumbre planteada por el artículo 107.5 LGT -precepto no alterado por la 
Ley 25/1995, de 20 de julio, de modificación parcial de la LGT-, consistente en 
la ausencia de vinculatoriedad -salvo excepciones tasadas- de unas interpretacio-
nes con mero carácter informativo pero emanadas de un órgano que tiene atribui-
da «la facultad reglamentaria, su iniciativa, propuesta o interpretación» 717. 
Como, asimismo, son posibles dichas divergencias interpretativas entre los 
criterios de los órganos de resolución de reclamaciones y las interpretaciones 
plasmadas a través de circulares o instrucciones aprobadas, bien por el Presiden-
te o Director general de la AEAT o bien por los Directores de los Departamentos 
de Gestión, Inspección o Recaudación de la AEAT. Como es sabido, estas inter-
pretaciónes son difundidas por vía jerárquica a los órganos de gestión del ente 
público a los que se impone el sentido y el alcance de una norma tributaria res-
714 Sobre las peculiaridades de la interpretación oficial, vide SANTAMARÍA PASTOR, J. A., Fundamen-
tos de Derecho Administrativo. cit., p. 402 Y pp. 942 Y ss. , 
715 Para un análisis jurídico de las consultas tributarias, vide, por todos, ZORNOZA PEREZ, J., Interpreta-
ción administrativa y consulta tributaria. cit., pp. 463 Y ss. 
716 Vide el capítulo segundo -epígrafe III. B}-- de este trabajo. 
717 Incertidumbre ya denunciada por ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa ...• cit., 
pp. 474 Y 484, donde se señalaba que, ante la pérdida de carácter vinculante de las consultas, «cabe esperar que las 
actuaciones de los órganos de gestión se ajusten a los criterios contenidos en las contestaciones a consultas; pero, 
eso sí, no existe garantía alguna al respecto». 
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pecto de una constelación de casos, en ejercicio de la potestad de dirección que 
ostentan dichos órganos rectores en atención a la especial posición institucional 
que los mismos ocupan dentro de la organización administrativa, y tras la deroga-
ción implícita del artículo 18 LGT718. Las disposiciones interpretativas resultan-
tes del ejercicio de la potestad de dirección de los órganos gestores de la AEAT 
no vinculan lógicamente a los órganos de resolución de reclamaciones en razón de 
la separación de los dos órdenes de gestión consagrada en el artículo 90 LGT 719. 
Con todo, la carencia de unas adecuadas normas organizativas que controlen jurí-
dicamente esta potestad interpretativa dificulta el conocimiento de la posición de 
la AEAT en punto al sentido y alcance de una determinada norma tributaria, debi-
do, por un lado, a la ausencia de centralización y concentración de dicha facultad 
en un órgano especializado con autoridad para imponer un criterio uniforme de 
aplicación para todos los órganos gestores, frente a la actual extensión de la facul-
tad interpretativa a la totalidad de los órganos directivos de la AEAT; y, de otro 
lado, a causa de la falta de obligatoriedad de publicación en el «Boletín Oficial» 
correspondiente de las disposiciones interpretativas 720. 
Esta situación posibilita, en fm, las mencionadas divergencias interpretati-
vas entre los diferentes órganos de la Administración tributaria, las cuales, como 
vemos, pueden tener lugar ya en en el propio ámbito de la gestión de los tributos, 
debido a la deficiente organización jurídica de las potestades interpretativas de la 
que aquélla adolece, como tuvimos ocasión de poner de relieve en otro lugar de 
este trabajo. Y tales divergencias, por referinos ahora exclusivamente a las que se 
pueden producir entre el orden de gestión y el de resolución de reclamaciones 
que ahora interesa, cuando son reiteradas, por su misma contumacia o carácter 
sistemático podrían oponerse a los mandatos del principio constitucional de coor-
dinación, proclamado en el artículo 103.1 de la máxima norma; principio que 
exige, en su vertiente intraadministrativa, dentro del carácter desagregado de las 
718 Precisamente en este último punto -la posición institucional del intérprete -se basa TARELLO, G., 
Tratatto di Diritto Civile e Commerciale. cit., pp. 39-42, para marcar la diferencia entre la interpretación actividad, 
que se manifiesta a través de actos singulares de aplicación, y la interpretación producto, dirigida a una constelación 
de supuestos de hecho. Sobre las diferencias entre las interpretaciones administrativas emanadas de Circulares o Ins-
trucciones y las provenientes de contestaciones a consultas, vide ZORNOZA PÉREZ, J., Interpretación administra-
tiva ...• cit., pp. 471-474. 
719 Según era unánimemente aceptado para las Órdenes ministeriales interpretativas del artículo 18 LGT 
que cumplían una función idéntica a las actuales circulares emanadas de los órganos directivos de la AEAT; así 
RAMALLO MASSANET, J., La exención del Impuesto de Sucesiones por el patrimonio familiar mobiliario y agrí-
cola. cit., pp. 277-278; MARTÍNEZ LAFUENTE, A., La potestad reglamentaria de los Ministros. Especial refe-
rencia al ámbito tributario. cit., p. 238; FALCÓN Y TELLA, R., La potestad reglamentaria ministerial en materia 
tributaria, cit., p. 70; GIMÉNEZ-REYNA RODRÍGUEZ, E., «Las potestades reglamentaria e interpretativa en la 
Ley General Tributaria», en Crónica Tributaria. núm. 50, 1984, p. 85; recientemente, por último, SOLÉ ESTALE-
LLA, J. A., Circulares e Instrucciones. cit., p. 134. 
720 Nos volvemos a remitir al capítulo segundo -epígrafe III. B}-- de este trabajo. 
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diferentes organizaciones presentes en una misma Administración pública, una 
mímima unidad de acción o coherencia interna en la acción administrativa en su 
conjunto 721. 
Dicho en otros términos, en una organización compleja y desagregada 
como es la Administración tributaria, es decir, en la que conviven distintas unida-
des organizativas dotadas de una notable esfera de autonomía en la persecución 
de sus respectivos fines 722, como se pone de manifiesto con la duplicidad de 
vínculos jerárquicos 723 que trae consigo la separación entre gestión y resolución 
proclamada en el artículo 90 LGT, el establecimiento de las oportunas medidas 
coordinadoras tanto de carácter orgánico como funcional se presenta como un 
instrumento jurídico muy conveniente para la obtención de una mínima cohesión 
o coherencia interna en la consecución de los fines públicos 724. Sobre todo, si nos 
atenemos al mandato contenido en el artículo 18 LRJAP Y PAC, el cual, bajo el 
significativo título de «Coordinación de las competencias», ordena que «Los 
órganos administrativos en el ejercicio de sus competencias propias ajustarán su 
actividad en sus relaciones con otros órganos de la misma o de otras Administra-
ciones a los principios establecidos en el artículo 4.1 de la Ley, y la coordinarán 
con la que pudiera corresponder legítimamente a éstos, pudiendo recabar para 
ello la información que precisen» 725. 
721 Sobre el principio constitucional de coordinación, vide SÁNCHEZ MORÓN, M., La coordinación 
administrativa como concepto jurídico, cit., p. 23. 
722 Con razón SÁNCHEZ MORÓN, M., «Presentación al número monográfico de Documentación Admi-
nistrativa dedicado al principio constitucional de coordinaciófi», en Documentación Administrativa, núms. 230/231, 
1992, p. 5, señala que el principio de coordinación es característico -aunque no exclusivo- de un modelo poliárqui-
co de Administración, en el que los intereses públicos que gestiona el aparato administrativo son mumerosos y hete-
rogéneos y el poder de decisión está repartido horizontal y verticalmente entre muchos órganos y Entidades, que 
gozan de una cierta esfera de autonomía, mayor o menor, respecto de los demás; incidiendo en la misma idea, 
ORTEGA, L.,Órganos de las Administraciones públicas, en LEGUINA VILLA, J./sÁNCHEZ MORÓN, M (Dir.), 
en La nueva Ley ... , cit., pp. 79 Y ss. 
723 En efecto, como ha señalado BEATO ESPEJO, M., Criterios jurisprudenciales ... , cit., pp. 271-272, las 
organizaciones pueden ser de dos tipos, según la naturaleza de las relaciones existentes entre sus diversos órganos: 
organizaciones simples (en las que únicamente se dan relaciones jerárquicas) y organizaciones complejas (en las 
que junto a la relación jerárquica aparecen relaciones de apoyo y/o funcionales). Pues bien, cuando se insertan rela-
ciones funcionales en la organización tiene lugar un desdoblamiento de la línea autoridad-responsabilidad; produ-
ciéndose entonces relaciones de dependencia doble o plural, y el principio de unidad de mando quiebra en estas 
organizaciones, dado que se produce una concurrencia de vínculos jerárquicos dentro de la organización. Es en este 
tipo de organizaciones complejas donde la coordinación es más necesaria; en este sentido, igualmente NIETO, A, 
La jerarquía, cit., p. 47. 
724 Pues, en el fondo, como ha escrito sÁNCHEZ MORÓN, M., La coordinación administrativa, cit., p. 16, 
las medidas coordinadoras tratan de salir al paso de las disfunciones administrativas, que la falta de un adecuado sis-
tema de relaciones intraadministrativas produce, asegurando la cohesión de todo el aparato público. 
725 Porque, como ha destacado COSCULLUELA MONTANER, L., «Los órganos administrativos: parti-
cular referencia a los órganos colegiados», en AA. VV., Comentario sistemático a la Ley de Régimen Jurídico ... , 
cit., p. 113, este precepto exige la toma de medidas, orgánicas y funcionales, que posibiliten un cierto grado de cola-
boración positiva entre los órganos a coordinar. 
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Pues bien, una vez constatado que la propia configuración compleja de la 
Administración tributaria la convierte en una organización especialmente necesi-
tada de coordinación, debemos destacar que, por lo que respecta al ámbito que 
ahora reclama nuestra atención, existen en nuestro ordenamiento jurídico tributa-
rio ciertas disposiciones que apuntan a la necesidad de satisfacer el resultado 
coordinado entre los ámbitos de gestión y de resolución de reclamaciones. Pero 
dichas medidas coordinadoras se muestran, como inmediatamente veremos, 
como unos remedios parciales e insuficientes para alcanzar el fin apetecido. En 
efecto, el artículo 98.3 RPEA -sistemáticamente situado en el capítulo III del 
título III, al regular la terminación del procedimiento, y bajo el título muy signifi-
cativo de «Disconformidad sistemática con actos de gestión»- dispone que «A 
fin de que en ningún caso se rompa la unidad de criterio en la dirección de los 
asuntos económico-administrativos, en el momento de que (sic) la reiteración del 
fallo del Tribunal Central acredite la existencia de disconformidad sistemática 
con los actos dictados por las oficinas gestoras el Presidente de dicho Tribunal 
vendrá obligado a someter el caso al Ministro de Economía y Hacienda para que, 
con audiencia del centro directivo correspondiente, decida sobre la procedencia 
de que se impartan instrucciones a aquellas oficinas» 726. 
Así, el titular de la potestad reglamentaria, consciente de la disfuncionali-
dad que puede ocasionar en el funcionamiento de la Administración tributaria 
una divergencia sistemática entre los respectivos criterios administrativos de los 
órdenes de gestión y resolución, recurría para solucionar el problema al estableci-
miento de un deber, que incumbe al Presidente del Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Central, consistente en que éste, una vez que se haya apercibido de la 
disconformidad entre las interpretaciones administrativas, someta la cuestión aJ. 
Ministro de Economía y Hacienda y este último ejercite la facultad que le atribu-
ye el artículo 18 LGT, dictando una disposición interpretativa de carácter general 
que unifique el criterio. 
Pues bien, si este mecanismo no podía resultar excesivamente útil con ante-
rioridad a la creación de la AEAT, porque, aun cuando el Ministro de Economía y 
Hacienda ciertamente reunía la doble condición de máxima autoridad tanto de los 
órganos gestores como de resolución de reclamaciones, es lo cierto que ya enton-
ces se tenía establecido que las Órdenes ministeriales interpretativas no vincula-
ban a los órganos de resolución en virtud del mandato de separación establecido 
en el artículo 90 LGT 727, de rango superior al entonces vigente artícu-
726 Hay que anotar que el artículo 102.3 del derogado Reglamento del Procedimiento de las Reclamaciones 
Económico-Administrativas, de 20 de agosto de 1981, tenía una redacción prácticamente idéntica a la del vigente 
artículo 98.3. 
727 Cfr., en este sentido, por todos, RAMALLO MASSANET, J., La exención ... , cit., pp. 277-278. 
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lo 102.3 RPEA -hoy artículo 98.3-, tanto menos efectiva puede resultar la medi-
da arbitrada ante una organización jurídica de la Administración tributaria en la 
que la AEAT ha asumido las facultades interpretativas emanadas por medio de 
circular, y en la que resulta jurídicamente inviable que ningún órgano directivo 
de la AEAT pueda imponer sus interpretaciones a unos Tribunales Económico-
Administrativos integrados en el seno del ente matriz del que la AEAT depende 
instrumentalmente. 
Como tampoco resulta muy eficaz el remedio establecido en los artícu-
los 38 TAPEA Y 126.1 RPEA, que regulan el llamado recurso de alzada extraor-
dinario para unificación de criterio. Los mencionados preceptos establecen, en 
efecto, que las resoluciones de los Tribunales Económico-Administrativos Regio-
nales y Locales que no sean susceptibles de recurso de alzada ordinario podrán, 
sin embargo, ser impugnadas por los Directores generales del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda y por los Directores de Departamento de la AEAT 728, Y tam-
bién por el Director general de la Seguridad Social, cuando alguno de ellos esti-
me gravemente dañosa y errónea alguna resolución de dichos Tribunales 
provinciales. La resolución de este recurso de alzada especial respetará la situa-
ción jurídica particular derivada de la resolución que se recurra y unificará el cri-
terio. 
Este recurso constituye una reminiscencia histórica del tradicional sistema 
de autorrecursos según el cual la Administración debía recurrir contra sus propios 
actos para conseguir su anulación 729, siendo sus efectos absolutamente peculia-
res, al respetar la situación jurídica particular derivada de la resolución que se 
recurre, porque lo que se pretende con la impugnación es conseguir la coordina-
ción de los criterios interpretativos entre los órdenes de gestión y de resolución 
de reclamaciones mediante la creación de un cuerpo unificado de doctrina adrni-
728 Antes del 1 de junio de 1996 -momento en el que entró en vigor el RPEA- no cabía ninguna duda de 
que la alusión genérica que el artículo 136 del antiguo Reglamento de 20 de agosto de 1981 efectuaba a los Directo-
res generales del Ministerio de Economía y Hacienda incluía a los Directores de Departamento de la AEAT. 
729 Régimen que, como ha estudiado BOCANEGRA SIERRA, R., La revisión ... , cit., pp. 64-65 y pp. 119-
120, tiene su origen más remoto en la incipiente vía gubernativa previa que en el ámbito del Ministerio de Hacienda 
estableció la Real Orden de 30 de marzo de 1867, como instrumento formal al servicio del principio de jerarquía para 
poder proceder a la revocación de oficio de sus propios actos; este sistema se conservó fielmente con el estableci-
miento del procedimiento económico-administrativo por la Ley Camacho de 1881, que fue el inicio de la plena 
implantación, al margen del resto de la Administración, de la separación entre gestión y resolución de reclamaciones. 
También se han señalado paralelismos entre este recurso y el establecido en el artículo 101 LJCA, que 
prevé la posible impugnación por la Abogacía del Estado de las sentencias de las Salas de lo Contencioso-Adminis-
trativo de las antiguas Audiencias Territoriales, a través del recurso extraordinario en interés de ley, en el caso de 
que esas sentencias no fueren susceptibles de apelación ordinaria. Entre uno y otro recurso existe la diferencia esen-
cial de que el que nos ocupa es de índole estrictamente administrativa, en tanto que el regulado en el artículo 101 
LJCA es procesal y da origen a un litigio ante la autoridad judicial. Pero su fundamento es muy similar: obtener la 
uniformidad de criterios, en el caso que analizamos, o una «doctrina lega!», en el supuesto del recurso extraordina-
rio de carácter contencioso. (Cfr. SAINZ DE BUJANDA, F. (Dir.), Notas ... , t.I, vol. 3.°, p. 358.) 
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nistrativa en la aplicación de las normas tributarias. A tal fin, se hace uso de la 
previsión establecida en el artículo 166, d), LGT, precepto que otorga una legiti-
mación, ciertamente singular y exclusiva del ámbito tributario, a los órganos 
directivos responsables de la gestión tributaria y a quienes corresponda la inter-
pretación administrativa de las normas aplicables 730; los cuales, por razón de su 
posición especial, no respecto del objeto del proceso 731, sino en la estructura 
organizativa de la Administración tributaria, se les considera como sujetos facul-
tados para imponer un determinado criterio interpretativo acerca de una norma 
cuyo sentido específico resulte especialmente controvertido. Dicha legitima-
ción 732 es una expresión de la función coordinadora, más concretamente, del 
interés público dimanante de la propia organización administrativa en eliminar 
cuerpos de doctrina contradictorios en los dos órdenes gestores, unificando los 
diversos criterios en el sentido que el órgano directivo reclamante ante el Tribu-
nal Económico-Administrativo Central estima más acorde con el principio de 
legalidad 733. 
730 Singularmente el Director general de Tributos, puesto que, como escribe SOLÉ ESTALELLA, J., Cir· 
culares ... , cit., p. 134, aun cuando los artículos 166, d), LGT Y 136 RPEA se refieren aparentemente sólo a los 
Directores generales de alguno de los Departamentos con competencias activas en que se ha organizado la Adminis-
tración de la Hacienda Pública, han sido constantemente interpretados en el sentido de que confieren legitimación 
para recurrir, también, al Director general de Tributos; lo que tiene toda su lógica, podemos añadir nosotros, si de lo 
que se trata es de encauzar en un sentido determinado la interpretación oficial de las normas tributarias. 
731 Porque los sujetos legitimados a los que refiere el artículo 166, c) y d), LGT no ostentan la titularidad de 
ningún derecho subjetivo reaccional asentado en una relación jurídico-tributaria, ni son portadores de ningún interés 
legítimo en el sentido de remoción de un perjuicio ocasionado en la situación jurídica del reclamante, que legitiman 
con carácter general a un sujeto para interponer una reclamación económico-administrativa, como destacan PÉREz 
MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F. «Reclamaciones ... », en AMORÓS RICA, N. (Dir.), Comentarios a las Leyes 
Tributarias ... , cit., t. TI, pp. 609-610; en el mismo sentido, GARCÍA NOVOA, c., «Reclamaciones económico-admi-
nistrativas (artículos 166, 167 Y 168»>, en AA. VV., Comentarios a la Ley General ... , cit., vol.TI, pp. 1823-1824. 
732 A la que PÉREZ MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F., «Reclamaciones ... », en AMORÓS RICA, N. 
(Dir.), Comentarios a las Leyes ... , cit., t. TI, pp. 609-610, denominan «formal» o «artificia!». 
Una legitimación que, por lo demás, no suscita las fundadas críticas que la legitimación a estos mismos 
órganos administrativos ha producido en el caso del recurso de alzada ordinario, ya que se puede llegar a la anula-
ción de un acto declarativo de derechos obviando los mecanismos garantizadores propios de la revisión de oficio. En 
este sentido, PÉREZ MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, J. L., op. últ. cit., pp. 613-614; GARCÍA NOVOA, c., 
«Reclamaciones ... », en AA. VV., Comentarios a la Ley ... , cit., vol. n, pp. 1835-1837; CASADO OLLERO, G./ 
FALCÓN Y TELLA, R./LOZANO SERRANO, C./SIMÓN ACOSTA, E., Cuestiones ... , cit., p. 862, que hablan de 
la escasa justificación material del precepto comentado, pese a su rancia tradición en el ámbito económico-adminis-
trativo; por último, GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Curso ... , cit., t. n; p. 636, 
señalan que estamos ante «auténticos procedimientos de revisión de oficio de actos administrativos». 
733 Pues también pueden tomarse en cuenta otros criterios diferentes al perjuicio individual, tales como el 
interés público que justifica el que se legitime también a los Directores generales y al Interventor general de la 
Administración del Estado, en el contexto, como dice GONZÁLEZ PÉREZ, J., Los recursos administrativos y eco-
nómico-administrativos, cit., p. 328, de «una labor de auxilio y colaboración para el mejor ejercicio de una función 
estata!». Porque se trata de un interés enraizado en la propia organización administrativa, como señalan PÉREZ 
MORENO, A./LÓPEZ MENUDO, F., «Reclamaciones ... », en AMORÓS RICA, N. (Dir.), Comentarios a las 
Leyes ... , t. n, cit., pp. 609-610, quienes subrayan el dato harto significativo de que el Interventor general de la Admi-
nistración del Estado carezca de legitimación para interponer el recurso de alzada para unificación de criterio, pues 
en este caso, más que una finalidad fiscalizadora, es un fin de coordinación en los criterios de los Tribunales Eco-
nómico-Administrativos Provinciales (entre sí y con los órganos gestores de los tributos), el que la norma parece 
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Pero, al igual que acontecía con el mecanismo coordinador ideado en el 
artículo 98.3 RPREA, la virtualidad práctica del recurso extraordinario para la 
unificación de criterio resulta bastante limitada. En efecto, únicamente si el Tri-
bunal Económico-Administrativo Central estima el recurso interpuesto por el 
órgano directivo de gestión, se producirá la unificación de criterios perseguida; 
mientras que, por el contrario, en el supuesto de que el primero considere atinado 
el criterio emanado del órgano económico-administrativo regional, es incierto si 
dicho criterio puede imponerse también a los órganos de gestión, pese a disponer 
el artículo 38 TAPREA que la resolución del Tribunal Económico-Administrati-
vo Regional «unificará el criterio». Pues, en verdad, si el repetido artículo 38 se 
interpretara en el sentido de que la unificación de criterios alcanza también al 
orden de gestión, ello no parecería muy respetuoso con el principio organizatorio 
de separación enunciado en el artículo 90 LGT; máxime si, haciendo salvedad de 
la referida separación, tenemos presente que, si bien es cierto que el Presidente 
del Tribunal Económico-Administrativo Central tiene categoría orgánica de 
Director general-de acuerdo con el artículo 6 del Real Decreto 1884/1996, de 2 
de agosto, de estructura orgánica del Ministerio de Economía y Hacienda-, los 
órganos gestores de la AEAT están inmunes a cualquier tipo de poder jerárquico 
proveniente de la Administración matriz. Al margen de que, por fm, si la discon-
formidad sistemática de criterios interpretativos entre los órganos de gestión y los 
de resolución de reclamaciones tiene su origen en una doctrina emanada del pro-
pio Tribunal Económico-Administrativo Central, la propia configuración jurídica 
del recurso de alzada para unificación de criterio, que considera lógicamente sólo . 
impugnables las resoluciones de órganos de resolución regionales, 10 hace abso-
lutamente inoperante para satisfacer la función coordinadora que inspira los pre-
ceptos analizados. 
y es que, probablemente, la causa de la insuficiencia de los mecanismos 
analizados para solucionar el problema que puede plantear la disconformidad sis-
temática de las interpretaciones oficiales sostenidas por los dos órdenes de ges-
tión en que se organiza nuestra Administración tributaria, haya que encontrarla 
en la ausencia de un órgano especializado en la función de control y centraliza-
ción de las facultades interpretativas; un órgano que, aun respetando la indepen-
dencia funcional de los Tribunales Económico-Administrativos, que por las razo- . 
perseguir en este caso. De un mayor perfeccionamiento en el ejercicio de la función tributaria a través de l.a unifi-
cación de doctrinas habla sÁNCHEZ GONZÁLEZ, A., Procedimiento económico-administrativo, ed. Instituto de 
Estudios Fiscales, Madrid, 1983, pp. 132-133. Asimismo, GARCfA NOVOA, C., «Reclamaciones ... », en AA. 
VV., Comentarios ... , vol. n, cit., pp. 1825 Y 1837; también CASADO OLLERO, G./FALCÓN.Y .TEL~A, 
R./LOZANO SERRANO, C./SIMÓN ACOSTA, E., Cuestiones ... , cit., p. 891, escriben que «muy slgm~c.atlv~­
mente», el recurso de alzada para unificación de criterio sólo es accesible a los Directores generales del Mimsteno 
de Economía y Hacienda. 
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nes que ya nos constan es aconsejable mantener, pueda ejercer, sin embargo, una 
función coordinadora al objeto de que la deseable separación entre gestión y 
resolución no devenga en incomunicación absoluta 734. 
Pero conviene tener presente que para la consecución de una actuación 
administrativa coordinada, entendiendo por coordinación en este momento la 
obtención de un determinado resultado 735, es preciso el establecimiento de cier-
tas técnicas orgánicas y funcionales 736 de las que en estos momentos quizá está 
ayuna nuestra Administración tributaria: a saber, la creación de un órgano ad hoc 
especializado en la coordinación y control de los procesos interpretativos que 
despliegan los diversos órganos integrados en la Administración tributaria y, de 
otro lado, la atribución a dicho órgano de la potestad coordinadora, la cual, 
teniendo en cuenta que los sujetos a coordinar gozan de una cierta esfera de auto-
nomía, debe tener el sufi~iente alcance como para poder influir o condicionar, si 
es necesario, el contenido de las decisiones de estos últimos órganos. Para ello, el 
órgano coordinador de modo forzoso ha de estar provisto de cierta facultad de 
dirección 737, que ha de venir necesariamente amparada en la pertinente atribu-
ción competencial, en la medida en que la coordinación como resultado sólo es 
posible si existe una potestad atribuida a un ente u órgano público -el coordina-
dor- para asegurar la acción coherente de otros -los coordinados- o de estos 
otros con aquél, pues, en defmitiva, la coordinación, como tal, implica un límite 
efectivo al ejercicio de las competencias de los coordinados, como consecuencia 
734 Con lo que se vuelve a poner de manifiesto la magnitud de la importancia de un adecuado reparto inter-
no de las tareas entre los distintos órganos, es decir, de las relaciones organizativas en el seno de cada Administra-
ción pública, con el fin de salir al paso de las disfunciones que la falta de un adecuado sistema de relaciones intraad-
ministrativas produce. Sobre ello, ORTEGA ÁLVAREZ, L., «La organización administrativa», en PAREJO 
ALFONSO, L./ORTEGA ÁL V AREZ, L./JIMÉNEZ-BLANCO, A., Manual de Derecho Administrativo, cit., p. 
189; sobre las consecuencias que de ello se derivan para el principio de coordinación, vide sÁNCHEZ MORÓN. 
M., La coordinación ... , cit., p. 12. 
735 Pues nos enfrentamos a un concepto jurídico polisémico, ya que, como ha visto SÁNCHEZ MORÓN, 
M., La coordinación ... , cit., p. 11, existen al menos cuatro acepciones posibles de coordinación: a saber, resultado de 
la acción administrativa, método de actuación inherente a las Administraciones públicas, principio general del Dere-
cho y, por fin, un tipo de potestad o competencia. • 
736 Vide, en general sobre las técnicas de coordinación de la !Icción administrativa, SANTAMARIA PAS-
TOR, J. A., Fundamentos ... , cit., pp. 947-948; también ORTEGA ALVAREZ, L., «Órganos ... », en LEGUINA 
VILLA, J./SÁNCHEZ MORÓN, M. (Dir.), La nueva Ley ... , cit., pp. 79 Y ss, donde, además, se dice que correspon-
de a cada legislador sectorial aplicar las técnicas concretas que sean más eficaces en cada caso para obtener el resu-
tado finalista de la coordinación, ya que en la LRJAP y PAC sólo es posible hallar un amparo principial en su artícu-
los 4.1 Y 18 para la acometida de esta función. 
737 Por relación de dirección se entiende aquí una fórmula de supremacía-subordinación entre órganos más 
flexible que la jerarquía, pues se funda esencialmente en la adopción por el superior de directrices, programas o ins-
trucciones generales vinculantes, a completar o desarrollar por el subordinado (cfr. SANT AMARíA PASTOR, J. A., 
Fundamentos ... , cit., pp. 944 Y ss.). 
Con todo, dejemos constancia de la falta de unanimidad en la doctrina en punto a señalar el sentido y alcan-
ce concretos de la función coordinadora respecto de otros conceptos relacionales afines al de coordinación, como el 
de jerarquía, control, cooperación, etc. Para una panorámica de la cuestión, vide SÁNCHEZ MORÓN, M., La coor-
dinación ... , cit., pp. 11 Y ss., Y p. 22. 
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de la posición de superioridad en que se encuentra el que coordina respecto del 
coordinado 738. En el bien entendido de que la potestad que nos ocupa sólo se 
podrá hacer valer, como es lógico, dentro de las limitaciones de la función coor-
dinadora que justifica la propia existencia del órgano coordinador139• 
Planteadas en este contexto las necesidades de la organización, es con-
veniente una vez más acudir al modelo vigente en el sistema norteamericano, 
en el que es también, como ya nos consta, una organización descentralizada 
(Internal Revenue Service) la competente para desarrollar las funciones de 
gestión tributaria, aunque tal organización sea dependiente en ciertos aspec-
tos del Departamento del Tesoro (Treasury Department), cuyo Secretario 
ostenta la máxima responsabilidad en la aplicación de las leyes tributarias 
federales. 
Efectivamente, como vimos en otro lugar de este trabajo --capítulo segun-
do, epígrafe II. B)-, en la Administración tributaria norteamericana existe un 
órgano, adscrito al Departamento del Tesoro, la Office of Chief Counsel, cuya 
función es conseguir una aplicación uniforme de las leyes tributarias y que no se 
produzcan, por tanto, posiciones contradictorias entre las diversas oficinas gesto-
ras del Internal Revenue Service. Para ello, dicho órgano, en su condición de 
máximo órgano consultivo en materias legales e interpretativas del Secretario del 
Tesoro y del Comissioner del Internal Revenue Service, centraliza y controla las 
interpretaciones administrativas emitidas por la agencia a la que se encomienda 
la aplicación de las leyes tributarias federales 740. 
Así, dicho órgano ejerce su función de control sobre las potestades inter-
pretativas del Internal Revenue Se1(~Jice, en primer término, elaborando las Inter-
pretative Regulations, finalmente aprobadas por el Secretario del Tesoro, que 
contienen los criterios interpretativos sostenidos por el Departamento del Teso-
ro, y a las que se atribuye carácter vinculante para los órganos de gestión del 
738 Así, ÁL v AREZ RICO, M., Principios constitucionales de organización de la Administración pública, 
cit., p. 77; SÁNCHEZ MORÓN, M., La coordinación ... , cit., pp. 21-25, que reconoce en esta potestad un cierto ele-
mento decisorio, unilateral, que sitúa al coordinador en posición de supremacía; ya que, como señala PARADA 
V ÁZQUEZ, R., Régimen jurídico de las Administraciones públicas y procedimiento administrativo común, ed. 
Marcial Pons, Madrid, 1993, p. 109, <<la coordinación se mueve en un horizonte de obligatoriedad que necesita 
algún tipo de coerción para imponerse»; ORTEGA ÁL V AREZ, L., «La coordinación de la Administración del Esta-
do», en Documentación Administrativa. núms. 230/231, 1992, p. 37, escribe que «la coordinación como atribución, 
como potestad, sólo es posible ejercerla mediante los instrumentos derivados de una posición de supremacía institu-
cional respecto del ámbito de actuación a coordinar»; en el mismo sentido, COSCULLUELA MONTANER, L., 
«Los órganos administrativos: particular referencia a los órganos colegiados», en AA. VV., Comentario sistemático .... 
cit., p. 113. . 
739 Pues, en cualquier caso. como dice SÁNCHEZ MORÓN, M., La coordinación .... cit., p. 23, la coordi-
nación. a diferencia de la jerarquía, no es incompatible con la autonomía, sino un simple límite al ejercicio de ésta. 
740 Para una relación de las funciones de la Office ofChiefCounsel, vide QUIGGLE, J. W.{REDMAN, L., 
Procedure before the Internal Revenue Service. cit., pp. 5-6; MARVIN, J. G./RUBIN, R. B./MORGAN, P. T., Tax 
Procedure and Tax Fraud. Cases and Materials. cit., pp. 6 y ss. 
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Internal Revenue Service. Asimismo, en segundo lugar, la Office of Chief Coun-
sel decide sobre la publicación de las disposiciones interpretativas (Internal Reve-
nue Rulings) de la agencia, con lo que se condiciona el contenido de las contesta-
ciones evacuadas por los órganos de gestión respecto de las consultas formuladas 
por los contribuyentes sobre casos particularizados (Private Letter Rulings), habi-
da cuenta del carácter vinculante que las Internal Revenue Rulings tienen sobre 
cualquier inspector (Revenue Agent). Además, en tercer lugar, y por lo que ahora 
más interesa, desde la reforma organizativa de la Administración tributaria fede-
ral de 1982, se transfirió a la Office ofChiefCounsellaAppeals Function, es 
decir, la solución de las controversias entre los órganos de inspección y los con-
tribuyentes ante la correspondierite oficina de apelaciones (Appeals Organiza-
tion), lo que trajo consigo, junto a la mayor objetividad que a partir de este 
momento se obtendría en los supuestos de apelación, la consecución más sencilla 
de unos criterios uniformes para toda la organización 741. 
En definitiva, si la consecución de una mayor coordinación entre las fun-
ciones de gestión y de resolución de reclamaciones pasa en buena medida, a nues-
tro modesto entender, por una organización jurídica más adecuada de las faculta-
des interpretativas de nuestra Administración tributaria 742, quizá sería 
conveniente el establecimiento de un órgano especializado en la función interpre-
tativa, al estilo de la mencionada Office of Chief Counsel. Un órgano que bien 
podría ser la actual Dirección General de Tributos, si la misma contara con los 
medios jurídicos suficientes para ejercer una función coordinadora; lo que no 
tendría, en ningún caso, por qué significar el desapoderamiento de las facultades 
interpretativas de los órganos de gestión de la AEAT, sino simplemente la organi-
zación y el control jurídico de las mismas 743, incluyendo dentro del ámbito obje-
tivo sobre el que dicho órgano de coordinación ejerciera su función la doctrina 
emanada de los órganos de resolución de reclamaciones. 
741 Sobre todo ello. vide QUIGGLE, J. W./REDMAN, L., Procedure before .... cit., pp. 2 y ss., y pp. 40 
Y ss.; GARBIS, M. J./RUBIN, R. B./MORGAN, P. T., Tax Procedure .... cit., pp. 2-3, y pp. 66 Y ss. 
También puede consultarse, entre nosotros, sobre las vicisitudes del procedimiento de recurso ante la 
Administración tributaria norteamericana, en concreto ante la Appeals Office -único nivel de apelación que existe 
en dicha Administración y última etapa del procedimiento de gestión antes de la vía judicial ante el Tax Court of the 
United States-, CLAVUO HERNÁNDEZ, F./MAZORRA MANRIQUE, S" «La gestión tributaria en el ordena-
miento tributario norteamericano». en REDF. núm. 63, 1989, pp. 340 Y ss. 
742 En este sentido, ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Las consultas a la Administración en la LGT», en AA. VV., 
Comentarios a la Ley General tributaria ... , vol. n, cit., p. 1410, señalaba la necesidad de abordar derechamente el 
problema de la organización jurídica de las potestades interpretativas que la ley atribuye a la Administración para la 
aplicación de los tributos. 
743 La extensión ilimitada e incondicionada a todos los órganos gestores de la Administración tributaria de 
la potestad interpretativa ya fue denunciada por ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa .... cit., 
pp. 496-497. 
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Porque, como ya pusimos de manifiesto en otro lugar de este trabajo, la 
existencia de ese órgano coordinador no impediría que la competencia para con-
testar las consultas tributarias se residenciará en los órganos gestores de la AEAT, 
por las razones que ya nos son conocidas 744; como tampoco impediría, por otro 
lado, que en el Presidente de la AEAT se concentrará la facultad para emitir cir-
culares interpretativas en el seno de esta organización, poniendo fin, de este 
modo, a la extensión ilimitada e incondicionada de la potestad interpretativa a 
todos los órganos directivos de la AEAT. Ahora bien, ese órgano coordinador 
~ue bien podría ser, repetimos, la Dirección General de Tributos si se le apode-
rara de las facultades precisas-, señalaría el marco general dentro del cual se han 
de mover los órganos gestores. A tal fin, se configuraría como máximo órgano 
asesor del Presidente de la AEAT en materias legales e interpretativas, de modo 
que se elaboraran en ese órgano las circulares que luego aprobase el Presidente; 
y, asimismo, podría, como también hace la Office of Chief Counsel que tomamos 
como referencia, condicionar el sentido de las contestaciones a las consultas vin-
culantes evacuadas por los órganos gestores de la AEAT, a través de la decisión 
de publicar aquellas que puedan servir de pauta para la elaboración de una circu-
lar interpretativa vinculante para cualquier órgano de gestión. Todo ello, en defi-
nitiva, estaría al servicio de una aplicación más uniforme y coordinada de las 
leyes tributarias. 
Por fm, por lo que se refiere a los órganos de resolución de reclamaciones, 
creemos que una reforma consistente en hacer depender los actuales Tribunales 
Económico-Administrativos de ese nuevo órgano coordinador, sometiéndoles a 
las circulares interpretativas allí elaboradas y aprobadas por el Presidente de la 
AEAT, no significaría un obstáculo demasiado grave a la independencia funcio-
nal de los mismos. Antes bien, el hecho de que esos criterios pudieran ejercer 
cierta función de dirección sobre el contenido de los actos de unos órganos de 
resolución, que continuarían especializados en su función y ajenos, por tanto, a la 
gestión, redundaría en la coordinación de la función tributaria, pues tales criterios 
habrían sido elaborados por el mismo órgano coordinador que condiciona en la 
manera que hemos examinado los actos de gestión. 
y ello no supondría un ataque frontal a la relativa independencia de los 
Tribunales Económico-Administrativos proclamada en el artículo 90 LGT, sino 
una mera limitación de la misma, porque, en primer lugar, aun cuando es cierto 
que ese órgano de coordinación ejercería cierta relación de dirección por medio 
744 Sobre la conveniencia de que sean los órganos gestores los competentes para contestar consultas tribu-
tarias y que, además, tengan carácter vinculante, vide ZORNOZA PÉREZ, J. J., Interpretación administrativa ... , 
cit., en especial, pp. 470 Y ss. 
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de l~ elaborac~ón de esos criterios interpretativos, no lo es menos que las circula-
res mte~r~tatI:as habrían sido elaboradas por un órgano que no ejercería funcio-
ne~ d~ hqUldacIón o recaudación en el sentido al que se refiere el citado precepto. 
ASImIsmo, en segundo lu~:rr' la propia naturaleza jurídica de esas circulares, pen-
sada.s para una ,constelacIOn de casos típicos, permitiría un relativo margen de 
mamobra a los organos de resolución, al limitarse aquéllas a determinar un marco 
den~o del cu~ son posibles más de una decisión, es decir, varias interpretaciones 
posl~les; no SIendo posible, en ningún caso, que la interferencia de un órgano de 
gestIón sobr~ otro de resolución predeterminara en un sentido concreto y unívo-
~o, por medIO de una orden jerárquica, el acto que habría de dictar el último al 
Imponerle la única interpretación válida 745. 
745 N v 1 
PÉREZ, J J os a emos ~ara este. segundo argumento de la diferencia gradual que, de acuerdo con ZORNOZA 
f . " Int~rpretaclOn admln¡stratlv~ ... , cit., p. 482, existe, desde el punto de vista del proceso de concreción 
no~a IVa, entre as mte~retaclOnes admlll1stratlVas que se manifiestan a través de la forma jurídica de circular y las 
que henen lugar por mediO de contestaciones a consultas tributarias. 
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